INDICE ALFABETICO 

POR 

MATERIAS 



ACCIDENTES DEL TRABAJO. 
Ffesponsabil idud patronal. 

1. I* falta en que incurrió la víctima de un accidente del 
trabajo impido fundar la responsabilidad del patrón en la 
culpa que se intento atribuirle por exclusión del caso for- 
tuito. Página íi. 

Indemnización. 

2. El art 9" de la ley N* 9ü88 diapone en termino* 
tan claros el sistema indirecto de Ja renta como procedi- 
miento para el ajuste de la indemnización que hace inad- 
misibles las interpretaciones conducentes a obtener la en- 
trega inmediata del capital al accidentado o sus derecho- 
linbientes. Página 143. 

ACCION CIVIL. 

Influencia de ta teniendo criminal. 
Absolución. 

1. 1* circunstancia de que deba absolverse al importador en 
la querella por defraudación promovida contra el mismo, 
no es óbice para examinar la cuestión desde el punto do 
visto de la acción civil sobre cobro de loa respectivos dere- 
chos aduaneros. Página 91. 
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2. Si bien es cierto que dada la naturaleza del juicio penal 
ante la justicia federal, comprensivo de la sanción por el 
delito o la falta y del cobro de liw derechos fiscales, no se 
puede revisar en actuaciones independientes de un juicio 
civil por cobro de derechos fUcalct, la sentencia que en 
lo criminal dec'aró improbado el hecho generador de esos 
preteudidos derechos, también es verdad que las razones 
que tundan esa conclusión admiten excepción cuando la 
«ansa criminal no ha tramitado juntamente coi; la civil y 
en ln primera, lu prueba del derecho del Fisco ha sido 
coartada por reatos ineficaces en la segunda. Pagina 91. 
9. La falta de prueba del importador tendiente u desvirtuar 
las constancias en virtud de las cuales fué condenado en 
juicio ejecutivo a pagar los derechos aduanero» exigido* 
por el Fisco con posterioridad a la introducción de las 
mereaderíus; las diferencias entre el manifiesto do carga 
y los conocimientos, y los documentos del despacho adua- 
nero, advertidas en numerosas operaciones de importación 
v otrtt circunstancias igualmente ^gerentes, así como la 
negativa de la firma introductora a presentar >us hhros 
de comercio, que lia remitido al extranjero, imponen el 
rechazo de la demanda sobre repetición de los derecha-, 
no obstante la absolución recaída en la causa criminal que 
se le siguió por defraudación. Página 91. 
4. Habiéndose discutido y resuelto en la causa criminal ter- 
minada favorablemente para el contribuyente acusado, tan- 
to lo referente a la multa como al gravamen impuesto por 
la Administración General de Impuestas Internos, y no 
habiéndose producido en el nuevo juicio por parte del Fisco, 
prueba alguna One modifique ln condición legal del proceso 
anterior ni la situación del contribuyente, procede hacer 
lugar a la acción tendiente n obtener la devolución de la 
*unia que posteriormente le fué cobrada al mismo en eon- 
.epto del impuesto por cuya supuesta defraudación M había 
promovido el mencionado juicio criminal Pagina Mí). 

ACTOS ADMimSTRA TtX'OS. 

1, La cosa juzgada existe en el orden administrativo cuando 
el P. E, decide, como verdadero juez, ln* cuestiones en que 
<e plantean v demandan pretensiones regladas por ley. Pá- 
gina 135. 

2. El decreto $UB deja sin electo a uno anterior pasado en 
autoridad de cosa juzgada, PW«* ser revocado por otro 
posterior que restablezca el imperio del primero. Página 135. 
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3. Los decretos <iel P. K por- los cuajes se nombra a un em- 
pleado nacional, se dispone bu cesantía o se monda pagarle 
sueldos por todo el tiempo que duró la misma, importan el 
ejercicio de facultades discrecionales del P. E., no regladas 
por ley, por lo que éVte puede revocarlo* sin necesidad de 
acudir a los tribunales de justicia. Página 17(i. 

4. El Poder Ejecutivo puede válidamente dejar sin efecto un 
decreto denegatorio de un traspaso de pQuíÓn militar que 
no fuó consentido ni quedó ejecutoriado y acordar ese be- 
ncfi'io; pero una vez ejecutoriado este segundo decreto, 
Carece de facultades para revocarlo, sin perjuicio de de- 
mandar >u anulación ante los tribunales de justicia dentro 
do los términos legales. Página 41(i. 

Si bien la jurisprudencia de la Corto Suprema lia fijado 
como principio general el de la incompatibilidad de jubila- 
ciones Hcumulables o du jubilaciones con pensiones, o jubi- 
laciones opa devolución de aportes etc.; una vez acordada 
uua jubilación nacionnl con el conocimiento de otra jubila- 
ción provincial o municipal otorgada anteriormente a la mis- 
ma persona, que lin eguido gozando del derecho consiguiente 
durante varios «ños, no puedo el Poder Administrador sin 
la existeueia siquiera de nueva ley privar por sí al titular 
■le ese derecho adquirido respecto del cual existe cuta juz- 
gada, sino que debe demandar judicialmente la nulidad por 
violación de las formas sustanciales del juicio o del pro- 
nunciamiento. Página 517. 

ACTOS JURIDICOS. 
Nmttdoá 

Ui parte capaz no puede invocar la incapacidad del otro 
contratante para demandar la nulidad del acto jurídico ce- 
lebrado. Página 211. 

ADUANA. 
Principio* generales. 

I. Los arts. 9 y 10 de la Constitución Nacional han sido ins- 
pirados por el evento de que se crearan aduanas interiores 
por las provincias o ¡>or el Congreso pura coexistir con las 
exteriores, y tiene por objeto hacer imposible todo derecho 
de importación o de exportación, lucra de los ( obrados por 
las aduanas nacionales. Página 27. 
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Importación. 

En general. 

2. La falta de prueba del importador teudiente a desvirtuar 
las constancias en virtud de las cuales fui condenado en 
juicio ejecutivo a pagar los derechos aduaneros exigido» 
por «*1 Fisco con posterioridad a la introducción de la.- 
mercaderías; '«« diferencias entre el manifiesto de carpí 
y los conocimientos, y los documentos del despacho adua- 
nero, advertidas en numerosas oiwreciones de importación 
y oirás circunstancias igualmente sugerentes, así como la 
negativa de la tirma introductora a presentar sus libro-* 
de comercio, que lia remitido ul extranjero, imponen el 
recliazo de la demanda sobre repetición de los derecho-, 
no obstante la absolución recaída en la causa criminal que 
se le siguió por defraudación. Pagina 91. 

Libro de derechos. 

3. La circun-taueia de que se haya abauclto al introductor en 
el proceso por defraudación, revocándose la decisión del 
Administrador de la Aduana que aplicaba multa por falta 
de justificación del destino de parte del papel libremente 
importado, no es óbice para cobrarle un impuesto en razón 
de no haberse acreditado eme los residuos del papel cayo 
destino legal se admite, hayan sido vendidos a fábricas na- 
cionales de papel para .<er utilizados como materia prima. 
Página 123. 

4. Es infundada la objeción tendiente a demostrar (pie la ley 
N 9 11.588 no exime de derechos aduaneros n las mercade- 
rías destinadas a fábricas que no elaboren exclusivamente 
materias primas de producción nacional sino que también 
utilizan algunas de procedencia extranjera, aunque en pro- 
porción mucho menor que aquella que entra en la clal>o- 
rat ión de los productos como fundamental. Página 393. 

5. Los arts. 27 de la ley N f 11.281 y (P del decreto reglamen- 
tario, no son aplicables a los casos en que la Aduana lia 
percibido los derechos de importación. Página 393. 

/n/raccíones. 
Manifestación incompleta. 

6. Las llaves fijaa de Inerro niqueladas de la partida 172IÍ 
se hallan sujetas al recargo del 25 % establecido en la 
nota 2* de la Sección Ferretería de la Tarifa de Avalúos 
y no están comprendidas en la liberación que el art. 3° de 
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Ja ley N* 11.588 acuerda a las herraniient a» de hierro y 
acero para artesanos por lo que el introductor que solo 
declaro llaves fijas do hierro sin ruauifestar que eran ni- 
queladas, infringe el art. 104 de bu Ordenanzas de Aduana 
y se hace pasible de una mulla igual a la diferencia de 
derechos existentes entre lo declarado y lo que resultó. Pá- 
gina 102. 

Recursos. 

7. El recurso judicial en materia aduanera puede ser compren- 
sivo de ia.s sanciones impuestas al delito o infracción come- 
tido y de los derechos que el Fwo haya dejado de percibir. 
Página 123. 

8. El art. 4" de la ley X* 7055 no rige para el caso en que 
el introductor, absuelto en cuanto a la defraudación que 
so le imputaba pero condenado al pago de los derechos de 
importación, apele sólo con respecto a esta última parte 
del fallo. Página 123. 



C 

CIUDADANIA Y SATVRAUZAVIOS. 
Principian generales. 

1. El juez federal que acordó la corta de ciudadanía tien- 
jurisdicción para corregirla y debe hacerlo nnte el pedido 
del interesado que acompaña testimonio debidamente auten- 
ticado de la resolución del tribunal ordinario de su domici- 
lio que dispuso la rectificación de su nombre. Página 71. 

Requisitos. 

2. A los efectos de obtener la carta de ciudadanía debe pro- 
barse la calidad de extranjero y la identidad del solicitante 
en la forma que determinan los arts. 79, 82 83 y 85 del 
Código Civil. Página 86. 

3. No habiéndose justificado qne la partida de bautismo ex- 
pedida en España sea allí admitida como prueba supletoria, 
debe considerársela insuficiente para probar la identidad 
del extranjero que pretende obtener carta de ciudadanía 
argentina, «ttu cuando la autoridad civil haya certificado 
al pie de aquella que el nacimiento no aparece inscripto 
en las libros del Registro de la localidad; tanto menos 
cuanto que dicha partida se halla sin legalizar y no indica 
el lugar del nacimiento del interesado. Página 86. 
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COMERCIO ISTEnPHOVISCIAL. 

1 . Para que un impuesto creado i>or una provincia .sobre las 
actividades comerciales de una corporación que realiza ope- 
raciones dentro y fuera dd territono de aquélla, no contra- 
ríe el comercio interestadual, es indispensable, que tal gra- 
vamen se aplique sólo en vista de las operaciones intraesta- 
ilualcs; que la suma cobrada no se aumente en Vista del 
negocio tnterprovincinl realizado; qué la corporación com- 
prometida exclusivamente en el comercio interestadual no 
esté sujeta a In imposición y que las personas gravadas pue- 
dan interrumpir el negocio sin retirarse también del negocio 
interestadual. Página 27. 

2. B] transporte de pasajeros de no ponto a otra del territo- 
rio de la República, es una actividad protegida en cuanto 
a la-s personas y a las cosas por los arte. 14 y '¡7. inc. 12 
de la Constitución Nacional. Página 27. 

3. El contralor del transporte do pasajeros de un punió a 

otro del país corresponde al Congreso e incluye no sólo eJ 
relativo a la propiedad en cualquiera de «US man if estacio- 
nes, sino también las personas y las relaciones jurídicas 
derivadas del mismo transporte, cuando este tiene lugar 
entre habitantes de diferentes estado-. Página 27. 
•1. Las provincias no Be bailan Autorizadas para diciar leyes 

o reglamentos de carácter general o municipal que compor- 
ten directa o indirectamente trabar o perturbar de cual- 
quier modo que no signifique el ejercicio di* sus poderes 

de policía, la libre circulación territorial o que puedan afec- 
tar el derecho de reglamentar el comercio, conferido al Con- 
greso de la Nación con el carácter de una facultad exclu- 
siva. Pégina 27. 
5. Kl principio M'giíu i*l cual toda empi a de transporte, 
como cualquier habitante, pueden ser gravados personal- 
mente con relación al valor de su propiedad u I* engalla 
de sus rentas, sin atender a la fuente de que provienen, 
dejaría de ser verdadero si un impuoto lletrase a ser cstu- 
blecido por una provincia sobre la* entradas derivadas del 
trans|K>rte de mercadería- y pasajero? conexos enn el comer- 
cio interprovineial o extranjero, porque importaría violar 

el «rt. (17, inc 12 de la Constitución Nacional. Página '¿7. 
♦i. Kl impuesto al comercio y a la industria previsto en el 
áít 7, inc e» apartado 7. de la ley N* 41!»S de la Provincia 
de Buenos Aires, aplicado a las empresas de ómnibus que 
transportan pasajeros desde la Provincia n la Capital Fe- 
deral -ohn- la base del total «le las entradas bruta.- obteni- 
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das en concepto do expendio de boletos y en proporción 
al número de metros recorridos dentro del territorio pro- 
vincial es violatorio del art. 67, ine. 12. de la Constitución 
Nacional, sólo en euunto incluye en el cómputo él valor de 
los boletos correspondientes n los viajes btereatadualea en 
vez de limitarse a los tatroesUdooles. Página 27. 
U lev N" 4109 de la Provincia de Buenos Aires es viola- 
loria del art. (¡7, ine. l'J, de In Constitución Nacional, en 
cuanto grava con patente a laa Dgeneias establecidas en el 
territorio de aquélla por una compaña de navegación inter- 
provineiaJ r internacional para el desarrollo de sus activida- 
des referentes al tránsito marítimo y lluvial. Página 48. 
*. Las provincias no tienen facultades para dictar leyes re- 
glamentarias u ordenanza* que directa o úidireetamentfi 
importen trabar .» perturbar de cualquier modo que no sig- 
nifique el ejercicio de sus poderes de policio, la libre circu- 
lación territorial, o <juc puedan alertar el derecho de regla- 
mentar el comercio atribuido a! Congreso de la Naeión con el 

carácter de (acuitad exclusiva. Página 14!*. 
'.». El principio de los nru. 10 y 67, ine. 12, de la Constitución 
Nacional protege también las operaciones auxiliares del co- 
mercio. Página 14.Í. 
1". El comercia entre Estados no es libiv cuando un artículo, 
efl razón de su origen o elaboración exterior es sometido 
por la administración local a una reglamentación o grava- 
men diferencial. Página 143. 

11. Es violatoria de los nrls. !) y LO de la Constitución Nacio- 
nal una ley provincial que grava ]a venta de determinado 
producto fabricado CU otra provincia, con un impuesto ma- 
yor que el que se cobra al similar fabricado efl ta propia. 
Página 143. 

VI. Cualquier gravamen provincial que .-iva desigualdades en- 
tre los contribuyentes por rozones de vecindad dentro de la 
República es inconstitucional. Página 143. 

13. Las leyes Nros. Mitt, 4ÍIS9. 4127 y 41 W de la Provincia 
de Buenos Aires son violat - de la Constitución Nsoio- 
Dol, en cuanto imponen una patente dit'erencial a los agentes 

o corredores viajeros de casos de comercio no establecidas 

en la provincia, por el solo I lio de vender en ésta pro- 
ductos fabricados fuera de su territorio. Página 143. 

14. Lt menor patente exigido |»or la ley N* 428:1 de la Pro- 
vincia de Buenos Aires a lo*, corredores lóenles de casas 
de comercio que o|ieran exclusivamente en el partido en 
que éstas se bailan situadas, con relación a In que impone 
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h los <|ue desarrollan mis actividades en todo el territorio 
provincial, no afecta al comercio interprovincial ni os re- 
pugnante a las disposiciones de la Constitución Nacional re- 
fen-nte* al mismo. Página 143. 

COMPRAVENTA, 

1, Hcsul tundo de autos que la escritura pública de transrui- 
sión del dominio traduce con claridad lu voluntad de loa 
contratan tes, y no habiendo probado la tetara el error 
invocado, procede rechizar la demanda fundada en esta cau- 
sal, tanto más si el error, de haber existido, -sólo habría, 
sido posible merced a una grave negligencia de lu adora 
que, por lo mismo, no podría Invocarlo, Página 211. 

2. L* demanda promovida por el vendedor contra el compra- 
dor con el fin de obtener la devolución de gran parte de 
los tierras enajenadas, Orea una situación equivalente a la 
que plantea la acción reivindicatoría, ft los efectos de auto- 
rizar al comprador —que basta entonces lia pagado una par- 
te del precio suficiente para dar por cumplidn su obligación 
si la restitución prosperase— jwira suspender el pago del 
Baldo, por lu cuál no procede la acción deducida por el 
Vendedor por cobro del resto del precio. Página 230. 

CONCESION, 

Principio» generales. 

L Las personas y empresas concesionarias de servicios pú- 
blicos pueden tener bienes y desarrollar actividades que no 
sean directa, estricta o necesariamente parte integrante de 
aquéllos, y que do se bailan a cubierto del poder fiscal o 
policial de la Nación, de las provincias, ni de las munici 
lialidades, no obstante la franquicia de la* leyes de con 
cesión. Página 247. 

Efectos. 

Relaciones entre el poder público y el con cesión a rio. 
2. Si bien el Estado puede imponer al concesionario de ser- 
vicios públicos gastos y erogaciones que, sin revestir el 
carácter do impuestos o tasas, .sean como la condición mis- 
ma para quo se realice con eficacia el servicio concedido, 
no debe olvidarse que aquéllos deben referirse directamen- 
te al semejo en las términos del contrato y de las facul- 
tades inherente* al j>oder de policía, que no deben gravitar 
excesivamente sobre el equilibrio económico del concesio- 
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nnrio, y que tai facultad queda restringida cuando el con- 
cederte lia reconocido al concesionario el privilegio de no 
.soportar más carga*. Página !>. 

■i. No puede recarpirse al concesionario coa una erogación 
<.l,li K atoria que no sea del carácter de !a.s tasas o impuestos 
laxativamente enumerados .-orno excepciones a In franqui- 
cia que se le ha otorgado. Página 0. 

4. I*i «Unanla de la concesión para la explotación de un 
servicio de transporte dentro de una ciudad, por la cual 
se exonera ni concesionario del pago de toda elaae de con- 
tribncione*, tasas o impuestos municipales, no lo liliera del 
pago de un impuesto creado ulteriormente por el respec- 
tivo irohierno provincial, amello menos aun si la municipa- 
lidad carecía de facultades para acomia* ta exención de 
gravámenes cuya imposición corresponde, por su naturaleza, 
n ^jurisdicción de aquel gobierno. Página '27. 

■ r >. I-a imposición de un gravamen creado jx.r |a Provincia 

en ejercicio de facultados propias, a las empresas de trans- 
porte de pasajeros en el territorio de aquélla, no impor- 
ta privar de derechos adquiridos a las que en virtud de una 

concesión da la municipalidad del lugar se hallaban exen- 
tas del pago de contribuciones; ni alterar los términos de 
la concesión ni violar el art. 17 de la Constitución Nacional; 
y la circunstancia de que ana paite del producto del im- 
puesto sea liquidado por la provincia n favor de los res- 
pectivos municipio.-, sólo podría originar una acción de las 
empresas contra estos. Página 27. 
I¡. Habiéndose acordado a la coinpnñín concesionaria, en el 
contrato respectivo, la exención de todo impuesto provin- 
cial o municipal durante un cierto término, no puede el 

Pisco revocar ese privilegio ni siquiera parcialmente, sin 
violar la propiedad de la empresa. Página 46!). 



mxstítvcíox xaciokal. 

Principios generales. 

Contralor por el Poder Judicial, 

1 . La injusticia o la fóconveaiencia de los impuestos no cons- 
tituye una objeción a su validez constitucional y >on ajenos 
al contralor del Poder Judicial. Página 27. 
i. Kl Poder Judicial carece de facultades pura pronunciarse 
acerca de la inequídad de los impuestos, en lo cual no 
puede fundarse una impugnación de inconstitucionalidad 
mientras no llegue a la confiscación de bienes. Pág. 105. 
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3. Procede rechazar la demanda tendiente a obtener la devo- 
lución de lo pagado en concepto del impuesto de nn centavo 
sobre la uva que se consuma o elabore en la Provincia de 
San Juan, establecido por la ley N ? 208 e impugnado como 
confiacatorio, si loa fundamentos que se invocan no se re- 
fieren a eae impuesto sino a otro que la ruiama ley erra 
pero que no afe-ta al actor. Página 40.'(. 

4. El Poder Judicial no tiene facultades para invalidar loa gra- 
vámenes en razón de su injusticia o inconveniencia, del ex- 
ceso de su monto o de los forma* de percepción, mientra* 
de ellos no resalte una violación de las disposiciones con-* 
titucionales. Página 464. 

ComtitncionaUiiad e Íncon$tiÍue¡<mal¡dati. 
Leyes nacionales. 
Jubilaciones. 

5. El art. 24 de la ley N" 10.6511 no es violatorio de lo* arts. 14 
y 17 de la Constitución Nacional, en cuanto limita t« deter- 
minados casos de cesantía el beneficio establecido en su 
primer apartado. Página 275. 

(¡. La escala decreciente fijada en el art. 17 de la lev N* 11,923 
no responde a un propósito hostil u cierta dase de beneficia 
ríos ^ino a motivos reales y razonables; no excede de una 
discreta y justa disminución de benc tirios y mi es violatoria 
del art. 10 de la Constitución Nacional. Página 625. 

Decreto- nacionales. 

7. VA nrt. f>:i del dtvreto reglamentario de las leve- Nos. 11.0*2 
y 11.683 T. O., que confiere a loa delegaciones de la Direc- 
ción del Impuesto a los Réditos facultades para resolver 
hobre estimaciones de oficio, monto, pago y ejecución del 
impuesto y aplicación y cobro de multas, ha sido dictad» 
dentro de las facultades conferidas al P. K. por el nrt. 5* de 
dichas leyes T. O. Página 488. 

8. Si bien el Poder Ejecutivo lia podido válidamente prohibir 
por el decreto V 100.143, de febrero 1!) de 19.17, el trans- 
porte de frutas y hortalizas frescas en envases que no sean 
nuevos denominados "envase.* perdidos", carece, en cambio, 
de facultades para imponer multas que revistan carácter pe- 
nal, a los transportadores que acepten o conduzcan cargas 
en contravención, pues ello no ha sido contemplado en la ley 
N-* 48tí:i cuino infracción punible y. en Ules condiciones, la 
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pena no ha podido ser establecida por el P. E. ni aplicada 
ai transportador sin violación del art. 18 de la Constitución 
Nacional. Página 555. 

Constituciones provinciales. 

0. El art. 14!) de la Constitución de lu Provincia de Córdoba, 
según el cual en ningún caso se podrá trabar ejecución o em- 
bargo sobre la* rentas municipales, es contrario al art. 42 del 
Código Civil y violatorio de los arta. 67, inc 11, v :íl de la 
Constitución Nacional. Pagina 383. 

Impuestos v eontribueíone) provinciales. 
Al comercio y a la industria, 

10. Kl impuesto al comercio y a la industria previsto en el art. 
inc. e) apartado 7, de la ley V 4198 de la Provincia do 
Buenos Aires, aplicado a las empresas de ómnibus que trans- 
portan pasajero* desde la Provincia a la Capital Federal 
.sobre In ba*e del total de las entradas brutas obtenidas en 

concepto de expendio da boletos y en proporción al número 

de metros recorridos dentro del territorio provincial es Co- 
latorio del ¿irt. Ü7. inc. 12, de la Constitución Nacional, sólo 
en « llanto in. luye en el cómputo el valor de los boleto* co- 
rrespondientes n los viajes interestaduale* en vez de limi- 
tarse a lo» iutraestadnales. Página 27. 

AI consumo. 

31. Kl impuesto u la cerveza establecido por la ley N° 2U97 de 
la Provincia de Santa Fe es un impuesto al consumo que 
no viola las disposiciones «le la ConstitiieHÍn Nacional. Pá- 
gina 179. 

12. Kl impuesto a la cerveza establc«i«Ío j»or la ley N v Ü28Ü de 
la Provincia tle Santa Fe, que no lia sido pagado coactiva- 
mente en virtud de lo dispuesto en el art. 14 del decreto re- 
glamentario respectivo, sino voluntariamente con arreglo al 
art. 8 del mismo, no es violatorio de In Constitución Na- 
cional. Página 17fl. 

13. El art. 12 de In ley N» 3130 de la Provincia de Entre Ríos 
no es violatorio de los arta, p, 10 y Ú «le la Constitución Na- 
cional, pues el impuesto n que se refiere ba sido satisfecho 
con posterioridad a la fecha en que el artículo gravado fué 
litó" do al coiLsumo. Página 437. 

14. El impuesto estableeido por la ley X* 3173 de la Provincia 
de Entre Kíos grava el consumo interno de pas oil. fuel oil. 
tracto, agricol o sus similares con posterioridad a su en- 
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trftdu aJ territorio, cuando lia cesado la circulación territo- 
rial y ba comentado la económica por su confusión con loa 
otros bienes qne forman la riqueza provincial, por lo que 
no es violatorio de loa arta. 9, 10, 11, 67 inc. 12 y 108 de 
la Constitución Nacional. Página 449. 

A la circulación. 

15. El principio según el cual toda empresa de transporto, como 
cualquier habitante, pueden ser gravados personalmente con 
relación al valor de bu propiedad o a ln cuantía de sus rentas, 
sin atender a la fuente de que provienen, dejaría de ser 
verdadero si un impuesto llegase a ser establecido por un.» 
provincia sobre las entradas derivadas del transporte de 
mercaderías y pasajeros conexos con el comercio interpro- 
vincial o extrnniero, porque importaría violar el art. 07, 
inc. 12 de la Constitución Nacional. Página 27. 
Ui. Los arta. y 10 de la Constitución Nacional b*n sido inspi- 
rados por el evento do qne se crearan aduanas interiores por 
las provincias o por el Congreso para coexistir con las 
exteriores, v tiene por objeto hacer imposible todo derecho 
de importación o ex^rUción^ fmra de los cobrados por las 
aduanas nacionales. Página 27. 

17. El art. 11 de la Constitución Nacional no se refiere a los 
derechos de importación sino de tránsito, que presuponen 
que loa artículos, mercaderías o ganado* lleguen de una 
provincia a través del territorio de otra. Página 27. 

18. El concepto de los derechos de Inmsito previsto?* en los 
urts. 11 y lií de la Constitución Nacional, es inaplicable a los 
vehículos empleados en el transporte de pasajeros desde un 
punto de la Provincia de Buenas Aires n la Capital Federal 
y viceversa. Página 27. 

19. El impuesto cobrado sobre el monto de los ingresos brutos 
obtenidos por la venta de boletos a los pasajeros de loa 
vehículos encargudos de transportarlos desde la Capital Fe- 
deral a ln Provincia de Buenos Aires o viceversa, no grava el 
transito sino el contrato de transporte celebrado por los i»- 
sajeros con la empresa, en el cual se encuentra la fuente de 
utilidades de esta. Páginn 27. 

2U . El impuesto al acopio de frutos establecido por la ley N* b05 
de la Provincia de Santiago del Estero y por la ley N" 9 1252 
de la misma, que no modifica la estructura do aquélla, es 
violatorio de los arts. 9 y 10 de la Constitución Nacional. 

Pagina 373. 
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Diferenciales. 

.'1 . Et comercio entre Estados no es libre mando un artículo, 
en razón de su origen o elaboración exterior es sometido 
por la administración local a una reglamentación o gravamen 
diferencial. Página 143. 

22. I-a menor patente exigida por la ley V 1283 de la Provincia 
de Rueños Aires a los corredores locales de casas de comercio 
que operan exclusivamente cu oí partido en que catas se 
hallan situndna, con relación a la que impone a loa que des- 
arrollan sils actividades en todo el territorio provincial, no 
afecta al comercio intcrprovinciul ni es repugnante n las 
disposiciones de la Constitución Nacional referentes id mismo. 
Página 143. 

23. Las leyes Nos. 1905. 4089, 4127 y 419Í) de la Provincia de 
Rueños Aires son violatorias de la Constitución Nacional, en 
cuanto imponen una patente diferencial a los agentes o co- 
rredores viajeros de «ama de comercio no establecidas en la 
provincia, por el solo heeliu de vender en esta productos 
fabricados fuera de su territorio. Página 143. 

2-1. Cualquier gravamen provincial que i-rca de-igualdades entre 
los contribuyentes jK>r razones de veeindud dentro Je la Re- 
pública es inconstitucional. Página 143. 

25. Es violatoria de loa arts. 9 y 10 de In Constitución Nacional 
una ley provincial cpie gniva la venta de determinado pro* 
dudo fabricado en otra provincia, con un impuesto mayor 
que el que so cobra al similar fabricado en la propia. Pá- 
gina 143. 

28. El impuesto establecido por la ley N° 3130 de la Provincia 
de Entre Ríos no es diferencial ni viola torio del art. 16 de 
la Constitución Nacional. Página 437. 

Al vino y a la uva. 

27. Las leyes Nos. 217 y 438 de la Provincia de San Juan que 
crean un impuesto adicional por kilogramo de uva que se 
produce en la Provincia, con el objeto de resarcir a los vi- 
ñateros de loe daños que el granizo produce en sus planta 
ciones, constituye un monopolio de seguros contra el granizo 
inconciliable con los preceptos del Código de Comercio sobre 
contratación de los seguros y violan el principio de igualdad 
coma base del impuesto y de las cargas públicas, por lo que 
deben ser declaradas contrarias a los arta. 14. 16, 31 y 07 
inc. 11 de la Constitución Nacional. Página 40ií. 
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Varios 

28. El impuesto establecido por una provincia sobro productos 
que aon objeto de venta i'uera de 1a jurisdicción de la misma, 
es víolntorio de los arte. O 9 , 10, 11, (¡7, inc. 12 y 108 de la 
Constitución Nacional. Página 18. 

29. ÍjR denominación dada al gravamen no hasta para definir 
el carácter del mismo, pues para establecer *u conformidad 
con la Constitución debe estarse a la realidad de las cosas 
v u la manera como grava el impuesto. Página 18. 

■iO. El impuesto que con el nombre de patente lija ba estable- 
cido el art. 6 9 , inc. 20, de la ley N* 4089 de la Provincia 
de Buenos Aires, es violatorío de los nrts. O», 10, 11, 07, 
be, 12 y 108 de la Constitución Nacional. Páífina 18. 

31. La ley N° 4199 de la Provincia de Buenos Aires es viola - 
loria "del art. 67, inc. 12, de la Constitución Nacional, en 
cuanto cniva con patente a las agencias ealabteéídaa en el 
territorio de aquélla por una compañía de navegación ínter- 
provincial e internacional para el desarrollo de sus activi- 
dades referentes al transito marítimo y lluvial. Página 48. 

32. La ley N« 44 de la Provinc ia de San Ju?n no es violatoria 
«le los arta. 4, 14. 10. 19 y 07, inc. 11, de la Constítucióii 
Nacional, en cnanto establece In inspección de la-s sociedades 
.•on personería jurídica otorgada por las autoridades locales 
y el papo del impuesto correspondiente. Púgina 105. 

33. La ley N' 9 235S da ln Provincia de Sania Pe es violatoria 
del art. 07. inc 12, de la Constitución Nacional, en cuanto 
grava con patente a las agencias establecidas en el territorio 

de aquélla por una compañía de navegación intcrprovim'inl 

e internacional para ai desarrollo de sus actividades retv- 
rentes ni transitó marítimo y lluvial. Página 114. 
:U. La patente cobrada por la Provincia de Santa Fe a bis rs- 
(aeionea radiodifusoras instaladas en BU territorio, grava uiih 
actividad autorizada por el Gobierno de la Nación e importa 
una regulación dé funciones que competen a cMc. por lo que 
es procedente mi repetición. Pagina 247. 

Ordenanzas municipales; 

36. La patente a los cabarets cobrada con arreglo h lo dispuesto 
en la ordenanza de la Municipalidad de la « iudad de Bueno* 
Aires para el año 1932 no es violatoria <ic los arta. 16 y 17 
de la Constitución Wional. Página 4<Í4. 

CONTRATOS. 

La demanda promovida por el vendedor contra el comprador 
con el fin de obtener la devolución de «raii parle de la* tic- 
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rras enajenadas, «-roa una situación equivalente n la que 
plantea ta acción reivindicatoría » kn efectos do autorizar 
al comprador — que baila entonce» luí pairado una parte del 
pwcio suficiente para dar por cumplida su oldicaeióu si la 
restitución prospera.-» — pura suspender el pau'o del .saldo, 
por lo cual no procede In acción deducida por el vendedor 
por robra del resln del precio. IVipim '2'Mi. 

i OBREOS Y TELEGRAFOS. 

Uis estacionen radiodifusora* que uncu a un territorio fede- 
ral con ana provincia, n dos provincia- entre ellas, o a un 
punto malquiera de la N'jición con un Estado extranjero, 
están .sujetas a todas las ohlii.'n<ioiu-s y tr«>/.an dr todos los 
derechos establecido» en la lev S' J 750 salvo los (pie luí 
hielan sido expresamente exceptuados, y se hallan compren 
dida* en las previsiones del art. 07, ines. 13 y 10 de la 
Constitución Nacional, por lo que el Congreso ha podido 

acordarles la exención prevista cu el art. 1"> u*e la ley 
Pf* 750 Vi», en pjereicio de facultades ijue deben ser respe- 
tada- por las provincias. Página 217. 

CORTE SUPREMA. 

1. I*a intervención <lo la Corte Suprema mi un caso de incom- 
petencia negativa te procedente a los electos de evitar la 
electiva denegación de justicia, aun cuando no se hallaren 
reunidos los requisitos que ea ra éter izan a las contiendas de 
competencia que le corresponde dirimir. Página 71. 
Declarada la incompetencia de los lucro- federal y ordinario 
para entender en una ransn. eorres|>oiitlc que la Corte Su- 
prema intervenirn para impedir la denegación efectiva de jus- 
ticial aun cuando no estén llenados loa trámites leíale» de la 
controversia entre jueces o tribunales que caracteriza la 
contienda de competencia. Página 

•i. I-a Corte Suprema Carece de jurisdicción para evacuar una 
consulta formulada jmr la Dirección de institutos Penales 
acerca de la inteligencia de un lallo pronunciado por aquella 
■-u una causa criminal. Página 179. 

COSA JUZGADA. 

í. La cosa juzgada existe en el orden administrativo cuando el 
P. K. decide, como verdadero juez, las cuestiones en que se 
plantean y demandan prctciisiunr- regladas por ley. Pá- 
gina 136. 
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2. El decreto que deja sin cierto a uno anterior pasado en auto- 
ridad de cosa juzgada, puede ser revocado por otro posterior 
que restableíca el imperio del prinuro. Página 136. 

3. No siendo la misma la cuestión decidida en el ñuto .ipelndo 
y en un pronunciamiento anterior— cualesquiera sean las 
consideraciones incidentales contenidas en el primero— no 
exixte cosa juzgada que impida In procedencia del recurso 
extraordinario. Página 196. 

4. El Poder Ejecutivo puede válidamente dejar sin efecto un 
decreto denegatorio de un traspaso de pensión militar que 
no fué consentido ni quedó ejecutorindo y acordar ese bene- 
ficio; i>ero una vez ejecutoriado este segundo decreto, ca- 
rece de facultades para revocarlo, sin perjuicio de deman- 
dar su anulación ante los tribunales de justicia dentro de 
los términos lépales. Página 11»». 

.V Si bien la jurisprudencia de la Corle Suprema ha fijado 
como principio general el de In incompatibilidad de jubila- 
ciones ncumulables o de jubilaciones con ¡h-iisíohc*, o jubila- 
ciones con devolución de aportes, etc.; uno vez acordada una 
jubilación nacional con el conocimiento de otra jubilación 
provincial o municipal Otorgada anteriormente B In misma 
persona, que ha seguido gozando del derecho consiguiente 
durante varios años, no puede el Poder Administrador sin 
la existencia siquiera de nueva ley privar por sí ni titular 
de ese derecho adquirido respecto del cual existe cosa juz- 
gada, sino que debe demandar judicialmente la nulidad por 
violación de la- formas substanciales del juicio o del pro- 
nunciamiento. Página 517. 

(i. Habiéndose discutido y resuelto en la causa criminal termi- 
nada favorablemente para el contribuyente acusado, tanto 
lo referente a In multa como al gravamen impuesto por la 
Administración ftencral de Impuestos Interno*, y no habién- 
dose producido en el nuevo juicio por parte del Fisco, prueba 
alguna que modifique la condición legal del proceso anterior 
ni la situación del contribuyente, procede hacer lugar a la 
acción tendiente a obtener la devolución de la suma que pos- 
teriormente le fué cobrada al mismo en concepto del im- 
puesto por cuya supuesta defraudación se había promovido el 
mencionado juicio criminal. Página MO. 

COSTAS, 

Principios ye ue rales. 

1. Aunque haya prosperado la excepción de pago opuesta por 
el deudor, no procede condenar con costas al acreedor si 
hay justos motivos prrn eximirlo de ellas. Página 116. 
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Desarrollo del litigio. 
Allanamiento 

2. El pago anterior al requerimiento judicial exime al deudor 
de las costas de la ejecución. Página 11 tí. 

3. Procedo condenar en cortas al ador que, después de pre- 
sentar ante la Corte Suprema —«orno vecino de la Capital 
Federal— una demanda contra una provincia, omite urgir 
fu notificación y cambia, entre tanto, su domicilio a territo- 
rio de la misma provincia, dando lugar a quo ésta, notificada 
más tarde, oponga la excepción de incompetencia a la que 
aqné| se allana. Página 194 y 190. 

Efecto de la condena en corta*. 
Extensión . 

4. Si bien los honorario» de loa peritos deben ser regulados con 
prescindemin de los gnslus que requiere el cumplimiento de 
la labor que so les encomienda, nada obsta para aplicar el 

criterio contrario cuando ello es consecuencia de lo pedido 
por el interesado; CEBO en el cual la parte vencedora en 
costas no puede exigir n la contraria el reintegro de la suma 
que aquella haya pagado ul perito por concepto de gastos 
comprendidos en la cantidad regulada a su favor. Pag. 193. 
5.. Aun cuando en la demanda se haya reclamado el pago de 
los gastos originados por la protesta hecha por el actor para 
conservar su derecho, no puede considerárselos comprendidos 
en la condena cu costas contenida en la sentencia que no m 
refiere a aquéllas. Página 193. 

■ 

D 

DAÑOS Y PERJUICIOS. 
Culpa. 

Extracontractual. 

1 . La falta en que incurrió la victima de un accidente del trabajo 
impide fundar la responsabilidad del patrón en la culpa 
que se intenta «tribuirle por exclusión del caso fortuito. 
Página 6. 
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'J. La circunstanci* de que la Provincia de Córdoba no haya 

informado a la de San Luis aceña di- la e n «je nación de parte 
de las til* mis rom prendidas <>n el laudo del Presidente Roca 

de 1883 realizada por lu primera, no da derecho a la se- 
gunda para redamarle el payo de los daños y perjakioe que 
ésta lia sufrido por baber enajenado laa miamflB tierras. Pá- 
gina 165. 

DECRETOS NACIONALES. 

1. El decreto que deja sin efecto a ano anterior pasado en 
autoridad de rosa juzgada, paede ser revendo por otro pos- 
terior que restablezca el imperio del primero. Húinnn 135. 
2:, Los decretos del P. K. por los cnalés se nombra a un em- 
pleado nacional, se dispone su cesantía o se manda pagarle 
sueldos por todo el tiemFM) que duró la misma, importan el 
ejercicio de facultades discrecionales del P. E„ no relindas 
por ley, por lo que éste puede revocarlos sin necesidad de 
acudir a los tribunales de justicia. Página 17<i. 

DEFENSA AGRICOLA. 

Si bien el Poder Ejecutivo lia podido válidamente prohibir 
por el decreto X* KNJ.143, de febrero 19 de 1937, el trans- 
porte de frutas y hortaliza* frescas en envases que no sean 
nuevos denominados "envases perdidos", carece, eu cambio, 
de facultades para imponer multas que revistan carácter pe- 
nal, n los transjtortudores que acepten o conduzcan cargas 

en contravención, pues ello no ba sido contemplado en la ley 
X 9 3863 como infracción punible, y en tales condiciones, la 
pena no ha podido ser establecida por el P. E. ni aplicada 
ai transportador sin violación del art. Ib de la Constitución 
Nacional. Página 555. 

hEMAXUA. 

Principios generales, 

J. Ln circunstancia de que durante el termino de prueba se 
haya demostrado que se pagó patente por un corredor de la 
tirina intuía no comprendido en la demanda, no autoriza 
a reclamar esn suma ni la correspondiente a otro corredor 
mencionado en aquélla respecto del cual falta la prueba 

del pago invocado. Página Wk 

Jifi/llifífOS. 

Documentos. 

J. Los documentos que el actor debe presentar cotí la demanda 
son aquellos que justifiquen directamente el derecho que 
invoca. Página 393. 
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.'(- El instrumento referente a la protesta formulada para con- 
servar el derecho, puede ser acompañado durante el respes- 
tivo periodo de prueba. Pagina 393. 
Con testación, 
Hequisitos. 
Forma. 

4. S¡ bien la negativa general de loa hechos «ontenida en el 
escrito de responde no hace pasible a la Nación o n la? 
provincias de la satirión prevista en el art. 8(¡ de la ley 
60 » p ' sn ooctema no es aplicable por ¡goal éti todos los 
supuestos. Página 114. 

-V I-> representantes lépales de las provincia., deben atenerse, 
al contestar In demanda, a las reglas establecidas en los 
arts. 85 y «tí de la ley N* 50. Página 114. 
El silencio acerca de las boletas de paso y de loa testimo- 
nios de cm- liaras de protesta presentados: "con la demanda, 
observado en la contestación por la parle demandada que 
*o limitó a sostener la validez del impuesto a qm aquellas 
so refieren, importa un reconocimiento implícito que no al- 
canza a ser desvirtuado por ln escueta negativa de "cuanto 
no haya reconocido expresamente" en el escrito de responde 
que no alude a los hechos mencionad.., ni a otro alguno. 
Página 114. 

DEMANDA COSTRA LA NACION. 

La demanda sobre indemnización de los daños ocasionados 
por un junio de expropiación en el que era parta el actor, 
terminado pnr desistimiento, es una consecuencia del mismo, 
y no está sujeto a la exigencia prevista en el art. I o de la 
ley 11,634. Páíñria 100. 

DEMANDA CONTRA UNA !>ROVIStiA. 

Es improcedente la defensa opuesta en la demanda sor-e 
.-..bro de honorarios una provincia por servicios prestados 
a la misma, fundada en que la acción no puede ser inten- 
tad n sin solicitar previamente de la legialatnra provincial la 
asignación de la remuneración correspondiente, con arreglo s 
la ley de contabilidad local en vigor. Página 545. 

DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES. 

rfSItCtpIÓQ ftrnrrtitt'*. 

1. Li Constitución Nacional no establece derechos absolutos: 
toilos se bailan sometidos en su ejercicio, a reglas y limi- 
tacwnee indispensables para el orden social. Pagina Í05. 
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Derecho de entrar, permanecer, transitar y «tffr. 

2 El tripulante extranjero do un buque también extranjero, 
ano deeertó del mismo y sé introdujo eu el país «m cumplir 

los requinta establecidos en la ley de inmisión, no puede 
invo ,ar la pmnti. del art. H de la Constitución N^«J ; 
por lo que no procede el recurso de huhnt* Mwfm toldado 
en esa disposición. Página 32& 

ífcwao *f n**pk&Í . , , . . 

3. Son Colatorios de tu., pirnntias constitucional^ la liquida 
ción v el proeedíitónto por el cual el Estado Angaria a 
apropiarse* a titulo de impuesto, adieional * ******** * 

todas los bienes hereditarios^ quedando ádttijSfl a-rcednr por 
cuantiosas sumos. Páfrinn 2*5. 
i Y \ efecto liberatorio del paao restituye un derecho pain- 
* monial adquirido imperto del impuesto "WÍ 
por los preceptos del art. 3 del Código Civil y I ! de la Con,- 

titueion Nacional. Página 283. 
5. Aun .uando haya mediado error en el decreto por el cual 
el Poder Ejecutivo de la Provincia, previa invcaügaeidn d - 
rhiró aatMcciiO mn .-I pago realíwído e.l impuesto y la multa 
aplicados, no puede invocarlo para dejar sin efecto SU re 
solución v cobrar una suma mayor, y la sentencia que reco- 
nocieñdoesa facultad ordena reolwar olro ri " 

eoneepto, es vtolatoria del art. 17 de la Gwtftucidn Sari* 

nal. IV.jrina 203. 

tí El carácter éonfiseaítorio de un gravamen no puerte ser es a 
Marido sino como consecuencia del ándito detenido de las 
circunstancias de hecho que rondiemnan su aplicación j bu 
incompatibilidad por tal motivo ron lo garantía wnsUtaero- 
nal do la propiedad, no puede resultar sino de la prueba 
de la alMorcion por el Estado, de una parte substancial de la 
renta o del capitel gravado. Página #01. 

7 latiéndose acordado a la compañía concesionario, en e 
,ontrato respectivo, la exeneión de to«lo impuesto provincial 
o municipal durante un cierto término, no puede el FISCO 
KTOCar esc privilegio OÍ siquiera parcialmente, sin v.olar la 
propiedad de la empresa. Página 469. 

S Si bien la jurisprudencia do la Corte Suprema lia hjn.fc.-rtmw- 
principio general el de la incompatibilidad de ju .ilac.onc. 
aciimulnlucs de jubilaciones con pensiones, n jubilarme* 
con devolución de aportes, etc.; una vez acordada una jubi- 
lación nacional con el conocimiento de otra jubilación pro- 
viucial o municipal otorgada anterjbrmente a la misma per 
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Mina, cjue lia seguido gozando riel dcrecbo consiguiente do- 
rante varios años, no puede el Poder Administrador sin I» 
existencia sii|uiera de nueva lc\ pu^i por sí al titular de 
ese derecho adquirido respecto de! nniri^i-d' irosa jiixpnJu. 
sitio i|Ui> delte demandar juilii-Í;i)iiioiili* la iNilidad por viola - 
rión ilé las formas substanciales del juicio <VM pronuncia? 

miento. Página 1 7 . 
igiiatdotl. 

!>. Lti i'ircüustaiieia de i|lie un ¡mjiUOAto grave a la- sociedades 
jinoiiiiiiH- y no a las demos no viola i'l principio de la igual- 
dad, desde <|ur la distinción se runda en un principio razo- 
nable ilc ililVri'in'im-ióii > i lis-un-in iiin. .-niim es la distinta 
naturaleza jurídiea <iuc la.-* caracteriza. Página 105, 
1". I.. empre-a afiliada :> la Cuja de ta ley V' 11.1 lo y ijiu* 
cumple ion la obligación del aporte patronal, no puede ser 
obligada a pagar a bus empleados |as indemuizai iones esta- 

bleeidas ni lu ley N" I1.7JÜ. .-in violar la garantía previsto 
eil el nrt. 1*¡ dr la CoUntituciófl \a< ional respri-tu de la igual- 
dad de las raigas fióhlitas y ante la ley. Página 23?. 

11. Uts leyes N'os. ^17 y Lis de la Provincia do San luán o.ue 
croan un impuesto adiciona] por kilogramo de uva que ac 
produce en la Provincia, ron <•! objeto de resarvir a lo- vina- 
teros de los daño- (juú el granizo produce en sus planta, io- 
lies, constituyen mi monopolio *\v .-t'iruros contra i-I granizo 
inconciliable ron I"- prcoept< del Código de Comercio sobre 
contratación de los seguros y violan el príneipiu de igualdad 
cono líase del impuesto y de las cargas publicas, por lo que 
deben *»er declarados contraria* a los arta. 14- lo\ ."II y 07 
iné. II de la Constitución Nacional. Página -wt. 

12, La igualdad establecida en la Constitución Nacional tomo 
base del impuesto no impide la formación de categorías con 
tasas diversas, siempre que no se hagan distribuciones o dis- 
I un iones arbitrarias y la- clasificaciones (le I'».- bienes o de 

las personas afeitadas reposen robre una base razonable. 
Página 464. 

]'(. [«a igualdad en malcría impositiva se euniple cuando en con- 
dicioneo análogas se imponen gravámenes iguales a les con- 
tribuyentes. Página 4t¡4. 

14. La escala decreciente fijada en el nrt. 17 de (a lej V 11.923 
no responde n un propósúo hostil a cierta clase dé beneficia- 
ríos sino h motivos rcides y razonables; no exceda de una 
discreta y justa disminución de beneficios y no es viólatoría 
del nrt. 10 de la Constitución Nacional. Página 525: 
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inviolabilidad </*• la defensa en juicio. 
Prim -ipioh cenernlc-'. 

15, Para considerar llegado i'l caao do aplicar el wri. 18 de la 
Constitución Nacional se requiere rioc liayn privación <. res- 
tricción *uli*luin-ml do I;i detonan. Página HH. 

1»¡. I-a exigencia del papel sollado Je actuación tío es violatona 
Je la defensa en juicio, aun en las cau-as il" naturaleza 
penal, >¡ no *e ha demostrado ni siquiera intentado probar la 
imposibilidad de sufragarlo. Pagina 11^. 

17. El urt. 18 de la Constitución Nacional nn tiene otro ál- 
tame que garantizar «1 litigante la libertad de ifefanderso 
por m misino. Pagina 178. 

Uy anterior, 

18. si bien el Poder Ejecutivo lm podido válidamente prohibir 
por el Jet-reto N" 100.14:1, Je febrero Üí de 1987, el trans- 
porte de fruís* y hortalizas frescas en cuvírn que «o sfinn 
nuevo* denominado» "énwe* perdido-", .meco, en cambio, 
de facultado.- pura imponer multa- que reviran mníiter pe- 
nal, a I"- transportadores que acepten •» conduzcan cargan 
en contravención, pwea ello no lu» «¡do eoBtenituado en la 
ley N" 4Si;:t como infracción punible y. en tales condiciones 
la pena no lia podido ser establéenla |k>r el P. E. ni aplicada 
al transportador sin violación «leí art. 18 de la Constitución 
N'aeional. Página 585. 

DESACATO. 

Podiendo constituir el delito previsto en el art 241 del 
Codujo Penal los terminal ofensivos pura la dignidad de lo 
Corte Suprema contenidos en un escrito presentado ante el 
tribunal de procedencia de los autos, corresponde dirigir ofi- 
cio id Procurador Fiscal respectivo a otéelo de que promueva 
ln acéión penal pertinente. Pátina "lili. 

DESlSTlXtíEXfO: 

YA desistimiento de la demanda puede ser retractado ante- 
de haber sido aceptado por la parle contraria. Página 1SK¡. 

E 

EJERCITO SACIOXAL. 

1. Kl Poder Ejecutivo pílele válidamente dejar sin efecto »» 

decreto denegatorio do un traspaso ele pensión militar que 
no fué consentido ni quedó ejecutoriado y acordar e& bene- 
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lirio; pero una vez ejecutoriado este segunda decreto, carece 
de rncnltade> para revoenHo, sin perjuicio dé demandar su 
anulación ante los tribunales de justicia dentro de los tlr- 

luino» Ictmlcs. Página lili. 

2. Kl art. 1t¡ del título III ,!<• la ley y 4707 prevé el caso 
de iíuii¡l¡/-íu-i«m nrae« ida después «Ir un proceso gradualmente, 
acentuado y que había originado en eufennedades o de- 
tecto* talcos (irodueído^ cu servir jo activo v por actos del 
servicia o sen el raso de incapacidad fiuc no ha resultado 
inmediatamente de producida la enfermedad o el defecto t í- 
fueo que. origino' el proceso, cu huma que un |uiedan impedir 
la continuación en servicio activa hasta la declaración liual 
de encontrarse ¡nutllfeádo para el nervieici activo. Páp, &L 

:í. Kl m 18 del titulo III de la ley N* 1707 contempla d caso 
en que las herida* recibidas inutilizaran de inmediato para 
la continuación de la carrera, por rozón de la mayor prave- 
dad del HM'hu y de la repulíante. Página ni. 

1. La inutilidad tísica para la continuación <:.• la carera mi- 
litar declarada ni «alio de dos ascensos v de nuis de seis 
Jims dr servicios activos desde que ocurriera el accidente 
reputada coma causal inmediata de aquella inhabilidad, solo 
da derecho al beneficio previsto en él art. Ifi, capitulo V, 
título III. de l;i ley N ■ 47117. Página ni. 

EMBARGO, 
Bfonts tmbarfiüWe*. 

1. Cualesquiera que sean las di npOsiciones de la* leyes lócale* 

tendientes a substraer de la aectón de los acreedores los bie- 
nes, mursos y rentas de las provincias o municipalidades 
contrariando los preceptos de la ley mil. no pueden ser 
válidamente invocadas, pues las relaciones mire el acreedor 
y deudor son tic la exclusiva legislación del Congreso Na- 
cional. Páginas :tS.\t y 5l¡ll. 

2. Las provincias y municipalidades pueden ser demandada* y 
ejecutadas en sus bienes por las obligaciones que contrai- 
gan; si bien no pueden ser privadas de las rentas Q recursos 
indispensables a mu vida y de-arrollo normal, IV 383 v 5T>0. 

3. Corresponde a las jueces determinar en . mía caso -i los re- 
cursos <n o no necesarios para la vida y desarrollo normal 
de la provincia o de las municipalidades, a lin de resolver 
si pueden o n,. ser embornados. Páginas :\ki v 560, 

4. El art. 140 de la Constitución de la Provincia de Córdoba, 
según el can) en ningún casa se podrá trabar ejecución o 
embarco Bobrá las rentas municipales, e* contrario al art. 
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42 del Código Civil v violatorio de lo? arla. (¡7, tac. 11. y 
SI de la Constituyan" aeional. Pigina 383. 
5. Revocada la sentencia que por aplicación de una ley local 
declaraba inembargables las rentas municipales, corresponde 
devolver los autos al tribunal de procedencia) a efecto de 
que determine In proporción embargable ton arreglo a las 
particulares circunstancias de la causa. Página 560. 

EMPLEADOS DE COMEMCIO. 

La empresa aiiliuda a la Caja de la ley N" 11.110 y ojié 
cumple con la obligación del apone patronal, no puede ser 

Obligada a pagar a sas empicados las indemnizaciones esta- 
blecidas en la ley N r? 11.729, sin vi«»lur la garantía prevista 
en el art. 16 de la Constitución Nacional respecto da la igual- 
dad de las cargas pública-, y ante la ley. Página 237. 

EMPLEA ÜOS rC HLltOS. 
Kc/nnWs con el Estado. 

I»s decretos del I*. E. por los cuales se nombra ¡i un em- 
pleado nacional! se dispone su cesantía o ¡«e manda pagarle 
sueldos por todo el tiempo que duró la misma, importan el 

ejercicio de facultades diserecionales del I*. K., no regia- 

das por ley. por lo que éste puede revocarlos sin necesidad 

de acudir .-. los tribunales de justicia. Página 170. 

KM PRES Tí TOS. 

1. La aceptación en silencio durante muchos añas |n»r parte de 
todos los tenedores — uno de bis cuales es el actor — de lo» 
pagos correspondientes a los servicios de un empréstito, al 
tipo de $ 2,2727, no obstante la desvaloriación de la mo- 
neda papel con relación a la moneda metálica de oro efectivo 
de la ley N* 1130, en las épocas en que estuvo clausurada la 
Caja de Conversión, sólo puede ser interpretada en el sentido 
de que los contrayentes del empréstito no entendieron pactar 
una c láusula de oro efectivo como moneda específica, y toma 
innecesario dilucidar si las expresiones empleadas en el Bono 
General se refieren o dicha moneda o si sólo significan una 
simple expresión monetaria o de cuenta con la equivalencia 
establecida en la ley S* 3871. Página 3U3. 

2. Los pagos correspondientes al "Empréstito Interior de Obras 
Públicas al 4% % oro de 1011" deben hacerse ni cambio 
de $ 2,2727 por cada peso oro. Página 303. 



DE JUSTICIA I>E F.A NACIÓN 



Ú99 



misos. 

líesultando de ¡míos que la escritura púhlit-a «Ir transmisión 
del dominio traduce i*oa claridad la voluntad do lo.-, contra- 
tantes, y no habiendo probado la adora el error invocado, 
proceda rechazar la demanda Fondada en esta musa], tanto 

más si <•! error, «Ir haber existido, sólo lialtría sido ] ios i Mu 

merced n una grave negligencia de la aetora que, por lo 
mismo, no podría invocarlo. Página 211. 

EXCEPCWXES. 
t'tases, 

Kalttt di' personería. 

1. 1-a Culta de personería cu el demándame sólo puede l lindarse 

en la taren i ia o defecto del poder en el procurador o en la 

incapacidad «leí demandante parn actuar en juicio. Paginas 
I4Ü y 194. 

-. Kl administrador di* una succ-íóu tiene personería para pro- 
mover un interdicto de recobrar la posesión de un bien in- 
mueble perteneciente a aquélla; tanto muís cuanto que, al 
proponer bu nombramiento, los hereden».* manifestaron que 
lo autorizaban pura representarlos en juicio -i lucra nece- 
sario. I'; -ii .t 101. 

'í. I*a defensa fundada en la iiiterpretueión «pie la demandada 
atribuye a ciertas disposiciones de la ley N" 12.111!), de 
acuerdo «MI la qne entiende que la ront raparte carece de nc- 

ción para repetir la sama por que demanda, no cabe en el 
marco de la excepción prevista en el «rt, 73, ¡ne. 2 ? . de la 
ley X o 60, ni puede ser opuesta en carácter de artículo 
previo. IVurina 1!)4. 

b:\nonTO. 

Ante l.i falta de cumplimiento por parte de un juez de paz 
local, dé las diligencias que le ha encomendado un juez fe- 
deral, corresponde que éste, después de haber insistido con 

resultado negativo, someta la cuestión al conocimiento de la 
Corte Supremo. Fagina 434. 

EXVHQPt ACION* 
i'riticijiiox oeneralea. 

1. Deben proscribirse la* interpretaciones de la- leyes regla- 
mentarias del principio constituí ionul. i onio lo es la ley 
X* 1S!>, que conduzcan a la privación o retardo innecesario 
del legítimo derecho de los interesados a obtener la repara- 
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c ión del agravio patrimonial su Trillo romo consecuencia <i<*l 
ejercicio de 1. facultad de expropiar por el E>tado. Pá- 
gina 19(¡. 

2. Lb demanda sobro indemnización de los daños ocasionado- 
por un juicio fie expropiación en el (pie era parle el actor, 
terminado por dts-i-timiento. es una consecuencia del mismo, 
v no está .sujeto n la exigencia prevista en el art. 1" de la 
ley 11.<>:í4. Página 196, 



F 

FACl'LTAI'Ks DJSClPLIXAfflAS. 

Podiendo eonatituir el delito previsto en el art, 244 del Có- 
digo Penal loa término* ofensivos para la dignidad de la 
Corto Suprema contenidos en un escrito presentado ante el 
trilmnal de procedencia do loa untos corresponde dirigir ofi- 
cio ni Procurador Fiscal respectivo n electo de que promueva 

la acción penal pertinente. Página 5G0. 

FALTA DE ACCiOX. 

1 . J*a circunstancia de que ti inmueble re- onozca una deuda 

hipotecaria en ejenicinn, superior al prcrio que le asigna 
el e-tado expropiador, no es Óbice para que el dueño ejerza 
lo* derechos que ionio tal le corresponden y no puede ser 
invocada por el primero para oponerse al interdicto dedu- 
cido por el segundo. Página 1*11. 

2. La defensa Candada en la interpretación que la demandada 

atribuye a cierta* disposiciones de la ley X* 12.130, de acuer- 
do con la que entiende que la contraparte carece de acción 
para repetir la suma ]H»r que demanda, no cabe en el murro 
de la excepción prevista en el art. Ti, inc. 12". de la ley 
S* 50. ni puede ser opuesta en carácter de artículo pre- 
vio. Página 1í>4. 

FERROCARRILES. 

1, El remanente que las empresa* terroviarius deben entregar 
a la respectiva Caja de Jubilaciones en virtud de lo dis- 
puesto en el art. V, inc t ) de la ley X* 11.308, es el que 
resulta constituido por el producto líquido de las tarifas una 
voz descontadas el ñ r / f de los .sueldos del por-onal y los gas- 
tos ocasionados por el cumplimiento de lo di-puesto en el 
art. . r >!) de la ley V 10.650. Página 9. 
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2. A loa efeoos del «£ 1« ¡nq. 2* de lu ley 10.G57. el Or- 
mino "estaeiún" sólo eomprende el edificio pura pasajeros 
y dependern-ins necesarias e intli.-.|H'iivilili> para llenar MI 
objetivo más inmediato, pur lo que en el .-aso In obligación 
«le la empresa debe limitarse al pairo .leí afirmado .orres- 
pondiente ni trente del edificio de la estación, en la exten- 
sión de su anden, eon exclusión de los anexo- v talleres. 
Página +24. 



G 

GASTOS />/•; JUSTICIA. 

Si bien los peritos deben justificar \w pactos realizado» para 
eumpür mis tarea.-. In circunstancia de qtte hayan omitido 
nacerlo na bonln pnrn admitir la objeción formulada contra 
la t ia iita respectiva si aquéllos aparecen detallados en tomín 
tal que permite considerar mi exisienei y monto como com- 
patibles con In Índole importan, ia de) trabajo realizado. 
Página 46*9. 



H 

MAREAS COUPVS, 

KI tripulante extranjero de un buque tnuibieu extranjero, 
que desertó del mismo y w introdujo en > \ país mu cumplir 
lo* requisitos establecidos en la ley de inmigración, no puede 
invocar la -aramia del nrt. 14 de la Constitución Nacional; 
por lo que no procede el recurso de habeos eorpm fundado 
en esa disposición. Pagina 33fl¡ 

honorarios. 

J'riiit ipiot 'triieruify, 

1. I«u circunstancia «I* 1 liallnr.se regúlalos liw honorarios, no 
torna extemporánea la defensa de pre>cri]ici«>n bianual 
opuesta por el demandado que ante» sp fundó en, ella para 

sostener >in éxito la improcedencia de la regulación, en euya 
oportunidad se dejó a salvo >u derecba para invocarla cuan- 
do se le intiman e] pairo. Pagina 53. 

Retjt'huwn. 

2, U difusión del derecho a cobrar Ion honorarios cuya re- 
gulación se pide, es inconciliable con el procedimiento au- 
marfsbno establecido por la ley para fijar el monto de la 
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retribución, en cuya oportunidad no son admisibles otras 
cuestiones que los reía» ionadns con este punto, .-in perjui- 
eio «le que 1n demandada pueda oponer en su n|tortunidad 
las defensas y excepciones que tuviera *i fuera requerida 
para el pago. Página 450. 
:i. El ñuto de regulación de honorarios sólo tiene tuerza de 
OOBfl juzgada en cnanto al monin que tija y ron ese limi- 
tado aliaiK'c puedo -ei iisideradn rotim una sentencia. Pá- 
gina 450. 



HONORARIOS DÉ PERITO. 
Principios i/rnr rales. 

I . Loa términos "toda clase >!«■ empleados de I» Adiuititelra- 
ción de justicia" usado* en el nri. 4<»:t_\ inc 1". del Có- 
digo Civil, deben ser Ultorprctodos en MI sentido gramati- 
cal y usual. Página 53. 
"J. Los peritos judiciales no islán comprendido* en el art. 
403% ine. l v , del Código Civil, miio en la proscripción del 
ii rt. 4023 del mismo. Página 53. 

:t. Si bien los honorarios de lo* peritos deben ser reguladOH 

ron proseíndeneia de loa gastos c|ue requiere el cumplí- 
miento de la labor (pie se les encomienda, mida obsta para 
aplicar el criterio contrario mando ello es consecuencia de 

lo pedido l>or el interesado; raso en el Cual la parte ven- 
cedora en COStas no puede exigir a la contraria el reintegro 
de la .Mima que aquélla baya pagado al perito por concepto 
de gastos comprendidos en l« cantidad regulada a su fa- 
vor. Página 193. 

Relación entre rt perito >/ las partea. 

4. Conforme a lo dispuesto en el art. 3» de la ley K« 11.672, 
el profesor universitario, que romo tal es empleado a suel- 
do de la Nación, carece de derecho para cobrar honorarios 
por el informe pericial que ha presentado en un juicio en- 
tre particulares, en virtud de haber sido designado de ofi- 
cio para ello. Página 115. 

5. La lej* N» 12.5**" no es aclaratoria sino modificatoria del 
nrt. 11 de las leyes »• 11.672 y X* 12.M45. Fagina 115. 

b\ Kl art. :i« de la ley X 9 12.5S7 no puedo ser aplicado con 
alecto retroactivo a los actos producidos durante In vigen- 
cia de las leyes $9 11. tu 2 y N" 12.345. Pagina 115. 
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¡Ml'l'KSTOS. 
Principió^ firtiTíilf*. 

1. l,n injusticia «i la ¡ncouvvnieneía «1»' lo»* impuesto» no cons- 
tituye ana objeción n su valides constitucional y son aje- 
nos ni contralor del Poder Judicial Página 27. 

2, El Podér Judicial carece «l** faeultades para pronunciarse 

aceren de la inoquidad de loa impuesto-, en l<» « mil no pina- 
da fundante una impuirnnción «le iucoi^tiiucionalidad micn- 
tras no llegué « la (Confiscación de bienes. Pagina 105. 

:í. Cn impue-to local sobre In venta de determinados objetos 
equivale a una imposición sobre los mismos, Póinua 143. 

■t. El poder ilo crear impuestos está sujeto, entre otros prin- 
cipios que <1i*Ihmi ser observados pura no caer en el despo- 
jo, al do ser distribuidos mn justicia. IVtjriiia 285. 

5. El Poder Judicial no tiene facultades para invalidar los 
«rravúmenw en razón de su injusticia ó inconveniencia, del 
exceso de mi monto b «le la* formas de percepción, mientras 
de ellos no resulte una violación de la- di> posiciones cons- 

titucionalcs. Página Í04. 

/*ffi nltivirt imp0$itirfí*. 

tí. Las facultades impositiva* de la* provincia»* sólo alcanzan 
a loa artículo-* de producción territorial « «le otra-; pro- 
vincias que so hayan incorporado n su riqueza general y 
sean materia de transacciones dentro de Mi jurisdicción. Pú- 
gjna 18. 

7. Kl impuesto establecido por una provincia sobre produc- 
tos qua muí objeto de venta lucra de la jurisdicción de la 
misma, es víolatorio de los arN. *>, 10, 11, 07. ¡nc. Ti y 
108 de la Constitución Nacional. Pátina 1s. 

8. La denominación dada al gravamen nO basto para definir 
el carácter del nii.-ino, pue> para establecer su confnrmi- 
dad con la Constitución debe estarse a la realidad de ln-s 
cosas y a la numera coran grava el impuesto. Página 18. 

0. El impuesto que con el nombre de patente lija ha esta- 
blecido el art. o'\ ¡no. 20, de la ley N v 4.0HÜ do la Provincia 
de Hítenos Aires, es violatorio de los arts. 0f, 10, 11, 07, 
ine. 12 y 108 de la Constitución Nacional. Página *8- 
10. El principio «agón el cual toda empresa de transporte, co- 
mo cualquier habitante, pueden ser »ravadii> per>onalmen- 
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ti' cotí rt'Iiiriúii ¡ti valor de su propiedad o a la «lian tía de 

mis rentas, sin atender n la rúente «le que provienen, deja- 
ría de ser verdadero -i un impuesto llegase u ser estaoléei- 
ilo |mu- una provincia sobre las entradas derivadas del trans- 
porto de merendé ría- y pasajeros conexos con el comer- 
cio toterprovincial o extranjero, porque importaría violar 
.■I art. 67, me. 12 de la Constitución Nacional. Página 27. 

11. Para que un impuesto « rendo por una provineia >ulire las 

actividades comerciales de una corimrneión que realiza ope- 
raciones dentro y fuera del territorio «le aquélla, no con- 
traríe id comercio intereMaduat, indi>pen-ab|e ijue lal 
gravamen m aplique -ó¡«» en vista de la- oiwraeioiws intra- 
i-iadiiale-; que la ,-uma «-obrada i», se aumente en vi-tn 
del negocio interprovincial reniñado; que la corporación 
comprometida eselnsiyamente en él cnmerrio ¡nterestadmil 
no esté sujeta a la imposición y que las perstina- gravada* 
puedan interrumpir el negocio ríñ retirarse ttmibién del ne- 
gocio ínterp.-t«iiunl Pagina '-'7 

12. I*n empresa de tftuwpórte de pasajero» en ómnibus desde 
el territorio de una provincia a la Capital Federal, se ha- 
lla sujeta a la jurisdicción impositiva y de |h>1m-íu de lo» 
gobiernos lócale* en cuanto -e refiere al transporte qne em- 
pieza y termina dentro de lo- rapeetivos limites; por \» 
que es innegable «■! dercríio «le diría* autoridades para en 
tableeer un impuesto proporcionado al valor de la> entra- 
clan brutas obtenidas en esa- eondn-ioncs. Pagina -7. 

13. La ¡Mipo-i«i«'ni «le un giwameñ creado por l« Provin«*ia en 
ejercicio «le facultada propia-, a la- empresas de trans- 
porte de pasajero-* en el li'rrit«>rio de aquélla, no impor- 
ta privar «le ilereelios adquiridos a la- que en virlud de 
una cnm^Hióll 'le la rnililíeiinilMad «leí lti*:ar se bailaban 

exentas del pagn de MintHbueK»iie*; ni alterar 1"" termino* 
de la concesión m violar el *rt, 17 de la Conatitneion Na- 
cional; y la circunstancia <!«■ que una parte del producto 
«leí impuesto .-« i a liquidado por la provincia a favor de lo» 
respectivos municipios, sólo podrfa originar una acción «le 
las empresas contra fetos. IVurina 27. 

14. I-íi elúusuia de la concesión para la explotación «le un ser- 

vieio de transporte dentro de una Ciudad, por la cual W? 
exonera al eoneesionario del pago de loila elasc ile cón- 
UimiéioneSi tasas o impaestoa mun¡«ipale>, no lo libera «leí 

pago de un impuesto creado ulteriormente por el respee- 
livo (Eobierun provincial, muvlto meno» aun si la mimieipn 
litlad carecía dé Lnctiltaue* para anudar la exención de 
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^ra\ j'tiiii in-* tuya Íiii|hi*Í< iúti mili -.|mnde. ¡ntr mi nat ni ale/a . 
;i ln jtirislicciñn do iir|iip] gobierno. Página 27. 

1">. I«as provincias tunen facultades para crear gravámenes 
dentro de sus re»])ecl¡vaa jiiri^Iit cioiie-s p»rt)£tpiido lux per- 
sonas y los bienes »ohrp lo* que han di' recaer, »in < »1 r:i l¡- 
miinejón que la de m i »• >. legislativo ni olm condición 
que la de con I orinar los ■-nntribm-iones n los principios 

hásiin- de la CoilStiturión N'ariottnl. IViicina |05. 

l'í. Kl Retado que luí otorjaido la persono ría jurídica a una 

.-otiednd tiene la i.iiiiii: i de reblar In reí érente n \¡t in-- 
|HM;t*Ín|l y \ i^i!;iih ni de la nii-iaa \ de iui|'nnrrV i'llii 

una eontribueiofi, IVo.'iua IIMl. 
17. Kl Otorgamiento «Ir la |icr-oiiería a una »iH-irdnd la «mutte 
a la aiitiirálad <!rl |hh!i-i- ipil' le lia d:tdit \ ida .nirídirii i'll 

manto a la MibsÍHteneia d<> la» « on.ln i<>n« - que ilotcmiiiui- 

ron mi autnrizaeióii y h- i i in el carácter d<- Wvino úü la 
l-rnvihrin que la ha creado. Página 105. 
I**. La i ;i« aliad de otorgue una iftiirrajún liftt'iüiiul o do ejer- 
cer jiirivlii-i-iúii del nii-m<i raníeter sobre bienes, peisona^ 
Q actividades pii . milito ;i >u iniciar i t>n. onrani/w ii'ui > lini- 
ciónanijpntd, rió comporta necesariamente la i-orrolalivn e\- 
iliL-ividad riscal y judirinl; -i lita) el Crnurre*» puede otor- 
gar tos rrauqtticiaa a que se refiere el art. 07. ¡n«. líí. de 
la Constituí iún National. Pagina L* 17. 

1!». Loa provincias pueden imponer mía losa n las eorpnra- 
eíónes por el lieelui de tener a *u servicio un liten nú/, y 
por el privilegio ile ejercer »tw franquicias de lales dentro 
< 1**1 Estado, pero clin iki i 1 - admisible como comlieián pre- 
via al dereeho dé realizar sus operarioupi-, y su penep- 
ción ha de quedar librada a In-» inedia ordinarios para el 
i-obro del implícalo. Pagina 2*7. 

¿«. La* estaciones radiodifusora* qué unen a un territorio Pe- 
Uora'l «on una provincia* a do** provinc¡a> entre ellas, o a 
un punto rnakjnierii «le la Nación ron un Rutado extran- 
jero, e-tan AÚjétflü a I<k|«s las obligarionw y uozaii de lo- 
dos Ioh derwboa c-lablcriilus en la ley N" 7ft0 Vi* salvo los 
ipie Un liieraii sidi» csprcsiiiiifiiii» e\i-e|ituailns, y se hallan 

i*omprendidaa en la> previsiíintw «leí mi. (¡7. Ijnea. Vi y Hi 
de la Conatilución N'avionab i"»»' I" que . I ri>nsres« ha 
podido acordarle* la eseneion prevista on el nrt. 15 de la 

ley \v 750 '/;», en ejercicio de tai-iillade* qile deben -i-r n*— 

petadas por la- provineias. Piigiiui 247. 
21. I*a~ provineias nu pindén Lonntiliicionalinenlc gravar la 
oirciilaeión lerritorial de his mercaderioa. o sea la entrada) 
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tránsito o salida de su territorio; ni gravar de una manera 

distinta a lo* artículos similares que llegan do otra pro- 
vincia, o de \a- a-luana* exteriores, que n las producidas en 

ellas, ni fijar un impuesto nao por -u elevado monto im- 
porte una exacción O mi despojo contrario n la garantía 
de la inviolabilidad de I: propiedad. Página 1*17. 
f*i circunstancia de que una mercadería no se produzca en 
la provincia, no impide a cata establecer los impuestos que 
• rea conveniente-* una vel! que aquélla haya sido incorpo- 
rada a su riqueza local; cato es, ruando ha entrado *n la 
circulación económica provincial. Página YM. 
La duplicidad que resulta del ejercicio de lacultadcs im- 
pwitivas diferentes no limitadas por disposición constitu- 
cional alpina no eansa la invalide/ del inipuc*to. Página 404. 

Ln eirennetanvia. de que una mercadería no se produzen 

en la provincia, no impide ¡i é>ta establecer los impuestos 
que eiea convenientes una ve/ que aquélla haya sido in- 

eorpornda a la rique/a local ; esto es, cuando lia entrado en 
la eimilación económica provincial. Página 4<J9, 

/tfwl'lfíii. 

Jó. Ln circunstancia de que un impuesto grave a ln- sociedades 
anónimas y no a las demás no viola el principio de la Igual- 
dad, dOsde que la distinción se tunda en un principio razo- 
nable de ditereneincióii y clasificación, eomo es la distinta 
na Ui raleza jurídica 0,111* las caracteriza. Página l" . 

**<). Las leyes Nos. 217 y 4.'ls de lu Provincia de San Juan que 
crean nn impuesto adicional por kilogramo do uva que se 
produce en la Provincia, con el objeto de resarcir a los 
viñateros de he* «huios que el granizo produce en su* plan- 
taciones, constituyen un momipolio de seguros contra el gra- 
nizo inconciliable con los preceptos del Código de Comercio 
Sobre contratación di- lo.-, seguros y violan el principio de 
igualdad como base del impuesto y de las cargas públicas, 
por lo que deben ser declaradas contrarias a los arts. 14. 
Mi, 31 y (i7 inc 11 de la Constitución Nacional. Página 403; 

27. La igualdad en materia impositiva se cumple cuando en 
condicione* análoga» se imponen gravámene- iguales a los 
contribuyentes. Página- 4<¡4. 

L's. \At igualdad esUbleeida en la Constitución Nacional como 

base del impuesto no impide la i urinación de « alegorías con 
tasas diversas, siempre que no se hagan distribuciones o dis- 
tinciones arbitraria y las cla>iíicac¿ones de los bien» 
o de las personas afectadas rcpOMil sobre una base ra/o- 
naide. Página 404. 



22. 
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Confiscación. 

2fl, A Jo» efectos di probar el carácter de roiil¡»tor¡o atribuido 
al impuesto, es ümoiiin la demostración indir-vta derivada 
del conjunto de gravámene* que potan sobre el patrimonio 
•Id «cesionario. Página -7. 

30. Son violnt orios de las garantías ronatítuemiialey ln liqui- 
dación y ni procedimiento por el cual el Estado llegaría » 
apropiarse, a título de ununeató, adicional c interese*, de 

I.hIus los Ijumu-s hereditarios, quitando adema* acreedor 

|H>r cuantiosas aunas. Página 285. 

31. Ki carácter confiscaÉoria de un gravamen no puede ser 
establecido «no como consecuencia del análiüs detenido de 
las ein-unstun<-ias de hcelio ojie condicionan *ü aplicación, 
v vil incompatibilidad por tal unitivo ron la «aramia cons- 
titucional de la propiedad, no (Hiede resallar sino de Ja 

prueba do la aUonión |M.r el Estado, de una parte BÚbátan- 

cial de la renta o del capital gravado. Página 40]. 

Cobro. 

32. KI |>ago de un unptf eato eren una situación contractual en- 
tre el Estado y el contribuyente exteriorizada por *•! recibo 
que el primero entrega al segundo, por virtud dej cual 
el deudor queda liberado de mi obligación y el Ki.-eo despro- 
visto de todo medio legal pam reclamarle nuevamente el 
euniplimiento da aquélla. Página 293. 

33. Aun mando haya mediado error en légrelo por el eual 

el Poder Ejecutivo da la Provincia, previa bivestigaeión, 
declaró satiMfecba ton el pngo realizado el impuesto y ln 

inulta aplicados, no puede invocarlo para dejar sin efecto 
su resoliieiÓn y robrar una Mima mayor, y la sentencia que 
reconociendo esa laeiillnd ordena reali/ar otro pago per 

el mismo concepto, es víolatoria del art. 17 de la Con- 
titu.ión Nacional. Página 293. 

*epel¡c¡¿n. 

:U. Ijít protesta es un requisito indi-pen-able para la proce- 
dencia de lu demanda sobre repetieión de Minias pagadas 
eu concepto de impuestos. Página 381, 

35. Por exrepeión la protesta es innecesaria cuando el pago lia 
sido hecho ]>or error, sin mediar dispoaieióu que estnble- 
eíera la obligación de hacerlo. Página 391. 

30. No procede la repetieión del impuesto aduanero ¡legal e 

inconstitucional pagado sin protesta previa, aunque se ale- 
gue la ignorancia anterior del vicio que lo invalidaba. I'á- 

gína 381. 
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WPUESSTQS A I.os FERROCARRILES. 

A toe efeetas M arf. 1», ine, 2* de la ley N" UM07, eltár- 
mino "estación" sólo comprende el e-liti.io para pn -ajero* 
y dependencias necearías o W¡s|wn^Wc- para llenar su 
objetivo ruña inmediato, por 1" nne en *' 1 ,I,>1 * ÍM obligación 
«Je la empresa debe limitarse al pago «1"1 afirmado correa- 
pondiente ni Cfcwte ¿el edificio de la estación, ra la exten- 
sión do su niul.'n. con ex.lu-inn de lo- anexo* y tulleres. 
Página 124. 

A ftlicación. 

Keuta- del comercio, mdtwtria, etii 

1. Las primas de emisión cobrada» por la sociedad a los nue- 
vo* nCeionistas G incorporada- al fonda '1*' reserva, no son 
rentas «iuo acro*ntaJiuento del raj>Uol social y. r«r con- 
siguiente, no w luiHrtii sujeta.-* al pago del imjmfiaio al pa- 
¿o del bnpuestG :> I»- réditos. Ingina 83?. 

nueva- ganancia* nrodttetdax |ior «-I empato de las w> 
M>nn> en el giro de lo- Regona*, se liallau sujeta* a impo- 
sición; per? «Has no pueden ser nuevamente gravadas. Pa- 
gina* 3S7 y •*''»'■ B . . 

:;. Kl sistemo argentino de impo*ieióii a lo* rédito* considera 
el gravamen a las ganancias reservada*, romo retención u 

menta de l<* arcioniMn*, diré, -ton - o síndico*. « -muido esa 

resorva se disuelva para ser entregada en forma de divi- 
dendo?, i luneraríonei n ínter»**. Pagina» 327 y 

1'ifH-i'diitiimiu y recursos, 

1. Kl art. vi del r*'t<» reglamentario de las leyes Nos. 11.082 
y 11.083 T. H f|Uc confiere n las delegaciones de la Direc- 
reccíón del Impuesto » los Réditos favnUades para resolver 
nobr limaciones de oficio, monto, pnp> y éjeewion del 

impuesto y aplicación y robrn «le multas, h ~í-Io «iictsdo 

dentro de las facultad onferidns al 1' E. por él urt. 5« 

.le dicha* leve. T, O, IVisina \m 

IMPUESTO .1 LAS VENTAS. 
Exenciones. 

1. A los efectos «le la ley V 12.1 13 loa vinos espumosos tipo 
champagne son "no gennínoH" — lo qtte no implien atri- 
buirles la condición de artificial — y no *c hallan compren- 
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•ütlus en la, exención prevMa m e] aW , «i, ü) tU . ttl , n ,.\\ :t 
ley. IViirinu 5(i. 

~" lr > s ' v li,4: * 4» ini|'ii«>!.- íi |Aa renta no .ahina léV- 

nuaiiH-nte a lo» productos que gra* urae de imposición 

rte*!, aunque loa enumera v nc refiere a la* respectivas le- 
yes técnicas ti otgáiríra*. lYuíina "iü. 

3:. Uto vino* penuino* que menciona ln lev V ijiti »ou los 
■lúe la ley !C« 4 ;i; ¡ considera tales; iWtlcwtfn que , l0 pm- 
.1». sor modificada por la Pirevción < ¡enera I -i.- In« Oficinas 
Química* N¡i. lomilr-. Página 50. 

¡Mf>t f:sjt>s ixrmxOM. 
ImjmeHm ra rio** 

I. La ley Vv 3173 (fr la IWim.a de Ki.i.v tifa no eoninirín 
lo di*pue>to en la ley N" 12.139. [Vuduii II!». 

£. U ley Nv :;i7;; di- la Piwim-Sa de Knnv l?¡..>. eá atuíUaza 
en lo aiuVtnueinl a h. le> V .ii:;-. (i , h Im , nii , p roWn ^ a . 
1'ágmn 440. 

Unifitíotté*, 

:s. U ley \f ;ii7.í de la IWincía «le Kntre Hh» no ...nlrn- 
na lo disjuiesto ni la l.-y X» ij.|:»í. IVi-ina II!». 

wmatiAi fox. 

Kl tripulan!.- extranjero fe uil bwjlle lamia.., extranjero, 

que desertó 1 del mi*mo y w introdujo en ej país nn cum- 
plir los rcquiHilfM rntablecidoe en la ley .1.- ¡(migración, 
no puede invocar la parantfa de] ari, 14 de la Constitución 
Snnoiial; ,,or lo que no procede el remiso de babea* cor* 
puta fundado ei osa di-p^j, i.'m. Pagina 320. 

IXTFttDiCTOS. 
Principio* generales. 

!. El administrador de una «a-estón tiene personería para 
promover mi interdicto de recobrar l« posesión de mi bien 
inmueble iNTteiieeiciite a aquélla ; Unto más manto que 
¡•I pmpooer sa nombramiento, los temiera* manifestaron 
que lo autorizaban para representarlo* en juicio si fuera 
necesario:, Pn>iiia UH. 

De rrrnhnir *lc<i*ojo. 

2. Procede el mterdicto de réeobrar contra la provincia que 
sin ley que ln autorice, «o haber promovido juicio ni de- 
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pitado ¡udu-inlmeute el prerio del inmueble ni dado fe- 

tervénrión «1 atefto, lo ha privado de la |¡ih*W 
mo dándoBela a 1» autoridad municipal de ka localidad, r-u- 

irinn 101. 

INTERESES, 
procedencia del cobro. 
Generalidades. 

I Habiéndose demandado por U vía ejMuiiva una suma com- 
hreniiva de capital y rédito» prf* obtener el pago da fe 
Uma *v.,n batere^ y eoatas", debe entender» que aoje 
reclamaron otra. Ínteres que los «me i-orr.-r.an a partir 
de la ¡nti»a*¡én del pago, porque aólo a partí* t«u*a 
habrían podido capitaliurae loa devengado* por la aauoa 

iiríiñmiria. Página , - , i( . 

•> HalM.'naos.. demandado 1-r I» vía ejecutiva el importe a 
una letra protestada -Aprensivo de eap.tal y red.U.s-- 
para obtener el pago de la misma "con ntajr eoalaa , 
deba entender que no ae reclamaren otn* iritmei que 
l„s que .orreriun a partir de la mt.maeion del pago, por- 
,,„.. Ulo a partir de entone* habrían podido notifica** 
loa devengado* por la deuda originaria. Pfipiia 11». 

Intereses monitorios. 
3, Los Mettata de laa aumw indebidamente pagada» en con- 
í£,o de im P *»U» ,o.o ae adeudan d»tV la techa de la 
nofilleación de la demanda aójala repetición. Página W>. 

No habiéndose probado que existiera * te ^^J** 
lL*& en .nova al comprador W*^™^ 
ana debía pagar sin intereses, y habiendo recibió au un- 
¿orte el venador sin formular reserva* m.io mas tarde, 
«rere de dereeho para exigir el pago de intereses sobre 
aquéllas. Página S* - 

Liquidación. 
AnatociMno. 

* «si bien el art. 7:17 del CMigO de Comercio previ que lo» 
bVtemaa de la letra protestada W Wta de pagO mMm 

deade el día del pronto, no modifi-a por e lo el principio 
establecido en el art. 023 del Código Civil, Pagina US. 
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Extinción del derecho ut robra. 

6. No habiéndose probado que existiera interpelación para con» 
lituir en mora al enmprudnr por las cuotas del precio que 
debía pagar sin intereses, y habiendo recibido au importa 
el vendedor sin formular reserva* sino pifa tarde, carece 
de derecho para exigir el pago de interese* sobre aquélla*. 
1'útrin» 230. 



MBlLAi IONES. 

1. U emproa a I. liad a a la taja de la ley N v LLI10 y que 
cumple ron 1h obligación iie| aporte patronal, no puede 
mt obligada 11 papir a kus empleado- la- indemnizaciones 
establecida* en la ley N 1 ' 11.729, sin violar la parantia pre 
vista en el nrt. Mi de, la Constitución Nacional ropc-U» 
ile la igualdad di* las <-arira> públicas y ante la ley. Vá 
pina 237. 

2. Kl monto de [49 jubilaciones «. petwionea puede ser modi- 
ficado por una nuevu ley que aju-te y reorganice la ("aja 
respectiva por razone* de orden superior, sin que a ello 
se opongan, en el raso de ex magistrado* judiriale> jubi- 
lados, los arts. % de la Constitución Nacional y 5 del G©% 

digu Civil. Página 525. 
JOB/ LACIOS DE EMPLEADOS BAXCAIUOS. 

PerxoHti* 1 o mp rendidas. 

Los miembro» del Directorio de la Sociedad Crédito Te 
rritoriul de .Santa Fe tienen el carácter de empleados n los 
efecto- de la ley X 9 1 1 "»7"i y «m> hallan comprendido» en 
laa previsiones de 1» misma. Página 280. 

JVBlLAf IOS DE EMPLEADOS lEHHOX IMUÜS. 
Fondos de la Cajú. 

1. Kl remanente que la* empresa* ferroviarios deben entre- 
gar a Ir respectiva Caja de .Jubilnrione* en virtud de lo 
dispuesto en el art. 1», inc. f) de la ley N'» 11.308, ce el 
que resulta constituido por el producto 'líquido de laa ta- 
rifa* una vez descontados el 8 %, de los sueldos del per- 
sonal y los (fastos ocasionados por el cumplimiento de lo 
dispuesU. en el art. 59 de Ir ley N* 10.650. Página 0. 

Jubilación™. 

Cómputo de sen-icios. 

2. No procede. n U» efectos de obtener un beneficio en la 



posltado juilieialiiieHie - I precio del inmueble i dado in- 
tervención al dueños lo ha privado de hi posesión del ña- 
mo dándosete a la autoridad municipal !« U-alids-!. l'á- 
cntiii 101. 

Prtnt'liwi't rféf i >•>•"'. 

Generalidades. 

I. Habiéndose demandudo por la *í:< ejeeutiva una -urna rom- 
prensiv» capital y réditos i>«r» i.rit«*er el pago de 
mi»nia u con interósea > instas"; let» entenderse que no *« 
reclamaron otro* interesen que lo* que cortwtañ » partir 
de 1h intimación del pajeo, porque sólo n partir de entonce» 
habrían podido camtaliaur!» I— devenidos por lu deuda 
originaria. Página 116. 

¡J. Habiéndose demandado por la vía ejcvuti\a 'I impon.' 
una letra protestada -eonipwnaívo de capital y reditoa- 
para obtener *-l pago de la misma "con ínteres y costas . 
debe entenderse que uo se reclamaron otros intereses qw 

los que correrían n partir de la intimación del pago, 

que sólo ¡i partir de entonces babria» podido notificarse 
los devengados por la deudii orieínrtria. fagina lis. 

Iiit.rr-t» moratnrii*. 

:i. Los mterese* de l¡" emiuW iñdel»daiueut* legadas en «mi- 
L<cpto de írapue-tos *5lo se adeudHU desde la focha de lu 
notillracióu de la deiuamla sobre repetición. Pagina 40& 



Mora. 

4. No habicmUe probado que esi-licra interpelación para 
constituir en mora al comprador por las cuota* del precio 
nao deliíá pairar sin Intereses, y habiendo recibido su un- 
porto i-\ vendedor sin formular reseñas -m» mis tarde, 
.arcce de derecho para i«xígír el pago de interesa -obre 
aquellas. Página 230. 

Anatoeismo. 

5 Si bien <-l art. 7::7 del Código de Comercio prevé que l"~ 
interese* la lelra protestada por falta '!*■ pago se. deben 
desde el día del protesto, no modifica por dio -l principio 
establecido en el art. 023 del Código Civil. Pagina UH. 
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BrHnriáñ <irl <icr,-ch» at robra. 

ti. No lialiic'ndoM* probad.» que e\i.Mit-ni interpclHción para nms 
tituir en mura til romprador por las cuota* di-I precio que 
«U'liía |»wíar iiiu*niu«s, y habiendo recibido su importo 
el vendedor sin formular reserva* «¡irá uni> Urde, carece 
(le derecho para exigir t i [tugo •!•• interese* sobre a uéllns 
Página 230. 



JVR1LACIOSES, 

1. Lii empresa afiliada a la faja de la ley X" 11.110 y que 
«umplc <ou la obhtra.n'm del aporte patronal, ño puede 

Her obligada a pagar ;i su* empleado* las indemnizaciones 
mtablmdaa en la ley N'' 11.729, sin violar la garantía pre 

vista en el nrl. Mi de la Constitución Nacional re»|>ecU» 

de la igualdad üfc la» carga* ptildñan y ante la ley. Pá- 
gina 237. 

2. El atonto de la» jubilaciones o | tensiones puede ser modi- 
ficad? por mili nueva !<•> que aju»t* y reorganice in Caja 
respectiva por tragones «Ir orden superior, sin que a din 
se opongan, en el caso de ex magistrado» judiciales jubi 
lado-, lo» afta. 00 de la Olialilui ion Nacional >' "i del <Y> 
ili^ii Civil. Papua :VJT>. 

JDBILACIQS DE EMPLEADOS HAXCMtIOS 

\a<s miembro» del Directorio de la Sociedad l'ródito Te- 
rritorial .le Sania Fe tienen el carácter de empleados u los 

efecto* de la ley 11.575 y se Indino comprendido.* en 
In* previsiones de la misma. Pagina 280. 

JUBILACION l>h; EMPLEADOS FEHHOVI ARIOS. 
Fondos itr la Coja. 

1. Kl remanente que las mu presan ferroviaria* deben entre 
gar a la respectiva Caja de Jubil . iones en virtud de lo 
dispuesto en el art. I o . inc. fj de la ley K» U.-'tnH, e* el 
que resulta constituido por el producto líquido de laa ta 
ritas una vez descontados el 8 % t de los sueldos del per 
sonaJ y los gastOfl ocasionados por el cumplimiento de lo 
dispuesto en el art. 59 de la ley S* 10460. Papua !». 

J ubiftirionri. 

íVimpiiio de servicioe. 

2. No procede, n U» erectos tic obtener un beneficio cu la 
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Cujii ilo Jubilaciones de Kmpleadoa PWrbviiiriofl, computar 
los Berridos prestados por «I causante en una empresa afi- 
linda a la Caja de lii ley N v 11.11» de la que aquel retiró los 
aportes sin IuiIht rc-in cresa do después, aun ruando los su- 
cesores ofrezcan reintegrarlos con aun intereses. Página .'Üí7. 

Pin ■ iones. 

:t. La existencia de hijo* adtiliemios del .-alisante, que eomo 
talos caneen do derecho a la ¡íeiirtón establecida en el »rt. 
39 de la ley S 9 10.660, na excluye de ese beneficio a los 
ascendientes una Be hallaren en las condiciones prevista* 
en el inc. 4 del mencionada articulo, P&gina 156. 

Devi'hwián ilr aportes. 

4 El empleado ferroviario despedido rOM motivo de un pro 
ceso sobre hurto en perjuicio del ferrocarril, cuya rein- 
corporación fué denegada por esto no obstante la ulterior 
resolución absolutoria recaída en aquél, no tiene derecho 
al beneficio previsto en v] nrt. J4 de la ley V I0.U50. Pá- 
gina -" r >- 

JUBILACION DJS EMI'I.EAluts XACIOXALES. 
Prinrij.itt.9 ¡/fíltrate*. 

1, Caneó de derecho a los beneficios que acuerda la ley 
X» 4IÍ4Ü, por no haber llenado lo* requisitos y condiciones 
0U6 la misma establece) In persona que, no por error de su 
propio nombre sino para utilizar un empleo «pie en el co- 
rreo h» cedió otra persona, lo desempeñá a sabiendas de que 
no le había sido conferido en forma por autoridad com- 

pétente. Página u '>. 

2. Los sx-magntrados judiciales jubilados con arreglo a la 
ley N" 4:J4U se liallau en la misma situación que los demás 
jubilados de la ('aja en cuanto a lo* derechos que les co- 
rresponden sobre los hala-res luturos. Páirinn 5"J5. 

■ i. La situación financiera de la Caja de . Jubilaciones de Em- 
pleados Civiles ul dictarse la ley X v 11.02:1 requería ine- 
ludiblemente La reducción y graduación de los iH-ncfieios 
acordado*, evidentemente excesivos en relación a los apor- 
tes realizado* por los beneficiarios y desproporcionados con 

los capitales acumulado.-, en forma tal que mientras má 
alto era el beneficio concedid' más se distanciaba del ion- 
do acumulado por el beneficiario; debiendo no obstante 
guardarse, como en toda ley de esc genero, la correlación 
proporcionalmente paralela en la escala establecida para 
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luft diversas categorías, ya. uu« nunca podría exigirse equi 
valemia entre aquéllos valores. Página 525. 

ufnlilf íottr.i. 

DeterrainM'iÓD del monto, 
•I. Ia c.si ula decreciente lijada «•! un. 17 de la ley S 9 11.923 
no responde a un propósito hostil a «¡erin clase .le bene- 
ficiarios .-¡no n motivos real» v razonables; no excede de 
una discreta y justa disminución «Ir beneficios y no es V¡0- 
latoria del art. 16 de la Constitución MacionáJ. Página 525. 

5. Lo dispuesto en el :irt. 1 de )« ley N" l2.tfM no se aplica 

a las pensiones otorgada* auto de la sanción de la ley 

que, por consiguiente! deben ser liquidada- con prcscín- 
deacia de la iwiia di- la respectiva solicitud y en cuanto 
no se haya operado la preserípeÍ6n quinquenal de las ruó- 
las respectivas Página ifl& 

Hmyexiñán de los bwéftcio*. 

ti. L eircttnstanejn de que un jubila lo ordinuri» conforme 
al régimen de lia ley N" 4.'t4f preste servirlo- romo tasador 

del Banco Hipotecario Nacional, enya retribución es pagada 
por los particulare-, no le priva del derecho a cobrar 
la* «notas de su jubilación correspondiente al tiempo de 
duración de esos servicio:*. Página 515. 
7. Si blea la jurisprudencia de la Curte Soprtma ha fijado 
como principio general el de la incompatibilidad de jubi- 
laciones acumulables o de jubilaciones ron iwnsionvH, o ju- 
bilaciones con devolución de aportes, etc.; una ver. acor- 
dada una jubilarión nacional ron el conocimiento de otra 

jubilarión provincial muniripul otorgada anteriormente a 
lu misma persona, que Im seguido ¡rozando del derecho 
consiguiente durante varios años, no puede el Poder Ad- 
ministrador sin la existencia siquiera de nueva ley privar 
por si al titular de esa derecho adquirido respecto del cual 

existe rosa jugada, sino que debe demandar judicialmen- 
te, la nulidad por violación de bus formas substanciales del 
juicio o del pronunciamiento, Página 517. 

JUBJLACiOX 1>E ¡SUPLEADOS PARTICULARES. 

t. i f im i ín f/f ¡Oí brttefii ios. 

Im resolución de la Caja, consentida y tirme. por la cual 
se aeentn ¡a oposición formulada por el interesado para 
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détiifiliam* ile I» |^ rcélmafl i:. tmt&Wn « 

que nqu.l la había supeditado y sólo 4 torc tng** » ^ 
duvolm-i/m d* los aporte* fl P»'t.r .Ir la fetto » QUe J« 
opetfn nir luvlm. prcím-c h. A-.rtlwmn del Hatada W 
las <*ntidon*n eal*b1é*ídtt por ta Caja y a pínUdj* aW 
derecho al beneficio ertablcrido Mi el a». I», »"'- ^ * 
| H !■■> N" lÜlO- W»W 

JUECES. 

Podtre*. 

1. fe déber del ja» P«ptó« * 'T^TV.' 
|n* ««ton y. siendo de la .•««i»- -mi. i». ejmtafcr m*\ de 

«im' se demanda. Pftina 'l (í - 

Perrillos. . 

i. Lo. c* inJfcMwdoa judiciales juMMw • ■ 

lev V" 4:i»n se hallan im la miara* *W*W "« !•» '»<•>»»* 

SbiJadM de l« Caja en *P«fr » k» ¿ff hos «"* '"" 
m.s|«m,l™ -ul.r, los l»l»r» rutan». P«*U« 

8, El monto de U- jubilaiionw o iwnsionw puede «ur mo.ii- 
fieado P»r ...... .meta lej» W "i"-" 1 í "Wowe '» «• 

.,. , , 111 „„,, II1 ,„ ,1 va» de ..x-..,.K..t.i,l..s ..u-l.-ale- i*> 

l:,.|J. I./, art,. !'« *• la ' oiwlitn. -tta femad > 8 H ' 
,l¡ K o civil Pagina 825. 

JVHISHII < l»S 

Prinfii 

i u injusti.iu o la inéonveiüewi» *r impuesto» 

líuveuna ,.l..¡.- ■«... a -» valide* V ' 

„1 contralor del I'.hI.-. Judicial. IMpnn ^; mi „ nl „ 

2, s„ e *tet« éWcU- del fuero, federal ... 

.lo m derecho fed«roJ, «-«ando la Cámara b ha umtado » 
...li-ar el principio elemental de la ley <lc loa umm - 
mStalneT aLtido por el «* «■ * ¡«^'~ 

Nacional «gím ■»'>' " r C J^T 

«r «impelido a aceptar la j.mMl..,...n de I"- tnhnnale. * 

„, r „ Jado «Aeran»! y. por lo tanto, no 

butm extraordinario sustentado «I»**»» i "".lamento,. 



3 T priieipio que na- de la forma .Tal .1- priM 
• .,, io¡¡ arta! 104 y .05 de ^««^,2^ 
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vit vulj*uiini:nlc» v leneeer en la jurUdíceiou provincial 
salvo los í-h>í* pn cnn» procede el recurvo extraordinario. 
I'áciim -*5ii. 

Prt'trruyu ti. i>trtsdurt/,n. 

1 . Ui presa itai-trfn «li'l demandad i-I juicio ipi<> -e le si- 
míe ante un juez respecto del cual luí planteado cuestión 
i-ompeteneia |»or inhibitoria, y el ofrecimiento de prue- 
luí-, tundiente* a nMem-r el rediazo de la demanda, inipor- 
lan un (lesUlimiemo implícito de aijuellfl «-ustión. Pájri- 
nn Í¿9. 

- r ». Iji iniciación de un juírio ejecutivo; ante ln forte Supri- 
ma «le la Nación por p! tocador vecino Je la Capital 
federal— con el olijelo -le ohlenci el \ntgu «Ir los alqui- 
leres adeudado* por ln provincia locataria, > la compare- 

icncia del n-pri -rulante de rila a estar ¡i derecho, implica 

.oniormidml dr ambau partí* pura dejar mu electo 1» 
< láu>ulu del contrato respectivo por la «-un I se sometían 

a la justicia ordinaria ilr la Capital Federal. \ no lialiién- 
doae opiiesio c\«*i'p« iiiM«'- ni desconocido la demanda, eo> 
rre*t>oride ordenar i|Ue pro-iya la ejecución basta baeerw 
al «creedor íntegro pairo. Página 19*1 

Vohtitntiti* iiv ampr-unei*. 

i¡. I-k intervención de la Corte Suprema pu mi pn>o do in- 
competencia locativa r- procedente B los efectos da evitar 
la efeetiva denegneion dr justicia, aun eunndo no se Italia 
retí reunidos loa requisitos que caracterizan a las eontien- 

dw< dr rampetencin ipie Ir correspondo ilirimir. Página 71. 
7. Declarada la inebmpeténcin do Ion lucros federal y ordi- 
nario pata entender en una caimii, rorrcsiKmde i|ue la 

Corle Suprema intervenga para un|ndir la denepuit'm elec- 
tiva <lr justicia* muí ruando no estén llenado* los trámite.* 
Iciíali's dr la controversia entre jueces u tribunales 'pu* 
caracterial la contienda <U mpPl encía. Página H2. 

f'oHflii ton rtiln- Jim • *: 

h. Planteada una situación contradictoria que al no tener so- 
lución dentro de las orpinizucionc- judiciales respectivas 
privaría de justicia al reeur reírte, procede la intervención 
dr la Corté Suprema para dirimir rl conflicto. Página 244. 

B« Ante la falta dr cumplí míenlo por parte de un juez local, 
ife laa diligencian ipie Ir lia «•uromendado un juez federal, eo- 
ntspondr que cate, previa íiiKÍatenci: n resultado neeja- 
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tivo, .onwta i:i enention al ifMKmímipnto di- la Corte Snprr 
ma. Página 

Juri$ctici ión originaria. 
Cansa» en que e* parte una provincia. 

Causas civiles. 

10. Contra las leyes \ dc-rclo* provinciales i|ur se ratifican 
de ilegitimen caben Irte procedimientos y .jun-dn-ciones 
se^ún I» validad del viejo imputado : 0) *i son yiolatorion 
de la Constitución Nacional, tratador con las naciones ex- 
tranjeras leyes federales, debe irse directamente u la jiw- 
ticin nacional; o) si se arguye que una ley es contraria a la 
Constitución provincial o un decreto >•- contrario a la ley 
del mismo opilen, debe ocurrirse a la justicia provincial; 
í ) si se sostiene que la ley .1 el decreto -un violatorios de 
las in-slitueioiie» provinciales y nneionale-, tirite irse pn 
meramente ante los estrado-, de la justicia provincial V, en 
BU easo. llepir hasta Ih Coru« Suprema por la vía del 
recurso extraordinario. Pagina 494. 

11. I«a interpretación y aplicación de las leyes impositiva* pro 

vimiales mi ronaliluyc materia propia «le la jurisdicción 
originaría. Página 49*. 

Cuestione* constitucionales. 

12. Coric.-ponde n la jurisdicción originaria de la Curta Su 

prema el junio en que se discute l» eonstilueionnlidad 
de una ley provincial y es parte una provincia. Página 105. 

I !. ( om-s|H>mle a la jurisdicción originaria dé I" Corte Su- 
prema el junio promovido contra tina provincia por na 
reciño de la Capital Federal, en el nial cuestiona la 
validez de una lev provincial corno riolatoria de la Cons- 
titución Nacional. Página 14:*. 

14. Procede la juri-dicción originaria <le la Corte Suprema en 
una demanda contra una provinein por ¡uconstiturionali- 
dad del cobro de unpocstOS. Página 24»7. 

)"t. Corresponde a la Corte Suprema entender origina ñamen* 

te en la demanda instaurada contra una provincia. tant<> 
en razón de la materia por trotarse de un punto regido 
por la Constitución Nacional, como en razón tic la" per 
sonas |x»r ser el actor vecino de otra provincia. Pagina 373. 
Iti. Corresponde a la Corte Suprema entender originariamen- 
te en la demanda promovida contra una provincia y fun 
dada en que loa leyes locales impugnadas non contraria- 
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a 1a Constitución Nacional sin hahcisc insinuado siquiera 
que aquella* hayan sido dictadas ni marpen do la Cons- 
titución do la Provincia. Página 403. 

17. Contra Ih^ levos y decretos provinciales que *e califican 
de il«gítimo« caben tros procedimiento y jurisdicciones 
m*uiíii ta calidad del virio imputado: »» si son violatorios 
«le la Constitución Nacional, tratados con las naciones ex- 
imnjeraa o levos federales, debo irse directamente h la 

justicia nacional; M si >*■ arguye que una ley w eontfft- 
riii a ln Constitución provincial '« un decreto es contrario 
:i la ley del mismo orden, debe ocurrirse u la justicia pro- 
vincial; < ) si se sostiene que la ley O el decreto son vióla- 
tenos de los instituciones provinciales y nacionales, debe irse 
primeramente ante lo> e>trado» de la ja-liria provincial y, 
en mi eaioj Uegar basta ln Corte Suprema por la vía del 
recurso extraordinario. Página líM. 

Futro f"tct>ii. 
Por Ih materia, 
Constitución! leyes nacionales y tratado*. 

18. (*MlujN'1c :i la justicia le doral entender <>n la de mandil hObrc 
indemnización de danos y perjuicio- fondada en la viola 
eion do preceptos de la ley -enend de Ierro, -arriles y do su 

reglamentación. Página 278. 

l!*. I!l art. I" de ln ley N" Í127 no M> refiere a la jurisdicción 

por razón de la mateiin, como *v la que nace de la inter 
pretación do la ley N" en la parte relativa a policía 
ferro vía ría, que tw privativo > excluyente. Página 278. 
- M M '«*y f-" un. i-, m inaplicable a las ra artas en 'pío 

KOn paito los Ferrocarriles del Kstndo, respecto de las cua- 
les os competente ln justicia federal. Página 461, 
21 . Compete ¡i ln justiciu tedero! conocer en el sumar sobre 

substracción tío zapatos de trenos pertenecientes a vagones 
de un ferrocarril nacional. IVipmi lili. 

22. t ompete n ln justicia federal entender en el proceso 
nwdo cotí el objeto de establecer las mponsabdidadm d 
Arden penal y civil, resultantes del choque entro una sorra 
¡i motor con acoplado que marchaba por la*. vías del ferro 
carril, ion un automóvil que eFUSabfl un pe*o o nivel. Fs 
gina 417. 

Por la* personoa. 

OUliota vecindad 

23. I.¡i cirriinstávcia de que mi lWo (bmicíliado en la Ca- 
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I ital Federal y autorizado por el P. E. para funcionar 
« orno sociedad anónima, tenga una sucursal en d territo- 
rio de una provincia, no es 6b ¡ve para que procoda el fue- 
ro PederaJ invocado por aquél en el juicio promovido por 
un argentino vecino de aquella provimiu. Página r )55. 

Cnsos varios. 

'.¡4. Kl juc/. federal que acordó I» tarta de ciudadanía tiene 
.lurisdimún parn «-orrepirln y del* hacerlo unte el |>cdido 
dd interesado que acompaña testimonio debidamente auten- 
l irado de 1* resolui ióii del tribuna] ordinario de su douú 

cilio que dispuso I» rectificación .!.- mi nombre Página 71. 
«ero ordinario. 

I-eyes •*r>muue>. 
En L-eneral. 

'2't. \m juMivía Ordinaria e- la rom|Mtentc para enleuder en la 
información sumaría tendiente ji ju-titicar el iiomHre, ape- 
llido y verdadera nacionalidad «le una perdona, aunque sea 
promovida con el objeto de solicitar oportunamente carta 
-le ciudadanía argentina ante la justicio federal. Página '244 

'Ai, f*«rre«poilde a la justicia ordinaria entender cu el juicio 
M>lire cobro de una indein ni ¿ación por despido del putroii 

«le uiiíi lancha, que lia deaeropenadu mis tareas exclusiva- 
mente dentro del puerto de la Oupitnl Federal. Pájrina lí7. r ). 
J7 . [jo» tribunales ordinario.^ son los competente? pura enten- 
der en toda* las cuestiones relativa*» al otado civil de las 
personas, entre ellas la> referentes a la rtctil'it-ación del nom- 
bre. Página 71. 

Penales. 

JH, Kl juez dd crimen que intcmenc cu un pvoetrio iniciado 
ron anterioridad a otro promovido contra el iiiíhiiio acusa- 
do ante el juez de otra provincia con motivo de otro 
delito, tiene prioridad para tramitar la causa retqK»eiiv». 
l>ero carece de jurwlicción para pronunciarse también so- 
bre el secundo delito, si bien debe poner en conocimiento 
del otro juez la sentencia que recaiga, a fin de que éste 
aplique la norma del art. 58 del Código Penal dentro del 
proceso sometido n su cono, ¡miento. Página 1». 

liiHtitucione. e impuestos local-s. 
28. Corresponde a la justicia oidiuuria conocer en la ejecución 
KCiruida por una municipalidad contra una empresa conce- 
sionaria de servicio* públicos, con el objeto de cobrar las 
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muJtas aplicadas por aquella n la compañía por incumpli- 
miento de rus obligaciones Página 82. 

Át i ton persona!. 

tu. |,o circunstancia .)•• que '« m*ania huya -»!■» declarada 
|n>r un juez. que no <-s del domicilio del insano ni de! her- 
mano que promovió «•] juicio, no priva ni juez del hipar 

«•n que aquél tenía mi domicilio, de la jurisdicción que le 

.•«.rresponde y que posteriormente ha ejercido al e*aminnr 
y aprohur la?. -ienüt.s ijne ante él presentó el curador y 
al designarle reemplazante con motivo de su fallecimiento. 
Página mi. 

H. Kl juez del lujrur don. !*- del.iaii realizarse bis nina-, eñ el 

rual ademas m i celebró el contrato y se rijó el domicilio 
de la.s partes c*. competente — con preaeindeiiria del domi- 

ilio rpal del demandado— para Conocer en el .juicio re- 
lorentc ni cumplimiento del contrato y a la re^pónsabilñlad 
del constructor |Mir mnla ejecución de las obras. Página 418. 

Su, > nioh, 

¡-. Siendo pii extremo difícil determinar *i el causante tenia 
-u domicilio en la Cipilal Kiilernl o en un lerritorio na- 
cional en Jai fecha de su fallecimiento; habiéndose iniciado 
do* inicios en las re*jieetivtu¡ juri-diecioiies sin que haya 
comparecido otro pretendicntr n la hci-crnia que el mismo 
Consejo N'acional de Kdu carian |*or mediu de distintos 
representantes. corresponde declarar competente al juez de 
la Capital Federal Página HM. 
'.VA. Siendo improrrogable por voluntad de la- parir* la juri> 

dicción territorial establecida por el art. '.izoi del Código 

Givil, la circunstancia de que se haya planteado y resuelto 
la cm^tloti de eompetem-i.-i por deelimitoria ante el juzi^a- 
4I0 donde tramita In ejecución por cobro de impuesto* fia- 
i-ales, no es óbice para que por vía de inhibitoria se declare 
la comiwterieia dd juez ante quien tramita el juicio suce- 
sorio. Página 16*7. 
¡»« Siendo i-ontnidictnrui» la- prneliss rcteicntc- ni domicilio 

real de la cansante que sólo deja una hermana radicada en 
Mendoza, y otra en la Capital r\\!era| —logar donde U*tó 
pocos días antes de morir— debe concederse preferencia 
al lugar en que. además de haber trajnitado el juicio suce- 
sorio del «poso, se halla ubicado el único bien de la suce- 
sión; donde poeos meses ante* de fallecer, la 'Ir rujas obtu- 
vo un crédito turnearlo para explotar allí una .asa de 
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pensión; y, por lo tanto, debe declarante competente al 
juez de este logar para entender en el respectivo juicio tes- 
tamentario. Página 275. 

Fuero de atracción. 
Sucesión. 

:»6. El juicio sucesorio atrae la* demandas por cobro He im- 
puestos fiscales. Página 157. 

JURISDICCION NACIONAL Y PROVINCIAL. 

La facultad de otorgar una concesión nacional o de ejer- 
cer jurisdicción del mismo carácter sobre bienes, persona» 
o actividades en cuanto a au iniciación, organización y fun- 
cionamiento, no comporta necesariamente la correlativa ex- 
clusividad fiscal y judicial; si bien el Congreso puede otor- 
gar la* franquicia** a que se refere el art. 67. inc. 10, de 
la Constitución Nacional. Página .17. 

L 

LEY DE POLICIA DE VINOS. 

Los vinos genuino* que menciona la ley N v 12*143 son los 
que la ley N» 4363 considera Ules; clasificación que no 
puede ser modificada por la Dirección General de las Ofi- 
cinas Químicas Nncionnles. Página W&. 

LEY DE SELLOS. 
Principio» genérale*. 

1 . La exigencia del papel sellado de actuación no es violato- 
rin de la defensa en jui. i'», aun en las causas de naturaleza 
l>cnal, si no se ha demostrado ni .siquiera intentado probar 
la imposibilidad de sufragarlo. Pégimi 118. 

Exencione*. 

2. El art. 4!», ine. 19, de la ley de sellos 11.200 — T. O.— 
no autoriza al actor que venció con costas, en el juicio 
.seguido contra una provincia, para usar papel simple en las 
actuaciones ulteriores necesarias para ejecutar el fallo. Pá- 
gina 326. 

LEYES ACLARATORIAS. 

La ley H* 12.R37 no es aclaratoria sino mmUficatorm del 
art. 11 de las leyes N 9 11.672 y N* 12JMft. Página 115. 
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LIBROS DE COMERCIO. 
Exhibición. 

1 . En el juicio civil .sobro robra de derechos aduaneros es 
procedente la compulsa de Ion libros referente* a las ope- 
raciones originaria* de dichos impuestos, *ca que medie o 
no la posibilidad de una ulterior persecución criminal. Pá- 
gina 91. 

2. 1^ compulsa de los libra de comercio de loa procesados 
es procedente en las causa? criminales por defraudación a 
la renta aduanera y la omisión de su presentación hace 
que tengan mayor peso en contra de los procesados los otros 
elementos probatorios reunidos en el juicio; conclusión apli- 
cable con mayor rnzón en materia civil. Página 91. 

3. El derecho de los comerciantes a que sea restado el secre- 
to de sus libros y de sus actividades comerciales eslá limi- 
tado por las facultades de vigilancia que por razón de inte- 
rés social y fiscal corresj»onden al Estado. Página 105. 

UT/S CONTESTACION. 
Efectos. 

1. Procede rechazar jw>r extemporánea la defensa de taita de 
personería invocada por voz primer» en el alegato de la 
demandada. Página 143. 

2. U) circunstancia de que durante el término de prueba se 
haya demostrado que se pagó patente |x»r un corredor de 
la firma actora no comprendido en la demanda, no auto- 
riza a reclamar esa suma ni la corre*|>oml¡ente a otro 
corredor mencionado en aquella respecto del cual falta la 
prueba del pago invocado. Página 14:*. 

tOC ACION DE SERVICIOS. 

1. Es improcedente la defensa opuesta en la demanda sobre 
cobro de honorarias n una provincia ¡>or servicios presta- 
dos a la misma, fundada en que la acción no puede ser 
intentada sin solicitar previamente de la legislatura pro- 
vincial la asignación de la remuneración correspondiente, 
con arreglo a la ley de contabilidad local en vigor. Pági- 
na 545. 

2. Reconocidos los servicios prestados por el actor v mi desig- 
nación a cae efecto, y atento lo dispuesto en el art. 1027 
del Código Civil, corresponde admitir «I derecho de aquél 
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para cobrar la remuneración correspondiente a loa miamos, 
que debe ser fijada |»r el Tribunal de acuerdo a la na- 
turaleza y duración de los trabajo*. Página 545. 



M 

MULTAS- 

Principios (¡eneróle*. 

Si bien el Poder Ejecutivo lia podido válidamente prohibir 
|H»r el decreto 8* 100.143, de febrero 10 de 1937, el trans- 
arte de fruta* y hortaliza* frescas en envases que no sean 
nuevos denominados "envases perdidos", carece, en cambio, 
de facultades para imponer multas que revistan carácter 
penal, a lo* trans|»ortadores que acepten o conduzcan cargas 
en contravención, pues ello no ha sido contemplado en la 
ley N*° 480:* como in t racción punible y. en tales condicio- 
nes, la pena no ha podido ser establecida por el P. E. m 
aplicada al traiwportador sin violación del arl. I» de la 
Constitución Nacional. Página 565, 



ÜUNICiPALIDADES. 
FucuUo'hs. 

I . U im|Misición de un gravamen tusado por la Provincia en 
,jer.i«¡í» de facultades propias, a las empresas de trans- 
porte de pasajeros en el territorio de aquélla, no importa 
privar de derechos adquiridos a las que en virtud do una 
.oncesión de In municipalidad del lugar se hallaban exentas 
del pago de contribución»*; ni alterar los tórnanos de la 
rimcesión ni violar el art. 17 de la Constitución Nacional; y 
In rir- unstancin de que una parte del producto del impuesto 
...•a liquidado por la provincia a favor de los respectivos 
municipios, sólo podría originar ana ac ión de las empresas 
contra éstos. Página 27. 

J. La cláusula de la .-oncesión para In explotación de un ser- 
vicio de transporte dentro de una ciudad, por la cnal se 
exonera al concesionario del pago de toda dase de contri- 
buciones, tasas o impuestos municipales, no lo libera del 
pago de un impuesto creado ulteriormente por el respec- 
tivo gobierno provincial, mucho menos aun si Ir munici- 
palidad carecía de facultad** para acordar la exención de 
gravámenes cuya imposición corresponde, por su naturaleza, 
a la jurisdicción de aquel gobierno. Página 27, 
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o 

OBLIGACIONES DE DAR QÜMAS DE DISEUO. 

1. \a aceptación cu silencio dura ni o muflios nño.s por parte 
do todos los tenedores — uno de los cuales es el actor- 
de los pagos correspondientes » lo* servicio* de un em- 
préstito al tipo de $ 2.2727, no obstante la desvaloriznción 
de la moneda jwpel '-¡n relación a la moneda metálica de 
oro efectivo de la iey N" 1 1-MI. en lus ó pora a en que estuvo 
clausurada la Caja de Conversión, sólo puede ser interpre- 
tada en el sentido de que los contrayentes del empréstito 
no entendieron pactar una cláusula de oro efectiva como 
moneda especifica, y torna innecesario dilucidar .-i lúa ex- 
presiones empleadas en el Honn General se refieren a dicha 
moneda o si .sólo significan una simple expresión monetaria 
o de cuenta con la equivalencia establecida en la ley N« 3871, 
Página 303. 

2. Los pagos correspondientes al "Empréstito Interior de Obras 
Públicas al 4 V 2 o¡o oro de 1911" deben hacerse ni cambio 
de $ 2.2727 por endu pon oro. Página 303. 

P 

PAGO. 

Principias ,,mrmles. 

1. El efecto liberatorio del pago constituye un derecbo patri- 
monial adquirido respecto del impuesto satisfecho, am- 
parado por los preceptos del art. 3t del Código Civil y 17 
de la Constitución Nacional. Página 293. 

2. El pago de un impuesto crea una situación contractual en- 
tre el Estado y el contribuyente exteriorizad» jwr el recibo 
que el primen) entrega al segundo, por virtud del cual el 
deudor queda liberado de su obligación y el Puco despro- 
visto de todo medio legal para reclamarte nuevamente el 
cumplimiento de aquélla. Página 293. 

3. Aun cuando baya mediado error en el decreto por el cual 
el Poder Ejecutivo de In Provincia, previa investigación, 
declaró satisfecho con el pago realizado el impuesto y la 
multa aplicados, no puede invocarlo para dejar sin efecto 
su resolución y cobrar unu'suma mayor, y la sentencia que 
reconociendo esa facultad ordena realizar otro pago por el 
mismo concepto, es violatoria del art. 17 de la Constitución 
Nacional. Pagina 293. 
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4. Kcsultando de las fuentes oticiales que compradores de 
la uva producida en ios viñedos del ac tor pasaron por men- 
ta de o*stc el impuesto respectivo, procede tener por acredi- 
tados los payos no obstante las leves deficiencias de prueba 
atrihuíbles a las autoridades provinciales pii cuanto se trata 
de documentos oficiales. Página M, 

Pay» ron prottsta. 
Principios generales. 

¡i. So procedo la devolución de lo pagado sin protesta a Ib 
Xación en concepto de sobreprecio a In nafta y de impuesto 
interno sobre In misma. Página 2(il. 

l¡. Lo protesta es un requisito indi*iNMi*able para la proce- 
dencia de la demanda sobre repetición de Mimas papadas 
«•n concepto de impuestos. Página SSL 

7. Por excepción In protesta es innecesaria mando el pago ha 
sido hecho por error, sin mediar disposición que estable- 
ciera la obligación de hacerlo. Página 381. 

s. N'o procede la repetición del impuesto Aduanen ilegal e in- 
«•oiistitoeional pagado sin protesta previa, aunque M alegue 
la ignorancia anterior del vicio ente lo invnlidaba. Pági- 
na 381. 

Formn. 

!». El insuticiente la protestó que considera inconstitucional 
el "impuesto al vino", sin especificar a cuál de loe varios 
entonces existentes se refiere; |>cro no lo es por tal mo- 
tivo la que contiene referencias que permiten a las autori- 
dades la identificación del gravamen impugnado. Página 205. 
30. La objeción constitucimml en que se tunda la protesta del 
pago de los impuestos del>e ser expresa, en el sentido de que 
debe indicarse que el fundamento de la resistencia del con- 
tribuyente es el considerar inconstitucional el impuesto que 
paga. Página 247. 

11 . La nota por la cual se pide al P. E. la exención del pago 
del impuesto, no equivale a una protesta. Página 201. 

12. Dol>en ser consideradas Mifieicnte* para cumplir su finali- 
dad, Ins protestas que contienen referencias concretas a los 
corres|K>ndientes |>ernusos de importación y a las solicitudes 
de exención de derechos, fondadas j>or la actora en cada 
caso en razones legales y de hecho, en forma tal que no 
permiten dudar de los motivos ni del objeto de las reser- 
vas que en el expediente administrativo acrecen reunidas 
con sus respectivos antecedentes. Página 39:1. 
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Prueba. 

l.t. El instrumento referente a la protesto formulada para con- 
servar el derecho, puedo sor acompañado durante el rea- 
pool] vo período de prueba. Página 393. 

14; N'o Hiendo posible, on ol caso, examinar |n eficacia de las 
protestas que no lian sido traída a los autos y habiendo 
•ido desconocida* en la contestación a la demanda, pro- 
cedo desestimar la noción en cuanto a los pagos reapceti- 
v». P«gina 393. 

* Aléame. 

15. La protesta efectuada con respecto al impuesto estableci- 
do por lo ley S* 2888 do la Provincia do Salla, no ampara 
a los papos realizado* bajo la vigencia do la lev ulterior 
>9 29, dictada con el pronto deliberado do eliminar de 
la ley anterior las disposiciones que pudieran co mpro meter 
la oonstituoionalidad del impuesto. Página 205. 

Ití. La protesta, referente a los pagos que ae efectuaron en con- 
cepto del impuesto creado por las leyes Wroo, 208 y 217 
do la Provincia de San Juan, no amparan el derecho del 
contribuyente para repetir los papos realizados en virtud 
de la ley 43fl <,ue es diferente a aquellos de la lev S* 438 
Página 403. 

17. Ijíí protesta referente a la-i papos que so efectuaron en con- 
i-opto del impuesto creado por In ley N* 217 de la Provin- 
cia de San Juan, ampara el derecho" del contribuvente para 
rostir los pa^os ulteriores hechos en virtud "de la ley 
N* 438, que es semejante a aquella. Pagina 403. 

Ptujn indebido. 

1«. El derecho <!« repetir un ¡>ago sin causa o por una causa 
contraria a las leyes corresponde a quien lo hizo, v la 
restitución debe ser efectuada por la persona pública o oli- 
vada que lo exigió. Pápina H3. P * 

10. Demostrados los pagos y la protesta y no hallándose las 
sumas reclamadas en ol presente juicio comprendidas en In 
frnnsarción celebrada en el anterior seguido entre las mis- 
mas partes, procede hacer logar a la repetición de lo paga- 
do sin causa en concepto del impuesto inconstitucional «uva- 
do j»r las leyes Nros. (¡05 y 1252 de la Provincia de San- 
tiago del Estero. Pagina 373. 

20. Procede rechazar la demanda tendiente a obtener | n devolu- 
ción de lo pagado en concepto del impuesto de un centavo 
•obre la uva que se consuma o elabore on la Provincia do 



PALL06 DB LA CORTÉ Sfl'KKM A 



San Juan, estahlecido por la ley N' J 208 e impugnado como 
con I iflfQlorio, ¿>i los fundamentos que se invocan uo se refie- 
ren a ese impuesto sino a otro que la minina ley crea pero 

que no afecta ni neto?. Página 403. 

PBÑSIONES. 
Militar. 

1. El Poder Ejecutivo puede válidamente dejar sin efe«-to un 
decreto denegatorio de un traspaso de |H-n*ión militar que 
no fué consentido ni quedó ejecutoriado y acordar ese bene- 9 
lirio; |*ero una ve/, ejecutoriado este *egundo decreto, cn- 
reee de facultades para revocarlo, sin perjuicio de deman- 
dar su anulación ante los tribunales de justicia dentro de los 
términos legales. Página 41b'. 

2. Bl nrt. 18 del título III de la ley N« 4707 contempla el 
coso en que las heridas recibidas inutilizaran de inmedia- 
to para In continuación de la carrera, por rozón de la ma- 
yor gravedad del hecho y de la resultante. Página 434. 

:J. La inutilidad ftów pora la continuación de la carrera mili- 
tar declarada al cabo de dos ascensos v de más de seis 
años de servicios activos desde que ocurriera el accidente 
reputado como causal inmediata de aquella inhabilidad, sólo 

da derecho al beneficio previsto en él art. 10, capítulo \ . 

título III, de la ley S v 4707. Página 4.T4. 
1. El art. ir. del título III de la ley H» 4707 prevé el caso 
de inutilización ocneridii dc>pués de un proceso gradual- 
mente acentuado y que se había originado en enfermedades 
o defectos tísico» producidos en servicio letlVO y por actos 
del servicio o sea el caso de incapacidad que no ha resul- 
tado inmediatamente de producida la enfermedad o el de- 
fecto físico que originó el proceso, en forma que no puedan 
iui|MHlir la continuación en servicio activo lisata la decla- 
ración final de encontrarse inutilizado pnra el sen-icio ac- 
tivo. Página 434. 

2ERESCIOS DE fXSTANCIA. 

1. A los efectos de la ley \ 45ñn la Sustancia comienza con 
la presentación de la demanda y desde entonces corre id 
término de la perención. Página 554. 

2. El transcurso del plazo legal sin que baya sido notificada 
la demanda da lugar a que *e opere la perención de la ins- 
tnneia. Página 554. 

3. La.s diligencias tendientes a acreditar el fuero federal no 
interrumpen el plazo de la perención de la instancia quo 
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comienza » < »rr.T dodo la presen tii.-úm tío lu femando. Pá- 
gina 554. 

PODER />/•; PQfíiClA, 

1. Ijils provincia* mi hallan autorizada* para dictar leyea 

o reírla monto* de carácter general «» municipal i|Ue rom- 
porte» directa o indirectamente I mirar p perturbar «le cnal- 
qníer modo qn* no signifique ejercicio «le sus poderes 
de policía, la liluv circulación territorial o que punían afec- 
tar el derecno de regianientar el » omoreio, ron f crido al 
Congreso de la Nación con el curador da iiiut t'aeultBtl e.v 

elusiva. Página *J7. 

2. Iji empresa de transporte de pasajeros ni ómnibus desde 
el territorio de imu provincia a la Capítol Federal, se 
halla sujeta a la jurisdicción impositiva y do policía de 
los gobiernos locales en cuanto so refiere ai transporto (pío 

empieza y termina dentro «lo los respectivo* limites; por 

lo (jne .-s innou'aMo o! derecho do dicha- auloridado.s para 
establecer un inipucM" proporcionado al valor do IfiS onira- 
das brutas ohtonidas en esas condiciones. Página 11. 
3; El fclndn que Ira otorgad i la personería jurídica a una 
sociedad tiene In i':icultad do reglar lo referente a la ill>- 
IKwión v vigilancia do In mi-imi y de imponerle por ''H» 
una contribución. IVil-íiki 105. 

4. Kl otoruaiuieulo de la |>orsimor¡u » una sociedad la someto 
a la autoridad >!ol poder ipio lo lia dudo vida jurídica en 
cuanto a la BUjatisteneia de las condiciones qne determina- 
ron su autorización y lo fija el carácter de vecino do In 
provincia que In lia oreado. Página 105. 

5. Las personas y empresaa concesionarias de servicias públi- 
cos pueden tener bienes y diwirrollnr actividades que no 
sean din-ola, estricta o necesariamente parte integrante de 
aquéllos, y ipie no se hallan u cubierto del jiodor riscal ti 
policial de la Nación, de las provincias, ni de las munici- 
palidades, no obstante la franquicia de las leyes de conce- 
sión. Pápina 247. 

PODER LEtitSLATlVO. 

1. Kl contralor del transporto de pasajeras de un punto a otro 
del país corresponde al Congreso e incluye no sólo el rela- 
tivo a la propiedad en cualquiera de bus manifestaciones, 

siuo también las personas y la* relaciones jurídica* derivadas 
del mismo transporte, cuando éste tiene lugar entre habitan- 
tes de diferentes estados. Página 27. 
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Sai. Joan, establecido por la ley N* 208 e impupudo como 
confutatorio, si los fundamentos que se invocan no se refie- 
ren a eae ¡apuesto sino a otro que la misma ley crea pero 
que no aféela al actor. Página 403. 

PEN8I0NES. 
Militar. 

1. El Poder Ejecutivo puede validamente dejar sin efecto un 
decreto denegatorio de un traspnso de pensión militar que 
no fué consentido ni quedó ejecutoriado y acordar ese bene- # 
1 icio ; pero una ver ejecutoriado este segundo decreto, ca- 
rece de facultades para revocarlo, sin perjuicio de deman- 
dar su anulación ante los tribunales de justicia dentro de los 
términos legales. Página 416. 

2. El art. 18 del título III de la ley N» 4707 contempla H 
caso en que las heridas recibidas inutilizaran de inmedia- 
to pan la continuación de la carrera, por razón de la ma- 
yor gravedad del hecho y de la resultante. Página 434. 

3. La inutilidad física para la continuación de la carrera mili- 
tar declarada al cabo de dos ascensos y de más de set* 
años de servicios activos desde que ocurriera el accidente 
reputado como causal inmediata de aquella inhabilidad, sólo 
da derecho al beneficio previsto en el art. 16, capítulo V, 
título III, de Ia ley N 9 4707. Página 434. 

4. El art. 16 del título III de la ley N* 4707 prevé el caso 
de hwtüiiacíón acaecida después de un proceso gradual* 
mente acentuado y que se había originado en enfermedades 
o defectos físieoa producidos en servicio activo y por actos 
del servicio o sea el caso de incapacidad que no ha resul- 
tado inmediatamente de producida la enfermedad o el de- 
fecto físico que originó el proceso, en forma que no puedan 
impedir la continuación en servicio activo hasta la decla- 
ración final de encontrarse inutilizado para el servicio ac- 
tivo. Páginn 434. 

PERENCION DE INSTAXCJA. 

í. A los efectos de la ley N« 4660 la instancia eomienza con 
la presentación de la demanda y desde entonces corre el 
término de la perención. Pagina 564. 

2. El i.-anaeurso del plazo legal sin que haya sido notificada 
la demanda da lugar a que se opere la perención de la ins- 
tancia. Página 664. ... 

3. Las diligencias tendientes a acreditar el fuero federal no 
interrumpan el plazo de la perención de la instancia que 
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comienza a correr desde la presentaeión de ta demanda. Pá- 
gina 554. 

PODER DE POLICIA. 

1 . Las provincias no m> hallan autorizadas para dictar leyes 
o reglamento* de carácter general o municipal que com- 
porten directa o indirectamente trabar o perturbar de cual- 
quier modo que no signifique el ejercicio de sus poderes 
de policía, la libre circulación territorial o que puedan afee- 
lar el derecho de reglamentar el comercio, conferido al 
Congreso de la Nación con el carácter di* una incultad ex- 
clusiva. Página 27. 

2. La empresa de transporte de pasajero* en ómnibus desde 
el territorio de una provincia a la Capital Federal, se 
halla sujeta a la jurisdicción im|>ositivii y de policía de 
los gobiernos locales en cuanto se refiere al transporte que 
empieza y termina dentro de los respectivos límites; por 
lo que 68 innegable el derecho de dichas autoridades para 
establecer un impuesto proporcionado al valor de las entra- 
das brutas obtenidas en esas condiciones. Página 27. 

8, El Estado (pie ha otorgado la personería jurídica a una 
sociedad tiene la facultad de reglar lo referente a la ins- 
pección y vigilancia de la misma y de imponerle por ello 
una contribución. Página 1" ■>. 

4. El otorgamiento de la personería a una sociedad la somete 
a la autoridad del poder que le lia dado vida jurídica en 
cuanto a la subsistencia >le las condiciones que determina- 
ron su autorización y le fija el carácter de vecino de la 
provincia que la ha creado. Página 105. 

5. Las personas y empresas eom-esionarias de servicios públi- 
cos pueden tener bienes y desarrollar actividades que no 
sean directa, estricta o necesariamente parto integrante de 
aquéllos, y que no se bullan a cubierto del poder fiscal o 
policial de la Nación, de las provincias, ni de las munici- 
palidades, no obstante la franquicia de las leyes de conce- 
sión. Página 247. 

PODER LEO ISLA TI YO, 

1. El contralor del transporte de pasajeros de un anto a otro 
del país corresponde al Congreso e incluye no sólo el rela- 
tivo a la propiedad en cualquiera de sus manifestaciones, 
sino también las personas y las relaciones jurídicas derivadas 
del mismo transporte, cuando éste tiene lugar entre habitan- 
tes de diferentes estados. Página 27. 
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2. La* personas y empresas concesionarias de servicios públi- 
cos pueden tener bienes y desarrollar actividades que no sean 
directa, estricta o necesariamente parte integrante de aqué- 
llos, y que no se hallan a cubierto del poder f iscal o policial 
de la Nación, de las provincias, ni de la» municipalidades, 
un obstante la franquicia de tas leyrs de concesión. Pág. '247. 

.*». La facultad de otorgar una concesión nacional o de ejercer 
jurisdicción del mismo carácter .sobre bienes, personas o ac- 
tividades en manto a su iniciación, organización y funciona- 
miento, no comporta necesariamente la correlativa exclusi- 
vidad fisen! y judicial; si bien el Congreso puede otorgar la.* 
franquicias a que se refiere el art. 07. íne. Ití, de la Con- 
Tit iicu'm Nacional. Página 

4. I«a* estaciones radiodifusora que unen n un territorio federal 
con una provincia, a dos provincias entre ellas, o a un punto 
cualquiera de la Nación con un Estado extranjero, están su- 
jetas a todas las obligaciones y gozan de todos los derechos 
establecidos en la ley N w 750 1/¡¡, salvo los que hubieran 
sido expresamente exceptuados, y se hallan comprendida.- en 
las previsiones del art. (¡7, inrs. ];t y lti de la Constitu- 
ción Nacional, por lo que el Congreso ha podido acordarles 
la exención prevista en el art. 15 de la ley N* 750 en 
ejercicio de facultades que deben -er respetadas por las 
provincias. Página 247. 

5. Cualesquiera que s,. ni | |¿fl disposiciones de las leyes lócale* 
tendientes a substraer de la a.-ción de los acreedores los 
bienes, recursos y renta- de las provincias -i municipalida- 
des contrariando los preceptos de la ley civil, no pueden 
ser válidamente invocadas, pues relaciones entre el 
acreedor y deudor son de la exclusiva legislación del Con- 
greso Nacional. Páginas 383 y 560, 

PODER JUDICIAL. 

X. Los ex-magistrndos judiciales jubilados con arreglo a la 
ley N° 4349 se hallan en la misma sil unción que los demás 
jubilados de la Caja en cuanto a los derechos que Ies co- 
rresponden sobre los haberes futuros. Página 525. 

2. El monto de las jubilaciones o pensiones puede ser modi- 
ficado por una nueva ley que ajuste y reorganice la Caja 
respectiva por razones de orden superior, sin que a ello 
se opongan, en el caso de ex -magistrados judiciales jubi- 
lados, loa arta. 9t¡ de la Constitución Nacional y 5 del 
Código Civil. Página 525. 
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PRESCRIPCION. 

Comienzo vencimiento <lei término. 

1. La prescripción del derecho de 1» Provine* de San Luis 

para redamar a la de Córdoba el precio de una fracción 
d«' (ierra enajena-in por esta en 1881, que por el laudo de! 
Presidente Koea pii 1883, «urdo en jurisdicción de aquélla, 
comen/.ó ¡i correr en la tedia de ese laudo, y, habiendo^? 
obrado ton anterioridad, no puede considerarse interrum- 
pida por las notas cambiadas en 1933 y 1934 —que, )K>r 
otra parte, no importan un reconocimiento del derecho de 
la ai-toni— ni por las demandas deihtcidas por los sucer-ores 
de ambas provincias con motivo di- Iba enajenaciones reali- 
zad por ésta-. PtigíiiD 

Interrupción. 

2. La sola interpoflición de la demanda hasta para interrum- 
pir la prcscriiicióri. Página 1"1. 

3. El escrito en qoa la actora expresa que ocurre ante el juez 
"a fin de que anota<fa e>ta prc.-cnlaeión y dándole techa 
cierta resguarde el derecho de |>ens¡ón'* que le corresponde 
y lia redamado ante el .Ministerio de (¡iirrm en el expe- 
diente que indica y se halla en tramite, es suficiente para 
interrumpir la prescribió.! Uln-ratoria. Paeina 102. 

Proveimiento. 

4. U circunstancia de linllarse ivgulado^ los honorarios, f 
torna extemporánea la defensa de prescripción bionual 
opuesta |wr el demandado que antes *e fundó en ella para 
sostener sin éxito la improcedencia de la regulación, en 
cuya oportunidad *e dejó a salvo su derecho para invocarla 
■ uando se le intimara el pago. Padrina 53. 

Prescripción ile acciones en jwrtivuiar. 

Civil. 

Acciones prescriptibles. 

5. Los terminas "toda v\nx? de empleados de la Administra- 
ción de justicia" usado* en el nrt. 4032, inc. 1», del Código 
Civil, deben ser interpretados en ,.u senüdo gramatical y 
usual. Página 53. 

ti. Los peritos judiciales no están comprendidos en el art. 
4032, inc !•. del Código Civil, sino en la prescripción del 
art. 4023 del mismo. Página 53. 
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PBOVISCIAS. 
Limites provinciales. 

1. Habiéndose enajenado por la Provin'in di- Córdobu en 
1881 una fracción de tierra que por el laudo del Presidenta 
Roca en 1883, quedó en jurisdicción de la Provincia de San 
Luis, ésta ha debido respetar e>n enajenación y NM 1'» 
podido reclamar el precio recibido por aquella o el valor 
de tasación por no haber mediado venta. Página lfl->. 

2. La circunstancia de que la Provincia de Córdoba no hay» 
informado a la de San Luis acerca de la enajenación de 
parte de laa tierras comprendidas en el laudo del Presi- 
dente Roea de 1883 realizada por la primera, no da derecho 
a la segunda para reclamarla el pago de los daños y per- 
juicios que rata ha sufrido por haber enajenado los misma* 
tierras. Página 165. 

Poderes. 
Delegados. 

3. Las provim-ias no se hallan autorizadas para dictar leyes 
o reglamentos de carácter general o municipal que com- 
porten directa o indirectamente trabar o perturbar de cual- 
quier modo que no signifique el ejercicio de sus poderes do 
policía, la libre circulación territorial o que puedan niectar 
el derecho de reglamentar el comercio, conferido al Con- 
greso de la Nación con el carácter de una facultad exclu- 
siva. Página 27. .... 

4. Las provincias no tienen facultado pura dictar leyes re- 
glamentarias u ordenanzas que directa o indirectamente im- 
porten trabar o perturbar de cualquier modo que no sig- 
nifique el ejercicio de sus poderes de policía, la libre cir- 
culación territorial, o que puedan afectar el derecho de re- 
glamentar el comercio atribuido al Congrego de la Nación 
con el carácter de facultad exclusiva. Página UX 

FacHltades impositiva*. 

5. Las facultades impositivas de bu provincias solo alcanzan 
a los artículos de producción territorial o de otras provin- 
cias que ae hayan incorporado a su riqueza general y sean 
materia de transacciones dentro de su junsdimón. Pa- 

6. ^"denominación daq> al gravamen no basta para definir 
el carácter del mismo, pues para establecer au conformidad 
con la Constitución debe estarse a la realidad de las cosas 
y a la manera cómo grava el impuesto. Página 18. 
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7. El impuesto establecido por una provincia sojirc_4irodueto*. . 
que son objeto de venta fuera ile la jurisdicción de la — 
misma, es violatorin de los art>. ír>, 111, 11, (17, inc. 12 

y 108 de la Constitución Nacional. Página 18. 

8. El impuesto que con el nombre de patente fija lia estable- 
cido el art. 8», inc. 20, de la ley N* 4080 de 1n Provincia 
de Buenos Airo, es violatorio de los arts. iK 10, 11, 67, inc. 
12 y 108 de la Constitución N'ucional. Página 18. 

0, Para que un impuesto creado por una provincia «mre la» 
actividades comerciales de una corporación que realiza ope- 
raciones dentro y Hiera del territorio de aquella, no con- 
traríe el comercio interesad ual, c- indispensable que tal gra- 
vamen se aplique sólo en vista de las operaciones ¡ni ra es- 
tad unios ; que la suma cobrada no se aumente en vista del 
negocio interproviiuial renlizado; que la mrporación com- 
prometida exclusivamente en el comercio interWadual no esté 
sujeta a la imposición y «pie las personas gravadas puedan 
interrumpir el negocio sin retirarse del negnci» iuteresta- 
dual. Página 'J7. 

10. El principio según el eunl toda empresa de Iransporte, «orno 
•-iiiilquier habitante, pueden .ser gravados personalmente ■ «n 
relación al valor de su propiedad o a la man lía de sus 
reutas, sin atender B la fuente de que provienen, dejaría de 
ser verdadero &i un impuesto llegase a ser establecido por 
una provincia sobre las entradas derivadas del transporte de 
mercaderías y pnsajeros conexas ron el comercio interpro- 
vincial o extranjero, porque importaría violar el art. 67, 
inc. 12 de la Constitución Nacional. Página 27. 

11. I*i imposición de mi gravamen creado por la Provincia en 
ejercicio de facultades propias, a las empresas de trans- 
porte de pasajeros en el territorio de aquélla, no importa 
privar de derechos adquiridos a las que en virtud de una 
concesión de la municipalidad del lugar se bailaban exentas 
del pago de contribuciones; ni alterar los término* de la 
concesión ni violar el art. 17 de la Constitución Nacional; y 
ta circunstancia de que una parte del producto del impuesto 
sea liquidado por la provincia a favor de los respectivos 
iiinnicipios, sólo podría originar una acción do las empresas 
contra éstos. Página 27. 

12. La empresa de transporte de pasajeros en ómnibus desde el 
territorio de una provincia a la Capital Kedernl, se halla 
sujeta a la jurisdicción impositiva y de policía de loa go- 
biernos locales en cuanto se refiere al transporte que em- 
pieza y termina dentro de los respectivos límites; por lo 
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que c» ¡mudable el derecho de dichas antoridndea para es- 
tablecer un impuesto proporcionado iil valor de las entradas 
brutas obtenidos en esns condiciones, Pagina 27. 
13. !-¡ cláusula de la concesión |>iini ln explotación de un 

semejo de transporte dentro de una ciudad, por la eunl 
he exonera al concesionario del paco de lodo ríase de con- 
tribuciones, tasas o impuesto.- municipales nd lo libera del 
pago de un impuesto erado ulteriormente por el respectivo 

gobierno provincial, mucho menos aun si ln municipalidad 
carecía de facultades pina acordar la exención de gravá- 
menes cuya imposición corresponde, por m naturalem, ¡i la 

jurisdicción do aquel gobierno. Página '11. 

1*. La- provincias tienen facultades para erear gravámenes 
dentro de sn* respectivas jurisdicciones, escogiendo las per- 
tonas y loa bienes sphie los que han de recaer, sin otra limi- 
tación que la <1<* su poder legislativo ni «Ha condición que 
iu ile conformar las contribucione* a los principios (ableos 
de la Constiturión N'neinnnl. Página 106, 

15. Cualquier gravamen provincial que cr^a desigualdades en- 
tre los contribuyentes por razones de vecindad dentro de la 
Hepúbliea e» inconstitueionnl. Página 1 4^1. 

1(>. El comercio entre Kstado* no es libre ruando un artículo, 
en razón de su origen o elaboración exterior es sometido 
por la adno. ¡«(ración hn-al a una reglamentación o grava - 
men diferencial. Página 143. 

17. Es violotoria de los arts. !» y I" de la Constilueion Noció- 
nol unn ley provincial que grava la venta de determinado 

producto fabricado en otra provincia. Con un impuesto ma- 
yor que el que se cobra al similar fabricado en la propia. 
Página 143. 

18. Las leyes Mw. 3005, 4*89, 4127 y 4190 de ln Provincia 
de Buenos Aires son violatorias de la Constitución Xario- 
nal. en cuanto imponen una patente diferencial a lo- agentes 
o corredores viajeros de casas de comercio no ;-st a Mecida* 
en la provincia, por el solo hecho de vender en ésta pro- 
ductos fabricados fuera de su territorio. Página 1411. 

10; La menor patente exigida por la ley X? 42$) de la Pro- 
vincia de Buenos Aires a los corredores locales de casas 
de comercio que operan exclusivamente en el partido en que 
éstas se Imllan situadas, con relación a la que impone a Uh 
que desarrollan sus actividades en todo el territorio pro- 
vincial, no afecta al comercio interprovincial ni es repug- 
nante a lns disposiciones de las Constitución Nacional re- 
ferentes al mismo. Página 1 43. 




DE JUSTICIA DE LA RACIÓN 



633 



20. Ln facultad de otorgar una concesión nacional o de ejercer 
jurisdicción del mismo carácter sobre bienes, personas o 
■ctividada en manto h Bfl iniciación, organización y fun- 
eidnánúento, no comporta necesariamente la correlativa ex- 
dusividad Bmü y judicial; si bien el Congreso puede otor- 
gar las branqnieiiiB a que ><? refiere el art, i¡", inc. I«. cic- 
la* Constitución Nacional. Página 247. 

'21. La» provincias pueicn imponer uno tusa n las corporacio- 
nes por «•! Imh'Ihj de leiicr u su servicio un bien raíz y por 
el privilegio do ejercer sus franquicias de lulos dentro del 
Kstmlo, pero vilo no es admisible romo condición previa al 
derecho de realizar mi* operaciones, y su percepción lia de 
quedar librado « f>>s medios ordinarios para el cobro del im- 
PUCSto. Página 247. 

22. Las estaciones radiodifusora» que unen n un úrritoru 
federa] ton una provincia, o dos provincias entre ellas, o 
a un punto cualquiera de la Nación con un K*tado extran- 
jero, están sujetas a todas las obligaciones y gozan de iodo» 
Ion derecho* CHtablecidoa en la ley .V' 760 & salvo los que 
hubiera» sido expresamente exceptuado», y se ludían com- 
prendidas en las previsiones del pr*. 1*7, ibes, l.'í y lo' de 
la Constitución Nacional, por I» que v \ Congreso' ha po- 
dido acordarles la exención prevista en el art. I'j de la ley 

X* 760 Vi», en ejercicio de fhenltades que deben ser respe- 
tadas por las provincia*, página "247. 

23. tas provincias no pueden coastHucióiialinentc gravar la 
circulación territorial de las mercaderías, o sea In entrada, 
tránsito o salida de su territorio; ni gravar de una manera 
distinta a los artículo- similares qoe llegan de otra provin- 
cia o de las aduanas exteriores, que a las producidas en 
ellas, ni lijar un impuesto que por su elevado monfo im- 
porte unn exacción o un despojo contrario o la garantís de 

In inviolabilidad de la propiedad. Pagina 437. 

24. La circunstancia de que mía un n adería no se produzca en 
In Provincia, no impide a ésta establecer los impuestos que 
crea convenientes una vez que aquélla naya sido incorporada 
a su riqueza local; esto es, cuando lia entrado en la cimi- 
Inción económica provincial. Páginas 437 y 460. 

Pnder rte policía. 

25. Le empresa de transporte de pasajeros en ómnibus desde 

el territorio de una provincia a la Capital Federal, se halla 
sujete a la jurisdicción impositiva y de ¡mlicía de los go- 
bierno* locales en cuanto se refiere al Iransporte que em- 
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pieza y termina dentro de loa respectivos límites; por lo 
quo es innegable el derecho de difluís nutorídndes pnra es- 
tablecer un impuesto proporcionado til valor de las entradas 
brutas obtenidas en esas condiciones. Página 27. 

26. Las personas y empresas concesionarias de servicios pú- 
blicos pueden* tener bienes y desarrollar actividades que no 
sean directa, estricta o necesariamente parte integrante de 
aquéllos, y que no se hallan a cubierto 'leí |»oder fiscal o 
policial de la Nación, de las provincias, ni de las municipa- 
lidades, no obstante !:i franquicia de las leyes de concesión. 
Página 247. 

PRVRRA. 
Apreciación. 

1. Resultando de las fuentes oficiales que lo* compradores 
de la uva producida en los viñedos del actor pagaron por 
cuenta de éste el impuesto respectivo, pm«-ede tener por 
u«rcditados los papa-, no obstante la- leves deficiencias de 
prueba ntribuíbles a las autoridades provinciales en cuanto 
se trata de documentos oficiales. Papua 4o;í. 

I'rurba supletoria. 

2. No habiéndose justificado que la partidu de bautismo expe- 
dida en España sea allí admitida como prueba supletoria, 
debe considerársela insuficiente para probar la identidad 
del extranjero que pretende obtener carta de ciudadanía 
argentina, aun cuando lu autoridad civil liaya certificado al 
pie de aquella que el nacimiento no aparece inscripto en los 
libres del Registro de la localidad; tanto menos cuanto que 
dicha partida se halla sin legalizar y no indica el lugar del 
nacimiento del interesado. Página 86. 

Prueba en materia penal. 

Las pruebas del sumario criminal tienen valor en el juicio 
civil en que se discuten los mismo» hechos investigados en 
aquél y en el cual las personas a quienes se oponen pueden 
producir prueba en contrario. Página (i. 

R 

RÁÚSÚTBLBFONIÁ. 

1. Las estaciones radiodifusoras que unen a un territorio fe- 
deral con una provincia, a dos provincias entre ellas, o a 
un punto cualquiera de la Nación con un Estado extran- 
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joro otiin -ujetas a bulas los obligaciones y gozan de todos 

Ioh derechos establecidos en In ley K« 760%, salvo los que 

hubieran sido expresamente exceptuados, y se hallan com- 
prendidas en las previsiones del art. f>7, ines. i:i y 16 de la 
Constitución Nacional, por lo (pie el Congreso lia podido 
acordarles la exención prevista en el nrt. 15 de la ley 
N« 750 J£, en ejercicio de facultades que deben ser res- 
¡tetadas por las provincias. Página 247. 

2. l-*'s derechos que la ley nacional X' 11.581 autoriza a co- 
brar a bis estaciones radiodifusoras son excluyeme» de todo 
propósito de lucro o de mita de parle de la Nación. Pá- 
gina 247. 

RECURSO EX TRA O H DIN ARIO. 
Pri m ripio* ¡fe n r ra tes, 

1. No resultando de la ley la pretendida restricción de la de- 
tenga en juicio, sino de un neto discrecional 'el litigante, 
i-í improí-edente el recurso extraordinario fundado en el 
art. 18 de la Constitución Nacional. Página 118. 

2. Corresponde exclusivamente a la Corte Suprema determinar 
si tiene o no jurisdicción paro revisar por medio del re- 
curso extraordinario las sentencias de loa tribunales de pro- 
vincia. Página 205. 

:í. Lfl jurisdicción de la Corte Suprema en las causas some- 
tidas a su conocimiento por la vía de In apelación extra- 
ordinaria, se halla limitada por las cuestione* federales 
oportunamente planteadas en el juicio y sustentadas en el 
escrito de interposición del recurso. Página 559. 

Cantefito de juicio. 

4. Si bien el recurso extraordinario no procede sino respecto 
de las sentencias judiciales, puede especialmente prescin- 
dírse de ese requisito cuando las autoridades administrati- 
vas han procedido en ejercicio de facultades judicialmente 
reconocido^ y sin recurso para ante otro tribunal de justicia. 

5. Procede el re. ur-o extraordinario contra la resolución in- 
apelable del Consejo Deontológieo de Rotiório que impone 
una multa en virtud de lo dispuesto en una ley local cuya 
aplicación al caso es imputado l>or el rcurrente como vio- 
latoria de prci-eptos de la Constitución y de leyes nacio- 
nales, de cuya interpretación depende la solución de lo 
cuestión planteada. Pogina -'104. 
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Sentencia Hcfhiitiea. 

Ü. No es sentencia definitiva la decisión que lejos do poner 
fin al pleito se limita a señalar el procedimiento ron arre- 
glo al cual deberá ser substanciado, dejniulo en pie el juicio 
dentro del cual podrán la* partes hacer valer los ilereclicw 
o defensas que tuviesen. Página ">. 

7. Resultando de autos que pueden derivarse daño» irrepara- 
ble* para «'I apelante, debe declararse proce<leiite el rec ur- 
so extraordinario deducido por la empresa ferroviaria ron- 
trn la -entcneia dictada en el juicio de apremio que le sijrnc 
la municipalidad por cobro de cercas y vereda*, «le cuyo 
pago aquélla se eoiibidera exenta en virtud dv lo estable* 
eido en las leyes nacionales Nos, 6318 y 10.G57, Pagine 84. 

K. No procede el recurso extraordinario contra la senteueia de 
la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires que, 
jüügando sobre su propia jurisdicción, decide que el recur- 
so de ineonstitiicionalidad autorizado |hm' la ley N" 'ÜHH, 
art. -V. interpuesto para ante ella, no debió concederse 
porque no se plantearon en primera in-taneia las cues- 
tiones federales en (pie se lo funda. Páeina 143, 

!». ha resolución que, lontmriamcnte a lo que so-tiene el ape- 
lante fundado en la ley nacional 18Í). decide que no 
procede dar curso a la demanda sin el previo cumplimiento 
de los requiMios establéenlos en la ley 6Í» 11.634, tiene el 
ea ráete r de sentencia definitiva n los electos del art. I I de 

la ley N* 48. Página 19ü. 

10. El recurso extraordinario no procede ies|>ecto de las sea- 
teneios dictadas en juicios de apremio sino cuando, aparte 
del cumplimiento de los demás extremos del art. 14 de la 
ley N» 48, por las particularidades de la causa tales pro- 
nunciamientos puedan causar agravio de imposible repa- 
ración ulterior. Página 244. 

11. PRra que la sentencia dictada en juicio de apremio cause 
un agravio de imposible reparación ulterior —a los afecto* 
del recurso extraordinario— M requiere que el daño, cuan- 
do es económico, sea de importancia tal que no quepa otro 
procedimiento para la defensa del derecho del litigante 
afectado. Página 244. 

12. No procede el rerurso extraordinario contra la sentencia 
que pn juicio de apremio condena al recurrente al papo 
de una multa de cinco mil pesos. Página 244. 

U, No teniendo el carácter de sentencia definitiva el auto que 
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se limita a ordenar una medida procesal, cómo la de citar 

-i Jas parles a lo- fine* del art. 'JO de In lev dé imprenta 

de la Provincia de San Juan, no procede el rerano extra- 

ordinario interpuesto contra el mismo. IVijíinc JS;(. 

Las sentencias dictadas en jni«ios de apremio no son, en 

genera], defínilivaa fl i„s efectos del recurso extraordinario: 
poro excopeionalmente debe tenérselos por tales mando 
por las circunstancias peculiares del easo odiínii causar 
agravio de imposible o tardía reparación ulterior. Pag. 285. 
Si bien la necesidad do no entorpecer la pareepcióii regu- 
lar de la renta púWicti se opone a la procedencia del re- 
curso extraordinario en las ejecuciones de impuestos pro- 
vincule* si no ña mediado previo pago, debe praseindirae 
.le este requisito en los casos anómalos claramente exeev 

-lente- del ejercicio nornml de la> ia.-ultadcs impos¡|¡va> 
de las provincias. Página 285. 

Procede el recurro extraordinnrio contra la sentencia dic- 
tada en juicio de apremio por cobro del impuesto suce- 
sorio, aunque no haya mediado pago ni embargo efectivo 
de loa bienes do la herencia, >i la suma que se ejecuta ab- 
sorbe todo e| haber hereditario y el cumplimiento de la 
sentencia conduciría al desapoderamiento total de los re- 
currentes, Página 285. 

Procede el recurso extraordinario contra la resolución dic- 
tada en el procedimiento de ejecución de sentencia, que 
deniega el embargo de la*, rentas municipales en virtud 
de lo dispuesto en la constitución provincial, impugnada 
.orno violatoria del Código Civil y de la Constitución Na- 
cional Página :ih:i. 

Ui circunstancia de que el recluso ordinario de apelación 
interpuesto pura ante la Corte Suprema contra la sen- 
tencio de segunda instancia que —revocando la del juez 
que rechazaba la demanda por falta dr protesta válida— 
mandó devolver la cnusn pan que fuera fallada en cuanto 
a las otras cuestiones planteadas, liaya sido denegada por 
no mediar sentencia definitiva, no es óbice para que, dic- 
tada y acordado el recurso contra la misma, sea re- 
suelto también aquel punto por la Corle Suprema id pro- 
nunciar el fallo final. Página 30Ü. 

Procede el recurso extraordinario contra la resolución dic- 
tada en el procedimiento de ejecución de sentencia, qué 

deniega el embargó de Isa rentas municipales en virtud de 

lo dispuesto en la respectiva ley orgánica, impugnada como 
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violntoria del Código Civil y .lo Id Constitución Nacional. 

Pagina ¿60. 
CuestMn Federal. 

Concepto. 

20. \'o existe denegación «leí tuero federal ni desconocimiento 
de un derecho federal, coando la Cámara se ha limitado ■ 
aplicar el principio elementa] «le l;i ley de las naciones. -— 
implícitamente admitido por el nrt. 100 de la Constitución 
Nacional — *egún el cual un estado extranjero no puede 
ser compelido a aceptar ln jurisdicción de los tribunales 
de otro estado soberano; y, por ln lauto, no procede el re- 
curso extraordinario sustentado con aquellos fundamento*. 
Página 78. 

Casas. 
Constitución Nacional. 

21. Procede el recurso extraordinario respecto de la -sentencia 
contraria al derecho fundado por el recámate en el art. 1<> 
de la Constitución Nacional. Página Zi7. 

22. Procede el recurso extraordinario Fundado en que el im- 
puesto impugnado es violatorio de la igualdad establecida 
en el nrt. 10 de la Constitución Xu ionnl. Púuina 404. 

Leyes del Congreso. 

23. Habiéndose cuestionado ln inteligencia del art. 3* de la 
ley N» 11.072 y siendo la sentencia definitiva contraria 
al derecho fundado en aquél por el recurrente, procede el 
recurso extraordinario deducido por éste. Página 115. 

24. Procede el recurso extraordinario si la «omputahilidad de 
los servicios prestados bajo el régimen de ln ley N» 11.110 
en una empresa que ejerce buh actividades fuera de ln 
Capital Federal, depende de ln interpretación de los pre- 
ceptos de aquella ley. Página 307. 

25. Procede el recurso extraordinario contra el auto denega- 
torio «leí tuero federal invocado por el recurrente. Pág. 401. 

•¿(i. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de- 
negatoria del tuero Mera) oportunamente invocado por el 

recurrente. Página 665. 
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Autoridad nacional. 

27. Si bien la cuestión atinente a la defensa de la eoaa juagada 

es do orden común y ajena ni recurso extraordinario, la 
situación es diferente cuando se trata do saber >i la ntU- 
ma mistión entre las partes fue anteriormente resuelta por 
la Corte Suprema de la Nación. Página 0. 

Oportunidad de plantearla. 

2H. Ixt vne*t¡ÚH fetfrru! base tlrl miirso rjirttonlinario (trht 
plantearse en loa escritos que establecen loa términos de la 

titis y sólo |«.r excepción > causa justificada puede plan- 
tearse de.spués. Pápmi 477, 

29. Cuando la cuestión federal no lia sido planteada al trabarse 
la Utí* cnntfütatio porque no IiuIh> o)Hirtunidud de hacerlo 

entoneBB) procede el eeeorso extraordinario si se planteó 
en el alegato, de nodo que los jueces de primera y de 
secunda instancia pudieran examinarla y resolverla. Pá- 
gina 477. 

30. La cuestión feilernl puede plan team en el escrito de ex- 
presión de agravios cnando no ba$a podido traen* a 
juicio en la oportunidad debida para que sea materia del 
miamo. Página 477. 

31- N"o procedí* el recurso extraordinario fundado en una cues- 
tión federal cjue aun cuando pudo ser planteada por el 
recurrente en la demanda, lo fué por vez primera en In 
expresión de agravios presentada ante el tribunal de se- 
gunda instancia que no se pronunció sobre aquélla, pues 
en tal raso deba presumir>e que no lo lia hecho |K>r consi- 
derar que la i • ucs t ion fué extemporáneamente planteada. 
Página 477. 

•i2. Ui cuestión federal puede plantearle después de la - en - 
tenria definitiva si la cuestan ha surtido ron motivo de la 
misma. Página 477. 

33. Kn principio, la eiie-tión federal del>c s. r planteada en los 
escritos que establecen las bases de la Ufe contwtatio. Pá- 
gina 482. 

34. Exeepcionalniente y por causa justificada la cuestión fe- 
deral pueda ser planteada después de la Uü$ contestati». 
Página 482. 

.'Í5. ?ío procede el recurso extraordinario fundado en una cues- 
tión federal que aun cuando pudo ser planteada antes de 
la sentencia de primera instancia, lo fué por primera vez 
en el memorial de expresión de agravios presentado ante «J 
tribunal de segunda instan, in que no se pronunció so>>re 
aquélla. Página 182, 
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30, L¡i declaración expresa «1**1 tribunal apelado en el wntitlo 
de que la cueatión federal ha sido introducida Cuera de la 

oportunidad establecida t*n la ley procesal respectiva es 
¡rrevfctible |«»r lu Corto Suprema nu habiendo motivos para 

suponer que tal decisión obedezca a un propositó evasivo 

para frustrar el derecho federal «ostentado por el n-.-u- 

rrente, y bastaría pura determinar ta improcedencia del 
recurso. Página 482* 

37:. Sí la cuestión todenil lm sido opofftiununftntu introducida, 
lu omisión de la sentencia apelada debe interpretarse como 
un pronunciamiento implícitamente contrario; no um cuan- 
do aquélla lia sido planteada extemporáneamente, pues al 
no traerse al pleito en la pjimera oportunidad jwsifole apa- 
recería despuiV como el resultado de una reflexión tardía 
o una mera ocurrencia. Página 4SJ. 

38. Ln oportunidad en que haya sido introducida la cuestión 

federal en el pleito e& indiferente, a los efectos de la 

procedencia del recurvo extraordinario, cUando el superior 
tribunal local la lia caminado y resuelto. Marina 482. 

líclai'iiiu directa. 

.'IU. Xn procede o\ recurso extraordinario Eundado ni disposi- 
ciones de la Constitución Nacional que no guardan una 
relación directa e inmediata con la nie-tión resuelta en la 
sentencia, de tal manera que la solución de la misma de- 
penda de la interpretación que dé a aquéllos. Página 5. 

40. La ri'glamentut-itm «le las condiciones necesarios para ac- 
tuar como querellante en juicio criminal, es materia ajena 
al Código Civil, por lu uñe no procede el recurso extra- 
ordinario fundado en que la ley de procedimientos qne ln 
establece, contiene restricciones a !a capacidad no previs- 
tas en aquel Código. Página 178. 

11. Habiéndose denegado la substitución del embargo i>or con- 
siderarse 1 que |ot título?» de marca ofrecidos no encuadran 
en la enumeración del art. 383, inc. del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal — no impugnado «orno incons- 
titucional— y no estando la ley N» $075 vinculada en for- 
ma directa e inmediata cun la materia de la incidencia, co- 
rresponde declarar unprocedénte el recurso extraordinario 
deducido contra la resolución denegatoria de la substitución. 
Página 179. 

42. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
el art. 613 del Código de Procedimiento* de la Provincia 
de Buenos Aires es contrario al art. 2588 del Código Ci- 
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vil en cnanto autoría a daalojar al arrendatario del in- 
mueble —en el caso él apelante— sin la previ* indemniza- 
ción de lo -embrado, > In sentcncin recurrida reconoce I» 
validez del precepto local y decreta el desalojo CAO arreglo 
al mismo, pues »l precepto invocado no guarda relación 
directa con el ponto debatido, cuya solución se encuentra 
expresamente prevista en otros preceptos del Código Ci- 
vil — art, MUS y concordantes dél título de la locación, ca- 
pítulo IV, ile hu obligaciones del locador. Página 

43. Pimcedc el recurso extraordinario contra la rc-ohicióii in- 
niM-lablc del Consejo l> contó lógico *le Rosario nue imj>one 
muí multa en virtud de lo dUp tiesto en una ley local cuya 
aplicación ul caso es impugnada por el recurrente como 
violatoría de preceptor de In Constitución v de leves na- 
eionnM, de cuya interpn lación depende la solución de ía 
cuestión planteado. Página m. 

Materia /ijeim. 

Principios genérale*. 

44. No viendo la misma la cuestión decidida en el auto apc- 
Imln y en un pronunciamiento anterior — ruulcsi|uiera .sean 
la* consideraciones imidcntale.. contenidas en el primero—' 
no exUte t-osa juzgada que impida la procedencia del m-ur- 
so extraordinario. Página l!)i¡. 

45. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 

que, fundada en disposiciones procésale* de orden locaJj 
declara (pie el tribunal nn está habilitado pura pronunciar- 
se sobre la cuestión federal planteada. Página 

Ijí'yes comunes. 
Civiles. 

4ü. La ley 11.541 rige un aspecto de las relaciones jurídi- 
cas que se forman entre loa patrones y sus obreros o em- 
pleados con motivo del contrato ile trabajo y ha sido dic- 
tada por el Congreso con el carácter de una ley común 
incorporada al Código C ivil, excluyendo de >u conocimien- 
to a la justicia federal; por lo que *u interpretación y 
aplicación jH>r los tribunales locales no autori/.a el recurso 
extraordinario. Página 8. 

47. Si bien la cuestión atinente a la defensa de la cosa juzgada 
es de orden común y ajena al recurso extraordinario, la 
-ituación es diferente cuando ee trata de saber si la misma 
cuestión entre las partes fué anteriormente re^uelln por la 
Corte Suprema de la Nación. Página 0. 
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Constituciones y leves locales. 

48. La interpretación de una ley provincial es materia ajena 
al recurso extraordinario. Página 5Ó0. 

Impositivas. 

49. La resolución de la cuestión referente n In facultad de la 
Municipalidad para establecer tasa* o impuestos, dependo 
de la interpretación de leyes de orden local que la Corte 
Suprema no puede revisar por la vía del recurso extraor- 
dinario mientras no se alegue que se hallan en conflicto con 
la Constitución y bu leves nacionales. Página 4(¡4. 

Procesales. 

50. Las resoluciones que sólo ,-e refieren al ordenamiento de 

los juicios no afectan el fondo de la* instituciones nacio- 
nales en cuya garantía se ba establecido el recurso extraor- 
dinario, por lo que la interpretación y aplicación de la ley 
N*« 50 hacha en la sentencia arlada, no da lugar a una 
cuestión federal que autorice la procedencia fie aquel re- 
curso. Página 5. 

51. La invocación del art. 18 de la Constitución Nacional no 
basta para que proceda el recurso extraordinario contra la 
resolución que, por interpretación del Código de Proce- 
dimiento* Criminales, manda separar de la querella a loa 
presuntos danmificador, residente» en el extranjero. Pá- 
gina 178. 

52. La sentencia que sin perjuicio de la prosecución de la cau- 
sa referente a la investigación del delito de contrabando y 
por entender que la detención administrativa autorizada por 
el art. 56 de la ley N"» 11.281 debe limitarse al tiempo ne- 
cesario para las primeras diligencias y declaración de los 
sumariados, manda poner en libertad a los detenido* por 
la Aduana, no es definitiva a los aféelos del aiu 14 de 
la ley 48, por lo que no procede el recurso extraordi- 
nario deducido jior el Ministerio Fiscal y fundado en que, 
según aquel precepto, la justicia federal carece de atri- 
buciones para decretar la libertad de lo* detenido* sn las 
circunstancias mencionadas. Página 419. 

53. No es del resorte del recurso extraordinario declarar nuli- 
dades de procedimiento; por lo que no procede hacerlo 
sobre la base de la violación del art. 087 del Código de 
Proeedünientos en lo Criminal. Página 419. 

54. La cuestión referente a saíier si el apelante quedó notifi- 
cado por nota de ta resolución n pelada, o si debió serlo 
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personalmente o por «'dula, os ajena al recurso extraor- 
dinario. Página 401. 

Cuestiones de hecho y prueba. 

65. Xo procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que deniega el tuero federa] fondada en que el delito que 
motiva la cansa Do n conexo, >in ajeno, a uno anterior 
de rebelión que ha dado lugar n un proceso en trámite 
ante la justiciti nacional. Página 150. 

56. No procede el recurso extraordinario contra la sentencio 
que, fundada en rn/ones dé hecho y pruebn relutivas n In 
prestación de los servicios y n la "falta de prueba de la 
desproporción entre lo* mismos y el gravamen cobrado por 
ella, rechaza ln demanda sobre devolución de lo pagado 
por ese concepto. Página 189. 

57. Las cuestiones de hecho y prueba no autorizan el recurso 
extraordinario. Página 293. 

58. Si hien las conclusiones del tribuna] apelado aceres de las 
cuestiones de hcho n» pueden, de ordinario, ser objeto 
de examen por la Corte Suprema, execpcinnalmente puede 
prescindirse de esa norma en )u medida necesaria para dar 
al recurrento el beneficié del derecho federal que defiende; 
pero no puede atribuirse carácter exce|H¡nnal al caso en 
que, como lo deciden las sentencias de primera y segunda 
instancia, el ador no ha presentado prueba tendiente a 
demostrar el carácter eoufiscatorio que n tribuye al grava- 
men, ni siquiera de su mlidad de dueño del inmueble, que 
le ha sido negada en la contestación a la demanda. Pá- 
gina 401. 

50. Vo procede el recurso extraordinario fundado en el carác- 
ter eonfiscatorio del impuesto impugnado por el recurren- 
te, contra la sentencia que rechaza esa objeción ]>or falta 
de prueba al respecto. Página 404. 

00. Revocada la sentencia que por aplicación de una ley local 
declaraba inembargables las rentas municipales, correspon- 
de devolver los autos al tribunal de procedencia a efecto do 
que determine la proporción emhargnble con arreglo a las 
particulares circunstancias de la causa. Página 560. 

Pronunciamiento inoficioso. 

01. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que, si bien decide una cuestión federal, contiene funda- 
meatos de hecho y de derecho común suficientes parn sus- 
tentarla, que hacen inoficioso el pronunciamiento de la 
Corto respecto de aquella cuestión. Página 205. 
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62. No multando de autos que la inspección haya comenzado 
ni cuáles son las pretcnsiones de los inspectores de la Di- 
rección del Impuesto a los ltéditos ni los documentos que 
éstos pretenden les sean exhibidos, ln apelación extraordi- 
naria deducida contra el auto denegatorio del recurso de 
amparo y fundadn en que no procede ln exhibición general 
de libras y papeles sino tan sólo de aquellos que se rela- 
cionen con los actos que los funcionarios indiquen, sólo 
daría lugar a un pronunciamiento teórico destinado a fijar 
los facultades de los inspectores de réditos con carácter 
general; lo que basta para determinar la improcedencia del 
recurso extraordinario. Página 388. 

Procedimiento. 

63. No corresponde a ln Corte Suprema pronunciarse sobre *1 
pedido de embargo formulado por el apelante en un juicio 
tramitado ante los tribunales provinciales y llevado a cono- 
cimiento de aquélla por ln vía del recurso extraordinario. 
Página 559. 

6*4. Es procedente la apertura del recurso extraordinario de- 
negado y la decisión simultánea del asunto controvertido. 
Página 560. 

• 

Resolución. 

65. No procede considerar en el recurso extraordinario cues- 
tiones que no han sido planteadas al interponerlo. Pági- 
na 280. 

«0. No corresponde a la Cort- Suprema, en función del recurso 
extraordinario, pronunciarse acerca de otros puntos que 
los invocados en el escrito de interposición del recurso. 
Página 559. 

67. Revocada la sentencia que por aplicación de una ley local 
dcclarnba inembargables las rentas municipales, correspon- 
de devolver los autos al tribunal de procedencia a efecto 
de que determine la proporción embargante con arreglo a 
las particulares circunstancias de la causa. Página 060. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION. 

Principios generales. 

1. Habiéndose interpuesto solamente el recurso ordinario de 
apelación para ante la Corte Suprema, no corresponde a 
ésta pronunciarse acerca de la nulidad solicitada en el 
memorial presentado ante la misma. Página a. 
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2. La circunstancia de que «I recurrente denomine errónea- 
mente "recareo extraordinario' 1 al que interpone con arre- 
glo a citas concretas del írfc 3", inc. I o , de la ley N« 4055 
y del art. j de la ley SU 3952, y de que se le "haya con- 
cedido el "recurso extraordinario" así interpuesto, no es 
óbice para que deba entenderse que el recurso deducido y 
concedido es el ordinario de apelación. Pagina 135. 

Casos. 

.inicios en que la Nación es parte. 

3. El art. 4' de In ley X* 7055 no rige para el caso en que 
el introductor, n!>sueIto en cnanto a la defraudación que se 
le imputaba pero condenado al pago de los derechos de 
importación, apele nólo con respecto o esta última parte del 
fallo. Pá^i na 103. 

4. Es procedente el recurso ordinario de apelación contra las 
sentencias definitivas pronunciadas de los juicios promo- 
vidos contra la Nación pobre repetición de impuesto a los 
réditos, cuando el valor disputado excede do cinco mil 
pes',*. Página 230. 

5. Hadicada ante los tribunales provinciales en virtud de lo 
dispuesto en los arta. 3284 inc. AP del Código Civil y 12, 
inc. I 9 JLb la ley N» 48 una ejecución promovida por el 
Fisco Nacional, la ¡sentoiKÍa dictada en la misma no es sus- 
ceptible del recurso ordinario de apelación establecido en 
el art 3° inc. 2o de la ley X» 4055. Página 456. 

0. El recurso ordinario creado por el art. 3» de la ley núme- 
ro 4055 sólo se refiere a los juicios de jurisdicción fede- 
ral. Pagina 456. 



RETROACTIVWAD. 

Leyes administrativas. 

1. El monto de las jubilaciones o pensiones puede ser modi- 
ficado por una nueva ley que ajuste y reorganice la Caía 
respectiva por razono* de orden superior, sin que a ello 
se opongan, en el caso de ex-magistrados judiciales jubi- 
lados, los arts. 00 de la Constitución Nacional y 5 del 
Código Civil. Pagina 525. 

Leyes especiales. 

2. El art. 3* de la ley N« 12.587 no puede ser aplicado con 
efecto retroactivo a los actos producidos dorante la vigencia 
de las leyes X* 11.672 y X" 1J.345. Página 115. 
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SENTENCIA, 

Contenido 1/ nuliih'í. 

1. Es deber del juez pronunciara según tú constancia* de 
los autos y, siendo de la pausa civil, no conceder más di- 
to que se demanda. Página 110. 

2. La circunstancia de que durante el término da pruebe se 
luya demostrado que 90 págá PalOlte por un corredor de 
la firma aetora no comprendido en 1» demanda, no auto- 
riza a reclamar esa suma ni la correspondiente n otro co- 
rredor mencionado en aquélla respecto del cual falta la 
prueba del pago invocado. Página 143. 

:t. Procede rechazar por extemporánea la defensa de lalta de 
personería invocada por vez primera en el alefato de la 
demandada. Página 143. 



T 

TERMíNO. 

No existiendo en la ley federal N'> 60 disposición que pro? 

biba hv prórroga del término paro alegar, é-tn es proce- 
dente tonto míU cuanto que no ocasiona daño altruno al 
recurrente. Página 606. 

TRÁNSPdnTB. 

1 . (31 transporte de pasajeros de un punto a otro del terri- 
torio de la República, es una actividad protegida en cuan- 
to n las pfyraflftfts y a las cosas por los arls. Vi y 07, ine. 12 
de la fXmsíUucion Nacional Página 27. 

3, El concepto de loa derechos de tránsito previstos en lo- 
arte. 11 y 12 de la Constitución Nacional, es inaplicable 
q los vehículos empicados en el trans|H>rte de pasajeros 
desde uu punto de la Provinein de Buenos Aires a la Capi- 
tal Federal y viceversa. Página 27. 

3. El contralor del transporte de pa-ajcro< de un punto a 
otro del país corresponde al Congreso e incluye no wto 
el relativo a la propiedad en cualquiera de sus manifesta- 
ciones, sino también las personas y las relaciones jurídicas 
derivadas del mismo transporte, cuando éste tiene lugar 
entre habitantes de diferentes estados. Página 27. 
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La empresa de transporte de pasajeros en ómnibus desde 
el territorio de una provincia a la Capital Federal, se halla 
sujeta a la jurisdicción impositiva y de policía de los go- 
biernos locales en cuanto *e refiere al transporte que em- 
pieza y termina dentro 'le los respectivos Umitas; por lo 
que es innegable el derecho de dichas autoridades para 
establecer un impuesto proporcionado ni valor de las en- 
tradas brutas obtenidas en esas condiciones. Página 27. 
El principio según el cual toda empresa de transporte, co- 
mo cualquier habitante, pueden ser pravados personalmente 
con relación al valor de su propiedad o a la cuantía de 
sin rentas, sin atender n la Cuenta de que provienen, deja 
lía de ser verdadero >¡ un impuesto llegase a ser estable- 
cido por una provincia sobre las entrados derivadas del 

transporte de mercaderías y pasajeros conexos con el co- 
mercio interprovimial o extranjero, porque iin|wrtnr(a vio- 
lar el art. )Í7, Ufe. 12 de la Constitución Nacional. Pá- 
gina 27. 

Bl impuesto cobrado -obro el monto de los ingresos brutos 
obtenidos por la venta de boletas a los pasajeros de los 
vehículos encargados de transportarlos desde la Capital 
Federal a la Provincia de Buenos Aires o viceversa, no 
¿ruva el tránsito sino el contrato de transporte celebrad'* 
por los pasajeros ron la empresa, i>n el cual si» encuentra 
la fuente de utilidades de ésta. Pagina 27. 
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244 561, 564. 

Código de Minería 

5 222. 

Código de ProeedimieníoM Civile* 
267 482 486. «03 lí7 ' 
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ArllcuU.. 

13 543. 

358 543. 

asa ¡n*.3')... 179. 



ArltruliM MftpM 

617 390, 422. 

637 410, 422, 423. 



Ley A> 27, «obre organización de ÍOJ trtiwMfea fedérale* 

B 72, 75. 

/.r.V .V» 44, Mftre flufcBíicacion rfc /fiíf«, ele. d* /oa provincia* 
[ 77. 



Ley A'* 48, xobre jurisdicción ¡i competí ncia de 7i« tribunales nacüinalcñ 

— 240, 241, 514. 

1 406, 442. 

inc. I») 151, 378, 500, 504. 

2 40Ü. 

inc í») 462, 464. 

nrt. 3 406. 



9 112. 

12 158, 279, 40(í. 

to¿») .... 456, 458. 

13 435,437. 

U 83, 164, 196, 201, 

— 238, 241, 244, 246, 



282, 285, 289, 300, 
328, 419, 423 , 458, 
462, 467, 486, 489, 
505, 5Ü0, 512, 524. 
557. 

185, 397. 

12, 201,400, 481,490, 
557. 

15 828, 397, 489. 

18 565. 

19 435. 

20 390. 



inc. |t) 
íi 2t) . 
n 3') - 



Ley A> JíO, de procedimientos nacionales m lo civil y criminal 



— 5. 566. 

10 330, 831, 362. 

60 556. 

73 inc.2«) .. . 194. 

85 114. 



86 114, 115. 

224 486, 487. 

233 342, 350, 368, 

278 93. 



Ley Y* 189, de expropiación 

196, 197, 198, 199, I 16 202. 

201, 202. | 

Ley tft 346, de ciudadanía argentina 
89,90. 



Ley AT» 750 de telégrafo* 
248, 251, 252, 253, | 
254, 256, 258, 259, 



395, 396. 

15 248, 251, 253, 256. 



45* 
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Articulo* 

104 10t. 

431 93, 94, 95. 

437 93, 94, 05. 

1029 SW. 

1030 »B. 



Ley N* 810, de ordenante* de aduana 

PáflOM 



ArHcakM NftaM 

1034 93, 85, 421. 

1054 98. 

1060 93, 95. 

1062 98. 



Ley 927, sobre causas de jurisdicción concurrente g juicios universales 

— 462, 463. I 2 277. 

1 278, 279, 462, 463. | 



Leu S* 947 



169, 170. 
170, 171. 



... 170. 



Ley K* 110:t 
I 3 

Ley 1130, monetaria 

4 303, 312, 315, 316, 320,322. 

_ 55/ 

Ley V* 1467, sobre fuero federal 

1 442. 

Ley tf* 2873, general de ferrocarriles nacionales 

— 278, 279. 

Ley Uf 3094, sobre reguiatión de honorarios 

5 460. 7 460. 

Ley S* 3764, de impuesto* internos 

27 543, 644. 

Ley N* 3871, de conversión de la emisión fiduciaria 



208, 303, 304, 305, 

306, 307, 308, 309, 

318, 315, 317, 318, 
U9, 323- 



7 S16, 317, 319, 820. 

9 312, 313, 318. 
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L*g .V* 3952, sobre demandas contra la Xación 

P**»BM I Articulo. P4c¡DM 

I ■ 135, mi. 

Ley N* 393» 



PAfi&M 



559. 
559. 



6 . 

29 



55». 
559. 



Ley -V» 1975. de É4VÍ0BÍ rfr fábrica, ele. 
179. 



¿rjí 4055, #o6rr reforma de ¡a justicia federal 

— 240, 241. 

2 151. 

3 6, 241, 456, 459. 

im - W l.*5, 141. 

•» 2*) 



6 12, 285, 328, 423, 

459, 490, 505, 557. 

8 I* 126, 243, 397. 

9 83. 127, 157, 278, 

435, 436. 

» 72, 74, 75. 



467. 



530. 



Ley .V» 4058 
Ley N* 4226 



Le, W 4349. M fc* Caja Nacional de Jubilaciones y Pensionen CM* 



123, 137, 515, 521, 
525, 526, 527, 528, 
529, 530, 536, 538. 



532. 
516. 



Nf 4363, de vinos 

- 56,58,61, 62,63,64, 

66, 68. 

1 57, 58, 59, 61, 62, 

63, «4, 66, 67, 68. 

2 58, 61, 62. 

a*) »», 3», 64, 67. 



3 67. 

6 59, 61, 62, 63, 66, 

67. 

•-C.4») 64. 

ú 5, > 59, 64, 67. 

7 58, «1, 64, 67. 

10 64. 



/-*y Af* 4408, 90hte empresas telefónicas y radioUtcffnfta 

«M» 252, 258, 254, I (1Ma 

255, 258, 259, 395, | , " 25f , m 
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Ley N* 4550, sobre percnción de instancia 



Artículo! 



PiffiQU 



Articulo» 



Pifia»» 



554. 



555. 



Ley N* 4707, orgánica mditar 
136, 138, 130, 141. 



TiTObO III 



16 
18 



434. 
434. 



Título IV 
1 141. 

3 137, 140, 141. 



— 556, 557, 558. 

2 iae. I») 558. 

I 558. 



Ley N" 4863, «obre defensa alteóla 

4 538. 

8 358. 



Ley AJ« 5143 



2 



519. 



Ley N* 3315, de concesiones de frrrocarriies 

- - 16, 84, 25», 261, 268, I 8 15, 265, 266, 26T, 

272, 425, 432. 272, 425, 426, «30. 

Ley N* 7055, sobre reorganización de lo* tribunale» de ta Capital 
4 123, 124, 125. 

Ley A'» 8123 
I, 309, 311, 317, I V 311. 



318, 325. 

Ley N* 9127, de radiotelegrafía en H territorio de ta Nación y en tos buque i 
— 251, 252, 254. 

Ley JV* 0478 

— 307, 312, 316, 320, i • 308, 312, 320, 325. 

m | 

Ley AT« 0481, de suspensión por 30 dios de lo» efectos del art. 7* 

de la tey 3871 

- 315, 310. 
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leu y» 9506. autorizando al P. F. a prorrogar la suspensión establecida 

por ¡a ley 9481 



Articulo» 



315, 319. 
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Ley X 9 ¡1688, sobre responsabilidad por accidentes de trabajo 

9 143, 520. 

Ley X* 10.850, sobre Caja Xacianal de Jubilaciones dé Empleada* 

y Obretos Ferroviarias 



— 11, 15, 16, 398, 400, 

520, 540. 

9 inc.5-) 10, 12, 14. 

10 10. 

17 540. 



24 276. 

39 156. 

inc. 4») .... 156. 

44 520. 

30 10, 12, 13, 14, lrt, 17. 



Le$ .V* 1U.657, sobre exoneración de impútalo» establecida por el art H 9 

de ta ley 5315 



— 84, 261, 267, 208, 

425, 430, 431, 432. 



1 425, 430. 

inc. 1») 424. 

h 2») 433. 



Ley X" 11.110, tobre Caja Nacional de jubilaciones para ti personal de 

empresas particulares 



161, 162, 163, 164, 

165, 237, 238, 397, 

398, 399, 400, 401, 

520. 

398. 

161. 



U 540. 

18 inc. 1») .... 400. 

„ 2») . . . . 161, 162, 163, 164. 

19 398, 399, 400, 401. 

38 165, 520. 

54 398, 400, 401. 



Ley X* 11.247, sobre derechos dr faros y balisas 
318. | 4 318. 



Ley X 9 1 1.25* . sobre denchos de puerto, muelle y diques de carena 
318. | 15 318. 

Ley X 9 11.252, sobre impuestos internos a los alcoholes, etc. 



68. 



6 61, 62, 68. 

i»e- a) 68. 

« d) 64, 68. 



7 .. 

100 

104 



64, «8. 
68. 

61. 

67. 

67. 
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PIcUm • 1 Articule* 



521. 

ley 5« 11.281, ae Aduana 
98, 319. I 56 419, 480, 425. 



| 56 ■ • . ■ • • 



27 

Ley X* 11.284, «fe impuesto interno a espectalidade, medicinales, ete. 
- 

Ley N' 11.288, de Patenjes 
— 50. r 15 50. 

Ley N* 11.289 

- 424. 



Ley N* 11.308, modificatoria de la V 10.650, >wdU<imdnr« /wowflrwi 

— 10. I 1 18. 

| inc. f) 9 ( 12, 15, 17. 

Ley W 11.386, de enrotom nto general 
18 87. 

Ley N 9 11.412, e-obre pensión a hija* y nietas de guerreros de ta 

independencia 



103, 104, 105. 



Ley ATf 11.544, sobre jomada legal de 8 horas de trabajo 

8. 



Ley lí* 11.375, sobre Caja Saeienai de JnbUaeianes B 

incb) 283. 

» •> m 

17 540. 

71 520. 



290, 881, 282, 283, 

520,540. 

281, 282. 



Ley tí* 11.581, sobre tarifas pastales, telegráficas y ndiotetegréfiem 
• «48, 
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L*y S* 11.582, de impuesto» interna*, patente*, papel Mellado, ete. 
ArilculM PéiimM 



Artfcalot 



Ley y* 11.584, de ptetupnetto general ¡tara el año 1932 
31». | 8 519. 



Ley N* 11.588, nobre derecho* aduanero* 
394. [3 102. 

Ley W* 11.634, *obre demando» contra l a Sañón 
19», 197, 198, 199, | 1 197, 198. 



200, 201. 



Ley .V« 11.672, complementaria permanente del preenputMo 

- no. I n ne. 

3 115. 

Ley N* 11.682, de impuetto m loe rédito» 



— ' 329, 331, 332, 

335, 336, 338, 

341, 346, 347, 

354, 363, 304, 

1 330, 345. 

8 ... 32», 330, 341, 

352. 

3 332, 338 365. 

4 338, 345, 349, 

359, 385, 370. 

383. 

14 336, 337, 340, 

350, 303, 364, 
369. 

■K. b) .... 380, 333. 

17 330, 332, 8M, 



333. 
340, 
34», 
367. 

345, 



353, 



344, 
367, 



337, 



33», 348, 351, 353, 
355, 356, 302, 364, 
360, 369, 370. 

18 344. 

I» 345. 

20 33», 348, 855, 357, 

305. 

me. h) .... 338, 365. 

21 33», 355, 366. 

iM. g) ... 850. 

ine. i) .... 339, 300, 370. 

22 m 

incb) .... 33», 340, 306. 

„ t) .... an. 

23 305. 

24 355. 

30 338, 38», 365, 306. 
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Ley & n.68;j, sobre Dirección General de Impuestos o los Réditos y 

Tiansacciones 



Articulo. 



2 . 
5 . 
10 
15 



PAglBM 

00, 242, 335, 489, 

490. 

60. 

00, 490. 

490. 

490. 



Articulo! P4|inM 

18 490. 

42 57. 

44 362. 

48 «5, 350, 371. 

50 243. 

53 240, 242. 



484. 



Le¡, ifc 11.688 



Ley' X' 11.729, sobre empleados de comercio 
— 237, 238, 484. 

Ley A't 11.923, de modificaciones a la ley de jubilaciones y pensiones civiles 
- 525, 527, 530, 531, 



533, 535, 536, 537, 
538. 



7 536. 

17 526, 529, 530, 334, 

539. 



Ley M 12.139, sobre unificación de Ion impuestos nacionales al consumo 

25 C4, 182, 194 , 449, | 26 439, 444, 453, 456. 

452, 465. I 

Ley A* M3, sobre impuestos a las ventas 

_ 36, 57, 60, 1;. i8. I 9 61, 63, 68, 69. 

inc. m; 57, 58, 60, 63, 64, 65. 

Ley y« 12.148, tabre tasas de impuestos internos 
— 543. 

Leu tf* 12.131, sobre impuesto a los réditos y modificaciones 

j la ley N* 11.683 

I 42 



1 243. 



381. 



Ley .V 12.155 



58 



307. 



Ley A" 12.160, de organización det Banco Central e Instituto Movilürador 

_ 304, 307, 312, 314, I 4 312, 314, 324. 

315, 320, 323- 
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Ley N' 12.251, sobre /ijttio» ri^ Jfmit* Mferpmrntfalei 

Artftvl* P4«Ihm i ArUraln P*fl DM 

— 547, 552. 

Ley -V* 12.313, sobre patentes e impuesto» internos 
— 51. 

Ley .V» 12-345, de presupuesto general para el año 1937 
- | 44 363. 

Le* A* 12.360. de prepuesto general paar el aña 1938 
50 358, 359. | 51 359. 



L*S y* 12.372, de vinos 

— 61, 63. 

7 «1, 63, 64. 

m o 62. 



„ *) 64. 

25 63. 

49 63. 



l*y N* 12.578, de prcsupwto general para el aüo 1939 
— "6. I 16 519, 320. 

a lie. 

Ley 12.613, de modificaciones a la ley A*» 11.412 sobre pensión a 
descendientes de guerreros de la Independencia 

4 102, 103, 104. 

Texto ordenado de las leyes de impuestos internos 



17 544. 

87 inc. a) .... 64. 

100 64, 68, 69. 



104 62, 64, 66, 68, 69. 

105 68, 69. 

106 64. 



Texto ordenado de la ley de sellos 
49 inc. 19) ... 326. | 67 390, 391. 

Texto ordenado de las leyes de impuesio a tos réditos 

22 328- 



— 331, 363. 

4 4, 353. 

20 353, 358. 



23 inc. c) .... 358, 359. 



s 
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Texto orinado de la U* Bobee Direcoión General de impuetto » tot réaito. 



AiiicaW.. VáglnMé 

— 492. 

5 «8, 490, 492, 493, 

494. 



Artleulot PAii.w 

35 243, 493. 

42 243, 327, 491. 

53 240,24!. 



Tarifa de Avalúos 

1726 102. 

Reglamentación General de Impuesto» interno» 



TlTOLO VII 

75 61, 62, 66. 



79 61. 

86 61. 



Reglamentación General de Pensione» 
23 136. inc. d) .... 137, 140. 

Reglamentación de leye, j, servicio milito* 
30 73. 

Reglamento de Radioeomunicaeionei de mayo 3 de ll>33 
— 852. 



Decreto reglamentario de la ley W 346 
87. 

Decreto reglamentario de ta ley N* 4363 
58. 

Decreto reglamentario de la ley AT» U.UO 
162, 163. I 15 168, 163. 



H 163. 



Decreto reglamentario de la ley .V» 11.245 
69. I 3 86, 69. 



Decreto reglamentario de le 1*9 V* 11.281 
6 394. | 167 4«, 483. 

Decreto reglamentario de te lep & 11.682, de junio 1' de 1933 
44 330. 341, 353, M2, 367, 371. 
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Deereto reglamentario de la leí, W 11482, * diciembre 30 1936 



ArUrulo. PáfinM | Afílenle. 
1 354, I 44 352, 353, 360. 

Deereto reglamentario de la leu N* 11.682, de moro 2 de 1*19 

88 341, 367, 371. 

Deereto reglamentario del texto ordenado de la* leyen N* 11.682 y 11.683 

_ 494. | 53 488, «90, 492, 49», 



Decreto reglamentario de la ley ÍV' 11,023 
4» 519. 

DeefetO reglamentario de la ley .V* 12.143 
23 58- 

Drereto reglamentario de la ley A> 12.145 

:t 57. 



Decreto de febrero 19 de 1937 

- 556. 13 558. 

1 557, 558. | 6 558. 

Provincia de Bueno* Aires 
Código de Procedimiento» Ci viten 

«3 292. 

Ley ,V 3904 

— 22. 

Ley tf* 3905 

— 21, 22, 144, Í46, 148, 7 148. 

150, 152, 153, 253. inc. 1») .... 148, 155. 

ley Af» 3918 

5 143. 

Ley 4089 



— 145, 146, 148, 150, 152, 153. 

• 25. 

i>c. 20) .... 18, 19, 25. 



7 ine. 2») 155. 

„ 3») 155. 
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PicinU 
145, 146, 150, 152 f 
153. 
149. 



Artículos PágioM 

inc. 2») .... 155. 
n 3') .... 155. 



146. 



.(7, 38, 39. 



Ley -V" 4129 



Ley X* 4198 

7 inc. a) 31, 34, 36, 37, 43, 44, 

46, 47. 



48, 50, 61, 145, 147, 
49, 150, 152, 153, 



Ley V» 4199 
7 ... 



inc. 8») 
, 3») 
» 88) 



147. 

149, 154, 155. 
149, 154, 155. 
149, 150, 154. 



Ley -V* 4283 
145, 146, 149, 160, 154. 

rrovincia de Córdoba 
Co**tituHón 

384 , 385, 386, 387, 388. 



Código & Prurrdimirnlos Chiles 

920 425. 





424,425, 428. 
425. 



Ley de Contabilidad 
546, 549, 550, 551. 



428. 
425. 



Leu tfr 3373 

i inc. 6') ... 428. 

138 424, 425, 428, 429. 



Municipalidad de Córdoba 
Ordenam municipal N' 2853 

424, 425, 426, 428. I II 12, 426. 
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Articulo» 



Ordenanza municipal N* 2965 

PáKiow | Artfculoi FicinM 
424, 425, 426, 428. 12 426. 



Decreto A'» 7316, reglamentario de la ordenanza municipal A' 265S 
18 427. 



16 



Peereto A* 8081, n*&Mlfttf«fe * /o o*»** —l lfe frpl -V 2965 



427. 



18 427. 



* 260. 



- W, 

1 498. 

8 496. 

501. 



Provincia de Corrientes 
Ley AT» 452 

Provincia de Kntrc Rut» 
hc V Nf 2933 



502, 506. 



7 501. 

11 498, 499, 500, 504. 

498, 499, 500. 



Ley A'» 3139 



4.18, 439, 440, 445, 
449, 454, 455. 
441. 



7 *«- «2, 443, 444, 

445 

12 437, 443, 444, 445, 

446, 446, 454. 



Ley ATt 317:t 

— 449, 450, 451, 452, 

453, 454, 455. 

1 455. 

2 451. 



3 435. 

7 451. 

la 45i. 



* la ley A> 3139 



1 .... 







... 440. 



.. 205. 



205. 



Provincia de Saita 
Ley ATt 29 

Ley N' 2888 
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Provincia de. Sa* Juan 
Ley de impucato* 

283, 285. ! 

Ley -V* 44 

107, 109. 

Ley -V» 208 
403, 404, 405, 40C, | 

Ley S' 217 



P4«io H 



408, 409, 410, 411, 
412, 413, 414, 411. 



403, 404, 403, 406, 

407, 408, 409, 410, 

411, 412. 413, 414, 
415. 



413. 

2 413. 

3 413. 



Ley A* 438 



403, 404, 403, 406, 
407, 408, 410, 411, 
412, 413, 414, 415. 



1 413. 

2 413. 

3 413. 

4 413. 



Ley y» 43l> 

403, 406, 408, 410, . 14 405. 

411, 413, 415. | 

Lty S* 724 

231, 233, 407. | 30 ... 231, 233. 

231, 233. | 

Ley ^ 750 

221, 222, 227, 231. i I 227. 

233. ! 

Decreto .V 1180 B 

407. 

Provincia dt Santa Pe 
Código dt Procedimiento* Cirite* 



287. 
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Ley de Sello* 



Atllfulon 



287. 



43 



Ley ti* 1898 
295. '297. ¡ ü ... 

Lry Sf 2021 



287. 



295. 



183. 
496. 



179, 180, 181, 182, 
18:*, 185, 186, 188- 



Ley ATt 2040 

Lty .V 20i»7 
11 .. 



Ley ffr 2154 



288. 

¿87, 288. 



296. 

296, 209. 



5 

10 



182. 



287. 
288. 



Ley ¡f* 2107 

| * ¿96, 299. 



180, 1H3, 184, 185, 
186. 
184. 
184. 



Ley A*' 2286 

25 



28 
31 

:t6 



. 181. 

. 184. 

, 184. 

. 184. 



395. 

396. 397. 

180, 184. 

288. 

116. 



Ley & 2287 

128 39C. 



Ley }í* 2316 

Le» #* 2319 
Uy N* 2356 



-v .- 
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Ley N* 2455 

Articulo. PMtaM | Arillo. 

— . 252. I 

Decreto reglamentario de la ley M* 2097 

188. | ®8 186. 

Decreto re ¡ría mentarlo de la ley .V 2286 



_ 186. 

2 186, 189. 

8 180, 187. 

fi 180, 186, 187, 186, 

189. 



75 
76 
77 
78 



184. 
184. 
184. 

184. 



Ordenanza üeneral de Impuesto* de la Municipalidad de Bosario 

para el año 1937 

1 

Provincia de Santiaao >¡rt Ettero 
Ley N' 487 

I 12 563, 565. 

inc. f) .... 562. 







Ley N* 605 

373, 374, 375, 376, 377, 378, 379. 

Ley V9 990 

377- 

Ley .V 1H»9 



— 377. 

— 377. 

— 377. 



Ley .V 1171 
Ley if* 1104 



Lo» >*• 1252 
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28 inc. d) .... 470. 
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FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



OBRA* SANITARIAS DE LA NACION v. 

DE BI-ZZl'RRO 

SECBBSO i-:\rilAO¡WIXAM(i: Vattri* «>««. Cmititurients 

Las resol liciones <juc sólo ** tfsffia&a »1 ordenamiento dé 
lo* juicios no Hfeuian el fondo de las instituciones nacio- 
nales en cuya iraranlia se "ha establecido el recurso extra- 
ordinario', por lo <|iie 3« interpretai'ión y aplicación ele la 
ley N" ¡iO hecha en la «ente-m-ia apelada, no da lugar a 
una .-uwtiou federal que autorice la procedeueia de aquel 
recurso. 

RRWRSO EXTIiAOKDI.XAMO: Cuestión Jtárral JtttmxAn 
dírteta. 

N'o procede el recurso extraordinario fundarlo en disposi- 
eionn de la Constitución Narionnt que no (rumian una 
relación directa e inmediata eon la cuestión resuelta en la. 
sentencia, de tal manera que la solución de la misma fe 

peiu3a de la interpretación que se de a aquéllos, 

RKCl'fíSO EX7RA0RDIS ARH»: $iñtf«wf$ rfe/¿P*¿í»ro. 

No es henteneia definitiva la deeisión uue Ujtw ÚV poner 
fin al pleito se limita a sefudar el procedimiento con arré- 
alo al cual deberá ser «ubstanciado. dejando en pie el jui- 
eio dentro del cual podrán las partes hacer valer los de- 
rechos o defensa* que tuviesen ('(■ 



f l> Km** M filio: WMfare lí *■ 1«0. Ver Fallí»: 93, 79 ? 134; 

W.1M: iiMi; i". ». 



HU/K DE LA roRTfc SrPBEMA 



FRANCISCO BOVIO Y OTUO ¥, XArinX ARGENTINA 

ItMfll.sO OllhlSAltU* ¡>K At'til.Af'IÓV: I rt-ri/,.... y. 'Mtfaít*, 

Iljlhit.''ll.l(^e ¡lll*T|»|l< H 'I"- viliam.'llli- ,-l r-i-nisii ul^|Í«K<ri<> de 
upelitvión para aiic la CÓtir Nii|>r.-ími. no .•«.rn>s]h.ii(<> a 

•'■ita prMLuneuim accm ifc la imliUml wiidimla h 

infinoriíil )irev?uia«lii auto la mÍMiia. 

Luí» fOHe&M iK'l "i irS*- iriumitil \\niw valor «H fl jUpU 

i-ivit i'ii 1 1 lie m- dÍM-tili'ii i"* mi-iii'". lu-idio» hw^ H gid oa «■» 
tqilvl y ni el ctt«| la» |»Th.»;iíis ii <[iH<'ii". Ke "iMifii |»ii'''len 
I >i*i m 1 1 1 >- i r jiniflci i>n coiili'arii». 

I<n falta ru <|Ur iii-'tiri-til Iji vÍHmtai de mi ¡o-'-ideuli' del 
Irahaju impidi* fundar l;i r«'»|mii<;iliUiiÍiitl <|i<l patrón tu 
Ij cul|Mi s,- \útétílB BttíítUWé |x>r .-A.'lmióii drl i-a«» 

forniili». 



l'.vl.l.n [»K LA «'« 'KTC SfPKEHA 

Bueno* Afops, octubre - de 11*40 

AutOs y VÍStos! roiisidcramlo: 

Qué, <U'-ítU' luego, el i>r(i]iiiin Íaiiii<'tiio de ota C«<ii«- 
clelw limitarse al reelif.-o OOlIfredido i» &. K4 VÍB. — ii|H'- 
laeión «le ainl>a« jmrtC'í* — yn ipu' nc» ge ha ¡nt*«r|iiH*<lo 
el de nulidad que autoriza «I arl. ¡E de la ley N* v 4035. 

Kn lulos f'omlií'iiíiu'^ Ra íeo^ter ni petitorio ilul 
lueniorm) de f*. 88, dii cuanto iiüpbft«ría «Vcidir mi 
puDto ira inn'do al eoaócimEonio ífól Trihunni, opimo I» 
sería la utilidad iju& so solfcitn — fallos: 1U!>. 1)!) entre 

oí ros. 

Qu© por lo que luure al rundo «lid asnillo, las si- 
Kiik'iitcs MZúim '■oihIii.'cii ii la «•oiifiniiíieiún de la acn- 



DE Jl'HTICIA DE LA VACtóN ? 

l") Las 'íin.stiiiH'iiis del Miniarlo ineoíido ¡K>r el 

Juezilc hisii'iK-rf'ióii Mili lar, son testantes paré il»r por 

acreditado «I a '* don francisco Rotarte Bovin no fué 
njeiio a l¡i producción del accidento «|in* ocasionó mi ffi- 
lieeimiento. En eimnlo ¡i 1» iiivooahilidarf de la prueba 
acumulada en 1«> criminal, para lo decisión del posterior 
pleito i-ivil, cu 1m« K£TfiffBr<|Hi- se apoya en .imisprudenein 
de esla Corto — Pullos: 182, 502; tó3i "-"«' eittré oíros— . 

2») Ui pmclwi prodoeule en esta «ansa nu alean?!) 
a modificar In conclusión a qwe *é llega eil el apartado 
precedente. Ijis declaraciones «la • los testigo* «le autos 
— ff. 47, 48, ¿i:*, O:! — lo» ttififrritK'* oficiales —I'*. 32 a 
4ti— y toa documento* de fs. ^1 y sigtes., no versan con- 
cretamente soln-e la partió! pación que le OflpQ id misino 
Bovio en el suceso que le eo^ló la vida, ni permiten 
eliminar su ilesenido que residía de In furnia en •|u«- 
el hcolin se produjo, y dq su eouduetfl inmcilíataiuerile 
anterior al misino. 

#*) MI tribunal no encuentra que gnietla prescitt- 
dirse del suaiario nulitnr para la decisión de <*ste juicio. 
E», ni efi-do, priiclm ofrecida por la ¡«irte aetora, — fs. 
SO. otrosí digo — y ai laca las decÉa raciones de fs. 3 vía.; 
(i vta.; 8, 10 V 11 revelan |»or su redacción uniforme- la 
intervención -del oficial informante, no snced«> lo propio 
con las que los mismos deponeiUes prestan de fs. 5n a 3o¿ 
«ule el funciónario deleyndn por el Juez de Instruceióii 
Militar. Pof lo demás, ito existen motivos serías («ira 
dudar de las circunstancias, para el easn decisivas, que 
aeredilaii osas deela racione* — a Siilterj la ingestión pW* 
el accidentado de un litro de vino durante el almuerzo, 
y la conducción irreuular de la "elinrrettc" ea que se 
di ripia lueuo al layar del HcrUlentc— ya que por I" 
menos la primera, HO lia merecido observación de los 
mismos actores — f*- 7'-'— que ce limitan a explicarla 



fe - 



invocando inadmisibles "razones do profilaxis". Estan- 
do pues, en falta Borlo, la culpa que so intenta deducir 
de la exclusión del caso fortnito, no alcanzo ciertamente 
para responsabilizar al Estallo. 1'i.a.niui. y Ripeiit, t. 6, 
pág. 775, N'' 568 y pág. 779, K' 571. 

En bu mérito se confirma la sentencia apelada en 
lodas .sus parte?. Las costas de esta instancia laminen 
por su orden, atento el resultado de ambos recursos. Há- 
gase haber; devuélvanse al tribunal de procedencia ¡. re- 
póngase e! papel en el jugado de «rigen. 

An'tosio Sagarna — Luis Lina- 
bes — B. A. Xazar Ancho- 




COMPASU 8VIPT DE LA PLATA 



SKf'l'fíSO F.XTBAORWX.tlttO : Materia afeita. I>tyM enmuuet. 
Civil ■. 

lia ley X* 11.544 rige un aspecto de las relaciones jurídi- 
cas huí se forman entre lus patrones y sus obreros o em- 
pipado» pon motivo del contrato de trabaja y lia sido die- 
1ada no» 1 *l Congrwó con el earúeier «le una ley común 
incorporada al Código Civil, excluyendo de hu conocimien- 
to a la justicia federal; por lo su interpretación y 

aplicación por los tribunales leu-ales no autoriza el recurso, 
extraordinario t 1 )- 



(I) Fwfc* M fallo-. <n-(uWc 2 <k fMft 




M? JD&RCU DE LA XACIÓX 



CAJA I)K JUBILACIONES DE EMPLEADOS PEfiRO- 

VfARIÓa v. KElíIitllAKHIL CENTRAL AKtiEXTlXO 



RltlTRS'O KXIJtAO JIMS AMO: Vufli.'m JttttnJ. Caioi. Auto- 
ritlad -Vii '«no/. 

tur ril^ ' EXTRAOÍtT " yAfÍj ° : «ft*#C& 

Ni bien tu euestión atinemc n la defensa do 1* juzgan 
es (i. «>rtl«i común y ajena al rpourwi extrnor<tinat L í<>. ia 
situación »-s difertuie cuando se traía de saber si la mifi- 
l»H cueMÍnil nilrp I» parles fii¿ fmter¡í.r..,mte resuella 
P* r »« Suprema d* la Xaeió». 

/M * ,f,W ' '' y " 

SÍ bien el Estado puede imponer al i-oiicpsionario de s»er- 
vicius puWieos trastos y eropai-inues inic. sin revestir el 
carácter de impuestos o tasas, sean como ln condición mis- 
mu para ijue se realice i-on ofica-cia p>| *erviei<i concedida, 
nu debe olvídame que aquéllos deben referirse directa- 
mente al servicio en los términos del contrato y de las 
facultades inherentes al ¡Hider de jxjlieía. qiu> no deben 
gravitar cx-osivameiite sobre el equilibrio económico del 
-rio. y que tal facultad .picd-a restringida citando 
.. ite }Ü1 ren-oiHM-ido ni concesionario el privilcsi" 
ü ,., »por,.r „„",» , 

coytK.sió.x • 



Noputtle ttrari&w al i-oiirrsioiiHriti Mil ¡mu cmasviím 
ohlifBCoria que no sea del carácter de las tasas a impuestos 
laaaiivaniente enumerados como pxi'epcioiiís a la fran- 
quicia que se |p ha otorpado. 

FEltROC Alt RILES. 

JVHII.AaóS UK KStPLF.AD'K FERROVIARIOS: rW«* & 
la Caja. 

El n-maneane <jue las empresas ferroviarias deben entre- 
par a la reípeetiva Caja de Jubilaciones en virtud de lo 
dispuesto etf el «n i», ¡na f) de la ley N> 11.308. es el 
que resulla ecmsIHu.do J*.r «I produx-io líquido de las ta- 




* 



10 FALLOS DE LA COBTE SCPRCUA 

rifiis una vez ilfsc-mladiis «>l 8 '.' ilp bM sueltl.*. del |mt- 
s..iiiil v |«, .'»sl<«s («-jisií.Dü.l.is por ?| ■•itin|>)iliiieiilt. «le lf> 
JópÚMfO «. él arl. ->!» .Ir la lev & l0l6Í¡á 

Ul.TAMKS UF.I. IWrirAIK.l! OESERAT, 



Kl nrt. !>, ÍIK*. 5 (le In k-y UM 
1 1.;üim» íucluye taire los recurso* de la Caja «le -'«i 1 » 
íaeioaea y EViiiiloiie* ih- KuiiúVudi'.-. Ferroviafios «-I píe- 
codéate < | »« • resulte tteJ uaiueiító do tarifa* periiiíiUifj 
jM»r i-I nrl. ->!»: y i-I H' ti»- la mi-nía ley, oMiun a !a> eiiv- 
piv.sis de ^X^Í3rfi$4 1» itiepoattftr íjté eotttrtliui-ioiirs 
fijadas por v\ í iic. j aludido, .-¡11 deducir **iii»tid¡i*l al- 
guna por tiliiL'iin i-i»ii"-i*pl<'. Kit discutí* aliora en eéto* 
autos sí, ln-fiiti inlri;m;i!('!iie i-I aporte del s */, , tondríii 
el P. c. ( '. -\. el derecho fie doscontur soiuv eseeácntc 
del pr'hlucl'i <U' |áa nuevas tarifas, los putos que le 

ocasiona el eutiiplimioii.to de In ley de .iiiliilnciones. 
( amara Fedi-mJ lia resuello el famln iu*jrutivaini'iitt' íf*. 

afc) y Cdii tal motivo áp íráo ante V, k. un recurso, osf- 
Iraoidmarío cuya procedencia Indraentible átenla l 

matwia U.ttuda. 

xión líe aml>as léyW CU ti ( 'onjíi'i^o, 
le sin g.-ticn» do duda «pío los leifisladores »jni 
sioron Íni|»'dir representara el mn*v<.» sisU-uin de j'.iKi- 

lat>i oiw? da^mljóisó alguno pura las empresa* fcm»ví«- 

rias, y a ose ofoeln autorizaron el ñámenlo di* tarifa*;, 
••oh cAtfgO de i\w s¡ algo soliralm, 50 eJitroiinse ol exee- 
douio :t la Caja, Para osialilwor i|iió roiriauonlo deja 
una operación conuMv-ml. deben descontar.-*- los trasto* 

ijiu- oBa origine. Xo encuentro razonable, u» lotices, ínu- 
la k*y )|ii¡sioni dejar tales gastos a rai »(» de las empre- 
sas, eximiéndolas* tan solo del 8 puo.s lal diftintfct 
no aparece Mificienteinentr sustentado. 




H JUSTICIA DE LA NACIÚX 



A mi juicio, ola mli-rpi<'lni-ióii roincídv ron r) cri- 
tcriu que m>ll<fÓ V. K. al Mihiciiitinr un Üliiíio anln-itu' 
enlrc ln> miMnas parli** (152: 385), |>art¡imln di-I con 
ce pío di* rpic t;i K-v lO.'i'H), n te* lía lili' vi ; illtm-llt (» lie ln 
riía>, pn»\v>V« . tn> <-i apresa--. 1'<-rr<>v¡nriits tío 1»?. rtéOT- 

iwwsafío,* |MiVa r-ti'iii>]Ír todii* tés olili^n-iuin-.-. * n*-- 
íKiii U ini].»n« rs,-l.. por MHMN^tO de- la jubilación (k <-u* 
oIh-itos y cmplcmlos. 

si liurtuiiiaíi (jue el Ferrocarril yoatieue liafccr di-M- 

cm:iI»iIv.i<Ii» paira ■■) ■•inufiliiaicuto d<* talt-s ol-lijíjicion -s 
eorrt'-ipoiulcii i-xai-lanienlc a ese olyWn. ni ííiwkI ióu 
filmiU';nht cu ni puilri:i m rvir do hnse al riviiiMt 

e\'traiiriliiiati'>. Tampoco ln m>m I;i s nttú W&UÍPÍvu <*l t'a- 
aiM-lmlu. n-Iiilivns a la <.'NÍ>1< iri-ia ífe revi iit'¡tv'itti„h\i- 
)»rort-(leiii-i¡i ik-l íríibrH tic ¡Utrrraes, y Ilré&írí|)dÓ(], iv»i. 
«las |ínlas |Hir t-l di'i'celiti i-miiún o rcl'cvilili*?. a l;t upr--- 
cúretSu ¿te] ui<'nio ti* los prolttngnM producid!»-*. 

Kn wnsccucjifíft, y dentro <Ic Itís duda» a <pn- el 

asunto se pr«-stíi, loe inclino a [M-niair o,nc la parir de- 
mandada i:<í;i «*i ■ lo eiepío. — Ruchos Aire-;, marzo "> 



PALLO DE I.A CORTE SUPREMA 

Ría-nos Aires, ortiilirt' 4 de li»4<». 

V vísli»<: Hl ir-ctirM» «Nluionlrunrin rulcrpuc-*t" 
l«or ambas luirles, en el .juirio dr )¡i i'aja Nacional do 
JuIñlaeiGiics y Pi-asinues de Empicados y (Hireros Fe- 
rroviarios Contra la Etllpre-*d del Ferrocarril C 'nitral 

árgentioo t*ffbre i'oi>i*o de pesos, contra la sentencia de 

ln (Vnuíira K«'der¡il ÜC A()étafí<Mi di' ln Capital M n<> liizn 
lugar u l¡> demanda : y 

Considerando; 

I. Q»0 lá ««w<i«n ruiid;iiuenl»l di-l pleito y la «pn 



luí podido ■..(•terminar d recurso extraonlimirin con- 
forme a lo «lispueido en el ¡De. .1' riel krt 14 Je la ley 
4S v art. Ü v tic la ley N* 4U55, *-s la péfénaite. » la 
interpretación del 'ate. I"( del art. I o de la W-y N* 11 .308 
i|»c- modiíieó el art í), im\ 5* 1» !«'> i"»' 1 "' 
Veíalo cuín 1 los recursos (k ia faja rcinam-nte QUC 
;i>InalnR-n1c existe acumulado y el que. en adelante 

liiiliici'c proveniente dfl HUnjWito de tarifas que cu 
virtud del art. 5!) autorice el Poder Kjccutivo y que re- 
sulte, después njttC las empresa-? hayan alonado ia eon- 

tiilnn'ióii mencionada en el ine. .V; es decir, si esc re- 
manente lo constituye el producto tirulo de las tarifa* 
descontado el S 5& de los **ueMos tfcl perapnai o si lo 
eoiislilnyi- el iiroduelo líquido de las ffiM, después 
ilc cargados los «asios ¡Dliereútes al cumplimiento del 
art. ~i'J de la ley «V HMSQ que exijee la apertura y mo- 
de una ciictilu especial Mimcliilu al examen >* 



II. <¿ue sí bien, como «-apresa el señor Procurador 
General) !a cuestión atinente a la defensa de la cesto jus- 
irada, no es — etl general— del resorte (le la Corte Su- 
prema, en función del recurso extraordinario, jtor ser 
de orden común v asi ut lia disidid*» en couslanle juris- 

pMenéíB rPsIldS! 112, 126{lK136j 122,133; ios. ioO; 

U(Í, 444; 113, 427; 115, 11 ; 123, 5S¡ 133, 36j 139, 30fl : | 
143, 386? 14!», 11»% Ib!»); sin dudu es diferente la 

situación eiiandn Se Ira ta de saber si la misma cursilón 
entre las mismas partes fm* anteriormente resuella por 
la Corto cualquiera que sen el grado y l« naturaleza de 
la ¡iislaneia en cute liizo su prnimnciiiniiciitd. pues en ese 
caso se trataría de saber cuál lué el | «mam ion lo y la 
decisión del Tribunal y sí es posible <|Ue se renueve el 



C'oiisttfuiviiti* peligro dé la i iHvliiltiinbri' y de la ¡nvslu- 
liilidü'l de lo* dérecfaós conl rmvrlí.k» oh tiempo y Coihki 
uiilc U>* jueces «le la I»-}. Aquí ya lio $0 l rutaría de 
mestioiies ilf derecho común fino »iol Hopériü ini-mo y 
de la i-riparia dé la justicia, instituida |»or lo* nrt;-í. hhi 
y Hll dC la Constitución Nacional. 

UI. Bü d| pleito pi'oniovi.lo por la Coja Per roña- 
ría contra t-1 FS rr»curril ueatral Aryontiiio en julio i¡ 
de IStiá, ante el Juzgado Federal de osla Capital a g$Éq 

del Dr. Saúl KseoHar, ge demandó la condona de la Eín- 
pre*a aludida ni p¡i#o de m$n. que ora el 

remanente^ ealonoes, a que se refiere el íiift /) del art. i 

do la ley N" J ll.íít'S, o In mayor -nina M" 1 - podiera esta- 
blecer más adelante por los ninlios qtte ináteará. La de- 

iiinndmi» conteató Im aoHon reconocí ando que era en efoe 

to, el .sii Ido o producto lírpildu n remanente <!«• la cuenl;i 
del artículo .V.) de la ley X o UUjjO hasta el I o <le enorO 
de (wa cuenta debe enncivtar>e y hacerse conoccr 
anualmente a la Dirección General de Ferrocarriles) ¡ 
y establecía ese románenle en los si«nicntos términos, 
fs. '2~ vía. y -3 ; " Kl loíul de lo* dos |>eríodos ? o sea. des 
de el l v de julio de 1919 al 1* de enero de lí^ó. es de 
$ Doswmtmln de c-sda «urna la cantidad de 

$ 3l5.8!H,4S, correspondiente n ff&fetóa por el cumplí 
míenlo de la ley, íridispoiismblos iluda la nnturaleyji dé 

buh <!ÍRp08leion«s y qnn eoinpM'wh 1 el sueldo de nume- 
rosos empleados, «tilos, libre», fórmala», ote., todo lu 
coa) consta en loe libros do la compañía, resultó un 

laido lí<|tií(3o do pesos HXtfASWl m'a., que es h cifra 

o que .*<' refiere la demainfn". 

Kn esos término* quedó trabada la lilis tátitestii- 
fio. Kn esos misaios términos & expresó el perito- Úni- 
co, nombrado de coman acuerdo, señor González Gal'- fi 
fs. 44 vía. y 45: " Es, precisamente — dice — h\ ineuta 



ii vüü& M u corra tu trema 

etiyo kftldo WÍ*M#MPi I"!»*- x'ldn i'iMi'^piit;) 
— >iendo aereedor — el oxeodiáifo »• t" pnidiirido p«>r 
el recargo dttl *> de nuiin'iiln ¡i Ihb lanías dt-«pués de 
pagar lodos los gustos y It»da.* las eontnhni-wMes ii la 
C'flja Ferroviaria". Y la l>¡r«?«WH U^-nc-ra) de l-eirn- 
cárnica reconoció que eojj peí pie fias diferencia.-, el re- 
manente del K. i'-*'. A. rcfcnuA ni ftrttóp'Ui 5SI Ai la !'-•>* 
X Hi.ii.Vl cr« el expresado en Ijí demanda y eonte-ta- 
i-ión pero roawfcsío qne (fila d.e>*eoMocio el descuento de 
gastos la cuenta e.s]n'<-ial para l'orniar d n-nianente 
_JV. ¡Kí_. Iji ('iijii ni) hizo Milvcdad n reserva sobre \ñ 
iVirmn lie eoaisMernr y fijar el reinaiiente, ni soltre su 
derecho y propósito n>>|K-e1o áe muí acción ulterior 

.■ímij»k'iiKMit¡ii-!:i. Xaila cííjo sobre oj particular ni ttt 

el alefato «le hicn prnl.ado — f*. W — tii CH la expresión 
(te airravios de fs. -'»"; y cu Uta t.pcs instaiu-ias del plei- 
to, la condena a la Kmptvsa fijó Iji cantidad ip> luis la 

enero de i !, -"> tóStao oxiíjkmkJq teta parte- en i« f$Ef 
c.ntt fitnrit* como reniareenlo del aumento de tarifa* au- 
torizadas por el art.Vul.. 59 de la U-y X ' l(l€3fl IIHS VOZ 
pagado t-l 8 '/ i'stnhlceido C1) el inCÍKO -V del artículo 
(le dicha lt!y¿ N*«'> 8C |>U< de, pac-, Iraer a decisión de la 

Corta lo mismo >(»<■ *M* roolvíó en octubre de l"i'S, 
enmii lo pre leíalo Itt mlmu a P*« £fl y mita, 

IV. (¿ue en Id posterior involucrado en la d«'inai 
ila v en la» SClIteBciaS «:■» exann-n, la conHnsión del Tri- 
haual W expresa y ealciróricaiiicntc la misma a «pie Wh 
irú eai el anterinr fallo. Keiuaiieiitc en el léxico rniinin 
equivale a residuo, lo gao ipiedii X el pulido de la pa- 
latina eu i" «eainSBtioo, financiero y bu I» eoiitpl ululad 
ií» >ionliir a saldo, ivsidtlldo luplido, supenivil ; asi lo 
i'Xpn-r-a el jpCfítO Uonxálex Cia|¿ en l« epiniiiiiidad ya 
nifin'ioiiada : '•Como se ve la menta ifiüt nos ueupa es 
una verdadera Áuta <)r ^«/Wtó. HW WMiMte en M 



pe «vareen ra i-a nación- 
debe la* órtffiffytti'» y *•» nú liaí»* UiH ÍUfítégtí»^ ctea- 

«lo- |»iir¡i i'«ni|ilii" In lev 1 <».!•.*>. luí rumo la «.'líenla •!>• 

IV-nii«lji> y (i:in¡iiM'Ía>, üe eualiiuíír empresa, reirUira 

u<|i»i"-ilu> * n <■! Debe ,v en .1 UiiInt". Debí! im-su- 

niir*v siempre — salvo ilemnslraeióii r-ri contrario — «pie 

In li'v emplea i'íii;:l»r¡i> do eonéípto. de seufmo '-luí» y 
pñei^o y, eñ ceii«eciieiM'Í9i fto ■•■ wlnilaitot? gwe ntriitii 

vera al •■ifiiiatKiitr" üt'l ine. /> di-I ¡irlir-ulM .le la 
ley S' v la wj^iflcacíón il - producto brúty 

V. (¿lie la inU'r|Mvlii''i«'»n estrictamente jurídica 

IU-vji ¡il mismo rcsnltatto. tóji <•] Fallo (Id tomo 152, pñií. 

385, recaülo en el pleito citliv las mismas parles silbar 
propiedml iJel remanente «Ii-I artículo» I". irn-iso f) (Ifl 
la l.-y .V- II.::it\ la t nnmra Vn\vv¡\\ dijo; "(¿m*. sin 
(huía, tal aumento «el ¿hil ~> '/<" l*S lunfas) na pOílíü 

ur entallado de antemano, «le manera fina wiwa I» ••¡su- 
tidad n»t<a»iátíeaid»nfe essetn para euufir el apotíe y 

ijia* tendría que producir algo más a algo menos 0> I" 

necesario a 'ai efecto. IVro asi cowi© las emprcaas, de 
aeu«'r4o a l<> iiii' 1 venina «ostealeialo, no liobíersn cu- 
bierto de su propio palrímvu^ In diferencia, ruso .!«• 

producir im-nos..." y más mídante agrega «[tic "d 
n'twiiio am nenio del •"> '» no un» por olleta licnel'iciar 
ni la> Pmpreww bijio iMeaineníta perm¡i»"lftH obtener 

los recursos "necesarios a síili-l'ari'i- v\ aporte" ■-in 
gravar *" propio peculio en cuyo amparo venían I»- 
i'liiiinlo". Dichas ennsiduraciimes. (flfe la Corle romo 
concordadles con sus propio* fin ida i lientos, invoca en 

Si) fallo, (leiatii'si 1:111 pon eliiriilnil qno la-- euiprc>ns 110 
entila nliüiíjnlai-c niús allá cía ío ijúe al aumento (tal 3 '. 

|i > pnxLu/.ea, tju<' m> del*- mt gravado su peculio comiín. 

\ >><!•* -i'iii'illaiin iiic ponjae el retículo S' tl'e la ley N' 
5:115 'as pone a enfurte th mayores ^ro^wiottr-s; y 
es nalii ral f\W tito iK'rmai máollaí&l «ttielu-auiíula -i. 
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por ejemplo, el 5 *1r produce 1 00o, el aporto del 8% 
exige 9UU v los gasto* necesarios para su cumplimiento, 
do acuerdo con el artículo 69, ascienden a *3M), pues en 
tal raso, según la iu*is de la m-loru en estos aiutos, el 
ea7>ita! propio de la empresa sufriría un recargo de 
1W; pero la Corle dijo en 1¡>JH 385) que- era es- 

píritu y propósito dé la ley X' 10.650 "q«c el aporto 
exigido a las empresas, para la Caja de Jubi laetOnofc, 
na pesara w>l»rv ¡su» rentas, nenies ni i^rjuJieara su 
desenvolvimiento 1 *. 

Es indudalaV que, i'oiuo lo ¡¿severa la sentencia de 
priinera instam-ia — eoiisidorMulo 8 J — el Estado pue- 
di- imponer gaatoa y erogaciones, en los casos de oon- 
cesión de s.-rvíeios púMieos, que no revistiendo el ca- 
rácter de impuestos o tasas, sentí como la eoitdieiol- 
misma para qtic -se realice *'Oii eficacia el sei-vicio 
eudido, pero sin olvidar nunca que eso» ¿justos y ero- 
paciones deton referirse dircetaíiu-ntc al servicio en los 
términos del contrato y de la* facultades inherentes «1 
poder de policía; $Á seguido lugar, que esos gastos 
no ik-'iiL'it «ra vitar excesivaiin-nte sohre el equilibrio eco- 
nómico del concesionario, salvo el dereelio ríe éste a 
una indenmi/jición: y en lercer Imgar que OM facilitad 
queda muy restringida cuando el roneedeiite inisuio we 
Un limitado reconociendo ni eoneesionario el privilegio 
(le no soportar íinis cargas, como en el CMP de los KF. 
Ce. sujetos a la ley X' $313. ÍM Corto dijo, cu el caso 
registrado en el tomo 181, pág. U'-\ de su colección do 
fallos, que no se puede admitir que una imposición, sea 
que m> la llame tasa, impuesto o aporte patronal, pueda 
Sobrecargar a la compañía eoocesionaría con una ero- 
gación obligatoria que no sea del carácter de las tusos o 
impuestos laxativamente enumerados eonio excepcio- 
nes a la franquicia. Xo es posible, pues, comparar los 




gastos impuestos fctt libros, etó, -al comérdante y los o;ué 
.so exicen |K»r la ley de Impuesto 11 luf¡ Réditos a cierta* 
|«rsQlias e ¡tislhiicioiies, en su carácter Uo agentes de r«- 
temii'íii, porque n» se eñeaentraú en 1"* casos que pro- 
ceden teniente se mencionan y uue ««responden :i 1» 
.siluíitióll (le la empresa demandada la i\w ya lii-a» l«s 
gastos iiifttis]J4Mts£ihJf s al servien general del transporte 
v los carga en "gastos de explotación" y ;i la cual. I"»! 1 

mándalo fe«ttl — art. 39* ley X* Í9,m- w le *«aíi 

otros Ku«t<M jaira un serfieífl i^woi^l «|He n» delMS ífm- 
vitar sobre sus rentas. 

Kn su mérito y concordantes fumSntneutOa del 8»- 

ñor Procurador General en pata instancia y de su an- 
tecesor en actuaciones atenuVtottWaa qné la tuisma 
BPtoffl Irausoribe a iv. 4, se revoca la sentencio apelada 

en cuanto ha podido ser materia del recurso extraor- 
dinaria y se «tecla r« que la Kmpresa del rerrot-arrií 
Central Argviitino no debe car¡nir con los RJWrtOa qué 
le deioamle el cumplimiento Ü>1 artíeiilo oíl de la ley 
X' Ki.fioO, delúdanle nte justificados conforme a las le- 
ves, a U.s eFeetos de fijar el remanente del articulo í\ 
he, f) de la ley N* 11-3«w. Hágase saber y devuélvanse, 
reponiéndose el papel en el juzgado do origen. 

GAKSA LU» I,1SAIIF.S — 

B. A. AJÍ A Ti AsCHOIUiNA 

F. RaMus Mki¡*. 



IB 
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MASSEV IIAHRIS LTDA., S. A. v. PROVINCIA DE 
lU ENíiS AIRES 

tMPPI5$TO$ ¡ yaniimif*. ¡mp&itfciu-. 

Las fSéallBllM impositivas «le las provincias súln alcanzan 
a los artíc-i ili»k ile prodm-cioii territorial «i «le oirás pro- 
vincias <|itr sí íiB.vsit i licor pora. I* a riipipza (ronera! y 
Mftu materia .!«- ininsin-.-i-.nis dentro .le >n jiirisdireum. 

I'II.VST/'II'I lúX X.V/OXAl,: í'mt>t<tariotiiili-f<t<l t ¡Hi OH- tiT mió- 

IMPUESTOS'. Ftrutl+l** mpwtirm. 
/■I<H\1.\CIAS: fmuHtt'St* ¡n^tUira*. 

El impuesto estabW-iilo pj>r nim provincia s»br* produc- 
tos t|ue uin objeto de venta forra at l-ii juristdkfitóai 

ta misma. fft violafcsrio ile toa arts. í», tí). 11. «7. me. 12 
y m de la l'oiitfillU'ióii Nacional. 

COKSTtTVCtÓX SAI'UI.XAI.: ro**hl*rÍ6*ülhluJ * iu>r¡miruria- 

mU4*4* ImpiieHét y rMfVfta^rpMra />n»riW<i<V-. ímf^nrtéi varios 

¡MfTk >'/".*• ; f-'aruttuth * »i»/»i»tfiVn-. 
PROVipiiflMi Amuífra/r- ¡mpoíMtífaV. 

Lii .len.-miiiiu-i.Vn -laula al Krav»ia»>n no basta para definir 
el ranWter ili-l mismo, ¡mes para establecer SU i-onfíirmi- 
dacl con la Constitución (Wbv eggtttte a la realMíWl de ta» • 
rusas y a la manera cómo grava el impuesto, 

roXSTiTI'l lÓX XACWSAI.: r^M.»ir«. t ..jf*i/i«/-ii/ c iHton-liTutio- 
,wi»liui. fnpvmiw v rMitr¡l>«r¡tw* púiHáiü^k tmpMtté» rario*. 
l$tPp$$t&$; Fm «Unil.< hui-ooilir.ii. 
l'fíti\'f.\'"l.%$: t'ttntitmlt*- iVw/ítofJírn.^ 

El iw>üi8te <pN' ion i>i nombro <l<» patente fija ha esta- 
Wwido el att, ti", bie. 2(1. de la ley V 4.08» «le I» Provin- 
cia de Eíuonos Aires, es violatorii» .le !<w arís. !*'. Hl, 11. 67. 
¡Mi-- 12 y W# ile la tWitíl.;;i.*.i. Xariniial. 
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Suprema i'wte: 

< 'oi'rvspondi- a \. K. «■oian-er originariamente 011 
pU¡ litigio, por ser i-I actor vi."-iiio dv la ('apila! 1-Vil" 
ra] v demandada una IVoviiu-ia; y haln-rx- pm-slo adc- 
mus en tela de juieio )a cuiir-tílununnlídad Je muí lev 
Vvwitmnl 

101 asunto tiene por origen UH impuesto i(U«- cobró 
la Provincia <1é Hneno8 Aires a la sociedad anónima 
M*w«í$ fíftrrljt Mda., «fil arréalo al articulo li, iuc. i« 
(te la ley local X' 4.039, i t uo establecía patente fija á& 
CiiKMJ mil pesos para ciertos depósitos que almacenaran 

mercaderías, mii venderlas en lu Provincia, esto es, no 
sujetos en elfo id impuesta al coaiprcio c industrian. 
MasfiüV líarris pasaron bajo protesta, y ahora piden í>o 

le* devuelva Ih suma respectiva, con intereses y cos- 
tas, por entender se trató di- un jíiavamen inconsti- 
tucional; afirmación fundada eíl el hecho de ojue pesa- 
b« íOhrí inerrancias prooedt'irto* dtf la t'apilal Federal, 
y no destinaba* «I consumo de la IVoviiieia. 

R»ta última circunstancia «o luí re-picrido demos 
[ración, pues so!» en ese caso se exigía patente, se- 
íiñii resalla del testo aludido; apareciendo 11-iniÍMtin 
de su lectura, que los depósitos de mercancías destina- 
das a la venta locad, ai irihutnhan. Kl cotejo vívela 

¡qeqnívocflnieute trufarse de un impuesto diferencial! 

y por ello, considero aplicable ¡i este caso la jurispru- 
dencia sentada por la Corte -n sus fadlos 125:233 y 
]. r «7:(¡l', recaído esto último en litigio entre las mismas 
partes; coiicordiinles ambos con bi doctrina del Ifífí: 
1(1!». A decir verdad, el catadlo do los aiutos <Ieja <>n el 
espíritu la clara impresión do íjUC la provincia | m pro- 
curado implantar bajo otra deiK-minaeieVn, el mismo iría- 
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pululo que \. B. declaró inconstitucional en ln segun- 
da de las sentencias citadas. 

A mérito do ello, corros pondería Imccr logar a la 
demanda, en manto lo autorice la prueba rendida por 
la jiarte netora. — Buenos Aires, agesto '-'»> do — 
Jíwíh Atv<irr¿. 

PALLO DE LA ('OKTK fíUPKEMÁ 

Buenos Aires, octubre 4 de 1040- 

Y VU'os; Katoa autos de los que resulta: 

A fs. 11) se presenta Cayetano A. Saicgese por ln 
Suciedad Anónima Massey Hnrris ( tonina ny Limitad 

promoviendo demamia contra la Provincia de Bue- 
nos Aires jior repetición de pajyo de impuesto-*, ileno- 
ini nado» <5fe patente, indebidamente cobrados a su re- 
presentada, más los intereses computados desde el pa- 
co bajo protesta. Demanda la cantidad de sois mil den- 
tó sesenta y seis pesos con sesenta y seis centavos mo- 
neda nacional, que se forman así; por impuesto inde- 
bidamente cobrado 4 5.ÍHH) y por interese* $ MWi.(&, 

m¡ís los que corran desde esta acción. 

Dice que su representada es importadora única - 
mente de máquinas aerícolas y sus repuestos, que lu- 
brica on Canadá. Realiza BUS ncRocio» en nuestra Repú- 
blica, por medio de tres establecimientos comerciales : 
uno en esta Capital, otro en Rosario y el tercero en 
lialn'a Blanca. Cada establecimiento paga al Fisco y 
demás órennos de su jurisdicción las patentas o capital 
en giro y demás impuestos. A su voz cada sucursal re- 
cibe por intermedio de la Aduana de esta Capital, de 
Rosario y de Bahía Blanca, los productos que introdu- 
cen y que almacenan en mis respectivos depósitos mien- 
tras no tienen destino determinado. 
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fin este caso I» sucursal de la Capital Federal tie- 
ne su (lc|mbÍlo sobre mi desvío del Ferrocarril del Sud, 
eil la Kstnción Mármol de la Provincia de Hílenos Ai- 
rea. Pero allí no realiza niitjíún acto 3c comercio, ni 
industria, los cuales los efectúa exclusivamente en la 
Capital Federal. I.ns netos de comercio que realiza en 
la Provincia He Buenos Aires, los efectúa en I» siirnr- 
sal tic Bahía Blanca, la cual paga a! Fisco de esa Pro- 
vincia el impuesto al comercio e industria sobre el ca- 
pitnl en !$r6 nnlrd. 

/ihW bien. HX-r^n: "El ^ cíe enera <fc IÍB2, I» 
Provincia -le Buenos Aires, estaba intervenida por el 

Saperior Oauieruo Provisional rfreonocídio po»r V. Kxma.. 
con motivo ile In revolución de setiembre ile ÍÍWO, y el 
señor Interventor Nacional, en Acuerdo General ile Se- 
cretarios, incorporó a la ley 3905, «Je "patentes fijas" 
de aquella provincia, una patente aplicable por eatego- 

ría, a depósitos que almacenen mercaderías, sin ven- 
derlas en la provincia, añadiendo que eran, no sujetas, 
por lo lanío, esas actividades al impuesto al comercio 
e industrias facultando » la Dirección General de Ren- 
tan para adoptar las normas que habrían (Je servir de 
base en )» upIWión del nuevo trilrtito". 

"Kn su consecuencia, el señor Director (¡eiiernl de 
lientas, de la Provineia de Buenos Aires, en formal de 
decreto, el -'4 de Febrero de 1932, resolvió: A) Fijar las 
calejo rías de «g<H depósitos, eli basé al valor du las 
mcrcadci úi* n productos almacenados durante el año 
anterior, ion cuyas mercaderías no se realicen opera- 
ciones <lc venta en jurisdicción provineinl. Estas eate- 

ico rías fueron cinco, partiendo la primera de aquellos 

que hubieren almacenado nierrnderías |>or valor de 
más de pesos 700.000 inirmnicndoles unn patento de pe- 
sos 5.fJOO,00 -v en la cual la Dirección General de Ben- 
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tas elasifieú a mi representada. 11) Estableció él de- 
creto «¡lio antes del 10 de marzo y bajo pena efe multa, 

debía ¡tugar esa p^teiite bajo dwlarai'iúii jurada del 

Kionto de los valores de las mercadería* almacenada" 
(■I a fio ¡interior, sin perjuicio do (Os comprobaciones ul- 
teriores y de exigirse diíe-rcitciós y WékJ^ós. (') l-as 
infracctyncs quedaban sujetas a las ]>enalidades deter- 
minadas en la k> ;{;*>.">, !>» Rceulcab^ el decretó, • | ti«* 

"Sé entenderá en lodos los cu.-os nue \u palote fija 
<-slá limitada ¡i loa depósitos i^HC almacenen mercado- 
rías sin venderse On esta jurisdieeión. y «pío, *j («los 
depósitos, uparle di* la exprésenla modalidad de operar, 
venden jiirmiilrrías un la Provincia. Ofttas venias 80 ha- 
llarán sajólas ul impuesto al Ooniereto e industrias de 
la ky 3íKW y no dttai, por tanto, computarse para la 

lOasifieaeion de la patéate fija coimpondiente M síw- 

I>k* abmieeiiamiontii, sin ventas". Que la Dirección de 
Reñías en el año 1932 practicó la liquidación eorres- 
paadierite a au representada sobre él depósito de ma- 
qUioanas y repuestos que tiene en Mármol, ¡m|)omén 

dolo el pairo de la patente de * 5.000, cuya reíutvgnuHóii 
ahora demanda, el que pago tumcdia-tariH-nte*, ¡K-ro ha- 
ciéndola bajo protesta por ¡uterntedio del Escribano de 

Iji I'latn don David (!il l'alat-ios. de flW ese paifo ora 
indebido y enreoía la Provincia <!»■ fájCottadcu eonstitu- 

cioaaloa paira oiigírlo. Acompaña rééílxi do pago y tes- 
timonio de la protesta. ICeelamó su devolución admi- 
nistrativamente' tjue le fui denegada. 

K&to enso tiene su antecedente ya juagada por la 
Corte Suprema del :ft de marzo cíe 193(1 (Fallos.: T. 
157. p;íi*. (>-) í-n juieio seguido por su representada con- 
tr.i la Provincia de Buenos Airen, que entonces exigía 

este impuesto bajo la denominación de "Impuesto al 

comercio e imlustrias ". resolviéndose su inconstitu- 



cio.mli.lad. Y fué precisamente en consecuencia de ello 
que ia Proviioia cambiando de denominación al im- 
puesto contiató imponiéndolo bajo el tóaf» te "W**- 
teS fijas". 

Hace referencia al «pédieñtC urfrnmUtrativ» le> 
Ira M. X &342 del año 1933 de la Dirección General 
de líenlas v >" v 90370 del Ministerio de I Encienda, de 
lo* que resulta que s« mandante no ejerce acta- tóptto 
do comercio en el deptóíto de Mármol. Tune el Asiento 
de sus n^tfooi^ en Bfita (1*^1 rYilmil, cafa *&fí» 
4;>l), donde lleva a cabo las ventas de l-'s articulo, fle u 
cómeme, con destino n distintos puntos de la Repii- 
blioa. U* ttífrtafiderks que su mandante recibe pqt •» 

tñlliediO de la Aduana de esta ciudad so» inmediata y 
directamente trasladadas jkt vía del Ferrocarril «VI 
Sud al deposito de Mármol, donde quedan almnnMiiidns 
traráítOriametttf mientras «• les l.alh. $ 0> 
leí minado. 

Cita en apovo de .su derecho los fallos de esta í or- 
to que se rcffístran en lo, T. 125, p*£ ™3: |- J**< »* 
239 y 267¡ T. 149, páff. 137; T. lóü. pá*- 23 ; T. I6.t. pag. 

283 y T. 170, \mg. 61. 

Dice que reclama interese» y Costas porque la i'r<> 

vineia no na ten» 1 " ,HZÓU i* ,ua crrar >' r "* 1 ' 1 *™*™ 
brada de esas indemnizaciones, pues tcrininalm de ser 
endonada por el misino motivo y eontímm 81*CaBÍlO el 
s lo,, actos rcftUttdoa fuera Je la |K* 



Corrido traslado a fe ¿1 vta. I» conten» ÚM A r- 
mando A. fióme», en repWsentfteion de la Profiera 

de Buenos Aires, ea el que exprés»: "que nio*» los lie 
ehos expuesto* en el eserito de íniciaeion asi como la 
oplicalnlidad del derecho y tallos invocados en ol mis- 
mo, para e*te caso esencialmente opuesto c-orrespon 
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diciulo en consecuencia el rechazo de la demanda con 
eostas". 

Ahiei'la la causa a prueba a t& 39 vta. se P!*dn«c 
la que indka el certificado de Es. 110. Con los alegatos 
de fs. 12.' y IH'.i y el dictamen, del señor Procurador Oc- 
noral de fs. l.'lti y el llamamiento de fs. 13n' vta. esta 
caima hallase en estado de sentencia. 

Considerando: 

í, (¿lie la aetora ha probado todos loa hechos en 
(jOO liuuió su demanda : Kl pago de los * 5.000 con el 
recibo de fs. (»H reconocido a fs. 69.; la protesta por me- 
dio <1«> In .scritui'a pública de te. 73 a 77; la circula- 
ción paramente territorial v no económica de los artícu- 
los importados y que su repr-sentada tiene la adminis- 
tración ijo sus negocio» eu esta ciudad y no en Mármol 
donde recibe la* nniquinas qii» introduce del Canadá; 
aquí paira los despachos de Aduana y (gafitá su venta 
Ins envía al de|H>sito en Marmol desde donde se remite- 

ten a su destino; en esta Capital se efectúan las reme- 
sas de fondos a la Fábrica de Canadá, se facturan las 
reatas, so practican liquidaciones, planillas y se tiene 
el archivo; aquí se cobran las ventas y se baten todos 
los pagos inclusive los de .iornales de los libreros a car- 
go del depósito de Mármol (iiiforme del (icrito de t's. 

frft a fs. t¡4) ; a(|iií 9H representada irosa la patente en 
"oncepto de sus actividades de ini|>ortacióii y ventas de 
máquinas agrícolas (véase informe de lo Dirección Ge- 
neral de Impuesto n Ion Réditos —fe, 47—); en esta 
Capital su representada paga los fletes (véase fs. 4S) 
y aquí está legalmente inscripta eoinn sociedad anóni- 
ma extranjera, donde cumple con los requisitos exigi- 
dos a las sociedades de su clase, presentando y publi- 
cando sus balances visados por la Inspección General, 
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Iíj» que son publicados en el Boletín Oficial (véase fs. 
50); que pa¿S en el año 1932 en concepto de patent** 
fija por los depósitos eu que almacena sus mercaderías 
sin endorse eu la Provincia, no sujetas al impuesto 
iEt'1 ruiiH-n io e industrias, la Cantidad (le dfeep mil pe- 
sos autos rol'erida ( fs. &i) ¡ que la adora ha estado em- 
padronada en los rej¡rUtros ooiuercio e industrias 
del Partido de Almirante lírown, eon nn depósito tli» 
máquinas aerícolas hasta el año Í930 inclusivo; que a 
partir del año l!>.'il la sociedad lia .sido eliminada do 

los roaislros de eomereio e industrias, no alionando iwir 
lo ta alo los impuestos relacionados oon esa lcy r poro 
que en ej año Í#$'2 "ese impuesto ha sido snplnutmlti 
por el de una patente fija «-pie establecía la ley KlSfl en 
su artículo fi", inc. i'O"; (pie la H<tora fie hulla empadro- 
nada en los registros do comercio o industrias do ISn- 
hin Hlam-a a los efectos del paco do los impuestos res- 
pectivos". "Por el vnpital en ííiro aMKiaulo (pcH>s 
I .:Ío - !i. tiOO.no l se supone eni esto nágocio *\\u< se hallan 
invohierailas la totalidad de las operaciones que la mis- 
ma realiza en Id Provincia" < véase informo de fs. ¡w). 

;í. t v 'ue esta causa es análoga en lo fundamental a 
la resucita por esta Corto entre las mismas partes en 
.11 de marzo do 1!>.'J0 (Fallos: T. 157, pá>t. li-'), pues 
si bien entonces se «-obraba el impuesto, rleelnrado in- 
eonstitucjonal, por considerarse al mismo almacén, ubi- 
cado en Mármol, como un ramo do comercio e industria 
GjePéídü en la Provincia, en e! caso ahora en examen 
8« lo grava como un depósito que iiEmnccna mercaderías 
sin venderse en ta Provincia, do acuerdo al art. ti' de 
la ley N' p 4089 (ver informe do fs. 86) excediéndose as/ 
la facultad impositiva de In Provincia, que sólo alram*n 
a los artículos de producción territorial, o do otras pro- 
vincias que se huyan Incorporado a su riqueza «enera! 
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v sr>a materia do traiisacrionci dentro dé SO jurÍMlic- 
ción inris. 10* y 107 do la Con^titiieión ; Fallo*: 125, 
333), Como lo dijo esta Corte, en el caso primero ci- 
tado: "-Es -cierto l« ley impugnada dice "que el im- 
puesto se liquidar!! haya o nu ventas en la províñeia", 
poíO CSfi concepto es precisamente el que invalida la 
ley, ya que es evidente qué ni legislar la Provincia de 
Humaos Aires, cu los término* da la cláusula transerip 
ta. aravaniio operaciones realizadas fuera <ie sil wrn- 
torlo. actún más alia de su potestad jurisdiccional, ¡h 
vade olnw jníistfiwiÓBpS y podría llegar a eslabU-eer 
reída?» al comercie interprovincial, en lauto la jurisdic- 
ción do esta t'orli. 1 lia eonsaarado invariablemente (Jü* 
el impuesto establecido por una provincia sobre produc- 
tos que son objeto de venta fuera de la jurisdicción de 
la tirina, es vinlutorío di* los arts. U\ JO, 11. <>~ "»*'■ 1- 
y II W ( Fallos • T. 134, páff- '2~rt y 367). V quq la dcwraii- 
nacíón dada al prava meii no es suficiente para definir 
el carácter de éste, pues a tal efecto y para establecer 
su conformidad Con la Constitución debe estarse a 1» 

realidad dV las cosas y a la manera como «rara el im- 
puesto, a fin ile que no se burlen los propósitos de 

aquélla en lo raferettte o la eirmila-'tóu torrítoriíü y ti 

los intereses tlel comercio". 

En el caso ttttb lil> . il impuesto cuya devolución se 
refluiría es exactamente el misino que el impuesto al 
eonien-io <• industria per» con A iioiiiIito nueva di- p« 
tente fija. Adolece por ti» tanto de la inisnia invalidez 
constitucional. 

Kn sn mérito, y 4ft acuerda a li> dictaminado por el 

señor Procurador General, se declara tu ineoiistitucio- 

naiidad d*l impuesto cobrado por lu I*r«viiicia de Bue- 
nos Aires, y en consecuencia, s<: condena a esta a devol- 
ver a la actova la suma de peso.* cinco mil, con sus to- 
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teresen desde 1» inte nadan mi Judicial al tipo de ln- que 

cobra -I Hunco de la Nación Argentina dentro del pla- 
zo de treinta días y las costas del jiftefo. ríágase salar. 

repíntase el j<aj>el y archive*» 



S.A.T.I.A v. l'IJOVINriA PE lti'KMK AIRES 
COXCESIÓX: í.7«m.. /W-.. ,..»»v ,..r r ^ P f y „.,/*r ,„¡f,f,V rt ./ -/ 



I'Rltl'lXCiAS: l'ucHhaá** ,-/"-">"". 

1a clátixulii ili- |,i o.ikimíóii para la pxpl.itnci U di' un 

sm ii in de transporte dentro de ein4wl. I""- la euul 

«-xonvra al '-"iivcsionario del pa?* .),• i<.<la éltáe & ■ 
ttíbliciimcs. tusas n impuealn* r iniU tpal^. ta» lf» litara 
de! [>aiw> de un impuesto oread» ultcrinrwnt* por <>] r<*- 
pMlmi ffohiern.. provincial. imu-lu> menos aun *i la ttui- 
nk-ipaliiliitl carerin ilt> fatiiliariVs para acordar I» Mención 



turnia, a !« jnris.li.-ci»., ,1,. a,p.,J ^.uien.., 



ron í*<- moho ríe, 

IMPUESTOS: F.k>4M& imi*rtti*v>. 
HÜNÍCÍPALfD.ipES : rWaííaA* 
PRUYIXViAS: F«t&«fai ¡mf*»¡t¡„>*. 

L» imposición il.- un i¡r}ivfliiK¡i i-rcad» pur id I'r.ivinnu 
en ejercicio «ii* fucultadc-i propias, a la* i-mprcsa* <Ii> trun-- 
porte ile pasajeras cu el i-rrílorin d« aijiiélla. ni» ímjior- 
(a privar ilt* uVrei'hos adquiridos a la» que en virtud 
di- una concesión de la muidcipulidad del limar se lia 
liaban exenta* d>l pajr» «Jf COÜtrittUiSioiiea; ni altrrar ta 



término* de la éoH&sita ni violar el art. 17 de la C»ns- 



AnT"5TH> Sa.-AUNA — iiVtit I.tN A- 

kks — B, A Xazaii ANCHO- 
RES*. 



impuestos; FtirultitiM impafitirat. 
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liiiK-íóii Nacional; y Iri eircunwtanc-ia fie que una parte 
«le-l profltii'ti. tlfl impuesto sea liquidado por la provin- 
cia a favor dé lo* respectivos naiinú-ipins. siVlo prnlría or¡- 
pinar una acciúlk de I»- 1 Piiipresa-: rotura, éstos. 



COX. < 'TITrt'Í<>y KM //>V.(/.: / r¿Krt|tiM <¡rmriiU*. C<mlral;r por 



tíf PRESTOS'. Pr¡*t¡p¡9* 

Jt'iusnirr /rf.v: WWíjrtM tñtrrét*. 

Lh injusticia o la inconveniencia dft I»- impuesta no cons- 
litirve una objeción a SU valide* ronsTitUcblHil y hod aje- 
nia al i-mtir»l<-r del l'uder .JtidH«l, 

A los efecto* de probar el Wrfotfr do coiirís.atoi*h> atri- 
hnúlo «! impuesto, es ¡Uno. un I» demostraron indirecta 
derivad del conjunto de uravjimenes cjue pesan sobre el 
patrimonio del coueesinnano. 

.1 f"'f\l V.-t : l'tiiii »/>»"■ •t'Htroler. 

I'VSSTITVCIÓX XAi'IOXAJ.: t'onslitiui-iuiUiln.1 >■ i*ifO»*t ¡licio- 
natulaii. Impuesti'' ■/ «,ntrihiiii-n^ ¡-WincMltr*. A la • rVrii/<i<i"«. 

U« arta !•* y 1" d* la Coiisliliii'ii'.ii X*(!inii*l han húln ¡lis- 

pirados pnr el evento «le q¡U« *e crearan aduanas interio- 
res por las proviu eias o por él GwHfPBO para ewxitdir 
" » exteriores, y tiene por Objeto héeer imposible todo 
dé importaran o «pórt«*i6n. fuer, .le los eo- 

rOSSinmóS X AVÍOS' AL: ron»tii«ri..malé.lm.f t mfm*tH*t¡«- 
n<iUila<(. fmpveáto* i;nlrt/>N,¡on'.' prarineiale*. A la r¡r-->llaci>'m. 

El urt. II de I» IVmslSNieirtn Narianal un .so refiere a los 
derechos de importación Bi«W de tránsito. MR presuponen 
.)«.• Im «rtÍenlo< mpr.'mlerias a ¡.'finados MrpiiPii de una 
provincia a trav's del territorio de oirá. 

rtiSsrni'ClóS XA< IO.\AL : Có>ut¡l*ao*aHáed t roeofwí¡n#c¿- 
Imyuistv* <j ionltib#fii<nt* ¡>tuiiHri a )r.<. A Ui cireulaciayi. 





El concepto de loa derechos d-e tránsito previstos en los 
arts. 11 y 1S de la ComlitaeíXni NVmnal. es inaplicable 
a ios vehículos empleados en el transporte de pasajeros 
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desde un puiiiu de la Provincia (te fiamos Airea a la U». 

Piial Federal y vwwttw. 

rK.i.v.v/wm; 

KI ini|>iit*sio mbraiin soAre <*l m«mt<» ■)•' I>>» iflpp'esfts brutos 
ohteiiid.is |i«ir la wriiu de batato*, :i l"s paHajenw Je 

ve>lnVnli>s .'iK-ii rpail.ís i3e t nirispurl'irlos desde la Cfipii;il 

F**d<*ral a la Ptovoimio de Ranura Airvs o vifceVeiaa, no 

(¿niva el Inniviln sino ■•! .-iMitratu de Iríiiisp-nU' edebra.lo 
por los pasajen*- £ón 1-a empresa, en H *-uuJ n eu.-tit-ntra 
|a fupiile iifi iiiili.lM.i.-; de ■«¡la. 

rovwro ¡sTKiri'tt'iviyf iA¡„ 
TRAUSPOKTK. 

KI lruns|Mtrlo de pasajcnH de un PUHbi a «ir" del t'*rr¡- 
lorio (te 1a lícpúbhe», <vs tina ac-iiviilad prótegída «N PU*n 
1<i a liis personas y a la- i'-iisas por los arts. 14 v 07. bit 
12 de la 0..»iitm-m.. Na-i.M.al 

íoucaao lyTb'RrfíovixaAL, 

POPÉ* LMit.-ÍLATlVO. 
TRAXSPOSTB. 

El eontralor del rraii-tport-' de pasajeros *lv mi punto a 

ni ra del país eorrvsp«itde al .■<»n¡rresi> p incluya n« wVbi 

el rotativo a la propiedad >-n niulipiiera de mu mfciiifextM. 
ci-oues, sino tarnbit'n las persona* y la* r$tagfdlMN jurídicas 

derivada» del misnm tramporte. cuando fetfé tfem tusrar 

entre habitantes de diferentes estados, 

ISJPI'KSTOSi ¿Wí**» OapM*u>** 
KMMül M? 1'OUCiA. 
PROVíSCtAS; fo'frr <Ír potó*!, 
PRO 1'iSrtA* : Ftaiültttité ¡«/.«siíir.i v 

TRASsi'tifin;. 

La empresa de trmwporl*. de pasajeros en .n.mibiih desde 
el territorio «le una provincia a la Capital Federal, se 
halla xujeia a I» juráMiwifa impositiva f de. polin'a ñt 
h«* Kobierno-t Im-ale* en euanto se- refiere at Jranspnrlp 
que empieza y termina dentro de los respectivo* límite*; 
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por lo i|UP es innegable el derecho de dichas autoridades 
para establecer tm impuesto proporcionado al valor de 
la* entradas brutas obtenida? en esas condiciones. 

COMERCIO ISTERI'ROVIXCIAL. 

PODER DÉ POLICÍA. 

PROYISCIAS; Podere* ti'lrptidof. 

Las provincias no sé hallan autarinulsa para dietar Leyes 
o reglamentos (le carácter general o municipal que com- 
porten directa o indirectamente trabar o perturbar de 
cualquier modo i|ue 110 signifique el ejercicio de su* po- 
der** de policía, la libre circulación territorial o que pue- 
dan afectar el dereeho de reglamentar el comercio, con- 
ferido al Congreso de la Nación con el carácter de una 
facultad exclusiva, 

CtlMCItCIO ISTEfír-ROl ISCIAI.. 

(OSST/TVC1ÓS SACWSAL: Co»*tÍt*cion*Maá t mto**tit*rio- 
nalútol. tmtfW** '.' €tmlrib*wnf* /.roeiwidt*. A la fírcafacriii. 
mrVESTOS ; r«wiM» ¡mpotit»™*. 

PROVINCIAS i Fm«ltu<le* í™/*míiV«- 

r/uvs'wwn:. 

El principio según el nial toda empresa de transporte, 
romo cualquier habitante, pueden ser gravados penonaU 
mente con relación al valor de su propiciad o a la cuantía 
de sus rentas sin «tender a la fuente de que provienen, 
dejaría de ser verdadero si un impuesto- llegase a ser es- 
tablecido por '<"« provincia sobre las entradas derivaban 
del transpone de nim-aderías y pasajeros conexo» con el 
comercio ínter provincial o extranjero, porque importaría 
violar el ar». 67, iite. V2 de la Coiisliuichni National. 

come nao istkrvR'i risa A l. 

IMI'Vk'STOS: Foaittoik* imf9$tÍ9& 
PROVINCIAS: FiUtUitiff * ¡ó»|»MÍpMa. 

Para éuc fió) impuesto creado por una P^f^jyg 

actividades cróM* de ^«£^3^ 

operaciones dentro y fuera del territor.» dj anilla, no 
contraríe el ÉÓa*S«8 interestadual, es indmpenaaWe qu« 

wSSSm « mm * *¿*9 d€ i* BS3E2 

inlraestadual^: % la xilina cobrada no se aumente en 
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vi&ta del negocio interprovincial realizado: tjue la corpo- 
ración comprometida «elusivamente en el eomerrici in- 
terestadtial no esté sujeta a la imposición y que las per- 
sonas gravadas puedan interrumpir el nejíwin sin retirarle 
también del nepoi-io interestadual. 

COMERCIO JXTKRFKO YI.Xi lAT.. 

COHST1TUCIÓX XACiOSAL: ConstitmrinnaVuinl e ineomttHuá»? 
mli'íatl /n/wwfw ff s»*trib«cio*tA prmue¡»lei. Al comtrrio fj 
a la industria. 

El impuesto al comercio f a in industria previsto el) el 
art. 7, inc. e) apartado 7. de la ley S* 41S»í* de la Provincia 
de llueno* Aires, «piteado a las empresas de ómnibus que 
transportan pasajeros desde la Provincia a la Capital Fe- 
deral sobre la base del total de las entradas "brutas obteni- 
das en concepto de expendio de boletos y en proporción 
al número de metro* recorridos dentro del territorio pro- 
vincial es violatorio del art. 67. ine. 12, de la Constitución 
Nacional, wilo en cuanto incluye en el cómputo el valor 
ile k» boletos correspondientes a los viajes iniernta»! nales 
en vez de limitarse a los intraestaduale*. 

Suprema Coate: 

La ¿inflicción originaria tic V. K. procede en es- 
te caso, por ser una provincia la parte demandada, te- 
uer fuera de ella su dúimctlio *1 actor (f^. -'<> vt«.) y 
cuestionarse además la eonstitiieionalidad de una ley 

provincial de impuestos. 

I«a Sociedad Argentina tk Transportes e Indus- 
trias Anexa* («. A. % í* 4) baWr pagado 
Imjo protesta u la Provincia de Buenos Aires catorce 
rail ((iiinieiitos noventa |K-sos, cu concepto de impuesto 

al capital 00 «iru durante los año» 1ÍW4 y PMkj 
se condene a la expresada provincia a devolverle dicha 
soma, «un intereses y costas, |»or ser inconstitacionnl 
el grávame» aludido; meonstitt.cioiialklad que remiltn- 
ría de las K¡jratfnte>> circunstancia*; 
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o) I* S. A. T. t A. mantiene su servicio de óm- 
nibus por virtud de un convenio con la Municipalidad 
de Avellaneda en el que se estableció que aquélla que- 
daría libre de impuestos, no obstante lo cual, al crear 
la provincia el impuesto aludido ha concedido a la Mu- 
nicipalidad un quince por ciento de su producto. 

fe) I-a ley provincial impone un nuevo desem- 
bolso a la empresa concesionaria y viola así derechos 
adquiridos por ésta, sin posibilidad de indemnización, 
pues no le es dable alterar laa tarifas de transporte 
convenidas. 

c\ El impuesto de la provincia ae Iwce efectivo 
sobro el producto de la venta de pasajes lo que le da 
carácter de gravamen al tránsito ínter provincial pues 
los ómnibus liga* a !a Capital Federal con Avella- 
neda. 

rf) Por fin, dicho impuesto es inequitativo en 
cuanto se superpone a varios otros que pesan sobre la 
liarte actora, por razón del mismo servicio. 

Respecto de la primera íaelia, no encuentro de- 
mostrado que lu Manicipwlidad de Avellaneda tuviera 
facultad para restringir el dereclio de la Provincia de 
Buenos Aires a crear impuestos sobre el capital de 
aquellas empresas que gocen de concesiones munici- 
pales. Si después de haber contratado la exoneración 
de impuestos locales, percibo la Municipalidad de Ave- 
llaneda nna parte de los que la provincia crea, pudie- 
ra acaso discutirse el derecho de uno de los contratan- 
tes a percibir tal porcentaje despaés de haber renun- 
ciado a exigirlo } pero de ahí no se deduciría que la 
provincia haya excedido la órbita do sus facultades 
constitucionales. 

Por la misma razón tampoco da al nuevo impuesto 
caracteres de inconstitucional el hecho de no haber 
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sido previsto por ]a empresa concesionaria. Siendo, o 
pudiendo ser anuales las leyes de impuestos, la volun- 
tad del legislador en el futuro, no queda supeditada 
a los cálculos que sobre el sistema de impuesto» actual 
hagan los hombres de negocios; pues de otra suerte, 
todo nuevo impuesto o toda elevación de la tasa de uno 
ya existente, resultaría vioiaiorio de garantías cons- 
titucionales, en cuanto significase introducir un ele- 
mento do perturbación en los contratos suscripto» sin 
prever esa circunstancia. Loa interesados debieron pre- 
verla, desde que la provincia no había sido parte en el 
convenio. 

Beepecto del tercer argumento, es exacto que va- 
rias de \m líneas de ómnibus afectadas, ligan la Capital 
Federal con Avellaneda; pero no es menos cierto que 
la provincia, para cobrar el impuesto, ha eliminado el 
precio de aquellos boletos que, a su juicio, eorrespoi> 
dían a la parte de trayecto extra-provincial. Así resulta 
de las discriminaciones obrantes a ta. 166, 168, 1?0, 
188 y 190. No encuentro en autos elemento de criterio 
alguno que permita sostener haya en tal discriminación 
errores de cálculo o de concepto. Parece razonable ad- 
mitir, entonces, que el impuesto cobrado por la provin- 
cia se hizo efectivo solamente sobre el valor de los bo- 
letos correspondientes a recorridos sobre territorio ex- 
clusivamente provincial, no causando, por lo tanto, gra- 
vamen al tránsito interestaduaL 



Por fin, falta asimismo prueba de que el impuesto 
en cuestión fuera excesivo, ya que aparece consistir en 
el pago de catorce mil quinientos pesos sobre una en- 
trada bruta que sobrepasa a tres, millones. Como lie 
tenido ocasión de expresarlo en otros dictámenes, el 
hecho de que se superpongan impuesto* nacionales, 
provinciales y municipales, no induce necesariamente 
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íiuonstituciomalidad de los provinciales, aun cuando 
bajo un punto de vista pui-amenle doctrinarle.) pudiera 

merecer reparos ese sistema en los tratado» de ñ- 
aáimw. 

Kn consecuencia, no resulta demostrado, a mí jui- 
cio. La inconMitiicionalidad que sirve de base a 3a de- 
manda. ~ Bueno* Aires, julio ¿ de 1!»3S. - Jttau Al- 
mires. 

FALLO E>E LA CORTE SlTKEMA 

Buenos Aires, octubre 7 de 1!>40. 

Y Vistos: Kste juicio seguido pbr Ih Sociedad Ar- 
gentina de Trans|>ortes o Industrias Anexas <!SATIA) 
contra la Provincia de Buenos Aires, sobre meonstitu- 
eionalidud del impuesto al comercio e industria del cual 

Que a fe. 12 pompa reec don Domingo ('usté en re- 
presentación de la nombradla sociedad, dcmnjidnudo a 
la susodicha provincia por devolución de la suma de ca- 
torce mil quinientos noventa pesos moneda nacional, 
abonados bajo protesta, a mérito de los siguientes an- 
tecedentes: 

Que el año 1929 fueron denunciadas ante la Direc- 
ción de Rentas «(<■ la Provincia de Buenos Aires como 
infractores a la ley impuesto al comercio y a la indus- 
tria, las compañías de transporte!* que explotaban ser- 
vicios públicos, declarando el P. ÉL en enero de í$34 
que tales eomi>añíus sólo estaban sujetas al pago do 
patentes tijas. 

Que en ese mismo año saiieioiwisc por la legislatu- 
ra el impuesto de comercio e industria* a las empresas 
de transportes que, |inra los años 1!»34 y l!>.*!ó, está 

refódu por la ley «98. El artículo V, iiic. n), punto 
7, trrava a las compañías «le transportes de personas 
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con el impuesto tjut- se fijará rte acuerdo <wu las en- 
tradas Imitas del número di? boletos vendidos el año 
unU'riur; p| V. K. lia establecido el por ciento corres- 
pondiente e» cada cíiso, oon arregla a facultades que 
la ley le otorga, 

(¿ni* mi mandante aboné por este impuesto, el año 

lipfc la MimiH efe siete mil trescientos ochenta y mi pe- 
sos inoitedu nacional, y por el siguiente la de siete mil 
doseientos nueve pesos moneda nacional, previas las 
protestos coircK|>ond ¡entes formuladas itfíte la Direc- 
ción (¡ene™! di- Rentas de la Provincia. 

<¿ue \u Compañía adora tiene earias do eoneeafón 

de los servicio* pií híleos D¡m explota» otorgadas j>or las 
MuKeipaliiiadcs de sus recorridos y, de acuerdo ron 
los artículos Ü(¡ y lií de l« celebrada con la Municipa- 
lidad de Avellaneda el de junio de 1!>:J4, no ¡lucden 

Kiavurse con iná* impuestos qué los establecido* |»or 

la respectiva ordenanza, Entretanto, como lo poní- en 
evidencia la relación detallada de los impuestos pro 
vineinles, nacionales y mUSiotpalee ftqe pa^, su monto 
ascendió en 1U33 y !!i;¡4, respectivamente, a las sumas 
de i.iín. I4H.4'.*!M>I) y 111*11. H4.(KílV»^- Kxprc-sa < ( ue ta- 
les (usa-» impositiva* eiiando la empresa DO puede au- 
mentar el precio del pasaje y dei»c estar inmovilizada 
por su «'ontratu-roiicesión, no admite ni el aumento de 
Jos impiusfos oriirinarliis establecidos por aquella, ni 
menos su duplicación, 

Q?W el ÍTii|iucslo a 111111 1 de iiiíís de siete mil pCMíN 
eobrado por el Fisco do la Provincia 110 es justo, ni 
mito, ni moderado y es violaíorio de los artículos 17. 
4 o y -JKde la Constitución >Uimmal. Aplicado a la renta 
bruta (le Isletos vendidos el año anterior, incide sobre 
«'I eflpitíd, ¡itenlamlo contra el derecho de propiedad v 
la libertad de comerciar. 
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Que tal impuesto incide, además, sobro el transpor- 
te <lo pasajeros de Avellaneda 'iiirisdieejón do la Pro- 
vincia de Buenos Aires) a la Capital Federal y vice- 
versa. Cipn lo cual vulnera b*s iirtíeulos 10, 11, 12, f¡7 
¡no. 1- y IOS do la Constitución Nacional. 

Que corrido traslado de la demanda a ft. 19 vía- 
lo evacúa a fs. 35 e| representante «le l¡i Provincia do. 
Huonos Aires, don Vicente Solano Lima, pidiendo .se 
la reeliace con costas en mérito ile las siguientes razo- 
líos; a) <¿uc al fonmilarae el estudió do la* leyes, ¡m- 

|M>sit¡vus eorrosposidienles al añu 1934, el Kisro do la 
Provincia estimó oportuno determinar el n'irimon dol 

impuesto a aplicarse en el paso tic las empresas de 
transporte de pasajeros, pues la ley do patentes, al 
hablar il.* "empresas de transportes", no había queri- 
do referirse a Us dé la naturaleza enunciada sino a laa 
«le transporte de caicas. Para despejar toda duda, ko 
incluyó expresamente en la ley de patentes la disposi- 
ción "Kmpresus de transportes de carcas" y pei la de 

impuestos id comercio y a la industria ''Compañías 
nue explotan servicios públicos" (art. 7*. apartado 7*, 
ley X V 41Í'S(. I*a modificación esclareció la situación do 
esta?* empresa*, que ni» podían ya cscapiir al ihijío dol 
impuesto al comercio *' industria por ser de osa mi«tu- 
raleza los actos realizjidos por ellas. Desde el año 1Ü34, 

rnn excepción do las coinimñíus do tran.siM>rte de car- 

jíns, todas las <¡ue explotan servicios públicos tributan 
ese impuesto. Kl decreto reglamentario de '21 do marzo 

tic UKtt determinó la forma de fijar el capital en piro 
dd lu iiotoni, refiriéndolo ul monto de los ingresos bru- 
tos obtenidos por la venta de Isletos; b) Que la actora 
no tiene razón cuando sostiene hallarse exenta do todo 
impuesto con arrollo a su contrato de cwn(u*¡ón, pues 
parece inaceptable que las facultades impositivas ¡nlie- 
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rentos ni poder legislativo «le Ip.s provincias somii me- 
tiosoal>adus o limitadas por ordenanza, emanadas do 
las miinieipalidados tjne, eomo talos» no pueden exee- 

dyrw en fms alFÍbaeioueB del maiw stímludo en 1» ( íons- 
litiK-ióii dé la provincia que representa. La ley x p 4i!>s 

o.s'porFi-eta monte eoiisíitneioiml y no se opone a los ar- 
tículos 10, I] y 1J do Id (•Oflstitueióll Nacional, ni ppa- 

va o) transito sino el comercio realizado dentro del te- 
rritorio do la províneín. sin «pie aliste a esa afirmación 
el lh-eho de rcgulmso <'t imRu*$ito por el importo do 
las entradas 1-rnlas provenientes del míinero do !m!e- 
tos vendidos. No puede hablarse de impuesto eout'is- 
oatorio, dosdo ipio ol valor do- ésto se eorrelnoiona fon 
ol giro (pío srava, a mayor entrada linita mayor im- 
puesto; t ) Termina negando lodos los lioehos y el de- 
recho (pjo no hayan sido precedentemente reconociólos. 

Ópt alderto el jnioio « pniet*t, fe. 38 vía., ¡se pro- 
dujo la que expresa el certificado de fs. 217 alegando 
sobre su mérito a fs. -J1 his v fs. ¿Jft. A fs. l'íK vía., 
.so llamó autos para sentencia; y 

t onsidoraiido; 

1 : '¿lie rosno resulta de la procedente relación de 

la causa, la cuestión do carácter oniHditiieional traída 

ni conocimiento do esta Corto consiste en saber si el ar- 
tículo 7* ¡no. «I. punto 1\ do la ley X* 4HW, que ostión- 
do ol impuesto do oomoi'eio <■ industrias a las empresas 
ele transportes do personas, oa contrario a |os artículos 
17, 4'. 2*. lli, 11, V2, r.7 ¡nc. 12 y 10* de la Constitución 
Nacional. 

2 o Quv lo* hecho* ilotonniiiaiitos do la acción, tal 
como fliiycn do In prueha producida en los «utos, son 
los niguientcs: a) La Municipalidad do Avellaneda, el 
29 de «lioicmbrc do 1920, acordó B la Compañía do 
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Tranvíus Aiuflo Arsímtinu muí concesión pant la explo- 
tación do serv¡e¡o¡* de ómnibus dentro Je acuella ciu- 
dad. Tal concesión tu«' transferida, algún tiempo des- 
pués, a la Sociedad Argentina de Transporte* e In- 
dustrias Anexas con aprobación de la auloridail iniiiii- 
eipal (oscrituras de fs. -43). ti) l ; nn do las cláusulas 

da la concesión establecía (art 'ji>) qoe el concesionario 
abonaría durante el tiempo ih duración fie aquélla, 
como ur.ico ¡nr. puesto, gravamen o contribución (fs. 
•Jf¡;i vía.) , uua patente aaual de n>$n. Wú por cada co- 

ehe en eíroulaeíón, quodando exonerada del pago ¿te 

toda otra «-lase (fe oontriluieioiie.. tasas o impuestos imi- 
niei palos. 

Qnr la primor observación presentada por la 
aclijia u la validez (fe 1" luy N* 4IÍW, m* funda preci- 
saínenlo en quG él desconocimiento por él Uobierno de 
la Provincia de Buenos Aires de la rlánsnla trnns »- : p- 
ta. al cobrarlo un impuesto ¿fe 111*11. 7.IHHI anuidos ¿>. 
l»re el transporte de pasajeros, viola su derecho de pro- 
piedad y la libelad de comercio siendo, además, injusto 
6 inmoderado. 

4* (¿ne, unte todo, debe olservarsc que la exen- 
ción acordada |K>r la susodicha concesión, se refiero ex- 
clusivamente a impuestos de naturaleza municipal, pues 
ademas de decirlo así expresamente il texto de la mis- 
ma, es olivio, que las autoridades edilíeias dé la ciudad 
de Avellaneda carecen ile facultades para exonerar 
de aquellas eonti'ihueiuupn cuyo establecimiento corres- 
ponde, por su naturaleza, a la jurisdicción del *iobÍer- 
no ile hi Provincia. Cuando la ley X" 4198 citada ex- 
tiende <?] impuesto sobre el comercio y la industria u 
las empresas expMan servicios de oarúeter públi- 
co y, entre ellas, n las do transporte do pasajeros en 
toda la provincia, 110 incurre cu una violación de la 
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concesión ni en el desconocimiento del nrtiVulo 17 de 
la Constitución. \m sanción de esa ley sólo significa el 
ejercicio, |M»r parte de la provincia, do la facultad que 

le es propia de dictar leyes y ordenanzas de impuestos 

sin más limitaciones une las enumeradas en el artículo 
108 de la Constitución, siendo su objeto, elección de 

materia* imponible* y Formalidades jé pereepoión del 

resorte limpio de tas provincias, sin que los tribunales 
puedan declararlos ineficaces :« título de ser opresivos, 
injustos e lücoiiveiii entes -ti lio soh contrarios a la Coas- 
titución -Fallos; 137* ¿l'J; i:n,4«7— . l\,r aquella mis- 
nía razón, carece ile fundamento la afirmación de ' | lu- 
la ley |irovhic¡al le lia privailo de un dcreehti adquirí- 

do o ha alterado lá* oblicarioncs emergentes de la cou- 
ce-:ión. 

5* Que aun epanuO dpi Ik-cIio de nue hi proviiieia 
deba lii|UK lar a la Municipalidad de Avellaneda el lS % 
del valor de lit entrada la-uta, resultara indirortamen- 
te afectad* o desconocida In cláusula en cuestión en 
esa misma medida, tal circunstancia, como bien lo ma- 
íiifiestü el señor Procurador time ral de la l'orte, na 
daría lnjjnr a una declaración de invalidez sino a recla- 
maciones de «tro orden que en todo «-aso, dcln-ii ser 

dirigidas contra la nimiinpulidud ronn 'dente. 

ti' Qno de que el impuesto eslaibleeido |«>r la ley 
provincial X" 4111* no sen justo, ni recto, ni moderado 
no se infiere la nulidad de los artículos que lo aplican, 
mientras no se demuestre su ruiáeter de eonfiscatorio, 
puesto que como lo lia declarado esta Corte, los incon- 
venientes o la falta de |K>Íít¡ca de las leyes del Rutado, 
no constituyen necesariamente una objeción a mi vali- 
dez constitucional —tomo 150, páff. S!) — . Y osa prueba 
no se ha producido concretamente, respeto del tributo 
con que ol Gobierno de la Provincia de Unenos Aires 
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lia gravado las empresas !e servicios públicos encar- 
irndns del transporte de persoium. Es innocnn, a tal 
fin. la demostración indirecta derivada del conjunto 
de impuestos a cuyo pago debe hacer freute el patri- 
monio del concesionario. 

~" ^uc Ih demanda sostiei.,- asimismo que la Pro- 
vincia tic Ilnenos Aires ni establecer un ¿rntvaanen so- 
bre 1)1 Cntraán bruta, «letermiua«ln ésta p6r el número 
«le folleto* vendidos e| año Anterior, actúa fuera lie la 
jurisdicción «jite le compete "por^m* ya galga v\ pasa- 
jero (Je Avolliincfia para llegar a la Capital Federal 

o satai de esta última para entrar «mi Avellanada, en 

ambas hipótesis, dice, se prava el tráfico intercstadunl" 
y se violan, por coñáigiiieutc, ios arta. LO, 11 y (¡7, 
inc, 1-, de In Confutación. 

8» (¿tac. desde hiegü, iimpií» género lili religión 
ostensible existe entre los arts. i», U» y II y los hechos 
expuestos en la demanda. La ¡ilusión expresa conte- 

oiúa vit lo* dos primero»! a "efectos de producción o 

fabricación nacional", o. "a género f o nicreimeías de 
todas ejftses'j despachadas en has aduanas exteriores, 
revela qué el evento de ipie se crearan aduanas inte- 
riores por bis provincias o fio,- él Congreso, para eo- 
existir con las exteriores, inspira la prohibición ten- 
diente a luioer imposible todo «>*-r«M'ho do impoWneión 
i, eX(»oríaeión fuera de los cobrados pur bis aduanas 
nacionales. Kl art. 11 prevó otro supuesto, el de los 
derechos de tránsito de tina provincia n otra. Así como 
el nrt. 10 abalo a los derecho ^ lie. aduana, aquel com- 
prende en la prohibición los de tránsito .¡lie exitfían 
allfintás provincias, no ya como un derecho de impor- 
litción. ilesde • pie so cobraba i\mi cuando Jhs mercaii- 
cíjih y «aliados fueran consignados a un punto situado 
fuera de la provincia ouc los hr.p-onía como una gabela 
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liras, Imiiliulrt eti el simple hcfrho del tránsito por *'l 
propio tprrítorió. De e#ta se infiere q«e la i-xisi.-m-ín 
de uti derecho <fe tninsttn ¡ir -suponía <|ue los artícu- 
los, merendé rías o gafados llegaran ;i una provineia 
ti Iravó* del territorio de otra. 

D* (¿ue Olí el juicio Sttfc-j/iatffoe, cuando alguno tic 
los ómnibus de l;i actorn pendra i'U la Capital Federal 

procedente do h provincia, no hay tránsito o pasaje 

4-n el sentido de la < 'onstitueiót!. desde que el ómnibus 
no se áírige a uliruna do las otras entidades políticas 
que hiletcran la KepuMíea: el vfejí es » lll ( *»|dlill POfl 
destino dentro d«- flltt y termina en el pWMfc) cunveiiido, 

10. <¿ue el concepto histórico de los dcr«'''bos de 
tránsito aludido* por los *r& 11 y 1- de la Consti- 
tución, un le sería aplh-alüo n los ómiiilrtts di" pi'upif- 
(iait de la deinnndanle que iiiyrcsaii a la Capital hede- 
rá! transportando pasajeros desde la Provincia de 
Hílenos AiVflñ o viceversa, ftor la simple razón di' que 
e| impueslo sobre lu entrada bruta no prava el In'm- 
silo sino el conlrato de tran-vpurle celebrado l ,,,r 
CompafiÉB con el pasajero y en el cual se encuentra la 

Cliente de utilidades- de ttyáftpb demuestran las 

si»uientes observaciones: a) Si el pasajero ingresa a 
la Capital do otra manera que en un ómnibus de Id 
COmpfiníft* es decir, a pie, di corlie o en automóvil de 
su propiedad, a caballo, etc., no abona impuesto aliíimo 
por el ingreso: h) Tampoco son materia del ímp'ñeaío 
lo* instrumento* ikd transporte en si mismos, desde 
que los ómnibus que poiiel rea a la Capital sin pasa- 
jeros no payanan muirán impuesto por falta de cidra- 
da hrula. 

11, One i'l transporte de pasajeros de mi punto 
a otro del territorio de la líepúbliea, es una actividad 
protegida eu eunnto a las personas y a las Cosas jH»r 
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lo* arts. 14 y 67, me. 12, Je la Constitución Xacionol. 
i .a facultad atribuida al Congreso por este último, de 
reglar el comercio de las provincias entre sí, es, en 
eiimbio, aplicable a la contienda Iraída al conocimien- 
to del Tribunal. Do-.de el oaso de- líibbons v./ Ogden 
(!> Wh 1), la Píjrte Aniericaim y, a partir <lo sus pri- 
meros fallos tu nuestra, lian incluido el transporte 
como elemento esencial del comercio entre las uetivl- 
«liití el Cojijíicso comprende y regula \>ot In cita- 
iusula. Y el i'ontralor de ui transiKjrte incluye 
no sólo el relativo a la propiedad en i'Unlf|iiÍera de sus 

inanitcBtacioBca, tranvías, camiones., telégrafo*, tolé- 

fouo.*, l)ii>(Ues, aviones. óinnibu>. etc., sino tnumV-n las 
t*ersona* y las relaciones junilicfls derivad. •* del ims- 
itio tranaporte cuando éste lasan lugar cutre habí tantea 

de diferente* estados — \Vii.u*j«hbv, § 424. 

12. Que liis distintas cateyonas; de esc tráfico, 
¡ntraestudmil, 1 nterestudual O de ambas esran-ies, in- 
fluyen en bis .soluciones aplicables Ku efecto, Iuh óni- 

11 i bus de la Sociedad Argentina (le Transportes e In- 
dustrias Anexan pueden ex|iedjr boletos a pasajeros: 

V) Que comienzan y terminan el viaje dentro de la 

provincia; 2 V ) i}uo comienzan y U-nn'mati el viaje den- 
tro de la Capital Federal; '■'>') *¿ue eoiiiicuzaii en lu 
Provincia de Bueno* Aires y terminan en la Capital 
Federal o viceversa. En el primero y secundo caso ta 
empresa de ómnibus hulla ríase sujeta a la jurisdicción 
impositiva y de policía (fe los respectivos goliiernos 
locaEcs conforme a lo dispuesto por los arts. KM, 108 
y t>7 ine. 27 y sus concordantes de la Constitución 
Nai'coiml. Ku el terrero, en cambio, |M>r tratarse de Utl 
transporte de comercio inier v sta(|ual su regulación 
fKM'l-eneee al Congreso de lu N'neión. 

13. Quo como con respecto a tos dos primeros 
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casori, es indudable el derecho de loa gobiernos locales 
para estubleerr un .apuesto proporcionado al valor 
do la entrada linda, conforme a lo dispuesto por los 

arte. 1"4 y 108 de la Constitución; la cuestión .sólo m- 

plantea cu relación al trauico interproviiieial it sen al 
tereero de los supuestos. ; El nrt. 7 o , apartado do 
la ley N° 41KS dictada por la Provincia «te Huenos 
Airo* produce alguna interfimwia con el tránsito (n- 
terprovincínl <p"' comporte c-l desconocimiento del su- 
sodicho nrt. f>7 me. 1*J de lil Constitución í A esto ros- 
poeto la jurisprudencia de tu Corte de li>s Ks lados 
Unidos lia sentado las roblas siimiontes: *¡) Pura el 
proposito de determinar sí tina di>*|«»s¡rión o norma 
local aplicada a un conductor, interfiere o 110, C0|| o| 
coinen-io inte-rcstadual, el destino a míe desea llegar 
el pasajero, al iniciar su viuj;- (pttefllo en ron r>e¡ mien- 
to del conductor) determina d carácter del transporte; 

b) En auMOiieia lia legislación federal, concerniente n 
la materia en cuestión, el K.-tado puede imponer, a 
vehículos que usaí) exclusivamente sus eam-teriis, para 
coi lie reí o inlerestndunl, rcKiilueiones razonables con el 
propósito de salvaguardar la -■onveiiiencia y seguridad 
públicas; r ) X'n derecho «le licencia, impuesto a liii 
conductor de ómnibus iuterostadiial, no será conside- 
rado una simple medida policial, si no forma parte de 
un plan de inspección, no consta que el procedimiento 
es aplicado pura cubrir lo* gastos pe ella requiere, y 
además el monto- recaudado excede de lo razonable 

mente remiendo para el propósito; '/( Yn Estado pue- 
de imponer a vehículos a motor, Osado» exclusivamente 

para el comercio iuterostadiial, un jíravamen razona 
ble, como justa contribución para construir y mantener 
la* carretera* públicas: y puede delegar oso i*>der a 
los corporaciones ir.unieipnle-i -277 % H. 1fí.'i-¡ 



f ) Que es valida una tasa creada por un Kstado sobre 
las actividades comerciales de imn firma o do nna 

corporación aún cuando (as operad onet del giro se rea" 

lieen (bñte) >' fiu-ra de] Estad*, l'ero para que vi im- 
puesto no contraríe el i-omeroio interestnchial es ¡wlis- 

pcusobli? (|ub «pnrezt» qíiQ tal impuesto se aplica sólo 

él) vista de las operaciones intriicstadmtles ; <|«i* ¡a -suma 
enbrmla 1)6 se unnicntc en vista del negocio interesta- 

dual realizado: "oé la perwmn o corporación compro- 
metida exclusivamente en el comercio i ni c restad nal «o 
será Mije ta a la imposición y, que Jas fiersonas gravadas 
coa la tasa podrían interrumpir el lieg*e¡Ó sin retirarse 
tll!l|l»¡«n del neisoein interestndual ; /) (Ju(- un Kstado 
lid puede condicionar el i'jcrt'ii'íí) «leí comercio interés- 
tadual al pago de una ta*n de l'cenna — 277 I*. S. 1<!3 
y lort allí r'tüdo-s. 

14. (¿tic el informe de fs* ¡68 después de señalar 
en in$Uv :!.-»+4.U71.!HI el IipIh | de las entradas brutas (|Uc 
realiza l« aétoi'a en eotléeplo d> expendio <!<• boletos í-H 
la Provincia y en la Capital Federal, sólo lonm de acue- 
lla cantidad, eomo eorresjiondientc «I transporte de 
pasajeros dentro «leí territorio de la primera, la suma 
ile lH*n. 1.7.'í(u0;i.S0 y, sobre tal Ihisc, que a juieio de 
la Dirección (icncral de líenla-; es la asignación equi- 
tativa '•jHinpie >e ajusta a aplicar el impuesto en pro- 
porción ni producido de la Compañía en la .jurisdiceiúii 
de la Provincia", procede n fijar id capital en giro e«n 
(|B'e débe empadronarse el negocio con arreglo al art 7", 
iiic. -ít, apartado 7" do la lej X" 4YM 

35. <}nv h\ discriminación de los valores n,ue el in- 
forme adjudica n In Provincia de Rítenos Aires y a la 
Capital Federa!, se ha obtenido en función del número 
de metros ijue enda ómnibus de I» aclorn lia recorrido 
en sus via jes de ida y vuelta, adjudicando a la Provin- 



DE JUSTICIA M LA NACIÓN * 

cía no sólo el valor de ta* ^lél^a opr^ jabéate* al 
transporte intraostnduul, aína también el <lc feotetpa |« » r 
viajes íntcrestaelnules en la parte. 3e recorrido compren- 
dido dentro de I» PWÍtó de BWW ***** 

16. Que awmi d<! los primeros, <>s decir uV najes 
f)Ue empiezan >■ terminan dentro <tÓ la jurisdicción de 

lu I*roviii.-ÍH do Buenos Aic**s. es imiegable su deioeho 

puní gravarlo* ilir^cla o iiidiri-ctniuente "1 i«oal de 
demás actos jurídicos reN-bmdo* dentro de ella. X« 
puede dee¡i>e So mismo respectó de los fógttuwfr. hl 
ari, fi", ine. 12, en éfe¿%, resvrva «1 r<mi«vsi> de la 

Nació» la ¡'acuitad ¿fe reirían- el comercio di- las provin- 
cias entro sí y tal facilitad tes <|U¡ta, COBlO COrisecucnoñL 
él poder de eXpedit h-ves «obre COilífiltáo intercslndual. 
I<as provincias en el ejercicio de sus poderes de lOítfs- 
lación interna, Im 'Helio esta Cork-, no S© ludían áato- 

rtaidas puní diciar leyc* o re^amcB^ dé uarácter gfr 

nernl o municipal QUO eninpiirtei; directa o indirecta- 
mente trabar «' perturbar de cualquier modo, que n« 
si«ntfi(|ite el ejercicio de sus poderes de ¡mlii-ia, la libre 
circulación territorial O que puedan afectar el derecho 
de reglamentar el ooinereio conferido al CólVgreHO di- 
la Nación con el carácter de una facultad exclusiva. 
Xo [Wdifían, pues, crear impuestos p guindas sobre las 
personas que entran o salen d» su territorio proceden 
ten de otras provincias, uuuojue se encuentren VÍnffUla- 

das su* actividades eon al comercio interestaduoi o ex- 
terior — Palios: 14!», 137 y lo* allí « ¡lados. 

17. Que abuiiduiulo en o] mismo sentido, Isi forte 
de los Estados 1'nidos de América lia declarado gOfl 
ningún Estado tiene el derecho de imponer una tasa so- 
bre el eoinereio Liiterestaduiil. cualquiera que sea su 
formo, ni por vía de de reclina impuestos sobre él trfltlS- 



46 fallos de la 

derivad?? «lo esc transporte o -obre la» ocupaciones o 
negocios que tiendan a realizarlo y la razan se encuen- 
tra en que tal gravamen sería un peso soba* esc comer- 
cio o implicaría una reputación de él. la cual solamente 
corresponde a] Congreso — 127 V. S. G40. 

18. Que toda empresa de transporte eomo eual- 
gotera habitante puede <er gravado personalmente, con 
relación al valor de su propiedad o a la cuantía de sns 
rentas, Sin atender para natía a la fuente de la ciml 
aquélla* provienen, trátese del comercio, ln banca, la 
industria « cualquier otra actividad. Kn el régimen 
politice» y económico lie la Constitución, aquel principio 

«enera! dejaría de ser verdadero si un implícito llegase 

ii ser establecido por »»a provincia sobre las entradas 
derivadas del transporte de mercaderías y pasajeros 
conexo» ron el comercio iiilciprovineinl o extranjera, 
l-orque importarín violar el «r*. 67 ine. V2 de ln Cons- 
titución. 

IlL Que tal es, precisa m"U te, el caso en que se 
encuentra la Provincia de Buenas Aires respecto de 
ana parte del valor que su Dirección de Reutas lia to- 
mado como liase para asignarle a la Compañía nctora 

ln suma que debe pagar en "oneepto de impupHto ni 

capital en irir». El valor coi respondiente a la parte de 
recorrido dentro de l:i Provincia por viajes inlcrcsta- 
duales no lia podido ser eninptitíido si" violar el art. 67, 
Inc. 12, de la Carta Fundamental de la Xnción. Kl art. 7* 
apart. 7' de la ley X' interpretado de ese modo 

gravfttffi de mm manera indirecta el tráfico inleresta- 
dual pues no llena las condiciones enumeradas en el 
punto *') del considerando déeimo tercero para admitir 
la validez de un gravamen sobre las actividades comer- 
ciales de titm compañía <te trmihportc cuando su piro 
se icatiaa a la vez lucra y dentro de una provincia. 
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fíenos t'.s posible ¡sostener que ese yravnmcn ni trans- 
pprte ¡nleii'sltulual se encuentre comprendido por sus 
eara,ctenstiea.s en alguno de los casos de excepción al 
principio del art. 67 iiie. 12 señalados en el recordado 
considerando. 

POP estos fundamentos y lo dispuesto por lo* 
arts. 784 y 794 del Código Civil, se dwlara que el art. 7% 
upurl. 7 V , de In ley de la Provincia de Buenos Aires 
X" 41!W en la forma en que lia nido Aplicado es viola- 
torio del art. o™, hie. IJ¡ de la Constitución Nacional- En 
consecuencia, sv hace lugar en esa parle a la demanda,, 
í'ímdellklldfvst- a la l'roviiieiu de Buenos Aires a devol- 
ver a la Compailín «eioi-M, dentro del (riaáD de veinte 

«lias, la suma que resalle eoHrada demás por los. 
Hilos li'-'U y 1335 en concepto) de impuesto ni comercio) 
v industria, con arreglo » la liquidación que al efecto 
tielit* praeti-earse ; con sus intereses sohrc la suma que- 
resultare desde el día de la notificación de la demanda 

y, desestimándola en cnanto » las Otraá cnesuoneji pro- 
puestas. Sin costas atenta In naturaleza de las cues- 
tiones deludidas y el resultado del juicio. 

N\>1 ifíq tieso y repuesto el papel oportunamente ar- 
chívese. 

RoiiKiiTii Rí: chito — Antoxih Sa- 

OARXA I.riS LlVA>tP.4 — 

B. A. Xaxaii ¿\x<'moi¡ksa — 

F. RjiMofl Muía. 
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COMPAÑIA ARGENTINA PE NAVEGACION 
MIIIAN'OVICU LTDA. x PKOV. I*E 
Bl'EKOS AIKKS 



COMERCIO (itTfíRFRQ YtS&M* 

COSSTiTVCtúX S AVIOS AL: ('•>**Ui«fU>*tli>Uht e imvitof **•■«»»• 

La lev N> 41ífí> de la l'rovíiu'ia de Buenos Aire» es viola 
loria "del art. H7, im*. 12. de la Cuasi ¡tueuin Nacional, et 
caantO grava i-oí» patente a las apemias establecidas ei 
el territorio de aquélla por una troiiipaiiút de uave^aeiou 
iii1*rprovÍn«Íiil inteniai-wiial para el desarrollo de sus 
actividades referentes al transito marítimo y fluvial. 

DKTAMKN OPA. PlCH-l-HAWm U ES EH AI. 

Suprema Corte: 

Kl C$9Q irtti* ÍSrfÉcé coi rertp(;mlc al t-oiiociuiiento Je 
V. K. en instancia tínica, pOI trataTse de demanda en- 
tablaila contra la Provincia de Buenos Aires por una 

sociedad anónima con dbm¡€UÍ9 en ota Capital, y Im- 
berbe puento además en tela de juicio la «mrtítiKKona- 
Hdad ele una ley locul. 

Ú reelamo de la parte uetoru tieiw por objeto 
conseguir le devuelva ta demandada worta suma que 
percibió en concepto de patente t'iju para una amencia 
marítima (ley 41ÍHt). A juicio (le la Compañía Ar- 
gentina ile Navegación Milianovícli Ltda., eso impues- 
to es ineoiislitiieioual en cuanto afecta al comercio ma- 
rítimo, materia ajena a la jüi'¡*d¡ceióu de la provinma. 

Trátase, ¡mes, de cuestión equiparable a la resuel- 
ta por esta Corte en su fallo del t. 170: 42. Allí, se 
diseutía la validez ile una patente exigida a quienes 
concertarte» tiesura* fluviales; p quienes abren agencia 
mar. (tina; y salvo diferencias de detalle que no afee- 



dk jrsrtcu pk la virio.".' 



liiu a tu;-, argumentos hechos tfftfef entóneos, parecería 
ya®, caso de mantener V. 10. la jurisprudencia aludirla, 
corresponderá haeer luwar a la demanda. 

Con todo respeto, reproduxeo, no obstante, las sal- 
vedades qfiV formulé en aquel caso (dictamen da 2(i dtí 
abril di- 1!KE7>, |»or parererme que la patente tu CÜ*S- 
tióu israva a ana agencia eomorciiil, situada fuera riel 
put-rli), y es justo contribuya a cortear lo« servieios do 

policía, justicia, etc. que reciu- del gobierno p?ovín«al, 
sea cual fuere lu índole do sus actividades. Es obvio, 
a mi entender, que jaa autoridades federales mjifpuw 

inlerveiirién tendrían por raz<m de la materia si, [>or 
ejemplo, se pu-oilnjesen delitos o desórdenes en cí loüttJ 

de diehn acucia. " HUiTgieren cuestiones acerca de *u 

arreiitlamiealo O desalojo, liarnos Aires, setiembre (i 
di» VXVX — Ji'/in Ahtirrz. 

V\\.\,\\ DÉ L.\ CORTE SUPREMA 

Buenos Aires., octubre i de 19*0. 

V Vistos: Los autos de jurisdicción oriuiiiaria se- 
guido» por la Cíii. Arifi'iitiua de Navejnieióu Mihtinovioh 

Ltda., contra el <¡nUienio Úé lineaos Aires por devota 
rión Je una sania de timen» pairada por patente, y 

Resallando: 

Que a fs. ltt se presenta don Alejandro i'. RániSIo 
011 representación do osa firma entablando demanda 
contro la Provincia nombrada por reptítícíón de dicho 
pago, |K>r considerar inconstitucional la ley que faculta 
ta ini|msioión, en virtud de consideraciones que expou- 

drá más adelante y pidiendo que oportunamente se lo 
mande piiííar lo dosomlwilsndo, ron intereses y eostas. 

Pnndfl la jwrisdiw'ión Oríglliaña de esta Corto Su- 
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pr*rfia en f|M* *P trata <í« una neción civil deducida pbr 
una sneiedad domiciliada «S esta Capital, Cangallo 
X" :¡(«i, contra uji tiohierno (15 Provincia, según cons- 
tancia i[iur acredita el poder luí acompañado. 

Diw i|u« mi mandante es una sonedwJ dedicada al 

Comercio y navegación iHíirítim i y fluvial con una flota 
(al vez la más importante del país, que .sirve tas coimi- 
menciones: cutre puertos argentinos y eun puertos ex- 
insiijeros del Atlántico y del Pacífico, tjiic para atender 
las necesidades de su trát'íco tiene establecidas eu 
diversas plintos tlel pais agencias marítimas y slieiii'sJl- 
les tlUC "tiende» es<-|uHvaiiteutc los asuntos ronce r- 
nii.-nte;> a su tráfico como ser operaciones de carcas y 
d«'M'nri;¡i. fulradji y salida .le l.wpH'S, contratos de íle- 
tntiinilos y «.¡uMrv L-i Provincia de Hílenos Aires por 
ley X" 41¡'¡> lia gravado con una patente de iníli. ¡2UÜ 
a esas agencias, vemian no pasajes. K¿av romin-Iidu 

la C'ónipañfa a pagar dicha iiatente. alionó su valor 

por la Jijr«'iie¡ ji riño tiene cu M¡ ¡ del l'lata. pero bajo 
formal protesta otorgada el .'¡1 de enero de liKlH ante 
el K«i-riliaiu tipo Aníbal L <¡axcón. Que este derecho 
aféela al |iriueipio establecido por el arl. 67 ine. de 
la «'onsiltiición Nacional «pie declara tpte corresponde fí] 
(Mu-freso de Iti Xueit'm "rejrhtr el comercio mm'ítiuio y 
terrestre •*»in las nacione* extr¡iiiji*ms y lie las provin- 
CHI8 entre sí". Cita -en su apoyo el tallo de esta ( 'orle, 
torno 17!». pág. 4'J, y traiiseriU- alyiiaa.s de mis eoriside- 
raciones, para tenninar diciendo «ue, tratándose lie QU 
caso análogo, le corresponde la misma solución y reit-e 
ra el pedido nales formulado, tanto más cuantu «¡ ic la 

ley racioual S* 1X388 creó diversas patentes para toa 

laitpies de bandera nacional, as: como para los (pie tie- 
nen privilegio- postal y por «'1 arl. 1.» debían pagar una 




en ia« provincias 1u.Ihch.Io .«ido KUpri.ii i 
LhIos cs| í( > derechos ,«,r In lev X* 12.313 con el pn>p©- 
sito fm-ilitar y fonu-nlar la» ronmmi'jii'ioncy. 

Tórrido tr:isJ«<¿«. ,„. la demanda, » fs. ;!1 la «<.iii« >- 
la el doetor ■lose A. (¿tilmo (Vista en repi'esonIíic*ióu de 

In Provincia dt- Baenos Aires, y exprés» < |U o ni san- 
cionar I» ley X 4U«i I» Legislaluru do es.. Estado »h 
ha hecho Oír» cosa que «percha r facultades propias den- 
tro de un díTM-lin ¡ licúes! i onu lile. l||lC os el de jjnmir 
con r«,tontes de [ftafl prudencial )t di.-linlu* imimf.-Ktu- 
ciónos del comercio .pie se ejercitan doutro do su jnris- 
dieei.'m U-mloria!". "<fe« la ley .pie se ataca no osla - 
hJcce un gravamen u| «ÍUimíO marítimo; HUI ella li( 
l'rovineia < jom- un |» (M ler .le imJh-ui que le es propio y 

cjue . u nada afecta nt comercio interprovineíat". Por 
Cite pide que M' pcclíttcc In demanda, con cii-ctns. 

A ts. .'!4 vía.. >e aloe la Ggtt&a a |) rae ha. Se pro- 
duce la <|lle t.í roció el deunilldíüile, solamoiik-, de t*s. .'[7 

H 4H, scgaO certifiéaeión (lo IV. "hi. Se alega de bien 

prohado |K»r las partes y se oy. oV*p«és al señor I*TO- 
cnrarlor «¡cnoral a t's. til'. V (negó se llama autos para 
tU-fjfiitivii : y 

( 'olisidenimlo: 

I » «¿no los hechos ni que no finid» | a demanda han 
sido expresa y lá'-iranit-inV rcroiKicidns por Ja tiouuin 
dada cu sus escritos do conlestueión de la demanda y 
alejfalo do fs. (¡0. aJenuís de que resultan eoin- 

'i prru Ui noe ha tendido» el mor, 



1 1 ) <¿uo la pal.-iiU- de in**. 2011 cobrada a la «ge* 
eiu de Mar .1.1 Piala .le la Compañía Miliaiiovich, de 
acuerda a los términos «le lu ley N ? " 41ÍW, y pajíaila por 
e|Jn bajo fon nal proteja t >>, .sin duda, |*ir oí eowepta 
(lO las ndividmlfs qwi clesum.JIa dentro de la Provin- 
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cía, C'XfliiMvaim'iite dedicadas S facilitar el tráfico nía- 
rítinio V fluvial de los ele-meilios de traiis|wirte de la 
Compañía que sirven a la forn.niiranón tío los puertos, 
de I» República entro sí y cutre éstos y los de las 
naciones extranjeras; o sena ¡* la eominiiración por 
agua interproviijciul o intei nacional. <¿ue, en ennsoeuen- 
cía, no puedo negarse qne el (JoMCho míe la Compañía 
paga por su agencia grava o recarga Uts cjuiitintcacioiies 
dé referencia e importa uny verdadera reculación ile las 
mismas en U»s términos previstos por el art. '¡7, ¡no. 1*2 
de la Constitución Nacional. 

III) Que el caso pivseutíi l«s mísnUM caracteres 
del <|uc esta Corte Suprema r-onsidoró y falló entre la 
Sociedad Anóninia do No-riiros "Ka Inmobiliaria," y la 
Provincia (le Corrientes v\l actltlir* 8 de IR'iT, cuyos 
coiisideraíldos, par* evitar re|wtieio!ies, deben darse por 
reproducidos —Fallos : 17», 4Ü. 

Kn su mérito >* oído el señor Procurador (¡ene ral, 
se luiré lu^ar a la dentanda. y se dispone que el «Job-ier- 
no de la Provincia de Buenos Aires devuelva eti el téi 
mino de diez, días la pacenté de pesos doscientos cobrados 
a la Sociedad Argentina de Navegación Milmnovicli 
Ltda., sus intereses desde el día de la íiotifieació» de 
la demanda y las costas del juicio. 

Notifiques», repóngase el papel y ,-ti su oportuni- 

IfoiíRitTo lir.rmi) — &STOHIO 8a- 
«JAHNA — Lirw Lisabbh — 
15. A. Nazak A.nciiokkna. 
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IÍAMON HAKIÍEIJA v. I'ltOVINTIA 1*3 &A$ -MAX 
JtO.\0RAIiK»S: /'r<u../*i"> gtñ&nkü 

VHKsvUll'iins : !>rwh*ntnt». 

La (SfeoiKtaiU'ia <lc hallar*!' regulado* k» lumtirarii». 
turna pxlcmporáiM-H la defensa <!«■ prescripción hianual 
opuesta por f>l demandado >\w> antes se finidcí en **Ha 

para si^tcnrr kíii i'xitu la im precedencia de )n rojridncióii, 

en iiivh oportuiiidml kp d*K> a wüm su dereehn pura 
invocarla cnmuli, se le indinara el -sapo. 

H<iM>fiAiU<'S ME l't-.HM": /*'<iMif.»>. gtWfaah*. 
i'Hhisi'Ull'i'lOy \ Ptpffifafífn -i* i'-<i»»ts m partkukt. Círü, 

Lo* térmiin»* "I6d> clase dei t-m |»l*»a«lt»s I» Administra- 
fifiu de justicia" nsádm en «-I :irt 40:t'i. ¡m\ !•, ■ I*— I C& 
iHíW» <"i vil. deben wr interpreta do* en su scntÜk yrnina- 
tieal y iifiml, 

• 

llUXOfíAítHtS l>K J'hMi'i: lT.n if.it>* .nnrmir^ 

PRÉSCRJIt IÚS : f r rp*rijiríiiw tfr <wví«lfti ñ parftrtoftñ rírU 
Avriotir* prn-cni'tthU.--. 

\*>k peritos judiciales n<> éstan romprendidos en e| art. 
4052, hu*. ! . del Cftfigq Civil, sino en lii pmeripi'tó? drl 
art. 4()¿'l del misnm. 



c«n motivo del pedido rio repiiafióo de honorarios fernm. 

latir, por el iniíeniero don ('hi-Im* K. Macvlii, <pic había actuadn 

en ri juit-io rúrau perito, representante clip la JVnvhicia de 

Suri -Iiijiii opuso Ih prescripción fundado en «pie desd-e I» Techa 
lie presentación de la pericia husta la de a>|in*l pedido, había 
transcurrido un plawi mayor de do* años previsto ■en t-1 art. 
•W32 del Cfidígd Civil. ' 

l>a Corte desestimó la •itwisicióu haciendo presentí* «pie 
■*oii filo m> t¡a priva Im a la provincia di' liacer valer e*a drfrtiva 
si despin's de efectuada la re¡ruJae¡úu. lucra intimada pura i-I 

0. 

Obtenida lu rr<riil ación de >its hiumni rins. ■■! injirriiem 

Mandii H>lii-iló enandamient» de pagó tontrfl ll l'r,.vin.-ia, vaya 



5i FALf/M DE LA r.iRTE SUPREMA 

ipo^ittrlo íte presentó etttójtí*8 ^«fejRlo uQM«meittc la 
prescripción. 

El perito MWtlréu •{•[>■ la aplicm-ióii del Jtrl. 4(13:* «Id 06- 
C'ivil era cxtfiiiponíiK'a por tratarse as honorarios retfu- 
<)iit- prescriben por ello a Uis ili«>z añint: y qué, (wir otrn 
parte, la <lis|>*»sit'it*m del ine. P oíd ari. -1(132 iM <.VmIíiío i'ívil 
mi uuniprend* a !«•« ponto*, i-iiy«i ilt-m-ho n iihlcinr la n^u- 
latfS&i At sux honorarias preadriísé a los diez a ñus (firt. 402:*), 

FALLO 1>F. LA CuliTK St'I'KKMA 

ISueim.s Aires, octübfft 7 (áp 1!»40. 

Aillos y VUlus; (.'miHhieiíini.lo: 

(¿tic l;i ih-lViiMi de prescripción ojmesla no |»uude en 
iiiiitfúii cuso coiisideuirs» exli-iiipontiico, porque *e la 
invocó aillos de practica r«*»> la reculación de los liouora 
riba del perito hitf. Maci'hi —IV. :i.'!<¡ — stilváiidnsc cu 
el auto «le ís. i'Xpri'Mimenit" el derecha de Iü Ptfl" 
víTir-ia para hacer valer la wccepoión, si le fuera reqtie 
pido el pá#0- Kh tales condicione*, no resulta nwoéarip 
prftimiK'iniiiicnlo algún» respecto t\v la posibiüdad de 
aplicar él art. 4fXi2 del » ó<h>o Civil lue*o de regalado* 
los honorarios, lo <pie iisí se declara. 

QlM los («'mullios "loda clase de empleados en Ui 

Bdíníñiatracióii de justicia" usado* por el ati. 4n:{2, 

iiie. V', del €¡M&gO Civil, deben ser interpretados en mi 
sciitifiii gramatical y usual, o sea, cuino referentes a la 

persona destinada por el estado al servido páblioo. 

<¿iic ésta interpretación ^imnatical que sunfe tejar* 
pc»r él sólo 1 ice lio de aplicar el término "empleado" en 

«ü aeeptípn natura!, íes reforzada por lo» uiitpevdeiittw 

que indica el eodilícnrlor. Cita *t (Joyona en el nrl. Vtf'2, 
articulo que (fice: "A los jueces. abogados* procurado- 
res y lodu clase ile curíales, su* honorarios, derecho* » 
salario*''. Curiales *íoii los empleado* subalternos de 




HE iH'STH'Ia DE I.A NACJÓN 



35 



los tribunales «Ir jtisticirt, según nll UCepetÓti imimutieal 
y jurídica. Cnní. KsriciiHK. Duii'iiinr'u* 'ir hyisludón 
etc. .Vuestro codificador, romo se ve, .se lm limitado 11 

siisiilnír a tod« claw *K- curiales" i»»r "toda elane di* 

empicados Wl I« admiuistrarióu de justicia". (1-ivkna 
comentando el articulo — ('iHicordiiiit'íus etc., t. IV, 

páje. .'t->* — dice (jiie l¡i disposíeii'n está conforme eóiu I»* 
arte. ü-'7:i FiannV, 24"1 Nudo, ¿007 IMatul--», l»¡74 <fc 

Vaiid y .'54ÍW de la Luisiunn, «rífenlo-, ipie 80 refieren: el 
primero a proeuradores, el secundo y cuarto ¡i adiados 
y procuradores, el tercero ii alionados, priM-unidorc* y 
notarios y el de I,ui-Ínna a .¡ucees de paz, notarios y 
otros oficiales ejereiendu sus ¡'unrioiies y a los enlista- 
dles. f*Ot «l'Hlbo, la Ij*v IX, I. XI. K. X lie la Novísima 
Keeopihicion. «nado J«>r el i*odi fieador y ¡un- (Joven*. 
también se refiere sólo n los letrados procuradores y 
SOÍtdtflUlorSS. 

Que, rn iwiiíWcuciieia, los perilla judiciales n» *(#■ 

tán comprendidos eti el Arl. 4032, inr. 1' del OÓdítfO 
Civil, :síno cu la firescripción «rneml del Arl. 4<>'J't del 
mismo CMigO, A>í lo sostiene, ppr otra parte, ¡Sai.v*t 
en su eoíHwiila obra y lo lia resuelto la Ksi-ma. (amara 
Segunda de Apelaciones en lo Civil. Puede verse ha 
Lvji. t. 2$ pátf. 5+4. 

QOc ha circuiistaiiria de ijue el ¡neiso digu "sus ho- 
norarios o derechos" nada Minifica en eo-ntra ile esta 
conclusión, pues es saludo «pie durante muflió tiempo 
IiiiIh) MetOH do artuaeióii con el ¡íruneel eorrcs|M>i)d¡eMe, 
Ins. que fuero» suprimidas etl «'I orden nacional por la 
ley N'* tm del 1 1 de agosto de l$& 

Que, tal es por le demás la interpretación Iieclia pnr 
el Atilcnri'i/vctu rf<? Ciidri/ij 4'irrl del dorlor Bitui.«>Nl y 
por lu Comisión revisara al inodifieur el texto del 

art. 40%.' substituyendo la fm.so actual "y toja ela*- do 
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empleados en la administración dé justicia" por esta 
otTa "y toda clase de fíenlos*'. Se amplían más aun 
loa casos de «-orla prescripción cnuneiados por aquel 
artículo abrevándote el me 5' c t ue dice así: *' A los in- 
genieros, agrimensores, ar-mUectos, y tocios los que 
desempeñan profesiones literales, por sus honorarios. 
Kl tiempo se cuenta desdo la terminación del trabajo*'. 

Por estos 'andamentos no ha lugar n la prescrip- 
ción opuesta y corran los autos según su estado, sin 
coatas dada In naturaleza de la cuestión planteada. Há- 
gase Ktiber y repóngase el papel. 

ROHEIMO lÍKl'KTTCI — AXTllXIU «A- 
i ÍAIEN A Ll*IS> l.lSAHtS 

H. A. Xazaie Ancuokesa — 
K. Hamos Mejía. 



*. A. VIÑEDOS Y v - XACIOK 

Mi'VKSTO A LAS VKSTAS: Rxcnt 

La ley N* 12.143 de iinpiiestf»* a lu ventas no i-alifK'a 
iiViiioHinente a los productos q.ue prava o eximo de impo- 
sición fiscal, aunque lo* eiiumexa y se refiere a Ihs mjwc- 
liva> Ipv«n nViiii-ast ti «irgáideati. 

Ufl'í'ESTO A LAS VEyTASz Kxatciw*. 
tjíf pj¡ l'tUJt'ÍA DE ViSOS. 

Los vinos tremónos ipie mem-io-iia \n ley 12.143 son los 
tjtif la ley -V" 4363 considera tales; clHsifii-ai'ion que no 
puede ser modificada por la Di nación lien-Tai de la.s 
Oficina Químicas Xütmtkx 




IMPUESTO A LAS V ESTAS: Eax*ct<nm. 

A los efectos fie la ley S» 12.143 los vinos espumosos (i|>o 
'•hfliiipjiKiip Kon "no jtemiiuoK" — lo que ng implica 
«tribuirles ta r<m<Iii-ióii «le arí ilieüal — y »u se iiallwi 
«•oniprendidos tu ta rtenoáo prevista en el «rl. !». ifie. a> 
dé aquella ley. 



SüNTPN'CIA l-B. JW¡3 PH.EHAb 

Huenos Aire*. agosto 34 de lSa& 

Y Viatoa; Resultando; 

(¿me Ifi Micinlud aelAFa, de conformidad a lo dispuesto pn 
«•1 «rl. 42 «le la ley N b ll.tiH.'!, inicia contra el fltteo nacional, 
demanda eonteneiosn de nm\ resolik-ión dictada por Impuesto 
a los líi'-dilus. por la cual un se lia»* lit»ar a l«w recursos .le 

repetición y immsMerti.-tón, ni-faÉt&jfm <lev<>hk-iúti Je una 
suma W dinero, abonada en concepto de impuesto, ni al de 

npmiriún del impuesto « la venta. correspondiente al segundo 

y tercer trimestre «le líKii*. 

Expresa. que de acuerdo alart. ¡I" del tlev. regí, de la ley 
N" 12.145. la Oficina Química Xacúmal de Mendoza, les ot<trfg¿ 
certificados do análisis de libre eirculHi-iñn. de Iuk que «urj» 
1)00 los vino* ** tip*> cliampagiie'" que fabrica son "vimw gemí i- 

non" apto* paw el consumo pot su routenidó y que eo conse- 

eucm-ía. de conformidad al inc. ai «leí ar! if-' de la ley de 
impuesto a las ventas. » 1U.14U, están eximid»* de diclio un- 
puesto. 

Que no obstante ello, In Dir. del Impuesto a los Réditos, 
funitátulose en una serie át consideráronte* que iu» cuadran 
al criterio «le la ley ni «le la justicia > equidad, lio l« ■ entiende 
así, |M.r lo cual se han vis.!.» 0>ÍÍgiwbw a pagar el impuesto 
cuya iIpvoIik'Íóu hoy redaman. 

Que en mérito de lo expuesto, pide m* condene al fisco 
nm-t- a de W' verles íh simia «le $ fi.2fifl.Wi, que se lian visto 

obligan, a pairar, con intereses Me H día de su papú y las 
costas «iel juicio. 

Que el représenla níe del fisen •'niilcsla la demanda, «*- 

teniendo (pie el impuesto cuya <lc\«>lin-Í««i se persipue lm sillo 

bien exigido, por cnanto eí vino de la adora, objeto ile *u 
reclamo, no era ireimiiio. 

Qup «mfenríe « lu (IÍHptW«0 « el «tt. J* de la .*>■ X» 
43(i3. sólo sí consideran vinos nemiinos en la República a los 
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ol.tr n ¡tic»; por Ib fertQ«ll«tón de uva fresca " simplemente 
estacionada. prn> no a los wmipwüU» y espumoso*. 

QOC la materia prima »íue s.- filípica en la fabricación de 
"i'lianiiiajrn?" es "vino DXtlublo", pin» una v«* .nie a esra 
materia se le adiciona azúcar y árido earbóni.-o. ''"ya presum 
wa superior a íIíw BimúsfWaS a cero tirado, p si la pWtt JÓn 
virtud <]<■ fermentación natural «le fiiear agregado. t«**-iií< -u 
y iWálmeute el producto pasa a «PT VÍIIü e-ipmnOMt V m> O*- 
vierte en vino "no genuino \ 

Se extiende en larfift* <-on sideraciones para corroborar |u 
expuesto .-on relación a la ley Sí!* 43t¡3 y su de»\ regí., de fe. lm 
febrero lít Je l!t3f* y Bjfregá «pie el heelm de «jlle élt los eeríi- 
finidos a <|iie alud* la aitora. expedidas por lu Oficina O.UH- 
mica Wional de Mendo/a en el alio se ratifique fie 

"(¡«•nuino apto para el mn>nimo>" el vino tipo rhampairne que 
fahrii -alia, nada siguí fie* frente al .-iite¡í«r¡f<t informe expedido 
por la miaiDi ufk-iua en setiembre del uño patrio. .| U e desvir- 
lúa totalmente til t -al i fie ación OjUf llQ Ra ajusta ni a la letra ni 

al wpíritu (je la ley 4;if¡:i. 

Qáe en mérito m expuesto y dando ppjr i^piwtwidwi 
loa rnndam™i«s de las rranlwinite* adntiniatrativna dripwt- 

t.prias v |«r negadna t.nlos los he.-H.ts que no haya reeouon.lo 
expresamente, snüeita se iu**liiiw. C'iW CO*SM. la arrnm de- 
ducida. , 

IWirfVraiido : Que radicando •'I tMWÜiMAita w la «eti. 
PlÚn impositiva reebnuid* ñor la avtora. en el lieelio pin* ella 
aleado, de ser el vino " champairne^ qUC elabora, vino de 
'"lino genuino", corresponde, a fin de decidir .-I caso eWfifio- 
na-do «tableeer. Je aeuénlo a las prueban aperlada* y de 
.oiiforiuidad a las normas légale* y ^«lamentarías de la ma- 
teria, ojié ** lo 0,"e ** entiende jtor "vino genuino" a \fm fines 

finales. .... i • 

Que es exwto. **írun lo •«•stiene l.i aetora, 00* ei me, a) 
del artL ír* de la ley de impuestos a las venta* X'' 1*J.143. de- 
clara exento* del gravamen a lo» "vinos gemimos". Conse- 
mente ron este precepto !«?al. el Hrt, 23 del dee. njgL de 1>- 
hrvro 25 fie IB-'¿>. dispone »pj«', a los cfo-tos de la exención 
de lo* vinni< ¡jeitaiims. (ton lale* los i-oiisideradvw |a»r la ley 
v rejilameiitaeiún de impuesto* íntimos. 

Kl art. I» de !« Ipv N* 4863 iliMpon* que afilo wm«fl>ran 
VÍBOH pentiinos. en el territorio de la li>-públiea. a bis obtenidos 
por la fenoentacUm de U uva fKMfl o simpleiiiPtite MlaUlü- 
nados, Esta tabana ley. en su nrt. 2*. al enumerar los "viiios 
no ífenuuios'\ .pie denomina "vino* artifioalea" larl. P). 
declara tales Cinc. 3-». "a los uue ae Ies agreguen «Wtauciaa 



í>e jrsneu df. la vvción 
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que aun siendo namraie* eu i»* vinos pniiiínoa, simen sh 

eomptoaící$n b dmuilibiren la relacen dk> \m coMpcépitef de 
un vi tu i yeimitm . 

El urt. al dc-larar fóritoa los tratamientos ipie autoriza 
sobre hks vinos liivlios. disponi 1 en su ine. ü' ijiie i-niisidt'rn 
t-uniii lal tratamiento, para la olíiem-ión de vinos espumoso*. 

Im aaltrioh <!*• »n- i *í*» i-arl-tlnco fiiiindridó y iiZ'iraÉ*. 

de las citadas disposiciones legales se establee» con 
claridad, la- sumientes <^»iii> Insumes r 1 • ,\1 dispon»!* «1 art. 
I" «le la ley N" 4'Ai»l. i>n farimt limitativa y excluyente» «pie 
''sólo" se e<in-¡<1»i'uii VIM04 gemimos » los nbtetiido, por fir- 
men tachín o "shiipleineiile" estacionad) ds, h,i .pierido síjjiii l'í - 
ear que, cualquier tr&taiñteutfl >» manipuleo «t** se-gnudo grado* 
que utilice ese vhiu ya hmho y obtenido "n«»r fermentación" 
«i "simple estacionamiento" no ¡a? ni considerado a los fine» 
ItriPiH, &mQ Yin» f^nuíno; 2 í, ruando t'I in<*. 3* del ari 2' ilr 
la ley N- í:t«;:J. declara vino n<» genuino, al .pie «p ebtengfl 
ulilizuudo un viim ya lierhn. mediante la- ¡i-rrr^n-ii'iii de cual- 
quier sustancia, aun siendo .'-stas natural**, incluye sin «In-l.-i 
alguna ii i "i-hani;uiirm<" "vinn espmnnwt " de^lt- Que, cu toM 
vino, al ser producto do un tratamiento, ni» se i-onsi-rvn inal- 
terada y en equilibrio ori^Oarío. I» Mueiún <le Im eafflpo- 

nenies del vinu ¿reunido utilizado para mi obtención; 81, si 

el viim "cliampairi» 1 " wtuviMe im-luido en el art. 1» de Id 
ley \» 4:H¡:i- como riño genuino y por tanto, éoioó prudilela 
de un t rataniento lícito, no se explicaría la razón de ser del 

bte. 5 ilel ar'.. ti', cuando expresa nlé declara licilu el 

tratamiento a i|iie es necesario someter a un vino luvlio •> 
trenuiuo para obtener el vino espumoso o liauipajrne ". Si 
como resulta de lo establei-ido en el informe tccnieo de IV 
27 vta.. ipie la fabricación del "rliainpiiHiie" se efectúa utili- 
zando como inalerin prima, el vino ueuuiuo. sin esfuerzo se 

comprende 'pie. el vino asi oh tenido, mediante iiilieiún dr 

azúcar y atrreimdo de ácido carbónico, euya presión sen su- 

perior a dos, atiiiúsfemH a f&p yradn. o si lo piwee t k n ríriml 
de Fernientai'ión nalura) del azúcar uiír.'iíado. «leja df ser vino 
tfiiuiim para roiiYertirne en vino e^piinn™» 

El prec^deine raci'n-inii», lleva a la «'oiicIusmui final c im». 
lüdible. de <lUfi el Vino "IÍ|Hi .-li«iii|»a(;he" rlab.irn.lo p«r la 
aet<»r.i y qiw pifteiwle w peiiuílio, ex vino no gÉUUÍRO, y |n»r 
lo lauto extrani» al enuuciatlo drl art. 1" de la ley N'* «feí. 
lo que así se declara. 

Qn4 en a¡«iyo .le aquélla conclusión. chIm- tener en Míenla 
que. los inf""iiü'N lée»««M obranlts a fs. 27 y ¡ló del expvdieute 
administrativo ajrreKadic sin aeuinitlar. ex|M-did<j |mr las re*- 



neelívaB reparticiones tíenieas competentes, con sobrado y 
eonvinwnte acopio de fundnmeiiK». s«>n ra un todo rfrtliculent«¡. 

<Jue el contenido «leí ari. 3" del de*., Wgk * 
11.245. en manto dispone «|ue lu perwpciun del dert.Ho ¡le 
HiiáÜMH anÚ efertwad» iwr I» Aduana, rcvept«>rias y la Adm. 
.le Impuestos Iniernoa, «le «líenlo .on la «WM 'i'"'. p " 
rada «rllfieadn han. Il Oficina qafmira Nacional restiro, 
une la Mp«ira invin-a. sosteniendo es un prreepto que por iffljai 
debe «bltaar a la Dir. Oral, .leí Impera « I«* Itódi^ en 
los casos en que «leba apreciar la calificación «leí vum ijeuumo 

a tes fincK de la exención ¡lupwiiiva autorizada P° r el ■> 
ilel ari. ft* ile la lev N* 12,149, «S argumento «m* no puede de*- 
virtuar Ift HWfflUa^ a 008 el Miwrintn arriba premien le- 
niriile. En efeeto, aparte de trillarse de inm iliupOBÍOlJn reirla- 
mvntaria. V •>« incluir en su teártO a la Dir. (¡ral drl Implícalo 
h lo* B^itOS, es un precepto iJestiiia.li. a prever rumiones .le 
reparticiones direetamemV «lej>en.lÍeiitPt; del I' K. «pie un 
puede desvirtuar ni enervar las funciones M» bajo una directa 
n-spousabílitlad. l»s leyes Nos. 11.683 y 12.143 eiiNumemla» 
a una repartición Hiitániuica. comí» 1» «! 1» '" T - WÍ ■>"- 

puesto a los Réditos y a las Wntas. y dentro de .-lia. con 
autoridad propia, la perewia. «*n su cometido «le juezatlmniis- 
trativo, sejrún lo disponen lo* urt*. 2* y .V de !« ley .V" I1.KK3. 
En de sana l¿|íica ailminisirativa. el «pie un dictamen ! 



terpretativo ¿c la Oficina Quimir-a Nacional, expedido para 
fine» cxtraftim a Iék leyes 11$%, y 12.14*. y máxime ejaiido 
tunm en «I caso *ub Ule, él adolece de error, no pue.le ser 
idili"atiirio ni irrrvhiblr na ra una autoridad uue obra «on 
eóBpeteneia propia y dentro de la jurfed^Kn .oniencir»sa. 
admmiarwtiva que la l«\v tb» m rrcarióii le asi«nia con CártetW 

fxeluyeritP. 

Por tanto y las etimideraeiones expuesta*, fallo n.n fir- 
mando las n-*ohif-ion«-s administrativas de la ¡•••n-nci» . re.-ai- 
das en el expediente núni. M)T*'iK d (-sestil»» nd o la demanda 
deducida por Viñados y Bodepas Arizu <s. A.l en contra del 
tWo nacuma!, solire réperieion .le pa*0 y onosi«-i«ii . sin enataa. 



■ 



timm Ain's. noviembre B <le 

Crmhiili-nmdin <¿ne lu c|,rsii«'»u traída a «.lucimiento del 
Ininul se limita ¡i «Ifjar cstablwido hí el vino "lipn cliam- 

" eiaburado por la aelura. os u rio viim *^M^>f j 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN bl 

(•lito, st esl» o un exento del impuesto a ks ventas <WlGWu« 
a fe dispuesto p»r e-l art. 9* de ]a l-y N" 12.143. 

QUft la U$ BpfcP* vino*. N" 4363. estabheep en su art. 1" 
que "sólo se e»n*¡di»r*r«n vitma ^nuiiios. cu ''I icrrilnrio de la 
)iep>úhlii-a, a los obtenidos por la feriin-iiiai-Mui de la uva frese* 
i> ximplrmeitie etta^ohftda"; cu mi ari. Ü" drrrrmina ítUíIm 

serán los vinos .MHisíderados "'O» ppuninos" ; el art. 6'" admite 

cotim trittaiuieiiio líciln para preparar viiu* c*|iuiiiusos. 1» aili< 
<-¡óh ilct áeido i-arbVmieo. anhídrido y azúcar: y. funilmeniH. 
el art. 7" dispone que " 'las bebida* comprendidas ni el »ft. 
2°. llevarán la rtenothHi&jcknt de liebidas «ni filial i's". agregain- 
rlo (pie "toda oirá Müdu shiiilar a lá> enumeradas ''-Isi lejf, 
cualquiera que iueci su naturaleza o procedimiento de elabora- 
ción, ni] (Muirá llevar otra d^ígnáewii «jiie la «g IwWd" urii- 
fU'iu!. «*un excepción ilc l«s vino* eapMBWBKKf . ... etc. 

QÜe la nuera ley general sobre Ui materia, N° 12MV2. miiii. 
tiene estos eoiicc-pios, definiendo eomn "genuino»**, a los viin»s 
"obtenidos por la fermentación aleo-liólit-a ■)«• Ih Hv» fre*ea o 

del mosto «le lu. uva fresco..," y añade tjgW '* ningún trtW 
líquido, cualquiera *ea su origen o composición, podrá desis- 
tían* limi d lióTiitnré de viuo.. . éxttpia lo* especificajloH moa 

adelante; c] vino espumoso " ehampapue. . .. etc.". para termi- 
nar que luda otra Mtiit* similar a las eiiiini»r;ulas en esta l«y... 
no podrá llevar oim dignación que la de "bebida timMV 
(art. 7ty 

Que. « «u voz. la Regí (¡ral. d« Impueatoa internos (art. 
S6; tít. Vi!, prescribe «pie "la elflboraóión de !«»» riño* ii|H> 

eharnpHL'nc y espuman!»' |mr la n-íreiraeión de los jiro<luet(»s 
autorizado* |»r la ley N» 4*Ui!t. se sujetará a lo dispuesto en 
loa arta. 75 a 7lt de nstg título"; y el art. 75 dice que "los 
vinos licorovis. ele. "pura ser -considerados vinos ¡jen niños" 
deberán ser elaborados a base de vinos geuuinos. sin otra 

adición qúe las que autoriza la ley X' 4:tii.l. . , y en pnqwireiu- 
nca ateplahles por la (Ifiriiut (¿uíitlira N-i^iiuial". 

Que la ley de impuesln*. N> llSfiS, cu su art. (i*', ilispone 

que "low vinos ireiiuiints... pagarán.., ton excepeiéii <le loa 

Hiffuienles. . . P ). los vinos tipo i-liaiupa»iie y espumantes...'*. 
CBlUblecieiuifi BH el BU. 7" el impílenO «ue ileben Iribntar las 
bebidas arlif ¡.-iales. o s*>an los .-onsiderados vinos "no gemí i- 
BM" ^ ^ (»rt. 7'. ley 4:tKl). 




(análisis núuis. V29MZ y I41.4Í1). en el sentido de que es un 



"vino tipa eliampaariie. apto para el roiiMimo". .oiiílusión que 
p-iu-ra t-n la ñola í|e ^wMfcWi de 

Que prítruntada la Adm. de impuestos Internos. ' si los 
vinos lipó L-hampftK'W elaYwradoe por la firma «.-tora, "del 
pnnlQ lie vista fi«-al". -m vine» "ifeiniiiMis" •> por »'l .-mitrarlo 
vino* cempneit-tos üi «^«<ñosf«, temmviados "no ireiium*»* . 

no", t|uc si s». !«• adfcfotM urXu-ur deja de ser (Termino, j si s«- 
le airrejM áckk) earbáiiica. « vina gasificado; «i la presión es 
Mtwrfrr ii .les niin.WVr»s a tero «nulo de teinperainra, ele.. 
.-i.-.. vímii e^pmimx» o eiianiiWL'iie «k l art. r. me. n) fii la 
lev S- IJ.:í72. r..mpr«i«l¡«los. « ef«-t«« «le las toHftt ^pwitirBH. 
del (joto ordenado (art. fi* «le la ley V 



vii el atrl. 1114 
antes, iraiwriptu '•. 

Un.- la Í>U: ®Wtl ^ "I*'''»** yuhil¡í*J £8*10011*$ 
re^imude a.erva -le *»M misma propinHa. «íi«*íeni I* . que del 
nimio de vtHÍN fí*nl el viril) elaborado por la ttét<*> rib pup. e 
mt r..| ( si(h'r«il.i «mi» "^eiwrin*". ••onipreiidid.t en el art. ii 
de la lev N" 1963"* ni lampo*-» de lo* lin píMitíncá» del ftft 
¡**. sitio ipie déla' mt ^inddettwlb ewuo vi»» "wpuiaosa . 

Que a lo expresado p^ettení^ipente, cabe oirreiíar que la 
,..mMÓH detSnWln pl'T rf P. B, puní « ( ne ivi'lamen.av. « ley 
X- 49*9. v Mu riiefa presidida |»r el I)im-i«.r (.ral. de Ins 
OtVi.uis Quimil Na.Mnm.lev M t«hlfri.i h. el arl. 1* de m, 
■fcavetó, .,«.. "« lo* e-foetes del ari. I-" de h. l*v V- «M. un 
vino» í.-niH.os: al ... ; b>. lo» viium espeeta es ¡ dulces natiira- 
fes-' espumoso» en Reitera!, natnjnlw y gwnri«dos- ¿ . . eiag- 
fi.-a.-ióii rsia t»ii la que cvaeUeNMi el Keíílamonln liroiiialnlu. 
ffito de la Prov. do lis. As. (p. 3350, apresado a Um autos. 

Que h« anteeedentefi espútalo». Mñnfl asi también lw 'le- 
ntas elenH-nl- Rperta*«s a la .ansa, peroiilen .-om-hnr <pie> el 
vino lino H,amp f .L'.»e .-lal-rad.. por la a<*.ra. es un 

nateria ,.ri»m "vi.». . y q«e¿ «J ffe^ g 

43tí3i- Se «r-.n>fornia ni v.im v^w™. j I n* ^ ^ ^ ^ 
«k.iado yin-piep-r.-ll-pi.-rd» su ...na.'t-r.-.Twa de jremn,.^ 

v.v. q« ,..»IVrme ln estaMíee la reulam.-r. ; eu„i geggü 
inri ""> iít VI H. pííU» tfíños. ÍWni w eoriakJerto»» eomo 
•ViiiíUiná deben «-r ettfeWttl'í» i wi» de vino ¡reiiuino. »n >.ira 

Ldiéji'M) que lufi que anloria, u. ky 4-ln.l - AHÍ en precisa- 
mea lo qne oeñere en ••! eá»*. ... . 



DE JUSTICIA I* LA *AUÓ\ 6'3 

& •i 1 "' W lra*& I? alcania la exención rtniicníilu .,, ,.i 
art. W* <le la ley X 12.143. 

Que, por último — y a mayor ahuii.| H i„irMi<. — ■ 
rtvortter une .-s principia .-oris^-raulo por U\ jurtepn 
<iu«- 1* priKwdencw «K- un impoeNlb (tefe multar Hnrui 
<fc te tey, no paütendí, li««-ri>e **i*mm> n num m ntev'&m 
fe m*n*r* «ma, riftoitafo «solver* viuiquier duda tít 
del cWtt^Wfft 
En su iróriio. s* r***« Id «ni«i«m >ff«l»la ! v. «» «*»*. 
W ilrriiiru i..,- el fÍM-o H»pki.ral debe u>voÍv«r ti te 

avrtora la suma de rimero atentada ,-wir.>pt.j ,1.. m.pw*I«. a 

te vmt* y ;iW - relama en el pwwnt* i„¡.-¡,,. ,-„„ *„* ¡r.im-s.H 

«Vsite la m.lpriraii-ri Je la demamlu; v « n •-.«.las. — forto» tltl 



mimo. 



i<-ia: M0 I flftir f\rfotí* — fffetfi* l!.. n u,r,z ¡ra- 



DimuEKctA 



f\ art. K ..... .) * I» |,v .V 12.143, & UMUm psáiiclw <Ir| 

■niputal,. « te- V' 1 1 1 1 h* «.«aWm.tes por foto, la- * U 

tPA* 11 II lluu 



- Un» la l.-y W 43ltt - "|.l ley l.Vni.a ,|o .te*if ¡.-««.¡.a, 

1 $ ,M ™ i™ iuformm .te fe 37 

5 4.». -I- KM i >f.. ni«N (¿unui.as Na.-ímiates — faffih « los vin.* 
?*P«*W* '**" »rt. 1": "Niln s,. wiuéltn.r&i 

I-rJa Imnt'iirHi-ifNi d«. la mv,, fi**, ailnPte "te .-Mari., 

a> Que m mmm u» «¡d» pw^^e 

lOriT* la S» 43® (art- «), -uy., „ r .. > 

EL'^tef" V, "" S , «Trilorio la N'a.-a.„ ';, 

SSTfcf , i la 7 fi, " m ' ,m ^ mmtHh e„ M.„l¡di. h te 
«-i ¡m*m* «i- Icm mnnoft a \m ttotm dé te lm ilaji 

(art. i — m |»i..|, |(W vinos nvnuimw \ti»fttn -r <4»j..io <te 

d^rwM i m t«i mi,» peruiiridm por la M- (art G« Ipv .V- 

$mm< *i" -roarfrtfp». .mi vino* ••,„, p>nuíiúM aríirieraW" 
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seyún forr.'>|K.ii.lena (art. 2* ine. :i*).osia liberalidad del art. 
ip no habilita para dethirir i|uv un vino aai completo o adi- 
cionado, "sea tecnia y éfeet¡Yfiiiienté un riña céntimo, .va 
quí para serlo debería reunir la> iiofldfciaiwa esiabieeida* poc 

i-I art. 1"" {ahora urt. 7'' de la ley -V 12,372); Me*<le el punto 
dé eiata léeiiieu. un vino gentUlH) píenle mi comliriúti de W 
por la asrrgin'itVii azúvar y anhídridn eurhóiiu-o". y así Id 
(atáblete lermiaiautement,* p\ a«. 10 de la ley N" 43*B; la ley 
fiscal, al referirse a l«-s vinos seminn»* (urt*. HUI del Mirto 
ordenado. _v ¿5 de la ley N° y a los espumóos («rt. 

104 del texto ordenado, y 6"'. ÜMja. d) y l*y 11.252), 
'ios difermcla netamente ¡f liaría «Jil'íeil a juieío del suscripto 

(di'-e *-l director ¡-enera! » eaiáWeeer nm similitud, quíe.tañr 

prm> tendría ÍÜilfláiníííW desde el plinto de vistJi tremen ; 
dich» ley fi*al. "al ccmsiderar ¡os. vinos espumosos fuera de 
la eliisificarii'ni ile vin.<* jrenuilios. les siplé-a. por tratarse de 
artículos ttilitirári*f* Wí dereeln» de peSTO O.'*) ¡Mir litro, supe- 
rior aún al d.« loa viiWW «<> g*niií«©* (bebidas artifieialest . y 
"los viims lío deben etaaifklttr n«:esHriaim'i»te en genuino» o 
no ¡femimos. sillo ipie existen por lo menos enatro «-alegorías: 
los pmuÚViW. ;«ri. 1' de In ley N" 4363. y art. 100 drl lento 
ordenado «le la* leyes ile impuestos hilemos : no geliutuos o he- 
biíla» artificiales (art 2», htó. & y art. 7". ley 4:iri:i. y art 
108 del testo o rile nado) ¡ las espumo*» (art. fr 1 . ine. íW, ley N"' 
4303 jP art. 104 del texto aniñado); vinos ^ptiwtfaí (art. 
(i", ine. 4". ley 2¿> 4363. y art. *7. in<\ a), del lesío ordenado) " 
;V — QÍie al vino gamillo (el .pie define» el urt. V. h-y 
N' 4363 y el art. 7*, ley N v VJ.:172) . 'VI «pie se ajfréga aaúear 
y áeido carbón ¡eo -cuy» presión sea sH|>ermr I dos atmósfera 
a ee.ro erado". enrrespoiMiV la ■•lasifieaeum de vino espumoso 
(art. tí', ine. ley V «tiSi ; y l«-s vinos lino* ••liampairor 
elaborados |H>r la firma aefora. "son. por l« lauto, vinos espu- 
mosos", sepún lo dictaminan a ffs. 4!» Ia« Oín-ina* QutWfCH N'a- 
etoiialfii. o "vinos jíasifieados' \ i*inii|irendidos -n el art. 7". 
in<'. dt. de> la ley N'' 12.:17'*. romo duM la I>ivisión víñoá de 

Impuístfts fñtrraw mi su Enforme* 

j¡* — Que en virtud ile lo e\|»neslu — lo (|De no ea sino 

un «samen de los fundfttk» liríprimá de fs, ;I7 y 4!', y de la» 

correspand ientes d^po9¡eÍQne¿ lejrales — . puede lenersc por 
exacta la eonehwión a 'pie Meya rl DifCCtOT (¡ral. (10 lus Ofici- 
nas Químieus Naeiitnales. (ioetor T<itnás I. línini. ruaiirlo uia- 
nifiestn en el pnñtfl 21" 'le MI liieiifioiiiido clielameii ¡ "El iiie. 
a) del art. 9* de la ley 12. 1416 exi-lnye ex[iresaiuenle del ini. 
puesto a Us venias, a lo* vino»; ifWiilíriíw íjiii 1 <>' hallen eoin- 
prendidos en el art IDO del t^xtu ordemido; p>r lo tanto. 



DE JI'STIPIA DE LA NACIÓN 



dicha excepción lio alcanza a los viutw espumoso* ' , t se: Verá 
aún mejor la procedencia de e^ta conclusión, si se advierte ijue 
la lev X B 11Í.343. invocada p»r la parle adora. se refiere en 
sil art. 9*. „„•. a ) , al señalar las ventas eximidas del impuesto, 
a la de "vinos j*enuüW. escuetamente, y no de VÍ0Ó8 tipi» 
genuino, eomo hubiera sido necesario, en presencia de las dis- 
posíeione» letrales de que se lia» mérito. |>ara comprender en 
dicha exriieiúu a l'm i'UlM ».-oni|>uesH>* .. adicionadla, de la 
clase de los que motivan el presente litigio. 

Por estas considerar i míe*. i«r l»s di'l aleifal-it de f*. ■"(!>, 

•le la parle demandad^; y por sus fundamentos concordantes. 

Id seuleiteia recurrida, en la que st» «lew^tiina I» 
demanda deducida por Viñedtw y ModcRa* Arizti (S. A. i «-mi- 
tra el fisco nacional, sobre repetición u> pHlM 00 Ínt|iU) 1 sh»s 
a los redi loa. Las costas, de ambas instancias a i-aran de la parte 
adora, en virtud de lo que urewrib.- el art. 4K «le la ley «• 
M - Villar Palacio. - .Vir*M, líoHzúbz immoin. 

FALLO DE LA ('OH TE SlTIttiMA 

Buenos Aires, ortiilire 7 (Je 1ÍI40. 

V Vistos: \jo» del recurso de u|K'lac¡ón ordinaria 
interpuesto por el Ministerio FíiJeal contra la sentencia 
«le la Cámara Federal «le Apelación de la Capital que- 
liaee lujiiir 11 la demanda de S. A. Viñedos y Bodegas 
«'Ariau" iwr repetipión de ¡mpuestiw pandos por la 
venta de vino tipo "champagne" -f*. 76, 81 y 8'2—, y 

C'OII-"¡«U-ruiidc> : 

1. )UÍ demanda de Atizu se fundó en el ¡0$ '»> del 
art. í) de la ley X v 12.143, llamada de Impuesto a lan 
Ventas, de enero 5 de 1935, une eximo «leí gravaiuelk que* 
crea, entre otros productos y mercaderías, "u los vinos 
genuinos" ; pues, según los certificados dé la Ot'icino 
Química N'aeional d<- Mendoza, rorrieirtes a fs. 5 y C 
del expediente adinimrttrütivo ajcrvMado, el vino efe la 
adora que sufrió la imposición fiseal discutida» fué ría 
sifieado como "Vino tipo Champagne, Uenuino apto pa- 
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m «-I (fetisHMo' 1 ; y, mhii« ¿••giiii i-I :irt. .'í del Ppervto 
Reírla meuiitriu efe Iji ley N w M:24Ó *©br¡e Tarifas de 

Análisis, es* esa oficina )|UÍini<'¡i la riienriíadn de deler* 
minar ln »¡irju-t< j rí-ti<-Ji iM viim. i-cstlllu íjUO la Adiin- 
li¡,-lmnóll de Impuesto a |0(i Ifédilo- eolirn ítirl«-I>iila- 
mente UH irravami'ii del tjBO Ca*Jtaí eximid»" el viim elium- 
pjiiriii- rjé Arizu — fs. ."» — . 1.a t 'ninara rcilórttl ra re- 

Hurlloel ilr fonfuriiiklad coi la demanda — fa. 

desdi? <|iii> ">r traja de na |iro«Íii<-w> i-iiolójrieniiirnie ge- 
Miiini. pues en su fnlirmifiúh *¡c iitiliwi, «-oiiio materia 
prima, viuu r/ntniuu (punió < > del iuforniPílc f& 48), y 

(jtie, sil *»r (dijelo (lo los tralailúelilns itilmitidn.: romo 

Iftilos pw la ley (art. <»-•', Jvy X' 4:i<i:¡) se transforma en 

vinn i'flpnnuíso (punto tercera ú&i infaruie de tV 

a los ef^clO» del |)«ffo impuesto interno ijue deter- 
mina el art. 104 del Texto Ordenado, si» que |mr etío 
pierda mi oftíBPlcrfeliea <li- '/•»"""" ttttfe vez <-«iii- 
fonue a lo í|ttP <'siah!«'r ( - la |{<-i;laii¡ehiíi«-ióii < «ene ral 
Inri. 75, Título Vil i estos Vttios petii fti'F i "Tisiilt ,,¡tlfs 

i'.mi> ljt'HWÍi0í> lírh'ii si-r t fnhnrti<l*<s it írtWftf 'ti vitm 

miÍHÚ, sin "frii f/*f «-'"'*« <í«í /",< tffff tttttoristt h lfí$ 

.V o í.W.V. (pie es p'-eeisaiuenle lo ojie oeurre en el euso". 

II. Q«©< a ule l'»l<> y ruino í-ih-s1 ión t»Vnic;i. d«'l>r 
tenerse ra «-nenia «|tl. la clasil'iiíi.-ióll del i-liülH|«lJílH' 
fVrjzu he'-ha en I"- «**■!* 1iri*-a«l€>s dv fs. ."» y <¡ di- la <>fi- 
éína (¿uímiéfl Nai'iuiial de Mendoza (espediente admi- 
nistrativo» fué reetííVada a IV. 't-V ¡niiea dice íjih? la 
rhisifii-ai-iñn de ¿mininos heelia eji el nrl. I* de la ley 
N" u 4.'ííK! "es taxativa y exeluyente pur«pu- ( ruando di<-e 
•"sólo", COtllíl pudo ^U'eir '*iíuiraiMi j titr *' no |iennile apl!- 
aftf Iji definición u oíros protliH-tos" y runcluyc "ni 
l;i Iclra n¡ «■! espirita la ley X" 4:tl¡:¡ permite «lar 
a cstus tfpos de víiki irlunupajciu' o "típu CliarnpriKiio") 

k MiñeMión de "vino genttlki^ ÉfiBe émau wíá 



cihi florarla par rl nV] mismo ciirúv'leT ilcl I>irci-|i.r 
(l(?ii«ral <!«• las Oficina* Qufuii&jitl Nuri* uní les t^riiBiil'e a 
Íh. -líídc esta* aulas principales, i\nu'\i aVc: "IVro esta 
libernluhnl «leí arl. 'I «le la ley rclalivu ti oíos pimlue 
tas, poniciulitlos ni ¡iliriijii <lv ja clasificin-ión i|c h<>l>j<|a 
artificia* ujiu reeaeria solar ellos tic acucnln con el flirt- 
2* iiifísn 'A" ya rccnnlnulo y el ¡ni. 7 (ley V" A'.UUl) tnie 
ikfiill' lu> ')ur tii-lif miU-iiiIitm' |wr Miid¡i artificial, no 
híiiiiJíia i>ara deducir *i«<e »i" i*íno «-pumosa sea ir>r-níea 

y electivamente un vina ircmihm. ya < ( uc paro serlo -ele- 
Ihtiíi reunir la* condiniine.* extalilcridn.» por el arl. 1"" 
y mas adelante airrc;_ r a, después «le referirse al eoncep- 
1*. diferencial .1,. (ms mis, l<»> y 104 de la foy X" U.-'IW: 
Mfcg ley riscal, pues, al rderirse » los vina.*; iri'iinidosi 
en i l arl. UNI y a las espumosas en el art. HM. los drt'c- 

rt-in iji netamente > harta ilUfótl a juicio del .subscripto 

cstaMecer una similitud, ipie laiu|Nico tendría l umia - 
mt'iiKi desde el pw;il« tic vista ItVniea". 

III. Tila i-it-u pitn de las leyes atinentes al 
vino f ►< t jii i I í r:'i una iit;i> clara eoiuprcusiún del raso en 

examHi: <tl M l.'n 'I" \'im$ .\" 4:u¡:: tío septiembre 22 

r$¡(! Ü-HU. cu ,-u ítrl, I" establece ' «ála se considerarán 
víaos yt'iiuiuos. cu el territorio t\ti la liepúMicn, a I»* 
o3»tfii¡ilos |ii»r hi lVni»-a1a''!óu de uva íre-sca o simple- 

incni<- estadoBa^íi)"? y ¡il enainenfr l« s "fio gíHuino?", 

en el ine. '¡' Mifii'-iiina : "Aquellos a los cuales si* l«'s 
agregan subsiancíus que *ftO siendo naturales en los 

vinos genuino*, alteren mi timipostdún o desequilibren 

hi refaeiún de los compaucutes o> un vino j.'ciruiiu>". Kn 
el art. menciona las pr:ictu-a> cnoló&íeftS lícitas en 
inoslOK y Vino*»! y «l el arl. inc proCGplÓfl que Bt> 
considera taiuluéu líeitn "|,a ailieióii de áeido eHrlHHii- 
eo, anhidro y azúcar pura preparar vinos espumosos!". 




- 
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IpC. 3? dé la ley, óatÑEtétoriza «-orno ■ ■ no genuino" el *itta 
espumoso «Je tipo rhaiiipatfin': I-a />'/'/< iwpuex- 
í,ís ¡titerpas a los alrolioios. Mudas ulcoliólims. vinos, 
ele, A*' /í.3.w di? noviemhre 13 de Í$&, modificada por 
la ley X* «JA?, fija los 8¡j¡fá*Üt<M ¡MipiiesHis diferen- 
ciales: nrt. W l *)m ríriop genuhww, tant» de pro^ue 
ctóa nacional atrito áe pPó«d¿#ow extranjera, pagarán 

medio centavo ni n., por |Uro M y, en Ir*» las exee|tcioiios 

menciona: iras* tf j "Lo* vinos ojfeiüuiioa de Cliampau;- 
ii v. " y c) "í.o* viiuw tipo tli- ClsainpagJiG y espuman- 
tes dé cualquier procedern-ia. . ."; los cnali-s pagaran 

mayor impuesto. 

I*a coiifHi*Íón «|lie puedo ocasionar 1» lueiicion puos- 
ta ul final del primor pár rafo tfcí citada art, «i* y que 
dice "eiHi oxív|>oÍi»ii di» lo?* si</n¡> jitr*'' SftOfl si so tra- 
tara de otros vinos gonuinoe, se Hura con ja edyer- 
tonda do que, entrt osa» excepcionea, menciona "los 
vinos 4q pasan" tino, «) y "las sidras" (íno. /> qué, 
tiotoríauionto no Se fahricaii "Con uva fresca o simple 
monlo estacionada" (arl. 1' ley \" •«»;:!>. Y toda duda 
de-aparti-i' ante- el Texto Ordenado dé la ley N' v 12^345 
que en sus arlíeulos 100, 1Ó4 y 10ó, trata .separadamente 
y ernuo tipos distintos a los vinos genuinOa., a los pro 
««tontea de riminpagno y a los alo t ipo Cbarapftgiife y 

(Mpiimnutca. 

IV. I.u ley N* 11143, (fe "'Impuesto a las Ventos", 
no califica l&mcfinaenie los productos, frutos o me rea - 
deríaa ojue ¿,'rava eximo cié imposición fiscal, y es sufi 
fíenle Ih leelura dvl arl. 3°, COW más de aesentn varia- 
dísimos «ojotos especificados, para rompreuder qué no 
loa clasifica toViiicainciite, sino que los enumera y so 
refinv a !»s respectivas leyes tiVuieas u orgánica:*; y 
Uíi í ••vinos genuino.*" que allí Sé ineiidonaii son los que, 
romo Me* considera la ley N- 4363, "que m la ley téc- 



lie .itvnn \ HE i\ \avi6s 



n'n;i de elasilieaeíón de liis pcmliietos'*, iíiiiio du-e la 

Dirección Qeueral *!»■ lan (Uteina* Química* Nacionales 

¡i fu. 49 vía. l.os rerlííieadas ilc l's. -Ti y (I dt-l eNpetlíen- 

te nduiitiísiiaiivo »<> simVjhwiÍc Eneren rcrtiíicados pol- 
la iuÍmiui oficina <li< Mendoza y por la !>¡rrri-mii Uniera l 
de csüs ol'ioiiia^, sino 4| ii<- eslán jil margen de ^iis íilri- 

bttc¡oue«; la ley ¿í 1 11.245 y su rt-iílnineiiiarién flirt. 3*) 
le atribuyen la función lóenic;i ító análisis y í-lasiíiearióit 
dentro y ir.0 fuera de l:i ley y si ésla diee «Be el vino 
físpHifioso, i¡p«. Champagne, '*vüuo no genuino", nun- 
mic no sm "vino ariiiicial'*, los químicos no pueden 
aioclífíear la «.l.ra del legislador; 

V. I.ii «•la>it*iiMi , ióii fstrjetiinieiite legal (fe "no ge- 
nuino" ¡il vine» 1 i ¡ >• i "Cliioiipagn*-" Úv la in-torn mi ¡mi- 

plica aMiiuarl' 1 la wiulidun úé artificial ni wapcptO 

al^QnO peyorativo, (•tHiio ii» tiene ese aleaiiee liara los 
vieos iiiipin'lailns e>irietame!ite ■ , rlinui|mgne" " gene 
rosos ele, cuando las lt»yt«>> fiseales les imponen na unt- 
vameii mayor: Miiiplenienle Int deeidid" el legislador 
favitrerer el ilt-sai roll*i y «'uiisiitiu» del víjio roniiinmenlc 
llamado de mona fulii'ieadn mu el ¿tign dG uva freses 
o estacionada: y por pj» el gravamen di lYreiieinl los 
»rtSí ÍBO, 104 y !0.*i ele la ley de Impluvios hilarnos, 
TWlo Ordeiuaio, mi habría sido considerado por la ae- 
tora, ni p<T l»* di-nms industriales *!<*! vino, como una 
desconsideración o menosprecio a producto* superiores, 
de esa actividad industrial. IW lo demás, siendo el 

vino Clmnipnyiii' » tipo riuimpttinir, un artículo sun- 
tuario, es lógico <|W ftd le alcance h\ exención dt-l ¡ir!. 3" 
«le la ley X'' 12.14.''» ijw rouu>m|ila solaineiile artículos 
de roiiKimin ordinario o común. 

VI. A mil | lie la resolución ile! easi» de mil»s dehe 
encuadrarse en las leyes ariien! ¡mis ipie, coran se de- 
muestra preceden teim-ntc, d«-riiH-n «-«a elaridad a \w 
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fibra fiscales, lo mu- debo entenderse por "vino* góutti' 
iio.h", cabe olísi-rvar que la legislación eomparada 1(06 

lu parte adora invoca, no modifica Iflg eonelasionea do 

Uis considera míos precedentes. Kn piulé «o su emplea 
t-l calificativo de «cimillo referido al vino scjrún la loy 
X" 5"j:!l do 17 «le enero de Üfcñ) y el url. ¡14 del itoorMo 

de J4 -lo diciembre qoe es c mo -I Texto Ordenad:© mi»*- 

I considera «'Orno r/iins para los efectos do las ilis- 
Ijo.sifioucs reglamentarias i-dativas a su fuluieaeióu. 
los vinos de licor. lo* espumosos y la* plúéllas (incs. r), 
'i) y r) y si se cmisioVra que el "vino de Iñ'or" es el 
de una irradiiaeiún uleoliólÍ«a jfUpOrior a l*'" tíay-l.usNue, 
(i con ni lición de aguardiente, o alcohol y que I» *vh¡- 
plia" es uu vino en estado de tWnieiiIncimi y no J'er 
mentado como es el "vino £eiiuim»'*; se roiii|trcnde que 

aquéllos no podrían miflujidrarso 011 ''I li l"> prerrieft- 

i-ionndo. como no lo está el vino espumoso que se oHtie 
lie por una segunda feniH.'nlaeióii o agregado de anhí- 
drido mrlíóníea y sacarosa. BOgún la fllflao. 

Bu Kspuiíia que tampoco tiene lu calificación **gc 
iiuíiiu" |>aru sus vinos, cw-uadra cutre éstos, al Cluu.'ili, 
con uva no madurada; a los fffíncrtíaas de a I- ta gradúa 

cióij alcohólica; a los espérnosos, a los gasificadas o 

ffMádStiftf a los (jiiimuitis o uirttifriiii-Mtitsn!*; al Am»pr; 
»l i'UjiH tii, producido por el lavaje o maeración del 
hollejo de la uva larts. 1' v 1» del iVmdo del Katatuto 
del Vino de hoinolo^ido y inod i Tiendo |M>r la ley 

de 26 de muyo de 1933), Y, por fin, para no abundar 
fea citas, en Italia *e eonsif lera eiitre los vinos, a la par 
de los rspumosms a los tipo Vi-mmuth, según el Regla- 
mento X o 13fil de 1* de julio de lítíG, art. 50. (Oonf. 
i; Amiuatrr Infrrinilioiinl Dtt Viit". año 1ÍKÍ"). 

Xinjnum de «40a tipos o productos víiüoos 86 po- 
tilia clasificar de genuino ante la legislación argentina, 



tím jraricu t»E LA sacuSs 

m «ue «lio* dejen de sor all» y M» víaos dÍK»»o* & 
«foración oo,m> ^u)l^oa (le nutria 

En .su mérito y d*1 voto ... AUWW* 

na & la Oinmra NMl, la si-atoa^a 

la*, v so «1-s.u-lve a la »<■ N> *gg*| 

5*ta¿ **l I* diíet^ Ü4 * |( rouu..«,»nuon os 
| w instam-ias agriaros y la natural,™ de las 

dotfo o! I>apel. 

Koiikkto Kki'ktto — Axrt»M«»»*- 

Ü.WiNA — U*IS \AS*\ir-< — 

F. É*m Mkjí.v. 



,IOSE VAZQUEZ 
jruisnin ios : cm>W** * Í> *F W * 

a-ombn». 

£Sri¡£ „„. db.|«»> U «WJiB^ift. de hu ....«brc. 
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Sentencia le la <\ímai;a Fmkkai. 

M-ml«.za. jimio 26 de 19». 

Y V¡*tos: 

Li* autns N» 99». V-42. " Visquen M ¡truel, ••arta «I* fia- 
dadaiií*". venidos del Juagado r>deral de- San Luis, h loa 
rfreto de reM>|ve r la cuftWH de wwpel?!KÍfl pfotntw»*. Je 
noitrdó al dictamen fi-al ele fe. 32 y tintó de fs. 32 vi«. 

Y Considerando; 

(¿ili- ile estas aetuaeimi-'* ri-stilla. <|Ue liaoU'iido' ocurrido 
jiiilí- el Sr. Juez Federal de San Luis don Miguel Vfczi)Uez, wv 

liriiamln mlinVarifui df su eartu tic eiudariautía, en «naiii» hI 
ñombr«, m' declaró l« incompetencia del dnzgado-, jn»r eomide- 
i.ir f|iir ln que rtírapuiHlfa mi i.i nirrrrriúii de mi lilnvin de 
enrolamiento, «esiión que ¿felfa promoverla unte el ¿afea Kétíé- 
r.ii de «ll dtimi.dlio. 

Qn.' habiendo onirriiln Muj ése objeto álitfe el Sr. JlMot 

Uu'«<Ii. df Viwliita. éjate s<- decía ni a su va iiworopieteiil», n». 

solviendo 1« Exma. Cámara Krdcnil <\f Halda HIiiuc-h que no 
es a ella sino a e*te Tribunal a «piten rompMe dirimir la 
contienda neirnfívB i rabada, conforme a la rea'm smtaita \*>r 
la J-Miprema ('«ríe, ¡il Interpretar el ¿Mi 11* «le I» ley N* 

(¿u* la Corte Suprema dn la Nación tiene resuello) que. 
ruando si- símenla r^ctiCÑ-acióii de nombre en Ih carta dé vnh 
dadanía. c«irres|>on«le entender h la justicia ordinaria, en ra- 
/ón ilc retarse de una i'ifonimeión tendiente a arredilar el 
verdadero estado civil «le una |>er*»tna en Eo ouc rvspeela al 
nombre, y atento a lo dispuesto wr el ari. 2° de la ley N" 27, 
seiíún el ciml, Iti justicia Federal m'>Io ejeree jtiri.sdiccivn en 

Ion rasos contenciosos (Kidlits T. 14S. p. 1123 | . 

í^iie hPfcún lehliiiioiiiii «le l's, 1-1. ron «iileriuritlad a las 
tieslioi.es proreileiil t-meute relacionarlas, Vázquez tramitó) ante 

el Sr. Juez en ln Civil i3e la Capital Federal, mía inforniwiún 

Miinarm declinada a acreditar mi verdadero nwinlire. la tüél 
ha sidu uprntouln pnr auln de fpeha 14 ile noviembre de 1929, 
eslrtlili-cieiido "<|tie Don .l<wc VAzqu,ei i*fiiioi*ido l'ainiliarinenle 
e„n este imwbi*. n» es .|>ie«* sino Miguel VásupleX. . . ". 

<¿ue eslaml<i. pue\ resuello ya cpke ta ret-lifH'aeiiín <le 
ni.nilire del recurrente. ]>or el .Inés ct>mpetente en e! pedido 
de rex-iifieaeion de nombre en la caria de cimtadanía. emiforme 
¡i la citada jurisprudetiela d* la Corte Suinviiia. ha terminado 
lu jurisdicción judicial en el asumo, pía* que no ^ traía en el 
cas», .le una revisión de la caria de eimladaiiJ» otorgada a 
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V&tgDfS, "iiin Minplrmvnlr de fa rertifi.'ni-ii'ii de <-ia nombre: 
<>¡>rn , H|>iih<ÍH > iiil<» Ahora qUe, m baw* « 1» fwoluciíMi del Sr. Juez 
en Jo Civil ti"' la Capital Federal ha woit lado dicha r-í^-l í ft- 
fiición. y ortMfqrnif a 1" de-pursN. »\ presamente y sin (lÍNliiitros 
por el Art. ¡til ile líi líe -Ha «"'"l de Leyes y fccrvit-ii» niili- 

tar — R. I«. M. I — , ja autoriihvl militar wwptvtivfl proeerM 

sin más inimile. a rectificar la líbrela (fe enrolamiento del re- 
riirrrnlf. i|Uf es el nbjrliv» de Ijis tfrsl Mines promovidas |mr el 

'•»*»> ?1 íftftft* PWteMl San tros y «»t* el J mundo 

Letrado de Vinlma. 

Que m I reuní iieión IIO imparta íum restricción «le ¡n rmn- 
prt-etiein federal cu *'l iniitn'iiiiioiita di' la* raimas tuibrr niM- 
.•i'sión <lr enría dé ciudadanía, pura une rreiífinidn el mimbre 
•M <'iml¡i<hiim iiaturHliwido en *Q Ührelii de tftfótaffliéntn, a 
virtud dr la resolución dictada por el Juex rómpeteme rtt la 
materia Ac "r^i-lificiii'nui «Jo Momt>re". m*iíiih la recordaba 
jurisprudencia «le la Corte Kitptvinn. !u •! t ii'íft Fritera I con- 
serva sii plena v exclusiva minpeieurín parji revoftaí la carta 
<!•> naturalización ilel mriir Í<m;uln >-iiiiliiilnii<>. Ni hllliieni pro- 
cedida ron '■"lí"'" 1 " y n'iini''rn las n.iidicinn.-* légate* para 
optar por la ciudadanía argentina; peni mediante la serian 
fist-al y el procedimiento rp¿p(ietiV6. 

|'"T estos ri|iit]mii<*i il<», se ri**in"lv: declarar «pie tanto «I 
•luxifínUi Federnl de Sun Lula, tonto rl •lunnulo Letrado il" 

Yit-dmn, mñ incompetente* paM conaccr rn rafa «-ansí ; "•»rres- 

pf.jidieiulo cpic I» autoridad militar lTfRRfeÍÍV8. pToiipda n reet i- 

mfvr ln libreta de en robinia' ni'» tlé-l rmirrente en bn- • a 1¡i 

revolución «lictada j*>r .-1 Wr. .hiez en lo Civil de I» ('apilad 

Federal ¡i¡'<inl¡íi]ilnl» rcclifrciifíiin de m iMiinbn\ — J, ftWa 
VtiiUjo. — JV. /.V/rij/w.: íioS. — .W. arróy» — (fti .li- 



Y Ciili-.i.l«'rantlo: 

Que w|*iin eotrnta 'í''l eB^dient* N" l'J. afn» l!»l#¡ «U-l Jiüe* 

-.:■!■ ]'■!';! I df San l.uis. íiitfo^íiiIu por <-iier«la Hoja a liis 

prnentcsi m 1 »t<»r(íí» «n 2 ; l il' 1 fpbr*fre iIp 1!'1'¡, ñrta dé vimla- 

daiiin ;i r'-r'i ' a favor <le •los<' YjizipH'z. «iiiirn «' enruló t'ii 

el DiMriHi Militar X" ¿VI fl «leí nbsnQ > míi». fe, 7. 

enrolan (bise ntn'vumpiilc rl t¡ junio < lí(27. en ln S«vcí<mi 
H" de la Capital Perlera! en iMimpliniicnt*! <lc la ley ipie wrdi'nit 
rl <'tirolnmi**nto i^iieral. por fCUer «'ii «-Jlti Kll d«nnii'ilio. f«. 

Que habiendo advertida Y qDea (]tn> Su venludern iipnibre 
os (fifcíáel >' -'os.*, rmiio cuartán én *u partidH de nsrimicn- 
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te expedida |>or «utorMad resjH-iiva .tel puebl» «1 JWJJf^j 
ee«h ,1- f*. 1*2. ^.H-iló fliite la jósUeia ordinaria Or to ' apUai 
Federal la NClifSÜMfita de »d mimbre, a lo gue a* PH» Hijr«r. 
S^dO« ta m-tifirariAuen -I U^im Cm dr- I. n.ian. 
,le su partida de matrimonio y la ile ittNHmíeufe (fe MI l»J». 

QÜt «n U ee.pia <l-'l auto del Sr. Junten 1» »'ivil de la 
Ciñóla!, anin referido. Vázquez *«' prWCT»1¿ «it« « 

Ptderal dr San Mn» e»j»níeri*> 1« ™^^ T *r?^° £? 

Juzffado «-arta de ciudadanía '-«»„ e| nambí* de Jw# V*3?í? 
qué no ero el *uvu. pedía h> i^íttcaae «I norala* de i»r 
el dé Miguel, va ws otorgándole un nuevo earaeti ■ baej»W 
íl va esmalto I» revi ¡rica.- ión fijada. 
Que el señor Federal de San bus, de*en*rdn "»> 
dictamen del St Á«iit« PSwsal, * **tor$ inrranp«tf>l». I l,,r 
entender ser competente el del lugar «o M'ie * enrolo^ q«e ta 
landiUh e-I Ai *u domléflk». 

One sepfln consta «le autos da* fe 1" a K 2»S. YS^uei 
tóltóito dd Siíofetérw de Guerra, por encontrar*.- sirvnmd-i en 
el Ejército, la re.tifi. miAn de su doeum.-nla.-ion perMinal .de 
rcuerd* can I» réauelU) i«.r el Sr. J«t eti I» CWJ flfi la I apiial 
Federal, pe«Mó «jue. previo los tramite* ile estilo .se res., i vio 

□ Ue NkIh vez «pie "Cl caucante se enr.dú fl base de la .-arta .le 

ciudadanía, ii" eorre^Jionde modificar los dalos eo« que prnce- 
<kitTa a enrolarse hasta tanto B0 prVW«nta»* debidamente 

firud» la earia <l- é¡u*íidwiSá W íj»e »'' ,, > n ta*»**» íw* 

resolución judicial". 

Qno se desprende & auto* -pie: *n vw. de» I» rwuelto 
ñor la autoridad militar antes citada. \ aspi.* aanM«a»: » 
Sr. |D« tietlidn de Viedma. donde tema su (ktmk'ilio, «o Hi- 
tando la reetifiem-ión de sil nombre, quien » mi vez *• <Je.-lnro 
incompetente, elevando lúfl «ñtbe a la hxnu». t ntiinra re-leral 

ile Halda Itlam-a a «¡ñ de resolviera la eiWStiOl) "le crtupeten- 

eia planteada, la que- ae pruunneia dti'laraiid» — eopin 0* 

•>7 v US — UU6 es a «ate Tribunal r|iiieti le .-orrf sponde din- 

mirla de aénerjo al art. 19, ley K« 4«f>r>, eMudosé los amos 

|M>r el Juez Federal de San l.uU en virtud .le lo resuelto pnr 
este a fa. 32 vta. «le a.-uerdo víhi el dietanien del Sr. Pí-Ral dP 

,H *Que de neuerdo ion los antecedentes .pie se Im ereido ite- 
eeMi^t dejar sentad.»", resulla -pie V«»piez no b« petbilu ani- 
el Sr. Juez Federal <l* San l.uis. la reetiíW¡Ón ile su nombra 
de acuerdo a sn partida de naeintiento. I.< -p«e ya Iwhia herbó 
ante el Sr. Juez de lo Civil ,le la Capital Federal. Unica «uto- 
ridxl judiciul |M.a el & 8 9 c,m4,a,,tf J,,ns - 
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prutfoicta. himplo ufe ojie Qfl rwtit'íeara n •iiiiiliiaru H 

hówbrü p* ,r >'i Migiwl; <n la Harta ■! t>iud*ia«Í4 

que $eím Jüqsai<Í(¡ I* liarla otónrado éii $14 ilé «i-m-nl.. eft» 
ln n>so| u«'i<ni jit«li<-¡«l * 1 1 1>* ¡ii- 'iii|>jiñiilm. 

Qu« Atetillo la fliwtMa Federal 1.1 tínica que puede *&*rwr 
enrías ilr rhuluiliiiiia nrpillilWi W f «'•■ a»w»lutii lúgi- 
ta juridini. •i"*' l« "»»•■» «ut..r¡iiH.i iivh pú&le mudirVar i» 
carta de .indadanm olnrjrada, ra la misma « ijw¡en privativa- 
mente lo wn«p»o*fo apordarla, ww ipae *?* fiwée » ello <-l 
htiebo éjue la reriil'irarmn dr la partida de nnrimieiii» □ tual- 
quiera oír» njú* m- refíortl al pataAb ■•ivil iftrf beiwftetad' - 

m-siviiiila « la jii^iciü ordinaria. Hala ve¡j iji» ih- nnienln a 

Id iti>|iiii*>i>i |N»r el ari . Ivy N v — i la jtir¡vlii'f»»n h 
ii" surtí' IjiN's t-n-Jt». 

Que ct ÍHi¡«-<i i|iM'um^ni.> halpilitniiif -1 fsiranjpm 
en rolar*.-, i-i la ¿arta -iwfciiUiii*. y í'ferNmnd.w el 
iiúciii» en base a ''II a - l } > ¡xiioriilml militar o lu nfi«*ina VÓvñ- 
•rada ratñitainfclttó uu puede i" hhhIj fifai-ii'»n iilirima ért 
Id libreta Je ror^ámiie'Mto ¿aSerfti'as <•! IntCn^atio no !<■ prendí- 
lo su Wrtá de eindadaiua re*íiK*a*ui «• emiteínlatla p«r U unlett 
niliori'íü.l jnduial <|ii» twiie fo-idcades |wra ello, «tt» & .-I 
Juez (federal »-oriv.|mii'líi'nie. 

Que la riviifírarirm dé I» partida d£ iiavim'n"»'» 
por la autoridad judH-ial e^ittpjttente' y pwaeMÍada ai J¡w¡ 
l-Vderal a Ihh elfOTó» de salvar un arar en el entinto rml 
del ajsraHad». no impide a este ordenar las medidas mvesariaa 

a fin de eervHMranw *i «'l aoltálaiite a* digno dé la eiadadanm, 
t«ÍH ya» t|Uf wiú hi partídu reetifieada ajwiwe. legal y «trie- 
laiiipnte. un nuevo •.lij.-lt.. i|M |»u»ile n<» wr m'renlar al hmmr ¡i 
que aspira. . . . ,. 

Que en vista dn lo espuesto, «pan»* mdii.3«hl^ ni #| v*-*t 

dt- auli», plann-adíi una .-m-sti ."n iiv .-ompctcii.-iH nrvativa. «(- 
In- loft .I11P.-PS Ped«ral di >«"> UU& y K'-tm-l.» dé Viedma. qOí 
de acuerdo a l«» di»pii^sto por el art. 1^. ley N" 4055 .nm-sp»)!!- 
dp deiridir u esla * "amara. 

Que m virtud de \+ "píela "xpu^l»», «^rréajwMle 
iMilender y n-wilver lo peiii-innadu a fs. 4 de- eshw aillos al 
Sr. 'Ii»p/. Federal de San I.iii^ 

por esta* ponsiderai-ioaie« s.> rcSHUlva: que balen I« t&na 
al .(u«'ü r-V-lcral de Su 1-iiis pura que traníU y 
la petición formulada a fi- 4 — «i .lir«jw. 
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Suprema tWt.-: 

En tülíi. «I señor -Juez Federal tíe s i'« í^ia otorgó 
carta de ciudadanía ar-o-ntina a un señor de apellido 
\7i»iiipz, t|U«f entouees expresó Híiíiiüisi- .Iom- y más 
tarde, lüi demostrado llamarse Mítfnel. a Rti de sid»s«- 

nal r lail error, pidió y «Muro de la justicia ordinaria de 

esta ¡téapjhal i¡» eorr^i^díent-e rertifirnriím en los re- 
gistros dk? estado «Vil ¡ pe*P al acudir al Juzgado í<sJc- 
nd die aquella «-iudud para que so tforrÍRtaé *u oonsore 
.-n la carta, i-I jtWB declaré ¡newiipbtente, i'imdnilr» 
en i|aee] ©nwlainieiito a reetíffoar tuvo lagar Nora <to 
su jurisdicción (Bueno* Aires, t*. utro tanto hizo 
el Jaez ile Viedma. lugar «V ln nueva residencia «le 
\'iW\i\vz : v llevado <•! caso n la (Yniiara Federal dé Men- 
doza, cata ha úVmlidn que- '» i»-""'-»» ordinaria fué la 
única competente, y en consecuencia las autoridades lili- 
litafca deben rectificar él enrolamiento sin esperar a 
(,ue se corrija la «arta pr la justicia federal de 
San l.nis. 

U primeras Cotajtáito con ln doctrina fio V. B. en el 
raso 1S4-: 175; [tero no ocurre lo propio eon la eonse- 
riicmia que de ello se saca. Kn efecto, no se dis-wte que 
autoridad fuese competente para admitir el camliio de 
liOHifue, sino cuál «leba ser el procedimiento para «lar 
.-iimplimienio a lo resuello. Mantengo en esa parte, el 
reclino Interpuesto para note V. K. por el Procurador 
Fiscal de la (Vimarn de Mondóla. El enrolamiento sólo 
r-onsi»iiará lo que la carta di* ciudadanía exprese, y, es 
obvio qae esta última no podría ser rorreada por ja 
justicia ordinaria. Fncrm es dejar alguna constancia 
dél eamWq *& el jugado de San Luis, y lia du empe- 
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zaras por ahí, ora se siga el «atenta de exhortar un juez 
a otro en tul >entido, ora sea el propio interesado quien 
acuda, como lo luí IhtIio. «oliritnmln dircetameiiti' osa 
diligencia. Si primóse In tesis de la Cámrtra Federal, 

pudiera ooirrrir (¡ue VásaueS se en&úciitre «mi posesión 
de dos (toeumeniow dé ¡deiitiiiad. ¡Kqálmcntc fiílédíjfnos, 

en uno de los males armreéerá cotno -losó, y «u ((tro como 
Mi truel. 

A nii'l'il» (lri rilo, rorrcxpoiuV d«*e|arar nur el srñiir 
.Juez Federal ífe Han Ijáií tMflMí jurisi limón (aira co- 
rregir la eartá de eindadnuía aludida. Así lo m»Im-íIo. — 
Kuenns Aires, nsosto H tic — Jwm AÍvarnt. 

patito DK LA eORí]FB mtkkma 

Bueno» Afees, «Mtllhre 7 «le 1&0, 

V vistos; 

Pdr los fiiiidumeiitos del tji. iameti del señor Procu 
ratlor General; lo rvsuelto |H>r la jurisprudencia de 
esta Corte -Fallo*: 1*4, IITj- sejn'ni la cual los trilm 
nales ordinarios de la Repul)lñ*n son los competentes 
para entender y oonorer 011 todas lus cuestiones relati 
va:» ni estad» eivil Je la* |iersinias; y en aleación, ade 
más, al respeto deliido a los preceptos <íe loa arts. 7 «le 
la Constitución y 4 «le lu ley X u 44, ron arreglo n los 
euules uVIm> liarse- entera le y crédito en una provincia 
a los actos y firoecdintiorjlos judiciales de «Ira, citando 
éstos emanen de jueces « Irilmrmli's ipje tciiLpui juris- 
dicción sohre las cosas o las personas, se declara o.ue el 
seiíor Juez Federal de San Luis ante quien se Inmutó 
la enría de ciudadanía acordada a do» -losé Vázquez, 
tiene jurisdicción y está oblijrndo, debidamente autenti- 
cado el testimonio de la resolución dictada por la justa 
eia ordinaria de ta Capital, a correar nquélla. 
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Kn ku mérito y usando de la facultad que la juris- 
prudencia de la Corte- —Fallos: 178, 304— lia estable- 
cido con el fin «lo impedir la denegación de justicia, en 
lo* cansos de incompetencia uojrativa, remítase estas ac- 
tuaciones al señor Juez Federal do San Litis, avisándose 
en la forma de ffctift al «¡flor .Juez de Vieditm y a l¡i 
Cámara Federal de Apelación de Mendoza. 

Koohkto Rbpktto — Aktoni" 
Saoakna — Lns Lixaiibh — 
B. A. Mazar Aschouexa — 
l\ Ramo* M&JÍA. 



flBARRA V CIA. v. CAPITAN DEL VAPOR "II JA I * * 
MfítSItii < lóS : ¡'tinripios tjinrraU: 

ítEVVRW KXTKAOUTUSAIlUt: Cuestión r-tfltral. <;oncr¡>to. 

Su existe (Imenariún del fuero federal ni desvont* i míenlo 
de un derwhw federal, eoandó 1h Cámara M lia limitado a 
aplicar el principio elemental de la tey de las naciones — 
implícitamente admitido por el art. 1UÜ ü> la Constitución 
Nacional — según el eual un estado extranjero no puede 
ser trompetido a aceptar la .iuri*di«'ción de lo** tribunales 
de otro «suido soberano ; y. por lo tanto, no procede el re- 
curso extraordinario sustentado «mi aquellos fundamento*. 

DltTAMR* tftL PliOClUiAWm (ÍESERAI, 

Kuprenia (.'orto: 

Resulta de estos autos íjup don Julián Barrildo 
ArcstizúUl, capitán del vapor Ibai, dió poder Keneral 
al dretor Isaac llalperin (fs. 33) y que en ejercicio de 
ese mandato. Halpetin «alió a un juicio que sobre reivin- 
dicación de díclio vapor, seguía contra su mandante 
la sociedad en comandita Eharra y Cía. A cierta altura 
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del litigio (fs. 05), estos últimos expresaron que ha- 
biendo el tupílan del Ilisií manifestado pertenecer el 

buque al tiobienio Ksjaiñoi, carena de personería para 

alegar prerrogativas cayo ejercicio correspondería en 
todo caso a este último: y crito:ires, lialperín presentó 
v I ese-rito Je fu. 7«¡, apartándose del procedimiento por 
oonaiderar trabada I» Üü* para lo sucesivo entre los ac- 
tores y el representante diplomático de dicho gobierno- 
Ante este camino ile la persona del demandado, la jus- 
ticia federal declaró carecer Je jurisdicción visto que el 
wfior Embajador tle España se negaba a admitir lu ju- 
risdicción de loi tribunales argentinos ( Fs. 1¿5 y 151). 

Así las comí*, el Dr. Halperín solicit a V obtiene re- 
gulación de honorarios U"s. 182 vta.) sin intervención 
alguna de su mandante Barrado Aréttixábal, pero eon 
conueiinieiito del entonces Embajador de España, quien 
intcrpiiHo a pehtción a la. J86, con la s«lv»-<|ad de <(Ue ella 
no importaba renunciar a la inmunidad de jurisdicción 
antes invocada. Establecido finalmente el monto de los 
honorarios {ts. 189), Halperín deduce ejecución contra 
el expresado diplomático por cobro de sn importe, el 
ejecutado se niega a estar en juicio I>or la razón duda, 
v la justicia federal vuelve a declararse meompeteEte. 
Tal es el caso que se trae de nuevo a revisión de V. E. 
alegando ahora tratarse de cumplimiento de ia cosa 
juzgada en el litigio anterior y de la renuncia implícita 
a las inmunidades, que significó apelar de la regala- 
eión. 

Entretanto, lialperín no <lirigc Ja ejecución contra 
su mandante Barrado ArestizáhaJ, juicio en que se ad- 
mitió ser competentes los tribunales federales; la de- 
duce contra la Embajada de Kspaña, y a cate respecto 
la cosa juzgada co/atislé en lo contrario, o mb la incom- 
petencia. En cuanto a la presunta rem-ncia a inmuni- 
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dad, ucabo de expresar con salvedades se formulo 
la apelación. 

La situación actual resulta así nquiparablc a la que 
V. B. tuvo en ruenta para no admitir apelfiüión contra lo 
resuelto por la Cámara Federal <fs. 151); y por ello, 
ain «mirar al fondo del asunto, considero que debe de- 
claran* 1 concedido al recurso extraordinario. — 
Buenos Aires, noviembre 30 de 1939. — Juan Alvares. 

FALLO DB LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire,, octubre 7 «le 1D40. 

V vistos: El recurso extraordinario concedido en el 
inicio seguido iH>r lbarra y Oía.. Sociedad en Comandita 
'contra el Capitán del vapor «panol "U«í" hoy contra 
(¡ol.ierno de España por entrega y reivindicación de 
buque (incidente sobre cobro de honorarios y ejecución 
de ellos contra el Gobierno Español) con motivo de 1» 
resolución de la Cámara Federaí de la Capital que ad- 
mite la inmunidad «le juris<iieción aiegada ñor el aé&v 
Embajador del Gobierno Eapüfiol; >• 

Consiilernndor 

Que no existe propiamente en la resolución de la 
Cámara a-quo denegación da fuero federal respecto del 
recurrente ni tampoco desconocimiento de un derecho 
fundado en una ley nacional. Aquel tribunal se lia limi- 
tado a aplicar ante la pretensión judicial del recurrente, 
el principio elemental de la ley de las naciones «oh ftri* 
pío al cual un Estado extranjero no puede ser eornp.- 
litio a aceptar la jurisdicción do los tribunales de otro 
Estado soberano, sin perjuicio del derecho que le asiste 
para intervenir, por acto espontáneo, como actor o acu- 
sador anle aquellos tribunales —Fallos: 178, 173—. 
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Que nrt. UM) de la Constitución cuando establece 
In juríHÜirrióu federal en las raneas "entre uiia provin- 
cia y sus vecinos contra un Estado o ciudadano extran- 
jero" lo hace Horireentcndiendocomo cmdiciói i» de que 
cuando bo trata efe naciónos extranjeras os inplíeita la 
limitación i|iic nac-c d« los principios de derecho inter- 
nucioiud público expuestos en el anterior coilsUteraiido. 

Que cuino puede verse en el otrosí del eseido «*>- 

monte a tV 186 el apode radn del señor Kniltajadvir de 
Ks|mña después de deducir apclaciúu «le la rearulanón 
practicado al reenrrente manifestó en forma categórica, 
que tal apelación no importaba renunciar a ia inmuni- 
dad de jiuisdicció-ij invocada en los autos. Nada tiene 
pues de objetable que 11 fs. I!í!» al citarse de remate al 
señor Kinlmjiidor éste aletíara IcKÍtíinamente su con- 
dición iliploni/ttiea y aquel privilegio. 

Que en estas condiciones, no puede i>l apelante sos- 
tener qUe le lia sido desconocido altfún derecho fundado 
por Él en una ley nacional ni siguiera eli dííítwa mani- 
festación de asentimiento expresada jtor la Embajada 
de España. 

Kn su mérito, de conformidad con lo dictaminado y 
pedido por el señor Procurador General y lo resuelto ¡i 
fs. 151 de estos mismos autos se declara mal concedido el 
recurso extraordinario interpuesto a fs. -13. Notifí- 
qm.'se y devuélvanse reponiéndose el papel en el tribu 
nal de oriRcn. 

Roberto Hp.petto — Antokio 
Sacak.ha — Lms. LlNAKKS — 
B. A. Nazar Anchork.va — 
P. Ramos Mejía. 
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*AU1DAD DE ROSARIO v. SOCIEDAD DE 
EIjECTIÍICIDAD DE KOSARIO 



JVJifSpR'VIóX : ('o-iinmí/a* ttt (om^tmnti. ... 

Declarada la incnm pe! encía de los fueros federa! y ordi- 
nario para entender en una causa, corresponde que la 
Corle Suprema intervenga liara impedir la ileneg-aciou 
efectiva de ju*1ieia. aun ruando no caten llenados los tra- 
miten legales de la controversia entre jueces o tribunales 
que caracteriza la t'duliemlH de competencia. 

JUHISDWCIÓX: Futro -nlmariv. ¡mtttíne&m f typ&W* »«■*»■ 
Corresponde a la justieia ordinaria conocer en la ejecu- 
ción seguida por una lunnieipalidarl rom ra una empresa 
concesionaria de aervícu* públicos, con el objeto de cobrar 
las multas aplicada* por aquella a la coinpHiiia P»r Hl * 
cumplimiento ele mi* obligaciones. 



Dictamen ukl 



Suprema Corte: 

Las razones adundas en el aillo de fs. 121 por 1« 
Cámara Federal del Rosario para elevar a V. E. las 
presente* actuaciones a objeto de que dirima la cues 
tión jurisdiccional planteada entre la justicia federal y 
la ordinaria de elidía ciudad para conocer en la pre- 
sente causa son aceptables conforme a la doctrina de 
esta Corte Suprema (178: 304 > toda vez que la parte 
a. tora vendría a quedar sin jueces ante los cualc« pH 

diera luiwr la defensa de sus derecho* en razón de la 
doble declaración de incompetencia recama en las de- 
manda* que lia deducido ante las dos aludidas juris- 
dicciones. & de advertir que por vía del recurso extra- 
ordinario de apelación, no podía llegar la partcactora 
ante esta Corte Suprema a raíz del fallo de la justicia 
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ordinaria donde primeramente intentó radicar su de- 
manda por ( minio- la denegación de lal jurisdicción allí" 
resuelto, no importaba una decisión contraria a garan- 
tí» de Carácter fe-doral (art. 14, ley 48). 

Eü cuanto al toada del asadlo, es dé estricto upli- 
eación al caso de autos la doctrina de V. E. en causa 
similar (178: 243) xe^uidn por la misma Municipalidad 
del Kosario que «fjuí también demanda el pagó de mul- 
tas previstas para el eaeo de incumplimiento de una eon- 
eesión de .servicio*; públicos de electricidad. Y. K. de- 
cidió que la materiu de la cansa era ajena al conoci- 
miento ile la justicia federal. Me remito a los término* 

de la sentencia precitada para evitar repeticiones. 

t'orrespon-dería, por ello, declarar (art. í». Ley 4055) 
que la presente causa debe tramitarse ante la justicia 
ordinaria del Horario. — Buenos Aires, noviembre: 21 
de 1939. — Juan Aharcz. 

FALLO I*E LA CORTE St'E'líEMA 

Buenos Aires, octubre 7 de 1040. 

Y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
señor Procurador Gener*! y lo resuelto por esta Corto 
en casas análogos -Fallos: 178, #4; 178, 243 y loa en 
este citado* — se declara que es competente para conocer 
en la presente causa seguida por la Municipalidad de 
Rosario contra la Sociedad de Klcelrioidnd de Rosario 

sobre cobro ejecutivo «le pesos, el Juez correspondiente 
de la justaría ordinaria local al cual se remitirán los 
autos, avisándose en lai forma de estilo a sus efectos a 

la CVmmra Federal de Apelación de Rosario y al seuor 



94 



PALIjOS r>S L* COHTB SUPREMA 



Juca de V Instancia de la misma jurisdicción doctor 
Raúl F. Cepeda. 

KoBEKTO KePETTO ANTONIO 

SacíAKHA LviS LlNARKS — 

B. A. NAZAk Ahchorrma - 
F. Ramos Mwía, 



MUNICIPAMPAP »E AUSONIA v. FERROCARRIL 
BUENOS AIRES AU PACIFICO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Scnfmr£n definitiva. 

Resultando de autos que pueden derivarse daños irrepara- 
ble» para el apelante, déte declararse prwe4e«t* el reeuwo 
extraordinario deducido por la empresa f erroviaria contra 
la sentencia dictada en el juicio de apremio que le atíiue 
la municipalidad por cobro de carcas j rewidtf, de cayo 
pajeo aquélla se considera exenta en virtud de lo esta- 
blecido en las leyes nacional*» Nos. 5315 y 10.657. 

Dictamen D8b Procurador Okhbral 
Suprema Corte; 

til Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico lia ne- 
gado a la Municipalidad de Ausonia (Córdoba) derecho 
a cobrarle el importe de veredas que por su cuenta, 
construyó éeta fronte a terrenos de' aquélla en cumpli- 
miento de una Ordenanza municipal. 

En el juicio de apremio seguido Ora tal motivo se 
ha desestimado la defensa opuesta por el ferrocarril 
fundada en lo que disponen las leyes 5315 y 10.657 sobre 
erención de gravámenes locales ; y se le ha denegado 
el recurso extraordinario de apelación que interpuso 
para uite ta Corte Sirprema. 
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En cara similares (180; 74) V. E. ha or 
abrir dicho recurso. 

En cuanto al fondo del asunto* V. 1-3. lo ha estu- 
diado y resuelto en 135 : 173: 330 (con transcripción 
de antecedentes en (¡aceta drt Foro, 118, 311); 181: 
384; 184 : 23, por lo que correspondería aplicar la doc- 
trina allí establecida. — Buenos Aires, octubre* '2 de 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, octubre 9 de 1ÍI40. 

Autos y Vistos, Considerando: 

Que median en la especie razones análogas a las te- 
nidas en cuenta por el Tribunal en loa precedentes 
transcriptos en los 1. 1S2 S pág, 29$; t. 185, p%. 74 para 
declarar procedente el recurso extraordinario denegado 
en los autos. Basta, en efecto, con probar que en el pre- 
sento juicio de apremio, Ja Municipalidad de Ausonia 
—Departamento de Tercero Abajo, Provincia de Cór- 
doba.— persigne del Ferrocarril Buenos Aires al Pací- 
fico el pago de Ja cantidad de * 6(1.511.97 m/n., en con- 
cepto de construcción de veredas, (incluyendo la inulta 
aplicada) — para encuadrar el caso en el marco de las 
consideraciones del Tribunal en el primero de los pre- 
cedentes citado». 

En su mérito y de acuerdo con lo- dictaminado por 
el señor Procurador General se declara mal denegado el 
recurso extraordinario interpuesto a fs. 149. 

En consecuencia, y encontrándose el -expediente en 
el Tribunal, autos y a la oficina a los efectos del art. 8» 
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do la ley N* 4055. Señálanse Ioh lunes y jueves o el si- 
guiente din háhil si alguno de aquéllos no lo fuere para 
notificAdívnes en Secretaría. . 

RoBKRTO REVKTTO — ANTONIO 

Sauarna — Luis Lixahes — 
B. A. Nazar Anchimkna — 
K. Ramos Mbjía. 



ANTONMO FKLIX KBN08A 

CIUDAfíAXlA Y XA TU RA IAZ A t'tÓN : fírtiursilo*. 

A loa efectos de obtener la carta de ciudadanía debe p ro- 
barse la calidad de extranjprn y la identidad del solicitante 
en la forma une determinan ta) arbi. 79. 82. Kl y 85 del 

Gidigo Civil. 

CIUDADANIA Y XATURAUZACIÓX : Kc^wilo-. 

¡'RUEDA : Pr^É* «,^Í B 

No habiéndose jtiKt ifi<>a*l<> que la pm-tida ilt* bautismo ex- 
pedida en España nea allí admitida eoino prueba suple- 
toria, del* considerársela insuficiente para probar la iden- 
tidad del extranjero que pretende obtener carta de ciuda- 
danía argentina, aun cuando la autoridad civil haya cer- 
tiFlcado al pié de aquella que el nacimiento no aparpee 
iiwrripto en los libro» del Registro de la localidad; tanto 
euanto que dicha partida -se halla sin legalizar y no 
el lugar del nacimiento del interesado. 

Sentencia del Ji.ez Fedekal 

Rwario. agosto l" de 1940. 

Autos y Vistos: Esta* diligencias sobre carta de eiuda- 
danía argentina, de las que resulta. 

A fs. -'I se presenta Don Antonio Félix Penona, solicitando 
carta de ciudadanía argentina y manifiesta haber natido en 
Kroles, Lérida, España; el din 3 de abril de 1907; ser hijo 
de Bueiiavenlura Feuosa y de Matilde Munill, (Je estado civil 
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de profesión comerciante y domiciliado pii tu calle En- 
tre Ríos N* 565. de esta ciudad, Para cumplir coa 1* disputólo 
por el Decreto Re* tomen ta rio de la ley 346, propone la testi- 
monial de los Sres. Ju»fl B. Abales y Juan «F. Ahregú, y acom- 
paña, — además de los certificados de práctica — , 
de bautismo o testimonio de nacimiento exr~ 
autoridades eclesiásticas de su país de 

Y Considerando: 




« por loa informes policiales de & 4 a 7 y f*. 9. y 
testimonial de fs. 10, w ha comprobado la conduela inta- 
i-hnbl" del recurrente, su lama estadía en este país y m 
actividades de comerciante honesto y acrecí i lado, que le pro- 
porcionan medios independientes de subsistencia. 

Que en el testimonio o partida de bautismo presentada 
y a que se ha hecho referencia anteriormente, se hace constar 
en forma inequívoca y concordante con lo manifestado por el 
solicitante en BU escrito de fs. 3. todos lo* datos tendientes 
8- 



miento, ete. 

Que al final de dicho documento, la autoridad civil de 
Kroles ha presentado la constancia de que en los libros del 
KejrÍKtro Civil de esa localidad, no figura inscripta el acta 
de nacimiento de Don Antonio Félix Penosa. A esa constancia, 
ML'nni las legalizaciones del Cónsul argentino en Kspañ« y de 
nuestro Ministerio de Kelacimies Exteriores dando, se puede 
decir, mayor autoridad al testimonio de la Iglesia Parroquial 
que la- precede. En consecuencia, el suscripto considera que 
dicho documento debe ser aceptado como suficiente, a los efec- 
tos establecidos en el art. 1* del mencionado Decreto Regla- 
mentario de la ley 346. 

Que el coso de Teresa Diez de Serrano, a que hace refe- 
rencia el Sr. Ajrente Fiscal, debe estimarse distinto al sub- 
judiee. ya que en aquel. — como se establece en uno de loa 
considerandos de la .sentencia respectiva — . no> se alebraba la 
imposibilidad de obtener el testimonio del Registro Civil, como 
lo hace el recurrente en su petitorio. 

Por todo ello, resuelvo ¡ Aprobar en cuanto ha locar por 
derecho, la información produoida por I>on Antonio Félix Fe- 
liona para optar a la ciudadanía argentina. En consecuencia 
previo el juramento de ley. otorgúesele la carta que solicita 
y notifiquesele lo dispuesto por el art. 18 de la ley 11.386, sobre 
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enrolamiento. Comuniques* al Distrito Militar c< 
y al Fichero Nacional de Enrolados; hec 
- — Emilio R. Tasada. 



SENTEKCIA 1>E LA t'AMAKA 



Vistos, en acuerdo, tóí mitos caratulados " 
Filis. Carta de ciudadanía". 




Y Considerando : 

I-a constancia consignada al dorso de !n fe de bautismo 
presentalla por el solicitante, revelu 1 ji imposibilidad de que 
éste pudiera obtener su partida de nacimiento, y certifica, 
a la vez. el alcance y -el valor probatorio que a aquélla le re- 
conocieron las autoridades españolas. 

El Tribunal entiende, pues, qne con el documento acom- 
pañado. (Hiedan satisfecha* las exigencias de los arta. 1* y 2* 
del decreto 999 de fecha 19 de diciembre de 1931. Cabe obser- 
var ijue el constituye, además, un medio de prueba expresa- 
mente admitidlo por el art. M) del 0, i'iv'%1, para las personas 
nacidas en el país, y por lo* arts. 82 y 83. para los extranjero»;, 
criando como en el presente caso, puede considerarse justificada 
hii admisión en el país de origen. 

Oído el Sr. Procurador Fiscal de Cámara se resuelve: 

Confirmar la resolución apelada, obrante a fs, 15. que 
aprueba en cuanto ha hipar por derecho la información pro- 
ducida por don Antonio Félix Fenosa para optar a la ciuda- 
danía argentina. InKtfrtew, hágase saber v devuelvan**. — 
Jorge Ferri (en disidencia). — Julio Marc' — Sanios J. 
eo-nf. 

Disidencia 

Y Considerando: 

Que la pauta de inlerpmación restrictiva <|iie corresponde 
en el otorgamiento de los beneficios de la ciudadanía, la han 
dado la mayoría de los tribunales d*l país y en especial la 
Suprema Corte de Justicia de la Naeion. en las causas que se 
refristran en los u»mos 176, pajr. 5; 181. pág. 281 y 182. 
141. y en el fallo que dictó el 11 de setiembre de 1939 en 
de ciudadanía que íluerson Benarroeh FoinquiSos tra- 
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Con mayor razón y totl niáti clara visión haría el futuro 
debe afirmarle e*ta interpretación frente a las ideologías, tan 
opuestas que apilan al mundo en ma tirria de instituciones 
políticas. 

Las circunstancias de que minorías existentes hayan pre- 
tendido derechos y la de que ef extranjern naturalizado lleaw 
a ifobernarlo como elector o elegido poniéndose en sus manos, 
por la liWnlidad de BUS leyw Ih deta* d» la nrtmnixaeión 
¡nstiliicioiiai. |HilíiÍca. social y ec>onórnii-a. obíifxa a ser caatOfl 
y a hai-er una severísima selección a fin .le reunir el mayor 
número posible de se<rnridades. «le «pie el incorporado sabiú 
cor responder al honor que importa )n concesión tic Ih ciudadanía. 

Una elemental prudencia inclina por consiguiente a man- 
tener el eriterio de reacción eontra la liberalidad exclusiva y 
peligrosa que existía en esta muleriti y a exitrir que quien 
pretende ser beneficiario de nuestras leyes y libertades, prin- 
cipie por cumplir con todas las dispnsK'ione 1 »; que ellas conlienen. 

Kn el presente (-asi», lu partáda bautismal prcscnlada. no 
es documento) habilhiinte que nuestra ley 346 y CÓdjgn Civil 
exipen. El nacimiento se acreditti, seijún los urts. 7!f, t*2 y W 
del Cód. Civil pi.r Ih partida extraída del recistro civil o la 
prueba supletoria que ra presamente indica. 

Ya esta Cámara en el caso de Teresa Diez de Serrano, 
senleneia l.í.546 citado por el Sr. Fiscal <le Cámara, al con- 
firmar la resolución del Sr. Juez Federal. I>r. Cepeda, declaró 
«ue de acuerdo con el art. 1 15 del Ood. Civil españuj corres- 
pondía presentar la partida de nacimiento extendida por e[ 
Uefíistru Civil, obligatoria para los nacidos despiu-s de 1870. 
Este es pues, el dnrumetito habilitante ijue debió presentar 
r'Vni'sa. 

Incurre en error el inferior al considerar que alejándose 
por Penosa Ih imposibilidad ele obtener el testimonio del Rc- 
(rislns Civil por falta del asiento respectivo, reconocido por 
la autoridad civir en el mismo documente presentado, puede 
aveptarse la art ida bautismal que presenta además en este 
caso, la defi» L^cia^seímlada por la Corte Suprenm en el fallo 

r i miento. 

Conforme alart. 82. Cód. Civil, aplicable en virtud de lo 
dispuesto por la última parte del art. fi3 a falla de la partida 
extendida por el Registro Civil debió el pe tjeionaute presentar 
lu prueba supletoria consistente en "los instrumentos, hechos 
en el lugar, arpíin lo* respectiva* leyes, legalizados por los 
agentes consulares o diplomáticos de lu República Argentina"*, 
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„ probar m fcB te** a,linitc " 1h S"ÍW 

supletoria de I» Civil. 

fti a loa nativos para enrolara se les exiítf la partida de 
nacimiento del Repistro Civil o en su defecto la sumaria in- 
formación judicialmente aproliada «•orno supletoria, no hay 
razón para crear un privilegio a favor del extranjera -ti- 
miéndote <le cumplir con ln obligaciones que la ley de nuestro 
pat» y las del kuvo respectivo le impoiim I>«ra acreditar el 
nacimiento. 

t'or lo Jauto y «¡do el Sr. I-WI <le Cámara. M resuelve: 
Revocar la resolncióii ajelada, obrante a f* 45. y declarar grm 
el 8r. Antonio Félix Kenosa no lia llenado los requisitos exi- 
gido» por la ley 346 y su reglamentación respectiva, para 
adoptar la ciudadanía argentina. Insértese, hágase <»twr ? 
vuelvan al juzgad.. tfc origen. - /«rr/r rVrn. 



Dictamen i>ri. PitocfRAiioie Gknekai, 
Suprema í'orte: 

Por las funrtamentofl expresados por «I Ministerio 
Fiscal, qne Me ajustan a la doctrina de V. K. 60 17K: 5í 
18(1: 343; 181 : 281; 18¿: 141 y "GnOTMn lUmarrocli 
FoínoUinos" sentcneia do setiembre 11/93!», pido se re- 
voque la aenteücsa apelada de fs. "Jl y no sé Ittkga lugar 
al pedido .le e-arta de ciudadanía argentina hecho \x»t 
Antonio Félix Penosa. 

Uufuvrca tal jn-dido 1¡i eirciinslaiieia de ipie la par- 
tida bautismal presentada por el interesado, uo aparece 
legalizada en forma alguna, pues solamente ha sido ob- 
jeto de tal di tigelina la firma dwl Juez Municipal de 
Kniles, puesta al pie de otro documento, distinto, encrito 
a continuación de aquélla. — Buenos Aires, setiembre 
24 de 1940. — Juan Alvarez 
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dé 1940- 

Y Vistos: De acuerdo ron H precedente dictamen 
nr IVorurador < ¡enera I y la doctrina sus tentada 
Corte tón los casos aludidos, se rovoca la senten- 



ria «le fs. "JI cu cufliito pudo ser materia di recurso. 

X'ítifi'iUVív y devuélvanse al Tribunal do p.WfiB^ftr 
<'iu, los presentes autos: Penosa Antonio Félix — Carta 
de ciudadanía. 

Rohekto Rkpki ro — Luta I-ina- 
itits — B. A. N'aKar AncHo- 
rksa - F. Ramos Muía. 



HICHEMX Y (TA.. & A. ARGENTINA 13 E 
¡íETM ATICOS v. NACION AKÍJES'TIS'A 

AGCraS* CIVIL; ÁtftewJa *n la **»ir»ria &intíml, Mü#b 

Si bieo es cierto que darla U naturaleza del juieio penal 
ante la justicia federal. comprensivo de la sanción por el 
delito ii la falta > del cobro de los derechos fiscales, no se 
puede revisar en actuaciones independíenles de un juicio 
civil por cobro de derechos fiseales. la sentencia (pie en 
lo criminal declaró improbado oí liedlo jrenerador de esos 
pretendidos derechos, también es verdad que las razones 
que fundan esa conclusión mlniilen excepción cuándo lu 
rauta criminal no ha tramitado juntamente pOB 1» civil y 
en la primera, ta prueba del derecho del Pisco ha sido 
coartada por reatos ineficaces en la segunda. 

LIBfíOS l)F, COMERCIO ¡ Krkihi,-iñn. 

En el juicio civil snhre cobro de derechos aduaneros es 

procedente la efttiiptllsa do \m liaros referenlea a las ope- 
raciones originaria* dp dichos impuestos, sea que medie o 
no la posibilidad de una ulterior persecución crimina!. 
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LIBROS HE VOMKHCIO: Kihiliiri'm. 

La compulsa de los libros de tonW«¡o de lo* procesados 
t* proeedente cu Ihs cansas cri mina Jen por defraudación a 
la renr» aduanera v la omisión de su prewutaeion hace 
que lenga mayor peso er. WnílH (fe Iw praeeKado* los otros 
elementos probatorios reunidos en el juieio; «meluawn 
aplírabU- con mayor razón en materia civil. 

ACC&N CiVlL: Influencia tic la .rMtearó í'nminol. Jtolactón. 
iril ríreunKtam-ia de que tIfb " ¿^MV*"* « importador 
en la uuerella por defraudación promovida contra el mis- 
mo, no es «uit*e liara psaminar | n cowlWo el punto 

de vista de I,. acción rivil sobre cobro de los respectivos 

derwtoB aduanen*. 

ACCI6S CiVIL: /m/"**" * M rriaiúwí. ,««»íi«ío«. 

ta falla d¿ prueba del importador tendiente a desvirtuar 
las constancias en virtud de las cuales fue comlcnndo en 
juicio ejecutivo a pnjfiir los derechos nduancros exigidos 
por el Pise» eon posterioridm! a la introducción de las 
mercaderías ; las diferencias entre el manifiesto de carga 
v los eoinHMinieiititfs y los documentos del despacho adua- 
nero, advenidas en numerosa* opcrteioJira de impórtacran 

y otras cirvuiistwnciMs igualmente Migcrentes. así como la 

negativa de la firma introductora a presentar mis libros 
de comercio, ijue lia remitido al extranjero, imponen el 
rechazo de la demandn sobre repetición de los derecli-'S, 
no obstante la absolución recaída en la eaupa criminal que 
w le «¡guió por defraudación. 

ÍÍBKTENeiA DW. Jl'EZ PBDERAL 

huertos Aires julio 26 »e H$$ 
Y Vistos: EkIck nAí oantulados "MicfefMo tf. A. Ar. 

gentina de Neumáticos contra el Gobierno de 1n Nación, sobre 
repetición" de los une resultar 

1*) Que a fs. 7 se presenta el señor Julio A. García 
VLetoriea en represen! aeióii de U aetora. deduciendo formal 
la contra el ilobieriio de la Nación por devolueión di 
le $ ÜM.193.20 m. n., a mérito de las siguientes v*m- 
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líiee que la repetición intentada c-íIh autorizada por tí 
¡irt. 278 de la ley N v M. Que la suma que en Mi oportunidad 
fu* ronde-nada su mandante a abonar en el eorre*pi»ndiente 
juicio ejrt i tivu. In fin» i'ii base a una liquidación de liewhus 

¡iidebidanienle expedida por la Aduana de la Capital, "na 
denuncia hedía ni interventor «Ir la Aduana según Ib cual 
I» firma adora bahía eludid*» fniuduleiitaiiiciile id pa»o do 
derechos, provocó la formación del correspondiente sumario 
a los erectas ilr aclarar el hecho, sumario que de acuerdo 11 
lo esim-sanienle dispuesto por <>| iirt. I.íKH de la O. O. de 
Aduana pasó al •lujado Federal. IV, •lamiis, quien aun no 
se ha pponum-iadi» al respecto. Qu-B pendiente dicho trámitp lu 
Aduana liquidó las derechos correspondientes 11 la mercadería 
supuesta en iiifrurcióii y filé en líase a olla que se ejecutó la 

suma que ahora Be intenta rr|M*tir. Sostiene el presentante <pic 
tal lii|U¡dai j ióii de derechos no lia podido efectuarse hasta tanto 
quedara definitivamente decidida la procedencia de la denun- 
eia mediante e) T>miiiiuciamieiito de lu justicia federal en U< 
criminal en un en*» de ni competencia y jurisdicción origi- 
naria, Que tí sumario criminal en et raso c* previo a cual- 
quier acción civil, pues recién en «-asi» que exista condena en 
la justicia del i-rimen. nacerá la obligarum por parle de su 

mandante y l« acción correlativa del Estado para reclamarte 
IBS derechos .•iieslionnd»*. Funda la demanda en lo dispues- 
to por los arta. 7fc¡. 4ÍW y 1101 del Código Civil v art. 278 
«le la ley N» 50. 

En definitiva, pide que se liajra lugar n la rtpi-ticicm de la 
suma reclamada, más sus intereses desde la fecha del paga y 
la« costa* del juicio. 

2*) Declarada la competencia riel Juzgado y corrido tras- 
lado de lu demanda al 1*. B por intermedio del Ministerio 
de HacSendá. a f*. 22 se presenta el señor Prwnrador r'iwal 
contestando y dice: 

Que el fundamento e^riiuidu- por la aetora parle de un 
fum lamen lal error. Que es facultad exclusiva del Poder Ad- 
ministrador el de liquidar y exitfir el papo de Iik* derecho» fis- 
cales can absoluta presciuileneia de cualquier decisión judicial 
relativa a .su procedencia. Qu« la circunstancia de liaber salido 
la mercadería de la juriadirxión de la Aduana no m óbice para 
ello, como resulta claramente de ln dispuesto por los art 431 
y 437 de lux O. O. de Aiiunna. Que en cuanto al hecho de que 
en el presente medie sumario por supuesta infracción, tampoco 
puede variar lo sostenido como resulta de lo dispuesto en el 
art. ÍOm de la ley 810. Lue*o de hacer una -serie de constde. 



manda Con especial eondenaciún en Kola». 

3*) Abierta ta fiiw fl prueba por tudu B| termino (le la 
lev, se produjo la t*HHtóM« por Aduano a fe . J« vía., «le- 
pando ambas partes SobW Hl «u-rilo a Ik 14J y 1» *»n 

ll...n.\ uní.» IM1'» tU-fillílivK H f¡ 



in One |« BCtora sostiene en primer termino en su Mentó 
«le ¿man* » *» ''' sirvió de t«a> n a eje- 

,-ueiún de tos derecho» que ahora mienta TeWlír fot rxtendidu 
indebidamente n-»r la Aduana «le la Capital. 

Q Ue p„ U, ,,ue w WtffeH! a &te ajperto la eueslmn. cabe 
mai»r»*tor afile todo que c*t« afirmación parle .le un funda- 
mental errar. La Facultad del BitóO P»ra liquidar \ exifjir 
\tiá dereeln« *inn« lo* q"* >* cweatíonan en estflfl auto»? deriva 
de una ftmeSon que te es propia y de resorte emmentemehU- 
admhihlratim AuK'liwii afirmarlo las «i|r«H dwpftM- 
cSn« .-...tenidas en los arts. 4:il y 4H7 de las 0. O. de Adua- 
na euvt» IfirinifttS Harw >' expresa* al rmw» eliminan 
-ualquier panero de .ludas. 1.a aduana puede re.-lai.iar ¡M.r 
trror en «u daño por m«I¡« de m» CWttW U|UiiUeiuii. deter- 
minando ,-l doeújueirto equiv.H-ado. señalando el error v «ató- 
blteieml» la diferencia pairada de n.e.io* lIp » 

v«ea«ión (art. 431 cit.t. Bn el mismo sentido esta autorizada, 
la Aduana para reclamar de los comerciantes el abono inme- 
diato por Tesorería de lo <|U* huyan papado de uunos por 
i-rror de aforo o liquidación de saldo con la copia de factura; 
por falla de eiimvlidn en tns farñfim de tránsito; por W&m 
de doHimei.lo o por eualquier otra caiwi . .. etc. (art. 4. i 
eit ) ;('<.mo puede sostenerse mitwiee* que la Aduana no piulo 
„ no tuvii autoridad en el caso qne W wirtempla pnra liquidar 
los derechos «pie en su oportunidad se tjtfMNM en <■ eorm- 
ponaM jvfei» -^-'tivo. pne pWj .n*rda separarla « 
¿erei-ndi. en autos? La nepi.iv» se impone En indudable qlW 
la lev ha MHato en maní* de esta repartieion 1« faeultad de 
«anidar e¡ cualquier aumento ton .leretdios que a bu hiieio 
hén iJebWeatoMr* t«4o ello rvideulHiK-uie si., perjuiefa del 
■ lerc-ln. qne todo ^itrtbiwente nene para o jmfr '«_¡^ rr f- 
poaóllntc aaeifiú de nq-ti.-ión que a«totj» el «rt. ÍCB del 
<Y.dico Civil, euaudo «•stu butóeni percibido .derechea ao *uta- 
rizad.-s por la. íeveá p^rliiientes o se lmbi^M idwnado par 
mor. mayoi: W*Í4ad # lo que .•orn-p«.n«le 

2°) Que en euBiílfl a la .•ircunsiam-ia de mediar en el 
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autos- mi sumario por cobro de multa, sumario <jue 



| .......r ,,. ■<■<■■<«, 1)1*11 III lj||| 

ante el duztrado Federal Dr. .lanliis. tampoco juied* 
*er óbice en la situación contemplada para que la Aduana 
liquidara independientemente de esta arción |»s derechos fis- 
«•alpH wn- respondiente* a la supuesta nú-nadería introducida en 
inimedm, desde el momento que expresamente asi lo aulnrizj» 
el art. 1(16(1 <le la O. <». de Aduana, en toa rasos que cómo el 
iinahzadu sin perjuicio (lie la acción penal existen derechos w- 
dinario* exifeible* (última parle del art. citado). 

si bien « cierto que cuando la mercadería lia salid* de 
la jurisdicción 46 la Aduana. és.ta no puede imponer penas 
\.><<t- las infracciones cometida* de aciierd*. a lo dispuesto por 
H art. IO:i4 de fes <»- de Aduana, debiendo cu estos 
recurrir ante las Tribunales ¡Vaeíonates. quienes san los que 
lienen el conocimiento originario de estas enuiuih. 68 Ue a.J- 
venir que ellas .se concretan única y exclusivamente a la multa 
per lo supuesta infraceión, pero Bó a. los derechos ordinarios, 
los <ju como se lia dicho anteriormente son de resorte exclusivo 
dO la Aduana la que pn cualquier momento o circunstancia 
pueda liquidarlos v esigirloa 'art. 4.11. 437 y 1060 ía /¿ae 
Untas citado). * 

,0 "puesto debe concluirse pues, -pie el hecho de que 
lO h<|uidlicinu de los dere.h«* enva repetición intenta en 

e*ta demanda, fueron liquidado* pendientes, uiin do la .Justicia 

hederá! en lo Criminal los sumario* correspondientes a la 

WaíMBileriu en supuróla inrraeeióii — cmisas; une lian üdo 

resuellas con sobreseimiento ilefinitivo. sepún resulta de los 
twtimoniosi nure&ufo* de fs. 90 a fs. W de estos «m,* - 
no puede haber lenid,. I» virtud de invalidar la expresada 

' Vfi ''" Pr<V"denieme»te se 

1 rata de dos a detone» distintas y p„r tn| ra*m la existencia de 
una dC días no puede trabar o enervar la i.ira. 

En esta situación, a jujei» del prove.ventV. la norma de 
derecho que estable.-e el art. 1101 del <_*ó.1i»„ ( ¡vil ,.,„. j„ 

agora ha esprinniln para a)H>yar mi tesis, no puede «f un 

eUslKcuIn en el t*« de autos, dado su evid..»!.. h.aplicabilidad 

pi-r l»> ra»«ip» expiicsias aiileriornienle. 

m Que desr'a rindas las cuestione* pavías e^udiailas 
prereilpnlemraip y enearamla la ÉoénÚn a resolver des«le el 
PUMO di- vista .le la ¡ufU'm de -epetición <iUP t -s v ) fin m-rse- 
RUndU en esta deruan.la. el siiseripto enl íeiol.. , ¡W ,*\\,, 
p.mle prosperar n n |„ veje ou,- |„ rm.rrentc no lia aporladu 
ios cl.-mei.tos «1,. jiinu, mwirios par,. a.-n-diiar que no se 
imporiHro,, | 1IS niercadeniis que lian nHQtivÜUfl el e«,bro de los 
elerei'lii.s (| uc s.- Hítenla: re|tetir. 
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La tetara lia adoptada mm pi*deióii de defensa pata sos- 
tener Mi derv-dm. *i«-nd<>. que por .-I .-n.trarm bu bebido asumir 
el pa|iel Hi-iivo qoe i*ti sn situación df ¡»ci-tominte le itorres- 
|MiMilin. (Juieu aleira un necltO debr probarlo, n é| te ¡n«:wnb«- 
,•1 ¡íes» do la prueba. 

Durairtc ln N-ruola del iHfciéia no hn probado, ni si- 
quiera ¡alentado probar que olWiivHUH-nte no so introdujo Ja 
mercadería '(iii- iiHflivji este juicio. Más aún. iliiranli' el tér- 
mino de prueba el M*fn>r l'roeurador Fiscal, a fs. 108, solicito 
una cniipulsa <le fiAjo* a los efecto* de acreditar la cantidad 
«lo iuen-ndf>'i¡i que efectivamente, dr aeiipnln a e"<l|*. resultaba 
babor*- importado. Bstn medida «o pudo llevarse u efecto, 
iwr la res.is.tni.ia tW la iiHfmtwla. QUteH luVow pretextos poeO 
nceptiihlcs. nleiramb» atir los libros s* hallaban en rVaneia (ver 
acta, fs. 111 vía. y testimonio cíe ana mmenii- n fs. Uítt, nu 
obstante la ealepóriea dis|K'sk-iÓii esta Mecida por el art (¡7 «leí 
(Vhííüo de í'oraereio, Es indudable fltM hii pi**nlai'Í6ii hu- 

hiew Rldo de una uiilidad dc-isiva en e| juicio m-reditaudo 
en forma iadubilable si e*¡sti«Í » ftlj I¡t i iu|hi nación de ta* 
mercaderías cuestionadas. 

lírvbayadas las riH'sil ¡-mes previas y no iv»uStautlo pntbado 
de íllllof*. la falla de importación, único lieclt.» qiw hubiera 
autorizado la repetición qtt* se iiit-'nia, la •Immiida deho de* 
(Miniarse y asi w «Mam. 

Ptor I«* razones es puestas. fallo: rechajíHiiil» la demanda 
instaurada par la S. A. Argentina df Neumúlieos Maubelín 
cuntía el Oobierim de la Nación por re|ietirión. con cosías. 

Notifique el empleado Giúdice o Í*amarva Duermo. Rep- 
lan fojas; devuélvanse l» s aet uucJoiies administra Uva* agre- 
gadas ntt rl'nlHm rütemU y oportunamente, archívese. — 

Ktlwwfa fi-írmknUi. 



SKNTKN'riA UR I.A CAMARA PüDBRAI. 

Bueno» Aim .septiembre 15 de 1940. 

Y Vari» estos aula» s*ííiiMos par Mielieliii & A. Argén, 
tiqa de Nvimiáticos contra el OobiflitM de lu Xació», Robre 
re|Mlú>i6n, para deeídlr adéfea; de lúe rwürson de nuliilad y 
u|Mílaciún, interpuestos a ís. 1(¡7 contra la wuienwa de &. 162. 
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V Considerando: 

Ku CUtnto al recurso di* nulidad : Que no liatiiemio sido 
BUHtentado eo «ta Mánth corresponde tenorio por 4mtt 
iriadn y .i" ki> declara. 

En cuan tu «1 de apelación: Atenlo lo resuello por ta 
1 orle Suprema en el juicio idéntico seguido entre las mismas 
partes (tonto 1*3. páy. de/ su colección de fallos), se re- 

sui'lvez I#) lipvm-ar ta sentencia a pela Ja dé fs. 1<Í2. declarán- 
dose precedente la repetición de las suman payadas en «■! juicio 
ejecutivo apresado, a titulo de derechos aduaneros *• intereses 
de los mismos; 2") Desestimar la repetición de las sumas, al») 
nadas en enráVter de caftás. honorarios v re pesie ¡cines en el 
mismo juicio "imitivn; 3*] ftsolinr prñcerieiitr el payo de 
¡nteres-cs setbre tW Mimas que n manda devolver, a estilo de 
los une robra el Banco ú> la Madón ArKeiitina y a partir de 
la iioiiri.ac-ión de la demanda : 4*1 Ordenar (pie las costas se 
papiini por hii orden, el) ainba* insiiineins. 

Notifíqueae y devuélvase a la insiaueia. — Cari™ del 
Compitió. ~ M Vifhr Pilad* - Nicolás liant^Uz 
Iramnn. 



FALLO DE LA CORTE sl lMtKMA 

Buenos Aires, oetubre 9 de 194-0. 

V vistos: Kl recurso ordinario de apelación del (3o- 
bíerilO de la Nación eontra la senletieia de la ('¡'uñara 
federal Je la Cüpitiil que liare lujrar B la demanda de 
Mielielin y fin., |Hir repetición do sumas de dinero pa- 
iradas en coneeplo de derechos aduaneros de ¡nqiorLu 
eiúii; y 

Cunstderalido: 

I. Kste pleito es ¡similar al que mire las mismas 

parles y \mr conceptos semejantes, denidió la Corte en 
17 de abril de 19.19, en el sentido de que debían devol 
verse los dereehos cobrador por la Aduana en virtud 
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de haber «ido ahsuclla la firma Michelín y Cía., en el 
juicio penal por defraudación, incoado por los unirnos 
hechos que determinaron el cobro de derechos por !r 

Adunnn (Fallos: IKt, -'88); y en ese fallo se funda la 
Cámara Federal para condenar, también esta vez, al 
Gobierno —fe, 130. 

II. <¿ue la Corte dijo, en la causa precitada: "Ni 
las Ordenanzas de Aduana, ni la ley de aihiami X" 11.-81, 
posteriores al (Valido Civil, tienen precepto alguno o«C 
estahlezcu esa especie du cuestión prcjudiehd o previa 
(|iie planlea la jiarte adora y el rigor ronnal «pie ca- 
racterizo la legislación aludida excluye, en principio, 
fu aplimcióii exlensivti de nninias o principios de de- 
recho común restrictivos de lu amplia jurisdicción pri- 
vativa; y por el contrario, de las disposiciones de los 

art«. 1054 y 1G62 do las Ordenanzas se desprende qne, 

aun en el caso de absolución por el Administrador do 
Aduana por contralmmlo, defraudación o contra vención, 

se deberán |mgHr los derechos riscales adeudados". K« 
cierto que, continuando eu el eonsideramlo (el apre- 
só el Tribunal: "Pero dada la naturaleza del juicio 
penal aide la justicia federal, comprensivo de las san- 
ciones |>or delito o falta y <tol cobro de los derechos 
fiscales (arls. 102!» y IG30 de táa Ordenanzas y sentencia 
de esta Corte registrada en el tomo 139, página .1DÍIJ 
residía lógico y lejrnl *\w ,m st ' pueiln revisar en ac- 
tuaciones iiideiH'ndientcs de un juicio civil por cobro de 
derechos fíncales la sentencia firme que en el proceso 

criminal declaró improbado el hecho generador de esos 

pretendidos derechos'*. 

III. (¿uc sin embargo, los razones «pie apoyan la 
conclusión precedentemente, enunciada, admiten excep- 
ción en el supuesto de (pie el proceso criminal no haya 

tramitado conjuntamente con el pleito civil, cuando en 
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el primero la prueba (leí derecho del Fisco hubiera sido 

coartada por reatos inoperantes en el «t^nndo. 

Que tul matiz no Tué objetó de consjderarión C n el 
«•«so itmtsañpta en <-i tomo ísy, púg. m de ios fallos 

deJ Tribunal, porque entonce* la compulsa que solicitara 
ei Procurador Kisnil fu¿ dc.Mstidn por éste, ante la n>a- 
nifestución dG la contraparte de tpic había remitido sus 
libros a Francia, a raíz de la resolución recaída 00 el 
proceso anterior por defraudación, denegatoria por ra- 
zones constitucionales, de |« exhibición do los misinos, 
allí |*-dida — Conf., acta úe fs. 103 del expediente en 
que recayó la senleiieia citada, el que se tiene a la 
vista—, Así el Fisco, se conformó .- n la restricción de 
su prueba. 

(¿ue «o sucede lo misino en el caso stib-juám. Anuí 
la compota ha sido CÍeórett* — fs. 113 vta.— y pro- 
ducido el informé de fe, 117, se intimó a la sociedad ac- 
lora —a fs. l.'«J— fjg prese litación de los libros de qne 
■se trata, providencia ésta eonfirmada por auto de ti. 
139, Si la medida en cuestión no se ha cumplido, no es 
por razones imputadles al Fisco, sino por la» dadas a 
fu. 141 —Opinión do los abogadea franó ¡SCO «le la socie- 
dad de que la actora sería, cansa hnhiente— es decir 
por motivos que de cualquier manera no pueden inro- 

carse paia lenificar sn derecho. 

010 OH fuera de tlodá «pie en pleito civil sol.re la 
procedencia del cobro de impuestos aduanero* e$ pro- 
cedente la compulsa de los libros referentes u lab OpO- 
drigíttOríflB de ios derechos de que trata el 
inicio. Ksla proposición no admite disputa en los su- 
puestos en «pie en imponible eiiahpner ulterior persecu- 
eión penal sobre la base de esa prueba, por existir ya 
absolución recaída en e-l juicio erimitini. como así ha 
tenido oportunidad de resolverlo la Corte Suprema de 
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loa EE. ni. —Vtíaí. Wiu.or.aiBY, t. 'J. pág. um— . Caí* 
añadir qtK" do neuerdo cxm la jurisprudencia de e*'n 
Corte —Fallos: 183, &»¡ 184, 417— también lu soría en 
caso contrario, porque el Tribunal ha decidido que la 
compulsa es procedente en los casos de procesos erluil- 
nalc* por defraudación a la reída aduanera, y <|ue lu no 
presentación de los libros, hace "que ten^a mayor poso 
en su i'ontra — de los procesados — los otros elemen- 
tos de juicio aportados en la inventiHación y en el de- 
hale" — Fallos: 1H4, 417, eonsid. V — raciocinio este úl- 
timo con mayor razón aplicable en materia civil. 

|V. Que es |»r c:onsÍ<ruiento legítimo concluir, ooii 
el juez de lu causa, que la aclorn no ha producido prue- 
ba suficiente, paro que BU demanda pueda pros¡H-ra«", 
porque no bastí, j»ara la procedencia de la niíjhhu — da- 
das las particularidades detalladas en los considerandos 

que- anteceden— la sentencia criminal ubscjluluriu. Axí 
esta Corte lia dicho — Fallo--: 139, 3!>3— "que la cir- 
cunstancia de que delta absolverse al Frigorífico Swift 
de la querella por defraudación deducida contra él, no es 
Óbice para examinar la cuestión desde el punto de vista 
do la acción civil sobre eoltro de los respectivos derechos 
aduaneros" — Conf., también Fallos: 183, 288. 

QUO median además en las operaciones de que se 
trata, !as circunstancias supérenles «me se mencionaron 

en el anterior juíci» ¡n^uid» por las mismita partan 

— Kallos: 183, '288. consid. 3\ apartado final — las que 
como ya se lia dicho delwu adquirir especial sijíiiificH- 

cióii en la espeeitr, ante la injustificada reticencia que 
importa la negativa a la compulsa decretada en los 
autos. 

Ku su mérito se revoca lu sentencia apelada y se 
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nl>suolv<? al iJoniorno N'aeional dv la demanda, sin eos- 
tas, por no encontrar motivo suficiente eE Tribunal para 
imponerlas, llágase saber y (leviiélvnnsv, reponiéndose 

el papel , 

Repetto — AXTONIO 

Ka-OARSíA LlMS T-1 NARES 

B. A. Xazah Anchobrxa — 
V, Ramos Mejía. 



i- -m kti\o mmOS v. PROVINCIA $B Bl'ENOS 



KXCEPCIOXKS: Gloses. Falta H* pítraanerfo. 

JXTKIWK'TOS: Pnntipif» i/tarrolr*. 

Kl administrador de una MieeMÓn tiene personería para 
promover un interdicto de recobrar la posesión dp un 
bien inmueble perteneciente a aquélla; fanto más cuanto 
ipie. al proponer m iioiubraaiientii. les herederos mani- 
festaron que lo autorizaban pam representarlos en juicio 
«i fuera necesario. 

PRBSt'fílPGIéNz ItUrrúptifa 

U >-»la iiití Tp ( «uí¿ii de la demanda basta para internim- 

IMTA MI ACGSÓti. 

La circunstancia de que el iiiinneble rerono*-a una dcmln 
hipotecaria en ejecución, superior al precio que le a-sipna 
el estado ex propiador, m* es óbice para que el dueño cjer/ü 
los derechos que como tal le corresponden y no puede ser 
invocada por el primero para oponerse hI interdicto de- 

dut-idn por el wiiitudu. 

1NTEHI>J( TQS\ Xlp rreohrar ji <f?*f.ojo. 

Procede el inlerdict.i de Wb»r contra la provine!» que 
sin ley que la autorice, *hí haber promovido juicio ni 



lado judicialmente el precio del inmueble ni ' ido 
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intervención ul dueño, lo ña privado de la posesión dW 
mismo dándosela a la autoridad rminieip.il de lu Incalí. 

dad. (') 



¿/HM.Y.1: ínfrateioMr*. Manif?*ian>¡» ¡nrotaplrU 

Las llave» fija.-, .le hirrro niqueladas ile ln partida 1720 
M hallan sajelas ul recargo del 2fl ',í- establecido en la 
nota & de Ih ¡Seirióu Ferretería de la Tarifa ,h> Avalúo* 
y no están comprendidas en Ih liberación que el art. 3* di 
la ley N» 11.588 acuerda a lu herramientas de hierro y 
acero para artesanos por ln que e-I introductor que sólo 
declaro llaves fijas de hierro sin manifestar que eran 
niqueladas, infringe el art. KM ile las Ordenanzas de 
Ai luana y se baeé pasible de una multa igual a la líiffe- 
r^ta de derechos exi*tetiLc* entre lo «leeluradu y ln que 
resultó. (*) 



BRKXA M. SILVA DE VARELA V OTRA v. NACION 
A ROE NT IVA 

PRESmiHIóS: TnlgrnpeUm, 

El escrito en que lu adora expresa que ocurre a"Ie «I J'i« 
"a fin de que anotada esta presentación y dándole fecha 
eierta resguarde el derecho de pensión" (pie le fi o jrw g? 
(mude y lia reclamado anti' el Ministerio de Ouerra eu 
el expediente que indica y se halla en trámite, es sufi- 
ciente para interrumpir la prescripción liberatoria, 

JUBILACIÓN DE EMPLEADOS NACIONALES', Pfíufam, 

L<i dis-pnestn en el art. 4 de la ley X» 12.613 no se aplica 
h las pensiones otorgadas antes de la .sanción de la ley 
que. por consiguiente, deben ser liquí liadas con preSelu- 



(3) fttim <lel fallo: «etubro II de 1910. 
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delicia de la fedm df la MflpwtiTa aoUeiiud y en catata 

no> se Imya operado la preM-ri|K'ión quinquenal de Isa cuo- 
tas rcS|H>oIÍVHS. 

Antkckdextks 

Doña Bruna Margarita Silva de Varóla y doña Celina 
Wnain.'Ia !"»ilva de Cabrerti promovieron demanda contra la 
N'acióii, ame el Juzgado Federal de ta Oiipitat a carpo del 
Dr. Ktiiilíu L. González, a fin de que la pensión . t uc en calidad 
de nietas viuda* de guerrero de lu independencia ¿ley 11.412) 
fea fttS otorgada por el (¡«bienio ai partir de I» fedia jen que 
la Milñ-ituroii — eueru \$ de 1937 — le* fuera ennmlida drwlc 
el 29 «le abril de 19:14 o sea ton una anterioridad de cinco 
nñm a ln frrha de la imeincíóii .lo ta demanda (1 ,, .19» .va i[iie 
no podían redamar también las cuotas anteriores por íialMTse 
operado a su respWlO la pnwfipptóll r |tií n*i u<>iia J. 

El pnx-urador fiscal opuso, entreoirás defensas, la pres- 
cripción del derecho de l<is adoras, por lia be r transcurrido 
huís de diez años desde la fedm de la sanción de U ley 
U*412 lias(o la i9p iuii'íai-ión de la demanda y afirmó i|ue era 
insuficiente paro interrumpirlu el escrito presentado por las 
adoras ante el -Juez Federal «Ni fecha setiembre 24 de 1938, 
concebido en tos siguientes términos: "(¿ue dte acuerdo con 
disposiciones legales pertinentes, copiosa y unifoniie jurispru- 
dencia, las firmantes t-oudirreii ante V. o fin de que ano- 
tada e*la presentación y dándole fecha cierta, resguarde 1 el de- 
recho ile nenswni i| ue en >u carácter de nietas del «uen-ero do 
la independencia don .José ¡Silva y de acuerdo a la ley X* 11,412 
le* pornwpondi* y cuyo pxpedíente tienen en trámite en el 
Ministerio de í¡ tierra de la Xadón con el ff> i*. 137?A't7". 

El Juez Federal, después de recordar que la calidad de 
nietas de pruerrero de la independencia invocado por las a»' tu- 
ras se hallaba reconocido por el ÍJnbierno en el expediente en 
que le acordó la [misión, nvliaaí la defensa ile preseripciún 
en virtud de la jurisprudencia sentada por la i'íiniara Federal 
eii el caso "Peyre Valdrz. Muñirá, J. V. v. flnbienm Xaeiniml" 
— diciembre 1* de 1939 — "U Ley". T. lt¡. Q&g, 10IM. 

Sin embargo, rechazó la pretensión de las adoras pop ■«- 
tender que correspondía aplicar ron efecto reiroactivo lo dis- 
puesto en el art. 4» de la ley 12.613 y. por lo tanto, que el 
derecbij 'I* 'a» «doras |iara percibir lu petwiói, sólo comenzaba 
a partir de la fecha de ta respectiva solicitud. 
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RnenoS Aires. 21 .1? aposto de VMi\. 

<\.nsidcrando ¡ 

lías actortto obtuvieron fea beneficios rife pe»*'"" 9"? ,,fln - 

cede la te£ 11.412. por decreto del Poder Ejecutivo de ferh* 

2 ilc mara» de ¡888 («éue fs. 4.j del expediente adminislrativo 

nffiTKHílül. Dicha iien-úón se mandó hacer efectiva lair el 1*. E. 
Me *M5 de enero & 1937. fecha CTl que la volieitaroi). 

Kn el escrito de demanda de fs. 4 presentado el 29 de abrí! 
lie 1&39. •* reclama él pa»o de m Mío* devenirada* «m an- 
terioridad de cinco anos. 

U aenteneia recurrida de fs. es arreglada a -derecho 
en cnanto rechaza la prescripción decenal npncsla por el .señor 
Procurador Fiscal. 

En «-«amo al ÍoimIo <H asunto, .-abe observar que la ley 
12.613 de 30 de setiembre de WVK en su art. 4" dispute (tOet 
"Las fWIWÍon« uOe se útorgtll^i ra ffl«í*"W| se InaMatin 
desde la fecha de la presentación de la respectiva solicitud' , 

p> Íor propios términos át dicha diapourfión Inwl nnne 
ta evi.len.-ia de su inaplicahiliclad en el eas-i wft-jidícf. pótate 

que m pensión d.' las aclaras va había nido comedida el S * 
mm» de 

Por «-onsitrulente. y ti* acuerdo con I» reileradaminite re- 
cuello por la Corte Suprema y cate Tribunal «m casos análogos 
corresponde establecer, en principio, el derecho de- bH actor»» 
a las suma* une reclaman, con las deducciones (pie ellas iiiisma- 

roconocen en el ewrito de fs. Ifi. 

I'or estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
fs. 23 y se rteelam fltte l« Nación debe abonar a Da. íiruna 
•Manían ta Silva de Várela y Celina Venaueia Silva de Ca- 
brera las mensualidades atrasadas de la pemóón 'P"" l*> ha 
reconocido, a emitar desde el 29 de abril de lí»34 respecto de 

Cabrera ,v en ciiantn a la señora de Várela desde la fecha del 

fallecimiento de ku esposo, con (ledueeión de la» que ya hu- 
bieran |»prcihido e intereses desde la fecha de la notificación 
de la demanda (C S. T. 1S1, pág. 138) sobre la «urna que resulte 
de la Iñpiidaeión n practicarse. Abónense las costas de ambas 
instancias en el orden causado por haber inmrHdo en plui 
pciüia las adora*. — Vario* tUl Campillo. — Rirardo Villar 
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FALLO DE LA CORTE Sl-PKKMA 

Buenos Aires, «ctnUre 14 dir 1940- 
Y Vistos: Por su» t'iiiulaiiH-nfciw se confirma, la stfll- 

lendfl ilo feí 34 ñigatóoaí w»mi»nta por bd orden la* 

«•«stit* (le esta instancia en aleación n la mitumley.¡i de 
las i'UfstioiU's planteadas. 

Notltjq«<?si> y «U'vtH'lvíiiist» ni tribunal de proce- 
dencia donde afi repondrá el papel, los presentes autos: 

Várela Bruna Margarita Silva de y otra v. la Nación, 
«obre «-obro pensión «le la ley N* G 11.411'. 

KoKKüTU IÍEIMÍTTO — l.i ís Uka- 

ties — B. A. N'AZUt Axcmo- 
rkna — r\ Bawoa Mkjía. 



ABííENTISO DE SAN* JIJAN v. PRO- 
VINCIA T)K SAN JUAN 

¡rtus'ii/cnúS: Jüm*t¡fr eriff&m tima tu ora m parte 

Corresponde h Ib jiiriwlircióii itii^inHi-ia (fe la Corte Su- 
prenia el juicio ra que se discute, la euiistitiifiminliihul 
líe una ley provim-iail y es parí* uim pntvitu'ia. 

i M PltEU TOS : Ftuultaite* im^iliran. 

rahaft pE POLICÍA. 

Kl .rtor B amienio .le I» personería a (tita sociedad 3a smnelr 
a la autoridad del poder «|ue le ha dado vida jurídica 
en cuanto a la subsistencia de Uuj condicione* ijuc ilei.*r- 
nrinaron íu eutoiÍMeiÓu y le fija el carácter de vecino 
de la provincia <|üp la ha cread.-. 
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IMPUESTOS: rV*/toAw mjwiliras. 
PROVINCIAS: FarHllaá,* ¡mporitita*. 

La» provincias tienen facultad** para crear gravámenes 
dentro de sus respectivas juradii cioues, esrflirieiulo las 
personas y los bienes sobre los «pie lian de recaer, sin otra 
limitación que la de su poder Ipffislativn ni otra eendietfñ 
«pie la de conformar las <unt ribueiones a los principios 
básicos de la Constitución Nacional 

REHECHOS Y O A FAS' TÍAS íi'SSTITUCfOS'Ar.Es-. Pnn.ipñ* 

Vm Coftfltít nción Nacional no establece derechos absoluto*: 
todo* se hallan sometido», en su ejercicio, a rr^as y li- 
mitaciiines indispensables para el orden social. 



VÓpfSR DE í'OUClA, 

El Estado que ha otorjzadu la personería jurídica u una 
soríedad tiene la facultad de reblar lo referente a la ins 
pécctfn y vigilancia df la misma y de imiHtnerle |W WO 
una ccintribiicLÓii. 

LlJtrtOS DE COMh'HCTO: E,hih',ci¿n. 

El dereclu> de ios cnnien-iant-es ¡b que sea resalado «•) 
se* reto de sus libros y de sus actividades comerciales eslá 
limitado por Iíis facultades de vigilancia que por razón dé 
¡nlrrá social y fiscl corresponden al Esladn. 



laysriTrt H'iS XACIOXAl.: primipio* ./tnrraU*. C»htf*br r*r 



el l'atler Judicial, 
IMJWRSTdS: Pr¡nri¡ms ijnwa!**. 

EÍ Poder Judicial carece de facultades, para pronunciarse 
awiva «le la ¡uei|iiídad de los impuestos, en lo cual no 
puede fundarse una ¡mpu jr nación de ineonstitueioiialuJad 
mientras no lletrue a ta confia-ación de bienes. 

imUEfHOS > GAKAXTIa* CÓSSTíTVcIOXALES: ]r,u„UUI. 
IMPUESTOS: IgiiaUlwl. 

La circunstancia de que un impuesto grave a las sociedades 
anónimas y uo a las demás no viola el principio de la 
igualdad, desde que la distinción se funda en un principio 
razonable de difemiciación y clasificación, romo es la 
distinta naturaleza jurídica que las caracteriza. 
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COySTfTt'CItíX .\'.\(Hi.\M.: Gt&tÚHO&íMi&tlú >' m.iuntitmvé. 
nulidad. /iHi>H<*ta.< </ -onlrihn- ftNfóa /.rormréitr'. 

I.d ley N" 44 .le la Provin.-ia de San Ju¡m no <"* viola- 
tur» de lu» arts. 4, 14, M, 19 y «7, Ule* 31. (fe la Coas- 
titueión Nacional, cu cuanto establece lu inspección de las 
suciedades eañ personería jurídica (itiirjrada por tas auto- 
ridades locales v el iwir» del impuesto iorn»poiidieute. 

Dictamen bel pRocun*uoB Okjwí al 

Suprema Corte; 

Corresponde este caso «I conocimiento originario 

de \'. K. por set parte demandada una pr»v¡m-ia y lia- 

herse [mosto en tola 'I" juicio la. ¡nconstitucionalidad do 
In ley jirovinnial X* 44, do Sau Juna, íjBé ya motivó 
un fallo anterior de V. R ( 1WJ : 36*4). 

Las GBestiouca plateadas entonces no coinciden ta* 

talmente con las denatidas aliora. Tratábase allí de do- 
lechos 06 iuspeoeión cobrados a una sociedad ;iiióninia, 
con iiersoiioría jurídica del «oliierno nacional, y douii 
cilio fuera de la Provincia de ¡San Juan. V. K. derlarú, 
por tres votos contra ilo-s, que tales coorox (mil pesos 
anoalOS) oran válidas, aun cuando los IíIutk y papeles 

de la sociedad no pudieran ser revisados por hallarse en 
Buenos Aires, socio social. 

Áiguí M Irala dé cuotas aJ*o mayores (mil qui- 
nientos pesos), y de im Banco qaé olrtuvo pcreQuería 
jurídica del tfolnerno provincial, y un alega estar do- 
miri lindo i>n otra parte. Ha desaparecido, pues, el mo- 
tivo circunstancial que cu aquella «rasión me liizn pen- 

sar en extrnlimitaeión de facultades por ultrapasar H 
gravamen las fronteras (le la provínola. Con mayor ra- 
zón, pues, sería aplu-nhlo la recordada jurisprudencia 

Alóganse, sin embargo «los cuestiones nuevas. Prí- 
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me», que tu cobrado por Üwpccdón resulta excesivo, 

si se tiene Olí cuenta el costo del servicio. Antes de ahora 
tengo reitemdnincnle expuwta «pie resulta itnpcsíMe 

establecer tasas cuya monto coipekla exactamente ©Mi di 
dio costo, y c|iic- tampoco hajr límite o proporción deter- 
minada d<? níili'iimmi. 11 qne referir el momento en í|Bfi 
coráekMáPlÁ la eNtruJimitneióli constitucional. V. K. pre- 
fiero estimarlo en rada caw, eon criterio propio, ha- 
ciendo «le- ello cuestión de hedió, ajena a mi dictamen. 
Lfl ley olijetiuln, autoriza a coiirar umi por ciento auuül 
sobre* los primen* cien mil pesos de capital, y un cuarto 
por ciento sobre el excedente <fs. 

Tnmhb'ii se (ni discutido en nulos sí ilícita ley ín- 

eurtc "ii violación dé ^rantffta mdivkluaU^ al estáfete- 

eef que "las sociedades cun personería jurídica serán 
in seccionada* anualmente", sin expresión de cómo deba 
cumplirse essi visita, lo que seiri'm »l aelor lia i'ondueido 
a <|ue se invcstifcue la marcha de sus negocios en forma 
inconciliable eo» el giro normal de los negocios banca- 
nos. No creí» que los términos de la lev, según quedan 
transcriplos, autoricen la declaratoria ele inconsútil- 
cionalidiid pedido; y s¡ ocurriere que los tnneiounrios 
encargados de la inspección se extralimitaron, corres- 
pondería n la justicia Incal reprimirlos, pww % % ca- 
rece de jurisdicción para conocer originariamente en 
esc género (le infracciones. — Buenos Aires, octubre ¿7 

de 1ÍI3ÍI. — -/««» Alvam. 

FALLO DE LA CORTE st'PItEMA 

Buenos Aires, octubre 14 de 1940. 

Y visto* : Kl juicio seguido por el Bnuco [talo Ar- 
gentino ile San Juan contra la Provincia de Han .litan, 
sobre devolución de impuestos. 



BE JUBITOU b?. 



Resultando í 

Qge ¡i fífc 17 do presenta don Manuel l\ópo/. Anuya 

011 n jucwiitanóii do ia institución citada, ilcammlaadn 

8 la Provincia de San -lufin por ÍumuslituriouulÍ(Ui<i 
de la ley 2v 44 y ('«'petición de 7.~>'l'i posos moneda rui- 
raonai, pairados fru virtud de dielia ley On los 
a l!t:*;¡. Al laudar su acción dice : (¿no |ji provincia (lirio 
el ir» <Je noviembre de I!)j:¡ I» ley Jf* 44, «|Ui- dispone 
anualmente la inspección c 1 • ■ las sociedades ron perso 

«erm jurídica;, ¡n-^inM-r-iúei a eariío del Asunte F¡^ ;i1 «mi 
lo llyi}, Comercial y Minas y de TU-rras Públicas, quien 
deja constancia de la ¡n^per-cióu en uu sello de acuerdo 
con la candil que esfablw» la ley. aun se aliona en el mo- 
liicuto mismo 011 rjue se practiía la i iispocemn y es inuti- 
lizado por el funcionario qao la practica; que .su ropro- 
mt*jí$ luí Pagado íí^sdo la aplicación «le la U>\ 
pesos in/h-, pero la re|n-l¡eióu que demanda es só|o p ( >r 
lo pairado desdo 1H2S. cuyo pago íiicliiye o-n el reclamo 
por.|iii_- IW realizado el f* de septiembre do eso año; qüe 
la ley os contraria 11 la ('ültóli turión Nacional en sus 
arls. 14, t&, 4, M> y 1)7, ino. II; «¡ui» la ley lo otorga al 
I'. K. una facultad omnímoda de ¡iile>rvoiieÍón que afecta 
a la líliertad de eomamo y do asociación que gamntíM 
oí art. 14 de la Constitución Nacional; que al amparo de 
osa amplitud so ha violado el art. T>7 dol Código do C*i- 
BlGreio, puri|iio si' hftn efectuado pes.piisas para iñqjii 
rir si la sociedad llevaba o no los libros rcuicriiliis, «o 
lian inspeccionado las nclas dol Directorio y la -orres- 
pniidciieia, violándose lus disposiciones déí ¿Migo áfí 
Comercio y arrogando*" la Provincia tilrilnicioiiex „„,. 
son del Congreso Nacional, ron violación dol art. 117, 
iftfe 11, de la Conatituoióii Nacional; que lo cobrado es 
»na tasa qoé supera en mucho el valor 1I0I .m«rvifio v. 
por lo tanto, al 110 ser equitativa, os iuconstituoiona'l | 
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que la ley coloca :i las sociedades anónimas en condi- 
ciones <le desigualdad frente a otras sociedades que ejer- 
eett el misino comereio o industria — art. 1<> de la Cons- 
titución Nacional— ;tjnc, en eoiuwpuew-ia. los |wi#os lian 
sitio liedlos sh> causa y ]>roc*df su repetición. Termina 
puliendo se declare la haeonstiUicionalidad de la ley y 
m- condene a la Provincia de San Juan a devolver den- 
tro del plazo de tremía días la Mima reclamada, los in- 
tereses legales y las rostas. 

Que corri-do traslado de la demanda esta fue con- 
testada a fs. SH por don Santiago Baque, en represen- 
tación dC la Provincia de San »hian, DU-e: t¿ue no esis 
ten protestas válidas porque la aetora sól« tin proles- 
lailo del requerimiento que los inspectores de soeiedn- 

do« jurídiéas hicieron tina ra practicada la inspección, 

de presentar el sello establecido R0r la ley para dejar 
constancia del aeto realizad", y lo han hecho úuicauieiilo 
con relación a los remiel ¡míenlos realizados en los años 
1923, 1!»J4 y Wte, mientra* los pagofi realizados ante la* 
autoridades encargadas de la percepción han ndo efec- 
tuados lisa y llanamente; que tampoco existe constan 

cía de haberse hecha extensivas las protesta» a los pa 

go* ulteriores ; que opone la prescripción en cuñMo a los 
pairos realizados eon anterioridnd al mes de noviembre 
de per haber transcurrido el término del art. 4023 
«leí Código Civil : que el gravamen creado por la ley está 
indudablemente coniprendidn eu las facultades imposi- 
tivas de la Provincia y no vulnera iiimrún principio 
mOSfilnoional; que esta Corte ya resolvió sobre la cons- 
titueionnlidad de la ley en el easo que se» registra en 
el tomo ISO, piig. 367 de loe fallos; que las imputaciones 
que se formulan sobre extralindlaeión de los ins|H'ctores 
ni son exactas, ni tienen relación con la causa. Termina 
pidiendo e! rechazo de la demanda, con eostas. 
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Que corrido traslado de la prefcVipeióa opuesta, fué 

evaeundo h fs. :i~ por el actor pidiendo el rechazo dé la 
excepción, por cuanto | j i prescripción «piciló interrum- 
pida el 31 do HffUHlfl <|0 1Ú.IS fcellrt de presi-lltación <lc la 

demanda: invoca el nrt. 39SG ( Vnlii;.. Civil y | a ju- 
risprudencia de <?sla Corte, «jue cita. 

Quó niiierto ol juicio a pmolni se produjo la qtte 

¡ikÜ'h él certificado de fs. 53, la.- partí» alegaran a U, 

."i* y (¡0, el sefiór Procurador Cenernl iic la Nación so 
expide a IV. (vi y a Fá. (!4 vía. se Huma nulos para sen- 

V considerando: 

(¿no el juicio corresponde u la jurisdicción origina- 
ria do esta Corle «lado que se discute la coiis'titiicioun- 
lidad de una ley provincial y cs parto una provincia 

-arls. 100 y 101 de la Constitución Nacional. 

Que la demandada no lia negado la efectividad de 
los pajjos liinitaado su defensa a la inexistencia di- pro- 

leatm válida* eou ridación u cada uno de los pago*, la 

prescripción «lo ln a<'CÍón por los pft&OS anteriores a no- 
viciohiv db IÍJ26 $ a sostener la eonstiliicionalidad de la 

lev impugnada. 

Quo el Banco Itnlo ^i-gentiiio es una sociedad anó- 
nima con personería jurídica otorgada por ol Poder 
K.¡er-u1ivo de la l'rovi- -¡a tic San Juan — fs. 48 vta.— 
en viriud do lo establecido por el Brt. 318, ine. 4 V , del 
Código de Comercio y nrl. 40 del Código Civil. 

Que i'slc otorgamiento de la personería, esencial 

para la existencia de la sociedad, la «oiuet*» a la autori- 
dad del |n)dor «pie lo ha dado vida jurídica en cuanto a 
la subsistencia dé las eondieiones «jue determinaron su 
autorización, ht qm« puedo ser retirada por aquél — art. 
.¡7« del Código de Comercio y 48 del Código Civil— y 
lo fijai o' carácter de vecino de la provhiein que la lia 
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creado, como lo diee, a U>* í» urL !l ,Jo 

la ley N" 48. 

QitC C s iudisculil.le la faltad de l«W Matados en el 
ejercicio del poder no delegado n la Na. ión para crear 

gravámenes dentro de sus ¡pwipiaa jurwdiccioiies lora 
to.ewnw.emlo Ira objetos, peracnia», propledadc», pa* 

fram inicias, privilojíios o deHWlMM s,,,,rp W 



íionoi 



han de recaer n-pa-llos, eíu otra limitación que la de 
SU poder legislativo, ni otra condición 4* la de ff** 
mar las contribuciones a los principios lustro» deja 
ley fim.lainental «le ja Nación, ha dicho esta Corte -Pa- 
ítete 154, 164—. 

(¿lie Di la inspección ni el impuesto .pu- establece la 
lev impugnada violan la garantía constitucional de lu 
libertad Üe COÚierciO y ife asociación que- establece el 
art. U de la Institución Nacional. No hay en la Coas- 
titu.ion derechos absolutos, todos están sometidos, en 
su ejercicio, ¡i realas y limitaciones ¡udÍ*q>en sables para 

el orden y la eonvivuneia social. Kl Kstailo que lm otor- 
gado el funcionamiento de la compañía adora en .su ca 
ráster de- jK-isoaa jurídica, y que íiette facultad de re- 
lirar esa aut orificio» si ella M» Ufen! l<* "IKW para OjUC 
ha sido rreaila, nene el derecho y el deber de villar si 
esas condiciones persisten y se cumplen, por razones 
evidentes de interés público y «u ejewúárt de atnbueio- 

m m fe >•» tafteraotea, La facultad de iíwpbirtr ana 

...nlribuí-ión sea por la ius|*oción que del* realizar. 
BOA por ta franquicia que lm acordado, nace de la 60»- 
ranía del Balado, y no podtM serle negado el derecho 
«Y imponer una persona de carácter ideal ahí "rear en 
favor do ésta el privilegio de no contribuir a los gastó* 
públicos. 

Que la lev impugnada "<> W violatoria del Código 
de Comercio, ni Invade, por lo tanto, las atribuciones 



privativas del Congreso de la Xaeién otorgadas por el 
artículo (¡7, iur. 11 de Iji I 'onslilwiúii N'anonal. J.a ley 
siilo eataWeC* l¡i ¡iraneecjoH de IttS sociedades y croa el 
gravamen, medidas aiuUis, eiiyn ■•oiistitucionalidad lia 

quedado demostrada. ÍJtfa arias agregadas sólo dmiues- 
\r:ui que so lian ins|M'reio»iado los libros de la «««'¡edad 
para informar sohru punios que apnrc-eeii relaritMmios 
cení los legítimos dereehos de vigilancia del Kstado> y 
t'íjai'tiMi ilc! éápiiál «iiic es la l»ase para graduar él í mi 
purslo. Kl ai-líenlo "iT iti-l Código de Couioirio, ojie pro 
hioe foda pesquisa i U- ol'ino para inquirir si tos comer- 
ri.itiles llevan 11 tu* liltros arreglados, no tiene la extca- 
xiófl que pretende dársele. Todo comrretantn tiene el 
dcreclm de que se respete el secreto tic sus lilirris y el 
de sus netividade* «•oincreiales,. pero eso derecho no es 
ulfcotUtO, eoino siirse de las mismas disposiciones del 
código «-¡lado — ¡irts. 5S y ó!l — ; • i stá limitado por el 
di'ii't-ln) ili'l K-Uido randado cti razones de interés so- 
ej&l y i-oniini, como es, en el caso, la vigilancia de una so- 
eiedad anónima euyo Iiuicionauiiolito est;'. condicionado 
por «d cumplimiento de requisitos establecidos pin- las 
le„\ es. 

Qhm id hecho de ipte un impuesto no son eqmlnlmt 
no es fnndauienlo para alegar su iiiconstihicionalidud, 
si esa iuequulnd no llegara a la confiscación «le bienes, 
lo • en el cjimi Ho se niega, ni ctirn>s|H>ildo jir/£íar de 
iteit equidad al Poder Judicial de la Nación, A. sí lo ha 
drelaradi» eslu Corle en varios rasos, (fallos: IGO, 51; 

i.V!, 4«; 181, L'n'-t.-i&t, :fi!t). 

QqÓ laminen lia declarado esta Corle ni r'ornia reí- 
terndn qiae la piran lia «le la igualdad ante la ley estn- 
Mecidn ppt el artíeiilo Hi ile hi Constitución Nacional 
4 importa que todas las personas siijelas ¡i una legisla- 

ción determinada sean «raladas del mismo modo siem- 
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pre que se encuentren eu idénticas eoiuiicio-nes y cir- 
cunstancias, y en materia de impuestos que SO impon- 
Kan ícravanieacK iguales a los contribuyentes «jue se 
encuentren en circunstancias análogas. (Fallos: 146, 
417; 168,5; 1B4. 502). 

Que la piictinstauchi de que el in ipuesio jrmve las 
sociedades unónimas y no las de otra naturaleza nu 
viola el principio recordado, por cuanto las provincias 
pueden fijar las categorías de contribuyentes, y la 
distincióai entre las primeras y las serondas se funda en 
un principio razonable «le diferenciación y clasificación, 
como es su distinta naturaleza jurídica <i«e las sepani 
tan netamente. 

Que la conclusión a que so Ilesa en los consideran 
dos anteriores exime de estudiar la prescripción con re- 
lación a alcunos pasos y el vator de ta protestas formu- 
ladas en algunos casos. 

Kn «u mérito y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Procurador General de la Nación, se rechaza 
1h demanda, sin costas dailn la naturaleza de las cues- 
tiones debatidas. Notifíquesc, repóngase el impel y ar- 
chívese. 

RoiiEiiTo Refetto — Lüis Lina- 
res — B. A. Nazah Ajjcuo- 
rrita — F. Ramos Mkjía. 




CIA. AHtJBNTINA DE NAVEUACIO-N 
LTDA. v. PROVINCIA DE 

Los representantes IrrraltH ile las prcjvmciiis <l«bm aiener- 
ne, al ronfpRtar \a demanda, a las refría* establecidas en 
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Si bien la m-putiva general de los heehos conten ida en el 

«C9to «le miptraife no hace pastóle a Ir Nanón o a lis 

provincia* de la sanción prevista en él are. 8t¡ «le Ih ley 
SO, wa doctrina rio w aplicable |wr iuual en todos liw 



M'MAXIlA : fV-Nf «Zurran, fíniHwloy. forma. 

VA silencio acerca de la* Meta* de pairo y de los ifsiimo- 
iiícis de escrituras de protesta presentados pon la demanda, 
observado pii U contestación por la parle demandada <iue 
se limitó a sostener la validez del imput-slo a Qy¿ aquéllto 
efieren. importa un ircniiodmjetit© implícito oue no 

llin n l-Aa .l„ r .»^_l 1.. I. i i» ■ 



sí* re 




moni'ionados ni a otro 

aftrono. 

( OKSriTVt lú.\ S ACiaS AL: CmtttiUK-ionahdatl , incom*/ilucéo. 

MÍÍoW. tmpH**tnn if rentribucittnn prpenwio/M. Imi»w*u* Myíci, 
La le> K« 2355 de la Provincia de Santa Fe es. violatoria 
del art. 67, ¡in*. 15, de la Constitución N'acíonal, en cnanto 
grava pon patente a las agencias esta Metida* en el terri- 
torio de aquélla por una compañía de navegación inter- 
l»rtmm-al e internacional pa rtt v \ desarrollo de sus acti- 
vidades referentes al tramito marítimo v fluvial (')■ 



ARMANDO V. BESADA 



iltl Cvngrc$v. 

nnbii>iidiií*_piiehlioiiad<i la itUfligeiii-ia del art. :l* de la 
ley N* 11.G72 y siendo la sentencia definitiva contraria 
al derwbo fundado .1. aquél por el recurrente, procede 
el recamo extraordinario deducido por fatft 

HOSOItAMOS l/E J'KleiTO : HrJmcMm entrr ti períio iV ta* partes. 
Conforme a lo dispuesto en el art. 3* de la lev N* 11 1¡?2 
ej profe sor umverKitariv, tiuc eomo tal es empleado a suel- 

<l) Méá del falto: octubre H .le 19*0. «# fofa»; 1*2 
1..5. 194; iCe, 127; 1S6, 3¡fi , e l p.b.k- n *> en I* ¿fe 4» ,h> -Wtono. 
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do de !a Nación, carece de derecho para cobrar honorarios 
por el informe pericial que lia presentado en 1111 juicio 
entre particulares, en virtud «le haber nido (WfBiado jé 
oficio para ello. 

HO.SORARIOS DE PERITO; /MiicV-ín entre rt perito fa* /«irlr., 
LEYES ACLARATORIAS. 

La ley X» 12.087 no es aclaratoria; sino niiMlificatorui .l'l 
art. 11 de tas leyes N* 11.672 y N* 12.345. 

HOSORARIOS DE PERITO; Relaeúht mire el ¡tentó >i Ja» ¡wles. 
RETRO A CTl Vi VA l> : Leyes especiales. 

El art. 3» de la ley X* 12.587 00 pueda ser aplicado eou 
erecto retroactivo a los aetos producidos durante la vi- 
dencia de las leyes N* 11.672 y NI 12.345 (')- 



«ERRA UNOS v. PROVINCIA DE CORRIENTES 

JUECES; Poderes. 

SESTEXCiA: Contenido!, mftfffrf 

Es deber del juez pronunciarse «efrútl las «distancias de 
ios autos y. siendo de ta causa civil, no c.ncetler más de 
lo que se demanda. 

IXTEttESES: Proceden*™ tic! cobro. G<meraMa<tr~. 

Habiéndose demandado por la vía ejecutiva una suma 
i'HiiiprensivH de capital y réditos para obtener el pago de 
ta misma "con intereses y costas", debe entenderse que 
no se reclamaron otro* intereses que los que correrían a 
partir de la intimación del pajro. porque sólo a partir de 
entonces habrían podido capitalizarse los devengados por 
la. lleuda originaría. 

COSTAS; Desarrollo del litigio. Allanamiento. 

El papo anterior al requerimiento judicial exime al deu- 
dor de las rostas de la ejecución. 



(t> Fecha del fallo: «club» 11 * 1WQ. Ver kalk»: 181, 6*1 
185. 68: 182, 23»; IBÍ. 353 y 361. 
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COSTAS; Principio* &*0ram 

Auinaic baya prosperado In exreppión de papo opuesta 



Snprwna Cortó: 

La jurisdicción originaria de V. E. resulta arre- 
dilada, pues se trata de nn juicio ejecutivo que *inue 

contra la Provincia de Corrientes, mili razón social cu- 
yo* uiicmltros tienen su domicilio en esta ciudad. Así 
lo declaró V. E. n fe. 19, y uo se lia modificado desde 
entonces la situación legal. 



Kn cuanto al fondo del asunta, es en fui a mi dicta- 
men por relVríiM- ji materias de derecho eoimín n pro- 
cesal. - Buenos Aires, junio 18 de 1940. - J„an Al- 
vanz. 



Autos y Vistos: Considerando: 

Qno Según así lo lia decidido esta Corte — Palios: 
:t(¡, 203; i**!» r>8 — "es. deber del juez proimiteiarse ac- 
gdu las constancias de los autos, y siendo la causa r¡- 
vii, no roiicccler más de lo que se demanda". 

(¿tic en esta ejecución, se pidió a fs. 5, el pairo de la 
sinna de mín. 1.431,71, "con más sus interejíCs y las 
costas del juicio". Desde luego, el actor no ignoraba 
(|ue el referido eupitnl eomprendía una partida de mín. 
1Í18.40, por réditos de la deuda orijdnal de mín. 1 .213*31. 



Kn tales condiciones ante los términos del artículo 
f»23 del Código Ohril es lícito concluir que no se recla- 
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nmrou en autos otro-s intereses que los que correrían 
a partir de ta intimación de pago —(que no llegó a rea- 
lizarse)— porque sólo entonces — a falta de convenció* 
expresa — han podido ea pita) izante, eomo lo lia hecho 
el ejecutante, los devengados por la deuda originaría. 
Ese es, por lo demás, el régimen ordinario del enrso de 
los intereses en las ejecuciones. — Fallos: 154, 402 ; 183 
300 — . Consecuencia de ello es la improcedencia de (a 



ne son debidos desde el vencimiento de la obligación. 

Que es también jurisprudencia de» esta •'orle — 
Fallos: 138, 120, entre otros — que el pago anterior al 
requerimiento exime al deudor de las costas de la eje- 
cución. 

Ku su mérito se hace tapir a la excepción de paso 
opuesta. Sin costas, por entender el Tribunal que es 
d> justicia eximir de ellas al actor. — Palios: l7;>, Un 
178, 373—, Bigote saber, repóngase el papel y opor 
tunamente archívese. 



SEBEA UNOS. v. PROVINCIA DE CORRIENTEK 



INTERESES: UffvMMÚAl. Arntocitmo. 

fci bien el nrt. 737 J^l Código de Comen-i.» previ q-ue los 




RriBEKTo Repitió — htm Lia- 
res — B. A. Nazak Anciio- 

RESA — F. BaMOS MEJÍ . 



«tablado e„ el a 



intereses de la letra 
desde el din del prot 
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Habiéndose demandado por la vía ejecutiva el importo de 
una letra protestada — vuinprensivfi de capital y réditos— 
para obtener el patío <le la misma "i-on interesas y .oslas". 
d*be entender?* que BO se ret-lamanm otro* ¡nlerpüfit qu 
l<ts (pie correrían a partir de la intimación del patío, por- 
que sólo a partir de entonté» habrían podido mÉÍN 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire»*, octubre í6 dv iíMft 
Autos y Vistos: Considerando: 

Que soD apli<,.ides al caso los eoDsHleracionw ver- 
tidas en la fecha en la causa seguida entre las mismas 
partes que intervienen en auios. 

Que en ofeeto, ai bien «I artículo 737 del Código do 

Comercio prevé que "los intereses de la letra protes- 
tada por falta de papo se deben desde el día del pro- 
testo", no resulta de ese testo que se haya entendido 
modificar el principio del artículo 623 oVI Código 
vil — Coiif., artículo 5*»9 y concordantes del Código de 
Comercio, y Srgovia, nota a los arts. 569 y 737 del Có- 
dijso do Comercio. 

t¿Uv por consiguiente la demanda que persigue el 
pago de la suma total debida por la Provincia —capi- 
tal más Intereses — con sus intereses y las costas del 
juicio, debe considerarse sometida al régimen común 
Je las ejecuciones, a que se refiere el precedente cita- 
do, lo que permite la referencia a las consideraciones 
vertidas en el mismo. 

En su mérito w hace lagar a la excepción de pago, 



TALLOS DE LA CORTE 8CI-REMA 

lin costa». Hágase saber, repóngase el pnpel y ar- 

líOBERTO RKPRTTO — L.U15 LlNA- 
hES B. A. KaZAR 

bkxa — F. Ramos 




DERECHOS V GARASTÍAS COXSTITl 'CltlXA LES ; /«r/fitati- 
//(ftid rfí /a defensa en juicio. Principio* nentráles. 

Para considerar llegado el caso de aplicar el art. 1 H de U 
Constitución Nacional se requiere ijue haya privación o 
restm-eión substatieial de la defensa. 

DESECHOS V GARANTIAS COSSTi TUC/tiX'A I.KS : /utiolahi- 
lirtatt tfe ta defrum <■« juicio. Principios acuertOe*. 
l.EY OE SELLOS: Principio* general**. 

La exigencia del pa|>el sellad» de actuación w» es viólalo- 
ria d'" !« defensa en juicio, aun en las eausas de naturaleza 
penal, si no se lia demostrado ni siguiera intentado probar 
Itt ¡mposinilidail Je sufragarlo, 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Principio* itrnrwalcv. 

No resultando de la ley la pretendida restricción de la de- 
fetua en juieio, sino de un acto discrecional del lit¡|>ante. 
es impro<-edenle el recurso extraordinario fundado eri el 
art. 18 de la Constitución Nacional 



FALÍ» DE VA CORTE Sl'PliKXIA 

Buenos Aires, octubre 1G de 1940. 

V vistos: 1-08 autos "Incidente sobre reiwsición 
del sellado en la causa Retieime Kdiiartlo Soc. en C. 
Impuestos Internos" venidos por recurso extraordi- 
nario. 
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Conoide raudo: 

Que » pedido del Procurador Fiscal el juzgado dis- 
puso líi reposición dé Iws f*. 9, 10, S y ^5 do los auto* 
principales, en virtud de lo establecido en el artículo 
Alt ine. apartado «) del Texto Ordenado; resolución 

que fué ^infirmada por la Cámara Federal do Apela- 
ción — fs. 3 vta. y 7. 

Que ello lia dado lugar a la interposición del re- 
miso extraordinario por ol representante de la firma 
" tid turnio Kctiennc", fundado en que la exigencia del 
sellado en las causas sobre infracciones a los leyes de 
impuestos internos, de carácter penal, es contraria n la 
inviolabilidad Üé la defensa en juicio asegurada por el 
artículo 1H de Iji Constitución Nacional. 

Que no se trata, pues, de la inteligencia que deba 

darse a las disposiciones de la ley de sellos ni de la ley 

procesa 1. 

Que esta Corte ha declarado que para que sea lle- 
gado el caso- de aplicar el artículo 18 de la ConstitmSoD 
Nacional, se requiere «pie haya privación o restricción 
substancial de la defensa. —Fallos: 13Í», 20. 

Que el Tribunal también ha resuelto —Fallos: 
12$, 10; 132, iíCH» — que la exigencia del pape! sellado 
es "un impuesto que el Honorable Congreso ha podido 
establecer si» »jue pueda decirse que desconociera con 
ello la inviolabilidad de la propiedad a la de la defen- 
sa en juicio de la persona o de los derechos que con- 
sagran los artículos 17 y 18 de la Constitución, ni que 
coarte esas garantías desde que no *c lia prohado ni 
siquiera insinuado la imposibilidad de sufragarlo, y 
para esc caso ¡as leyes proveen a la defensa gratuita 
del litigante, yn se trate de la persona moral o de un 
derecho como ciudadano o habitante de la Xaeión". 

Que esas consideraciones son de estricta aplicación 



al i-aso de auto?, pues ele éstos no resulta <pje la exigen? 
cía de la reiHisieíón u que se refieren las providencian 

de U. .'t vía. y 7, impida al recurrente defenderse en la 
causa cuyo trámite no lia sido interrumpido per este 
incidente — fs. 1— ni que nqnél haya demostrado ni 

intentado probar la impasibilidad efe 9Hfra#ar el se 

Hado. 

l¿ue„ eu esas condiciones, la alegada restricción 
de la defensa no resultaría do la ley sino de un aeto 
discrecional del litigante — Fallos.: 132, 3fi<)— que mi 
puede por su propia voluntad crearse la situación de 
considerarse eoeiio privado «le defensa en el juicio — 
Palios; 185, fiO— por lo que el recurso rxtrwirdinario 
intentado no puede ser admitido —Fallos : 20; 1*5. 
60; 186, 80. 

Que, por lo demás, la dceisióll recaída en el caso 
"Pfahler y Tía." no faeno el idealice «|iie le atribuye 
el recurrente ni contemplaba una situación análoga a 
la de autos, pues se trataba de un recurso deducido |ior 
el Procurador Fiscal sosteniendo fa procedencia de una 
multa por sellado, que había sido dejada sin efecto |mr 
resolución de la (Vanara Federal. 

Por lo expuesto M resuelve declarar nial «moñdi 
do el recurso extraordinario a fs. 8 vta. Nolifíi|ucs*> y 
devuélvanse. 

RoiiKitTi) lÍKi'Krro — I.víx Lina- 
rk* — B. A. Anciio- 
Rkxa — R Ramos Mejía. 
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MARIA N"KIB«5A DE srARBZ v. NACION A R< SENTÍ XA 
JVfíl LAC1ÓS m EMPtéÉA l'Os SAI' IOS' A MIS* : Priarifi* 

Car** ilo derecho n loñ h'-nof icios que acuerda la ley 
Ñ> 4349, por no haber Uenade los. requisitos y comlictonea 
fjue la miaña «BfcaWwé, Ja persona <ii<e. no por tttat de 
su propio hotiibrt- sin» pura utilizar Un Ofnpfeo fluí» fu rl 
rorreo Ir cedió otra persona, U> desempeñó u sabiendas de 
que ik» lo Imhia süfe éaitférWo *•» forma |«»r autoridad 
timpetentc ('). 




AOVAS' A: JftArjvft 

Kl redir-.it judicial en malcría aduanera puede fer r-om- 

itrensívo de las sanciones! impuestas ni delito ii infracción 
eoipetido >• .le los derechas <p» el FW. haya dejado dé 
percibir. 

£Dü*N A : Krátrú*. 

TtKCVRSO MMXAKia BE M'ELACióS* Cuto, JFKfefw ra **■ 

M .Vacia" r* parte. 

El art. 4" de la ley X» 70s>5 no rige para el caso en que 
rl introductor, absuelio vn cuanto a la defraudación que 
«e le imputalMi pero eondonado al pago de los derechos de 

importación, apele rilo vo" resalo a esla última parte 
■del fallo. 

ADL'ASA : lmi.»rUtcion. Libie <ferrr*«w, 

La í-in-iiiistniici» de que w haya absuell» ni mlmdtietor 
en el proceso por ilefraudas-ión. revocándose la decisión 
del Administrador Je la Aduana que aplicaba mlilla. (w»r 
falla de justificación del declino de parle del papel libre- 
mente importado, no <* óbice pura i-obrarle un impuesto 
en razón de no haberse acreditad» que los residuos del 
papel ¿Oyó destino legal se admite, hayan nido vendidos 
B fibrkaa lUCkloaJ« de papel par» ser muta* romo 
materia prima. 

(tj Kertia M fallo; **>Mo 16 d- i!)4». Ver Pallo*: Ul, r2i. 
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Dictamen del 



Huprema Corte: 

Resolta de los autos que la Aduana cíe la Capital 
erigió a la rinna Kicardo Sopeña el payo do ciertos 
derechos, y udem¡is le impuso una mulla por haberlos 
eludido. Interpuesto recurso de apelación para ante la 
justicia federal, ésta, por sentencias concordantes de 
primera y segunda inslanciii, limitó la condolía al papo 
de los derechos adeudados (fs. 188 y 

Kl artículo i" de l« ley 7055 estubleee. que las re- 
soluciones dO la Cámara Federal de la Capital -causa- 
rán ejecutoria caí materia criminal, y en oso se ha tmi- 
dado el tribunal pn-a denegar la apelurióii que Soptttt 
dedujo emitía mi fallo definitivo. DesJo luego, la juste- 
/,¡i de tal criterio O* indiscutible ]tor lo que respecta a 

la multa: |*rn ;se halla en igual raso la controversia 

rHatíva al pago de derechos, materia puramente civil? 
J.n propia Cámara no partee haber estado muy se^u 
ra, pues cuando, a t's. 320 solicitó el denunciante se le 

conceptuara bonefieiario tic la condena, tnl |ircteusión 
fué rechazada por las razones expuestas a fs. liiíl. 

A mi juicio el pimío es dudoso, y* hasta lo filé ad- 
mitir apelación alguna contra lo resucito a ese respe- 
to jmr el señor Administrador de Rentas; pero como 
el Juez y la Cámara han fallado ya sofera la procedencia 

dri paga de derecho* y esto no comporta in-nn sino 

cumplimienlo de una obligación civil, convendría que 
al proveer sobre el recurso directo interpuesto tenga 
V. K. en cui'ata la situación producida y siente juriv 

prudencia pnrn lo sucesivo. Desdo luego, el easo netual 

o*) encuadra exactamente en la doctrina de «fifi 80. — 
Bneaos Aires, setiembre 30 de íflUÓ. — Juan Alvares. 
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FALLO I)K LA GORTB SUPIÍEMA 

Buenos Aires, octubre iü de litó 

Auto.- y Visto»: Considerando: 

(pie según jurisprudencia de esta (.'orle, el recar- 
go judicial en materia aduanera, punió aer Comprensi- 
vo de las ?<aii«*ioiies impuestas ni delito o infracción co- 
metído, y de los derechos «jiu> él Fisco hay» dejado de 
percibir. — <'«mf., Pullos: !*t, :i]7 consid. fl»; 393; 

Qtflc ello es lo <(in* Ihi sucedido en la causa, en oue 
lanío la resolución administrativa — fs. :ÍH — como las 

jndinidcs - ffl. y ¡*e pronunriau respecto do 

Ih multa aplicada por la primeria y qoe los jueces levan 
tan, y sobre el pago de imimosto*, quv su declara co- 
rresponder. 

<¿ue la sentencia tic la Cántara Federal lia 



lada por el importador — fu. '¿M — ul ijuo no impone el 
tallo recurrido eomleuaoióii penal altcuna, y« «pie la 
decisión referente u la procedencia del píígo di." dere- 
chos aduaneros no tiene —en las circunstancias dé au- 
tos— carácter do sanción punitiva. 

yue po» consiífiuente no rige para id cano el ar- 
tículo 4" de la ley N* 70.V», ijho carece de aplicación 
fuera del supuesto — "un materia criminal" — que el 
mismo prevé. 

QíBq la duda que pudiera suscitar la circunstancia 
de «|uo lauto la materia eivil del recurso corno la .sanción 
penal dependieran de la apreciación de un solo y mis- 
mo hecho, no es obstáculo n la conclusión, a «juc Ueftfl 
el pronunciamiento. Poro.no seRÚu así resulta de los 
autos, la multa impuesta por e| Admíaist 
Aduana de lu Capital respondía a la 
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..ación del destino de parle del pap*l importado libre 
de derechos, en tanto (pie el impuesto que se cobra, lo 
es por no haberse prolwulo el emnplimieiito de los ex- 
tremos dpl artículo 10 del decreto (le Hi do di-eicmbre 
ele 1932. Es deeír por«|iie no se haliría acreditado en 
forma eficiente Que los r*suluos del papel (cuyo des- 
tino legal si- admite) lian sido vendidos o calidos n fá- 
hrieas nacionales de paind, imra ser utilizados como 
materia prima, ya oue a esta última circunstancia — 
ijue no puede ser «n>*a de i m posición de pena ultima 
— *r alríbiiye por la (Ymmra apelada la |.roeedeiicia del 
pago «le derechos aduaneros. 

En su iw-rito y de acuerdo eon lo dictaminado |mii* 
el señor Procurador (¡eneral, se declaran mal denega- 
dos los recursos de apela, ion y nulidad interpuestos a 
r's. '2U> en el otrosí. Kn consecuencia, y encontrándose 
el espediente 00 ti Tribunal, Autos y a In oficina a lo* 
efectos del articulo §• de la ley N* 4055. Seimlanse los 
Inaes y jueves o el simiente día hábil si alguno de 
aqnéllcw lü) l» Fuere pura notifieaeiones en Secrelaria. 

RoaMtTO lÍF.er.TTo — Um Lika- 
BES — B. A. Xazah Asciio- 

KBKA — F. Ramos MejÍa. 



NICOLAS SAIVO 



¿ynigfífCGlft&i SatnMa* 

SicntlO W.1 pxtremo dífíri! determinar si el causante tenía 
su (fcmieflio «ii Ih Capital FVderal o en un territorio M- 
i'ional en la íe<-ha (teíffl fallecimiento ¡ hataéndow iBÍoWda 
dos ÍQieiox en l»s rcSpeetivaH juris.lU-eiones sin qtt« baya 
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cmuitttrfTMlo otro pretendiente a la herencia (|W el nmrao 

Consejo Katimuti de mmisfán por medfo de (t&inlas 
rrpre«iit«iite«, rárrétpoüde deSJaror t-toiipeíente ul juez 
«le la Capital Federal. 

DICTAMEN OKI. PrOCÜK*IK>R (rENME.U. 

Suprema Corte: 

Kl juicio sucesorio dé Don Xicohís Sapeo rv«u¡ia 
bul»er sido iniciado en esta Capital y tainUi-éii en Santa 
Cruz, y con tal motivo se plantea contienda de •■05111H- 

tencia entre Jo* nest^tívoe jwee*. E» ninguno <u- lo» 

dos. exi>edientes se presenta otro Ijeredero presunto 
qñe el ( 'onsojo N'actonul <!<' Mdticación, ocurriendo la cir- 

mws tanda dé (¡ne miento» H feprtacnlante de éste en 

Buenos Aires, y en rae lo r ilc la sucesión, sost ienc la com- 
petencia il<'l juez de tu t "apilnl, el representante del mis- 
mo Consejo en Sandi Cruz ha pedida diligencian qp im- 
portan admitir acuella jurisdicción. Hasta donde es da- 
ble advertirlo por ahora, parcee claro (jue Sapeo tino su 
domicilio i'efll y él asiento principal de sus negocios en 
Santa Cruz, y así lo demuestran también varias de las 
diligencias obradas en el expediente de la Capital. Sap- 
eo falleció de bronco neumonía tutarculosa en Coa- 
qufhi Córdoba, adonde se Uabín trasladado en razón 
de su enfermedad. Asíj el caso de autos resulta distin- 
to del qne cita el .Juez de la Capital resuello por V. R. 
on 184:67, donde la Corle ¡Suprema adoptó como solu- 
ción mi dictamen. 

Correspondería, en consecuencia dirimir la con- 
tienda («rl. 9?, ley 4055} q«e >>« l robad» entre loa 

¡ucees preindiendos, en favor de la competencia t\v\ 
de Santa Cruz, atento lo dispuesto por el artículo 3284 
del Código Civil. - Buenos Aires, octubre '2 de !&*£>. 

- Jium Altares. 
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FAiLG DB LA CORTE RÜPRKItA 

Bueno* Aires, octubre 18 dé 

Autos y ViBtOS : 

Que del examen (le los antecedentes existentes en 
los .inicios sucesorios tramitados aulc el Juots Civil de 

la t'apiial y Letrado de Santa Cruz y Tierra del Fun- 
go resulta en extremo difícil determinar euál fué el 
último domicilio del cansante: pmlo serlo tanto en esta 
Caipirul, <-n)\v (Vt'VUlites $ 1Í7§, enmo >'» P¡C0 Trun- 
cado, jurisdicción Des.-a.lo, Departamento nacional do 

Santa CrnK. 

Que >¡ bien anillas sucesiones se hallan inconclusas, 
él estado de la i\iw Iramita «uto la justicia civil de la 
Cj.piral os ]»ror«-saliiieiite mucho más avanzado. Efefee 
agregarse « oso q¡tie liustn el presenté no lum rompa - 
roi'ido nrelentlii-nlos n l¡i iiercnem CU iilns»"" *? los 
d<» juicios, de suerte «jue, de soiruir las cosas ¡«sí. los 
bienes i IlRTCSa rán al patrimonio del mismo Consejo Xa- 
<-ional do Kdueaeióa. 

Kn BH mérito, (3c acuerdo con lo «lispucsto por IOS 
arls. :t^S4 v 3290 del < Miga Civil y por analogía con 
lo resuelto 'en el caso del tomo. 1W. pájí. «>7. ve declara 
que CB )liez nnu|K-teüK' el de la justicia nn linaria fio 
bi IVpitrd para conocer en hl sucesión di- Nicolás Sap- 
eo a (tufen se remitirán los autos, hneiéiio'osr saín-I' MI 
la forma de entilo a! señor «?BW¡ l-''trn-lo íle Hnntn Cruz 
y Tierra del Fuegos te|^8¿SW «'I P»I»'I- 

Roiikrki Rei'Ettii — Lfis Ki.na- 

is ks — H. A. Nazai; Asmo- 



he jcsncu de u sacias 



8BGWSDO SANTOS v. KIÍKiOIÍIFICO "l.A ULAXCA" 
Jl llfSDlCClÓS: l'rórrotrtt ¿t jnñ*<lkei-m. 

U presentación del demandad» en el juicio «u* se Le &i- 

pue ante un juez respecto del cual lia plantead» cuesiiim 
ele competencia píjí iuliibi loria, y el ofrecimiento de prueba» 
tendientes a obtener el rechazo de la demanda. importan 
na desistimiento implícito de aquella cuestión, 

Díctame» del Pftooua*Don Gbsbhal 
Suprema Corto: 

La Sociedad Anónima Frigorífico "I-a HlaUCa" 
fué demandada por Segundo Santos sobro cobro de pe- 
sos anto un. Juzgado de Paz Iletrado do la Capital Fe- 
deral. Promovió con tal motivo cuestión de competun- 
cia i>or inhibitoria ante un Juez de Primera luatancia 
on lo Civil y Comercial de I-a Plata jmra que se avo- 
cara al conocimiento de la aecióu. 

Mientras se sustanciaba allí tal cuestión la do- 
iitntidada, «jue bahía dado cuenta de la misma a fs. 8 
do los ñutos do la Capital, compareció posteriormente 
— fs. 16— como parto on la «unta interponiendo recur- 
sos nuc le fueron denegados, relacionados con la cues- 
tión do incompetencia que alegaba. 

Promovida como bahía sido dicha cuestión ante el 
Juez de La Píate, por inhibitoria, no pudo después ocu- 
rrir la sociedad demandada til juicio de la Capital, en 
trámite.-* de declinatoria; ¡mmo olio no obsta para que (W 
allanara de hecho a la jurisdicción del Juez de Paz Le- 
trado di' la Capital comparer-iendo ante él, ejercitando 
su defensa y peticionando) a) efecto. IjOs. escritos de fs. 

£i y 47 así lo comprueban. 

Lo hecho importa un desistimiento implícito de la 
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cuestión que promoviera en I-a Plata; y con ello des- 
aparece la rontienda de competencia que siguió tra- 
mitándose. Como la jurisdicción discutida lo era por 
razón de las personas, cabe adoptar esla solución y 
que Ja causa continúe su curso ante el Juez Letrado 
donde fué iniciada. — Buenos Aires, setiembre 11 de 
1940. — Jtfiii Aharez. 

FALLO DE LA COItTF, SlTKtiMA 

Buenos Áíres, octubre 18 «le UÍ4Ü. 
Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
señor Procurador ticneral, importando un desistimien- 
to do la inhibitoria deducida auto el Juez de la Provin- 
cia de Buenos Aires lo expuesto por el representante 
de "La Blanca' 1 en los escritos corrientes a fs. y 
fs. 47 del juicio de la Capital, se declara que del... se- 
guir entendiendo en la causa "Santos Segundo contra 
In S. A. Frigorífico* "La Blanca" el Juez de Paz Le- 
trado ¡\» 21 de la Capital a quien se remitirán los autos 
haciéndose saber en la forma de estilo al Juzgado X o 4 
de 1* Instancia en lo Civil y Comercial del I>cparta- 
mento de In Capital de la Provincia de Buenos Aires. 
Hepónguso el pnpel. 

ftuHgirro Rki-etto — Luik Lina- 
res — B. Ai Nazar ASGHOr 
hbna — F. Ramos Mrjía. 
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NICOLAS PIJEltLA 

I.» cireuiürtancía de que la insania haya sido declarada 
por un juez que no es del domicilio d*i insano ni del her- 
mano «|iu> promovió el juido, no priva al juez del taran? 
en que aqu.-l tenía su domicilio, de la jur«dk-eión que le 
epmapondfí y que posteriormente ha ejercido al examinar 



Dictamen- deí. Pwkxhaik* íírxehal 
Suprema Corto : 

Con fecha 23 do diciembre «le 1í»1l\ un juez en lo ci- 
vil do tw ta Capital declaró insano a don Nicolás J. 
i achia a pedido de »m medio hermano dd misino, y le 
dio por curador definí tivo a don Gregorio Gutiérrez, 
quien áeejjtfl el eargo <fs. 2, 2í) y ;iu V | a ., «ip, o"!>3). l>¡. 
elio curador no volvió u dar cuenta alguna de su ges- 
Uvn al mugislrado que lo miiiihinra; pero, del expe- 
diente. 48, también anexo, resulta < m & ahr i| del año 
Bízmente se presentó a los inhúmales ordinarios de 
¡Sania Fe, en euya jurisdicción vivía, pidiendo venia 
para arrendar dh campo de Puebla v vender alsunofí 
animales (fs. 61), Cfomo a|H se le ordenara acudir al 
JIH'Z JO la cúratela, insistió en que por el domicilio lia- 
b>lu H | del amano y por la situación de BUS bienes, co- 
rrespondía conocer en el asunto a la justicia -santafeci- 
na. Atendiendo este argumento se recibió la prueba 
que ofrecía, y al fin se hizo IngaT a *u pedido. A partir 
de entonces, el juez de Santa Pfej avocado ni conud- 
munlo del asunto, aprobó atenta», aceptó más tarde 
la tmm$B -le curador pintada ,.or ííutiéW, y le 
des,«,,«. des veces reemplazóte, siendo el último ,.om- 
>rado don Nicolás HietsUití, 
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Kntrctaiito, o! expediente iniciado en la <.\i[iital 

Federal, había pasado oí urt iiiv » (#» 84), y iaífl de 

lo ojuc i-stalm ocurriendo fné puesto en conocimiento 
«leí señor juez qiM declarara la insania de Puebla. Mu- 
piísimos años después — en llK'líí— el ttefior Mariano 

Claudio- «|Ue decía ser pariente del insano, ee pre- 

sentó denunciando QUC ijutiérrcz había liwlio abandono 
de la cúratela, y qüO el pregunto demento estaba KSS- 
talifceido tlr mi afiM-ciói, Previas las investigaciones del 
easo, y como no fuera posible dar coa el paradero ¿be 
tíulicrrez, gotea $9g&Xi tliji- vivía en Santa Fe. el JueS 

■ do la Capital {lesionó a Puebla ua curador ttd UU nt, 

en mayo de 1!>:!Í»; y n pedido de éste intimóse al < nrn 
dor nombrado en l'-H J rindiera cuentas de Bit (festlón. 
Rendidas y aprobadas ya esas cuentas en Santa Fe, 
tal inti«iiacióii motivó una de las dos contiendas de com- 
pcU'iicia <|Ue jipa recen promovidas en los autos, coia- 
tienda qOfi no swrtfe baya rfiilo todavía Iralmdn Oil for- 
Ifittg plle> C'l representante de (iutiérrex apeló del auto 
«Ue declaraba competente al juez de !a Capital (fs. 
vía.) y no consta que la (Vanara respectiva se buya 
CX^ÍdO accrefl del rerur>o concedido. Agregase a esto 
qué Gutiérrez, lia fallecido <fs. 18H). 

I-a sexuada rueslión de competencia, fundada en 
idéntico motivo (pie la anterior (fu. 11!»), lia sido [irá 

movida por el curador líiivhieji, cuyo nombramieiii" 

et!i-*W del juez de Santa Ke y cu riu'or debió -<cr plan 
teada en 11*13, cuando dictin juez si- nvueó al conoei- 
iiúcutu de la <-au*íi, ím dar noticia de ello ni de Kiiriius 
Aires, l.li'ira, pues, con veintisiete años de atraso, y 
también arplí el juez de la Capital Federal mantiene su 
jurisiliecimi. Id a|rt-laeión interpuesta \m el l'iseal. Kt» 
lavo p»r desUlidn en scmmda instancia I IV. 1 Tí > » _ 

Limitándome a fstu iíHlHia contienda única i-n es 
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lado (Jé ser resuelta, pareru rlaro tjui' el priiblcsna del>e 

retrotraerse ni uño li'Kí, momento eu qu$ tlohió «í»t 
planteado. Kl juez <lv Bueno* Aires procedió va l« ¡n- 
ii-liyeiM-iu de ser I» Capital Federal «1 doviiicllio cíe 
riii'lila y aquí está y si«nv internado *d ¡Uhbiioj pero 

resulta de autos «do Puebla no fenín en osla eiudnd *u 

doinieilio, pues se le trajo simplemente para internar- 
lo, y consta asimismo que el carador Guiíérrez estaba 
domieiliado en .Santa r\\ 

I.a ein'unsiaiieiu de datar ran&entído (Jutiérrex a& 

lmií-e i-l jaén <le lineaos Aires, elegido arbilrariaiueiiN' 
por un pariente de Puebla, ; Tija eii forma definitiva 
tina jimsi limón (¡pe dirlio juez admitió por liabérsclr 
oeiillnidi el verdadero doiuiriÜn del insaiK».' ftse con. 
senlimifiito láViio, ¿privó a la justicia de Santa Ko, >iv 
una jiiii.ilie.-ión i|tie le aeorclaliii el Código Civil; Tal 
el problema. 

Kl luid» do esta Corte que so ha citado «I ñutos 

1173 : 37) eontenipluba una situanóit distinta, pues allí 
se rexdvió ([De la i s|h>su, (loOlicj linda en Buenos Aires 
«■olí posterioridad a la insania del marido, pudo pedir 
la ilHarulorm de incapaeidad arde el juez do mi míe- 
Va ilominlio; pero en nuestro easo, <-onsta <jue el medio 
hermano dv Puebla, que miaÚ el juíeio, tenía también 
Mi domicilio en Santa K - (fu. I). Kn «manto tt la de- 

nmi.-ia de IV. ."(!, «pie dió lunar a traer |»s autos del 
a relavo, y al immbramiento del actual eurador ad Üfrui, 
—di- donde lia derivado lueiío loda la tramitación alie 
rior y la presente «•onticmlH— aparen' herhn par un se 
ñor Mariano Claudio Sosa, C|Uten se diee dontieilíado 
■mi Villa Ballester, íuera de la jiirisdieeiún fe la Ca- 
pital, y no lia probado tener eo» Puebla parentesco 
VlgnuQ. Xi si-iuicra lia (lícito eu «pié arado era pariente; 
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y la diligencia de IV. 31* acredita que su denuncia sobre 

presunta curación del insano, era inexacta. 

En tales condiciones, y atentas las particularidades 
de la caü>H, me inclino n pensar ijiie consultará mejor 
los interese* de la justicia y del insano mantener al 
wñor j'iez do Santa l**e en la jurisdicción tpie viene 
ejercitando desde o sea, reáülW a 90 favor la 

contienda plantead*. — Hílenos Aires, «#osto Ti de 
1'1-tO. — Juan Alvares. 

¥MW DE LA t'ORTK SlTíf KMA 

riin-tios Aires, octubre 1* tío 1!>40. 
Autos y Vistos : 

Por tos fundamentos de la precedente vtstai del 
señor Procurador General y siendo verosímil que el 

demente no tenía su domicilio en esta Capital el año 
se declara que el conocimiento de la insania co- 
rresponde ni juez di- Santa rY quien, pin- otra parir. 

lia ejercitado la jarisdineión desde el «fio 1913 un re- 
Im ión al propio curador Gutiérrez nomlirado por el 
juez de la Capital. devuélvase el expediente sobre ren 
dieión de cuenta* al señor juez de la primera circuns- 
cripción judicial, primera nominación de Santa Ke y el 
de insania de Puebla al de la Capital, transcribiéndose u 
ambos esta resolución. Repóngase el papel. 

RflJKBKTO KKPKTTO LlílB I.INA- 

iiiw — B. A. N'aKah Ak.iu.- 

bena — F. Ramos Mpjía, 
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SECVBSO OIWfXAHIO DE : i'r'mn ¡no* jmWn. 

Ltl «rCBUtanOM ile file <•! fW«r«M»tí denomine errónea- 
mente "recurso extraordinario" a) que Interpon* «m 
«rrcL'lo a rilan conmlM del are. iiiv. I o . de In ley N' 
4*65 y drt arl. 6* de la ley K« 3952; y dé «pie *«• l«- hayn 
concedido el "n-curso extranrdimiriu" asi interpuesto, im 
ps Óbice paria (pie deba entenderse mi« el reenreo deducid» 
y «tncpiliilrt es i*l ordimmi) de apelación. 

.4 r W .1 WUlXlfTfí .1 n 1 
tfOSj y* fZffADÁ. 

I.h .-osa juzgada exi>te pii el ordien adndiii*traiko .uand» 
el E. decirte, c«mo verdadero juez, las euwlwues en que 
w plantean y demandan prekn«ou¿!* robadas por U-y. 

. t rrot> MtMixtsritA Tf vóst. 

4 OSA JV/.V.AUA. 

El <Im-w1ij «pie deja sin efevt» n uno anterior pasillo en 
autoridad «le cusa juzgada, puede s*r revocado por otro 
posterior uno resiablea-u el imperio del primer... 

ANTe«.'EDESTI« 

1" Ante el Juzpad,, Fe.lernl de la Capital a carpo u» Dr. 
Emilio b ¡¡"nzálfz. d»n Alejandro Vila demando a La WiÓn 
por nulidad de decreto de 21 de setiembre do 1931. (pie dejó sin 
efecto la pensión militar QjiK le fué acordada \»>t dórelo d* 
3 de septiembre de 102!» y ¡wr reinteiíraeió» en el «ore -.le la 
misma y cobro de la» mensualidades cpie dejó de per-rilúr. 
Munifealú <|ur. en sil raráricr de liiju legítimo del extinto Tir. 
Coronel don FrHiU'i>*«*o Vila. a raíz «Ir haber quedad" vai-aiti** 
la pensión nue (lUfrtitsbau x\¡* hermana* y por fallarle cíetela 
vii nacimiento lu mano izquierda, obtuvo por derretí» f.>i-ha -t 
de septiembre iIp 192ÍI el traspasa a «ui fnvnr de dicha penkióik. 
— Que por decreto de 21 de septiembre de se decían') nulo 
el anterior. cesando desde entonces el pn-e de la pensión. Ex- 
presó que este decreto W manifiestamente nulo |ior fundarsr 
en una disposición de la lti'H-Iammtavióii Cent-ral de Peiisánuea 
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fjiif «iicra e| téstc de la lev N ' 4707. i-unirariaiid.* así el ari. 
Ht¡. tu.-. 2» de la Cinisiilui-ión >Cat-ic»tiHl. Aüreun *i «■-* la |> - ii*í«>ii 
eun-edida era irrev«M'«l»le. pjor t« que el «v'reto por el .-nal *e 
le privüü de ella le ha ijiikfttto un drrcehi) inrvnmrwfo defíiií- 

IÍ\ am-lile 11 mi pairiim.nm, vittliuKliB tainbi.'ii Iíi ilisp.t-.ir '<hi <h-l 

Hi'l. 17 Út la CbllJttítlKáoM Xiti-i-fina!. 

2' El l'r'ii'iirminr Kín>'iiI xi^tiívn .pie ■•! .u-lni- rare-i'úi »ie 

der.vlm <i ta pettfc¡£iC |»it rió S(>>' di< naeimiento ¡núiil físifti. 

mente y 'Mi furnia absolut» para rt trabaja WitlIO tn eS¡p? tu 

iü'-liiiii.'hfHWHM Ueheral íle tViisioit^s .-II sil Hit. 23; l«' iflií 
resulta del beehd «le haber nbli-nic lo mi jiilñlaeiún ordinaria 
Como tiiijili'Htln ilc la IMreefi"ii t ¡en eral tic 4L0rrVuÑ y It'ivjira- 
l'i.-c. Kn .■.•iis.i'iii.'ticta. td (Ifereto de íeriia •! «i»* m*i i«*inl>r(* ilw 
l"'ií!» [M)r i*3 ''hhI so le jii'itiIi'i pemüoB, está vii-iauln di" nulidad 

ül'—ilnlii v man ¡fiesta. .-\fíre*íi> i|iie desdó la fivli-a en <pi<" utn-ió 
«•I .It're-flwi u Ih peitMÓii. lulo, lui-sta el reelamo nilniinistratiYn 
,\-\ «.-i..r. y mlrClHi mis lucía hi fatlM de \a iii-iinión 

ilc la demanda. Iiabian transcurrid.» unís d»* diez años pt.r l*> 
qiir (intuía ta plT-»er¡pi'Íóll (|fi fil iliriúit. AjÚUtiftMO, npumi Id 
rirMrri pción dé la aeeíón .le nulidad dedueida «mita pI .1p- 
»r*|o il- 21 de M'ii*-m!ir.' ii«> l!$í ( nri. 44HO itel cóilitíü Civil, 
y la del arr. 4027. ine. V y S*. respeein de Iiuta ' Hs MÍoíW 
i|ilt- luibies.-ii [««-«¡¡do deveii;-urse «%<ii anleii-. rulad ¡i litS «jilirfi 

uiím «pié precedieron ¡i la demanda. 

¡I" El juez, en M-nlPiu-ia de noviembre- 4 •!•* I!Mí\ ivelia- 

Xjá la BrósvríjK-iQti decenal, par im halier iruiiM'ciiTid» el \Htxo 
.'»!^ltl.-.-i.lo en vi art. W'S-i íle] <V«Ii¿i» Civil i|ps.|p el^tftYet') 
ile (le setiembre Af¡ ÍWÍ'1. «IpsrtiiMM-iñ iíititIih ni m-i <>r 
parí -f-L'nir peivi>>ipmt*t la pén^ñ, T«inp<«*a liizn lu^ar a la 
pn -" r¡p"'i<''ii nuMlsila ni el ari. 4" ; (0 ílel C&íilKJ CÍTÍI. porque 
el ilérevho peítoniadci en la deiiiainla llene su origen en \„ rey 
N' 4707 y rmen iuni de ta vmmi cu relúeíAji jiirlilin t(ue anl< 
ri¿aii Id a-vU'-n iM arl. 4»:JU n>j Cdllípi Civil. 

Ili'elani. en earnhi". ipi«' "I l'ialep iCjeeiiliv» un |iiii|h ilarn- 
(íSf i».r prnp'ín nttloridáy el «leíreio «le :í de se]>tieiiihre de 
t'i'J't. .pie já«Aixt¿ 1» ¡wnsíAll xl uct'ir, sin viidHr los Hrtr<-uI«K 

17 v tS de la Coiistitueii'.n N'«*eÍ4.ii¿il. ijíic debió u.-iirrir 

unté la i\iMa n J¿dír la uul¡<la.l. Resolvió, n rnutimlHctAi». 

il-'.'!nr»r pres<-ripta la aeeiún íi>h rcspeeli. a las meiisiial idadks 
(leveiiL'adii- -.wiii nnleríitrúlatl a Ins elnen años de ¡atcrpiH^la la 
deman.la. 

Tíiinlii.'ii U«,larfi j>re«-ripia la awíún tendiente a mWeiter 
l.i nulidad «leí fíWretn dp «priemhre -i .le t$$&. 

En ii.'iiüii iva. deeiniVi > t \u< \¡\ Sm-Wm cjebia refu.iejeevr al 
aetnr Alejundp» Vila U (k-iimúii que |i- f(l¿ umnliiilii por (lé. 
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«T4-i« do 3 «S*j ■.. piM'Hibrc tle ii'-!< y ftli«i»rtí lan mnHuüñla- 

des jt partir «lo los placo iiím-* an<or¡«>res ¡i Im inieiaoimi de ti 
rléaiandá; 17 «lo vptirmbre df 1037, sin iirtWwíS y wn ****** 
4- Kl Ht «le abril «lo IÍW9 í« Craiara Federal coitrirtáo 
La st?tiii?n<'úi f» «-i ututo tim-Miiitabu la pra^ipetóa ilegal. En 

«•ambi». lii ñrtw5 rfl la parte <•'• 'i ,h ' dei-inrai>a Í>W9*«I»U' *] 
ttonvha lie la Naeifri i«ra pedir la nulidad del (leore*o «lo :t 
ele setiembre do 1 iliv.«:ad«» P" r I» n>'t<>ra, y aiaudV. íi*yi»ly#r 
I... autos para i|OC «*l JIMS >«• prnimiieiarsi s«.l.r<> osa nulidad. 

A juii'in de la Cámara, 1h pi^rippíón no podía optran*. 

IMW|U« oii la eoiit-staeioii a la demanda i-I fiseal lialiía soslo- 

iiKIo la nulidad abálala y in.mii'ío-ia ilel demto ouoiiiinucl». 

El actor EuterpUKO i-I roeursu «irtliiiari.. de ■ptfaeaái 
Vara mire la Suprema U«>rlfr, Wfi WMtltádfl «JIW illdiojl -I 
Mtiimri» del t, IM. pkg. 3!*l «lo Im ooleet-i.'m «lo rallos. 

ü- nievnctta ol expediente .i prítrtéi* insinn.ia. el jüea 
«leelarú aliwilatameiiu uwlo ci «<W«-(<i «le sal «infere 3 de «933 

,v ro-í-liazii lu demanda. 

I)r$|)ll$f 'lo referir-*' al Faifa pv-miiiniad»» por la (¿orte 
Siipr.nm ni ol rasn Carinan de Cantó») (Hall«>s: 175, SbS). rx- 

pivsi'. »|i»«' ¡iili'rpiviiiinl') <r Waírtf^d íe«*M el priiwipio «lawre- 

¡i.,1 )h pájr. 37a, debía rtueM^enw «i» 1 ' l"*I" í * ,,,n aflmíuU- 

'miivn iiiir ih> reiimi ItW rreniidii» a I|1H? allí m? Itóiíe refen-mia, 

istiinirá mi tfetO inesistenle; r*X&» pea- lu «-nal lio puede 

|ia<ar ttJ amurillad i!p GOXa jiutwda lli vr pniliriiN' I""* I" 
prettrip?¡ún. El I\ E. puod*. nitontfe». «Hender por sS loa 
M d« oso a«-l«». h Ci» lie prnlor mvi*ér en la npuTimiulail 
debida jitie lu pmtícki la euprespondiéii** defensa 'I** nulidad. 

A ..<mthniá<'iún. el jiie¿ pasó a examinar défWl i 

(lfeiiB¡áw v il«*«-l«r«'i mi uulidad: «1 Pofutó d «oi«»r no está 
on lu «iiua'oióii provista |>«.r In lo\* S'- 47(17. Tít. IV. Cap. I. art. 
:V. ii»oapatiiÍBd fssi«-a a i\w «-sio se roficro «-s lu «pío mlialíi- 
lila PII )ihs"|iit«> para ol tralmj<i,wfirMiaoi«'»n 'pío o«mouor«la r*m 
v\ akaii-fi' M'iílainoiitariti «p'"' a iliolm ¡irt. lo apiana la¡ RÑ 
Klamfnfectáii Coii. ral «lo |Viisi«,iH's (2v* ¿3. ino. «I i. al dlsi«.ii«-r 
«pío la iiitMilid.nl tÜLíÚ •!«' í't^r»r»nox may.avs «lo .><! i.l i{UÉ 
i-<tnfioro ilori*-'!»! a pi'iisáiii. os ííljiMÜnWfle la inoavaoUla-l jd»-<<- 
liila piira ol iniliaja Y óh hiiIik r-.l¡í pmliadn ipn- la M.ha 

do una nian«. pQ 'pie ol stutor Fuilda mi iii' apaoitUd t«»lal parn 

ol iraliitjit. m le Im irn|H'didi» trahiijar o*. mu PinpU-jidn h si»|un 
«lo la NaoÍ.'.ji coa una r*'tril«ioión «1«- í m i» n. ineiraiwlw y 
ouii iipnipo mfieientP pára (^rftf la jnbllHi^n i.rdiriiriii. iMe 
la loy N'J 4:14!» ntorga " los ompli-ailos -pin no lu-.t lítiido 
iiiimnitíi tfliisa c'MriMir.Iñiarlia lie iii.'iipai'ídad. fcj P'^pii- s..n 
ÍM.'"inpatililov ol «.«■«» do la jíiliilnt íói» do la U-y X-' 4:i4f y ol «I»' 



I.W FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

U pensión ile Ih k-y X v 4707: tt) Porque la peu-ióu f|lic el 
Bi-tor obtuviera |>*»r decreto de septiembre 'í de le fin* 

concedida rn violación al anterior decreto dein'ifMtorin la 
misma pi-iición. dictad» en noviembre 24 de 1925. .pie el itétór 
consintió dejándolo •■misiir estado. 

Micho decreto de sept íemhre 3 de V.'2Í*. ha violado )¡i íV'-r- 
ii ia adiiñnistratñ-H que para tales easos tiene establecido el 

reiílaiiienlario de 30 «l»' j«nio «l* 1 s;,t >. «'» eiianio dispone tjüe 
las resoluciones administrativas no son susceplibles di rceon- 
siileríiciüifc " porgue el orden público m* i-ulercsa H m ' 
dereelins adquiridos bajo el amparo de reMduei«nes defiiiithai 
«Hiedan inoooamlllw r porque, 'Me olí» Uioaci no haer* n*-_'i- 

rueri administrativo ni jlldieia] pmiWwt"" (Hejristro Oficia! 

1896, t. I"'. pfi(B. H«(l y «aiT. Eslí norma que I» Corto Mi- 

pri'iiiii Ha declarado en víireiieia y l¡i aplicara MtluQ norma 
obligatoria (C; 8. t. I75-37Í), tiene tanta eXiiribilidad para 1..-; 
particulares gomo para bi propia Nación, en casos en que un 
decreto posterior al del V. E.. Iiaya podido arrebatar ni patri- 
monio imckutal cin luMiefieio definitivaiiheiite adquirido por 
una resolución anterior denegatoria de un derecho siiltjetivu. 
pasada en autoridad de cosa juzeada p»r consentimiento del 
particular interesado. 

"Kl derecho -«le pensión tle ta ley &¡« 4707. es un derecho 
instimule, anís que en el interés privado «le los beneficiario-, 
on mirHü al nnlrn púulieo. dmlas las niw.nes de carácter Wjriil 
(¡ne justifican los la-m-fieiits uraciables acordados poí! el Ksia- 

d«". En tule», comité iones el derreto denegatorio del P. tv, 
.le fecha noviembre 24 de V.>'2~>, revocado por el de septiembre 
•\ de l&, estableció «11 favor de! EutBlIo. Ull benefiein piilii- 
moiiiál derivado Áé una situación de orden público, que por 
(¿1 concepto se con venia en un beneficio definitiva I iriviiim- 
fiable «pie el posterior decreto de 3 de sept ¡embre de li»2!t. de] 
propio I , <.der rijeeutivo. no podo dejar sín efecio sin otorgar 
de tal m<wlo. »" teto viciado de nulidad por expresa prohibi- 
ción de) orí. S72 <lel Códijio Civil. Bn efecto, al establecer 
dielia norma lejral t|U« derechos de tal naturaleza no pueden 
ser el objeto rife UÍU i-enuncia, resuita indmlable qiíe el poste- 
rior ilmrtu de seplietubre 3 de l'-W, en cnanto re^-uisiden». 
revocan di», un derecho cioisuirradi» a favor ib- la Nación, ha 
sitio (itoraado eontravinienilo una prrdii'bii-iim espresa di* la ley. 
y por; coiisi-ruienie viciado de nulidad. 

"Que conforme Hiirire de los aitt«i»detHes ile lieelm expue*- 
texs esibe concluir que el derecho reconocido al ador por decre- 
to de setiembre '1 de 1!)2!J, lo lia sido viciado de nulidad: }) 
porque otoríó en violación al texto expreso de la ley 47H7, 
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twnefR'ios ijrapiable.s de hiierpretaítóo restrictiva, haviéndrdu* 
ex temibles u una perst.ua excluida del réjriuien «le dlchi ley. 
i» sea, idinnidn sía la debida corapetencia U-sal; í * porgue »' 

lialKM-se derogado el De**p'tn tU-nej;» lorio, consentid*) pe»!* rl 

Betw, de f-'«'lui noviembre 23 de 1925, el P. B. T reuimciadi» 
ii un l)ciii-f¡»-tn logrado per Kshidíi, tontráviñfefitdñ la pro- 
liibi.-ióu del tiil. 8?2 del Cmli»» Civil: .v 3*'! nanme. lti Con- 
cesión por parle del I*. d-e mi beneficio ynn'iablc *-n forma 
«pie permitió sil aciilhillarioli |M>I' Iti lilislllll |HTno|UI. Jl nlp> 
beiiefirii) de semejante naturaleza i-nniu lo es la jubilación, 
importa un acto disrivciimal contrario al orden público. Sien- 
do recaudo esencial para la walidi'z d* los aet-os <U? admiiii-tra- 
(ríóñ, «pie ellos encuadren dentro de la compe icih*jh lie la-- Mn- 
|i.-,livas leyes idiifiiTPii al poder administrativo, o M*a. r«¡- 
jran sobn- la- materia, y personas previstas por pl legislador. Cn 
el wk-tit>, ni >v lia 0Í9I?ft49 mi beneficio ilejfal, resulta 
indudable tfUe id Decn-to ele setiembre dé 1!<2!I rOIOportfl 

exn*wi en rl uso de bu fitrnliade* del 1* E,, ñor lu que uic)io 

Decreto no lia podida nhliiíar ii la XuHón. El casi» suh-fitt 

enpuadM m la tíulMad prevütH paj l<W árt* Ñu* nwi y Itrtl 

del Cúdifai Cívií, ya abe el derecho cuestionado ha «ido otoí- 
irndci excediendo pI alianee del beneficio acordjwió |t>r la ley 
.V' 470" y én contraveni-ión a I» p^óbibieídn del «h. *72 del 
Üutligi) Civil y Beeféio reírlainantario de 30 de junio de l&HC" 
*' Alinea bien, eflil MBÓetitiB al carácter df lu nulidad «rfi- 
lili, cabe ri-producir loB *o|tóept^ itórtéolaaoa por la {Wti a 
Suprema, al decir, <|iie si bien nuestro CVmIíjío no lia beca» 
una enumeración O una caracterizactán ilp las nulidades ■diso- 
luta*, vil f"iitra|K>sir¡ón di- las relativas, de su texto sp iIph. 
preiulf tpie. estnnilo pii este paso *fítalilepi<la la forma MI 

Mlrafroardia o «•¡ritridail del leal nianeji> de las lnta?v$eH del 
Kstutlo. su violación Iíimip ejue «-aitsiir neei-wu-ianiPiitp ana 
Bnltóad aÍMdlBlo. (C S.. i. 179-277. ron* 6').*' 

"De aeMPí'do al prei-edenie cotieepto. aplteabli* al snb-iili , 
ya t|iir laiiihiéii se iraia de f«nibw iiúblipas. «Éb9 eitm-liiir que, 
la nulidad que aféela al de-Telo de septiembre 3 de es 

manifiesto, nttrqtie u^¡ a|>ñreíe confrontando el tPüto de la ley 

4TU7 y su ret'laiiH'iitH'-iúii COD I"* ant-veilentcs adminislniiivits 
qtte le sirvw-ruii de base; y es nbsidula. p«»npie la t$nüt$&n 
ilít-ila y disi-reeiimal. de un henpfieio «rneiablp cpie pisa sobre 

él MtriutnHia df; la Nactón. afecta directamente al Interés pü- 
bli,-... (Arí. 11)44 C. C.>. ({'. S.. t. 17Ü-Ü77. (Sana, á" ín-;\n#-> 

Lá Cáiaara K^leral. después dr reehaaar ei re.-ur>o 
de nulidad (Mitídii pír <■! Kt^r r'Mifirnió la WntfneJa |wr 
sus fu mi ámenlo*- y por las kíkuípiiips ■■•■iisidcrarioiies: 
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'* JÍi's|K"»-l<» » I» iiH-miMitm-iuiialt '«*3 í|w. «I» ¡n't. 
'Jít. !¡i t-ucsiió» >'u »¡ t'Jinvi- <!r ía iui|w.i :.i:¡ ;„ ojue o\ m-tnr \e 
atribuye, '» «<• rejHigftBiiW a ' '"*'- - *' e ' Hp '- w * ' a 
ComtUiicIfci. ta parir lunr timat lodo «•! ¿sita de sus preteii' 
sion.w. en íü jit iiiluc-ít'irt. por ineowAítaéfotia lídad, de Tul di*- 
posiviii». anuo si Fuera la ñ n i*-¡i barrera — o al mentís la más 
importante — , «jur so húmido iit |i»í*rn de su doMamla. 'lo hihimtii 
mi <[»''. *fe9*piijreíWa olla |*>r obra do mía tal dettSwón¿ d«- 

u parar ría la ñiiica (rabil iesal «i* Itt óbWra.Yf «;« su 

y >i im ■ ••! K'i ■ temí 1 ) iT t*. rii la reposición dr su [len-ión. IVn». olio 

no rs ¡i«¡. La verdad es yue la áeuisiéii rie I» causa fiiirn:" »lr 
un texto legal «le modo algiaio impm-na.io. -loi M rr. :.. tii. iv 
<le ta l->y x • 47117. eiijo» iloa Msos annimiMd"», míIii tiene un 

nutro -nítido, rl que |p «lió rl «1 1 del arl. 2:í ilH fie^*lam»rni 

dé ivii.-.¡i>mos. ni in-t .'iiiilí-s be ap»vó arpie! náfrjsrjiwla faini 
do-idir la .-aiisa. Preate a vll«.. <f« nada valen cual»«iumr 
nr:riiiiii'n!afii>iii"s¡ »"ii CofltMrlo. 

"En efecto, (ficho art¿ din 1 : "I<ns hijos varano 1 * goKarfiii 
de la f*eusí$u hasta lo* 22 Kiioá d Iau> a w|t«iciuil d* i|iiÉ 

eje rrorán rindonior jtrl •". oiíriu íj iiei I* |ii irr UA'UpdVfÓII iiot ie->tii ; 

l«'i'n a los uno ¿U'Tst'ii iTsii'ji o niorabnoiiio inútiles, so te* aeois 
«huí' la pensión efl iodo «-a.-», (Inrantá la vi. la". 

"Y rl ÍJ1C, «D «M arl. 23; "I.a inutilidad tísim o nitral 
ilr Irs váranet ttiayitrri de edad, ibi derri'lta a |inisinii íiuiru- 
iiient" en <■} raso do iii<-»|>aridatl absoluta para ''I traba.)»»". 

"\<i hjwtii pupS, mi lo «Alinie la iwirh' rerurreuio en 

base a la lntemreta«i¿íi fragmentaría qae íiaté fado* i:ex.to?i. 
«luv H#é ¡miiii ffeiea *t iitAPalmenie d^mu/it tic tos 22 nñm. pan 
ao&r por virlii <lr una pcioión cona» deuala (le mi militar, hínu . 
i|Uv nT's<ir¡a qiéti ><•> w ft«£/« «fro Mofó» rf* enía eÚaiHló 
kp esfcí «'ii tan <l' , syiMfiinla & ; tu>(vÍoU y <|iie «s»a imit ilida.il Mi 
áamltttn. I*wídir ln --.oilrarín. iiii|M»rí jiríj-i lanío «mm n'»-i»n<H«'r 
'lili- la («'ii-.ióti M mi piviiii*> qué la Nai'ión nloi-_*a |*«ir rl m«Io 

hf^ho ser l'"'" de 11,1 niíhtár ralli'«-i»l». ruando i-l Fúndaineafo 

r.-al de oso d^rcvlra .-s de ¡iyu.¡¡i al di-svali-lo .pie UQ rm-tita 
■•olí iiiflins paro stibvriiíra "lis HéeéwiJade*, 1 " 

"ískiltio ello Hii. es eyfdeutí i|tlf lál di im es íhcoh» 

ijt i|r'¡niial V <|l(*' l''jo< dé ''11". iirtiioili/a 'mi rl N'Mn Ir^'n) IpiP 

rcuIaniPiiia y ¿irturM. y a>i .*í dtvlaia. ' 

" Kn t-tianio a las 4-ons*u|rrariojnN (jtíc el ¿flor liaee r<*s- 
pet-Tft ti <|U«' la jitli¡Ia' , Í"'ii di' i|it« i snza in. iti.'oiiiivtiililf» i»nn 
la jk'--»íóii porque i'lrit«*a. itíviendó 'i 1 *'' efetn lo <|ii<" prewpífia 
hoqcI nrl. no Iihv dereelto 11 ppfisioH si no SjeTee art-Ti 
onein i> riiai'nai'T otrn <--H|MH'ión boaota. y tiw por tanto. 

d'--..in|.rfiaiido aiií.-s dr ahora un eiupli-o iiHcí'>iial y '<'ni"inlo 
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ftbWH UU .nil»il«'-i'''ii, -i i[Uf <«siá ni .-i.ii*li* i"hi-, ItfjatiS, t.eyúii 
lil (l|¿í .-ii rl iili-L'íitK f*. 40 y cu Ira «prétf&l iiaruvio- <!■■ 

fs. -itiri ian íi*sttitenÍWes tfliiBKt hit <|ik' formulan* int*$< 

ni l-i Jry N" l'ltj i\ivi< eso. ui. iihuh m* liu ilívhn iicis 

hit i fot. \h phihíiw es mi premi» pin H web» tlel iiai-iiii¡ni(». 

>-iini nyuilii i'ariiiiiivii al i|af tota hn«*Lll«* ru<'iipariia«li> fMwi •» 
Hi'>ralliiPliIt'. p.M'y bimiarto ;i «i iiiímh»i. iiu cUMila r«ii Un iv- 
i-UT»i\ MtMiM para vivir. pin** iitíff *i l<>s tÍMtr. Fu raam 
• mt la tláviila, «l<**4i |»m"i*<-» - y cutí i'l. »'l <|i"riv!m taYÍWH£¡Á* 

"HfiSulta '* s ¡ cues. iU- ciii'-ii» ;tpli<*¡it-¡óii uT cbhm <!'■ áni«w. 

Ia< i"irisiili>pil«'Í*iiii^ formulara i» ('«.ríe Sn¡tf»ui Mi ■•! 

Falli> del ti»iiu> 177. piir. -117, «un- ■ -i 1 ;» ta wnlflíP« «mi r-i-nr^i". 

Y,\U/> L.\ L'ÜHTE ¡JVPREJtfi 

Hilen »s Aliv. rM'tuljr.' 1K de l'.Ul*. 

^" Vi-lo-.: Kl riTtirsíi inIiT|»iu-l<i a l's. U'J. es el 
niitnnznil" por las li-ye.s Xrti*. 4'i."t, arlínil» 8* ílfi*. 

r > ;¡:t-rJ, ttirtnblila •"«", coiító 1» efMg?iü rlamnttnU' H 

¡iet<»r, y en tales riMuln-Mine*. el error en (jn<0 pu«l<> ¡m-ii 
rrirse al <*a lifu-ailo lio delie restringir l<»s límite* «U- h' 

jipi'líu-ióii quí? c*vidcntéiuenl(? so bitviilaliú. Kn eunst» 

«■ut'i ifia. ileelárase qUO el reeiirso interpuesto es i-¡ i|e 
íipi'lafión ordinario autorizado ptir dt rilas di;-po-.iemiies.. 
I(r-»pe*-|o ilel lomlo 4e! JIMIIltn: (¿lie el I'. K. ••••<! 

fecha -4 ile iio-v¡r»itnv de- ]¡>J.> (f*. Ii.í, iwpli-. adminis- 
trativo» deiieü<i la |H'ii>ió» militiir t|Ue Alejandro Víla 
sulmümi. fundado én los arls. 1" y o . título IV .le la 

ley X* 47(1?. 

í¿ll«' posteliornu'lili' el I*. K. |K|f derretí» ile íerlia 
dé 0í\puifoiv I!'-!' «•onreiliú a favor ili'l arlor. í'í 
InHm*» <|e la pensió-n ií»?.¡il>a .loñ.-i Aioie.la 
(ver IWrtín Militar, f», s~ rxpte. )iilniiii)>lral iv«, ni 
té iihi 41. ili-en-tu ékto <|IH' ffen» aiiulailn |Mir n'-nluetún 
(]r| flOWWrilO PrnvisiiMiar ÚV -\ r|e >rl¡emltri' (Ir VX>\ 
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(ver "Boletín Ofic-nd", pág. agriado B |¿ 3 do 

estos autos). 

Qtie ea presencia de tales antecedentes, el actor 
demanda a la Nación por nulidad del Decreto de 21 

de setiembre del año 1031 y solicita se le reintegre éu 

el goce de la pensión y se le alionen las mensualidades 
que ha dejado de percibir. 

Que esta Corte lia declarado reiteradamente que 

la cosa juzgada y los derechos adquiridos a su amparo 
^¡sten -como en el orden CHtrietamenU' judicial— en 
el administrativo, cuando el Poder Kjueutivo decide, 
romo verdadero juez, las cuestiones en que se plantean 
y demandan pretensiones regladas por ley (Fallos: 
I' 17ó, pág. 3fi8), y lo ha repetido en numerosos caso* 
de militares y civiles rom» ptiedG verse en los fallos 
registrados en los tomos 177, pá> 131; V¡9, pág. 431; 
I8L pág. ÜÜ4; 18-\ páíf. : " ; @$ P»«- 177 i ,rííl - P*lí' :í!U : 

En consecuencia, él P. K. de 1929, no pudo por s. 
y CU presen ¡a de un* decisión firme y consentida de 
nn Gobierno anterior, rectificar la situación del actor. 
U iransjf»'si.'.n a la norma de respeto a la cosa juga- 
da está, pues, no en el decreto «le ¿1 de setiembre de 
l«»:tl «pie restableció al imperio el de 192o, sino en el 
.le setiembre de 1M, que lo dejó sin efecto al marRcn 
de la ley- 

Por ello y fundamentos concón la nt es, se confirma 
ron cosías la sentencia afielada de IV. 115. NotifíqUcse 
y devuélvanse. «1 Tribunal de proeedencin donde he re- 



RóbekTO Kkprtto — LlkS Lisa- 
BQ5 — B. A. Xazaii Asnio- 
nv.s\ — F. Ramos MkjÍa. 



DG JUSKtCl* DK UA NACIÓN 



1« 



JOKH FRANGI 

Jthy i'lfSit KXTfíAtiftiHS-lttlf): .»MÍr<.<m &/frtíti#« 

Si» pvoccde el recurso «xtaordinafio ebBtri ín sentencia 

iJe (« Suprema Corte de la Pr»vineia de Buenos Aires que? 
juztfamlo sobre mi prtipia jurisdicción, divide qiu? el r& 
cursi» ile im-oiiMitiicionalidad autorizado por ta fejy «' 
¡líHS. arl. 5* interpuesto pura ante ella, no <]ebii» conce- 
derse p'inpip ii« »• planleamn en primera instaiu-ia la* 
rural iones federales rn .(lie se lo furnia ( a ). 



ANTONIO Úm PONT v. COMPASIA DK SEtJl'ROS 
•1,A UI'ICAI." 

ACC¡DKXTE$ DEL TUAHAJii: lu.lr.»misact¿». 

Él arl. Itv de la ley X" Ote* dispone en lórinimw taii «UttW 
el sistema indirecto «le la renta eonu. pnii-ediinieiiio para 
«•I ajuste de la ¡ndeinnííaeión «[lie liaee inadmisible las 
interpreiaeioíira conducentes a obtener tai entrega inane- 
diata del capital al accidentado .1 sus derechos habien- 
tes <*>. 



MíKI. Y CÍA. S. A. DK DUWJES Y CONSERVAS 
v. PROVINCIA 1JE Bl'EX' S AIRES 

JI HIslHf CIóS: Jmr>~H«ió» origimtrh- rama» m >,ur t« ¡Mirle 

uua iMft.rmvta. Cnetlionr* rfmJií«w»«lf-. 

Corresponde, a la jurisdicción ori¡iinar¡a de la Curie Sn- 
prciua el juicio promovido ftQRtri una provincia |wr <i)i 

vecino 'le la Capital Keilrnil. eu el «-nal se tuesiiona la 

validez de muí \e\ proviiieinl cnnsn víolatoria do la Cotis- 

litiiHón Kw¡dB& 



ji) K.-ctm Btítefl "flultrr 1S <lr l!Mi>. V.r PMttMI 131. 33"; 

I,hl ' (SI* Ki*h. del fallo: orlnlo* -'1 -le 1*40. V.-r fe| «'« '«dmi, » *•! 
Ño, -11 .1 t. 1*7. i-V. « v Ni Jwi»prd<tell*lfl at-lieada. en 1»* t, )73« : 

ira, «»•: ir*. \W. iw, ás* 
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liESÍAXftA; l'rin,\mos gm&nÚé. 

JPBCÉS : t'iHlmm. 

¿EXTKXCIA : í tmimiti» y nuli'lait 

La circunstancia de (jue durante el itiJiiinu de prueba *e 
Iih.vh demostrad» que w panó patente por un corredor de 
la firma adora no comprendí ido en la dfnumda. no auto- 
riza a reclamar esa suma ni la correspondiente a otro 
corredor mencionado en a<|ue-Ua respecto del cual falta la 
prueba del paso- invocado. 

COMERCIO tSTEBPMOV ÍÑC1AL 

rnOriXCfASi Parirto. itrlegadQ*. 

\ms provincias no tienen facultades para dictar leyes re- 
glamentarias n «rd* nansas que directa o indirectamente' 
iui|K>rteii trabar o perturbar de cualquier modo que nu 
signifique el ejercicio d«* mih poderes de policía, la libre? 
circulación territorial, « que pueda» afectar e! dereelu» 
de reglamentar el comercio atribuí Jo al Coman-so Je la 
Nación ron el carácter de facultad exclusiva. 

DtMESTO.*: l'riH-ifwi' yrncrahr: 

Un impuesto l<*-al «oÉ» ta venta de determinad.* objeto* 
equivale u una inipi^irism «Are hw mismo*. 

COMERCIO IXTUil'HOVIM tAL. 

VA principio de bis arls. 10 y (¡7, HW, 12. de la r.mstifu- 
ci6u Nacional protegí tainbt¿n las Opérne¡oli« auxiliaría 
del oomercin. 

COMERCIO IXTERl'ROVISCIAL. 

COXSTITl'CJÓX XACIOXAL: ( »n*til mimiaMnit r turo»*! il udo- 
rutlfántL ¡mi*ue*tt>n >/ f>niribm ionr* /lenrinriote: IUfrirHriiife*. 

l'fíuVIXCIAS: Facnfta'lf injMwtñnW. 

Es violatorit de los afK 9 y 10 df> la CtNKtitueión Kaéiíl- 
nal una ley provincia! que grava la venta de (tetennúiSdo 
producto fabricado pn otra provincia, con un in.pue«ti» mu- 
ynr que- el que se cobra al sinilnr fabrii-adn en iu propia. 

CQXmCIÓ IXTERI'ROVIXClAL. 

coSSTnrcMX XAI lOXAh: Con*l¡rmi«**H>hut «• ¿HCDwfíCwfa- 
V'lUfkldt ¡mfJHrKlv» fl miifn'.niifiKf» ¡imtinr iU *. Ititrrrnii-tte*. 

l'Rfli'IXCIAS : F'irnlhut:' mjútíélieay. 

El comercin entiv Estado* no es libre cuaudu un arift-uln, 



rn nafitt de "ri^ii o clulmiwi"i» exterior o-. <.ioin'i¡il*» 

im.i* la ndminiHlraeión l*.*«aí n ima n-alatii-iitai-iún <> <invi\- 
uní difereiwiaí. 



commp rXTEnwovmctAL. 

CfíSSTttt'MÓS SAI KtSAt.: CnÜMÜm ¡«.uiU.i.i.l r ..*.m-m*- 
nalukut. Imywtw ,¥ C^ll*WftWB> ja|»rÍÍ|rtrfw< /Hf'w—lf. 

Ctáuqufer «ravaiiitMi proviinwl qfie <-ava tlsúgual lml>-s 

mire tos «imiribHvi'iite^ pttr númim lie vecindad ífentfr 

,(.- la líf|HiMirn « ¡n.<.nsiiiii,i..nal. 
COMERCIO ¡Slk&PBO l'lXl'IAl- 

CI'S>'1 IH'f'tÚX SAI /MV '.-1/, : ' ••f-lilf útimlvtiul r >»i ™>l il*ri>- 

ffii¿>r>i.L lm inflan >/ t*mtr¡bMtianti< fHVvñHwM* &Íf*#rémtfá 
J'IHH 'i SCI AS: r«ni/rwArx «»./"'« »'ftV.iv 

1.a* L'vps N<*. 3905. -IIISM. 4127 y 41!K> d.« la l'mviii.ia 
lie llm'im* Aires son viulal-tirias <Je la ( 'misl iluriñn 3?0CÍfl« 
liibl. «'li riiilllHi impon-Pll UliM pal en te lüfciVMi'íal ti l«w 
airí'iitt"* « iHirre«l<»ri',-t viajen» • l<- rusas de Piunclwn Mil 
t'slalilf-idas cu la |»r"vnn'iji. |*« «r tmfq h*V'lH> <lc vender 
en .'«ta productos fabrieadi*. (Viera de su territorio. 

cossnrri n>s xacwsai.-. <»í.<w.»"«-w»j » (-...«.í.'.. - 

n'itV/fld. !m¡»i> filos n i'JHlfif.tiin'Ht. ¡,nn iMimh: íhffrflfi'lhf, 
VHOViSCrAS: ftteattitU» ,Mi*.*itir**. 

La mewir patente exi-jída pOJ la U-y N" 4253 de la Pr-u 

vmh'íh de Khi-iios Aire* a Ion corfeaores locttea dr nm* 
lié coner«iá <(<"* opéran esclavamente mi el partido «i 
qiW ¿slas se hallan siliiadiis. con Marión h la Hile im|wnn' 
a lo* qlW desarrollan sus nriñiilauVs en todo el territorio 
provin.-ial. no aféela al c.iiieiYi.i ÍúlerpWtÍncÍil ni é* 
repugnante a las á¡KpOatcionea de la CarotiliKiOn Naeiomu 
referentes al mismo. 

tITtS COXTI-.STACIÓS: Rfétttñ. 
SKSTKSCIA: túHtnwifi ti atriatetf; 

Proeede rerhazar por extemporánea la defensa de falla 
de personería inv orada por vez priim-ra en el alefato di 
la dnnaiiilwlo. 
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RXCEZ'CIQXKS; tfont, r>írt «Ir ¡xmwutk. 

I«i folia d* personería mi «■! demandan!» 1 sólo paeilí fim- 
Harsé en Ih eáreileia u ilefetJlo cW poder *'it i'l jíroeurtidor 
» en la íw-*|mi?hUi<í «M «lemumlaiii» ptfni «liur en ¡íuiéfo. 

Kl ilértieha ifc repetir un iwy»» ñn *-misa <■ |»or muí tñjBT*> 

ewilrwia .1 la* ieyea vúrreájHDde a (|nhHi lu liia-, y lu 

iv*tiUKÍÚn Jebe «t efeeiuuiui |»<.r ia pVniWlM píiblka u 
privada <|iie lu etígtó; 

1>¡<TAMI;.S IfKI, l'lHHTIiAl'"!! (iXNKRAl. 

•Suprema C'Oxte: 

I.a sociedad nnóliiiiiii Noel y Cía-, doi)ii(-íl¡;i<Jíi <-n 

psl;t dudad, (li>ni!iti(i)i H la Provincia th> IÍuvüüh Alrga 
por (levoliKíipn d«- impuestos «ue couoHptún hn*oiisiiui- 

«•¡••iiitU'-.; y luidla enunciar esas eii-finislfUH-ias pura ad- 

w rtii* <]iu> el ca.-o <;orrt*s|>oml<í u lu jurisdicción origi- 
na ria ilc V. K. 

K ii <-iuinlo al reclamo el) ->, [HiWSfic en <jiB'é varia-* 
|eye> de la provincia! aludida fe^fájrilWjhCi&t'i un sistema 
íiiflTi'liefiil (Mir «•«>'!' virlml los rnrri'ihiri'> de Casas es- 
í¡tlil.-c ¡.la- fuCrll territorio provincial (lebÍBil pa.imr 

patente doble yné los de i-asas establecidas dentro. Ksc 
di*IÍtt#o sargia flíiraiin-iito iM («xtó do laM leyes Xron. 

Jlitíiá, 40S!), 41-'7 y 411*», y .I.-I-- sor tMamdo ¡nnnisli- 

im-ituuil poní"".* ¡iiipori» emir oiisiamlos al comercio 
ihéerÍAr del pnis. según lo ISéué resuelto V. K. cu tt?5¡ 
:;:t:: ; J4íi ; i:i7. J*5;4Sí irtfs&ii ; 170; y oíros «mu* 

concorda ules t|Ut¡ ML'oian la inaU'ria y lun-cii hmece>urio 
rrptoihicir ahora los a reámenlos Imimc (le (al d odrina. 

Por lo uní' rvspecl» 11 !;i ¡iirmisliHicioiinli'lüd do la 
l»y I2s::. impugnada] tamlaY-n por los aeíorop, no en- 
cuentro h- aleam-c la ihÍmiiii lar-ha. I)ii'liji ley. al i-aru- 
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liinr vi sisU-mn *U< la 4I!K». mantuvo do* t-airirorírts c|j>-- 
pero no refeíibles a\ í'míu» provincial. r&fftl»te 
i-ia una lüitnilt* dr ti*->rÍi-nlo>-. p«'-o.«. puní litó "¡ijícii 
t.--* «i cnn-r.loivs viajeros, por cuenta j>ropiu <» ftjcua 
< 'iinln'-i<-ii*|o im» iiiiioslni* (■ pin* intóWu¿o-" (¡irl. 7, 

iiic. - ley 41!»!'), y uira. de voinlu peso» solunicNle, píirá 

lo:' "''orivilort-s torales do ca>a-, de muir reí o ijiie ¿Jto- 
t'fí! exclusivamente en el parí ido en ipio esté situada 
líi *'ii-a de ipiii-n dependan irfte JleVfU ü iki muestras 
.le ntei'-acleriíi^ i* («ir OTfftiOfptá" (infc -0, id». Bl «i¡» 
tin««i paree)» razoiialile y a mí juicio sería exrc-ivn 
¡nril<ulr!e alcances de vallji (.puebla al truncó mterpio 
vilieial, I'r'iinirami-nli', dijénixle defemliMo ru- 
mo « I >i*tcuia de la* puteiiP-s iniiniripalcs muy ti*: «i<> 
Imy. y «pie s¡ liien c>-talnVee diferencia di- impuesto* 

l.'lltre eiiuliul y rímlfld, tío ve cnlciuiidn- P«|U¡VtUirit ¿i l¡i 
•'ijuerrii económica" qtle la Coii»fíIucióli íjuíso abolir, 
A méiilo de ello, correspondería hacer limar |»ar- 
cmlriirnlc a la demanda seui'm f|tieila expueslu, siem- 
pre «IMS iiu.h , prtidii'i; , '-iuciilr del ««jiivlo roi^liSurieuml 
dd a-unto no condujere a otro resultado, la solución Mi- 
lus •'lU—tioues. de Ihecll», o de i lereclm prftccsul y eoillúli» 

ipir tiiinliiéii inin Kido debatida* cu Untos y escapan por 

-u nalu rule-za ¡i mi dieinnaen. — Biiejius Aires, jiovieni 
lite J.'! ile Sí»:¡!l. — Jim» Alm,,-. 

VM.U* l'K I.A rolfT!; SPIMIKMA 

rím-no* Aire*, oeluhre ÜJ <le Í5Mt). 

V Vislf,.; Kl juicio NPJT«lfIp pt>r |;i Sociedad Ar- 
¡fciiliiui de Onices y Conserva.- Noel y ría. Ltda. ron- 
Ira la Provincia de Buenos Aires, schtc devolución de 

lo pagado en «oaapte de impuesto de (.«lentes. 
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Oul a IV. 1!» M p**^Hta Mauri-m May-r -n re* 
..resontm-mn ,1- ta ¿¡ta<fe ^S^ljí 

jWineia de Sumn» Aires |»«r ^ypíwcion fe ^«a* 
mil .»-u.».-i l .m.)H bcwm moneda iwe&nal i&gados pw 
íminiest^ de ijateitfea; Kun.La.ulu su aceiSrt dt«í ypi 
feú Mtamlm.il-. «i«níbiMo en e*ta Uawitid, don* 
¡limada -ii frbrico, vmplwi para la venta d, *us pro- 
duelos un cuíiftideraMc afimero -«rmlor.-* «¡uo vía- 
¡ an por las i>rüVUl«a* ófiTíWftdO V WUdUw!o >"> pro- 
duetO*; t|IW H l"Í«"i|.¡o .1,1 «fia fm la lTov,n,.a ti»* 
íjucnoa Aitvs exigí* a -mía aua de toa -orr-.lor-s -I 
pago d* una paieírte <k soíseioníos |^dw^l»r 

.liloroiirial. puesto QUO ¡W0*& eí **** f ta ,>a 
tente de ÉmMéte ptíó» que debían abonar los era* 
dores de casas instalada* e» Piovitieiaí yue pago 
tiaiéftfa W iUee&Me iwivdorr*. cuyos iwtnbrw >»- 
C0 bra4 R s virtud (fe la ley m W Wtt«ion»d» 
,.| ir de Mnwr» de euyo ai*. «• tmusenl*, lo 
m importo la e»ntu3ad áífGWiieláJ te Niaa níd tfe» 
pesos montóO» aaélonal, pafiW *f»S* protesta; 
,,„, a prmtitñw úñ 1932 so «xigid igaainiento elfwgo 
( Jc ana patenta análoga, aue la C^apftfiíá MP W¡ 
troce r.>rnMl<»r«'s epyos ttombrea iwliw, w m u " »»•' 

exigido éM virtud .1-1 art. 7". iñfc. 1% de la l-y V 
vigeuté -n virtud dél art. 38 ratifirado por do-roto d*J 

[iitcrvéntor Federal y eoaiCiniuWlo po^fwrraeníe i»"" 

la K-v N" 4089 1 , sam-íona.la -1 7 de julio de MfóS, -">" 
-,rt ?* traiiaeribes que la cantidad diferencial «Venada 
fuá de tres mil noveeientOT péi«» y so rea» ¡a pro- 
testa rorrcsiH.mli.-ntt.; <JUQ 8 prin-.p.os «lo 1-U.i so 
esijáS también la patente, ésta, ve* de enatroeiento« 

,,-sos en vez do los «Wimto* ool.rmlos « la. otro* 
corredora», la Sotíedad |Míú bajo él d*M* 



atente» mr$mm*rt>* « *mi e«rr^or.c*, jnjw Mo.£ 

i a i.-v m mmmth\ «-i 2 de kto&m. # w »» 

jnmOTWlfó el «ftnttN do. nal pc&O* 

^«mnljqiie a principio «k- 193* t«™ «.ne pwr ' 
lioa patena Ñr fe o***»* cu?** n.m.Mv, 
m virtud & lo <fi*pm*M * J i,rI - ' T* ' 

v r de la ley P ¡ch-min. a !« animo»-, «upo* 

d« L«M buje i.rou-sur.,,», 0» I" Confia. 
IÜVO que pKNWf » '» ****** ** *«*f*» 10 * ^ 

b£¡ i„.li,a.,, virnnl <1, la 1-7 -V 4». 

,1,. ja N 41!«»: qt|e esta k-y eupríBW! «l^rentetiwiue ia 

.lüVn.m-ia eStaWWñdo M ta »..l«-rior feO? ehidir h. i* 
¿Bslih.^imlUlad «,.»' ha»** l»'-«lU.ll«'ia.U> 

|KHÍ « el i... , 22 m «rt- mantenía u.u. patente de yétale 
Lsoi, imra Iük «irredorea .l.-l interior * 1» PWJ»- 
s.una «li.Vn-.uMal bngfOflS dttS Mili »«h«- 

eioilos nonti y ruéiupnwJo taúft |«^***í ■■<*»« 

«fofa so,. vLulal«.ri»s » los aris lü y 11 dte 1, 
r»ii>1itwion Xnmmal, g»Ñ|tfe 1« tórCiid» <"<; I*""' 
M ,„„- ,,rr,<k,s nt«¡ lm«ffl .'I iais.no trabajo importa 
un M*iamf pn» W« i«er««<lotfa* « l'^"* * ¡! M 
vi.-iM-n de Otl» provim-in dfl la RenuWlGB, nl^tar.ilr/;. 
el cOlUCreío nit«T|»nivÍiuíal, pin* la COBStrtllt'IWt I» 
, |pG fUÍQ qlM a territorio & la \Wm fuera uño sido y 

,.¿p i„s hai.iiunii's nadicta» eomeráar íibremettle? «t« 

t-n R11O.V0 <tó *n tesis mi morosos fallos <U- CítA C'oHe, 

npiuionrs <!«• IratadUlas. los art*. t% SE y ,1'4 dyl 
r.Vliíí- CHI y «l''S|»m's ii.- fundar, la juewJwoii 

orijíiuaria del Tribunal U-reuinu pediendo >«• a^an-ii 
¡m-..nslil l ...o 1 .al.'.- la- dM»0>l¿Íones «!«■ IflH leyes <|He ha 
dtiido y sl> rojidem? h la proyhi^o a .h-vo|v«t a su man- 
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daiilt- ]¡i cantidad <!<■ i|iiin'^' mil '«cliocii-ii lo» pesos ino- 
noila minniial, huw inleresiw iii«dc< la fi*ltA «lt> I» mili- 
ficación de la demanda J las cosías tfo] jua-io. 

<ÍÓO Pórfido lisi-lado ele l.-i domando, »'•-!.- Iné ron- 
U-slado n fe, .''!* por -lo»' A. (¿airan t'óstfl OH tvpiv-fii- 
Ui-iüii d- la Provincia do Buenos Aires. Mi* : (¿tic « L*-- 

conoce Jos la-ílios ¡avocados por el aeloi. I«W nicua y 
(U-l'í-fjí probarlo-: gflft |a üViiiamfa ronU'inpla (los si 
Uiaí'ioKi's dislinta>. I;i de la- \j¡yv* Xi-o-k. :í!HI.'), 
fl27 y «í» vijc-iK.-s t-n lo* años (¡W] a lü.'U y la Jo 
in ley X' 4'JS.Í \ jg«4ife m H».'!ó; el Itxto <]«■ las primeras 
es liiiis u ini'iHí-í el mismo, pero <-it t -l M-t-omln cuso es 
«üiViviih', |»uc-> la X' ilin- wá-HlPa o corn-dcnc* 
vin.¡em> v por fin-nln propia o ajena, conduciendo o un 
titiTí-atl.-rías o por catálogo»)* Htfci. ^Mt. mi) hacer <lis. 
tinción iic -i koii ilc pasan wtnWwUla* 011 Iti Provincia 
«• «O, y el lina L'-J lid ¡irt. 7' eorrctlorcs Incales di- ca-as 

de iwwma <i«o operan exclusivamente cu «■! Partido 

í-ll (iSh> Ost a *¡t1iadsi la ea-a ele <|tm u dc|icin|c \ if no 
Ui-wii o no iiiiwslras i\$ liien-advn'as por rfltaluKOS 
tri$n. -'», lo «juc es di-línto; ijhí' niiiirmat de lo- nrlfcii- 
lo» iíivoi-athis d«- la 1 "m¡s!Í luéloñ Nacjoriii) c-* aplícaMc 
al caso, (me* la di-tiunón de |¡>.*i pntontps no Im|J>ot(Ji 
mi ícrawaineii para la- mercaderías o produelos «pie 
vienen <ic «tras provincias, hóln contempla c! oficio 

lint' cji-rui' id «frétlor hmi piv.-eiiidctu'ia de la merca 

dvrfu y sóli» con relación a la casa domiciliada cu o 
l'iicra de ta 1'rovíncia. ya <\\u- (as primeras pairan olías 
contrilmeinms : rjjw de no oslalileccrsc esas díslinciorics 

HC erraría una sltuarion d<- dr*iifiialdatl rti la i]0e ^"rían 
favorecida- las ea-ns i;o domiciliadas en la Provincia: 
«pie no se trata di* un (ieret'lio o rar^uj (tdlItUlorn ni p<ir 
>.n |iro|iñsiln>. ni |n«r iiieidcucia. ni üfwtu a la ciivn 
laeión «|o decios áü [n-odu-'cir.n naeional o cxlra ajera ; 
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tjtoc Qa un ¡nijhicsIh n »"¡i actividad aer-ona.1 dotcriiii 
mi'la y \a l'ruvinoia gd lm limitado H i-ji-nrr tarulindes 

íplC |c son propia-; (jni' l:t .ilin-prinlciieia i|Ue eila el 
Amor P» ili;i|>IÍc;ih|i- © invoca a Mi favor lo- 1 ui)i hiMICIl- 

t<£í tíd r-ítMr llft la S>(H-inl;nÍ Anónima Tin- Smilh Ame- 
rican Stort* (¡:i1h y ( 'llaves resuelto ff) 24 de aiín-tn 
tic t!tÜ7, i|iu* *«■ rcíicn- ñ Pt*I*arti36fCK í-í.n «ihÍi-ih'- stP 
remite l:i Merendona comprada (Mi la t'a)úl|kl; «|U<- l»M 
el caso ilc aillo- ln ditVreia-ia de ¡iraraiiM-u no dífieuha 
In VfUtit de im-muli-ríit-, romo Ib dcnnu".tr;i e| ' -lio 
de ln af-toi;i no lm dejndo de vender roa mi> nume- 
rosos úpenla*, ni ha aléenlo qnc la> patentes i" Üávail 
l»n»Iii<-¡ilo pérdidas. Termina pidiendo ipic se rechace 
la di-manda. Mili en-Ias. 

t¿UP nrihidn ln C«usu a |irui-ha se produjo I» rftlO 
indii-a rl cvrtil'ieado de l's. la- (.arle- ¡ili-.iran a 

fs. 1 l»l y lJKf, a IV. ll'l» —i* expide p] >cñor 1 Voi-arador 
(¡enera! (fe la .Wiún y a fe l.'Id &<? llanta aalus para 

M-llL-IK-Nl. 

V eon>ider;indo: 

Que -ii-ailii la achira vecina de la Capital y la de- 
mandada una provincia, y í-iicstinnámi<»-c una ley pro- 
vincia cuino tv]puviiMiitc a la ('oiisliliiciúu Xitcional el 
juicio coi Ti'>|KHnlo a la jU'r¡^(l¡('l'ídll orii*ii:ariu <le la 
Corte CU rniíóii ile las persmuis y «le la niali-ria — arls. 

1"0 y ]"] (te li¡ C««RÉilurioii NVimiid: R«, I . ¡nt?. 1 
ile Ifi ley X - 4S : ai 1. 2' do la ley X' 411-Vj. 

(¿j&G Iok invocados por la arinca se cnciicii 

Iraa prohado- i>n anilo>. meaos el relVrenle al corredor 
.Silvia ('¡arlante |»r el íifm V.W, Así lo |«1H*ltt el 
informe del perito- contador «pie corre li t's, 72 >' M'"' 
aparece oorrolwaatlo p©T la- prole-las de l's. !• a ÍS¿ y 
por los c\perlicnlc> administrativa* ni'rei:ad»s | ■<> r 
■¡•nenia 'Injíi. 1.a- |>c<|iiciVis dÍtVr<rnc¡as en lo- nomines 



152 



FALLOS Í>E LA CONTE SIT'REMa 



do algunos corredores carece de importancia y son f;i- 
CÜUlfiBte explica trie»* -No sucede lo mismo respecto al 
pajro |Mjr Silvio ('¡arlante: ese pajjo do apareou efec- 
tuado y si liien aparece que so lia paimdo la patente 
por el corredor Antonio Spatln, fcao pajeo no en recla- 
mado por el actor en su escrito do demanda. La substi- 
lución que ungiere la pericia no es leKalmoutu w-cptnhle. 

(¿ue las protestas afiroladas, realizadas ante es- 
tiritará público, nulificadas al Director (¡enera! <k> lien- 
tas ■{<> Ui l'roviwia o al Sul>- Director, según consta al 
pie dé las mismas, y c©n las ctmlcs se- forman los expe- 
dientes íidininistrafivos agredios, reúnen todas las 
condiciones une cs(a Corte Iba exigido para su validez 
— Pullos; t¿* 21!»; 185, -244: ISIJ, :í77 y 4:í7. 

Que las lr\vs Xr<w. ;!!Hir», 40S.I, 4V27 y 41!»!), visea- 
res on los años 193$ 1TO y 1!»;í4, salvo ilifm-n- 
<-ia en el valor, tienen, en euanto a) impuesto rcclmnaido 
disposiciones idénticas. K^la Mecen una patento para 
los agenten o corredores viajeros i>or caeüífi propia o 
ajena, (pac os «le trescientos ]h?sos si los ««entes son de 
<n>as estaMeeiilas en la Provincia, y de sciseionlos |K>- 
sus s¡ lo koU títí rasa- no eMaMeoidas; en ella, paira los 
dos primeros años, y (Je. doscientos y cnatroi-ientos pe- 
sos, rospoetivjinicnle, para los otros dos. 

Que et| la forma €-n i$nQ na «modado planteada la 
litis se traía ilt* resolver si el rubro di- una patente 
«liíi'iT'iieial a los ¡urentes ( , corredores viajeros tío casas 
de comercio no cstalileoídns en la Provinoia y por ese 
sólo motivo de diferenciación es o no contrario a lod 
aits. !»•', 10 y II de la Constitución Nacional. 

Que la Corle, en numerosos casos, lia tenido opor- 
tunidad dí estudiar eJ alcance de las Jísposieiones cons- 
titucionales invocadas por cj fletar y lia fijado los 
semientes principios: ti) km provincias en el ejercicio 
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de sus poderes de legislación interna no se hallan auto- 
!¡/jul;is para ilutar k-yi-s o reglamentos de carácter 
yi'in'ial «i municipal comporten directa o 'ikI i rcí-ta- 
irniÉlc, trabar a |ii'rliiri)¡ir de cmilotiÜT modo, * | ut* no 
siiínif¡«|Ue i l ejercicio ilc sus poderes dé (Milicia, la libre 
.-irculacióii territorial o «pie pueda afectar v\ derecho 
di* reglamentar el comercio conferido al ( onirrcso de la 

Nación i on eJ carácter úe ana facultad csclufltva; h) Va 

impuesto local sobre la venta de determinados objetos 
(•■prívale a una imposición sobre esos objetos; c) El 
I »ri nci] iít ■ de los artíí. 1(1 y l¡7, \m: 12, de la t'onstilu- 
t'i&n Nacional protewe, lamnién, las eperattioues auxilia- 

rc> <|cl ronu-mo: iJ) Ks violatorta de los nrts- V y 10 

de la t'onstituíión Nacional uua ley provincial <\w jrru- 

va |a venta de determinado producto fabricado en «ira 
provincia con un impuesto mayor (pie el cftté se cobra 
al similar fnbrirado en la propia; C) Kl comercio entre 

tisladoa no es ftpr¿ entrado nu artículo, t-u razón de bu 

origen o elnbornción exterior, es 'sometido por la adini- 
ni*ti-a«-¡iín local a una reirluiiientación o icruvamcu di- 

iVreueiaJ; /) Cualquier grava inen provincial que cree 

desigualdades entre los euntribuyeiiles pH>r razones de 
vrrimlaü denirO de la lí * ípñltliea es inconstitucional 
-Coi.r.. Fallos: mi, s ; 125, OT; 140, 1X7; 153, 42; 
£49, 32Íj 175, tffc 

Que aplicando estos |irincipios a las leyes mane- 
ros 3905, 4f>Kíi, 4ii'7 y il¡$ de la Provincia de Hneims 
Aires con relación a sUs disposiciones ¡inpiiífnndas re- 
sulta clara su iiicomputibí lidud con lea arta- i>, lo, 11 
y t!7, ine\ 1J de la Coastit ación N'aeional. La sociedad 
aetora se ha visto enligada a |»HR«r por sus eorredores 
tina patente diferencial, peir el sólo lierho dé qm' ("ate 
Vendían en el territorio de la Provincia productos de 
la aetorfl fabricados t'acra «le la provincia, cavándose 
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t\d, indirectamente, el eontórcio intefpravintíal. Ka 

pri fed gaiHCTÜie lo que la Consiilución ha prohibido para 
constituir Iit unidad nacional, sepún die<> el Preámbulo, 

evitando la lucha de tarifa* t-ntre las provincias que 
fueron en su tiempo fíxare causa de desunión. 

QmS en consf-ciu'iifiii. debe hacerse lu^jir a la de- 
claración de ¡Nronstiiwiotialidad solicitada y condonar 
a la demandada ll devolwr la síhna redamada por los 
afms iim, 1932, ip:í:í y wat, con l» excepción consig- 
nada en el considerando se.xii!ido, atento lo estaMc-ido 
por el art. "íllí del Código (.'¡vil, pues la falta ríe causa 
legitima de fgtfú W evidente. 

Qne respecto del año 1&S5 la sil unción es distinta. 
I,a ley X' 4l'K¡ al declarar en vigencia para ese año 
la 2P 4199 retundió en sino solo los iiics. 2" y 3 a dé-I 
art. cstninVeieudo muí patente únieii de trescientos 

pesos ¡«ira los * 'agentes « corredores viajei'os, |>of 
" cuenta propia o ajina, conduciendo o no muestras «> 
" por nitálogna". Qiieiló así siiprmiidu la patente *li - 
iVrcnoinl según que las casas representadas estuviera!» 
i-slahleeidas en la Provincia o fuera de ella. Kl liedlo 

(le halier «ptedmln vigente el ine. 22 del art. 7' de la 
ley X k ' 4Hif no influye en la solueióii del caso. Es« 
inciso gravaba, eunndo existía la patente diferencial 
estudiada, con veinte pesos de patente n Ion corrociores 
lóenles ile casas de comercio que ojiereil exclusivamen- 
te en el parfido en que esté situada la casa de que 
dependan, en decir, estalilecia una patente menor para 
casos esia-í'iales dentro de la misma Provincia, erando 
una categoría fundada en una razón justa y equitativa, 
como os la menoa- importancia de los ucg-oeios de un 
corredor actuando en mi solo partido de la Provincia 
coi; relación a los que actúan en lodo el territorio d«- 
la misma. Esta categoría no aféela en nada ■ I comer 
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ció iDten*royíncial, Rae» la patente para los que actúa» 

en to<lu ta Provincia 6* la misma, ciialipiíerit sea el 
lugar donde esté establecida la casa. Ka osla favti- la 

demanda debe se* rccha/mla- 

(¿uc la falta tli' (¿ergouería para di-duejr la acción 
ipa* so invoca cu el nlc.yato de la demandada no puede 
prosperar por lialirr sido deducida oxU*m|Kiiáiioninoii~ 
1c. Pnr otra parle y a mayor alaiudaiiiieiilo Ui excep 
i'ión «!<• falla (fe pi-rsuiiería 1-11 el demándame sólo puede 
fundarse <-n la ciiieiii-¡a o defecto del |MKÍer 011 e| pro- 
oiiuulor OCU la incapacidad del tienta atlante para actaar 
en juiei", «■irciiuslaiicia*. *\\u* m» -o alepín. Si es la de 
íaita tic acción. laiu|«icij puede prosperar. .Fnrúlica- 
meiite, lia tlielio rsla Corte, él dcrcolii» de i'epeliv lili 
na£o sin causa o por una c?uisa contraria a Itis leyes 
corresponde a tpiion lo liizo, siendo su devolución ¡i 
carteo «le la pcisni; jurídica o privada ijti*.- lo esiffió 
— Kftlío»: 17o, 15»-. Eu el caso es la ¡«clora la t|tic ha 
pagado la píllenle (¡q£ uravaon lu» actividades di- sus 
corredores y la demandada la 'pn- lia percibido CSO» 
pa.L'iis. 

Por estos fundamentos y de conformidad ei>n lo 
dictaminad" \h>v el señor Procurador (¡oncral de la 
Nación, si- declara ipie el »rÍ. 7 V , inc. 1*, de la ley 
X" '.m->, el arl. 7", ¡lie». ¿' y &' de la ley X' 4»*», <•! 
arr. "'. ¡nos. 'J' y de la ley X* 41l!7, y id arl. "', 
¡fies. 2" y :T" de la ley X +1ÜÍI ele la Provincia tic Buenos 
.Vires son contra rins a los arts. *», Id y u'7 iriC. 1- de 
la Constit lición XiieUtn:,! y >e Condena a la Provincia 
a pairar a la adora, ileiilro «leí tórmiuij tic veinte día-, 
1» «nulidad de dore n:il setecientos pesos moneda iiacin 
nal y intereses de>de la notificación tic la demanda 
a estilo ile lo* (juc cobra el üamo de la Nación Aryen- 
tina, y se rechaza hi demanda cu lo demás que pide. 



Iriis cosías eD el «rilen causado titula la naturaleza de 
la «uestión debatida y tjue la demanda silo proper» 
en partí-. 

Xotifí<¡ueHc, repóngase- t-1 papel y archívese W> *« 
oportunidad. 

RuitEHTo Iíepetto — Antonio 
Saoaisna — LuW Liscaiies — 
B. A. Nazak Ajcí-hoheva — 
r\ Ramos Meju. 



ION" ACTO «SAINA — apa -i tlm«w- 

JlfíluaóX IW SUMtSáDOS FEB£QV¡ARIO$; />r«..w,. 

I,u existencia de liijus adulterinos del causante, *|iie como 
laies carecen de 1 dtrechn a Ih pensión establecida en él arl. 
•iH de la lev N*. 1O.U50. un excluye de ese beneficio a lc*s 
ascendiente* que se hallaren en las condiciones previstas 
en el inc. 4 .leí mencionado artículo ('). 




RECURSO JiXTRAORItiXAMO: Malrria f«í*/.V.«** «/* 

hecho ij prueba. 

No procede el recurso atraordiuarfo contra Ih sentencia 

une deniega el fuero federal fundada en ijue el - 1 ■ ■ i i i 
ijiip unitiva la causa no es tsapeÉO, miiü ajeno, a uno ante- 
rior de rebelión une ha tlailo- tugar a proceso en tramite 
ante Ir justicia nacional ( a ). 



ít) fWfca »VI fallo: ..rluttw -«3 >U 1940. 
(5) Fetba del fallo: i*lubrr M <W 1W0. 
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WANTIAOO (¡OTTSSO 

JlHISiiU t'lúS : .Smc'w.;»!. 

Siendo iiii|iri»rni[íahli> pfíp voluntad ilo las parte* la jtirK- 
dicción territorial c*tat»liviila por .-I arl. &ír>4 del Código 
Civil. U í-hvtm-tatiHa ,]«• l( i| P (te hayal planteado y rOÍUUiito 
ta cDtntwii de competencÍH por declinatoria auto el juz- 
gado dónde tramita la ejet-iii'i'm |>or cubro de Impuesl»** 
I'ísí'hIí's, iu» i» «hií*e para <jOte P'T vía de inlii hiinria RE 
declare la competencia de! jitfz ante quien tramita «■! 

jllii'ío Mlt'rMU'Mi. 
jrjtlSMfl'tÓX: Fufrp .Ir aiüteciá*, N'irv.i-lw. 

El juicio MieAnrio atr«.> las demandas por cobro df im- 

puPKlOH fiscales. 

UllTAMKX J>KL 1*111 >C I" « AI «*H (¡ENKHAI. 

Supa-nui Corle; 

tiritando- eu tramitación ante eJ Juez do Primen. 

Instancia cu lo (.'¡vil de Iu Capital Federal la testumen- 
tarín de Don ttanliuKo <¡otusso> y «utos de lialier sitio 

liiinidwla. ge discute la competencia da un juez de igual 

clase de Corrientes, para actuar oti oiro juicio, pro- 
movido allí |K¡r el fisco provincial "ontra la test amen 

larífl GotOSSO sobre cobro de eoi. .luición territorial. 
El Juez de la Capital reclama dicha cansa pura ncii- 
mtilarl» al juicio universal, y el de Corrientes se niega, 
correspondiendo a V. K. dirimir la contienda (art. 9 o , 
ley íf* «55). 

Dos son los liiridaini-nlos de Ih negativa de este 
último fuiicionnrio: no contener recaudo* suficientes ol 

exhorto telegráfico en i|ue se rcqnvu'a su inhibición^ y 
Imlx-rsc resucito ante el, anteriormente, la misma eues 
tiñn de competencia propuesta entonces por ti col i nato 

rití (fs. 101 y 137 del expediente de Corrientes). 
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Kl primer l'ii))iliini<-iiii) ha desaparecido «m la 

agrcgació» do lo.* testimonios tenidos e» eujonta poi »>I 
juez n\ mantener su negativo (te 131», 143 vt»>. 

Kn cuanto iil sfi;iiii<I(>, r<'siilt¡i iiU'lVaiz Unta VOZ <i 1K * 

la .jurisUict'ión por razón *lo la materia «js de orden pú- 
blico y no depende de la a'[uiescenvia del interesado. 
Kn este capo, la jiirisdieeióii eorresp>on<le al jiiez <ir In 

Roeesfón aivuto Jo dtepuetitó por vi mi, :v*m del cVmü- 

Civil y la doctrina eorneiite <|e V, & (i|3¡ B8¡ Ijftl 
(¡J; 177: .'iii). Procede, pues, dirimir la présenle eon- 
liviida i*n favor d<>! .1 uva en lo Civil de la •Taj-ilal Fe- 
derad, Bueno* Aires, nn-usto )' de 1S*Qí — Áwh .í/- 
ror.*. 

DÉ LA « OltTK Si l-HKMA 

Hipno* Aire-, QCluure £3 tle IÍHO. 
Autos y Vistos: 

Por los ttandaipenloa del fir^edcnf* diotáUién del 

señor Procurador tíenera!. lo dispuesto por [os alt& 
3384 del CttdigO Civil y 1U de la ley &? y la reitera- 
da inrisprlidviicm de «Sta (Vtt Fallos. : Í4J, BS¡ 15$ 

* l7Tj -'{'i y los allí rita-dos— üe (feriara l|Utí rs Com- 
petente para ronoeer cu la causo sejcuidn por vi "Fisn> 
de la Provincia di- CorríeateK contra la Sucesión o su- 
cesores de SaiiliüKu UoIusm» sobre robra da impi stos 
territoriales" t-I st-íior Juez de l"* Instanria en lo Civil 
de la Capital a .¡nien se remitirán los autos hacivailo.se 
fóber mi la forma de estilo al (le la misino ratearía 
<Je la ciudad df Corrientes, 2* Komi nación. Repóngase 
vi papvl. 

Robehto Repetto — Duis Lista- 
mek — B. A. Xaüar Axí mo- 

keíía — F. Ramos» Mfjía. 



RAFAEL DOMlSÍUEZ AMENAItAK 

Jt'lifSDH'i '/rt.V; fum orilimirio. Luir* i'/ainnr: /VNa/c». 

El jin*z «Irl < , ríin«'ii tfiu- iitU'r\ii'n«- i'ii mi pn«'«-.Mi iiiu-¡ml<> 
e«m aiiU-rWKlad a "tr<« prinm.vidn OOMtrti el mismo aviiNi 
■ Id ;intf el jttfZ tli' «Ira pr-»vim-ÍH --«»íi ntolivu de OttU 
«Mil*», lírtií prioridad para tramitar |n i-ausrt re*.pe.-tiva, 
mro carnee &e jiirisd ¡.««.'.ri pan promun-ian*' lambiéti ta- 
lirr t*l ttCglliirl» drlilii. si hírii ilrlif ¡hnirr en ironot^lllícntu 
«M -itr-p juez tu M'nriMn-in «pie ri*t*nij_'ii. 11 fin dr rpio i'mo 
aplique la norma del art. .Vi del Código lYmil (iCHtro 
•Id |ir«K-»'sii mmétichi » *•« pejMWiniirtfcto. 

Di« t.uu;n- i'Ki. Ciuirviurren (ir.rsr.iMi. 



Suprema *• 'urtc: 

Auto la justicia ordinaria «lo la I'iwíuoín (te SteutA 
P<&i Rafael DonuogQcz Aiuenai.ar fu/- |)rocc$ai)b por 

estafa, y inieiilras tramilalia Ea i-anst, ll"i¡ú un extlúrtO 
<!«•! -Iiiez t\v Instrucción y COrtoeeióAtij tle Tiieinii.in 

doctor KUmirUa KenúiahJcK Patum, -por luiltértte uifomlu 

allí jiulfs otro proceso, ronda l>«nníiii.-iifz Anicnaliar. 
rainláVii por estafa. Kl juez requerido cxpri'.-*ó « | ■ t« r n« 
|i(i(lrí¡i ilcN|triMiili'i>c llB su jurisilin-jón RÍ1I0 despUM 
<!•■ dirimió fallo ( fs. lid); pero entilo íiisisttest,' i-| <]<• 
'l'iiriinián aireando la |ir¡oni|a<l de frrlia OH la roiui-iñii 
(JpJ llolilO, QbtuVO M' U' t-fini I r;i vi lim hiiIik ron rarjí" 
(!■■ |ironiiin iarsi' animismo soltre la 4*slat"a <v>nir1¡tla ni 
Sania KV ( r's. JiS y 4*3». Tal solución ha parecido in¡» 
m"|«laMe al Jllrz «le Tu'lllilái), qnÍOTI soslichi'. muy 
jircrladiiiiK'Ulr. carecer <U- jurisi Mrrión para, ¡iii|»>1l'T 
pci-a- por cielitos enmetidos cu olía provincia (fs. 40 
y 47). Planteada de esta Miertr contienda uepillva. se 
h\ trae ahora a V, R, ¡.ara «pie flirimai. 

A mi .juicio, desdi' que Quilbos jucros admiten co- 

rrcsjM>n«íer la |.r¡» rulad al <!<■ Tiwnmán, éste debe eon^ 



fallos t>. L\ COBTB sn-HXMA 



tiniiar entendiendo. Natía oferta » iioi díate fallo títíi 
sólo sofero el delito allí feéwiéíiite, y Iwnga drapuíjtf en 
^nocíjíiiento <U-1 Juca de Sattta $8 i» oi.rado, a t'"m de 

•que aplique la noniKJ del art. f)S del Código PeiatU 
norma que no si<rnifmi eonferfí' a loa jueces de una 
provincia, por orden del Congreso, una jurisdieeión di- 
que: eonstituc¡< mímente ea recen. Buenos Aires, uHu- 
Un; 8 ti' 1 U*W. — Jit'tu Airares. 



Buenos Airea, «tafee ¿3 de l'.W. 
Aillos y Vision: 

Por los fundamentos tjei premíenle dictamen ild 
señor Procurador tiene ral, w deélarn que el señor -l BCí* 

de Tneimión tiene prioridad pftW entender en el pro 
ceso BCgllidO Jt Rafael DofflíOgHCZ Ameiudiar con nioli- 
VO de íU'lof realizados COB tWlia ¡interior ileiilro de su 
jurisdicción, poniendo en eonneonieiito del señor dnev. 
de Santji Pe la sentencia que dicte A fin de que sen 

cate filtlroa quien aplique la aorma del art. ">s del OV- 
diiT» Pesad dentro del proceso sometido a su conoci- 
miento. Kn consecuencia remítase estf expediente al 
señor JtH» de Tucuinill avisándole en la lonna de íffU- 
lo ni señor .Juez de Santal Fe. 

Kdhkkto Repetto — l.ris taHH- 
I: f_s — B. A. X\z\k Axciio- 

IiKNA — ¥. KwtOS Mkjía. 
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«ON'ZALO (JARCIA. A RU MELLES 

Jt'MLACtOX ft RÑPíPADW VMtlll t LAHKs : Ejlinetin 
df los brnrfiH»*. 

U resolución dí la Caja. consentida y firme, por la vual 
É£ acepta la oposición formularia por el intensado ;*ara 
<le»« Filiar-sí «le la misma pepo M i'e«-nazii la oonuk'iimi a 
c ( ue iii(ii-é) la. había supeditado y sólo se liaee luyar o la 
lipviílm'inii de !<w aporte* n partir ilc la fecha en ojie la 
opción fu.' hedía, produce Iji ilcsafiliae»>ii del empleudo 

en las condiciones establecidas por la faja y la perdida 
del derecho al beneficio establecido en el art. 18. Jnr. 2», 
de la ley » 11.110. 

DiriUMEN DEL PBOeiWK)K (¡EXHRAb 
Supicma forte: 

Kl recurso extraordinario tic itpclucióu resulta pp©- 

«dente por tratarse del otorgaruaentfl de beawfiraoH es: 

lalileei.los en la le-y X o 11.110 al empleado de ana em- 
presa <¡ue ejerce sus actividades fuera de la Capital 
Federal (U'Ai: 219; Í7&i 21% entre otros). 

He aquí el caso. Dan (¿ouzalo García Arguelles, 
jubilado del Montepío Civil de la Provincia de Buenos 
Aires. íngrcaÓ en enero de 19-7 a la Compañía Arj?en- 
li'ui de Kleelriridnil (fs. 54 vta.) nfiliaJo a la Caja Je 
la ley X* 11.111), y transcurrido el plazo de 6 mese* 
qué fijn el art. 3 o de la misma, comenzó a sufrir Otta- 
cuentos por aporte* a dicha Cuja. Kilo motivó su pre- 
sentación de f«. 1 (aposto !» de 11>*J7) f pidiendo suspen- 
sión ile los descuentos por entender (jue lu jubilación 
provin«*ial de «pie ««Miaba 6» incompatible: eoil Ion qOC 
acuerda la*ley N' tf 11.11". Kl llireetorio desestimó su 
solicitud declarando no existir tal mcoiBipatibilidad 
(mayo S de lí»->8, fs. 15). 



Diez jtfui» más tarde (M-lii-inInc 11 de VJ'.*s, tV. -4> 
con motivo de la reforma de la reglamentación de ln 

ley .V 11,1 H), (tama -\ r^ii*-llt-.s solicitó nuevamente *hs- 
|K-nsión de descuentos y devolución de la totalidad de 

lo* etec-t mulos, supeditando a esto último su pedido de 
tk-sítf ¡Ilación (f¡-. -'>). Su opción fui- esta vez admílidu. 
pero limitando la devolución de descuentos a los efec- 
tuados a luiilir de la seiíiindn pri-sentiiesón (t's. 4S). No 
conforme ron i-llo, dctliijo apelación y simultn;'*'»nionte 
formuló nueva MlCitUd expresando IimImt ."Mo ^-pa- 
rado de mi empleo después <U> cumplidos diez año» de 
M'ivieifts, por |u «¡ue le eoi'F'espoudía el licnefieio del 

titu I* ínc í di- la ley X 1U10 (£». 62), La Caja 

neax'i la apelación y desestimó igualmente .-1 nueve* pe- 
dido por entender que «Mi l« opción formulada tía reía 
Al'iíiK'IJi's lia Uta iilii-dado desvinculado de t'lla (fi*. <W 
vía ). I'na vez más. el interesado dedujo apelación ífs, 

éü) siéndole igualmente denegad» O'*. "1 rtn., ju- 
lio lí.'t. 1»4tl>. KutlVtaido, ííarcía Ar«iii-lles IiuIuh neu- 
dido |«.r vía directa »] Juez, de Primera Instancia cii 
lo * "¡vil (julio 2, ís. 7f* vta.) y por sentencia de agW 
lo 28, dicho tnairi-lrailo deelaró Incti denegada la ape- 
lación 011 ciiaiitiiii la devolución de descuentos y confirmú 
lo resuelto por la i aja acerca del lienefiein del art. 1S 
í lie. 2 por entender ipic la <i|n-¡ón formulada Imla'a pro- 
ducido la desafili:irióii de García Aru;iielk>. 

Ui primera de HttlUÜH cues» i onir> luí sido decidida 
jmr considerarse presentado Cuera di' término el escri- 
to de apelación, y lia jo tal concepto resulla ajena a' 
presente recurso. Km cuanto a ln senutida, pienso i|U0 
la opción. es(Min(áiieai nenie formulada por el interesa- 
do :■ eondieión de «jue se le d<'V«»lvÍ«-noi íaíégñuuCHtO 
sus apolles, no lia |mh1uIo aceptarse eotl presciudcaiciu 

de dielio requisito; por lo «pie correspondería revocar 
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*-n esla parle lu acuteucia de fe 73/30, y dispone? qne 
la Taja proiiuanc arena del beneficio efel art. 1» 
ine. pedido por Ciarcía Aríiuclk-s. Bueno» Aires, oc- 
tuluv i' ilc- 1!M(>. — Jimh Alntm. 

f-Au..) pg la Corté scteBító 

Buenos Aire-, w -I ubre de U.4U. 

V \'í>iom Kl re«'iiiT«.iiif tionzalo (Sarcia Argüe- 
lípa, jíiliijaclo ciej Montepío Civil clt> ta Provincia (fe Bue- 
nos Ain-s empleó en enero «le lí»27 e« la Cía- Arjcen- 
lina ele Electricidad, afiliad:! a ta <'a¡a do la ley 
N ll.lin. Habiendo uust ¡(iiiMitii I» suspensión útt los 
<j. >i-ni'uto> cpie por anorte*; st« le efeetaahan cu s« nue- 
vo empleo por entender -pie l;i jubilación provinrinl 
■toe pozaba era incompatible coa los beneficios íj«;e 
acuerda la hay N* 1 1.1 10, se di-sesiina'. |aj solicitud, de- 
-•larri rulóse no cxislír Sal ¡nconvcnieiilc legal (Cs. 15), 

Kn septiembre de ésto es, diez años más tár- 
ate, y cu prí8en«S '» rvforuia a Ja rcglaiiiriihir-ión 
(le la ley .V" 11,210, García Artfiiellcs intentó nueva- 
mente la ^Kpeitslon d« los descuentos quu «e le efee- 
Inaliiia, .solicitando Daimisniu la devolución de Halos los 

ingresados ¡i la faja, ^ii|h *i li (¿i ik Ji i a elb>, el pedido de 
JeáafiWacíón (l's. 254 y $3), Kn cala optu-timidrid. fué" 
aceptada mi opción fundada en las arls. 14 y la de la 
reglamentación, pero limitó la devolución (Je tas des- 
éllenlos efeeliiiiilo- a partir ifcí 14 do septiembre 
de líl.IS. fecha de la segunda iuvs4mt»e¡óii. 

Kn lal siliatriún, < ¡arría ArgüeHe* apela de la rc- 
solucíón recaída por entender que la devolución debía 
coni|>rcinÍer los descuentos efectuados desde julio 
(le 1!»27, y simtillútieaiiirnle y en el mismo escrito ma- 
nifiesta que por haber sido declarado cesante en el 
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tarso «le la ría. Argentina de Eleetrieidad. dexpafo de 

d&HCIHpcÜBrfo ftV» afios, sülh'jtil el bfiieliriu del urt. 
i iie. <I¿ la ley N 9 H.llO, dejándose |H?ttdí«*ttí l¡;i>!:i 
su rt'solueíón el rei-nrsn de apelan un ■ u t * ■ 11 lanío I f». ''1 }« 

I.h Caja ¡i ís. US vtii. ili.-iH'Jíó la Hilarión Y '"I 
nuevo beneficio nolicitado cu razón de flSÍfi iiftettw*' 
tío, a raíz de l« oprióíi aceptada y los aportes devncllo», 
había quedado desvinculado del ri-iíinit-n de la ley 
N" 11. IV*. Apelada «lidia n,*4ol«ei&n nuevamente 
<leiie<;ado el rccnrsu ;i l's, 71 vía. IVr«t eiilivlanto. Qtít- 
fia Anjiielles había acudido jwr vía dirceiu ¡i la Jh- 
tk'ia civil (fa. 7J| la imic I»'»' táníeiicifl «-ot tiente a 

Cs 7!' declaró bien denegada la apelación relativa ;i la 

(k'volin'íún de descuentos formulada por Ijawrséhi in- 
lerpueslo fuera de término y confirmó ta reaolurióii u> 
la Caja referente ni beneficio düd nrl. 1S ¡lie. ¿f* gen 
tiOtt&dó, por considerar oue N opción formulada. Iwbíil 
producido la dosafiliarión ilel interesado. Tal decisión 
c- ln que da oiigeu al remetilo tWU-ral do) «t£ II -li- 
la ley \'' 4S. 

Ahora bien: denegado por la jiislieia civil el re- 

nilrfto intentado contra la resolución pnmnneutda |Hir 

la Caja relativa id aléame «le la devolución de des- 
cuentos atondada, debe considerarse Fíríue la decisión 
de fs. +S < ( ue admitiendo la ■»|wiún t|iie García Argüe- 
lies formulara, dispuso la entrega do los aportes i» 
vresados a partir del 14 de septiembre- <le 1!K!S. Tul 
c-oesüou bo puede «e-r revisaba por este Triltunal, si ¡tí> 
Ohservfi íjut' clin aparece resneltn ante la justicia eiyj], 
Bttr aplicación c interpretación «le normas procesales 
«•cnstiloeionahncnte inobservadas, sil nación fiffl» ajena 

n ¡a oonteropla rt arl. 14 de la ley N g 48. 

Siendo ello así el beneficio solicitado es mauiric* 
tamento improcedente, ya que la opción eleetuada y 



■>r> jisticu ne kA n.uhín 



mlinili.lii, lia I* nido la virlud di- doiifi liar a «¡ar.-.'a 

la miaras y dfi mi n'Klaim-iitH<-ióu>. 

Pór filo y oído el «oSoí Procuratlor UelieTal, 
infirma la Bcntoncía 4o fe. 7í> en cuanto pudo **r una- 
l.-riü ih' rci'iirsu. NoliííqiMSC y ilevHtfyBBsC ¡il Trtl»u- 
ntti dv procedencia doudó ><■ r*p«»dw1 <•! papoÉ 

Ki.p.iinu Iíki'ETW — Antonio 
Saüaiíxa — l.ns I.inakks — 
1!. A. SÍAZAÍi AsriioHK.VA — 
V. Ramo* ÍIkjía. 
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UabWnúiátié enajena* r ,r ,a P*»v<*$" ,lf - i'úniniw en 

ishl una fnm-ión .1- tierra qw l-r «'1 l*n»« I- » i l<*l » residen- 
te Kara cu IhWl. i|»ietl» ni juri«i|i«-ttn «lo íh l'n.vnu-m 
,|f San Luis, fctft ha debido n*|wlar <•*« enajena»-^» y 

tMft lid [Hv-liiln retamar p| \mr\u mibiclu por aqufitt o 

el viilor de tasaidÓn por »« haber mediad" vmta. 

I„i t»rWcrínetóii «leí dererlin ile la Provincia .1- Sbii l.tns 
para rwhuMW » la .1*' »"«.rdoba fl prwlo de Ntttt fnimon 
fíe tlerni emflifnada por *rtl U«l¿ ?■* r*J e) laúd.» del 

Presídeme K.«-a ea 1883. qwüfó «i jurírijeMon de mmn. 
ttmjftaü a torró» en la fetfco de esc laiwto, y. batidme 
(íperttdá éon flnt« , ¡w , ¡da4, no purde considerarse ¡fttertllltl- 

|,i<l„ pOT bu n6t¿8 ÑMBtáMfeM Ó» l" 3 * — 'l UP - P« 

f»lr« parte, II" importan un reroiioeíuiienio «U-l d<-m-lio «!e 
la BfítQÑ -— i* ■ | M ' r l" s deiitmidas deilm-udas por lo* «U*é- 
surps «le «mlias provin-das eon unitivo de las enaj-'iia eiones 

real¡xtd« i«>r C-6ÚB. 
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VftOViSi lAS: Limite* preteríales 

La firt'tiüslani-ia ile qii-» la Provincia de Córdoba ng lia va 
iutormaJ'» fl i» de wl l.nis a-cerra dé la «'iiajenai-ión 
parlo iíp las ii«>rraw l-ohi prendidas ra el lamió «leí Presi- 
dente Rmra de 1883 realizada por la primera, no da 
derecho a la leguiwlfi pura i-clumurlp el puRo de lo* dniíon 

v perjuicios que lia sufrida |mr linter enajenado 

ia^ misma.s lionas.. 



Díctame» iiRt. Pa«Wt*ltÁM»B Im.ni;i:aí. 




ilc \". K. fin^' i'iít- '-oit totln 
[tí tratarse de causa mil pri»movi- 

dn entre doa proYinrias, la (le H1111 Luis y la de Córdoba, 

Kn cuanto al Pondo del asunto, está constituido pnr 
cuestiones de derecho común, o |»uniiiiriile «le lici-hu. 
que escapan por su milura le/.a a hti dictamen. ISuellOs 
Aires, uftVicmbre ;*!» de lítt!>. — .-l/r«res. 

FALLO 1»F. LA CORTE SCFWEMA 

BWfUOH Aire-, octubre :'."> de H»4U 

V V¡*ttw: Los .se^uicins |Wr ln I'ruvtiiein de Han 
Luis contra la Provincia de Córd<>1>a. de cuyo estudio 

resulta: 

A fe. 3 se present» el doelor Knri.jtic- l)tao«rui por 
la aelora, iniciando demanda por cobro de pj&os con- 
tra la Provincia de Córdoba por el itn|K>rle o valor iiue 
representó para esta última la cesión «le tierras ¿le 8«n 
Luis que aquélla hizo a favor de don EeW»fl Duinrs- 
nil, que formaron parte de las 300 leguas eedidas a éwle 
en pago de la locación de ohras eonveuidn para ta pro- 
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visión de aguas corrientes 6 iluminación a gas de 1» 

Ciod«d dé Córdolwi rogón escritura <le H de Áekmbre 

de im r con sus intereses, desde la fecfia de la cesión, 
más la dfl lioH.STÜ pesos con 02 centavos que en <•<>»- 
cepto «le daño» v perjuicios ha debido abonar San I.ui*. 
Hice que por laudo arbitral del Presidente General 
Kmu de 26 de noviembre dé 1Sk:í se lijó el tfnütie entre 
las provincias de fcnn Luis y (Virdolin, $MMNk flfeffi- 

nitivamcnie parte de !a *<>mi lítifti?** ea íurlsAwi^n 

di- la Provincia de San I.nis y parte en tó janUmceion 
dC la Provincia d« ¡8fi#¡fe Por escritura de 16 de 

catabre de 1894 el Gobierno de San titw traosorw » 

doña Isabel Arnistroiitf do Elortond» y otros d bte de 
tercena fiscal X 1 ' 10 fetm A. de la primera Sección, eou 

nna superitóle 8e 10.000 tatáaáfc QW twjnÓ liarte (je 
las tierras «i ,u " «i ,1, ' ,iaron ,íe,ltr<> 1;l ' >roViilWR 

San LUÍS BG¿rn lo informó la Oficina topográfica. Qu* 
no existía anotación alguna en el Re» «tro de la Pro- 
piedad de la PrOVilKÍa de San l.uis. ni tampoco exis- 
tía» indicios aparentes de nna posesión anterior. Lm 
Arinstronje vendieron el citado terreno en H» de mar 
zo de im al señor Carlos Guerrero |>or la mm 0> 



Por la parte de la Provincia de Córdoba, en 1KS1 
se escrituró a favor de don Esteban Dumesiiil: ésle 
en mí vendió el citado lote 1U letra A. a don José 
María Bustos, quien lo vendió a Bnwer* en 1886 y eft* 
con pacto de retroventa que usa la esposa ile liowers 
dona Catalina Staffurd de Howers. Bato, en 19 de di- 
ciemlue de íé&i Ufela j W reivindinicóu contri 
don Carlos (¡uerrero (sucesor de San Lilis) >' ésta Cor- 
te por sentencia «le julio 13 de 1!W7 haw hijear a La 
demanda condenando a Guerrero a entrar a la seim- 
ra de Bowere el inmueble objeto de la acción deducida. 



y dejando a salvo los derechos de Sau Luis. En este 
juicio intervinieron, citadas de cviccióa en tiempo y 
forma, las Provincias de Córdoba y Sun Luis. (¡He- 
rrero entrega el inmueble y a su vez demanda a lo* 
herederos Armstrong por indemnización <Íe daños y 
perjuicios emergentes de la evíceióti, t o solviéndose en 
este juicio <|ue losí demandados devolvieran el precio 
recibido, abonaran las .ostas de la escritura de compra 
venta y $ 150.000 por daños y perjuicios. Los Arm- 
strong cumplieron la sentencia y reclamaron de San 
Luis el capital, intereses y costas, por cuyo concepto 
la Provincia de San Luis tuvo que abonar a éstos sus 
compradores, la suma de $ 2(KK7íM>- % que demandan. 

Kl origen de estas dificultades se remonta a la 
antigua diferencia de límites entre Córdoba y San Luís 
que fué sometida por éstas al arbitraje del General 
Iíoen. En la baso cuarta del convenio quedó estable- 
cido (pie cada Provincia se compromete a respetar las 
enajenaciones de su propio territorio hedías por -ol 
otro, siendo recíprocamente responsables del precio re- 
cibido o de BU valor o tasación, si no hubiese mediado 
venta, y quedando a salvo los derechos de los particu- 
lares en el caso en que ambas liubiesen enajenado los 
misma* tierra*. Por esta cláusula ta Provincia de Cór- 
doba hallábase obligada a pagar a la de San Luis el 
precio ile la tierra cedida a Dumesnil. Pero esa cláusula 
no contempla el derecho a cobrar los daños y perjuicio* 
emergentes de actos u omisiones imputables según los 
principios genérelos del derecho <art. 1109 del Código 
Civil) ni contiene una renuncia do esos derechos que 
debió ser expresa, con interpretación restrictiva res- 
pecto a los actos que induzcan a demostrarlo (art. 874 
del Código Civil). 

Que disponiendo la referida cláusula cuarta que 
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respectó a las enajenaciones hechas por las «los provin- 

ciaa, el eoavtuio imponía virtuaimente la obligación de 

informar qué .'nnjenaeioncs había bebo cada Provincia. 
San Luis ¡Moraba la ven,a ,[vl lole posteriormente 
reivindicado por la Sra. do Bouers, BUCesora de Cor- 
«lülm, euros títulos no habían nido protocolizados en 
Kan Luis, y pir añadidura 110 existían signos de posé" 
sión alguna, a punto tal que San Luis entregó n sn com- 
prador la quieta ;• pacífica posesión del lote. I-os danos 
y perjuicios noe Córdoba del» abonar B San Luis son, 
pues, la suma pagada por esta provineia como WfflBfr 
cuciioia. de las oiiajeimeionei- hechas por la Provincia 
|¡é Córdoba sobre tierras que pertenecían a San Lms. 
Termina pidiendo se baga lugar a la demanda con ín- 
teroses y costas. 

Corrido traslado B fe. 13 Yta. lo contesta el Dr, 
Manuel «oldstraj por la Provincia de Córdoba, a fs 
18, pidiendo el rechazo do la demanda, con costas. Re- 
conoce que el laudo del General Roca fijó lo* límiti* 
definitivo* cutre ambas provincias y que la zona liti- 
giosa <|ticdó parte en jurisdicción de la actorn y la 
restante en poder de la demandada. Dice que en agosto 
do 18t¡7 por ley promulgada durante la Presidencia 
del (¡enera! Mitre, se dispone el establecimiento de la 
línea de fronteras de la República sobre la margen 
izquierda de los ríos Xegro y Xeuquén previo some- 
timiento o desalojo de los indios liárbaros de La Pam- 
pa, desde los ríos Quinta y Diamante liasta los dos ríos 
antes mencionados. Para la ejecución de la citada Uy 
sancionóse la ley nacional X' 947 en octubre de 1*78 y 
en el mismo me» y año la Provincia de Oórdolia cede 
al Gobierno de la Nación, a los efectos de cumplimen- 
tar la ley nacional anten citada, el valor -que produzca 

- entre el río Quinto 



y la línea que se reconoce como límite Sud de la Pro 
vincia, sin que dicha cesión afecte la jurisdicción pro- 
vincial. El Gobierno Nacional ordenó la mensura y 
división de las tierras cedidas, y luego, por ley X a 1103 
de 27 de agosto de 1881, devolvió a la Provincia de 
Córdoba 300 legiiiis de bs que ésta cedió dentro de! 
territorio de su jurisdicción para los fines de la ley 
nacional de 5 de octubre de 1878, N w "947. V su art. 3* 
aclara que esa devolución será destituida por la l>ene- 
fiejuda para establecer los servicios de alumbrado a 
gas y aguas corrientes en la Ciudad de Córdoba. .De 
acuerdo con estos antecedentes el 14 de diciembre de 
1881 la Provincia do Córdoba cede a «Ion Es tetan Du- 
mesnil las citadas tierras. Cuando se dictó el laudo del 
Oeneral Roca en 1883, ya Dumosnil había vendido a 
José María Bustos, en 1882, c] lote 10, letra A, quieu 
en 1S8Ü lo vendió a Bowera con pacto de retroventa » 
favor de la esposa de éste doña Cataban Stafford de 
l3owcrs. Dice que la Provincia de San Luis sin res- 
petar la tase cuarta del laudo arbitral vendió el ci- 
tado lote cu octubre de 1804 a los Ariiistrong y éstos a 
don Carlos Guerrero, por lo que la Srft, de Bowers, 
sueesora de Córdoba, reivindicó el citado loto. 

Que la actora no ejerció la facultad que inicia con 
esta demanda, en su oportunidad, por lo que opone la 
excepción de prescri|>ción que funda en los arts. 3986 
y 4023 del Código Civil. Dice que el término de la pTOS- 
BripCÍÓn hc inició cuando menos al empezar a regir el 
laudo arbitral en -*G de noviembre de 18S3, o en lí» de 
diciembre de 18!«í en que la Sra. de Bowers demandó y 
la Provincia de San Luis que juntamente con la de 
Córdoba eran citadas de evioeióu, siendo dictada la 
sentencia por la Corte en 13 de junio de 1907. Se funda 
en las mismas techas citadas o» la demanda para 



DE JUSTICIA DE LA NACIAS 



171 



iifiear la prcKCríneión que o|iono, y sostiene que la 
acción entablada por I» Srn. de Bovors no ha suspen- 
dido ni impedido temporalmente, conforme al nrt. 
3!»80del Código Civil, ¡i la Provincia de San Luis, para 
iniciar la acción (pie nimia ejerce; y quo tampoco pue- 
de fa Provincia de Sai» Lu¡9 responsabilizar a ta de 
Córdoba de los errores por ella cometidos. No puede 
alegar el desconocimiento de la ley nacional X" 1103, 
ni los términos de la Imse cuarta del laudo arbitral, ni 
ig-noraneia tic que qucdnlm obligada de cviecióti y sa- 
neamiento. 

Corrido traslado de la prescripción opuesta por 
auto ile Is. 25 vta. lo eonU\-ta la aetora a fs. 33. Dice 
que res|>eeto a los daños y perjuicios reclamados no 
se tiene en cuenta ttor la demandada que la actora de- 
bió esliera r ti resultado de los juicios iniciados contra 
ella por los Artüstrong cuya primera condena recayó 
eu 3 de octubre de U'¿7. Y que en lo que se refiere 
al valor de las tierras pertenecientes a lu Provincia de 
San Luis y vendidas por la de Córdoba existe un re- 
conocí miento expreso de los derechos reclamad:»* jwr 
su l«U'te que dosnuioriza los argumentos invocados 
pnra o|H>ner lu prescripción. Se refiere a las notas de 
lo de septiembre de Í933 en la que la Provincia de 
Córdoba acusa rceil» de la nota del Gobernador di' 
San Lito relativa a la ilemunda que ésta última 
promovería por el resarcimiento de las snmns que hasta 
aquella feeba hnhía abonado la Provincia de San Luis, 
cu la que el Gobierno de Córdoba manifiesta "que SC 
encuentra entregado a la tarea de reunir lu documen- 
tación necesnrin para pronunciarse en dicho asunto"; 
que contesta el P. K. de Córdoba, en abril de 1934, en 
ln que expresa al (¡olnunador de San Luis que emnpnrt» 
el criterio de este último sobre la necesidad de (legar 



n una solución que depare satisfaoción a lodos los inte- 
reses comprometidos por el juicio que los ArnistrnnK 
promovieron contra San Luis. En julio ¡í de 1ÍKÍ4 el 
P. E. de Córdoba manifiesta: "Esta provincia consi- 
dera «(lie no sería deudora a la de San Luis por concepto 
alguno proveniente do tóá reclamaciones que le 
iaterpuefilo los sucesores de Arnaatroug, jaro e» lio- 
menaje a la armouiii de relaciones que debe primar en 
tro lo* estados de la Kcpálílica, y con el sano propósito 
de que cuestiones de esta naturaleza dcsí. parezcan por 
el entendimiento mutuo y directo, sugiere a W E. quiera 
dar acogida a esta gestión \m'}<* la báró de que Córdoba 
abonara fl San Luis, del terreno afectado el importe 
que representaba al tiempo do la transferencia, —ava- 
luación del año 1871—." Lo que ao aeeptó la Provincia 
de Son Luis por cuanto ello, dice, alejaba la posibilidad 
ile I lefia r u un arreglo con una base más equitativa, ya 
que no gunrclnlMin proporción los montos desembolsados 
por la Provincia de Kan Luis en concepto de dflños y 
perjuicios y el valor de las tierras ei*aje«.¿das por Cór- 
doba según la «valuación del año ; por lo que so 
resolvió iniciar la presente demanda. 

Abierta la causa 11 prueba a fs. 88 vta. se produce 
la que indira el certificado de Secretaría de fs. -JO'J. 
Apresados los alefatos de fs. 204 y ¿13, a IV. ->V.i vta. 
se llamó autos pava definitiva. 

C'onsideraado: 

I a De la relación precedente resulta que la adora, 
«pie no recibió el valor del loíc de tierra ubicado en la 
zona litigiosa, 10, letra A., fcceción 1", compuesto de 
10.IKMI hectáreas, t|Ue debía [«garle la demandada por 
haberlo cedido a Dumosuil en 1881, (dentro del campo 
ile trescientas leguas) con anterioridad al laudo nrbi- 
tral en pnsro «le las obras que debía hacer éste en la 



DE JUSTICIA BE LA NACIÓN 



Ciudad de Cdtdoba, demanda : u) el vnlor dol citado lote 
ik- dichas tierras Impaga*, de acuerdo al Iñudo del Pie 

sidente Roca dictad© en y foj l« suma de peso» 

20&87í>,62 en concepto ¿0 daños y perjuicios que detñó 
puíar a sus compra doros, condenados, por esta Corte, 
a devolverlas a la sucesora de la Provincin do Córdolm. 

Como lo dice la parte netora. el oriireti de la 
cuestión remonta a la anticua dilerenein de límites en- 
tre las provincias de Córdoba y San I.üis, <JU0 fin* some- 
tida al arbtttajé 4*1 Presidente .le lo Xación general 
don ¿olio A. Boca en el año 1882, quien lamió en 1883. 

Que la base 4* del convenio hecho en té83 que se 
«¡ta en I» relación de la demanda, Gil que H? funda La 
a'-toru di**c: "ieada provincia so compromete a respetar 
las enajenaciones de su propio territorio hedías jnir 
el otro, siendo recíproca mente roxjHmsaMes del precio 
recibido o de .su valor o tasación, si no hubiese inedtofe 

venta, y quedando a salvo los derechos de los pnrtiru- 
lares en el caso de que ambas hubiesen cnajemido las 
mismas l ierras". Como se ve. (lidia cláusula ha reglado 
los derechos y obligaciones, de nmlms provincias refe- 
rentes a Jas ennj cauciones lioehas por ellus dentro de la 
zona litigioso, y comprende tres puntos, cuya interpreta- 
ción no ofrece dudas: 1») que ambas provincias se com- 
prometen a respetar las enajenaciones hechas pt.r el 
otro de su pwipi© territorio; '») que ftlabOS son recí | mí- 
enme nte resiionsnbl.es del precio recibido de su vfllor 
» tasación .si no Hubiese mediado venta; 8?) que los 
derechos y obUgaciones de las provincias entre sí a COtt- 
st-cueiwiíúle dichas enajenaciones, lio ]>oílían afectar las 
derechos de los particulares en el caso de que ambas 
hubiesen eunjenndo esos tierras. 

3' <}ue habiendo enajenado el lote do tierra eii 
cuestión la Provincia .le Córdoba en 18»! a favor .le 
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Dumesml, es patente que la Provincia do San Luís, 
en cuya juriadiccióii quedó esa tierra por el laudo de 
18S3 lia debido respetar tal enajenación (punto 1* de 
la base 4* del convenio), y nulo ha (>od¡do ruelaiiiar el 
precio recibido por la Provincia de Córdoba, o su valor 
de tasación por lio haber mediado venta en la cesión a 
Dumeanü (panto 2*) 7 pero no ha podido vender esa 
misma tierra, como procedió trece años después, en 
1SÜ4, |)or Jo que esta Corte, hizo lujrar a la reí vindicación 
de la Kueesora de Duinesiiil, la señora de Bowors, contra 
don Carlos Guerrero, sucesor de los Armstroiig, a quie- 
nes vendió la Provincia de San Luis. 

4* I-a prescripción del derecho de la Provincia de 
San Luis para reclamar el precio de esa tierra enaje- 
nada por la Provincia de Córdol-u en 1HH1 ha comenzado 
a correr en la feclia del laudo del Presidente Roca, en 
18J<J. Y es patente que a la fecha tle In demanda — de 
febrero de 1938— se ha operado la prescripción opuesta, 
<¡ue no puede considerarse interrumpida, desde que ya 
se bahía operado, por Jas noliis caminadas en 1!>33 y 
1934 i>or los poderes ejecutivos de San Luis y Córdoba, 
que refiere la parte aetora en el escrito de fs. 33. Ni 
tampoco por las demandas de la sucesora de la Pro- 
vincia de Córdoba (la Sra. de Bówers) contra el sucesor 
de la Provincia de Han Lnis (don Carlos Guerrero), ni 
por los sucesores de la Provincia de San Luis (los Arras* 
troiur ) contra ésta que Ies vendió el lote 10, no obstante 
haberío enajenado eon anterioridad la Provincia de 
Córdoba. Puesto que se trata de demandas hechas por 
terceros que nada tienen que -ver ni <|ue hacer con la 
que sólo pudo deducir la Provincia «le Sun Luis por 
cohro del valor de la tierra enajenada por Córdoba en 
1881, cuyo derecho se dejó a salvo en la sentencia de esta 
Corle h re Bowe-rs v. (¡Herrero, en Virtud de la cláusula 
4* de! compromiso arbitral (Fallos ! t. 107, pag. 41). 



5* (¿ne no puede inferirse de las notas cfo fs. 118 
a que la Provincia de Córdoba haya reconocido el 
derecho dfi la adora, puesto que Córdoba "considera 
que no sería deudor» a lit de San Luis por concepto al- 
guno proveniente de las reclamaciones de los Aruis- 
tronjf", iwr lo Que sugiero alionar sólo el valor de ava- 
luación deJ terreno en 1881, que rechazó San Luís. 

tí* Qae la actora funda su derecho a reclamar los # 
daños y perjuicios en lo dispuesto en el art. 1109 del 
Código Civil, porque la demandada, dice, lia debido in- 
formar a San Luis do las enajenaciones lieelius de su 
propio territorio, desde que ella ignoraba la venta del 
loto reivindicado por la Srn. do Bou-ers, cuyos títulos 
no habían sido protocolizados en Sun Luis. 

Este punto lia sitio ya estudiado por esta Corle en 
la causa por reivindicación seguida por la Sra. de Bo- 

wers v. Carlos Guerrero (I. 107, pájr. 41 citado) en la 
que las provincias de Córdoba y San Luis fueron citadas 
de evitción |H>r sus respectivos sucesores antes nom- 
brados. 

La actor» no lia podido, pues, invocar su ¡Kiioran- 
cia, ni la falta de protocolización, toda vez ijue por la ba- 
se 4' del convenio las ventas hechas por una de las pro- 
vincias debían sel' respetadas por la otra "como liechaa 
por ella misma" {considerando ir 1 }, y porque "sin ha- 
berse impuesto la obligación del protocolo no podía ne- 
cesitar esa formalidad como noticia de lulos enajenacio- 
nes porque eran a San Luis bien conocidas " (consi- 
derando i;¡"). Lo que demuestra que la demandada no 
ha incurrido en omisión aljama culpable que la hajfa 
pasible de los daños y perjuicios que la actora sufrió 

» consecuencia di' su propio error. 

Ki) mérito de lo expuesto se rechaza hi demanda de 

la provincia do San Luis contra la provincia de Córdoha. 
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y se resuelvo que las coatas se paguen en el orden 
causado, en atención a la naturaleza de la causa yate 
defensa de prescripción opuesta. Notifíquese y en su 
oportunidad archívese. 

KOBERTO) KePRTTO — ASTIMJIO 
Saoarna — Lvi& Linares — 
B. A. 2ÍAZAR AkCF'WKXA, — 
s F. Ramos Mbjía. 



PEDRO H. A IT A 

ACTOS AMtmSTRA TIVOS. 
DECRETOS XACIOXALES. 

EMPLEADOS PÚfíLICOS: ftíÜCtOX" cfl» el Ettotfo. 

Lo* decretos del P- E. por los cual» « É 
empleado nacional, se dispone su cesantía o se manda pa- 
garle sueldos por tOilo el tiempo que duró la mwma. im- 
portan el ejercicio de facultades discrecionales del V. b., 
!io resUdas por ley. por lo que éste puede mocarlo* fla 
necesidad de acudir a los tribunales de justicia. 

Antecedentes 

Don Pedro H. Aita demandó a la Nación por cobro de 
sueldos ante el ¿««gado Federal a car,» del Dr ^ Ooj- 
záln fundado en que el 4 de julio de 1931 fue declarado 
cesante en su cargo de profesor de 1, , «¡iuril mgg&SRSá 
tras de La Plata, por decreto del Gobierno rrovlflionai con 
motivo de sn detencifin por U Policía de la Capital Federal | 
el 19 de enero de 1932 fué nuevamente designado para la mis- 
ma escuela por haberse establecido q¡ue no hubo awr. j para 
su detención; el 12 de febrero siguiere « dió a esa ^designa- 
ción el carácter de reintegración; el 9 de mar» solicitó que 
la cesantía fuera considerada auspenaion; asi se hit» por de- 
creto de 21 del mismo que le reconoció derecho al cobro de los 
«neldos eorrespondlentes al período de su separación i — f 
2.242.80; - pero no llegó- «hacerlo efectúo porque ese decreto 
fué revocado por otro de abril 8 de 1932 con violación de lo 
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dispuesto en el art. 17 «le la tVin»lituci«"ni Nacional en i-uanto 
privó ni aelor «If un derecho incorporado a su patrimonio en 
virtud del anterior decreto, firme e irrevocable por haber pa- 
sado en autoridad «le «na juzgada. 

El procurador fiscal pi-tlíó el rechazo de la demanda fun- 
(laiki en <pie el dcrMio a .-obrar los haberes durante- el tiempo 
de la separación sólo puede (fcj! con cedido, sepún el Acuerdo 

de Ministros de enero ife 1913. a Ion empleadoa Mtópendidoa 

por hechos relacionados con 80» funciones «tfióo Udeá. ¡TUMI >\w 

no ocurrió con «?| Sr. Aüa. 

El .Itiez rechazó la demanda rondado en «pie el decreto 

de marSo 21 de 1!K1'> fué revocado por el de abril % ante* de 
bab*'r*elo notificad» al Sr. Aita. por lo ipie aiptcl no había 
Iletrado a tener fuerza de cosa juzgada, y tratándole «le un auto 
unilateral ilel 1*. E.. éste pudo revocarlo válidamente. 

En la 'presión de agravios <pie presentó ante la Cámara 
Federal, el actor expresó entre oíros argumentos, (pie el decre- 
to de marzo 21 de 1932. no mereció objeción de la Contaduría 
y fué piibljcad«» el 4 de abril de 1032 en e| lioletín oficial; 
por lo «pie había pasado en autoridad de .-osa juzgada y no 
liabia podido wr validamente revocado. 

El proeiirador fiscal de Cámara reprodujo la ¡imu menta- 
ción expuesta por el de primera insinuéis y h»ii>}!ó que el BptfW 
había sido declarado cesante, no suspendido; «pie en ronse- 
(•tio-iteia. el decreto de marzo 21 dé 193$ one ordenó el patío, 
se fundaba en una causa inexistente — la suspensión ■ — care- 
ciendo, pues, del requisito üé legitimidad necesario para su 
validez, por h> cual debía considerárselo de manifiesta y abso- 
luta nulidad y reconocerse la faeultad del I'. E. para revo- 
carlo por sí mismo. 

I*or sentencia «le mayo fi de 1ÍU0. la C'ámura Federal re- 
solvió (pie "no siendo aplicable a la situación del demandante, 
lo establecido en el Acuerdo de Ministros «leí 16 de enero de 
lililí, que invoca, tiende que DO fué sHxprnrivIo en el ejercicio 
de sus funciones, sino declarad» cesante en el cargo, scirún re- 
sulta de rus propias nwniTeatacionw, y dé las «instaneaM del 

expediente administrativo agregado; no concurriendo en el 
caso aub-jüHiee, tampoco, las eircunstaneins rpie deterniinar.>ii 
el pronunciamiento de la Corte Suprema de que se hace mérito 
(Falto», tomo 175, pág. W_>. y •'(¡aceta del Foro", tomo 123, 
piif?, 319), en el juicio "Carinan de Cantón, Elena, contra 
Gobierno de la Nación, sobre otorgamiento ele pensaiu". puesto 
que el poder administrador, al dictar los decretos cuestionados 
pu autos — taulo al nombrar empleado al actor, como al «lis- 
poner su cesantía. Jil mandar alonarle sueldos por srreiem no 
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prestados, como al dejar mn efecto esa orden — ejerció '7a- 
cultades discrecionales", y fio "funciones regladas' por la ley, 
contemplando intereses públicos y no el interés particular de 
¿I (considerando cuarto, quinto y sexto del mencionada 
*"°) i y P° r **** fundamentos, y los concordantes del escrito 
«le fa. 41. confírmase la sentencia apelada de fs. 26, en la que 
he desestima la demanda deducida por Pedro Homero Alta 
contra la Nación, por cobro de sueldos. 

El actor interpuso el recurso extraordinario para ante la 
Corte Suprema fundado en que la sentencia es adversa al 
derwbc fundado por él en el decreto nacional de marzo 21 de 
1932, y. además, en que el decreto revocatorio de abril S de 
1921 era violatorio de los arts. 14 y IT de la Constitución 
Nacional. , n .n 
La Corte Suprema falló 1» causa el 25 de octubre de 1940 
confirmando por sus fundamento» la sentencia apelada, en lo 
que había sido materia del recurso. 



DERECHOS Y OARASTl AS CON STITCCIOXALKSz Jnriolabi- 
MnA ite la defensa, en juicio. Principia» amérale*. 

El art. 18 de la Constitución Nacional no t ¡ene otro al- 
cance que garantizar al litigante la libertad de defenderse 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Materi* o/esa. Con-tH uriomc y 
lr>fts Zapotea Procesales. 

La invocación del art. 18 de la Constitución Nacional no 
basta para OjUe proceda el recurso extraordinario contra 
la resolución que. por interpretación del Código de Pro- 
cedimientos -Criminales, manda separar «le la querella a 
km presuntos damnificados residente* en el extranjero. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuettttn /nfcrat. Relación 
río. 

La reulamenta ión de las condiciones necesarias para ac- 
tuar como querellante en iuieio eriminal. es materia ajena 
al Códijco Civil, por lo que no procede el recurso extra- 
ordinario fundado en que la ley de procedimiento* que la 
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establece, contiene restricciones a la rapacidad no previs- 
lasen aijuel Código {'). 



RICARDO ILLA Y OTROS 

RECVftSO KXTRA0RD1SA1-IO: Catión Fráml. * 
redo. 

H«bú-.Mlo« denegado la Mitetitwiun del embargo por 
considerante oue los título* de marca ofrecidos no encua- 
dran en tu enumeración ilel art. 383, ínc. 3*, del Código 
de Procedimientos en lo Criminal — no impugnado como 
inconstitucional — y no estando la Ipv N« 3975 vinculada 
en furma directa e inmediata con la materia de la ¡inci- 
dencia, corresponde declarar improcedente el recurso ex- 
tranrdmario deducido contra la resolución denegaíoria de 
la substitución (*). 



MANTEL H FINCA 



I*a Oírte Suprema carece de jurisdicción pnra evacuar 
una consulta formulada por la Dirección de Institutor: 
Penales acerca de la iiiteliKcneia de un fallo pronunciado 
" en una pausa criminal ( 8 ). 



S. A. CE It VELE RÍA BIBCKERT v PROVINCIA DE 
SANTA PE 

COSÜTIWCtóS .VU'POSAL: CowWnfíW«ad e ¡ncomsiitucio. 
mtMad. /mj.HrsU-* i/ rontribHriomtfr provinciales. Al consumo. 

El impuesto a la cerveza establecido por la ley N° 2097 
de la Provincia de Santa Fe es un impiiestn al consumo 
■ I ii*' no viola las dixpooticiuiics «le la Constitución Nacional. 

(1J K*ch.i del fallo: octubre 2-', «le IWfl. V.. r Fallan: ISO, Htíi. 

(*) Fwba (Id íullo; ocivbic 25 fe !9«0. Ver Fallonj 13S, 
(*) Véib* dt< in lewitaíi/m: cctohic 25 de 1MO. 
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CONSTITUCIÓN XACIOSAL: ConitilnrionaHdMi r mcowl Unció- 
■nulidad. Impnc*Ut 11 contribuciones ¡irociuciale*. Al cnufima. 

El ¡iÉMo a la cerveza establecido por la ley X" 22W 
de la Provincia (le Santa Fé, que n« ha sido pagado ?OpC- 
tivameiite en virtud de I" dispuesto en el art. 14 del decre- 
to re¡rlain«*ntaTÍo respectivo, sinn voluntariamente con 
rio al art. H del misino, na es vioUltorio (le la C'onftti- 
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Suprema Corte; 

La jurisdicción de V. K- ¡$p$*¡ tílí el sul-juMce 
por tratarse de litigio en que una provincia es parte 
demandada, el actor tiene su domicilio en la Capital 
Federal, y además está en tela de juicio la coiwtitucio- 
nalidad de leyes provinciales y sus decretos reglamen- 
tarios. Dichas leyes son las núiueroB Offlt, -¿86' y ¿31 í¡ 
de Santa Fe, por concepto de las cuales la sociedad 
auóninia Cervecería Bieekert asegnra liabcr hecho pu- 
gos, cuya repetición con intereses gestiona ante V. K. ( 
alegando tratarle de gravámenes prohibidos por la 
Constitución Nacional- 
Salvo tratarse aquí de impuesto a la cerveza y 
no al vino, el caso es equiparable a otros qUC la Corte 
ha resuelto anteriormente. Eu 17*ñ í»5, declaró constitu- 
cional a la primera de dichas leyes; y en 177: 285, in- 
constitucional al decreto reglamentario de la seRuiula. 
Por mi parte, mantengo el criterio que exterioricé en 
ambos caaos, coincidente con el de otros dictámenen y 
particularmente con el transcripto en 17.S: 308 y el ex- 
pedido m re Cervecería Bieekert v. Córdoba (abril 10 
ppdo.), actualmente a estudio de V. E. Los doy por re- 
producidos en lo pertinente, incluso el argumento de 
que, a diferencia de lo ocurrido con el vino, la cantidad 
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tío cerveza producida en Santa Fe es mucho mayor quo 
la traída de otras provincias. (Informe de fs. 754/55). 

Hecha tal salvedad y siempre que V. E. mantenga 
la recordada jurisprudencia, correspondería rechazar la 
demanda eil cuanto se refiere a paffos liechos por con- 
cepto de la ley $9?, y admitirla, hasta donde lu prueba 
do autos lo autorice, en lo relativo a las Otras dos. Bue- 
nos Aires, octubre 26 de 1939. — Juan Alvares. 

FALU> DE LA CORTE STJPREHA 

i 

Buenos Aires, octubre 28 de iW& 

Y vistos : Ix>s autos " Sociedad Anónima Cervecería 
Bicí kert contra Santa Fe, la Provincia, sobre iueons- 
titncionalidad ley 2097, de impuesto a la cerveza, etc.", 
de los que 

Resulta : 

Que a fs. 16 se presenta don Cayetano- A. Saggese 
como apoderado de la Sociedad Anónima "Cervecería 
Bieekert", domiciliada en la Capital Federal, y mani- 
fiesta que promueve demanda contra Ja Provincia de 
Santa Fe por repetición del pago de impuestos inde- 
bidos cobrados a su representada, más los intereses so- 
bre cada pago parcial de esoft impuestos, computados 
desde cada protesta realizada y al tipo baneario. La 
cantidad que reclama awieiide a m*n. 268.893.67, des- 
compuesta así : m$n. 196.198.37 por impuestos, y m$n. 
72.695.30 por intereses. Parte de la suma demandada 
— mtn. por impuestos y m«n. 47.394.34 por in- 

tereses, sea un total de rafa. 135.697.92— correspon- 
dían originariamente a la S. A. "BieckerCs Brewery 
Company Limited" pero lo» derechos y acciones a ese 
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crédito pertenecen hoy a la actora por cesión que acre- 
dita con el testimonio de escritura que acompaña. 

I-a acción se funda en los hechos y el derecho que, 

en síntesis, se exponen a continuación. 

La sociedad adora clulwra cerveza cu su estable- 
cimiento fabril de Llavallol — Provincia de Buenos 
Aires — y tiene ol asiento tío sus negocio* en la Capital 
Federal, donde realiza sus actos «lo comercio. 

La Provincia de Santa Pe, mediante leyes y decre- 
tos que reylnn el comercio interprovíncial, lia trabado 
el desarrollo do las actividades de la adora en el te- 
rritorio ole aquélla, sometiéndola —no obstante , ;. pro- 
testas — ul pugo de un impuesto inconstitucional, cuya 
re|Mítíeión, con los intereses pedidos, es procedente con 
arreglo a lo dispuesto en los arts. 71rJ, TM, 508 y 509 del 
Código Oivil. 

I-as leyes impugnadas son la que lleva el N" 2<W7, 
para el año 1!)L'7, y las que en los anos subsiguientes la 
lian reproducido-, así como sus respectivas reglamenta- 
ciones, que lian regido hasta 1934, año en que fueron 
dejadas sin efecto en virtud de ta adhesión de la Pro- 
vincia a la ley N* 12.13:» de unificación de impuestos 
internos. 

Después de hacer especial referencia a los arts. 15, 
47, 48, 7!» y % del decreto reglamentario de lfl:24 y al 
art. 11 de la ley citada, )a actora afirma que del con- 
junto de esas disposiciones resulta <|ue la cerveza se 
híillalm gravada por un derecho cuyo pajeo era previ») 

a ta introducción del producto n la Provincia; es decir 
un impuesto a la eircuLarión territorial para cuya per- 
cepción se habí-u establecido un régimen típicamente 
aduanero (disposiciones citadas: arts. $i y $ del mismo 

reglamento; f modificaciones de los arts. 15, l(í, 17 y 
23). 
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La percepción del derecho previo a la la introduc- 
ción de las mercaderías; la presentación de las carias 
de porte; la intervención de las mercaderías que llega 
hasta el secuestro y su depósito en la Recepción de Ren- 
tas; el hecho de con sitie ra rae on fraude a las mcrcan- 
eíns que entren sin halicr pagado el gravamen; las pe- 
nalidades eatabtecidas para las infracciones, revelan que» 
Ir Provincia lia legislado sobre una materia que le está 
expresamente vedada por los nrt-s. !>, 10, 11, 12, G7 inc. 
12, 104 y IOS de la -Constitución Nacional, conforme n la 
doctrina acatada por la Corte Suprema en el caso "Ti- 
rasso v. Buenos Aires** y en falLos anteriores. 

El impuesto en también inconstitucional en cuanto 
ffrava actos de eomereio o de producción realizador fue- 
ra del territorio de Santa Fe, en la Capital Federal y en 
la Provincia de Buenos Airea, lugares en que, además, 
lian sido antes objeto de los impuestos pertinentes. 

Kilo implica un avance de jurisdicción impositiva, 
contrario a las garantías constitucionales, como lo lia 
declarado la Corle Suprema en el raso "Massey Ha- 
rria v. Provincia de Bueno* Aires". 

DéSpUÉs de manifestar que acompaña el testimo- 
nio de la escritura de cesión a que antes se Iva hecho 
referencia; una planilla relativa a los pagos realizados 
y a los intereses respectivos, y diversos documentos 
tendientes a justificar las protestas efectuadas, la ac- 
tor* termina solicitando qne oportunamene se condene 
a la Provincia de Santa Fe fl devolverle loa impuestos 
pagados, con los intereses pedidos y las costas del juicio. 

Que a fs. 25 se amplía el eserito de demanda indi- 
cando las leyes en virtud de las cuales se han cobrado 
las sumas reclamadas en aquélla, a saber: ley » 3021 

para el año l!>2fi; ley N* 20!)" para los años 1927 a 
19.1*2; ley X o 2286 para los años 1933 y 1!3'J4. 
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Que a fs. 4'2 don Miguel M. Padilla contesta la de- 
manda en representación de la Provincia de Santa Fe. 

Expresa que ln simple lectura tic las Leyes Xros. 
2286' y 231(í revela que el ¡mímenlo impugnado po r la 
autora uo ea aduanero sino al consumo, tal como lo di- 
00 el artículo 1' de la ley, y no se cobra tan sólo a los 
introductores sino también a los lubricantes y elabora- 
dori'K locales, que entún sujetos a las iiusmas obligacio- 
nes -aris. 1-, 9, 25, 28, 31, 3G, ele., de la ley y concor- 
dantes de la reglamentación—. Si fuera inconstitucio- 
nal, se llegaría a la situación extraordinaria de que los 
productores locales deberían soportar un gravamen del 
f|iie estarían lilires los- introductores, lo cual sería en 
verdad contrario a la igualdad. 

Ln ley N* 228R y su decreto reglamentario no afec- 
tan u la circulación de las mercaderías, y la mejor de- 
mostración de que gravan solamente al consumo se ha- 
lla en i'l artículo 7K de la reglamentación, que autoriza 
ln devolución de lo cobrado cuando se trate de mercade- 
rías que no se consuman en el territorio de la Provin- 
cia, así como en los artículos 75 a 77 que fijan las Hor- 
mas para lu eonqmiluieióii de esa eircunstiuicia. No 
existe, ¡raes, el tratamiento diferencial que caracteri- 
za al impuesto a la circulación. 

El procedí miento establecido pnra la incepción 
del impuesto sólo tiene por objeto impedir la evasión, 
no altera el sentido o el objeto del mismo. 

Por otra parte, si la aeeión prosperase, la actora 
se enriquecería iU-gitiiimnivnte con sunms que cu rea- 
lidad no han sido desembolsadas por ella sino p©r el 
consumidor. 

Después de invocar el dictamen del señor Procura- 
dor General en la cansa "Aviles, Morom y Cía, v. Can- 
til Fe'', ei representante de Iji demandada manifiesta 
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que bis pretendiónos do la adora en cuanto a 1 
scw son, c-u tpflo caso, absurdas y termina ne. 




presamente los leemos consignados en la demanda, cuyu 
rechazo solicita, con costas. 

Que abierto el juicio a prueba se produjo la que 
se indica en el cortiiioailn de fs. 7(il ; alegaron las par* 
tes — fs. 7(Í8 y 793 — , dictaminó el señor Procurador 
General — t's. 798 — y «■ dictó la providencia de aulos 
para definitiva — fs. 7!IS vta.— ; y 

Considerando: 

t Qw la parte adora prolw los hechos de la cle- 
inmida, os decir, que ha pagad* por impuesto a la cor- 
veza introducida a la Provincia de Santa Fe, desde 
esta Capital, las cantidades que menciona a fs. 13 y 
siguiente**; que esos panos se efectuaron desde líí'Jt» a 
\ l .KU inclusivo; que |o hizo por imposición de las leyes 
N'ros. '*ú!*7 y 2286 y sus decretos reglamentarios; que 
formuló debida y oportunamente las protestas indis- 

pensafolea para la acción de repetición que autorizan los 
artículos 79:2 y 794 del Código Civil; que papó el im- 
puesto en esta Capital Federal acogiéndose a ta Opción 
<[ue establecen los decretos rejrlaiiiditarios do la* leyes 

impositivas precedentemente mencionadas. 

IE. Que, en lo atinente a la ley X* "2097, y como 
lo advierte el señor Procurador General de la Nación a 
fs. V.tH, la Corte ha tenido bi oportunidad de pronun- 
ciarse, con anterioridad, en el caso Aviles, Moroni y 
Cía. v. la Provincia do Santa Fe — Fallos: 17H, 95 — 
declarando que ella ao afecta principios de orden cons- 
titucional o legal nacionales que autorizaran su nulifi- 
cación en lo pertinente, de acuerdo con el artículo 31 
de la Constitución Maoíonnl e ine. 2* del artículo 14 dé 



186 PAU-OS PE LA CORTE Sl'PREMA 

fallo aunque referidos h1 vino, son de estrióla aplicación 
al caso do la certeza quo inlrodujeraii Bieekurt y Cía.: 
se trata de un impuesto al consumo y a la circulación 
económica no a la territorial; lo pa«a lu cerveza produ- 
cida en Santa Pe lo misino que lu del exterior; no se lia 
paludo cu la» estaciones, aduanas, etc., aunque ése l»a- 
ya podido .-ser un procedimiento eventimlinonle previs- 
to en Ja reglamentación ; el impuesto se pagnl>u en el 

momento e|tie el fabricante o introductor Ion transfería 

para ser librados al consumo (art. <iS del Reglamento). 
Por esos fundamentos se declara improcedente la <li-- 
mailda en cuanto a tos impuestos payados en virtud de 

la |ey 20í»7 que estuvo en videncia hasta fines 
de l!>3-_\ 

III. Que. asimismo, l;i forte se pronunció res- 

porto di* la constilucinuulidnd de la ley X" "_'J8(> y su 

decreto rt'íílamotitari» cu In sentencia f|WJ Be registra 
eu el tomo 177, pág- pleito de A rhoit, Kianclú Unos, 
y otros v. la Provincia de Santa Yv sobre inconstitu- 
cionalidad del imptiesto al vino; y nt hacer Itiíínr n la 
demanda, el Tribunal se fundó en el artículo H de la 
Reglamentación, en los siguientes términos : "Qu* corno 
observan los «clores, In ley K" 2'286 no es igual a la ley 
N* 209T; que reemplazó, pwefi que para su eumpliinien- 
to se estuhleció el artículo 14 de la rcg-la me litación, que 
no existíu en la regla mentación anterior y según el cual 

u iodo comerciante mayorista o minorista en artíett- 

" los ¡gravados por la ley, que por sus operaciones eo- 
" mereiales lio se encuadren dentro de lo es|iccificadn 
" en el artículo i* de este decreto, están «Migados a es 
11 tampiliar de inmediato lÉfl mercaderías que reciban 
"del exterior, sin impuesto, presentando ante la Re 
" ceptoría de Rentas de la jurisdicción, los comproban- 
■' tes del despacho, como ser enrta de porte, guía, fue- 
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" tura, romanoo, ole. Kstu presentación deberá hacer- 

"• se dentro de las 4.H horas de llegar la mercadería y im- 
11 les de retirarla de la estación, puorlo, t}íe. Ka caso 
16 dv que el recibidor, ¡H»r causa especial, no se hiciera 

" cargo de lu mercadería, delwní dar cuenta a 1» Rc- 

" ceptona, denunciando por cuenta cíe quien ía deja, 
a Los fines dol pniío inmediato del impuesto'*. 

Por ello e jnvoeátidoso la GdHKtatitc doctrina de la 
Corte que surge de los Pullos: 1 .*»*». i'í; 170, 1.">S; 17:í. 
£20 y 174, 4'2'A, que Interpretan y aplican los artieuln-i 
9»¿ 10, II, 1(18 y ht ¡ne. 12 do la Constitución, declaró 
S¡íie-el impuesto cobrado por el vino introducido por 
Arlioil, Biaucli Unos, y otros y dada la forma do su 
cobro, importaíta un repinen que intentaba envolver, 
encubrir o importaren el hecho la restauración de- las 
aduanas provinciales. 

IV. Kn el caso ile Bieekert, por introducción di* 
cerveza para el consumo en Santa Fe, no se lia teni- 
do la oportunidad de aplicar *l artículo 14 de la regla- 
mentación precedentemente transcripto, porque todo el 
impuesto h¡i sillo pii^a«lo en Hílenos Aires, medianil.* las 
estampillan eorrcspondi<ntos compradas. »*n Santa He; 

lo dicen duramente los peritos Maaaini, DulCOrso y 

Joselevich a fu. 70!) vta-, in fine, en los siguientes tér- 
minos: "Según se desprenda de la eo>iitab¡liilad, los 
pujíos di' impuestos cuya repetición se persigue en esto 
juicio, resaltan contabilizados en los libroa de comer- 
cio de la Compañía Bieekert's Brewery Ltd., como actos 
celebrados en esta Capital Federal". 

Kl pago en esas condiciones se había efectuado <'.i 
virtud <le lo que preceptúa el artículo I** de la regla- 
mentación de In ley K- ^2W» qnc dice así: "Les faWri 
izantes o importadores de fuera de la Provincia do ar- 
tículos gravados por la ley, que deseen inírodunr los 
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productos que elaboren o importo» debidamente es- 
tampillados a nombro tle sus diente», podrán hacerlo, 
siempre <jue nombren u.i agente o representante ti los 

efectos de retirar dichos valores, d ijiio quedará sujeto 

h Ihb obligaciones, deberos y respoHsa1>íl¡<Iades en cuan- 
ta ni cumplimiento de la ley y sus disposiciones, y de 
las fijadas p»r esto decreto a los inscriptos, ele,"; y 
ese derecho de oikíóii al pago anticipado, existía en los 
mismos términos en el decreto reglamentario de? la ley 
N* '¿091, en e! articulo 47. Si ese pago no ¿á coactivo 
sino el resultado de un libre derecho do opción y ai, 
como se recordaba en el fallo tomo 170, púg. 05, se trata 
do introducción "destinada al consumo en el territorio 
do la Provincia"; y si, como dice el informe de fs. 754, 
punto 6í», el pago se hacía mediante el envío de plani- 
llas quincenales, por parte de la Bieckert detallando 
los envíos y giro del importe a la Dirección ííencral de 
Keiitits, sin contralor »i intervención cu las estaciones, 
aduanas, etc.; se llega a la conclusión do un ejercicio 
lícito por parte de Santa Fe «le su dereclio a gravar el 
consumo y la circulación peonúiiiíea dentro de su terri- 
torio. Ka aduana provincial y el ¡jravnmen a ta simple 
circulación territorial existe pot ene i al mente en el re- 
dámenlo de 1!>3Ü (art. 14) pero la parte adora no su- 
frió el agravio de ese prorediniicnlo y la justicin no 
(Hiedo condenar a nadie por el daño y la infracción 
que pudo cometer. 

V. Si la ley misma de Santa Pe N" -<>¡>7 no tiene 

ningún precepto que grave — directa o indirectamente— 

la ¡nlroduceión ni la circulación territorial de la cer- 
veza y es. en realidad, un impuesto al consumo el (flM 
estahic.'c; si eso impuesto lo paga en los mismos tér- 
minos el producto local — de mayor producción y con- 
sumo interno — mu? el foráneo ¡ si la inscripción, míe 



observa i;t Bieekert, no ra difeie-neial y referida sola- 
n:icnti> n ln rvrvvzn introducida sino qUO *e lia estableci- 
do también paiM» las fábricas y comercios iatemos (ar- 
tículos ¡Sjs* siguientes tlcl decreto reglamentario coueor- 
iSanit's con los arts. 14 y siguientes del misino) ; si ti» 
so trata, ¿oinn ni los -casos Tirassu y Sanjurjn CoTOfia 
Buenos Aires. (FailQij : T. 174, páff. S»; T. 1*4. |«ifr- 
710» .U' impuesto al «-apila! •?» «iro, sino, como s« lia 
diclw>, al consumo íüt«r«o en iminUlad Íp cowlíci^neM 
y I» Bieckprt no lia demostrado que haya sufrido e\ 
gravamen |>or una pwrciún cunbiuiera «b> cerveza sali- 
da <le la Provincia di' Sania Fe; claro resulta la impm 
tecleada do la demanda pDHlUO los artículos ü", 10, 11 
_v (!7 inc. l'Z uV' la Constitución Nacional no han sido 

afectados. 

Kn su mérito v <le conformidad tttt lo pertim nlt* con 
c) ilicljniini del señor Procurador «¡enera! y lo re- 
suelto en el tomo 178. pág. 308; B absuelve a la Pro- 
viueia de Santa Fe do la demanda, si» -costas atenta la 
naturaleza de tes cuestiones debatidas. HágOSe saheKj 
repóllense el papel y en su .»,H)rtuni.lacl archívese. 

Antonio Saoauna — Lew LiNA- 
rks — B. A. Xazai; Anciio- 

BBNA. 



F. f. G, A. v. Mt'!*!ÍOlPAUr>AI> DE ¡ÍOSAlílO 

RECURSO EXTHAORil/XAfílOi .Vi-rmn «>*«. PufiHone* ti* he- 
cho ¡f ftmrfnt. 

X« procede p| nvurs» extraordinario contra la sentencia 
mu\ fundada mi razones üfl hecho y prueba relativa* a la 
prestación de los servicios y a la falta as prueb* de la 

desproporeiói tre los mismos y el pnivaniPli i'ohradn 

|K.r ellos, r rehaz* la demanda **>bre devolución ele fia posa- 
do por e* concepto. 



00 
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DlCTAMKK UEL E*KOCl*IEAlX»K ÜEXERAL 
Suprema Corte : 

El artículo í* de la Ordenanza General de Impues- 
tos |Jiira l!'-ií, dictada por la Municipalidad de Rosa- 
rio, estableció: "por los servicio* de alumbrado, lw*rri- 
Jo, limpieza, zanjeo y abovedamicnto 86 cobrará mía 

tasa de acuerdo ¡t las siguientes disposiciones, y siem- 
pre «["c se i»reste '"><«» de estos servicios, ya sea «|ne 
si* efectúen diaria o periódicamente, y con arreglo al 
padrón do alquileres existente en la Contaduría". 

Conforme a esta disposición, el Ferrocarril Cen- 
tral Argentino fui obligado a [MiKar $ L"JO,-'0 por 
concepto de impuestos correspondientes a varios edi- 
ficios de su propiedad, no obstante haber solicitado su 
redujera dicha suma a lo correspondiente al servicio de 
barrido, único que a su juicio Se le prestaba por la Mu- 
nieipalidad (fs. a 2$}. A metilo de ello, y previa 
protesta, acudió a la justicia ordinaria ele la Provincia 
de Santa Fe demandando la devolución de lo paludo, 
sin especificar en cuanto estimaba el valor de los servi- 
cios parciales «pie admitía lial»er recibido. Ksu acción 
fué rechazada, fundándose el tribunal de última instan- 
cia en dos ardimientos (t's 45-46): 

<i) Kxistir prueba de que el actor recibió servicios 



de recolección de residuos, alumbrado, zanjeo 

y atmvedainiento; 
b) No luilicrsc demostrado que la Municipalidacl 
cobrase por tales servicios suma exesiva, o 
desproporcionada. 

Traído recurso extraordinario ante V. E., concep- 



túo muy dlscatiMé « procedencia. lán efecto, ora ^ 
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1 rnti« do simple* cue.vt¡oncw do heelio y pruena, ora do 
establecer si tu Ordenanza «ludida se «justó a lo dis- 
puesto en la ley orgánica de las Municipalidades do 

Hmitn Pe, \'. E, carecería de jurísdkwiórj pava actuar 
OTftM tribunal revisor. V en la bipGtms de «pie ln Corte 

admitiese conocer del fondo del asunto, tam|HK*o en- 
cuentro motivos para 0,110 so modifique la sentencia a pe- 

Inda que. a mi juicio, es justa. — Buenos Aires, di- 
cioinbre U do 193!». — Jium Alvwz. 

PALLO I.R La t'OnTF. SlTIiEMA 

Buenos Aires, octubre '1» de 1940. 

V Vistos: E| recurso exlrnordiuitrio deducido por 
ol Ferrocarril Central Argentino oontra la sentencia 
del señor juez de primera instancia de la ciudad de Ro- 
sario, confirmatoria do la del señor juez de l'az Le- 
trado, dictada en ol juicio seguido por el recurrente 
eontrn lii Mnnieipalidad de Kosario. 

ÍVmsiderando: 

Que o] recurrente demandó a la Municipalidad ci- 
taila por refietición del impuesto de alumbrado, barri- 
do y limpieza »¡uc baln'a pajeado por edifieios do su 
propiedad situados en el Pasaje Zuvina y eu la pro- 

ximhlad de la Avenida Allierdi, sosteniendo que el ser- 
vicio «le alumbrado de| Pasaje Ztiviría lo efectualia la 
Empreaa y el barrido no se efectuaba por ser <li<-lta ca- 
llo no pavimenliida, reconociendo «pie ol de recolección 
de residuos se prnetieaba en el Pasaje Xuviría y el de 
riego en ln Avenid» Alberdi, y alegando la ¡legalidad 
de la ordenanza respectiva en cnanto autorizaba el co- 
lín» del impuesto siempre njiio se prestara alguno de los 
serví oíos. 



Que la senteucia de primen instancia, después «le 
transcribir él artículo l u de la ordenanza vigente, lie- 
Ka a la conclusión de que el servicio ile alumbrad» se 
presta cu la intersección del Pasaje y la Avenida Al- 
berdi y a su entrada por el de Celedonio Escalada, que 
se realiza el riego en la Avenida Alberdi y 1» a'rolercióii 
de basuras v que la calle, si hlen no se barre, se Con 
serva en buen estado por el abovedamiento y el zan- 
jeo, |ior lo <jue concluye qnc ho ¿t- Isa probado que la 
actor» esté privada de alguno de los servicio* ptfr tos 
que la comuna cobra la tasa motivo «le la repetición. 

Que la sentencia de segunda instancia — fs. 45— 
Confirma la de primera por las mismas razones, afir 
mando que la no prestación del servicio de (tarrido por 
tratarse de una calle sin pavimento acarrea la presta- 
ción de otro servicio, romo es el de zanjeo y hIk»v*i1ü 
miento, y que la actora no ha justificado que- el im- 
puesto cobrado no guarde relación con el valor de loa 

Que hafita lo expuesto para demostrar que el jui- 
cio ha sido fallado por razones de hecho y prueba, su- 
ficientes para fundar el fallo, que no dan lugar al re- 
curso extraordinario según jurisprudencia constante de 
esta Corte —Fallos: 181, 375; 184, 1L>7; 186, 207, 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el señor Procurador General de la 
Nación se declara mal concedido el recurso extraordi- 
nario. Notifique.se y devuélvase al tribunal de origen 
doude se repondrá el papel 

Roberto Rp.pktto — Antonio Sa 

uARNA — Li'is Lis ares — R. 
A. Xazaí: ABCBOBBKA — F. 
Ramos MrjU. 
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PÉtm R0USP1L v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 



COSTAS: Efecto tU la rototona tn 0*1*0». KJtttutM*. 

Aun filando <n la demanda « haya reclamado el papo 
de los gastos originad* s por la protesta hevha por el ni tor 
para conservar *u derecho, nw puede considerárselos rom. 
prendidos en la condena en costas contenida en la senten- 
cia "tie no se refiere a aiiuéllos. 

COSTAS: Efecto dr la condena en fftMftHt E rlensvi*., 
JIOSORAHIOS DB HKRITO: /Timripiam c/rnenA*. 

Si bien los honorarioB de los peritos deben ser regulados 
mu preacindeucia de los gastos que requiere el cumpli- 
miento de la labor que se les encomienda, nada obsta para 
aplicar el criterio contrario cuando ello es consecuencia de 
lo pedido por el interesado ; caso en el cual la parte ven- 
cedora en costas no puede exigir a la contraria el reintegro 
de la suma que aquélla haya pagado al perito por concepto 
de gastos comprendidos en la cantidad regulada a su fa- 
vor ('}■ 



íiETUTilH) ROMANO v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 



V: l'rórrtifia de jurtsdicviñn. 

lia iniciación de un juicio ejecutivo, ante la Corte Supre- 
ma de la Nación por el locador — vecino de la Capital 
Federal — con el objeto de obtener e\ papo fie Iok alqui- 
le re* adeudados por la provincia locataria- y la compare- 
cencia del representante de ella a estar a derecho, implica 
«mformidad de ambas partes para dejar sin efecto la 
clausula del contrato respectivo por la cual se sometían 
h la justicia ordinaria de la Capital Federal, y no habién- 
dose opuesto excepciones ni desconocido la demanda, co- 
rresponde ordpnar que prosiga la ejecución hasta facerse 
al acreedor Integro papo (*), 

>: oclulit* 2$ i 



m 



TALLOS DÉ LA COSTE SUPREMA 



CERVECERÍA BIEl'KERT & A. v l'KOVIXCIA DE 
BUENOS AIRES 



EXCEPCION /•->': CUsft». Folla */e ;»-r*owcr¿«. 

U excepción dilatoria de falla de pelonería «'.lo puede 
fundarse en la carencia o def*et« de poder del pncundor 
o en la incapacidad de la parte para oslar en jti.e.o. 

KXCEM'lOíiF.Si Clmut. Fal,a áe ¡xrwncria, 

FALTA DE ACCIOV. 

La defensa fundada eti la interpr.-lacirin que |á d«Bán- 
dada atrihllVP tt vk-rtaa dispo*«"'o.ies de la ley V 12.139. 
da acuerdo con la que entiende que la .-onl raparte .'areee 
de KeLÓB pan, rqn-tir la «urna pÓtjM demanda, n» 
en el maro de la excepción prevista e» el arl. id. me. 
2*. de la lev N» SO. ni pu«l* ser «puesta en caraeter de 
artículo previo (')- 



RAFARI, TRIANES v. PROVINCIA 



1)ewr*olU. M litigio. Allanamirnlo. 

Procede condenar en costa* al aetor .pie. después de nre- 
sentar antff la Corte Suprema — rumo vwino de la ¡Mi- 
tal Federal — un» demanda contra una provincia, omito, 
urgir su ■lotifieación y cambia, entre tonto su tari 10 
a terri.orio de la misma provincia, dando lugar a que 
notificada más tarde, atiba*, la cxoepeum de .neo... peten- 



^Tr>«l.a dd felfai octu^ * *> í*ifi. ver 130, BtSj 

X83, 349. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», octubre 28 de 1!MU. 

Antón V Vistos: Considerando: 

Que el allanamiento del actor a la defensa de in- 
competencia opuesta a fs. 3-, reduce la decisión a re- 
caer a lo referente a las costas producidas. 

Que el trámite de esta causa ha sido urgido en fe- 
cha reciente, al punto ijue los oficios necesarios para 
1» notificación de la demanda se entregaron al actor 
el 1!) de agosto del corriente año —nota de fe. 24 vta. 

Que en tales rom liciones, es inconducente la cir- 
cunstancia que se invoca paTa pedir la exención de 
costas, a saber que el cambio del domicilio del actor a 
la provincia demandada se lia efectuado después de ya 
producida la información de fs. 12 vta. y 33 — en 23 
y 24 de noviembre de 1936 — por la que se acreditó sü 
vecindad eu la Capital Federal. 

Que ello, en efecto, ni hacía obligatoria la conti- 
nuación del trámite del juicio ante esta Corte — Fa- 
llos: 59, 9; 180, 233— ni impide que Béft la actitud del 
demandante la que ha originado la necesidad de arti- 
cular la defensa invocada a fs. 32 — Fallos: 183, 300. 

Én su mérito se admite el allanamiento que se for- 
mula en el carrito que antecede. Con costa» al actor. 
Practíquese e! desgloce pedido. Hágase saber y ar- 
chívese. 

KOBKKTO RKPKTTO — ANTONIO Sa- 

oaiina — Luis Lihakes — B. 
A. Nazar Anchokena — F« 
Ramo» Mbjía. 



FALLOS OE LA CflBTE SUPREMA 



FRANCISCO «T. TRIA NES v. PROVINCIA DE MENDOZA 

msistisuexto. 

El desistimiento de la demanda puede ser retractado aillos 
di? haber «ido aceptad*» por- la pafl* tullirá ri a. 

COSTAS: flttarroUo M litigio. AUanami^atú. 

Frurwle condenar en costas al ai-tor que, despui'-s de pre- 
sentar ante la Corte Suprema — como vecino de la Capital 
Federal— una demanda contra una provincia, omite urgir 
su imt ¡fieaeión y cambia, entre tanto, su domicilio a terri- 
torio de la misma provincia, dando lujpar a que ésta, uot i- 
firada máS farde, oponga la excepeión de incompetencia 
a la <) ni- aquél se allana (')• 



CLUB DIANA v. NACION' ARGENTINA 
COSA JUZGADA. 

RBOOHSO KXTfíAOUntSAfítQ; Materia afena. Principios fff- 
uetalff. 

No siendo la misma la cuestión decidida e»i el auto api- 
lado y en un pronunciamiento anterior — cualesquiera 
se-an las con sideraciones incidentales contenidas en ol pri- 
mero — no existe ciwa jugada qiW impida la procedencia 
del recurso extraordinario. 

JiECUllSO EXTRA ORfPIXA RIO : Sentencia definitiva. 

La resolución que, contrariamente a lo que sostiene el 
apelante fundado en la ley nacional N» 189. decide que no 
procede dar curso « la ¡demanda sin el previo cumpl ¡míenlo 
de Iim requisitos establecidos en la ley N" tiene el 

carácter de sentencia definitiva a los efectos del art. 14 de 
la ley N* 48. 

DEMANDA CONTRA LA NACIÓN. 
EXPROPIACIÓN: Principio* generales. 

La demanda sobre indemniaacíóii de los. daños ocasionados 
por un juicio de expropiación en el que - 
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terminado por desistimiento, ps una eon-scpuencis del mis- 

ri'V w iT¿í" irt " a ,a ™v nv ' iU n revis!l * *" el Hrt « * 

EXPROPIACIÓN/'. PrtiüipM gtHtralrs. 

Deben proscribirse las intprpreVacioriPs ele las leyes regla- 
mentaria* dpi principio constitucional, como lu es la fe? 
N*" IHfl. i|iip conduzcan a la privación o reíanlo ínnccpsu- 
rio del legitimo derecho de los int prestidos a «litetier la 
re fw ra pión de! agravio patrimonial sufrido carao eonse- 

coenofl del ejercicio d* la facultad de expropiar por el 

Estado. 



Con posterioridad fl la sen Ion da publicada pii p| loma l«fl. 
páp. 54. de la colección de fallos dp lu Corlo Suprema, el Club 
Diana .demandó a la Nación anle e] Juzgado Federal de Ito- 
sario, por resarcimiento de los daños y perjuicios mié le oca- 
sionó ^Ministerio «le íluerra al desistir del juicio de ex- 
propiación. 

De acuerda con el dictamen del procurador fiscal, según 
el cual el poder invocado por H representante del ador era 
especial para intervenir en los autos de expropiaeion de la 
Sra. Magdalena V. de Kouillón y no para demandar |Kir daños 
y perjuicio* a la Nacum, di Juez exigió que e] peticionante 
jimt i fíense debidamente Ja personería invocada. 

El actor interpuso los recursos de reposición y de ape- 
lación en subsidio, fundado en que el nuevo juk-io m un inci- 
dente del anterior de expropiación, y el procurador fiscal 
mantuvo km diclamen, agregando t)lle "" nruvft '' a ,¡iir tr *- 
mi le de un simple incidente a la acción deducida ni dar curso 
a rsta niieiilras na se acreditara (jue había procedido la reela- 
inació» administrativa exigida por las leyes Nos. 3952 y 11.634. 

EL Juez Federal, considerando que por incidente debe en- 
tenderse toda cuestión que *e substancie durante Ja tramitación 
de un juicio, que no obstante ser distinta del principal tiene 
con él relación más o menos ininedita y <|ue reclama una reso- 
lución previa y atento lo dispuesto en el art. 403 del Código 
dp Procedí miemos -Supletorio, resolvió .pie la presente acción 
no es un incidente del juicio de expropiación anteriormente 
fallado. También decidió que el poder invocado, conferido 
para intervenir en el juicio de expropiación, había caducado al 
lerminar tata jun-U» por d«*ist i miento, y que la eláuHula de 
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aquél |Hir la QÍM Ht» facultaba ni maiiiIalarM» para pedir lu 
reparación de los duíios y perjuicios, lo autorizaba tan sfilo 
para solicitarla dentro del juiem de expn>pi»c|tul y lio turril 
íle «"I. Por lo expuesto, la reposición no prosperó. 

Cámara Federal confirmó la resuluciún rtiein-vuia«ln e 
teerví <|tie no se había cumplido el requisito 
ta ley X' ll.&H. Interpuesto por -el actor el recurso estm- 
ordinario y i-oiimiido por el tribunaMa Corta 

nitiva. 




Con motivo ile la presentación del actor (fOB un 
der. el Juez dispuso que previo a todo Iráinile, se jiistifil 
haberse agotado la vía administrativa con arreglo a lo dispuesto 
en *I arl. 1* de la lev N* 11.834, 

Ello dió luoar a un nuevo recurso iSe reposii-tóu acompa- 
ñado del de apelación en subsidio y fundado en que la exigencia 
era improcedente, pues el reclamo de la indemnización na » 
bacía en un juirio nuevo e independiente del de expropiación 
dentro del mismo, y, además, evmrtiría a la ley N* 189 
ibonlinn el derecho de los propietarios para eaitfir 
de lo* daños, a rerlainucjim administrativa. 




Sentencia del lora Federal 

Kusurio. junio 11 de 194». 

Auto* y Vistos: El pedido de reposición interpuesto a fs. 
56 contra el Jet-reto de fs. 54; 

Y Cou-tiUeramki qu*: 

Primero: El art. I" de la ley N-> 11.634 establece: "qui- 
lo i tribunales federales no podrán darle Otilia a las acciones 
civiles que He dw2t£KM1 contra la Nación, sin que previamente 
se acredite haber prodm-ido la reclamación del derecho contro- 
vertido aut-e el Poder Ejecutivo y au denegación por parte 
de éste. 

En euisiplimieiito d* esta dhpoaieHÍo y alentó a lo expre- 
'iirador Fiseal en su vista de fs. 17. es que el 
-tó la provideiieia que motiva el presen!* 

sostiene que no eurresjMinde, til 
te niiik'iMiu reeJamación admiiiis- 




■ 



de justicia »E LA N'ACIu-N iw 



Iwüvii y no debe aplicarse la Ie# 11. («4. sím.i i.¡ ley V 

tjue, rige las expropiaciones. 

Kl recurrente insisto nuevamente en que. I* presente acción 

por daíms y perjuicio i>h iiu incidente .leí jiii.-iu «le expro- 
piación seguido por el Ministerio de ta (¡tierra contra Da. 
Magdalena Vien-i de liouillóii. 

Al respecto hay ya im>wi juagada toda vez que en primera 
y Repulida instancia ul fu Nur una m<'ttlenriu *»bre iM-nsom-ría 
se resolviñ une & acelga por daño* y perjuicio* promovida Al 
esios. aniits, era i ii(lei>ejMl i«*nt»' y nntiiiioin» juicio expru- 
piatnri». amigue necesariamente vinculada a) mismo. 

la jilrUprmteiiüití y anteeedentes qttt -'ila la parle achara. 
n»> son aplicables al stib-jitttk-*. Aquéllos se refieren a hw daíí >s 
sufridos por iutpiiliuos dentro de un juicio de expropiación 
consumad.!), caso en el nial indudablemente* rige la ley ÍH'J. 

I.a presente acción por ilaíins y perjuicios. -*i bien es cierto 
que tieiip eviBe antecedente necesario e| juicio de expropiación 
promovido por eí Cohierno Nacional contra Da. Magdalena 
Vien-i de Rouillón, en el nial se |e vi i» intervención til Club 
DÍMHÍ; no e* menos i iertr» que, con respecto a este último, el 
expropiante «t^istió de | a tentó» instaurada, desistimiento rpie 
fué materia de controversia judicial, en la (pie *e le dió razón 
al (¡obienio .Nacional. 

No habiendo consumado la expropian.»», ,-.,„ respecto a la 
fracenm de tierra ocupad» por H Club Diana, en así lam- 

por o a) local e instalaciones de la nombrada instit ución, aiini|iie 

el dwittifniento ¡utr parte del Gobierno Nacional liub iera Oca- 
sionado daños y perjuicios aE ref. ido Club, la acción para 
pedir su resa cimiento- ya no está regida por la ley especial de 
expropiación sino p>r el Código Civil. 

De manera une — atenta la conclusión arribada prece- 
dentemente — r a juicio del jiroveyeute es necesario previa- 
mente reclamar ante el I*. E. e| reconocimiento del derecho 
controvertido, toda vea que la ley N" 11. «M no hace dUthiun* 

y ai sólo habla de acciones civiles que se deduzcan contra la 

Wii'aii. 

Asi también li> ha entendido la Excma. Cámara Federal 
de A|ielacnm en SU resolución ile fs, '*> cuando ex j res» en el 
considerando tercero que; "en esas condiciones debe anotar, 
paralelamente, la deficiencia de no haberse satisfecho el requi- 
sito exigido por la l*y 1 1 ,(¡;J4 ; disposición (pie tiene en visita 
la perspectiva de un •COKÚbÍ&dÍo admínist ral iva del reclamo, 
que haua innecesaria la ocurrencia a la justicia". 

A fs. 54 la misma «.'amara reafirma lo antes dicho al decidir 
'-que el reclamo del Club Diana relativo a la fijación del 



perjuicio causad" I M »r d desistimiento, lien*» carácter inde- 
pendiente y déla- promoverse ni juicio aparte, previos los re- 
«piisitos ilo la ley 11.«¡34. V .". etc. 

l*4ir estas breves consideraciones y oído el Sr. Procura d-r 
fiscal, se resuelve mantener el deereio de fs. ."<4 vta.. y con- 
ceder en relación eí recurso de apelación interpuesto, 
í'levurse los unios a ln Ex-nm. Cámara. Insiriese. Iiá¡- 
y repóngase. — fimU F. Cepeda. 

SKrCTENm DE LA CÁMARA KEDERAL 



en acuerdo. Ins autos ra rumiacos "Club Diana c-| 
). Nac. s. imlctim. ile danos y pe'rjiiíejos' ' (exp. N" 6525 
di entrada). 

l*or sus fundamentos, teniendo en cuenta l«i expresa' 1 '» 
por el Tribunal en MIS rcsolucion-s «le lis. 2!) y :14. «pie von- 
siyiiiibai» un juicio inequívoco — aUltt)Ue emitido im-ideniai- 
nwnic — . acerca del verdadera rarárter <lr la acción iletliieiiiit 
y de los requisitos «pie debían precederlü : tialo lo cual liace 
¡iieAplicidile la infidencia ahora suscitada, rumo astmiítfOQ la 
petición de lis. 35, cualesquiera sean las opiniones que éóÍJM 
dichas punten tenga la parte, recurrente. Se resuelve: 

Coa firmar la providencia apelada, obrante a lis. f»4 vla„ 
maiilenida a lis. GO-61. i|Oe ordena acreditar previamente ha- 
berse ají-otado la vía adiuínisrraiiva. de acuerdo a |o dispuesto 
mi la ley N* 11,434, Insértese, hápBW saber y devuélvanse los 
autos al juzgado «le origen. lury, Ftrri. hiliu Mure. — 

Dsí'TA MES l'KL PflQCUSAUOa QeNEKAL 

.Suprema forte: 

A oslar a los términos <lo las MntenOLas lastimo- 

ninilns a l's. 5/7, existí ríii cosa juzgada aceren de los 
requisitos exigidos al recii'Teiite pura entablar la ac- 
ción que pretende cuntía la Xacióu, por danos y per- 
juicios. Tal fundamento es de suyo irrevisable por V. 
B. t como es obvio, en el reeurso extraordinario <le ape- 
lación (pie se intonlabn traer, y constituye el motivo 
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predominante del fallo recurrido; con prescándeneía de 
otras razones do cai^Ct¿f foáenü <Joé pueden haberse 
imoeado. 

Corresponde, pues, desestimar el presente recureo 
directo. — Buenos Aires, setiembre -ít * de 1!»4(>. — 
Jwin Airares. 

FALU> OE J.A CORTK sri'líKMA 

Huenos Afea, ueính.v 28 de ÜMu. 
Auto» y Vistos: Considerando: 

Quo tío siendo la misma la cuestión decidid» en el 
pronunciamiento (le f.s. -8 y cu el auto apelado — enn- 
lesipiiera seiin las eonsíderneimios incidentales ■■mitciií 

das en el primero— no existe ¡cosa juzgada huc ini|ji>la 

ta procedencia del recurso extraordinario —Fallos: 

Qno no cabe desconocer «ráefcor Final a la d.-.-isiói» 

recurrida a los efecto» del artículo 14 de la ley X* 48— 
porque el derecho en <rue el apelante tunda su pretcn- 
sión —las disposiciones <|ue cita tle la ley \'* IHát. <|ue 

a mi entender lo eximen de cumplir bis requisitos tle las 

leyes Nros. :íi)'>'¿ y 11.634 — es de naturaleza tal, que 
su desconocimiento en el presante importa la privación 
definitiva del privilepin federal invocado —Fallos: 1K4, 
42; 186, S3t 

Que cu consecuencia, ed recurso extraordinario ha 
sido mal denegado -arl. 14, ¡nc. 3' de la ley X" 48; 
Fallos: 180, 48, 

Y considerando en cuanto ai fondo del artículo, 
por no ser necesaria mayor substanciación. 

Que según lo declaró esta OorUí en Ib sentencia 
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transcripta en el tomo 180, pájt. 48 de la colección de 
sus fallos el desistimiento que formulara el P. E. en 
los autos "Ministerio de Guerra Magdalena V. do 
Rouillón y otro" «obre expropiación, no fué contrario 
a las garantías do los artículos 14 y 17 de la Constitu- 
ción Nacional entre otras razones imrque la sentencia 
entonces apelad», dejaba "a iiln h los demandados los 

perjuicios que "hubieran'' podido sufrir por cfeito de 
la expropiación desistida". 

Que así el actual juicio lio es sino consecuencia del 
premíente mencionado, vu >[ue el aislante era parte, 
y versa sobre una -secuela de la expropiación iniciada 
y luego abandonada i«>r el Gobierno Nacional — la iri- 
denmirarión de ciertos dallos (pie se dicen emanados 
del ejercicio del dominio eminente— i¡ue debió ser ob- 
jeto de consideración y pronunciamiento en el juicio 
.Le expropiación, de no haber mediado el ya recnrdndn 
desistimiento — art. lo\ ley 18Í): Fallos: 145, Sí»; 
considerando '£>. y ;V del fallo de la Cámara Federal y 
sentencia de la Corte Kupremii. 

Que DO siendo admisibles en el régimen; constitu- 
cional vísente — art. 17 do la Constitución Nacional— 
el uso y destrucción de la propiedad privada sin la eo- 
rrespoñdienle indctrini/aeióu ordiriarinnicnte de carne- 
ter previo, deben proscribirse- las interpretaciones de 
las leyes re¡.'!..mentarias del principio constitucional, 
como lo es la ley X' ÍÉ$ >|ue eonoWaU « la privación 
reíanlo innecesario del le^mp derecho de los inte- 
resados a obtener la rejm ración del agravio patrimo- 
nial sufrido, como consecuencia de la práctica dt- la fa 

«•nltiid de eicpropiar «pie asiste al Kataíto —Fftlta»; tm 

Kn su mérito y oído el señor Procurador ílcncral, 
sí> revoca el proinmciaimicnto apelarlo de % G8, que 



DE JUSTICIA PE U NACIÓN 203 

eotifinim In |H'ovíi|i*tií'¡a de t's. 34 vía., maní tMi ida ¡i fs. 
(S0/Ü.1. Hágale sahui'; ilrviu'-lvauiM' a! tribunal th- su 

J«'w¡a; reijóiiírase & paju-l ni i-I juzgado <!<• 

Qrfgeit, 

RÓBEftTQ Ifuffcini — l.ris \asx- 
beí* — B. A. N<vz.\ii Asriiif 
i:kna — Ramos Mkjía. 



AfiO 1940 - NOVIEMBRE 



PEDRO CAPROTTA v. PROVINCIA DE SALTA 

¡•AUO. f'tiffo ton protesta. Forma. 

Bs insuficiente la proleata que considera inconstitucional 
el "impuesto al vino'", sin especificar a cuál de los vanos 
entonces existentes a* refiere; ptro xw lo es por tal mo- 
tivo la que contiene refereneiaa que permiten a ías auto- 
ridades la identificación de! grávame impugnado. 

PAtíO: fuyo con protesto. Akwt. 

La protesta efectuada con respecto al impuesto estable- 
cido ñor la ley N» 2888 de la Protinc» de Salta, no am- 
para a los pago» realizados bajo la vi«*neia de la ley ulte- 
L-__ v.. «« aíI^a -i nrnn A¿* n do tarado de e íminar 



EMILIO J. PALACIOS Y» 8. A. "TUBOS 
HANNESMANN Lio*,". 

BiHJVRSQ EXTRAORDINARIO : Hatería ajena. Pronunciamien- 
to ¡Hoficúno. 

No procede el «corso extraordinario contra la WW 
que, ai bien decide una cuestión federal, contiene funda- 
mentos de hecho y de dereeho común suficientes para sus- 
tentarla, que hacen inoficioso el pronunciamiento de 1» 
Corte respecto de aquella cuestión. 

(i) Fecha del fallo: aovie-bre 4 *e 18*). V w PaUoa: 188, fl»¡ 
1M. Hl. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

fcsii! Iiojj c i imple ¡no aiunn si- encuclilla 3 ion cfc*M<u de pcrmillr 
lü hú«|ucilA por pagina tleiilm del Volumen 




Corte Süpbema de Justicia de la Nación 

Ull l'l/ltl.f C A 4 WtR VI'IN A 



206 



FALXOS DE LA CORTE SUPREMA 



RECURSO EXTRAORDINARIO; Principios ¿néraiti. 

Corresponde exclusivamente a la Corte Suprema deter- 
minar f»i tiene o no jurisdicción para revisar por medio del 
recurso extraordinario las sentencias de los tribunales de 
provincia. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El contrato de locación materia do este litigio, con- 
tiene una cláusula en la que se establece que el pago do 
los arrendamientos debería hacerse "en moneda oro 
sellado argentino, efectivo y sonante, o su equivalente 
en papel u otra moneda legal, ni cambio corriente en 

piuca ri día del pago, y suficiente para adquirir el oro 
en la cantidad y especie estipulados". 

Aunque refiriendo el debate a ln interpretación de 
vurias leyes monetarias, se discute en síntesis, si el lo- 
catario tieno el derecho de cumplir esa obligación en- 
tregando en todos los casos al locador billetes pa- 
pel a razó» de $ 2.27 por peso oro estipulado, o si por 
el contrario, fué intención de las partes establecer un 
tipo de equivalencia variable con arreglo al valor del 
oro en plaza a la fecha de cada pago de alquileres. Lo 
Cániara Federal del Kosario, en su fallo de fs. 335, ha 
preferido la primera solución; y con tul motivo se trae 
recurso extraordinario ante V. E. 

A mi juicio, los fundamentos de dicho fallo demues- 
tran que se lo ha dictado interpretando la voluntad de 
las partes con arreglo al texto del convenio, y tnmhién 
a normas de derecho común, o de equidad. Expresa la 
Cámara (considerando 7), que "el sistema do la libertad 
de las convenciones significa precisamente el acata- 
miento de la verdadera voluntad de las partes, y ante 
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un pleito relativo al cumplimiento de un contrato, los 
jueces deten Investigar los propósitos de aquéllas, y 
su situación en el momento de celebrarlo, para llegar- 
en lo posible a la equivalencia de las prestaciones... 
máxime cuando no se trata de la aplicación de un texto 
claro de la ley, sino de la interpret«eión de los térmi- 
nos de un convenio"; y poco después; "el propósito más 
verosímil, de acuerdo con las constancias de loa autos 
fué convenir el precio de mil quinientos pesos, de los que 
valían 44 centavos oro argentino, y no someterse a las 
fluctuaciones del mercado extranjero". Kn el mismo 
sentido el considerando 8: "no os verosímil que la de- 
mandada, en completa libertad para contratar, aceptara 
uua cláusula que significaba un verdadero agio'*. 

Ahora bien: ninguna de esas conclusiones podría 
ser modificada por V. E. como tribunal revisor; y pare- 
ce claro que, acertada o errónea la interpretación que- 
da la Cámara Federal a las icyea monetaria** invocadas 
por lus partes, si se convino por éstas adoptar la equi- 
valencia 1 : ¡¿.27, tampoco podría V. E. mollificar la par- 
te dispositiva del fallo. 

Ello me hace pensar que el recurso extraordinario 
resulta improcedente en este caso, pareciendo que la 
propia Cámara haya vacilado al concederlo <fs. 345). 
Es, por lo demás, la doctrina de V. E. en 125: 411 y 
160; in. - Buenos Airea, diciembre 18 de 1939. - Juan 
Alvar ez. 

FALLO PE LA CORTE Sl'PREMA 

Y vistos: Los autos "Palacios Emilio J. v. S. A. Tu- 
bos Mannesmann Ltda., cobro de pesos", venidos por el 
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recurso extraordinario concedido a fa. 345 por ta Cá- 
mara Federal de Apelación de Rosario. 

Considerando: 

Que según la sentencia recurrida los términos del 
contrato revelan que las partes no convinieron una 
cláusula valor aro <con8Íderaudo 2*) y habiéndose es- 
tipulado una moneda determinada o su equivalente, to- 
da la cuestión estriba en la forma en que esa equivalen- 
cia debió ser establecida en la fcclia de los pagos de la 
demandada (considerando 3 9 ). 

Que examinando esa cuestión, el Tribunal a-quo 
establece que la ley N 9 3871 fija un tipo do cambio obli- 
gatorio para los particulares y que no existió otro en 
la época de celebrarse el contrato ni después (conside- 
randos 4"*, 5* y 6*) ; y a continuación (considerando 7°) 
declara; que "el sistema de la libertad de las conven- 
ciones, significa, precisamente, el acatamiento de la 
verdadera voluntad de las partes, y ante un pleito re- 
lativo al cumplimiento do un contrato, los jueces deben 
investigar I09 propósitos de aquéllas y su situación en 
el momento de celebrarlo, para llegar, en lo posible, a 
la equivalencia de las prestaciones, es decir, a la igual- 
dad para ambos contratantes ante la ley y la justicia. 
Su administración no excluye !a equidad, máximo cuan- 
do no se trata de la aplicación de un texto claro de la 
ley sino de la interpretación de loa términos de un con- 
venio, en el cual, por la libertad con que ambas partes 
debieron dar su consentimiento, mo puede presumirse 
que ninguna de ellas acatara una situación de desigual- 
dad". Y en consonancia con esta declaración, el tribuna) 
se detiene luego a interpretar el contrato para llegar a 
la conclusión do que "el propósito más verosímil, do 
acuerdo con laa constancias de autos, fué convenir el 
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precio de * 1.500 de loe que valían $ 0.44 oro argentino 
y no someterse a las fluctuaciones del mercado extran- 
jero", y de que, en cambio, "no es verosímil que la de- 
mandada en completa libertad para contratar, aceptara 
una cláusula que significaba un verdadero agio, y por 
eso, el tribunal, al sentar las conclusiones precedentes, 
entiende acatar la verdadera voluntad de las partes, de 
acuerdo con el art. llí>7 del Código Civil" (conside- 
rando 8*). 

Que esa interpretación de la voluntad de las partes, 
fundada en los términos del contrato y en consideracio- 
nes referentes a la situación de aquéllas en la época de 
la celebración del mismo, no podría ser revisada por os- 
la í'orte Suprema sino previo examen y dilucidación de 
circunstancias de hecho que, como tales, escapan a la 
jurisdicción qne le confiere el recurso extraordinario 
(Fallos : 99, 414; 125, 411 ; 128, 317 y 324). 

Que la parte recurrente acepta qne lo que se discu- 
te es la interpretación de la cláusula 8* del contrato 
de fu. 1 (fs- 355, 373 vtá. y 376) y de la exposicióo hecha 
por la misma ante esta Corte también se desprendo que 
los leyes del Congreso invocadas como fuudamento del 
recursA lo han sido tan sólo a título (le antecedente para 
sostener la interpretación que atribuye a la espresada 
cláusula contractual que, según la sentencia recurrida, 
rige las relaciones de las partes con arreglo a lo dis- 
puesto en el art. 1197 del Código Civil. 

Que lo expuesto revela claramente que !a decisión 
que pudiera pronunciar esta Corte acerca de la inteli- 
gencia de las layes en cuestión, sería por sí sola ineficaz 
para modificar la interpretación atribuida al contrato 
por el tribunal a-quo en los términos a que se ha hecho 
referencia. 

Quo a ello no obstan las duraciones contení 
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en la resolución por la cual so concedió el recurso (fs. 
345), pues corresponde exclusivamente a esta Corte Su- 
prema determinar si tiene o no jurisdicción para revisar 



dictum and Procedurc of the Supreme Court, 2 46; 
Ka!íós:t. 05, pág. 378). 

Que según reiterada jurisprudencia, cuando la sen- 
tencia apelada tiene fundamentos no federales suficien- 
tes para sustentarla, la circusíaneia tic que también en- 
vuelva y decida una cuestión federal no hasta para auto- 
rizar la intervención de esta Corte por medio del recurso 
extraordinario, pues sólo daría lugar a un pronuncia- 
mienk .inoficioso (Fallos: \% 411; 12S, 317 y 324; 16». 
1 í.í; 187, 5). 

Kn su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General, declárase mal concedido 
el («corso extraordinario interpuesto por la parte auto- 
ra. Xotifíoueso, repóngase el papel y devuélvanse. 




ROBF.RTO ReFETTO ANTONIO 

Sagarna — Luis Likahks — 

B. A. rfáZAH AtíCHOREÍJA — 
F. Bahos Mejía. 
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AGUAS TERMALES Y YACIMIENTOS MINEROS 
v. PROVINCIA DE SAN JUAN 

CQW>BAVBWTÁ. 

Resultando de autos que la escritura publica de transmi- 
sión del dominio traduce con claridad la voluntad de los 
contratantes, y no habiendo probado la aclara el error 
invocado, procede rechazar la demanda fundada en esta 
causal, tanto más sí el error, de haber existido, sólo habría 
sido posible merced a una prave neíflipenciu de la «clora 
que, por lo mismo, no podría invocarlo. 

ACTOS JURIDICOS', mitlait. 

La parte capaz no puede invocar la incapacidad del otro 
contratante para demandar la nulidad del acto jurídico 

Dictamen del Pbocckadoh General 



Correspondería mantener la resolución de ís. 57 por 
virtud de la cual se declaró que el conocimiento de esta 
causa compete a la jurisdicción originaria de V. E. ; to- 
da vez que se trata del ejercicio de una acción civil contra 
una provincia, por quien no está domiciliado en ella. 

El allanamiento de la demandada a tal jurisdicción 
y la comprobación, ulterior a aquella resolución acerca 
de la naturaleza de la demanda, así lo aconsejan. 

Kn cuanto al fondo del asunto — cuestiones de he- 
cho y prueba — V. E. las resolverá por aplicación del 
derecho común ; lo que es ajeno a mi ( 

— Jwm 
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FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 6 de 1940 

Y vistos: Esta causa seguida por Aguas Termales 
y raciniierilos Mineros contra la Provincia do San Juan 
sobro devolución de tierras y cobro de pesos, de la cual 
resulta : 

Que a fs. 41 comparece* don Waldino Riarte como 
apoderado de la sociedad anónima actora demandando 
a la Provincia nombrada pura que se condene a ésta a 
devolver las tierras Llamadas del Salado que le fueron 
escrituradas por la sociedad, en toda la extensión en rué 
exista manto de traverttno o sea el material excluido 
del contrato. Para fijar In superficie correspondiente se 
somete a la prueba de técnicos que cada parte designe. 
Se la condene asimismo a devolver el importe de la pie- 
dra extraída dejándole a salvo los derechos para recla- 
mar daños y perjuicios. Todo con costas. 

Que fundando tal acción expresa: í*j "Que la soci- 
dad anónima que representa adquirió el 9 de noviembre 
de 1935 de su propietario Ricardo de Andreis los si- 
guientes Menea : a) un inmueble en «1 Departamento de 
AiiRaco Norte con una superficie de 324 hectáreas con 
los linderos señalados en el título; 6) un inmueble si- 
tuado en el Departamento de Iglesia, Distrito Las Flo- 
res» con las termas de Pismanta compuesto de 120 hec- 
táreas; c) la vertiente termal de Pozo Bravo con los 
fangos curativos de una extensión de 4 y media hectá- 
reas; d) loa derechos y acciones correspondientes a la 
quinta parte de los campos denominados de Afuera. Se 
comprendió en la operación todos los derechos y accio- 
nes qne correspondan o puedan corresponder a Doña 
Lucila Ortega de lícnacho como heredera de su primer 



esposo Don 
adquirido. 

Que el 3 de junio de 193CS la compañía adora ofre- 
ció en venta al Gobierno la totalidad de los bienes com- 
prados ul señoT de Andreis por el precio de un millón 
de pesos moneda nacional pagaderos en títulos do den 
da interna de la Provincia. El 2 de julio siguiente y 
por iieflido del Gobierno de San Juan se redujo el pre- 
cio a ochocientos mil pesos, declarando en una nota la 
sociedad que estaba dispuesta a concluir la venta por 
aquella cantidad. El Gobierno do San Juan con fecha 
7 de asusto de 1906 recibió un informe de los técnicos 
señores Saúl B. Pitres, ingeniero Juan Siris, ingeniero 
llamón Flores y doctor Hugo Crecentino, en el cual se 
expresaba que los depósitos de travertino se encuentran 
en el campo Ijis I-ajas que tienen una superficie total 
de 20.51)3 hectáreas 3611 mts. cuadrados hallándose den- 
tro de osa extensión las 450 hectáreas tle la sucesión de 
Eguiguri .i o sea una de las fracciones de campo ofreci- 
da -en venta al Gobierno. 

Que esle último manifestó a la sociedad que tenía 
interés en las fuentes de aguas minerales y todo lo re- 
lacionado con las mismas pero que carecía de aquel 
respecto a laa canteras de travertino. Se conversó en- 
tonces de reducir el precio que se había concertado bajo 
la base de excluir expresamente la explotación de la 
piedra denominada de travertino. El mensaje del P. K. 
a la Cámara de Representantes del 14 de agosto de 
1936 se refirió solamente a las aguas minerales aludien- 
do al informe de los cuatro técnicos pero sólo en la 
parte referente a dichas aguas. El proyecto de ley auto- 
rizaba a adquirir las fuentes de aguas minerales M Pis- 
manta ,, y "Kl Salado" con toda la extensión de tierras 
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cepillándose las canteras de piedra caliza llamada "Tra- 
vertino de los Andes" ubicadas en la última propiedad 
mencionada". El precio v fijó en m$n. 500.000 y la ley 
repitiendo el texto dol proyecto excluyó las canteras de 
truvertino. Tal exclusión fué tan definitiva que la acto- 
ra se comprometió a dar al Gobierno de San Juan la 
piedra necesaria para el revestimiento de los dos hote- 
les que la ley tenía en vista construir. 

Que Ja (iiferencia entro oí precio de mfn. 800.000 
de hecho convenido y el de mí n. 500.000 a que en defi- 
nitiva se llegó, debióse a la exclusión de la cantera que 
los técnicos oficiales sólo en una parte mínima y tenien- 
do en cuenta su espesor reducido ¿(preciaron en un mi- 
llón do pesos. 

Que la escritura se extendió pocos meses después 
de promulgada la ley con arreglo a los términos del com- 
promiso suscripto |kk el doctor Ganccdo el 38 de sep- 
tiembre de 19;Jo' en nombre de la sociedad y en ella des- 
pués de especificar que el inmueble "El Salado" tiene 
In forma de un rectángulo, sus límites, y una superficie 
de 440 hectáreas, se dice textualmente: De esta superfi- 
cie hay qne descontar un cuadrilátero de setenta y ocho 
hectáreas, nueve mil trescientos veintitrés metros cua- 
drados situado en el ángulo sudoeste donde se encuen- 
tran las canteras de trnvertino que no comprenden en 
esta venta. 

Qne como resulla de estos antecedentes la aetora 
ofreció en vento tierras, a«uus y canteras pero el Go- 
bierno sólo compró tierras y aguas declarándose expre- 
samente excluidas las canteras. La escritura localiza és 
tas en tina fracción que excluye de la venta, pero, no es 
así, pues las canteras ocupan Ja extensión total y sobre 
la tierra transferida al Gobierno liay piedra que no se 
le ha vendido y que no le pertenece. El técnico Flores, 
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empleado de la Provincia, produjo una información y 

trazó un mapa en septiembre de 1P-3í> ubicando la cante- 
ra y no consignando en el resto del campo la existencia 
de piedra sino de tierra. La sociedad confiando en el 
Gobierno y cu su técnico entendió «pie eso debía ser nsí 
y escrituró excluyendo una parle de tierra con canteras 
y fin deeir que la hubiera en el resto, porque estaba 
vigente en Forma categórica el convenio de exclusión. 

Que el (¡«bienio de S¡m Joan deapuea do la escritu- 
ra se considera dueño de canteras y opera sobre las 
mismas arrendándolas por decreto de 30 de marzo de 
W3I u don Raúl Haca, quien extrae del terreno mineral 
travertino el cual se remite a esta Capital u la firma 
Peí roñe Mérmanos. La lesión causada a la sociedad por 
la venia que el <¡obierno de ftan -Tuan ha hecho de la 
piedra perteneciente a Aquélla es muy grande babiendo 

n'sultado infrucluosas fas gestiones administrativas rea- 
lizadas para impedir su continuación. 

Que, por ultimo, concretando la cuestión jnrídica 

expresa que la sociedad BO vendió piedra. Kscluyó ex- 
presamente ese material de la oferta y así lo demuestran 
sin lugar a duda todos los antecedentes. Cuando el téc- 
nico del Gobierno ingeniero Florea informó oficialmente 
diciendo que el travertino se encontraba en el costado 
sudeste del campo encerrado en una superficie de 7S 
hectáreas y fracción y que jwir lo tanto sólo esa superfi- 
cie debía ser reservada par la vendedora, la aeíora no 

tuvo inconveniente vu la escrituración del resto del te- 
rreno o sean las 361 liect-úreas; pero cuando so su]>o 
que el señor Baca explotaba piedra en éstas comprobó 
qm el informe del técnico oficial había sido equivocado 
y que de la grave equivocación contenida en el mismo 
se habla desprendido el error de hecho en que incurrió 
la Compañía. E» evidente, dice, que la sociedad se reser- 
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vó la piedra y es evidente también que en el terreno 
transferido hay piedra puesto que el comprador ha auto- 
rizado su explotación. Funda su demanda en los arts. 
927 y 923 del Código Civil pues el consentimiento esta- 
ría viciado) por error sobre la extensión de la cosa 
vendida. 

Que corrido traslado de la demanda, fs, 5", eva- 
cuóse éste a fs. 97 por el doctor Santiago Buqué en re- 
presentación <1o la Provincia de San Juan pidiendo 
el rechazo de 3a demanda, reconviniendo a su vez por 
nulidad total del coutrato y pidiendo se impongan las 
costas a la actora a mérito de las siguientes razones. 

Que la sociedad actora celebró con el Gobierno de 
San Juna la operación du compra-venta de que instru- 
ye la escritura pública de 5 de enero de 1937 por la 
cual se venden a la Provincia la casi totalidad de los 
bienes adquiridos de la Sra. Lucila Ortega de M«na- 
cho y del señor Ricardo de Andreis por la suma de 
míu. 5U0.ÜU0. 

Que esta operación fué acerbamente combatida en 
Sun Juan. 8c objetó la validez de los títulos de pro- 
piedad de la sociedad vendedora, la oportunidad de se- 
mejante desembolso y su cuantía. Se hizo constar que 
el propietario originarlo don Bernardo Egníguren ha- 
bía comprado los terrenos o derechos a los terrenos 
con sus manantiales y otros accesorios por pocos mileH 
de pesos y que no obstante la explotación de los baños 
y las aguas minerales de Pismanta y Kl Salado había 
dado tan mal resultado que en pocos años liabía quedado 
insolvente. 

Que la Provincia de San Juan no acepta la decla- 
ración de error imputada a la escritura de compra- 
venta y sostiene que el negocio entero debe anularse 
por las ratones que expondrá. La operación celebrada 
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en términos tan concretos e inequívocos como los son los 

do Ib escritura do eompta-vónta no admite duda ni pue- 
de haber nacido en un error sobre todo respecto de loa 
vendedores que propusieron en venta un inmueble que 
eatftta en su posesión y fué estudiado por ellos cuando 
lo adquirieron <tc la viuda de ttsuigure», cuando dispu- 
sieron o renunciaron a su explotación y cuando lo ofre- 
cieron en venta al Gobierno de San .luán. Ea de todo 
punto inadmisible que lu aetorn ee llame a error sobro 
I» dem-ilH'ióu y delimitación del bien vendido a menos 
de confesar una negligencia tan grave que obstaría al 
ejercicio del derecho que invoca. I.a verdad es qUe? lio 
hubo ni hay error algunot dice, por cuanto la venta es- 
tuvo sujeta a tramitaciones y debates sobre varias cláu- 
sulas y condiciones basta llegar a términos de con- 
veniencia común oue se fijaron en la redacción de la 
escritura. IjO que antea de ella se trató y discutió carece 
de valor legal attfe los términos del contrato final. Si 
así no fuere ningún negocio nena firme y concluido y 
laft partes podrían renovar indefinidamente la discusión 
de derechos, términos y otros pactos estipulados en los 



Que, a mayor abundamiento, puede demostrar que 
011 todo momento las canteras do traverlino que se ex> 
i-lnyeron del contrato fueron las que por entornes explo- 
taba, la sociedad vendedora por intermedio de la firma 
Aust v no iodo y cualquier depósito de piedra, prande 
o chico, que hubiera en el campo vendido. Puede lam- 
inen probarse que en todo momento se comprendió 
en la compra los campos circundantes a las termas. In- 
voca en su apoyo los arts. 1409, 2518, 924, 926, 927, 938 
en cuanto dentro de estos últimos no estaría compren- 
dido el error de oue el actor se prevale y el 929 porque 
aun en el caso de estarlo, la ignorancia sobre el estado 



de las cosas proveí «Iría de la negligencia del contra- 
tante. 

Que sí los vendedores tuvieran el derecho que in- 
vocan para nlepnr c] vicio do su consentimiento g )( >r 

error la «oiuejón del jw habría de ser la nulidad del 

razón de aquél. 

Qde ln compra-venía contenida en la escritura de 
5 de enero de 19S| es nula |)or otra razones. El repre- 
sentante ido la sociedad adora no lia tenido facultades 
para relebrar el acto, ni las ha tenido el Directorio de 
la misma sociedad que acordó la oración y mandó 
otorgar el poder con <|«ie actuó $ mennomido repre- 
sentante, tk sociedad por sí y por apoderado vendió 
todos o la mayoría de los Ilíones cuya adquisición y 
explotación había sido el motivo de ln fundación y 

funcionamiento de aquélla contrariando su objeto dc- 
clarado. Por lo menos, significó cambiar el objeto so- 
cial de la "Vplotneión de las termas n la explotación 
<Ic ciertas canteras de piedra. Invoca los Aria, :í.'t8, 317, 
3.17, 353, 3ó4 y 370 del Código de Comercio para reemi- 
venir a la sociedad por nulidad de la compra-venta por 
esta t'iuisn. 

(¿ue corrido t re* Indo de la reeoji ve nción, fs. 11 Jo vía., 
fué evacuado a íft 1í)7 pidiendo su rechazo ron especial 
condenación en costas aduciendo lns sig-uientes razo- 
nes; n) Que es evidente que la soeit'dad no pensó' vender 
la cantera y que el (íobierno de San Juan no pi-nsó num'a 
comprarla y que la delimitación fué una ?imniohra; />) 
Que sü parte no sostiene que el contrato sea nulo sino 
que la escritura lia incurrido en una equivocación recti- 
ficable: <■) Que el Directorio de la sociedad tenía y tiene 
por sus estatutos facultad para vender los bienes lo 
mismo que para gravarlos, arrendarlos o explotarlos. 
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\m asamblea de socios confirmó la operación aunque 
no lmbicsc sido necesario; //) Que había razones técni- 
cas y de hecho que impedían n la sociedad vendedora 
el conocimiento e-acto da la naturaleza y extensión de 
las panteras de travertino tanto más cuanto que no debía 
desprenderse de ellas. El error de hecho no perjudica 
filando ha habido razón para errar y la indio de sobra, 
dine, por motivos técnicos y de beelio. 

Que abierta In causa a prueba, fs. 129 vta., prodú- 
jose la que expresa el certificado de fs. 4á!l «legando 
las partes sobre su mérito, fs. 4C0 y fs. 400. Se llamó 
autos para definitiva n fs. i»t*- vta., y 

Considerando: 

según se desprende de los antecedentes relacio- 
nados la sociedad actor» para pedir la restitución de 
las 361 hectáreas del campo "El Solado»' que le fue- 
ron escrituradas y entregadas por ella, a título de com- 
praventa, al Gobierno de Han Joan, fúndase en el error 

de liecbo en que incurrió al interpretar el informe del 
técnico oficial quien afirmó que el travertino, excluido 
del contrato M encontraba en el costado sudeste del 

campo encerrado en una superficie de 78 hectáreas y 

que por lo tanto sólo esa superficie debía quedar en su 
poder. 

Que, desde luego, esta ni nuera de presentar la cues- 
tión presupone por parle do la Rociodad aetorn el des- 
conoi'i miento absoluto de que en las Sol hectáreas y 
fracción abarcadas por el contrato existiera ¡Medra del 
travertino, pues, de hftbérU» saludo, no tendría cabida 

posible el error de que ahora intenta prevalerse en pre- 
sencia de los términos tnn elaros y explícitos de la es- 
critura pública de compraventa suscripta por ella el 
5 de enero de 1037. 
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Que la referida cláusula dice así: de esta superficie 
(la del campo "El Salado") hay que dcseontiir un cua- 
drilátero de 78 hectáreas mueve mil trescientos veinti- 
trés metros cuadrados situado en el ángulo sudoeste 
donde se encuentran las canteras do t ravertino que no 
se comprenden en esta venta y cuyas dimensiones peri- 
mctrales determina. El error consistiría en haber sus- 
cripto esta cláusula creyendo que realmente toda la 
piedra llamada travertino de los Andes se contenía en 
los yacimientos o criaderos esparcidos dentro de tales 
78 hectáreas. 

<¿ue una sucinta relación de las tramitaciones, in- 
formes y circunstancias que precedieron a la firma de 
la escritura arrojará mucha luz sobre el punto de Haber 
si la escritura ya citada tradujo fielmente la intención 
de las partes en el momento de suscribirla o si, al con- 
trario, promedió un error sobre el objeto de la compra 
venia o sobre su extensión. El 3 do junio la sociedad 
aeíóra ofreció en venta ni Gobierno de San .luán los 
bienes muebles e inmuebles especificados en el documen- 
to apresado a tk 2ÍH por la suma do un millón de ¿te- 
só*) moneda nacional. Kl 17 de julio siguiente el Ministro 
corrGKpon diente designó una comisión honoraria de la 
que formó parte el ingeniero Saúl B. Flores <fs. 321) 
para tasar los inmuebles y Fuentes minerales abarcados 
por la propuesta, la que se expidió el 7 de agosto de 
1930 (fs. 340 > señalando entre otraa cosas las siguientes 
circunstancias: a) Que los depósitos de travertino están 
situados en el campo denominado "La Laja" cuya su- 
perficie alcanza a 20.595 hectáreas, 3.611 metros cuadra- 
dos. Dentro de esta superficie eslún incluidas 450 hec- 
táreas do propiedad de Eguiguren (antecesor de la ac- 
tora) y en éytas existen los yacimientos de travertino 
que son objeto de este informe; b) Las cantoras más 
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importante a juicio do los pontos son las de Egid^u- 
reu hoy explotadas en muy Suena» condicione» por la 
firma Ansí. 

Que la ley H* 75U autorizando la expropiación, san- 
cionóse él 1" de septiembre de 1936 y por ella se adqui- 
rían "las fuentes de aguas termales "Pismanta", "Po- 
8» Bravo" y "EJ Sábulo" y barros curativos de aqué- 
llas con loda 1» extensión de tierras, que comprende el 
dominio du la sociedad exceptuándose las canteras do 
piedra caliza llamada Iraverliuo de los Andes ubicadas 
en la última propiedad" (fs. .'146), salvedad, esta últi- 
ma i[ue coineidi'a cusí textualmente con la mieva oferta 
de 8 de agosto romo puede verse en el escrito de fs. 344, 
Kl 4 de septiembre de U$6 el Ministro de Obras Públi- 
cas ordenó hacer uua relación dé títulos y gravámenow 

de las propiedades ofrecidas y al practicarlo es des- 
cribió c» campo "Kl Saludo" como encerrando un . su- 
perficie de 441» hegfÚRHU y fracción coa ta fitina geo- 
métrica de un roctáiorulo (fs. 30), Bu el compromiso 
de venta <Ic 18 de septiembre de 1936 y en la oscrUura 
defiuitíva de 5 de cnt>r» de VXlt upa.ece la exclusión 
refiriéndola al plano dé Flores de fs. oí* y eouviniéit- 
dose expresamente que la superficie que se vende es de 
.'¡fd hectáreas y fracción. 

Que de acuerdo, pues, con los términos ole la ley 
X' 700 la aetora vendió la propiedad "El Salado" "con 
toda la extensión de tierras (pie comprenden los títu- 
los", es decir, cuatrocientas y pico de hectáreas excep- 
tuándose "las canteras de piedra caliza llamadas tra- 
verso de los Andes ubicada* en la última iiropietlad". 
líe las palabras empleadas por la ley infiérese ya que 
lo exceptuado no fué toda la piedra o mármol existente 

mi las cuatrocientas hectáreas sino sólo las canteras 
de piedra caliza ubicadas en ellas. Piedra en el lenguaje 



corriente se denomina a cualquier substancia mineral 

más o menos dura y comiwcta <]Uo no es terrosa ni de 
aspecto metálico y, cantora, según la acepción más co- 
rriente es el sitio de donde so saca piedra greda u otra 

sustancia análoga pura emplearla en la edificación o 
cu obras varias. Cualquiera que sea el sentido legal 
que conforme a lo dispuesto por el art. ú del Código de 
Minería deba atribuirse al vocablo cantera, es lo cierto 
que en el caso del presente litigio concurren circuns- 
tancias de hecho, suficientes por sí solas para autorizar 
la conclusión de que los contratantes al usar la frase 
"canteras de piedra Ciftlisfi", han entendido referirse 
al lugar de extracción de sustancias de tercera catego- 
ría, de acuerdo con el significado idiotnático» corriente, 
isas circunstancias son las siguientes: «) En el mo 
i tentó de formularse la oferta de venta al Gobierno de 
San Juan existían canteras en explotación dentro del 
campo "El Salado' 1 ; fr) Esas canforas se hallaban ubi- 
cadas en una esquina del campo, precisamente la que 
en la escritura de compromiso y eu la definitiva aludida 
fué excluida de la venta con asentimiento de la sociedad 
actora en dos actos iimtrmmmtale-s sucesivos. Es, ade- 
más, la que el Jng. Flore* dedujo de la fracción ven- 
dida (véase plano de fe. 50) por encargo del Gobierno 
de San Juan en el mes de septíeínbre del año lí)3í> y 
por consiguiente después de sancionada la ley N e 750; 
c) Del informe pericial del íug. General Agustín P. 
Justo (fs. 3!>7) así como del presentado al Gobierno de 
San Juan por los cuatro técnicos, de que se ha hecho 
mención, resultaría que la zona excluida de la venta es 
la parte mejor del yacimiento dentro del campo "El 
Salado" y también la de mayor espesor en la veta, 
pues la altura de las rolinas alcanza a 150 metros a 
contar desde el lecho del río de I-as Bandurrias, en la 
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parte excluida y es de sólo 40 mitro» inüs o menos en 
la parte no reseñada. Mientras el espesor medio apro- 
vechable d<?l manto en el terreno reservado por la ae- 
íorn puede considerarse de 2 mts. 50 el espesor medio 
aprovechable en la parte del terreno vendido al Gobier- 
no no pASa <le un metro aproximadamente (Pericia 
de fe. 4IU). Kl perito único Ingeniero General Justo ha 
afirmado, corroborando aquellas conclusiones, que el 
Ingeniero Flores *'no ha trazado el perímetro reserva- 
do por la aetorn siguiendo los límites naturales del ya- 
cimiento ni los de las canteras que existían en la época 
cu nue so realizó la mensura; pero sí ha encerrado den- 
tro de dicho perímetro las dos canteras que en la fecha 
de la mensura eran las más importantes y las únicas que 
explotaba el señor Alfonso Aust y las mismas que si- 
guió explotando l>or convenio ron la sociedad aetorn 
desde el 5 de octubre de 1Ü37 basta el 5 de abril 
de 1938". 

Que la apreciación do estos hechos conduce a creer 
que la escritura pública do transmisión de dominio fir- 
mada por lu Provincia y la sociedad actora traduce con 
claridad la voluntad de sus otorgantes acerca del cam- 
po "ül Salado"; 440 hectáreas &c superficie menos 
un cuadrilátero de 76 hectáreas que expresamente deli- 
mitan donde se hallan encerradas las canteras de tra- 
vertino a reservar, es decir la parte más rica del yaci- 
miento arrendada a Aust. l& exclusión sería asi sólo 
de la piedra coutenida en esas canteras y no de la pie- 
dra existente en lo demás del campo — arta. 994 y 995 
del Código Civil—. 

Que para la hipótesis de no ser ésta la interpreta- 
ción de la escritura pública por mediar una causa de 
error en relación a la parte vendedora llega el momento 
de examinar la prueba producida sobre la existeneiá 
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de aquélla. Esa prueba necesariamente ha de versar 
sobre el punto de saber ei la sociedad actora sabía que 
el manto de travertino se extendía también sobro la 
parte do campo comprendida en la venta. Como es 
obvio, el error sólo existiría en el caso de ignorar la 
actora ese hecho antes del otorgamiento de la escri- 
tura. Y bien; su ce .íocimiento cabal de tal cin-nnslan 
eia aparece de loa siguientes antecedentes: «) Del con- 
tenido de la nota ofreciendo on venta la propiedad 
donde ae afirma que ta piedra os inseparable de las 
termas y éstas como resulta del examen del mapa agre 
gado por el perito a fa. 408 están situadas prccisamcn 

te en el punió opuesto a la zona excluida; b) Del pro 
pío alegato del actor dondo se reconoce, fs. 478, que el 
arrendamiento iieeho a Anal (y el liijo de éste expresa- 
mente lo declara así) comprendía la facultad de sa«u 
piedra de todo ei campo 11 Bl Salado", por consiguien 
te, la sociedad nctora, aunque no había realizado ese 
contrato, debía conocer su contenido pues había inirin 
do la nulidad del mismo; r) Del informe del perito 
único, fs. 443, quien afirma que sin ser técnico ni kscer 
pe rf o racionen puede descubrirse la oxistenein de tra 
vertino en la zona de "El .Salado" por aflorar dicha 
roca en todas partos y por ser un yacimiento super- 
ficlal en casi toda su extensión; ti) Del informe de la 
comisión ombrada por el Ministro de C)bras Pública?» 
de San Juan, al presentar la sociedad actora su oferta 
de venta (fs. 340 y sigtes.), en el cual se afirma "que 
los depósitos de travertino encierran una superficie 
de 20.595 hectáreas, 3CJ1 metros cuadrados, cu la cual 
queda incluido el lote de 450 hectáreas objeto de este 
juicio con yacimientos de aquel mármol; e) ha nota 
puesta por el escribano ante quien pasó la escritura. 
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"es el que se lia tenido en cuenta para la confección de 
la escritura de venta" entre los litigantes, (circuns- 
tancia no negada por la aetora) es otro antecedente 
que excluye toda posibilidad de error. 

Óuo ni el contenido de la nota corriente a fs. 344 
subscripta por el representante de la sociedad modifi- 
cando el primer ofrecimiento, ni la de fs. 358 por la 
cual se reconoce al Gobierno de San Juan el derecho 
de extraer v utilizar gratuitamente de las canteras de 
marmol trávert'mo de "El Salado" el material que 
necesite para revestimiento de loa hoteles que deberán 
construirse en los balnearios de aguas termales, no al- 
tera la conclusión anticipada. En cuanto a lo primero 
porque la frase "con su» tierras en él perímetro corres- 
pondiente" no permite pensar que las termas tuvieran 
una delimitación propia, distinta de la señalada en la 
escritura pública y que abarcaba Ins cuatrocientas caa- 
rcuta hectáreas dol Moque primitivo con deducción de 
las 78 correspondientes a las canteras. Y en cuanto al 
ofrecimiento de piedra o mármol, porque resta siempre 
por saber si aquél había de extraerse de las canteras 
reservadas por la sociedad o de los yacimientos existen- 
tes dentro de la superficie vendida al Gobierno de San 
Juan. Kin dndn lo más probable es lo primero pues 
resultaba más fácil y económico extraer el material 
de una cantera en funcionamiento que inieiar una nue- 
va como lo expresa Aust a fs. 201 vtn. explicando por 
qué su padre no extrajo piedra nunca de otro lugar 
fuera de la cantera en explotación. 

Que el conocimiento de la existencia de piedra en 
el campo vendido al Gobierno con antelación al 5 de 
enero de 1¡>»7, fecha de la escritura de compra-venta, 
se compadece mal con la existencia del error invocado 
¡tora. Tal error sólo resultaría posible 
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mediando una grave negligencia por parto de aquélla y 
en este supuesto le estaría vedado invocarlo con arreglo 
a lo dispuesto por el art. m del Código Civil. Lo 
seguro, lo natural, cuando se suscriben dos» instrumen- 
tos sucesivos, tan duramente redactados es atenerse a 
su sentido gramatical y lógico partiendo de la lrnse 
de que sus otorgantes y cou mnyor razón si nclúnn por 
representación, poseen información acalia<Ia de los 
hechos en función de los cuales el acto jurídico llegó a 

eoneiularse rornsahiseiile. De otro modo no habría aeto 

jurídico alguno «uva validez estuviera a cubierto de 
objeciones semejantes con grave [laño para la cstabili 
dad de los derechos. 

Que la eunveiieióii interpretada con el Criterio sefui- 
Indo es también la unís verosímil. Si de neuerdo con la 
tesis de la nctorn la intención de los otorgantes de Iris 
instrumentos hubiera sido excluir de la venta respecto 
del eani|K) "Kl Salado" toda la piedra comprendida 
dentro de las 440 hectáreas de su total extensión lia- 
'rían podido suceder una de estas dos cosas: o el 

manto de piedra cubría toda la suja-rrieie o ésta se imi 

rin-iitra salpicada de yacimientos más o menos grandes 
|.< ra .-lisiado» uno de otra Kn el primer cuso resultaría 
inverosímil que se vendiera un campo de %) hectáreas 
sis tjUC el comprador, 110 obstante haber recibido la 
¡radición, pudiera disponer de una sola de ellas en su 
Ch liria d de propietario desde que según la interpreta- 
. ¡ñu i\t'\ vendedor todn la superficie» le pertenecería 
e- •'•„ - vamente. Kn ia segunda hipótesis se liabrían ad 
(toiriib* |H)r i?l Gobierno ;tl>] nectareas de campo en un 
Ifllp ' n. erradas dentro deí perínietro determinado, y 
j.íhIi -i MK-edei 1 ijiie aquél 56 eneonlrara dueño en cambio 
lie -ólo una Mcrie di: rétanos con límites distintos, dis- 
Irtf UidoS con arregío a la variable fantasía del yaei- 



DE Jl-STim DE L\ NACIÓN 



miento. Es indudable que si ésa fué en verdad la inten- 
ción de la actor* (a escritura debió redactarse en forma 
completamente distiuln y, si» embargo, lejos de for 
mular observación a bu ripéelo o negarse a firmarla 
la seiscrihió dando luepío la tradición del inmueble. 

Que las palabras "exceptuándose las cantoras de 
piedra <»ulmt Humada travertino de los Andes ubicadas 
tu e.1 campo "101 Salado", empleadas por la ley pro- 
vincial X* 750 no pueden pues referirse a toda la me- 
dra t, mármol contenidos en tus 4411 hectárea» sino a la 
propomómida por In» cuuteras Pñ explotación en la 
tedia de la sanción de l¡i ley, lucRO niñeadas por el 
Ing. Flores en la parte sudoeste <le la propiedad, como 
se ha dicli... IW observaciones más patentizan la c-on- 
clusión «Ifi qB9 i»> promedió error: n> Si la reserva fttá 
de toda la piedra eomo se afir..;:', el cennprador dehi-i 
esperar que aquélla BB extrajera para ejercitar su do- 
minio «obre el campo y eomo ninguna cláusula de la 
escritura fija tiempo para eso, aquél estaría suspendido 
basta tanto el vendedor decidiera extraerla, situación 
contradictoria «pie comportaría la negación en la prác- 
tica del derecho real que la escritura lia tenido en vista 
transmitir; //) Kl campo se lia adquirido porque existen 
en él liguas termales y paro explotarlas el ail. 4 o de 
la ley 8* 750 ordena so proyecte la construcción de un 
|,l)tel en "Kl Saludo" con instalaciones, jardines, cen- 
tros de turismo, etc. Para cumplir csHe programa se 
requiera suelo, tierra donde Atentar nom'U™ edificios, 
aquellos jardines, nquellaa instalaciones. Y si fuera 
exacta la interpretación <|ue la aetorn atribuye a la 
ley nada de esto podría liacorse porque perteneciéiidole 
el 'manto de piedra que OH algunos punios tiene <M'9 renta 
raéfros do espesor lá Provincia deherá esperar que la 
sociedad lo saque para disponer del suelo. Visiblemcn- 
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t? no sería compatible el error en que la sociedad dice 
hal/er incurrido con loa fines dcclaradoa en la ley. 

Que ea presencia de estos antecedentes y de las con- 
clusiones concorduntes señaladas por el perito único 
Ingeniero Central Justo la colusión del mármol sólo 
comprendió al que se extraía de las canteras explotadas 
eu el momento de darse la ley como lo proyectó el In- 
geniero Flores en el plano d« i's. 59 y fué aceptado en 
la escritura de conipra-venta sin observación alguna. 

Que las declaraciones de los señores Jlarotta fs. 
lí»6, Aust fs. 201, Capel'* fs. 208, Mallen Oil fs. 219. 
Kurió fs. 224, Potrono I's. 227, Podestá de Ooro fs. 24f; f 
Sbry fs. 248, Sáiicbez fs. 249 vta., Mnurín fs. 269, 
(¡ómez fs. -'80 vta., Vnnzán fs. vta., o son innocuas 
para modificar las conclusiones extraídas de las escri- 
turas o instrumentos públicos o priendas que han sido 
considerados; o las eonf i rniun remitiéndose a ellas; o 
testifican sobre hechos que pueden sor tanto de un mo- 
do como do otro, pero sin ¡.ifluii- mayormente en la 
prueba del error basada en la equivocación atribuida al 
Ingeniero Flores e invocado por la adora como causa 
principal de la demanda. Tic acuerdo ron las leyes «le 
la sana orítiea, entre el dicho a veces contradictorio de 
aquéllos y las afirmaciones categóricas del perito únieo 
en materias técnicas o de simple eomprol>nc¡ón en el 
terreno bau de prevalecer estas «Mimas por razone» 
obvias. 

Y considerando en cuanto a la reconvención : 

Que la Provincia de San Juan después de oponerse 
a la declaración de invalidez parcial del contrato de 
compra-venta a causa de error en el coasentimiento ha 
solicitado a su turno la nulidad del acto jurídico fun 
dada en que el representante de la sociedad anónima 
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Aguas Termales y Yacimientos Mineros ha carecido de: 
facultados para celebrar el acto, ni las ha tenido el 
Directorio que acordó la operación y mandó otorgar el 
poder oon que actuó el mencionado repreguntante. 

Que el Gobierno de la rrovincia de Han Juan se 
encuentra inlialiili tado para aducir esta defensa do in- 
valide?: desde que las ¡>or£onas capaces no pueden pedir 
ni alegar la nulidad de los netos jurídicos fundándola 

en la Incapacidad de In otra parte contratante. Así lo 
disponen de consuno lot* arta. 1048, 1049 y 11(14- del 
Código Civil inspirándose en el principio de que la ley, 
romo lo sonata QaYEHA (anotación al art. llfitS), sólo 
lia tenido en mira conservar y proteger los hiteresi_ a de 
los iin-ap^.!es y por ende, éstos nnii-aincntc, pueden re- 
clamar o renunciar e! beneficio introducido en su favor. 

Que es, por eonsiRiiicnle, innecesario examinar los 
estatutos soeiales y demás bis' ruínenlos para determi- 
nar si la operación de venta objeto de esta litis com- 
portó o no en substancia un é&Otbio on el objeto de la 
sociedad o un exceso de las facultades del Directorio. 

Kii mérito de estas consideraciones so rechazan la 
demanda y la reconvención, declarándose compensada* 
las costos ilo Una y otra. 

Notifíquesc, rcpúiiKaw el papel y «relávese en su 
oportunidad. 

Roberto Kkpktto — Antonio 
Saoarna — Luis LWAttEB — 
B. A. Mazar AbCHOKWa — 
H\ Hamos Mkjía. 
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ACIUAS TEKMALES Y YACIMIENTOS 
v. PROVINCIA DE SAN JUAN 



¡XTHaUSESj J>r»c t ,lcn, ia M robra. Mura. 
IMEIcKSKSi ExthtdáH del derrcho al cabro. 

No habiéndose probado que existiera interpelación para 
constituir en mora al comprador por las cuotas, del precio 
que debía pagar sin intereses, y habiendo recibido su im- 
porte el vendedor 
carece de derecho □ . 

aqpéüaá. 

COMPttArEfítA- 
t'OXT HATOS. 

La demanda promovida por el vendedor contra el com- 
prador con el fin de obtener la dcvoliit-ión de gran parte 
de las liecras enajenadas, crea una situación equivalente 
a la que plantea la acción reivindicatoría, a los. efectos de 
autorizar al comprador — que hasta entonces ha paitado 
una parte del precio suficiente para dar por cumplida su 
obligación sí la restitución prosperase — para suspender 
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Buenos Aires, noviembre 6 .le 1940. 

y vistos: LA causa seguida par Aguas Termales y 
Yacimientos Mineros contra la Provincia de San Juan 
SObrc «apto de cuota* adeudadas por adquisición do 
(ierras, de la cual resulta: 

(¿lie u fs. -49 comparece don Waldino Kiartt* en re 
presea laeíóu de la sociedad nombrada pidiendo, en mé- 
rito de lo dispuesto por los arts. U!»7, 1198, 1201 y 
concordantes del Código Civil y de los antecedentes que 
relacionará, «e condene a la Provincia de San .Juan a 
pagar las euolas dclmlas hasta el momento de la demnm- 
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da y las vencidas en la focha de «Helarse la sentencia; 
y, además, los intereses sobre el capital que representa 
cada cnola desde hi fecha en que debió entregarse y 

liaste el momento del cobro verificando la liquidación 
teniendo en cuenta que cada una de aquéllas debió pa- 
garse et.n su cupón normal al tiempo del pago sin retar- 
do y, por fin, a pairar fóS ¿rosto* do la» protesta* y las 
costas del juicio. 

Que la ley X u 750 de San Juan sancionada en alfos- 
io de l'XM' autorizó al P. K. para adquirir de la sociedad 

nctora las fuentes de flgUAfl minerales "Pismania", "El 

Salado"' v los fangos curativos de "Pozo Bravo" con 
ta extensión de tierra que ellas comprenden de propie- 
dad de la sociedad exceptuándose la piedra caliza lla- 
mada "Travertino de los Andes". El precio do tal ad- 
quisición fué determinado por el art. "J del contrato en 
M¿n, ñOO.OOO en título* de la ley N» 724 del 4 i¿ % que 
ingresaren a la Provincia de acuerdo con los «rts. .1K 
y 3¡í ilc aquélla. Kl paso aera hedió por cuotas; $ Jíi.OfKi 
al escriturarse y $ 25.000 por mes hasta su cancelación. 

Que el (ioliierno ile la Provincia. 80 ha atrasado en 
el palio de las cuntas adeudando en este momento los 

meses vencidos correspondientes a octubre, noviembre y 
diciembre de 1!>3" y enero, febrero, marzo, abril y ninyei 
de lí>.'«, vale decir, ocho cuotas <pie representan la can- 
tidad ile mtn. 200.000 en títulos. V además como los 
títulos entregados deben serlo con cupón corrido la 
sociedad desdi- el momento que los recibe oblicué UB 
interés; el atraso en el pago significa «pie ese interés 

se suprime. Kl monto del interés que reclama resultará 

de ta sentencia que oportunamente gft dicte y de la li 
quidación eorres|H>ndient<> donde pide se computen los 

demás perjuicios provenientes de la mora en el pago. 
Que corrido traslado de la demanda, fs. 54 vta., 
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fué evacuado a fs. 73, planteando una cuestión previa 
y pidiendo subsidiariamente el rechazo de la demanda 
en todas sus partes con costas y exponiendo: 

Que es exacto que la Provincia ha pagado a la So- 
ciedad adoro puntas de m$n. l>5.000 cada una del pre- 
cio establecido en la escritura otorgada en San Juan el 
5 de enero do 1!>37, auto el escribano Rodas, Je compra- 
venta de ciertos bienes. El pago de* esas cuotas se efec- 
tuó cu San .funn al Banco K^pañol del Río do la Plata, 
apoderado de la actora con ese objeto, sin que se for- 
malizara reserva, protesta, ni salvedad alguna en el 
acto del cobro. Por eso y porque la sociedad no había 
puesto en mora a la Provincia | ns pretensiones de la 
demanda reapeeto de los intereses y resarcimiento de 
perjuicios que se atribuyen a demora en el pagó care- 
cen de fundamento con arreglo a los nrts. 509 y 824 del 
Código Civil. Iwis protestas hechas en Buenos Aires 
después de recibido e! pago y de otorgado por el Banco 
Kspaüol del RÍO de la Plata el recibo que comprueba el 

cumplimiento do la obligaeión legal no pueden hac er 
renacer ni revivir un derecho que de baltcr existido ha- 
bría quedado extinguido o renunciado, 

Que la suspensión del pago de las nuevas cuotas 
devengadas es una eojiseeuenciu natural de Imliersc 
puesto en cuestión |»r parte de la sociedad actora la 
validez y alcances de la compra- venta cuyo precio está 
representado por esas euotas. I,a demanda importa el 
ejercicio do una acción equiparable a las qué según el 
art. 1425 y 1426 del Código Civil autorizan al compra- 
dor a rehusar el pago del precio mientras no ¿e declara, 
dice, la nulidad o validez del contrato, esta acción por 
cobro de parte del precio de In cosa vendida no puede 
prospera r. 

Que a fs. S.'í se resuelve la acumulación de esto expe- 
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(líciiU- al seguido soltrv validez del contrato de coin- 
pra-vcnta, conforme al jtodido formulado |>or ol icpre- 
sentiiute tlP la Provincia de San Juan, y 

< 'onstdcrundo ; 

i¿w la resolución de fs. 83 ordenó la acumulación 
de cslos «utus seguido* por la ¿sociedad anónimo Aguas 

Termales y V acimientas Mineros contra la Provincia de 

San .liiiin sobra cobro do cuotas al juicio seguido catre 
las mismas ¡jarles N« 205, letra A., año 1338 sobre de- 
volución do tierras y cobro de jkvoa. Kit la I'wlia se 

dicta sentencia definitiva en este último y mu arreglo 
a los tenniiius de la ojiada resolución de tst, SI! corres- 
pondí- también hacerlo en óste. 

Que la f¡otilenoi:i pronunciada en el juicio principa) 
•pie reelia'/a lauto hi noción interpuesta por la sociedad 
«•oiilra l;i Provincia romo la reconvención deducida i>or 
osla contra ¿iniiélln, onnliciie el punto de partida ucee 
aurio para decidir CBlá contienda,, n suIkt, la subeífl 
tenéis» y validez del eontrntn di- compraventa celebrado 
entre la sociedad tortoro y la Provincia <lo San -hian 
oo! cual nace el de rocho <|Ue ejercita a«|liéll¡' ftl pedir 
el pago de parto del precio, lo* intereses y |os perjuicios 
emergentes do la inora en «uto la demandada lia in- 
currido. 

QW do acticrdu con ol arl. 2? di» la loy X" 7")rt so 
convino eit que el precio de l«s bienes inmuebles y 

machios adi|UÍridos sería el do nr$n. 500.000 en tíllalos 
de la loy N u 724 tpae ingresan n la Provincia en con- 
iSCpto de Jo* arts. 3« y .'ü» de la minina ley — fr. .'146 
expediente X o 203, letra A.— recibiendo de ésta al 
fárnmrsa la escritura la sania de m*a. 25.00(1 en títulos 
valor nominal debiendo abonarse ol resto on títulos 
de la ley X- 724 valor nominal, on la siguiente forma: 
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veinticinco mil pesos de igual moneda o sea con los 

rcforidoa títulos pagaderos del primero al finco de 

cada mea sin intereses hasta su total caiiceluciÓEi — fs. 
:t5 y ai¡ del expedienté N" -05, letra A. 

Que do acuerdo con lo afirmado por el ador y lo 

reeeiidéiíto por la Provincia do San Juan en .'1 escrito 
de til. 7;"> de- las veinte cuotas en que Fué dividido el 
precio de m$n. olJO.OtH) Italiían sido satisfechas hasta 
el momenlo de deducir la demanda, el ÍJ de mayo de 
liQ>, las nueve cuín pi elididas, entre los meses de. enero 
y septiembre inclusive de 19ÍÍ7. Hallábanse pendientes 
de pa^O las ocho cuotas comprendidas entre los meses 

do octubre de VXil y mayo inclusive de lí'38 y en el 

momento «le presentar el alecto (f* 4<Í* J > aun no ¡lu- 
dían vencido las correspondientes a loa meses de ju- 
nio, ¿tillo y agosto pera se pedía se condenase también 
a su jtaso si al dictarse sentencia no hubieran sido 

satisfechas como Im sucedido. 

QtíO acerca de las ocho cuotas a que se refieren las 
protestas acompañadas no habiéndose probad a que 
ejíhstícra interpelación judicial para constituir en mo- 
ra a la Provincju de Han Juan, el actor carece de de- 
recho para reclamar los perjuicios derivados del atra- 
so en que puedo haberse inenrrido al pairar cada una 
de ellas atento lo dispuesto por los arts. 509 y G_>4 del 
t'ódiiío ('¡vi], l¿» cireiiiistniiciji de que al recibir los 
{¡lulos de manos del Banco Kspañol en esta Capital 
se labrara protesta nnle un cscrihano de esla Capital 
no influyo cu tal solución porque lu interpelación a 
los efectos de la mora debe hacerse antea o en el mo- 
mento del pugo y éste había tenido lugar, en realidad 
días aules de la feclia de las protestas en la eiudud de 
San ¿nao sin reserva alguna por parte del acreedor. 
La regla general es la de *¡uc el deudor no incurre en 
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mora |>or el moro vencimiento del término salvo pacto 
expreso y no está obligado por consiguiente a indcm 
muir los (laños producidos por el roíanlo. Ks inilis- 

(htisuíiIc demostrar que bobo interiR-Inrión judicial 

exl rajudicial. I'or efecto de ésta el valor de los per- 
juicios queda inourpnrado ai patrimonio del acreedor. 
Cuaudo, en el caso «le las protestas acompañadas so 

lia omitido la üitarpefakctón recibiendo el capital sin 

observación la oportunidad de constituir en mora al 
deudor ya no existe. Tal es la solución que corres- 
ponde dar al reclamo en ooaeepto de perjuicios res- 
pecio de las OGhO cuotas pagadas de febrero a sep- 
tiembre dr 1!»:í7 inclusive. 

Que acerca de las o.ho cuotas restantes (la coni 
prendidas entro septiembre i!e 1 1*3 7 y agosto de lítfS 

excluidas las correspondientes a mar/,o, abril y mayo 
del último- año cedidas al Ha neo de la Nación) la inter- 
pelación de carador judicial existiríu a sil respecto 
coiislituída por la présenle demanda ya mío Do se lia dr. 
alustrado la existencia do otra anterior acerca de al 
iruna o al ir unas de las cuotas pendientes de pa«*o al 
tiempo de deducirla o sea el 8 de mayo de VXIK Pero 
debe observarle en cuaato a este patito que l¡) Pro- 
vincia ha manifestado que la suspensión c|J el pago 
de las euolas deriva del derecho «pie le acuerdan los 

artículos 1425 y 1426 3?) Código Civil y por cansí» 

líuieate no sería legítimo imputarlo mora ni darle efecto 
do interpelación a la demanda liasta taulo se decida 
la ■contienda planleada por el acreedor sobre In nulidad 

purcial del arto jurídico concertado por ambos. Cons- 
ta, en efecto, que la soeiodad acreedora lia deducido 
demanda pidiendo so condene a la deudora a devolver 
las tierras de "El Salado" que le fueron escriturad;^ 
y entreoídas por ella en toda la extensión en que oxis 
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la manto do travertino. La demanda vírtualmente 
abaren aú todo el campo y la posibilidad de su restitu- 
ción croa una situación legal equivalente a la creada 
por la acción «lo reivindicación. 

Que esa circunstancia y también In de i[ue la Pro- 
VÍncill liubía entregado ya lina parte apreciadle de 
Ülulos acaso bastante para que Se diera por cumplida 
la obligación del comprador de pagar el precio si la 
rwtitm'íóu prosperase, hacen de aplicación análoga jl 
sttLfihlicr el precepto citado del ari. 1425 y también 
las del VJl>1 del Código Civil y eso desde el mes de 
julio dé 1937 fecha W que fué planteada ni Gobierno 
do Kan Juan la perspectiva de este pleito— fs. 61 > 
tsiguicntes — . Kn estas condiciones lu mora de la Pro- 
vincia compradora en el pago de laa cuotas adeudada» 
sólo piulo nnper después tío dictada la hoiiI encía tlcs- 
estimando la restitución de una parte considerable de 
Ui que fué objeto de la venta. 

Kn mérito de estas <-onsiderncie.iic* se rechaza la 
demanda en todas sus partes, «W co*tas, sin perjuicio 
del derecho de la «clora para reclamar el pago de latí 
cuotns pendientes después que se baya notificado la 
sentencia dictada en la causa seguida entre las mismas 
parles y n la cual fótfl « baila acumulada. Notifique 
se y repuesto el papel archívese en 9U oi»orlunidacl. 

ROBBBTO líhl'KTTO — ANTONIO 
S\OAKNA — LUIK LlNAKES — 

B. A. Xazah Axcikwha — 

F. Hamos Me.. 
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ARTURO C'lAMBOTTl v\ ES 
MIXTA DK 

ukirnsn KxrK.witwxAKu*. Cn^hin mm «■* «"* 

lihu tú» Sn< itiml. 

Proeorle el recurso extraordinario respecto do la sen Ion «'ia 
contraria Al <l*r¡$»<> < 1** por rl recurrente en el art. 16 

ile la l'onsl unción Nacional. 

imtr li tf'h 

t.MM.XMH»' J>K f n.vi:ttrio 

jriiii.ArwSkti. 

I,:i empresa afiliada a I" «'"aja tic la l«y W 11 m >' 
cumple con la obíigación «leí aporte patronal* no puede 
Mr oblijwilii a pasar a mi* empicadas Jas iudemniftavuiiie" 
esial.P-oulos en la ley X w lX"2U, sin vimlur la garanda prc- 
visia en el art 1U do U CáñMiluefóli Nacional ranéelo 
de la igualdad de las carsa* publteaa y ¡inte U ley. 

DltTAMKX UEfc lWlUM)l>l¡ ÍJknkkai. 



Suprcnui Corto: 

I>c luf «utos uríncípnk'8 inulta que lft empresa 
<ií ii.;iiuliula planteo el cuso fattaft! n que mi ahido en 
el préseme recurso tü**eio desde- la contestación B la 
demanda (& 8), muntentcudolo en .segunda, instancia 
(cseriló de fs. -Jó). Siendo el fallo definitivo contra- 
rio 11 sus pretensiones, el recurso interpuesto a fs. 37 
lo ha sitio nuil denodado, y n^í correspondo declararlo. 

K.ll cuanto al fÓItdO del asunto, se trata de una 
cuestión reiteradamente resuelta por V. E. en 1S1 :21í>, 
y otros fallos posteriores. Aplicando la doctrina eil- 
toncos sustentada, correspondería revocar la sentencia 
ííe IV, -7 en cuanto pudo ser materia del recurso, decla- 
rando que la indemnización de despido autorizada por 
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ley ll.'ií'.J, u« es cxíkiI'Io por personas a quienes limita- 
ran las (liñ|)08Íc¡oiK'« da la ley 11.110. 

No considero oportuno estudiar cu qué forma, si- 
quiera indirecta, pudiera afectar a esn doctrina la ley 
X" ÍSM7 reíientemelilc sancionada como ampliatoria 
de la W 9íi88i por cnanto la cuestión no lia nido plan 
tonda en autos y se trata de hechos muy anteriores. — 
Buenos Altes, octubre 10 de liMO. — Jttan Alvarcz. 



FALLO DE LA COKTK ÍÜWÍEfcá 

Buenos Airo», noviembre 8 de 1040 

Auto-s y Vistos: Considerando i 

<¿ue planteada oportunamente una cuestión fede- 
ral de las enumeradas en el art. 14 de la ley H* 48 - se 
invocó en apoyo del derecho ifa Id demandada, el art. lfi 
do ln Constitución Nacional — el rceurso extraordinario 
denegado a ta. .'!7 vta., procede, corno por lo demás asi 
se lo lia decidido on casos análogos —Fallos: 1/0, 

181, 219-. 

V considerando en cuanto al fondo del litigio, por 
no ser necesaria mayor substanciación: 

Qíne la doctrina de los precedentes eitados es ín 

compatible con ln solución aceptada por el fallo en re- 
curso, respecto del punto constitucional resuelto. En 
efecto esta Corte ha decidido ojue las personas sujetas 
al régimen de la ley N' 11.110, carecen de derecho para 
solicitar la indemnización prevista en la ley N° 11.729, 
por cansa de despido, porque la solución contraría no es 
conciliable con la garantía prevista en el art. 16 de la 
Constitución Nacional, respecto de la igualdad de las 
cargas públicas y ante la ley. 

En su mérito y de acuerdo con el precedente dicta- 
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men del señor Procurador General, so revoea la sen- 
tencia npc-ludn (tó fó. 3% eli lo que lia sido objeto <3c 
recurso extraordinario. Ih'uinsp saber; devuélvanse ul 
tribunal de su procedencia ; rep¿nga6e el papel. 

TO lÍRPKTTO — ANTONIO 
RacíAKNA — ÍÁJIB LlNAltKS — 

R A. Kazaí, AJítíttOWMA — 
F. Hamos MbjÍa. 



WAIiXKIi BROS PICTUKKS IMO. 

KA !. 



BECVfíSO OH OIS A RIO ¡>E AI'Kt.M IOS i Com- . Jmiio* cu 
quf la Sttríñn rs parte. 

Es procedente el recurso ordinario de apelación contra las 
semencias definitivas prununf indas «le \m juicios promo- 
yido* «entra la Xflción sobre «petición de ihipwftto a l« 
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Suprema Corte : 

En la presente causa seguida l>or Warner Bros Pic- 
Fírat National I'ieturc Jnr„ y Tt» Vitapliome 
contra ei Fiseo Nacional, sobre devolución 
do impuestos a los réditos, las sociedades actoras, han 
dedueido recursos ordinario y extraordinario do ajK- 
laeion eojitra la sentencia ilc fa. ' 7, que desestimó to- 
btlruente su demanda. 

El primero les fué denegado, y se intenta ahora 
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por vía dírceln. Xo corresponde abrirlo, y pido asi lo 
declare V. E.„ desde que el art. 53 de la Ley 11.683 sobre 
impuestos a los réditos y las transacciones, aplicado 
por la Cámara Federal u fs. 197, solamente admite para 
ante la Corte Suprema la tereera instancia rxtnmrdi- 
ikii tu a que aluden las Leyes 4K y 4(155, en cuanto pro- 
cediere. Por lo demás, aún abriéndolo, cor responde ría 

confirmar el Tallo apelado, por sus fundamentos y a 
mérito do las defensas (pie lia lieelio valer en autos el 
Ministerio Fiscal. Subsidiariamente, formulo petición 
en tal mentido. 

En cuanto al recurso extraordinario, lia sido mal 
concedido, pues como lo adelantaba con toda exactitud 

a fu. íiO t'l Señor Procurador Fiscal, sólo podrían ser 

materia de delmte cll el juicio, cuestiones do hecho y 
prueba. I-a tramitación ulterior así lo ha comprobado 
Os- 1-15 y puntos I n IV del escrito de demanda). 

La acción iniciada tiende simplemente a que se 
modifique una estimación de la renta [fe las sociedades 
demandantes, hecha de oficio ¡ior la Dirección de Im- 
puestos a los líéditos cu base a lo que resulta «le la 
documentación del expediente administrativo, agrega- 
do por cuerda floja, Para demostrar I» pretendida jus- 
ticia del reclamo, solicitaron aquéllas se abriera la cau- 
sa a prueba; y mi parte ha hecho notar, con razón, que 
la- producida resulta completamente ineficaa. Así lo 
declara la sentencia definitiva de fa, 187, y sus funda- 
mentos s»m referibles a no halier probado las aetoras 
lo que afirmaron. Kn base a ello, no eal»e abrir discu- 
sión sobre cuestiones de derecbo federal relacionadas 
con la interpretación o aplicación de la ley sobre im- 
puestos a los réditos, pues todos los supuestos on que 
so colocan aquéllas sobre preteudidus violaciones, de la 



Constitución Nacional (escrito de 
infundados. 

pjdp en consecuencia se declare mal concedido pa- 
ra ante V. tí. el recurso extraordinario entablado en 

esta eanao. Kn «-aso do admitirlo V. E., Boltólo por lo** 

fundamentos expresados precedentemente, se ciuifirtTio 

dicha sentencia, con cosías. — Buenos Aires, julio 22 
. . ■ 
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Buenos Aires, noviembre 13 de 1!>40. 

V Vistos: lx»s die| r-ecurso de queja deducido por 
Warner Bros Pictures Ibc y otros en los autos segui- 
dos contra eí Fisco Xaeion»! por devolución de impues- 
to a los rédito*. 



1* Qw \k sentencia de que se recurre que eorre a 
tu. 1!'7 de los autos principales deniega el recurso or- 
dinario "fitentp 1" dispuesto cu el art. 53 de la ley 
11. M (T. O.)" >' concedo el rceurso extraordinario. 

2* Que el citado aTtíenlo dispone: "Las senten- 
cias dieladas eU las causas previstas en esta ley, como 
las diet&dB9 mi 1*9 <'Jiu*as por ejecución de la* mismas, 
pon definitivas, pasan en autoridad de cosa juzgada y 
no auformiu el ejercicio de la acción de notición por 
ningún concepto, sin perjuieio de los re<'iir>os 4110 auto- 
rizan las leyes 4S y i.o que claramente expresa 
que pueden deducirse ej recurso extraordinario esta- 
blecido en el nrt. 14 de la ley 4K y el ordinario en los 
casos previstos e* el art. 3' de la ley «55, cuando, co- 
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mo cu el cas» en examen, se trate de una sentencia deft- 
nitSra Cjl Wa íSÍÚia en que el FÍ9CO es parte y siempPB 
que i*! valor disputado exceda de cinco mil pesos. Pura 
la única innovación en materia de recursos que- eon- 
tíülie la |Ky ll.liíCÍ, frftmo lo Jijo el iniemhro informante 
de la comisión de Izi Cámara de Pijmludos. .señor Abra- 
luim de ln Vega, se refiere a la creación de un recurso 
nilminísiraiivo. I)!ju entonces el eitailo miembro io- 

formnntc- • "Hay dos novedades prinei pales en este dea- 

pnelirt. l'na que salifica la creación áó un recurso 
desconocido en nuestras leyes fiscales; y otra, la elimi- 
nación do disp'isicio-iu's que son consideradas perjudi- 
ciales. Iji creación a que me refiero es el recurro ¡idini- 
nistrativo, < | ti*' iKiluralmente va hasta la vía judicial, 
que st> Califica con el nombre de oposición, en virtud 
del eual el coiitríhuyenl-e, antes de ipn i llegue la Í-wmíí 
del vcneiniietilo del ini|iiiesto, ¡mede presentarse a dJe- 
ducir ante la autoridad administrativa, .-na el recurso 
ante la vía judicial, oponiendo .sus reparos al Impuesto 

en la parle que le es ¡lertinenle, lo ijue significa un 
pi-iueípio nuevo y excelente, «Je carácter preventivo, 
i ii beneficio del contribuyente y (pie le da los medios 
i\o ]Wnler defender sus derechos con mayor amplitud 

que en lit formn muy estricta en que adualineiile pue- 
de hacerlo cuando <-"* demandado por la vía de apre- 
mio". La otra novedad se refiere a la supresión de las 
denuncias, por su carácter odioso y por eoiisidorarln 
peliifrosn tratándose de leve* i|uc Hf aplicarán por prí- 
leM-i a vez en el país, < Ver Dtariú S'^imirs, (Viniurn 'te 
Diputados, nño VXi'2, tomo 7, pag, -Sil ). Lucjro, ni con- 
»Ídci;irsc id artírulo ."j.'í nada se dijo en 1« (Vmiara da 
Diputados ai en el Senario, que limitara e| recurso or- 
dinario, al que expresamente se ha referido H <-¡tndo 
aii. 53. 
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Ktt de advertir quo eala disposición concierta coa 

el art. 1* de la ley 12.151 (35 del T. 0. de la ley 11.683) 
que dice: ""('onlni Ins resoluciones que dicte la Gerencia 

en los rasos de esliuuveiones de oficio, recursos de opo- 
sición o repctiuóii di' impuestos y multas, el contribu- 
yente podrá ¡ii1er|)ont'r recurso <!'• recoasidi-ración den- 
tro de los 1.1 días el que ik'U»rú ser deducido ante la 
tiorencia..., ele. No ¡nlriponiémlnse el reí-tirso en el 
lérrniiio señalado, bis; ivkoIik-íoik-» se tendrán por fir- 
mes y pasadas cu autoridad de cosa juzgada, salvo el 
raso que i*l i uleréenlo rcciiri'a dit'cctjiiitenlo ante la 
justicia. . ■ " etc. Y asimismo con &ftc (•*- <M 3\ **- 4? 

fu ley nuc di- pone: l'odrá interponer*»- deman- 

da i'oiili'a>'iosn contra el Fisco Nacional ante el Juez 
Federal ivspcclivo. . . e) Kn los rasos de repetición de 
impuesto. Y con el art. 50 de la ley 13.683 que refiere el 
recurso de apelación note la (Vimara Federal contra 
las senlencias de los jujees federales <¡uc manda» pa- 
gar una siimn superior n $ 500 moneda nacional. 

En su mérito y oído el señor Procurador General 
se declara mal denegado el recurso ordinario, y so lo 
coréele. En consecuencia, autos y a la ofíeina a loa 
efCGtOfl del nrt. de la ley 4055. Señalansc los Lunes 
y Jueves o el siguiente día httbll si alguno de aquellos 
no lo fuere para notificaciones en Secretaría, llágase 
saíier y repóngase el papeL 

K-OKKItTO lÍKI'ETTO — Antoneo 

Kaíuhxa — Lruí Linares — 
P, A. Nazaii Ancuorkna — 
F. Ramo* Mkjía. 
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DAVID D. SOBETAY 

JURtSlUCV/OX: Conftirlo* ealm jueces. 

Planteada una situación contradictoria que al no tener 
Eoluoión dentro de las orean ilaciones judiciales respectivas 
privaría de justicia al recurrente, procede- la intervención 
Se la Corté Suprema para dirimir el conflicto. 

MttíSDICCtOX: Futro orrfmflrm. l*#n camnnn. En gmoti. 
La justicia ordinaria es la competente para entender en 
la inforrnat'ir-n sumaria tendiente a justificar el nombre, 
apeiiido y verdadera nacionalidad de una pcrs<ma. aun- 
que sea promovida con el objeto de solicitar oportunamen- 
te carta de ciudadanía argentina nntc la justicia fe- 
deral í 1 ). * i 



COMISION DK FOMENTO PK -SANTA TERESA 
v. AN'TOMO CODO ttl'IUES 

KECVRSO EXTRAORftISAHrO; 8tnt**tia >^fSmiiia. 

El recurso extraordinario no procede respecta de las sen- 
tencian dictadas en juicio» de apremio sim» cuando, apar'^ 
del cumplimiento de los demás extremo* del art. 14 de la 
ley gl 48, por las partipwlaridartw da la causa laica — 



nunciamientns pueí 
ración ulterior. 

tiECVWW EXIRAOHlUXAItrO: StHfntíá thfinitica. 

Para que la sentencia dictada en juicio de apremio cense 
un agravio de imposible reparación ulterior —a los cfei-tos 
del reclino exlrawrdiiiitrio— « requiere que el daño, cuan- 
do es económico, sea de importam-ia lal que no quepa otro 
procedimiento para la dlW del derecho IttiMtt 

afectado. 

EXTRA OlllHS AUfO : SrnUtieia definitiva, 

No procede el reeurso extraordinario contra I» sentencia 
que en juicio de apremio condena al recurrente al papo 
de una multa de cinco mil pesos. 



lí .i» iímo. Ver 

ibi; nfi m. Wi >*». 
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Dictamen krl Procurador Obnkrai. 
Suprema l'orte: 

í,ii Comisión do Fomento del pueblo Santa Teresa, 

en lii Provincia ti*' Saflra Fe maationa d««te tes ul ; 

gtfn tiempo dfsiiik-liiíonciiis con el señor Antonio Codo 
HuhUv, concesionario del servicio de alumbrado local, 
consistiendo una de «-Mas M) í|in' ItO fe abona ©i BlITOÍtós- 
tro de rncrgín eléctrica, y por tal razón lia sido llevada 
a loa tribunales, que la condenaron al pago do quince 
mil .•ionio cinco \*m (sentencia de h. 32, 2'J de mar/o 
del año jasado). Pocos mases Birlé» la misma i 'omisión 

habíll »rd*.na«lo sellar tódo* los medidores de electri- 
cidad existto.tes en la comuna, a fin $6 controlar SU 
f.m.ioimntiento; y como se ut^Lin Cató Kubíes 
haber levantado lo.s sellos, aquélla le impuso una mul- 
ta de treinta pesos jaor <n.U medidor, weeodiando el 
total dé la sanción a Cuatro mil novecientos veinte peso» 
(marzo 4, fs. ll!, REp. 3idm¡ni*1rat ivo anexo), l'li reCBréÓ 
coidfliriofso administrativo .pie llevara el empresario 
aiile el Superior Trihuoal de Santa Fe, fué desestimad») 
por razonen procésalos (fs. 17, id.)- 

Entrotanto, la Coniíttátf de Fomento (le Sania Te- 
men inicialia apremio por cobro de Ifl mulla y las eos- 
tas (| 5.720), trabando embargo sobre ntóquínariaa da 
la usina (julio V de 1330, fs. 19 exr*. priOcifmU. Ba e» 
¡tóelo planteó el presunto deudor cuestión de eonstitu- 
eionalidail atepnito no existir eláusuhi contr¡iHonl al- 
guna, <|UC uutoriwira sancione* de 1al tipo, ni tampoco 
disposiciones leudes mileriore* al liecbo, por lo . nal 
8C lo había |tonado con 000 ordenanza m-posl faclú. 
Sin Mbb¿l£o ¿1 »M WWtá ^aBtC la ojeen- 
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ció», y es contra su rallo que se 'trac ahora por vía di* 
rceta el presente recurso extraordinario. 

tk Corte tione resuelto nue si bi«| en general las 
seuteneias dictadas en juicio de «premio no son defini- 
tivas, corresponde ar.rir el recurso cuando no hacerlo 
pudiera causar perjuicios irreparables al ejecutado 
(185 : IKK), i Loa causará el remate de la usina, a pe 
dido di una Comisión de Fomento que liasta donde es 
Wm advertirlo, carece de reeursos aún para pa^ar 
al propietario de pan ll^ina lo que le adeuda por sumi- 
nistro de la energía eléctrica £ > n ella producida! U 
cuestión es de licclio, y como «al, < IU eda librada por com- 
pleto al prudente criterio de V. K. 

Me limitaré, pues a expresar, que de abrir el re- 
irso, será conveniente traer a la visla el MDtrato de 



concesión. — 



FALLO DE LA CORTE M'PKKMA 

Buenos Aires, noviembre n de 1940. 

Autos y l'istos: Considerando: 

Que según es jurisprudencia de esta Corte — Fa- 
llos ¡ I. 182. pá* m-, i. m, pág. jsa - el recurso ex- 
traordinario no procede respecto de sentencia* dicta- 
das en juicios de apremio, sino cuando aparte del cum- 
pliinieiito de los demás extremos del art. 14 de la lev 
W por las particularidades de la causa, tales pronuu- 
enmuentos puedan catear agravio de imposible ropa- 
ración ulterior. 

Que desde luego, para llenar este requisito, cuan- 
do el ürravamen que produce el fallo a Hado es sólo 
e-onómieo, se requiere que el misino sea de importan- 
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cía lal que no quepa olio procedimiento para la defen- 
sa di'l derecho del litigante afoetado; que el recurso 

di rocío a cata Corte, porque de otra manera se habría 
encontrado el medio de someter a la revisión de esta 
Corte la gene ral ¡<3ad dé l;is s«-n1i- m ua> do apremio ite los 

tríboimles del país. 

Que el so)l(i cobro de una mulla de alyo más de $ 
ri.(MH) in'n. no reúne las enractcríslicas ipie precisan los 

pr<e»,lent«-s considerandos. — Fallos t. 184, pñg. 72{ y 

euusn: "Fisco v. Amallo", s/apremio. 

Kn sti mérito se desestima la queja interpuesta por 
don Antonio Codó Rubíes. 

Hágase saber; devuélvanse Ion cxpcdicilcn «pre- 
gados al Tribunal de su procedencia. Repú-ngase el |«- 
pel v archívese. 

RoBKUTO lÍH TKTTO - ANTONIO 
•SaiíAÍINA Lt'IS LlXAltKS 

ÁHCHOBMia — 




ROCA Unos Y CÍA., v. PROVINCIA DE SANTA KE 

JOJUSawCIOSr: /wírffeí*» origimirm. faumas rn ./"«• e» r» r i* 
vn.t jiinrim ia. í'wftliBHffl tow'Ulttctonalí'i. 

Procede la jurisdicción originaria de la (Vrie Suprema en 
una demanda contra una provincia por iiu'oiislihleioba- 
lidad del cobro de impuestos. 

PAGO : l'aiio con prolt'la. J-'orma. 

I4» objeción constitucional en que se fuiula la protesta ilel 
palio de los impuestos debe hct expresa, en el senlido de 
que óVhe indicarse que el fundamento de la resistencia del 
contribuyente es el considerar iueonstilueionul el impuesto 
que pupa. 
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CORREO* Y TELEGRAFOS, 

ISJPt'KSTOS; Facuitailen nn¡ 

PODER LrlGISLA TIVQ. 

PROl' ISTIAS: ftKüMn í*jhm&&* 

RADIO TKLKFOX I A . 

Lo.¿ estaciones radiodifusoras que unen a un territorio fe- 
deral con una provincia, a dos provincias futre ellas, o a 
un punto cualquiera de la Nación con un Estado extran- 
jero, están sujetas a todas las obligaciones y gozan «le to- 
cios los derechas establecidos en la ley N B 751) >/2- salvo los 
que hubieran sido ex prona mente exceptuadlos, y se bailan 
comprendidas en las previsiones del art. 67, ines. t'A y lf> 
de \n Constitución Nacional, por lo <|ue el CpB£tB90 lia 
podido acordarles la exención prevista en el art. 15 de 
la ley N' 750 % on ejercicio do facultades qiu> deben ser 
respetadas por las proviueias. 

KAmOTKlMFOXIA. 

Los derechos que la ley nacional N* II. t autoriza 8 
cebra r a las eslaciones radiodifusoras smi excluyen tes de 
todo propósito de lucro o de renta de parte de la Nación. 

Í$PZBST03'. frcwRWfci (tápttiüüa. 

J VRISDICCION XACIOXAL V paOVlXClAli 

i*ot>Kfi legislativo. 

PRO\'/xriA." - : Fnml/mle* tw/w-ifíciM. 

I-a faeuliad de otorgar una concesión nacional o de ejer- 
cer jurisdicción del mismo carácter sobre bienes, personas 
o actividades en cuanto a su iniciación, organización y fun- 
cionamiento, no romporta necesariamente la correlativa 
exclusividad fiscal y judi» ¡al ; si bien el Congrega puede 
otorgar las franquicias a que se refiere el art. t¡7, ¡nc. Ifi, 
de la Constitución Nacional. 

coXfEsrox: "rim-ii»'* gemntte*. 

POKER JWS POLICIA. 

POUEH K&QISLA TIVO. 

provisciar-. 'itoém * ¡>»nr¡*. 

Las personas y empresas eoni'esionarias de servicios pú- 
blieos pueden tener bienes y desarrollar actividades que 
no sean directa, estríela o necesariamente parte integran- 
te de aquellos, y que no se hallan a cubierto- del poder 
fiscal o policial de la Nació», de las provincias. u¡ ile las 
* municipalidades, no obstante la franquicia de las leyes 
de concesión. 



Dfll LSTItSi J> multarte* mjmtÜic» 

1'iilH fSí'l AS: fue Mitades i.«j>osifn*<is. 

Las provincia* pimK'ii Imponer una lu-u a las corpora- 
ciones por el liwhp Ue tener a su ¿ervítio «n bien raíz y 
por el privilegio (í* ejercer mis franquicias <!*• (ales dentro 
del Kstailn. peni dio (lo ad.iiUil.le «.mn i-oilUicifin pro- 

i-HMi ha do quedar lilirad» a Lu» iih-cIum urdiuario* par* 

<>i cimbro del ¡inpuesto. 

COXSTtff'tOX XAt [OSA!.: f': t t'tita<u>iiali-h<l r twn*tit>u—- 

La pai.-nie tóbríuia p*t la pwvMa de Santa Pe a lis 

rátarióaes rad¡«difu.Mira» instalndas en su 1*-mii»n«. jira va 
■uta áctividatl aatorÍMdH por él GfehlírWo dfi lu Naeion f 
imparta una ri'iiul.i'-iói) i|p íini«*i<n>r* que epnipelCa a tSMi 



Dl. TAMF.N rWllIAia.U (¡KN KilAI. 

Suprema Cotí* ! 

|,o> señores límvi Hermanos y Cía. demandan n lu 
l*ruviiic¡¡i de Sarita l'V, por devolución «lo auntós dé di 

IliTü (|UT «P P»K»>W coneepto ile patente pura una 

esturión dítono ra de radio míe poseen ©n I» cradád de 
Santa l'V, iinpursln qm- reputan víolalorío de la» pws- 
rripcimies He varia* leyes iiaHoimles. y ©n toiisecucn- 
eia, ile la Con.stitueíón. Por la njateria tratada, el mm 
correspo-nde n la jiirisflieeíón originaria de \. >*. 

Kii manto Al fondo del asnillo, la demanda »p fun- 
da en qnjB el gobierno provincia) eareeiú «Je juristlieción 

para gravar eon ¡mpuostos lotéales un sor virio puesto 
bajo la jurisdieeión ejcelosiva del narional; y tnnilñén 
en que, caso de ser válido el impuesto, resultaría ira- 
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piicubú) dorante los diez primeros años (lo fancimui- 
micnto tic la emisora. 

Lo primero, no resulla demostrado. Kn su fallo 
hit- :10-í, csla Corte resolvió <jiie gravar ron el impues- 
to provincial de inspección de soeU-dades anónimas a 
las sucursales ile muí empresa telefónica nacional, lio 
OK viokilurin de las ntribueiojies del Congreso para ce- 
íflar el conier.io o loa correos, pues al establecerlo, la 

proviiii-ia uu 60 inmiscuye en el régimen legal tío J» 

eouipafiia telefónie». La situación contemplado enton- 
ces es equi parable sin <»st ucrzo a la netual, v uipií eomo 
Bilí nu puede pretendere que oí monto del impuesto 
tenga eaníct. r despropomoiiaclo o eonfisentorio, rapa/, 
üe impedir o trabar t-l iriterromoio de <ouiunicaeioiie«. 
I.a patente pagada por los actores se reduce B doseien- 

tos ¡¡esas «Mflalfcfo Xo se opone a tfsla solución l«> w- 

suelto en el r-asn 17:» : -JJ, ya (| „p entonces traUiha.se, n 
juicio de V. K, <|e contrato* .jue '■'empiezan a tener 
ejecución, se dc>enVue|ven y se cumplen en un campo 
reservado y | a jurisdicción administrativa y judicial 
de la Xaeión. . do ta! mudo «pie un impuesto provincial 
que grave una operación de este género, no puede de- 
cirle q»e respondí! a un servicio público, sea do policía 
y neguridad, *cn de justicia, prestado por la adminis- 
tración loeal. , . ¡ tampoco puede decirse que correspon- 
da a una actividad qne opera dentro del territorio de 
In provincia. . . **. Ninguna de vsn* condiciones poiieum 
en el sub jtídice: las oficinas de las hrondeasting se ha- 
llan 

inequívocamente instaladas en dicFio territorio, y 
reciben de la provincia servicios de policía y de justicia, 
y los emiratos que celebra la emisora ron ¡(articulares 
no caen por razón de la materia bajo la jurisdicción de 
los tribunales federales. Paréeeme obvio que la circuns- 
tancia de estar reglamentado el ejercicio de cíertast ac- 



us tima* i* w - Sl 
tividados por *'I gobierno [federal, no comporta excluir 

de la jurisdicción impositiva provincial fi quienes l«s 
ejercitan, pues di- otra suerte el solo hecho de dictar 
el Conen?8D «.'I í -ódi^o do <'«>inereio impedir, a íi las pro- 
vincias ¿•obrar patento u los (■omerem*iii\s, de! mismo 
modo que no podría cobrarías a los ¿bogado:;, médicos 
u otros diplomados por universidades nacionales, o a 
(08 itiiliistr¡ul(\s .pie ejerciten actividad*» de las que ftho- 
ra está Tc^lamoiiinndo el ^oliierno central, n simple 
mente explote» patéales o mareas expedidas por In 
misma autoridad. I.a mejor pruelia Je que la nación 
roncrptÚH válidos los impuestos provinciales, es que 
lin exonerado de ellos a Ins empresas telefónicas — y 
por extensión a las de radiotelefonía — durante eiorln 
número de nüos. y tan sólo durante ese término. 

Km esta última círcunslantía la qne a mi juicio pot 

dría haeer aceptable el reclamo del a-otor. si a <-|l<i no 
se oponen fallas de la prueba, materia ajena a mi dic- 
tamen. La ley X o 750 V'j, (aplicable roa arreglo a lo dis- 
puesto en las 44<1S y 9237) cowede en su art. ló <-.\otie- 
nieión de impuestos proviucinlcs a las empresas do 
trasmisión inalámbrica, por el término de diez nñn>s con- 
tados desde la Fecha do su («tablecimiento. Desde qui- 
no so lia opuesto taclia do in-nnstitnoionalidnd a esa 
•ión IckuI, ni tampoco so discuto que las cuotas 

estén fuera dol plazo aludido, solo resta cani- 
lla jo tal concepto, la demanda os procedente. 

PALLO DE LA CORTE St'PREMA 

Buenos Aires, noviembre 13 da 1ÍM0. 

Y vistos: líos autos sepiiidos en jurisdicción ori 
jpnaria por la Sociedad Roca Hermanos y Compañía 
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contra el (¡obiemo de t« Provincia de Santa, Fa por 
repetición de patentes, y 

Kc.su! lando: 

Que a fa. 23 se presenta don Salador (Jiovinetto, 
en representación de la firma nombrada, iniciando dc- 
manda ordinaria contra dicho Uohierno por devolución 
de m$n. 1120, intereses, costos y costas, cobrados por 
píllenles ile 1936, 1 Íí37 y 1938, en virlud de la ley 
X' 2455 de fecha -8 do enero de 1¡I33, «pie imponía 
iiiín. 200 por año y que estuvo en vigencia hasta c-1 
de enero do 1938, época en «pje se «lió otra ley reprndo- 
citfada la anloriar con mi aumento del 1(1 §6 sobre Jn> 
estacione» difusoras de radio establecidas en la Pro- 
vii.cin. (¿ue díclios patíos los hizo por intermedio del 

lia neo Provincial de «Santa Ke, bajo formal protesta, 

cuyos tcsiimijiiios acompaña correspondiendo a la es 
t ación L. T. 9 Radio Roca Soler, que sus inundantes 
tienen en dicha ciudad, calle 9 de Julio (¡* L'82,'1, la cual 
fui- concedida por la Dirección (¡eiu-ral de Curróos y 
TolégrafuH do la Nación por resolución de fecha (> de 
Mojil »lc 1931. (¿ue liasta l!(.'lt no sC le cobró impuesto 

alguno por la Provincia. Se le comenzó n cobrar en 
1935, de acuerdo a la ley antes citada; poro de este 
año pagó la patente sin protesta, razón por la cual no 
intenta repetirla. Que el expolíente considera groe, tan- 
to una como otra ley, son inconstitucionales, porque 
estas instalaciones son acordadas por el P. K. de la 
Nación o por la Dirección General de Correos y Telé- 
grafos y se rigen por las leyes Xos. 750 i£, 4408, 9127 
y por el Reglamento de Ratrfocomunicaciones del 3 de 
mayo de 1933. En efecto : la ley N» 4408, art. 1\ decla- 
ra comprendidas en la loy NT* ?íín i¿, n ] a s empresas de 
radiotelefonía y de teléfono que liguen un territorio 
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nacional con una provincia, dos provincias entre sí o 
un punto cualquiera de la Nación con un Estado ex- 
tranjero, y en virtud de ello el Gobierno de la Nación 
ha reglamentado lodo lo relativo a la instalación y fun- 
cionamiento en #1 país tic las estaciones radioeléct ricas, 
011 atención a que sus efectos se extienden y propagan en 
todo el territorio nacional y aún fuera de él. Qofi las 
estaciones de que he trata pa^an al Gobierno Xaeíonal 
derechos de inspección, controlar y estadística, y en los 
Canoa de difusión eomereiul, esos dcreclios se aplican 
por ta utili¡uiciúii comercial de la onda. La existencia y 
actividades de la radiodifusión son de exclusiva juris- 
dicción uuríoiml, CtMmo que proceden de la aplicación de 

las cláusulas 4 y «7, inc. 13, de la Constitución Nacional, 
y no pueden estar sometidas a las imposiciones provin- 
ciales o municipales que podrían limitar y hasta impe- 
dir el uso y goce de las concesiones acordadas. Que, 

además, la ley X v 4408 prescribo que a estas actividades 
les t*on aplicables las (l¡.*po.sieio!ie* de la ley 750 tí», la 

cual oh el ftffc 15 las exceptúa de lodo inipuesl» nacio- 
nal o provincial por el término de diez años desde su 
establecimiento. Su representada, diee, está al amparo 
do esta franquicia porque comenzó Sus actividades ©1 

6 de abril de 1ÍK11. Recuerda que en la Provincia de 
Buenos Aires se sancionó una patente por ley N^3905 
en 1 1-31 de m$n. 1 .500 para las broadeasting que hnbieran 
trasladado de la Capital a sn territorio las respectivas 
instaluc-ioncs de difusión, y ante la protesta de las em- 
presas gravadas y la» opiniones vertidas por el Direc- 
tor General de Correos y Telégrafos, el Procurador Ge- 
neral de la Nación y del Tesoro, que fueron consultados, 
tal gravamen fué derogado. <¿ue en virtud de los arta. 
792, 794 y 502 del Código Civil, puede él recobrar lo pa- 
gado por uno obligación sin causa o derivada de una 
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causa ilícita. Termina pida-iidu que cu oportunidad so 

haga Imcar a la «Irmamla en todas sus parle», 

Que corrido traslado de ta misma, la contesta en 
representación de la Provincia de Sania Fe el doctor 
Miguel M. Padilla a t's. :!!>, pidiendo su reeltt»» con cns 
Ins. l'or no constarle, niega lox hechos i*a que 8G lumia 
la ación. Kl hecho dé la concesión haya sido hecha 
por la Dirección (¡iniernl do Tórreos y Telégrafos lio 
8i,'liifica que sean <le apiiencióh al caso la* leyes ivómo- 
ror-. 44"8 y ÍU-7 que legislan sobre, telófoaos y rudiolc- 
loírai.'a, cuyas finalidades son bien distintas de las flí 
una estación comercial (le radiodifusión, y de cmisiguien- 
tt« nii'iía que ¿roce d«'l privilegio » <'\*eiiciÓEi invocado de 
la ley X* 730 l /-¿. Tan es asi que la misma parte reconoce 
que paga a Ib Nación dcn-elios qu. están regidos por de- 
creto del I'. K. Nacional. \'o uiCga que competa al Uo- 
bienio de la Nación acordar los permisos necean rt as- 
para la instalación de una radiodifusora y que corra con 
todo lo relativo a su Control y aún con el retiro do la 
autorización. Pero de ahí no dolió deducirse que el hs- 

lado provincial carezea del dcfOcfto &q jrravar a mi ne- 
gocio que se realiza dentro de su territorio, como es el 
que liaren estas emprenas COI) la publicación de avisos 
comerciales, desde que las provincias conservan todo 
ei poder no delegado al (robinia Nacional, en H cual 
está comprendido el do crear impuestos. Fallo ft: 125, 

147, 402, entre otros. 
A fs. 42 vta-, SC abre la cansa a prueba; a fs. 7(> se 
liare la certificación do la misma. A t's. St la parte ado- 
ra hace presente que Im pagado, con protesta, "na pa- 
tente más correspondiente a IÍ139, para que se tome en 
cuenta; a fs. 8!» y siguientes alegan las partes sobro el 
mérito de la prueba; a fs. lfl'J se expide el señor PrwTO- 



rador General y a fé, 103 vía., so llama autos pata sen- 
tencia. 

V considerando: 

Que no obstante tener la Bociedad autora su doinl- 

eiJío legal en Santa I V, tratándose en u*tá cufio u"o una 
am-ióii civil contra mi Estado federal «obre inCoastltu- 
('¡(Hialiiluc] de una ley de impuestos, corresponde su e*>- 
nut'iniicnio í'ii jurisdicción oriííimu'iu n esta Corto Su- 
prema. Así lo tiene resuello o^rcsiuuc^t^ interpretan- 

du el nrl. KM) do la CoiiMituriún, en el raso González 
Die* contra; Ja Proffíaaa de Jujuy n Callo áel 17 da 
múrze de 193», tontorítantea ran atws, iso, ::h4; 183. 

1»J 1. 4S5;y í>7, 117. 

(¿no lo.s hechos en i|iu- so funda la demanda apare- 
pon 9t>fieientoinent<¿ Brotados cu nulos? I* VA cobro de 
las patenten de 1 1937 y IMS herlio por el floliii rrao 
provincial, Bpbro el ea«3 vorsa la acción instaurada; 2* 
El protesto í»oirr's|>oiKl¡i*iilo — documentos «1*- fs. 10 a 

1!1 ; ;i' La cohesión do !a ostiioiiín do radio hedía por el 

(¡ohiiTiio de la Nación c| fi de abril do VXH y <>| pji^Q 
dí- (It n clios pqr iiis|tccción. eontrafor y registro — in- 
formes do te 56 y Ci'2 de la Dirección de (,'nrreos. 

(¿no las protestas realizadas ni enunciar claramente 
la ley íjue se impugna y ni decir qoe se la taclia por ser 
inconstitucional, llenan los requisitos necesarios para 
producir *u oferto, pues así lo lia decbsrndo cata forte 
en el fallo del tomo lf*>, pfig, 244 resolviendo un raso 

análogo. 

Que Ta ley N'' 440S de septiembre 2!) de ISKJ4 decla- 
ró comprendidas en la* disposiciones do la ley de telé- 
grafos nacionales del 7 de octubre de 1875, a Iflft em- 
presas de teléfonos y de radiotelegrafía "que liguen 
Ufi territorio federal con nna provincia, dos provincias 
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entre sí o un punió cualquiera de la Nación con un 
tatlo extranjero" <«rl. 1"). (¿ue, en consecuencia, las 
estaciones trasuiisoras de broadeasting o de difusión, 
que tienen cae efecto, se rigen por la ley N* 750 Vi >' 
están sujetas a toda.-s las ubicaciones y K«zun de todos 
los beneficios de dieliu ley, salvo los que hubiesen sido 
expresamente exceptuados. Kntre Iob beneficios está el 
del nrt. 15, según el cual la» empresas quedan liberadas 
de todo impuesto racional o provincial por diez años, a 
contar desde la sanción de ta ley o desde el día dé su 
instalación. Por ser una ley nacional dictada dentro de 
la órlala jui isdieional del Matado Uvneml, revisto el 
carácter do suprema por el art. 31 de la Constitución, y 
las autoridades de provincia le deben acatamiento, cual- 
quiera sean las disposiciones en contrario que epaten- 
gan sus leyes o Constituciones. 

<¿ue el Congreso de la Nación al disponer asi lia 
considerado que la radiooleetrictdnd con sus nuevas y 
diversas aplicaciones, es un elemento eficaz de comuni 
COCiÓn y tal ve¿ el niís adecuado instrumento para la 
difusión de la cultura publica, además de responder a 
diversos requerimientos de la vida civil y eomereial. 

La estación radiodifusora es una de esas apuraciones 
puestft al servicio de nuestro sistema de comunicaciones 
internas y esternas, con la particularidad de que cual- 
quiera aea el servicio a que esté afectada BO linee sentir 
dentro y fuera de la jurisdicción GU <fl*í *e instala, sien- 
do muy amplio su radio de acción y alífuna vez llega 
el caso de que actúa más en el exterior que en el distrito 
mismo en que está ubicada. Véase informe de lu Di- 
rección de Correos, fs. 3 expediente agregado. 

Que por sus características y por los servicios que 
prestn o a que está llamadH esta clase de instalaciones 
radioelectricas, debía considerarse comprendida en la 
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previsión del art. 67, inc. 13 de la Conslitueión cuando 
organizaba un servicio de postas y comunicaciones y 
lo «olocalta exclusivamente OTl las manos del Gobierno 
Nacional, pura 8? mejor y más eficaz funcionamiento. 
Como los ferrocarriles, los Bancos, las (Unas ele Salu- 
bridad, los telégrafos, os instrumento de progreso y 
de vida para toda la Nación, y por lo misino provee n 
"la prosperidad tlcl (mis y al adelantó y bienestar de 
lus Proviacias^, realizando así uno de los grandes pro- 
,>«-,si.os enunciados en el art. 67, fot W¿ la Cunstltu- 
don eomo IWPPIQS o inherentes ilc la kK'ndneion MdM 
Por ello mismo, ha podido el Congreso acordarle las 
franquicias v privilegios análogos a los «cordados a 

a anaellea oirás ¡n&tiluMOnea, eomo ser la exención 
de ÍñipW»tOa BacioDBloa y provinciales, para asegurar 
su vida y nahffal desenvolvimiento. 

Que ias estaciones de radiodifusión están constan- 
temente bajo la inspección y contralor del Gobierno que 
la--. «nmk% quien verifica si los trasmworea, antenas, 
maquinarias v elementos técnicos que constituyen su 
equipo, reúnen, en todo momento, las coil-licionos re- 
queridas por los reflanfeitoa iwtionttleae bfarwtfw*- 

les |>nra garantizar el bao» servicio público. Asimismo, 
interviene en la* audiciones que da, procurando que 
ollas respondón prefei eulemonlo al fOTUOllto do In cul- 
tura v de- la instrucción popula--- romo q*W coustituyc 
el objetivo principal de la concesión, si» exclu.r por ello 
|„ propaganda comercial ; ¡mes es la que propoMOM 
al concesioniiri» los recursos necesaria* para mantener 
e | geryicÍQ v para obtener un» justa coin|>ens»eión al 
capital empleado y »1 enfuerzo pcr.sf.iml. El reglamento 
en vigencia del 10 do abril de 1029 contiene algunos 
adecuados preer-ptos on oso sentido y, cutre otros, po 
dría citarse el del art. 2h, uue disjK.ii 
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tía comercial solamente se admitirá en formn mesurada 
y de manera que no llague a disminuir la calidad de los 
programas, debiendo ofrecer al radioescucha "audicío- 
nes altamente artéticas y culturales". La Nación co- 
bra un «toree lio, es cierto, a las esdactouei* que concede, 
jh'vo es sólo en la medida y con el fin de rom pensar los 
gastos que h ¡BSpfceetón y contralor le causan. — Infor- 
mes de f«, ñ6 y (i'2 citados — . 

(¿ue dentro de esta coordinación armóme» de inte- 
reses entre concedente y concusionario, no es posible 
concebir la intromisión de otra autoridad sotterana con 
facultades impositivas ,-orquo sea por error, por falla 
•le Un conocimiento cabal e íntimo de las cosas, o sea 
por un criterio dív.-rm'iile, podría establecer impuestos 

que rompa» el equilibrio existente? llagan imposible la 

continuación do tales servicios. 

Que estos motivos explican por «pié la ley N 1 ' 4408 
lia puesto a los servicios de las hroadcastimjft al aniparp 
de lai franquistas üc la ley X- í5tf y los derechos que 
autoriza a cobrarles la ley N v 11 ..Vil son cxeluyentcs de 
lodo propósito de luer<- o de renta de parte de la Na- 
ción, como que Ins estaciones particulares que respon- 
den a propósitos de investigación ciuntifiea o de pura 
difusión cultural, no devengan ningún derecho. 

(¡no la f Acuitad «le otorgar una concesión iiai'imtn) 
•i do ejpreer jurisdicción del inisiiio earáHcr sohrc liie- 
iies, personas O afinidades en cnanto a su iniciación, 
«rjínni'/acióii y ftuicioiiamienlo no comporta necesaria 
mcnle 1m correlativa exclusividad fiscal ni policial y por 
i-so las leyes de concesión de iVrrot-iirrili .s y Ins leyes 
«írjí'niieiis de los mismos lmc-en la expresa declaración 
«■xiutenle do impue.slos nacionales, provinciales y muni- 
cipales, en virtud de la atribución que al Cotices» ( , on . 

ttm el ine. lü del arl. G7 de la < Vmslituc-iún, pues si la 



DE JISTICU DE LA NACIÓN 239 

ineon.palitüliditd entró «na y otra facultad — WnCWier 

e imponer — inora de la e»$nc¡a consrtUHciíwAj, las leyes 

ortfánieas. o reglamentarias no incurrirían en lá redun- 
(lamia dé estatuirla; l>ero, pomo se *1 prceedente- 

mente, en virtud « W las fcyeá 7.V i y 440H se tónen* 
por el término de diez uiios, « las empresas lelcf únicas 
y radiodifusoras, de lodo impuesto nacional, provincial 
o irumicipiil; y, por lo tanto, aún ííozji ¿te e?M* fnin.piit-ia 
la nelora. 

Qtié la> |»tnoii¡is v empresas concesionarias di* ser- 
vicios públicos pueden tenor bienes y desarrollar aéti- 
vi.ladcs <pir no m>íiii directa, estricta o ncosiiriniucirto 
paite integrante? <Íe es»s servicios; jmr ejemplo; puede 
un fe r roca r ril explotar hoteles lie turismo, campos de 

experimentación ngrieola, e^tableeinneinto» di- explota- 
ción industrial cjtW si» dependencia forWJga del servicio 

de transporte, ímpli^iW para él arto f* fomento, 

de coordinación y de cumplimiento económico; y es l<» 
tfír-o Hiio lales urbanizaciones no estén a cubierto del 

poder fiscal " indicia! ni de la* provincias, ni <le la 
XjU'ión, ni de las Municipalidades a [«osar de la fran- 
quicia de las leyes de concesión, de la V MIS y «Iras 
concordantes. Pueden asimismo las provincias, «le acuer- 
do ron la doctrina del ruso que se registra en o] lomo 
Iftl, pág. 104, de la colección <lo fallos de cata t-'orte, 
concordante con el de la forte de Kstndos Cuidos 
—155 1'. S. f'M — ¡inp''»>*r uini tasa n las rorporueio- 

nes por el hecho tenor a su servicio on bien raí* y 

por el privilegio do ejercer sus fran«|uieias «le tales 
dentro del Enfado, pero nunca será adirtis'lNe eoniu 
condición previa al dererlio de rrulinir sus o»n.-runones 
y bu jK-rceptión ha de quedar librada a los medios 
ordinarios para el cobro del impuesto. Así se dijo en 
el caso «lo "U Inmobiliaria v. Corrientes sobre ill- 
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constitucionalidad do la ley N* 45-'", C. 8. Fallos: 
179, 42 y en el caso Mihanovieli v. Buenos Aires, la 
Prov., fallado el 7 <ie oetubie de 1!>4Ü. Pero en el pleito 
en examen, el gravamen fiscal es a la actividad misma, 
concedida a Roca Hermanos y Cía. por la única autori- 
dad competente, la nacional, pues se trata de una pa- 
tente a la estación radiodifusora de ios nombrados 
(documentos de fs. 19), lo <JUe importa una reculación 
de funciones que corresponden al Gobierno Federal. 

Que en lo que bg refiere- a la repetición de la 
patente pagada -de 1939, no puede ser considerada, por 
babor entrado en la litis contestación esta pnrlc del 
petitorio. 

Kn su mérito y de acuerdo at dictamen del señor 
Procurador General, se haee lugar a la devolución de 
las patentes correspondientes n los años 1936, 1937 y 
1938, debiendo abonar su valor de seiscientos veinte 
pesos moneda nacional la Provincia de Santa Fe en el 
término de diez días, con mtis los intereses legales 
desde la notificación de la demanda. Sin costas, \mr 
ser el^ primer caso r¡uc se presenta de esta naturaleza. 

liOBEHTO RePETTO — ANTONIO 

Sauaiina. — Luis Linares — 
B. A. NAZAn Anchobena — 
F. Ramos Mrjía. 
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COMPASIA GENERAL DE FERROCARRILES EN LA 
Pbov. DE BUENOS AIRES v. NACION ARGENTINA 

l'AGU: Vago con prvtrsla. Forma. 

La nota por la cual se pide al P. E. la Mención d papo 
del impuesto, no equivale a una protesta. 

PAGO: t'ago con. protesta. Principios general™. 

No procede la- devolución de lo pagado sin protestt a la 
Nación en concepto de sobreprecio a la nafta y «lo imi ues- 



Sentencia NO» Juez Feoebaí. 

Buenos Airea, septiembre H de 



Y Viatos' Estos autos caratulados "Cía. General *B ^ Fe- 
rrocarriles de la Provincia de Buenos Aire, contra ¿Gobier- 



n0 de la Nación. *obre lepeticifin , de los que milita: 

í, Que a fs- 4 se presenta *1 doctor Angel Valiente W 
llcs en representación de la aetora deduciendo formal rtemanaa 
contra el Gobierno de la Nación, por devo ucion de la suma 
de $ í&m moneda nacional o mérito de la* consideraciones 



Mfifl 'que la «urna que intenta repetir fué Rb<""<¡* P Dr g 
mandante en concepto de impuestos sobre la nafta f >«ndo de 
Caminos e Impuestos Internos) creados por , «'* 
fecha 6 de febrera de 1931 y 13 de enero de 11)32. Que la 
empresa que representa se halla sometida as! al nfej^ 
S creado por 1» >«W X» 5315 y au complementan. 
Ha 10.B57 y por lo tanto exenta de todr> impuesto. Que en las 
condiciones expuwta* y de acuerdo al decreto del P. E de 
fecha 7 de julio de 1033 la repetición de ta suma reclamada e« 

ÍMuwtionabte y P»óe 8HÍ ** w,re pon 

K I»e1«ad» !a competencia del Juanita y corndn tras- 

lado de la demanda al P. E. por intermedio del Ministerio * 

Obras Pública*, a f a. 23 se presenta el señor Procurador F.seal 

*WLS So no le constan los pago» de las .urnas que 
* di« se han abanado y meoo* «Mita ¿HíS 
con la protesta previa. Que en cuanto al fondo del asunto en- 
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tiende que la demanda no puede prosperar dado que la nafta 
en cuestión fué adquirida en el país y al respecto el I'. E. 
por decreto d-e fecha 20 de octubre de 1932, ha resuelto la 
situación estableciendo que la exoneración pretendida »ólo es 
procedente en los cases que la nafta sea adquirida por las 
empresas en el extranjero. 

En definitiva, pide el rechazo de la demanda, con costas. 

III. Abierta la causa a prueba por todo el término de 
la ley se produjo 3a certificada por el actuario a fs. 165 vta., 
alegando ambas partes sobre su mérito a fu. 169 y fs. 176 con 
lo que se Hamo" ñutos para sentencia a fs. 179 vta.; y 

Considerando: 

I o Que ol señor Procurador Fiscal al contestar la de- 
manda en su escrito de responde (fs. 23} opone entro otras 
la defensa de falta de acción fundada en el hecho de que no 
se hicieron en ol caso las reservas previas al pago, circunstancia 
esta última que inhabilita n) actor intentar cualquier reclamo 
tendiente a obtener repetición de la suma cuestionada de acuer- 
do a la invariable jurisprudencia sentada por la Corte Suprc- 
n, . de la Nación en los casos ansiosos. 

Que impuesto el Juzgado de la defensa articulada y des- 
pués de un prolijo análisis de los antecedentes administrativos 
agregados como prueba a estos autos, llega a la comprobación 
que efectivamente en el raso estudiado no se ha efectuado 

I** notas a qne se refiere la aetora en sn alefato de 
fs. 1<Í9, a las cuales le asigna el carácter de protesta, no revis- 
ten el carácter de tales. Como puede comprobarle en los res- 
pectivos espedientes parciales (ver Expedientes Nros. I368-F; 
1387-Pg 415-F ; 516-P; 517 -P; 2880-P y- 38S7-F) las precitaJas 
notas lian sido presentadas después de efectuados. los pagos y 
sólo lian -tenido por finalidad solicitar la devolución de las 
sumas que en cada una de ella* se reclama. En las condiciones 
expuestas, a juicio del suscripto no puede aceptarse que ha 
mediado protesta, pues si bien es cierto- que para el caso no es 
necesari' que el acto revista formas sacramentales especiales, 
es indispensable per lo menos que ella sea expresa y anterior 
o limim&Qea *' p;tiro del impuesto i|ue pretentle repetir. 

Admitida la falla de protesta en la forma establecida pre- 
cedentemente y teniendo en cuenta la invariable jurispruden- 
cia establecida por la Corte Suprema de la Nación en caaos 
análogos (ver J. A., t. 44. págs. 26 y 3R> corresponde recha- 
zar la demanda y así se deelara. 



- 
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Por las precedentes consideraciones, fallo: rechazando la 
demanda instaurada por la Cía. General de Ferrwarnles de la 
Provincia de Buenos Aires contra el Gobierno de la Nacum. 
sin costas atención a lu naturaleza de la defensa que ha 
prosperada ^ ^ empWo fl|jM|f€ Urna** Gnjrriw». Re- 
nonaanse las fojas, devuélvanse Ims actuaciones administrati- 
vas ajrreeadas a,Uffectum virteuili y oportunamente *TChiW- 
«i,. _ Eduardo Sarmienta. 

Sektescia «a la Cámara F»**^ 

Bueno* Aires, 4 de agosto de 1939- 

V Vistos est-os autos Reff nidos P*r la Compañía Oeneral 
de Ferrocarriles de la Provincia dé Bueno* 
Naciñii sobro repetición, para decidir acerca de los renirsos 
de n.L^T «relación interpuse, a fe 184 contra la senleu- 



Kn euan 
sustentado c 



no al recurso de nulidad: Que no habiendo sido 
. esta instancia corresponde tenerlo por desistido 
y así se declara. 

En cuanto «1 do apelación ■ Que si bien 
mofo especiales para la protesta no puede J ¡ 

teñirá carácter o> tal la nota presentada al 1. m. «» 'a «1 > * 
£ ¿tom K limita . ptfb « te Heclare ^¿ tjgg» 
men «obre la nafta y a manifestar que oportunamente ^he ta- 
ri la devolución de lo pasado en tal «mcepto. As. lo dre.du 
este Tribunal en el juicio seguido 1»" ™¡ s "«* f % 

sPiilí-neia confirmada por la Corte bnprwna (>olí«. t na. 

página 68). 

Por ello v los fundamentos de Ift sentencia apeta 
la confirma, debiendo abonarse las costas ¡en el gen i 
( lo. - Corto* A* Gwipffle, - Bwjrf» J JW"?& - 
QMIÍ Í Sr, dt Olaso. - VUM* González Irammn. 
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Y vistos: El recurso ordinario de apelación en los 
.autos seguidos por la Compañía General de Ferrocarri- 
les en la Provincia de Buenos Aires contra la Nación, 
sobre repetición de impuestos, venidos de la Exema. Cá- 
mara Federal de la Capital. 

Considerando: 

Que la sentencia apelada, confirmatoria de la de 
primera instancia, rechaza la demanda por haberse 
efectuado el pago que ahora se repite sin haberse cum- 
plido con el requisito de la protesta, ¡y es recurrida por 
la actora, y por la demandada en cuanto no impone las 
costas a la primera. 

Que, como lo establece la sentencia apelada, las 
notas presentadas por el actor al P. E., citadas en la 
sentencia de primera instancia, no constituyen una pro- 
testa» como lo ha resuelto esta Corte en un caso análogo 
entro las mismas partes — Fallos: 178, 68 — pues se 
limitan a solicitar se la declare exenta del pago del im- 
puesto. 

Que el deoreto del 20 de febrero de 1932 — Kxp. 
Adm. 17.692, Al. 1931— no lo ha reconocido a la actora 
el derecho a repetir lo pasado: ae ha limitado a esta- 
blecer en ooé casos la Compañía está exenta del pago 
del impuesto, limitándola a la nafta introducida por ella. 
Tan es nsf, one la nota de la actora del 10 de mayo do 
1933 — Exp. Adm. 1162, F. 1933 — motivó el decreto de 
julio 7 del mismo año qae importa, implícitamente, ne- 
g&r la devolución solicitada en la nota. 
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Que, a mayor abundamiento, debe observarse que 
los dos centavos por litro percibidos por los importado- 
rea y distribuidores de nafta en las ventas que de aqué- 
lla realicen, en virtud del convenio celebrado con el 
Gobierno Provisional de fecha 4 de febrero de 1931, na 
revisten el carácter de impuesto (ta faltaría la condi- 
ción inherente a los tributos fiscales de ser compulsivo 
v obligatorio) sino el de un sobreprecio establecido de 
común acuerdo y donado al fist»do con el fin de cons- 
tituir un fondo común para la construcción de caminos, 
v al cual no podría hacerse extensiva, pór consiguiente, 
la exención de impuestos establecida por el art. & de 
la ley X" 5310, ni siquiera respecto de las compras de 
nafta realizadas a casas importadoras con asiento en Ifl 
Capital, mediante la adquisición de loa conocimientos 
correspondientes antes de haber sido nacionalizada la 
mercadería, toda vez que también en este supuesto se 
trotaría de obtener la devolución de una pacte de precio 
y no de un impuesto. Ea cierto que los ferrocarriles no 
estarían obligados al pago de ningún sobreprecio cuan- 
do ellos introdujeran nafta comprándola a tft eoraer- 
ciante con asiento fuera de la República, pero ello se 
explicaría porque tal comerciante no se hallaría sujeto 
al cumplimiento de las obligaciones emergentes del alu- 
dido convenio que sólo compromete, como es obvio, a los 
distribuidores o vendedores firmantes del mismo. 

Que en lo referente al impuesto interno sobre la nafta, 
su exención sólo puede invocarse por los ferrocarriles 
antes de que su importe, pagado por otro al Fisco, se 
baya incorporado al precio de la mercadería. En este 
juicio falta la protesta, sin duda porque ci tributo esta- 
ba ya satisfecho por el introductor, foturo vendedor a 
compradores inciertos. Tal introductor había cumplido 
sus propias obligación^ eon el Fisco y lo mismo sería 
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en el caso de un productor de nafta. Y como la exención 
creada por el art. 8 g de la ley N° 5315 es personal e in- 
transferible, el ferrocarril carece de derecho para apli- 
car retrospectivamente la exención de que dispone, a 
implícalos ya pagados al Fisco por vi vendedor de las 
mercaderías compradas por él. 

Debo observarse asimismo que si el sobreprecio no 
os un impuesto mal podría aplicarse la exención esta- 
blecida por el art. 8* de !a ley 5315 y si lo fuera — como 
no sin caer en contradicción lo sostiene el ferrocarril — 
sería indispensable Ja protesta previa para pedir la res- 
titución, conformo a la reiterada jurisprudencia de 1» 
Corte. 

Que dada la naturaleza de Ja cuestión debatida, las 
costos deben ser abonadas en e4 orden cansado. 

Por estos fundamentos se confirma la seittcneia 
apelada de l's. lí)4. — llágase saber y devuélvanse, de- 
biendo liaeerso oportunamente la reposición de! papel 
en el juagado de origen. 

RoBBnTO Rkpetto - Aktoxio 
Sagahxa {según su voto) — 
Lt'ts Linares (en disiden- 
cia) — B. A. Nazar ACHOBK- 
b¿ (en disidencia) — F. Ra- 
emos Mejía. 



Considerando: 

I) Es indudable qne el sobreprecio que deben c 
bror los distribuidores, «n Ú país, de nafta y a que 
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refiere el folleto do fs. 8 del expediento administrativo 
del Ministerio de Hacienda letra F. N* 3817 no es un 
impuesto, lli BOá tasa ni, en términos generales, un 
gravamen fiscal sancionado por el único poder del «¡ft> 
tado con facultades constitucionales que «* el legisla- 
tivo -art. 67, iiseB. V X - «* e la ^^^Íí^S? 
Suprema do la Nación, Fallos: £ft 155 ¡ 180 r »| 
411—. Es un recargo en el precio del articulo aludido 
voluntariamente convenido entre los vendedores y el 
Gobierno con destino predeterminado y que al ceta a 
todos los compradores; como pudo y puede acordarse 
para ot-oa objetos v. g., la leña de bosques fiscales y 
particulares, «*>n el fin de proveer de obras sanitarias, 
viviendas, u oíros servicio, útiles en las refriónos donde 
no alcancen l»s recursos ordinarios del presupuesto. 

II ) Kilo no significa, sin embargo, que no sea una 
contribución obligatoria que, indirectamente pero en 
forma efectiva, dtíxm aportar al fondo de camino, na, 
nonalcs las empresa* ferroviarias y el art. 8- de la O 
N* 5315 díee, precisamente, que "pagaran una coittri- 
. bnción única igual al tres por ciento del producto li- 
quido de -sus líneas", precepto que la Corte ha inter- 
pretado diciendo -que no se puede admitir que una im- 
posición, «ca que se la llame tasa, impuesto o aporte 
patronal p«eda sobrecargar a la Compañía concesio- 
naria con una erogación obligatoria que 00 sea del 
carácter de las ta*» o impuesto* taxativamente enu- 
merada* con» capciones a la M ¡g*** 
ley 10-657) Fallos: 181, 142 y el de fecha 4 de octubre 
de 1140 Caja Nacional de JubiUuñoues Ferroviarias 
contra el F. C. (3. A. por cobro de remanentes. La letra 
y el espíritu de la ley serían notoriamente infringidos 
si por acuerdos o convenios entre «obiernos y produc- 
tores, industriales o comcrctantcB, los ferrocarriles 
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acogidos voluntariamente a un raimen de contribución 
única vieran crecer aus cargas con el mismo peso y tas 
mismas consecuencias, cu su economía, que fi¡ fueran 
im puestos fiscales. 

III) Nada importa, asimismo, que c! sobreprecio 

discutido tenga carácter sene ral, indeterminado en 
cuanto ni comprador o consumidor porque la ley eximo 
a los ferrocarriles de toda imposición —general o es- 
pecial— y por eso no pagan ront ribueión territorial, 
impuestos internos, impuestos aduaneros, impuesto a los 
réditos y otros gravámenes que contemplan por igiml 
. a lodos los que so encuentran en las condiciones pre- 
vistas; y así, eomo comprador y consumidor de imi- 
ta para el servicio público q«e es el ferrocarril, debe 

éste ser eximido de la contribución o recargo consi- 
guiente sin que resulte afectado el principio de igual- 
dad dol art. 16 do la Constitución, ponjue -el Congreso, 
al dictar la ley X o 5316, procedió en virtud de la tacul 
tad reconocida por el inc. 10 del art, (>7. 

lY) Que el Poder Ejecutivo en su decreto de 20 

de octubre de 1&3J desestimó el pedido Je las empre- 
sas ferroviarias "en lo que- respecta a la exoneración 
del pngo de sobreprecio de venta de la nafta que se 
expende en el país, no así en lo que se refiere a la naf 
ta ¡ntrodiiridn por las empresas ferroviarias" y con 
elio coincide la resolución ministerial de? septiembre 
20 de 1034, en lo atinente al impuesto interno sobre el 
mismo producto al "declarar que las empresas ferro- 
viarias acogidas u los beneficios de las leyes 5315 y 
1Ü.Ü57 estñn exentas de impuesto a la nafta importada 
directamente por ellas al país o nacionalizadas antea 
1 de so intervención, onando fuesen adquiridas a compa- 
ñías importadoras; y siempre que dirho produeto se 
destine a la explotación de los ferrocarriles"; y como, 
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en el caso de autos se trata de nafta no incorporada 
todavía a la riqueza interna del país, porque fué trans- 
ferida en el mismo manifiesto de la importación, en- 
tando aún en depósitos fiscales aduaneros sin despa- 
char (documentos de fa. 110, 114, 117, 120, 123, 125. 
132, 145) fl esta previsto en el decreto de 20 de octubre 
de 1932 y on la doctrina del fallo de la Corte de 13 de 
septiembre de 1940 -caso "Xeris Arístides, Capitán 
del vapor Stratis", cobro de estadías, desde que es 
equiparable la transferencia del conocimiento al del 
manifiesto de la carga, a los fines de los derechos y 
ohlignciones aduaneras; es decir que el ferrocarril ac- 
tor debe eMBiteaiW importador y exento del sobre- 
precio, que los vendedores y tranaf érente» le cobraron 
para entregarlo al SWoj y es natural que éstos paga- 
ran la contribución -«rao lo hacen constar los conta- 
dores a fs. 158— porque eran ellos, como vendedores 
distribuidores, los comprometidos a hacerlo según 

los arts. 2¿ 3 v 4 del convenio de 2 de febrero de 1931 
<Conf. folleto de fs. 8 del expediente administrativo- 
Ministerio de Hacienda, letra F. N 9 3317). 

V) Que aunque no se trata de un impuesto, tasa 
o servicio -de carácter fiscal y legal- lo atinente a 
sobreprecio le alcanza la exigencia de la protesta que 
la jurisprudencia de esta Corte ha establecido <omo re- 
caudo para repetir lo pagado sin causa; y con mayor 
razón, esa protesta era indispensable para reclamar de- 
volución de lo pagado por concepto del impuesto inter- 
no a la nafta que también se demanda; asi lo estableció 
la resolu'-i»" del Ministerio de Hacienda de 20 de sep- 
tiembre de lí*34, en su último considerando porque con 
ceptuÓ que no tenía tal earácter la presentación conjun- 
ta de las compañías ferroviarias que determinó esa re- 
solución, criterio que fué el de la Corte en el caso regis- 
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trado en el T. 178, pág. 68, «1 decir: "Que como lo de- 
cide la sentencia apelada, la actora no ha justificado 
la protesta previa o simultanea con el pago del ímpnes- 
to cuya repetición demanda, puea la nota de fe. 2 del 
expediente agregado, de fcf:ha marzo 30 de 15)32, so 
limita a pedir que se declare a la acto ra exceptuada del 
pago de impuesto sobre el movimiento do fondos con el 
exterior, pero no contiene protesta alguna por los im- 
puestos a pagar con ese motivo". Son similares las no- 
tas de la Compañía actora y de Mignaquy y Cía. de fs. 1 
y 3 del expediente administrativo, letra M- N« 17.CÍ»2. 
año 1931. 

fin su mérito se confirma la resolución apelada. — 
Hágase saber y devuélvanse. — Antonio tiagarm. 

Disidencia db lok ÜUB. Lura Linares y Besito A. 
NazabAkchomsa. 

Considerando: 

Que las cantidades percibidas por el Fisco en razón 
de la nafta consumida por la Empresa en su explota- 
ción ferroviaria, consignada en la planilla de fs. 1, cuya 
veracidad aparece plenamente comprobada en loa autos, 
se descomponen en dos eatogorías: unas lo han sido por 
concepto de fondo de caminos, como resultado de un 
convenio del P. K. con las empresas expendedoras de 
petróleo y del decreto del Gobierno Provisional del 4 
de febrero de 1531 y otras po r concepto de un impuesto 
interno creado por decreto del Gobierno del 19 del mis- 
mo mes. Que por el primero se cobró m$n. 4.893,75 y 
por el segundo mfn. 2.362,50, haciendo un total de 
m$n. 7.256,25, suma por la cual se demanda (véase in- 
forme de los contadores de fs. 158). 
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Qae no debe confundirse entre lo que es an fondo 
de contribución voluntaria para determinado fin con un 
gravamen creado con fuerza imperativa por el Poder 
Pública Kl primero no ea un impuesto propiamente di- 
cho, y así lo lia declarado ©1 P. E. Nacional en su decreto 
del 20 de octubre de 1932 (espediente X* 11.3*6, letra 
M., aprosado, refiriéndose al redamo de varias empre- 
sas por esta contribución). Kl segundo es un verdadero 
impuesto. Que r eu consecuencia, los principios que rigen 
para la protesta respecto a los impuestos, a los efectos 
de ejercer el derecho de repetición, no pueden aplicarse 
estrictamente al fondo de caminos en el caso eu que se 
pretende que se ha pagado indebidamente. 

Que la Compañía actora ha probado plenamente 
que olla compró a diversas casus importadoras y dis- 
tribuidoras de nafta las partida» enumeradas en la pla- 
nilla Je fs. 1, haciéndose transferir a su favor las res- 
pectivas cartas de porte por la Aduana N. de Idi Plata, 
cuando la mercadería estaba en los almacenes de dicho 
puerto, o sea cuando la mercadería no había salido aun 
a circulación, y la transferencia se ldzo libre de impues- 
tos,, como si hubiera sido importada por la propia em- 
presa ferroviaria (véase informe de fe. 136 y 136 vta., 
de la Aduana de La Plata). 

Que, sin embargo, del informe de los contadores do 
fs. 158, resulta con claridad que esas mercaderías han 
pagado después el fondo de caminos y en algunos casos 
el impuesto interno, cobrados a las diversas casas im- 
portadoras que hicieron la transferencia, las que, a bu 
vez, carga toii esos valores a la Compañía aciorft. En el 
informe citado se precisan las fechas de los pagos y la 
forma como estos fondos tuvieron entrada en el Teso- 
ro Racional; de tal manera que es indudable que el Visco 
se ha beneficiado en la medida determinada pot la soma 
que se reclama. 
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«¿lio el art. 8* de la ley N» 5315 acuerda exención de 
todo impuesto de aduana a los materiales de explota- 
ción introducidas til país, y después do establecer I» 
contribución de las empresas en un 3 fe sobre sus rentas 
líquidas, las de-clara libres de todo otro impuesto na- 
cional, provincial o municipal. Esto lo lia re-conocido el 
1\ K. en el decreto citado del 20 de octubre de 1932, al 
declarar que aquéllas están libres del gravamen de 
fondos ríe caminos por la nafta que introduzcan y lo 
reconoció despaca el Ministerio do Hacienda en la re- 
solución del 20 de septiembre de 1934, (fs. 3 clcl <ucp. 
agregado X» 06265 — 22 de marzo de 1935, letra II.) refi- 
riéndose al impuesto interno, aunque agregó que podrían 
redamar lo pagado siempre que las empresas hubiesen 
protestado o hecho las reservas del caso. Que esta mis- 
ma resolución declara exentas no sólo a la nafta intro- 
ducida al país por las propias empresas» sino a la que 
adquieran por traspaso de conocimientos antes de la 
nacionalización de la mercadería. 

Quq si es verdad que» la contribución al fondo dr 
caminos no es un impuesto, desde que no proviene de In 
voluntad del P. L., únieo poder con facnLtadcs constitu 
cionaies para croarlo, no puede negarse que, en forma 
indirecta pero no menos efectiva, gravita en beneficio 
fiscal sobre un elemento indispensable para la explota- 
ción de los ferrocarriles, encareciéndola, lo que, en el 
hecho, vendría a afectar la garantía de la contribución 
único a que se refiere el art. 8* citado de la ley N 9 5315, 
la cual, bajo forma alguna, manifiesta o velada, dcln- 
ser violada o disminuida, porque constituye la base del 
sistema. Así, al dejar estableado que las empresas no 
deben pagar estos gravámenes cuando ellas introduzcan 
la nafta o cuando la compren a los introductores, antes 
i|ue la mercadería ''ayo entrado en ln corriente circula- 
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toria de los valores del país, se salva ese principio y se 
restablece el justo equilibrio que la ley quiso croar. 

Que si la Empresa adora hubiera adquirido la ñaf- 
ia,, como cualquier vecino en los puestos donde se ex- 
pende, nada tendría que reclamar, y de hecbo habría 
renunciado a la franquicia de la ley N* 5315; pues la 
habría adquirido voluntariamente con el recargo de pre- 
cio y el del impuesto con que debía venderse al consumi- 
dor. Pero precisamente para librarse de estos recargos 
a lo que no estaba obligada lia recurrido al procedimicn- 
imlieado por la resolución ministerial del 20 de sep- 
tiembre de 1934 citada para conservar su franquicia, 
oficializando el traspaso de los conocimientos y concre- 
tando la mercadería adquirida antes de que fuera puesta 
on circulación, ante la autoridad competente, o sea auto 
la Vduana d* La Plata, la cual autorizó esa operación 
en el concepto de que dictM mercadería quedaba libre 
de impuesto (Así lo declaran los informes ya citados de 
fs. 136 y 136 vta.). 3>o manera que, cuando el Fisco co- 
bró tales recargos o gravámenes, sabía o debía sa"ber 
que no eran legítimos, y solamente se explica su col>ro 
por un error de beebo de parte del Kisco y de las casas 
importadoras (art. 7í(2 y siguientes y art. 499 y concor- 
dantes del Código Civil). 

Que en lo que respecta al recargo para fondo it 
caminos, no siendo un impuesto, no le es aplicable para 
repetir lo pagado mderadamente el requisito de la pro- 
testa, el cual, por su naturaleza reviste uu carácter cx- 
cci>cional y i»r lo mismo no puede extenderse por 
analogía. 

Que en lo que linee al impuesto de la nafta, el caso 
presenta una situación excepcional que hay que contem- 
plar. Siempre que la autoridad cnbra un impuesto que 
el contribuyente lo resiste, presupone que la - 
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considera legal o constitucional y el segundo lt> contra- 
rio, y de alií unce la necesidad de que éste formalice s« 
impugnación caí oim protesta a los efectos de» i|ue aqué- 
lla quede debidamente provenida. Pero cuando la propia 
■autoridad, como en este caso, hace la declaración de qae 
ito corresponde el pago del impuesto, ningún objeto 
práctico tiene la protesta, no median los motivos que la 
fundamentan y por ello no es necesaria. Que, además, 
la purtc actora con su presentación de fs. ¿, del de 
marzo de 1932, (expediente n" 3317, letra t\ apunado) 
hizo su reclamo, con alcances de protesta, de lo que in- 
debidamente so le luibín cobrado ante el Ministro do Un 
cienda y, no obstante, se le cobraron después los reí-ar- 
gos correspondientes a las partidas 5», 6', 7* y 8* de la 
planilla de fs. 1, según puede comprobarse ]>or el infor- 
me di* los contadores ya citado, lo que abona más a fa- 
vor de su causa. 

En an mérito, se revoca la sentencia apelada y se 
hace lagar a la demanda por devolución de siete; mil dos- 
eieatW ciucuewta y seis pesos con veinticinco centavos 
moneda nacional contra el Fisco Nacional. Sin costas. 
II átense saber y devuélvanse.. 

Lvw Li.VAHCh — B. A. Nassau 

AXCHORKNA. 
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B ALT AZAR MOSCUZZA Y OTROS v. ENRIQUE ARNOLD 

JVItlSDJGCta&'i íWo antearía. Um ctñüúUÍ En rjrne'al 
Corresponde a h justicia ordinaria entender en . el ju.e.o 
sobre cobro de «na indemnización por despido del patrón 



El empleado ferroviario despedido ron motivo de ¡l* roj- 
eo**) Mbn hurto en perjuicio del ferroearri , 
corporación tdí dedada por éste »M "Iterar 
resolución absolutoria recaída en aquí!, no ^» B A *gJ cno 
al beneficio previsto en el art 24 de la ley W M.6j0. 

VOSSTITVVIO-V SACIOXAL: Vo*»t¡¡»r tonalidad r ín-***'*"*''*- 

El art. 24 de la ley N* 10.650 no en violatom de loa srtí. H 
v 17 de la Constitución Nacional, en cuanto limita a de- 
terminados casos de cesantía el beneficio establecido en SU 
primer apartado {*). 

JUANA TRONCOSO DE MALDONA1X) 

JUItltjMCCIOX: Sveesiú*. ^ 

Siendo contradictorias las pruebas referentes al g¡«g» 
«al de la candante que sólo deja una hermana radicada 
en Mendoza y otra en la Capital Federal -lugar donde 
?itó pWdi» antea de morir- debe concederse prefe- 
Sl lograr % qu*, ade-má* de haber tramitado el 
juicio sucesorio del esposo, se halla ubicado el umeo bien 
(.) Fecha de» fallo: noviembre 15 de 1M0. Ver F.Ilc*: 182, 1*4; 
m 'ffi ftda del fallo: noviembre 15 de I«fcJWi 240 ¡ 
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de la sucesión; donde pocos meses antes de fallecer, la de 
cujus obtuvo nn crédito baneario para explotar allí una 
casa de pensión; y, por lo Unto, debe declararse compe- 
tente al jnes de este lugar para entender en el respectivo 
juicio testamentario. 



Dictamen del Procuiiadok General 

Suprema Corte : 

Con motivo de ta apertura del juicio Hucesc-rio de 
doña Juanu Troncoso de Maldonado, fallecida en un 
hospital do esta ciudad, se plantea ante V. E. contienda 
de jurisdicción entro un Juez en lo Civil de esta Capital, 
y otro en lo Civil y Minas de Mendoza. 

I,a controversia se refiere exclusivamente a deter- 
minar cuál era el último domicilio de la causanto; y 
como las informaciones de testigos producidas ea una 
y otra ciudad aparecen contradictorias, necesario re- 
sulta utilizar otros elementos de criterio. A saber: 

a) En Mendoza tramitó la .sucesión del esposo de 
dicha señora (fs. 9, exp. de Buenos Aires). Con arreglo 
al art. 90, inc. 9, del Código Civil, la viuda conserva el 
domicilio que- tuvo el marido mientras no se establezca 
en otra parte. 

b) Según el mismo código, art. 94, cuando el de 
cujus no tiene familia — en este caso quedan dos her- 
manas, una 011 Mendoza y otra en Buenos Aires. — el 
domicilio se determinara por la situación del principal 
establecimiento; y consta en el expediento de Mendoza, 
que allí está ubicado el único do la sucesión, y que doña 
Juana Troncoso de Maldonado» meses antes de fallecer, 
obtuvo de la sucursal local del Banco do la Nación un 
crédito para explotar o ampliar allí mismo una caes de 
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Pienso que estas circunstancias pesan más, como 
prueba del domicilio real, que la de haber otorgado di- 
eba señora su testamento en Buenos Aires seis días 
antes de morir en el hospital donde fué operada; por lo 
cual me inclino a pensar que debe resolverse la contien- 
da a favor de la jurisdicción del juez de Mendoza. - 
Buenos Aires, octubre 19 de 1940. — Juan Alvarez. 

FALLO DE LA COHTE. ftt'PREMA 

Buenos Aires, noviembre 18 de 3940- 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen dol 
Bfiñor Procurador General, lo que resulta del informe 
del Banco de la Xaeión, sucursal Mendoza, corriente a 
fe. 13 y atento lo dispuesto por los arts. 3¿íU del Códi- 
go Civil y í» de la ley u" 927, so declara que es compe- 
tente para conocer eu el juicio testamentario de doña 
Juana Troncoso de Maldonado el Ju«* en lo Civil y 
Minas de la ciudad Je Mendoza, a quien se remitirán 
tos autos haciéndose saber en In forma de estilo al se- 
ñor Juez de 1" Instancia en lo Civil n* 9 de la Capital 
Federal. Rep. el papel 

Roberto Re perro — Antonio 
SáoaBKA — Luis Linares — 

B. A. NaZAR A2ÍCE0REÜA — 

F. Ramos Mejía. 



■ 
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MODfiSTO CAPASSO v. VBliliOCARRlI, DEL SUD 

JHKlSDlCCiOSz Fuero federal. Por fe «alW («¿fi.rt.ji,, f,- 

ye* wéqmote // frotados. 

El art. 1* de la ley 027 no se refiere a la jurisdicción 
por razón de la materia, como m la que nace de la inter- 
pretación de la ley .\> 2873 en la parte relativa a policía 
ferroviaria, que es privativa y excluyeute. 

JUH1XMCC10S : V*era federal. Par Ui materia. Cow/ÜwWb, le- 
yes néeüwítá $ tratados. 

Compete a la justicia federal entender en la de-manda so- 
bre indemnización de daños y perjuicios fundada en la 
violación de preceptos de la ley general de ferrocarriles y 
de su reglamentación. 



Dictamen* i»ki. Pitocrit.UK.ut (¡F.xKit.w. 
Suprema Corte: 

Im présenle contienda de competencia trabada en- 
tre el Jaez Federal de La Plata y el de Paz de General 
Paz (Prov. do Buenos Aires) para ermooer en la causa 
que Modesto Capasso inicia contra el Ferrocarril del 
Sud sobre indemnización de daños y perjuicios por ac- 
cidente, corresponde sor dirimida por V. E. anteiito lo 
dispuesto por el art. 9 de la ley 40í>r>. 

La solución del caso no ofrece dificultad. La res- 
ponsabilidad <iue se imputa a la empresa demandada 
por el accidento ferroviario ocurrido en un paso a ni- 
vel de sus rieles, la bace radicar el propio actor en su 
escrito de demanda (fs. 7, puntos II, III, IV y VII) en 
el incumplimiento por parte de aquélla de determinadas 
obligaciones y previsiones erigidas por la ley 2873 so- 

& ft] uso 
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de barreros, tooue do silbato de las locomotoras, velo- 
cidad ilo los tronca, ete. 

El sumario criminal incoado ante el Juez Federal 
de 1.a Plata con motivo del accidente aludido (-testimo- 
nios agregados a U. 31|45 del expediente del Juzgado 
(Je Paz) y las declaraciones de testigos allí consigna- 
das corrolwran lo afirmado eu el párrafo anterior. 

Por razón, pues, de la materia el conocimiento de 
la euuxa correspondo a la justicia federal; aunque ha- 
yan do aplicarse, para graduar las respectivas respon- 
sabilidades, disposiciones del Código Civil (S. O. N. : 
148 : 407 ; 174 : 137 entre otras. 

La inhibitoria ante el .Juez Federal lia sido por lo 
demás interpuesta dentro del término (fs. ó del expe- 
diente respeetivo y escrito y auto de fs. f> del expedien- 

le del Juzgado de Paz). 

Correspondería, así, dirimir la presente contien- 
da eu favor de la competencia del Juez Federal de La 
ríala. — Buenos Aires, octubre 3 de lí)4fl. — Jittin 
Alvares. 

FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires t noviembre 18 de 1940. 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que el art. 1" de la ley n* 927 no c-a aplicable al 
presente caso porque se refiere exclusivamente a la 
jurisdicción concurrente y no a la competencia rahone 
matrrUi, como es la que nace de la interpretación de !a 
lev p* 2873 eu la parle relativa a la policía ferroviaria 
que es privativa y excluyenle de los juzgados de pro- 
vincia con arreglo a lo dispuesto por el art. 12 de la 
ley 48. 
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Km su mérito y de conformidad -con lo dictamina- 
do y pedido por el señor Procurador General, so decla- 
ra que es competente para conocer en ia causa seguida 
por Modesto Capasso contra el Ferrocarril del Sud 
sobre indemnización de daños y perjuicios, el señor 
Juez Federal de La Plata a quien se remitirán los an- 
tes haciéndose saber en la forma de estilo al señor 
Juez de Paz de General Paz, Provincia de Buenos 
Aires. Rcp. el papel. 

Robehto Repetto — Antonio 
BétíMatA — Luis Linares — 
Tí. A. Xazab Aschou-rna — 
F. Ramos MkjÍa. 

- 



ENRIQUETA BASAVILBASO DE CATELIN v. CAJA DE 
JUBILACIONES DE EMPLEADOS RASCAMOS 

JVMLACWS DK EMPLEADOS BARCARIOS: PmtnB» rom- 
prendida*. 

Loa miembros del Directorio de la Sociedad Crédito Te- 
rritorial Santa Fe tienen el carácter de empleados a 
los efectos de la ley N' 11.575 y se hallan oompreadido* 
en las previsiones de la misma. 

HhSCI'fíSO EXT RAO RUIS ARIO'. RwXaciéñ, 

No procede considerar en el recurso extraordinario cues- 
tiones que no han sido planteadas al interponerlo. 




Suprema Corte: 

El recurso extraordinario resulta procedente por 
haberse puesto en tela de juicio la inteligencia de di.s- 
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posiciones Je la ley especial 11.575 y ser ia sentencia 
definitiva de fs. 3ü contraria al derecho invocado por 
rl recurrente. 

tin cuanto al fondo del asunto- se trata de esta- 
blecer hí la viuda de do» Jorge «'atch'n. Director de la 
Sociedad Crédito Territorial de Santa Fe desde el 31 
ele muyo de 1!M>.) hasta el 21 de abril de 193% tiene de- 
recho a pensión a pesar de no linter hecho su esposo 
aporte alguno a ta Caja BaBMria mientras ocupó di- 
sto carso. ha cuestión planteada comporta, en primer 
término decidir si los miembros del Directorio de la 
Sociedad Crédito Territorial de Santa Fe revistan el 
carácter de "empleados" y si la remuneración que 
percilK-u, en virtud de loa artículos "29 >- 54 de los Esta- 
tutos tiene los caracteres de "sueldo" en los términos 
del aft 7 o de la lev 11¿7$ v - K resolvió tal cuestión 
afirmativamente en 186 5 4G5; y también lia resuelto 
,,ue la falta da aportes 110 priva del derecho a pensión 
tluü: 222). 

Sin embargo, media aquí una circunstancia que 
produce dudas. La situación de los Directores do la 

Sociedad Crédito Territorial de Santa Fe fué conside- 
rada por la Caja Banearia en marzo 3 de 1937 llegando 
a la conclusión de qne no debía reputárseles afiliados. 
Entonces, el aporte dejó de percibirse, no ya por omi- 
sión u olvido, sino porque tanto la Sociedad como la 
Cuja admitieron no ser exigióle ¡ y la gestión respectiva 
fué iniciada cuando presidía a la Sociedad el señor Oa- 
telín. La actitud de éste, i no importa acaso conformi- 
dad con que se le conceptuara no o filiado T Si la esposa 
de Catelín, en vez de tener derecho a pensión, fuese sim- 
plemente demandada para reintegrar los aportes que 
hubo acuerdo en considerar improcedentes, ¿no podría 



«* Fallos de la 

Tal duda, unida a lo extraordinario que cemita en 
todos los casos conceder jubilación a quienes volunta- 
riamente se llenaron a incorporarse al sistema de lu 
Caja, me deciden a pensar que sería justa la revocación 
del fallo apelado. — Buenos Aires, noviembre 5 de 
1940. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 18 de 194<>. 

Y Vistos: I<03 antecedentes del presente pedido <le 
pensión banca ria informan: Que don Jorge Catelíu de- 
sempeñó el cargo do director Je In Sociedad Crédito 
Territorial de Santa Fe desde el 31 de mayo de I90f> 
hasta el 21 de abril de 1!>33, fecha en que renunció. 

Que fallecido en el mes de junio de ese año, su vín- 
ola se presenta a la Caja Banca ría en octubre de l'.'Ti 
gestionando el beneficio de pensión que acuerda la ley 
N T * 11.575, pedido que es denegado por considerarse que 
el cargxi desempeñado por ol cansante en la referida 
empresa, no le daba el carácter de "empleado" en los 
términos del art. 7' de la ley (fs. 15). 

Que apelada dicha resolución por Ka interesada, In 
Cámara Federé la revoca a f«. 30. estableciendo que 
en presencia de la doctrina sentada \mr esta Corte en 
las causas C. S. 169, ti2 y 160, 222, el causante lia re- 
vestido el carácter de empleado que establece el art. 
7* de la ley N* 11.575 y que la circunstancia de no ha- 
berse efectuado los aportes previstos por la ley, no 
priva a las personas de su familia de la pensión a que 
pueden tener derecho. 

Qne a fs. 31 la Caja Bancaria deduce el recurso 
que autoriza el art. 14 de la ley N» 48, fundándolo ex- 
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elusivamente, én lu equivocada interpretación que a ra 
juicio se ha acordado a los inca, b y c del art. 7» (ley 
& 11.575). 

Biendo tales los unlewdcntCH do! «-aso federal, ca- 
be condnirae que la «Bnfe¿!¿9 Wf WWW hace correcta 
aplicación do la doctrina invocada, qno aparece refir- 
mada por esta Corto en otras oportunidades ((!. S. 186, 
465 etc.), no obstando a ello la circunstancia invocada 
|>or el señor Procurador General, que no ha sido plan- 
teada ni incorporada a la cuestión federal que motiva 
este recurso. 

Por ello y oído el señar Procurador General, se 
ronfirma la sentencia de fs. 30 cu cuanto pudo ser ma- 
teria de recurso. 

Notifíqucse y devuélvase al Tribunal de su pro- 
wdencia los presentes autos: Cntclín Enriqueta Ba- 
.savilhaso de — Pensión de la ley X fl 11.575. 

"RohKKTíi Hepktto — Antonio 
Saoahsa — B. A. Kazar An- 
CBOHRNA. 



MARCELO A. ZUÑIDO 

KECVKSO EXTRAOKIJiyAHfO: Sentencia definitiva. 

No teniendo el carácter de sentencia definitiva el auto que 
«e limita a ordenar una medida procesal, coaw la de -citar 
a' las partes a los finca del art. 20 de la ley de imprenta 
de la Provincia de San Juan, no procede el recurro extra- 
ordinario interpuesto contra el miamo. 
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Dicta m km del Phogubadob Gkkerai. 
Suprema Corle: 

Discutida ante los tribunales ordinarios de ta Pro- 
vincia de San Juan la validez de nombramientos de 
jurados de imprenta hechos por c! señor Interventor 
Nacional en dicha Provincia, se ba resuelto en última 
instancia que tales designaciones son válidas (fs. 13). 
Contra el fallo respectivo se trae ahora recurso extra 
ordinario ante V. E. 

Considero improcedente tal recurso pues se trata 
de la interpretación de disposiciones constitucionales j 
leyes orgánicas de San Juan hecha por los tribunales 
a quienes normalmente compete interpretarlas y apli- 
carlas. Ninguna ley de la Nación aparece violada o 
mal interpretada. 

Tampoco encuentro en la jurisprudencia de V. E. 
elementos de criterio suficientes para concluir que los 
nombramientos de jurados hechos por un Interventor 
Federal en ausencia de Legislatura que pueda hacerlo, 
deban equipararse a los de "comisiones especiales", 
dei tipo de las prohibidas por el art. 18 de la Conatitu 
eíón Nacional. Hasta donde lo permite la no muy ceñi- 
da analogía existente entro los casos anteriores y el 
actual, pudiera más bion afirmarse lo contrario (123: 
82; 154: 101 y demás concordantes). A ello na de agre- 
garse que, basta este momento no consta en autos haya 
causado perjuicio alguno irreparable al recurrente, la 
situación de los jurados aludido*. 

En consecuencia, corresponde declarar mal con- 
cedido el recurso extraordinario, y así lo solicito. — 
Buenos Aires, agosto 29 de 1940. — Juan Alvares, 
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Buenos Air**, noviembre 1H de im. 

Y Vistos: I,os del recurso extraordinario de ap* 
laeión concedido por la Corte de Justicia de la Pro- 
vincia de San .Juan en la querella instaurada por el 
señor Alfredo Cario* De Gib contra el director del 

diario "I* Acción" do» Marcelo A. ZyvaÚPi 

Considerando : Que el auto i|UB ha confirmado la 
Corte de Justicia de San .luán se limita a ordenar una 

medid» procesal cuino lo es la de citar a las partes a 
los fínes (|el artículo 20 de lu ley de imprenta. Radicado 
pl juicio ante el tribunal local, del «ni ser sentenciado 
y fenecido en la jurisdicción provincial; y sólo podrá 
apelarse ante esta Corte de la sentencia definitiva de 
acuerdo al nrt. 14 de la ley 3$* 48 y 6 o de In ley N* 4056, 
esto c*, de la <iue cause un perjuicio irreparable den 
iro del orden local en los casos provistos GÚ loa tren in 
CÍ908 del citado artículo 14, lo que no ocurre en el caso. 

Kn su nitrito, y de acuerdo a lo pedido por el señor 
Procurador General, declara mal concedido ni WJJnr 

. . Nptifíowsc y devuélvanse. 

ROBEliTO REPKTTU — ASTONIO 

Saoarva — Luía Linares — 
B. A. Nazak Akcrorbna — 
V. Ramos Mk.iÍa. 
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PROVINCIA DE SANTA PE v. M A XI" EL V. MOIIRE, 
— «ü SUCESIÓN— 

RECURSO EXT RAO RUI .V 'ARIO: Sentencia defimlica. 

Las sentencias dictadas en jttléSofl de apremia na kou. en 
general, definitivas a los efectos del recurso exliaordiua- 
rio; pero excepcioaalmcnte debe tenérselas por tales cnaii- 
do por las circunstancias peculiares del caso podrían can- 
sar agravio de imposible o tardía reparación ulterior. 

REC'VkSO BXfBAORDZKAIilO: Sentencia drfiniriía. 

Si bien Itt necesidad de no entorpecer la percepción ruti- 
lar de !a renta pública se opone a la procedencia del re- 
curso extraordinario en las ejeruriniiea de impuestos pro- 
vinciales si no ha mediado previo pairo, debe prese ind irse 
de este requisito en los casos anónialoa claramente exce- 
dentes del ejercicio normal de las facultades impositivas 
de las provincias. 

KKCVHSO fíXTfíAOHMXARIO: StofeJMffc drfmitin. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia dic- 
tada en juicio de apremio por eoWro del impuesto suce- 
sorio, aunque no haya mediado pago ni embargo efectivo 
de los bienes do la herencia, sí la suma que se ejecuta ab- 
sorbe todo el haber hereditario y el cumplimiento de la 
scutuncaa conduciría al desapoderamiento lotal de los re- 
curren tea. 

DERECHOS Y GARANTIAS COySTJTVClOXAI.KS: üerreha <te 
prapitdati. 

IMPUESTOS : Cvutisumtín. 

Son violatorios de las «arantías constitucionales la liqui- 
dación y el procedimiento por el cual el Estado llegaría a 
apropiarse, a título de impuesto, adicional e intereses, de 
todos loa bienes hereditarios, quedando además acreedor 
por cuantiosas sumas. 

IMPUESTOS: Principio» gencralis. 

El poder de crear impuestos esta sujeto, entre otros prin- 
cipios que deben wr observados para no cíier en el des- 
pojo, al de ser distribuidos, con justicio. 
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V Vistos: Los seguidos por el Superior Gobierno de la 
Provincia contra la succión de don .Manuel Jloiire, sobre 

apremio oe ltw que resulta, 

Que en 3Ü de noviembre de 1937 se presenta el doctor 
Rodolfo Rey na, Oficial ejecutor de la Diiwviún de Rfntns, 
entablando demanda de apremio eonira la sucesión de don 
Manuel V. Moure, por cohro de la suma de seteeieutow treinta 
mil <|HÍ»¡p)iIos ochenta pisos con quince centavos nacionales, 
intereses y cnstaa, por concepto de impuesto a la herencia, 
después de unificada la personería de herederos y legatario* 
según liquidación de fa. I. 

Que emplazados todos los hitere-sadus eu la herencia, y 
en la persona de! señor Koberio O. Dvlce, se cita de remate a 
los mismos, oponiendo exeepeionrs aquél y el señor albaca 
en los escritos de fe. 7H. Restirada la audiencia 
' del Cód. de Procedimientos Civiles, queda el jui- 

' ti y 

Considerando: 

I) Que se ejecuta el impuesto hereditario que corres- 
le abonar cu el juicio. sucesorio (ka ifcn Vicente V. Moure, 
; acuerdo con la liquidación practicada por la Dirección de 
íhlaa. en consonancia con los arts. 35 y 45 tle la Ley de Se- 
llos y ¡I de la Ley de Apremio N* 2154. 

IlJ Que loa ejecutados impugnan la ejeentoriedad del 
título fundadlos en que la propia Dirección de Rentan había 
confeccionado antes otra liquidación discutida por las partes 
en el juicio, en el hecho de no halxrse aplicado acertadamente 
las disposiciones de la Lev de Sellos, y sobre todo, en la incons- 
tilticionftlidad del gravamen ai absorberse con su eobro el 
caudal hereditario. 

III) Que aun cuando fueron exactas las alefr-ionM de 
los ejecutados, la naturaleza excepcional de este procedimiento 
de apremio le impediría fll suscripto conocer de ellas, porque 
dentro del mismo a los deudores de impuestos fiscales les están 
expresamente limitada» las excepciones de míe pueden valerse 
para enervar o extinpuir la acción de apremio. Ellas están con- 
signadas en el art. .*>• de la citada Ley 2154, y son: a) la de 
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inhabilidad de título por defecto di forma; b) la de! paga o 
exoneración del impuesto fundada en la ley, y c) la prescrip- 
ción de 10 años. 

IV) Que es evidento que las. objeciones de la sucesión 
deudora son de naturaleza distinta al sitiero de uxwreionw 
rigurosamente limitado que autoriza la ley de apremio- I*a 
circunstancia de que la Ilirccción de Rentas practicara ¡ron 
anterioridad otras liquidaciones y las presenlara al juicio 
para su pago, siendo motivo de observación por las partes, no 
invalida la que sirve de base a w-ttt ejecución, porque con ello 
la actora ne reduce a ejercer el derecho que le acuerda la 
ley 2154. La liqui<laei6n por sí misma entraña un título eje- 
cutivo, con el líoneepto del art. :t y la misión del Juez, no va 
míU allá en este caso ilel análisis exterior del mismo. Y como 
las constancias oficiales de fs. 1 reúnen los recaudo* legales, es 
indudable truc el suscripto, é«a impedido para pronu nevar una 
inhabilidad por motivos ajenos al propio certificado expedido 

por la Dirección de Rentas. 

V) Que, por otra parte, los ejecutadas no han justificado 
que por ley explícita estn sucesión estuviere exonerada de 
abonar el impuesto que grava la herencia, porque es inuepable 
que el art. 108 de la ley 2319 se refiere, como es lóí-ieo, a 
la-i personas jurídicas con asiento en el paía y no a la-i extran- 
jeras. Cuánto a la iiieonstitueionalidad tampoco puede discu- 
tirse en este procedimiento exrepeional, quedando en cambio 
a los interesados expedita la vía ordinaria conforme lo dis- 
pone el art. 10 de la ley '2134. Sobre la prescripción de inte- 
reses no cabe duda que "en el caso no procede porque la actora 
con su intervención en el juicio sucesorio la ha interrumpido. 
¡Ver embargo de fs. lí)2 vta. del Juicio Sucesorio de Manuel 
V. Maura y actuación de la I>ireeción de Rentas y del señor 
Agente Fiiteal en el mencionado juicio- 

Por ello, Resuelvo: Oesesfimar las excepciones opuesta*, 
ordenando se lleve la ejecución adelante por el capital, inte- 
reses y costas. — Miguel Yalu-nte. 



Dictamen Dbl PnocrnAiton Orne» ai. 



La presente queja aparece interpuesta contra una 
denegación del recurso extraordinario de apelación pa- 



ra ante V. K. Uwlucido en el juicio de apremio que el 
Gobierno de Santa KV signe contra la sucesión de don 
Mamé) Vicente Motín» sobre cobro dé impuestos a la 
herencia. 

Soiriín la liqnidaeíÓTl presentada a 1"k. 1 de dicho 
juieio, sobre un liahcr calculado MI * Ülli.t'lif.T", so re- 

claman í A4ftM4& *n concepta tfe impuesto, aosen- 

tismo y adicional, es decir, más del 40 % del haber su- 
cesorio; y ello, sin cbnlár los intereses, que ascienden 
n $ l'SO.S'ií». 4Ó. Knlri'tiiuto, realizados éfl I" sucesión 
los bienes hereditarios que deben pajgftr esc impuesto, 
sólo jilcan/-aron a pi oducir $ 481.78:1,5-' (informe del 
Súét «le la causa a fs. 1S del presente recurso). 

V. K. tiene resuelta varias veces que si, por las ca- 
racterísticas del caso, pudieran causarse perjuicios 
irreparables permitiendo se lleve adelante la ejemieióli, 
procede abrir el recurso extraordinario (ló(>: 3% 
423» 182: 293; 185: 18S: 1 Hí» : 4tíl). (¿ueda librado por 
completo a la apreciación de la Corte, determinar si esa 
norma de excepción comprende al suh-jwlke. Es «na 
cuestión de liedlo. - Juan Airara 



BuonÓÉ Aire», noviembre 18 de UNO- 

Autos y Visto-- Vonsiderando: 

Que la jurisprudencia de esta Corte lia establecido, 
con carácter de norma general, (iue las seitleneias da- 
das en juicios de apremio, no son definitiva» a los efec- 
tos del art. 14 de la ley S* 48. lia admitido sin embarco 
también que exeepcionalmentc A&k tenérselas por ta- 
les, cuando por ln* rin-iinslaneias peculiares del cusa 
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esos pronunciamientos pudieran causar agravio de im- 
posible o tardía reparac-on ulterior. Fallos: t. 167, pág. 
423; t. 182, pá K; -'<*3; t, 185, púgs. 74 y 188 entre otros. 

Que además existen precedentes que, en materia 
impositiva, HUpeditan In intervención de la justicia a la 
satisfacción del gravamen objetado, — Fallos : t. 99, b$gi 
355; t. 147, pág. 75; t. 177, pág. 341 ; t. 180, páff. 140 — 
atendiendo así a la necesidad de no entorpecer la per 
cepeión regular de la renta pública. 

Que sin embargo, el cumplimiento del requisito 
del pago previo no es legítimamente exigióle en casos 
anómalos, claramente excedentes del ejercicio normal 
ele las facultades impositivas de los Estado» en los que 
vendría u fallar el fundamento que sustenta la regli 
de que se traía. — Conf. doct Fallos: t. 182, pág. 293; 
t. 183, págs. 181 y 452; 18o, pág. 188. 

Que en la especie las modalidades del pleito son 
tales que autorizan a prescindir, a los efectos ■!■■ la 
procedencia 'leí recurso extraordinario interpuesto, de 
!;i doble circunstancia de que el fallo apcia<lo linya re- 
<*nUo en juicio de apremio — fs. 106 del expediente 
adjunto — y de que no exista pajeo del gravamen, y sí 
M>la mente embargo de parte de los bienes sucesorios, 
cosa esta última que hace notar el apoderado del Fisco 
íi ífe 116 y 123 del juicio principal. 

Que en. efecto, el fallo motivo de la queja condena 
¡i la .sucesión de don Manuel V. Mourc a pagar pesos 
7'0.,"Mo,15 mjn., en concepto «le impuesto sucesorio, 
¿k!¡<- límales e intereses, siendo así ([ue el naber heredi- 
tario alcalizaría a S 481.r»83,r>2 ni;»., según lo informa 
el .Iwx de la causa a fs. 18 de estos- autos. 

Que el procedimiento por vía del cual se Isa hecho 
posible no sólo que el Estado se apropie a título de ira- 
pneitó, adicional e intereses, de la totalidad de los bie- 
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nos relictos, sino qiw además ttimUióit so atribuya crédi- 
to por sumas cuantiosas, es ciertamente incompatible 
con garantías CNpresn y concretamente acordadas por 
la Constitución Nacional. 

Que en efecto el poder de crear impuestos- — lia 
dicho efitn t'Ort*, FhIIük: t. 1KI¡, p:iír. 421 ; — está suje- 
to a ciertos principios que so encuentran en su liase 
misma, y entre otros, al de que de i llns n* distribuyan 
con justicia; habiéndose observado con fundamento, 
que las imposiciones que prescinden de aquéllas, "no se- 
rían impuesto, ¡sino despojo". Añadió el Tribunal en 
el procedente citado, repitiendo lo dicho en un caso an- 
terior — Fallos: t. 11.% pág. 111 — que "un impuesto 
del 50 Jv es una verdadera exacción o confiscación que 
hn venido a restringir en condiciones excesivas los de- 
rechos de propiedad y de testar que la Constitución con- 
sagra en Mis arts. 17 y -0, a favor de ciudadanos y ex- 
tranjeros"; sentando así principios de obvia aplica- 
ción en las condiciones- de autos. 

Que la irroparabilidad del agravio que csusn la 
sentencia «pelada os indudable, no sólo por sus conse- 
cuencias y efectos respecto del juicio sucesorio, al que 
desde Inepo coloca en situación de falencia — Fallos: 
t. 182, pág 283 — , sino también porque es el medio que 
conduce al desapoderamiento total de los recurrentes» 
el que — según jurisprudencia de esta Corte, Fallos: 
1. 158, pág. 78; 1. 185, pág. 188 — constituye razón sufi- 
ciente para reconocer carácter definitivo a la decisión 
que lo impone, aún a título transitorio. 

Que en estas condiciones, el carácter anómalo del 
caso de autos es también claro, y teta para disipar 
cualquier duda respecto de la improcedencia del reque- 
rimiento de la satisfacción del impuesto, en calidad de 
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previa a la concesión del recurso, y por tanto también, 
dei embargo efectivo de loa bienes sucesorios. 

Kn «u mérito se declara mal denegado el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 111 del principal. 

Y no considerando el Tribunal necesaria más subs- 
tanciación, por ¡os mismos fundamentos, se declara que 
la liquidación sobre la base do la oual se ha iniciado el 
apremio, vulnera las garantías de la propiedad y de 
tostar que consagran los artículos 17 y 18 de la Cons- 
titución Nacional, y es por tanto inconciliable con ellos, 
revocándose eu consecuencia el fallo apelado de fs. 106 
(juc admite Ja ejecución. 

Hágase saber y devuélvase al Tribunal de h U pro- 



Roberto Kepbtto — Antonio 
Saga "'.n.i — Lt'is Linares — 
B. A. Nazak Axchokena — 
F. Ramos Mejía. 



S. A. ESTANCIAS SANTA ROSA v. GREGORIO 
CASTAGNINO 

RKCUHSO KXTRAORDIXARiO: Catión federal ¡Moción # 
recta. 

Ha improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
el art 613 del Código de Procedimientos de la Provincia 
de Bueno* Airea es contrario al art. 2588 deí Código Ci- 
vil en cuanto autorizo a desalojar al arrendatario del In- 
mueble — en el caso el apelante — sin la previa indemniza- 
ción de lo sembrado, y la sentencia recurrida reconoce la 
validez del precepto local y decreta el desalojo con arreglo 
al mismo, puea el precepto invocado no guarda relación 
directa con el punto debatido, cuya solución se encuentra 
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expresamente prevista en otros preceptos del Códiffft Ci- 
STSST 1618 y untantes del título de la locae.óu, ca- 



DE LA PLATA V; PROVINCIA DE 
SAKTA KE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: J'rmcipW* ffí- 

No proeje el recurso estraord inario contra ¡^¡^ 
<me fundada en disposiciones procesales de orden local, 
declara que el tribunal no «tf& habilitado para pronun- 
ciarse sobre Ib cuestión federal planteada ( ). 
RECURSO KXTRAORDISARIO: Xtatrria djM» *' 

lucho y prueba. 

Las cuestiones de hecho y prueba no auton«.i el recurso 

extraordinario. 

IMPVEftTOS: Cobro. 

PAGO: Principios genérate. 

El pairo de un impuesto crea una situación contractual 
entre el Estado y «1 contribuyente «ieriori«aita p« « 
recibo que el primero entrejra al segundo, por virtart ^ 
fuaf Au.lor M-da liberado de * tf**^*?» 
desprovisto de todn medio legal para reclamarle nueva 
mente el cumplimiento de aquélla. 
DERECHOS Y KARAXTIAS COSSTITVCtOS'ALKS: 
J« propiedad. 

P^GO: rVfiwft>*M ¡leneratrs. 

El efecto liberatorio del papo constituye un derecho pa- 
trimonial adquirido respecto del impuesto ^.síecho, am- 
parado por los preceptos del art. 3 del Código Civil y 17 
de la Constitución Nacional 

( .) P~h. *l tm ™* mh Z™Z¿u**x la mbma taha I* 
¿. I» -esu"* -.re >„ mis»*, 
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DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCION ALES: Derecho 
de propiedail. 

JMI'L KSTOS : Cobro. 

PAGO', ¡'riacipins generales. 

Aun cuando baya mediado error en el decreto por el cual 
el Poder Ejecutivo de la Provincia, previa investigación, 
declarú satisfecho con el pago realizado el impuesto y la 
multa aplicados, no puede invocarlo para dejar sin efecto 
sn resolución y cobrar una suma mayor, y la .sentencia 
que reconociendo esa facultad ordena realizar otro pago 
por el mismo concepto. ex viola toria del art. 17 de la CÓÉft 
titueión Nacional. 

Dlf-TAMKN IIFI. PBOOÜEADOB GeNBRAL. 

Suprema. Corte ; 

A partir de lo resucito por V. E. cou fecha 8 de 
mayo ppdo. (fs. 1032) ('), lia quedado abierto el re- 
curso extraordinaria respecto de dos puntos: 

a) si las condenas impuestas a la parte recurrente 
por el Superior Tribunal de Santa Fe en su fallo de 
fs. 834-45, desconocen la cosa juzgada emergente de lo 
resuelto por «1 Poder Ejecutivo de la misma provincia 
en 29 de noviembre de 1927 (copio de fs. 6f>7-8) ; 

b) si esas condenas importan violación del art. 16 
de la Constitución Nacional, en cuanto obliguen al re- 
currente a pagar impuestos y multas superiores a los 
que hubieran gravado a los demás abastecedores de di 
cha provincia. 

Respecto de lo primero, surge ante todo una dificul- 
tad de hecho. No se lian traído a la vista ios anteceden- 
tes de la resolución administrativa de fs. 657-8, ni de 
ella resulta inequívocamente que las infracciones denun- 
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ciadas entonces coincida» con las que motivan el recurso 
actual. Sin embargo, puesto que las parles no plan- 
tean cuestión sobre ello, me pondré en el caso ¿V que 
didm identidad exista. 

(Hacen COSA juzgada las resoluciones administra- 
tivas que reconocen derechos a ios particulares, o les 
eximen de obligaciones f El problema os dudoso; pero 
en los últimos tiempos V. E. se ha inclinado a la solu- 
ción afirmativa, y bajo tal concepto, la sentencia ape- 
lada no pudo reprimir actos que ya habían sido mate- 
ria de una ubnolución anterior consentida por 3o» in- 
teresados. Cabría, sin embargo, una salvedad; la cosa 
juzgada hóIo ampara los hechos denunciados basta el 
momento de dictarse, la resolución respectiva, u sea, 
hasta noviembre de 1927; en tanto que la sentencia del 
Superior Tribunal, aprobatoria efe lo ordenado por el 
Poder Ejecutivo en 12 de junio de 193S (fa- 699, e-xp. 
administrativo) abarca también operaciones posteno- 
res, hasta setiembre .le 1933 inclusive. Beapecto de es- 
tos hechos nuevos no parece razonable sostener que 
exUta también cosa juzgmla. Tal es la opinión del 
propio recurrente, quien a fs. 693 v. a 698, ha insistido 
reiteradamente en que bu redamo tiene por objeto 
Be le exima del impuesto y multa correspondiente^ a 
las operaciones anteriores al 31 de agosto de 1926, 
rebajándolas del total. 

En cuanto ni segundo punto materia del recurso 
— desigualdad ante el impuesto — la ley provincial 
N° 189?, que exoneró de gravámenes a los frigorífi- 
cos, prevenía en su artículo 2 esta excepción: "laa 
carnes y demás producto» que. sr destute* al ahaste- 
cimkrío público, pagarán los impuestos correspondien- 
tes de acuerdo con las leyes generales". 

Dos- son los impuestos materia del delate, conté- 
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nidos ambos en la ley N ff 3107. Uno de ellos (art. 63), 
establece que el ganado destinado ai abasto publico, 
cualquiera pea su procedencia, y aunque se introduzca 
faenado, pagará * 2.50 por animal vacuno o yeguarizo, 
$ 2 por cada porcino y $ 0.50 por cada lanar, cabrío o 
porcino ieefafo. 

El otro (art. 64-), agrega que toda otra transuc- 
c!ón de ganado incluidos los que se destinan a saludo- 
ros y frigoríficos, pagará por cada vacuno, yeguarizo, 
mular o porcino, $ 0.50, y por lanares * 0.25. 

1.a parto recurrente taclia de inconstitucional este 
segundo impuesto, que sostiene haber pagado con an- 
terioridad í y como la sentencia de fs. 834 sólo condena 
a satisfacer el primero con umita, el recurso- extraor- 
dinario tendría por objeto compensar con ese presunto 
pago previo, parte de lo que se adeudo alioru por con- 
cepto del art. fi:í. Planteado así el caso, su solución de- 
pende de dos cuestiones : 

1* Si realmente desembolsó Swift las sumas res 
pectivas. Acerca de ello, el Superior Tribunal (fs, 844), 
considera que de las propias manifestaciones hechas 
por el recurrente en el expetiÍGttle administrativo (fs. 
70* vtn.), resulta no haberlas pagado. 

'¿° ¡$¡ el impuesto <Jel art, 64 se cobró o no a los 
demás abastecedores, esto es, si existió el trato dife- 
rencia] iimtcria de la tacha. 

Aml>as cuestiones por serlo de hecho escapan a mi 
dictamen y quedan libradas exclusivamente al criterio 
con que Y. E. aprecie el valor probatorio de las cons- 
tancias de autos. Es obvio que si Swift fué constre- 
ñido a pagar gravámenes de carácter diferencial, su 
reclamo estaría justificado. Parece claro también, que 
8¡ ni pagó antes el gravamen del art. 64, ni Ja senten- 
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ria ap-liulíi lo condena a huirlo ahora, resultaría ex 
temporáneo el pronunciamiento pedido a V. E. 

Pienso, pues, que corresponde modificar el fallo 
del Superior Tribunal de Santa Fe, limitando la con- 
dena con arreglo a lo que resulta de la aplicación do 
los puntos de vista precedentes. — Buenos Aires, ju- 
nio 11 de 1940. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, noviembre 20 de í» 

• 

Y Viste ; til recurso extraordinario deducido por 
la Compañía Swift de La Tinta contra la sentencia del 
Superior Tribur . de Justicia de 1» Provincia de Santa 
Fe dictada un el espediente caratulado "Compañía 
Swift de La Piala v. Poder Ejecutivo (denuncia Ri- 
cardo Carreras) sobre recurso contencioso administra- 
tivo". 

Considerando: 

Que la Compañía Swift de 1.a Plata, al amparo 
de la lev provincial M 1898, W «Q*W por el término 
de cuarenta años a los frigoríficos que se establezcan 
en la provincia, de todo impuesto con excepción de los 
de abasto por las carnes y productoH que se destinen 
al abastecimiento público, instaló un establecimiento 
de esa naturaleza -en Villa Gobernador Calvez, pro- 
vincia de Santa Fe. En novicnVbre de 1924 empezó 
las oraciones de abasto local, y como el impuesto de 
abasto rc abona a razón de un tanto por cabeza y las 
oraciones las realizad la Compañía por kilos. Be es- 
tableció, y así se liquidó el impuesto, que se calcularía 
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mía res vacuna por cada doscientos cuarenta kilos do 
carne vendida y una res ovina por cada treinta kilos. 

Que el 18 de agosto de 1932 Ricardo Carreras, ins- 
pector de Rentas de la Provincia, denunció que lo Com- 
pañía no pagaba correctamente el impuesto de abasto, 
faenando animales vacunos y ovinos sin abonar el im- 
puesto corro apoiidiente, denuncia que determinó una 
investigación administrativa, al termino de la cual, des- 
pués do practicarse las pruebas que so creyeron con- 
venientes y de oírse a las partes, el P. K. de la Provin- 
cia, por decreto del 12 de junio de 1935, condenó a la 
Compañía a pagar el impuesto de abasto por noventa y 
siete mil ochocientas setenta y dos cabezas de vacuno 
y cincuenta y seis míl quinientas ochenta y seis cabezas 
de ovino, más la multa del quíntuplo establecida por 
la ley. 

Que la Compañía pidió reconsideración de la me- 
dida y mantenida ésta por decreto del 26 de julio de 
1935 dedujo recurso contencioso administrativo, el que 
previo los trámites del caso, la producción de nuevas 
pruebas y pericias y oídas las partes, fué resuelto por 
fil Superior Tribunal de Justicia manteniendo la reso- 
lución administrativa recurrida. 

<¿ne contra esta sentencia la Compañía dedujo re- 
curso extraordinario para ante esta Corte, fundado en 
que vulnera el derecho adquirido al comprender en la 
condena las mismas operaciones resueltas en una deci- 
sión anterior del P. E. de feclia 27 de noviembre de 
1927, violando la cosa juzgada, y vulnera la garantía 
constitucional del art. 16 de la Constitución Nacional 
por cuanto condena al pago de un doble impuesto que 
es superior al que pagan los abastecedores locales. 

Que la procedencia del recurso por el primer agra- 
vio ya fué resuelta por la Corte a fe. 1032, pero soste- 
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Hiendo una «le las partes a fs. 881 que el recurso ha sido 
mal coneedido por el Superior Tribunal de Ji 
en cuanto al segundo de loa agravios, corre! 
diar ese pnnto en primer término. 

Que la recurrente en el memorial presentado al 
Superior Tribunal de Justicia a fs. 662 - véase fs, 692 
— planteó la cuestión del cobro du los dos tributos, 
invocando el art, 16 de la Constitución Nacional, y el 
tribunal la lomó en cuenta en la sentencia apelada ■— 
voto de! Dr. Ferrcr a la tercera cuestión, fs. &43 vta. — 
Dijo el citado vocal, y los otros miembro-s del tribunal 
ae adhirieron a su voto: "Acerca do la doble imposi- 
ción, también argüida por el frigorífico, creo que natía 
cabe decidir en este recurso, por cuanto la competencia 
de este Tribunal se reduce a considerar la resolución 
administrativa, relacionada exclusivamente con el pago 
del impuesto al abasto, cuya esigibilidad está fuera de 
toda duda. Además, es evidente que se trata de actos 
distintos gravados de diverso modo. Así, mientra* el 
impuesto del art, 63 comprende el ganado destinado al 
abasto público, el art. «4 abaren toda otra transacción 
de ganado, incluidos los que se destinan a saladeros y 
frigoríficos, cualquiera sea la procedencia. Y el mismo 
Swíft lia confesado en su escrito de reconsideración ante 
el Poder Ejecutivo no linbcr pagado impuestos que de- 
ben sopesar los vendedores". Como ae ve, In sentencia 
del Superior Tribunal se funda en dos razones: una 
procesal, al decir el tribunal que nada delie decidir en el 
recurso «obre la doble imposición porque fu competen- 
c5a se reduce a considerar exclusivamente el pago del 
impuesto al abasto, siendo distinto el de las transaccio- 
nes; una de hecho, irrevisible por esta Corte, sufimenta 
para fundar la resolución, como es la «le que la Com- 

*-j el impuesto a laa 
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transacciones, como por otra parte consta a fs. 708 
vta. del exp. adm. y se repito a fs. 1054 en el memorial 
presentado ante esta Corte. 

Que en tales condiciones el recurso extraordinario 
es improcedente. " Puesto en cuestión un derecho fede- 
ral procede el recurso extraordinario cuando la senten- 
cia final lo desconoce ya sea explícitamente, o de una 
manera implícita por omisión de pronunciamiento a su 
respecto, a menos que se haya hecho constar que la 
ley procesal inhabilita al Tribunal para resolverla, pues 
esto último equivale a no haber sido cuestionada en 
el pleito como lo requiere el art. 14 de la ley de juris- 
dicción y competencia", ha dicho esta. Corte en el fall» 
del tomo 127, pág. 170, lo ha repetido en 131, 196 y lm 
aplicado -esa doctrina en casos análogos — 178, 229. — 
Las cuestiones de hecho y prueba, según jurispruden- 
cia constante del Tribunal, no autorizan el recurso ex- 
traordinario — Fallos: 18*, 127 y los allí citados. 

. Que atenta la conclusión anterior, sólo corresponde 
pronunciarse sobre si la sentencia recurrida es contra 
ria al art. 17 do la Constitución Nacional, en cnanto 
condena al pago de impuestos y de multas por impuestos 
que el P. B. de la Provincia había declarado, después 
de una investigación, que habían sido satisfechos. 

Que la Compañía recurrente fué denunciada por 
infracciones análogas cometidas hasta el 31 de agosto 
de 1926, según lo afirma la recurrente en el escrito de 
fs. 990 — Cap. I, IV — y lo reconoce la Provincia en 
el memorial de fs. 1039, sin que la exactitud de las fe- 
chas haya sido cuestionada por los denunciantea — 
fs. 1044 — denuncia que dió motivo a una investigación 
a raíz de la cual se dictó el decreto de noviembre 29 
de 1927 desestimándola en cuanto al ganado lanar y 
vacuno, diciendo en sus fundamentos: "Que del amplio 



y detallado informe del inspector Borzone así como de 
*os documentos qu° neoiiip'iña, no resulta probada la 
domineia del fisrolizudor Pérez, pues del resumen de 
#uíus revisadas, y en poder del érigorítiw^ resulta ha- 
berse abonado los impuestos correspondientes a las 
haciendas linarta y vacunas faenadas con exceso" — 
fs, «57. 

Que esta resolución del I\ E. de la Provincia de 
Santa Fe prueba el pago, obliga a la Provine! u y libera 
al deudor de su obligación de acuerdo Cte lo estable 
cido por el art. 505 del Código Civil, pues, como lo lia 
dielio esta Corte — Fallos: lo7, 5 — "Si bien los 
impuestos no son obligaciones (pie emergen de los con- 
tratos, pues sn imposición y la fuerza compulsiva para 
el cobro son actos óV gobierno y de po»«stad pública, 
no puede desconocerse, sín cmbni\go, qUe el acto del 
IHiK" *'re« una situación contráctil»! entre el listado y 
el contribuyente exteriorizada por el recibo qoe el 
primero otorpa ni segundo y por virtud del cual el 
deudor obtiene del Fisco Ln Ulwracion de su obliga 
eióu y este último queda desprovisto de todo medio 
legal parn reclamarle de nuevo ol cumplimiento de 
aquélla". {CodiRó Civil, nrt. 505, ines. P y 3 o ). 

••<¿ne el efecto liberatorio del pago — también ha 
dioho esta Corte en el fallo citado — constituye un 
derecho patrimonial adquirido respecto del impuesto 
satisfecho y no lia podido ser desconocido por el de- 
creto cuya invalide?, se persigne sin contrariar el pre- 
cepto contenido en el art. 3 o del Código Civil que, como 
se ba dielio, cu tales casos, se confunde con la inviola- 
bilidad <lí' la propiedad asegurada por el art. 17 de la 
Constitución Nacional". Puede verse como doctrina 
concordante la de los fallos : 152, '2(18; 154, 1G2; 158, 78. 
Que aun cuando hubiera Mudo error en el decre 
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to del 29 de noviembre de 11*27, 1h Provincia uo podría 
invocar ese error para dejar sin efecto esa resolución 
en 1935» pues ni s« admitiera tal facultad I» estabilidad 
•le los derechos sería ilusoria y lo» contribuyentes no 
estarían nunca seguros en sus relaciones con el Fisco. 

Por estos fundamentos y de conformidad con I» 
dictaminado por el señor Procurador General de la 
Nación, so declara : a) Mal concedido el recurso extra- 
ordinario en cuanto a la desigualdad' del impuesto; 
1)) Que la sentencia recurrida, en cuanto condena al 
pago de impuestos y multas por impuestos anteriores 
al 31 de agosto de 1926, es contraria al art. 17 de la 
Constitución Nacional y por lo tanto se la revoca en 
dicha parte y eu cuanto lia podido ser materia del 
recurso. Notifíqnese, repóngase el papel y devuélvase 
al tribunal de origen. Téstense por Secretaría las pa- 
labras subrayada* a fs. 927 vta. y fs. 928 liaciéndose 
saber a los firmantes del escrito que los contiene que 
han debido guardar estilo al comentar la sentencia del 
tribunal de última instancia de la Provincia de San- 

ta Fe. 

Roberto Reprtto — Antonio Sa- 
gabva — Luis Lisares — B. 
A. Xazar Anchorena — F. 
Ramos Mejía. 
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B3IPRBSTJTQ8, 

OHUCACiOSKii DE SUMAS DE D1XER0. 

La aceptación en silencio durante muchos años por parte 
de Indas los tenedores — uno de los cuales es el actor — 
de loa pagos correspondientes a los servicios de un em- 
préstito, al tipo de $ 2.2727, nn obstante la des valorización 
de la moneda papel con relación a la moneda metálica de 
oro efectivo do la ley N» 1 130, en las épocas en que estuvo 
clausiiradn la Caja de Conversión, sólo puede ser inter- 
pretada, en el sentido de que los contrayentes del emprés- 
tito no entendieron pactar una cláusula de oro efectivo 
como moneda específica, y torna innecesario dilucidar si 
las expresión** empleadas en el liono General se refieren 
a dicha moneda o si kóIo significan una «imple expresión 
monetaria o de cuenta con la equivalencia establecida en 
la ley N» 3871. 

EMPRESTITOS. 

OliLIGAC JONES DE DAR SUMAS DE ¡MUERO. 

Los pagos correspondientes al "Empréstito Interior de 
Obras Públicas al 4 % oro de 1911" debe» bacerae al 
cambio de * 2 2727 por cada peso oro. 



Sentencia des. JtifeZ FedEraL 

Bueno» Aires, julio 7 de 1938. 

Y Vistos : Estos antes caratulados "Villanul Victoriano 
contra el Gobierno de la Nación, sobre cobro de peaoa". de 
loa que resulta: 

E Que a fs. 11 se pr-wnta el actor deduciendo formal 
demanda contra el Gobierno de la Nación, por cobro de la 
suma de $ 41.566.86 m/n. o ta cantidad qoe en definitiva re- 
sulte, a mérito de las consideraciones siguientes: 

Dice que por ley N 9 8123 del 3 de junio de 1911, el Su- 
perior Gobierno de la Nación negoció el llamado "Empréstito 
Interior de Obras PñblieaB de 4 ^ oro de 1911", emitiendo 
títulos de loa que acompaña un ejemplar que te halla depo- 
sitad© en la caja fuerte de eate Juzgado. 
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i 5* inserta al dorso de los referido» títulos, 
expresa: "El pago de tos cupones veneidws y de los títulos 
llamados a. reembolso, tendré lugar e» Buenos Aires, en las 
oficinas del (V-dito Público Nacional; en Europa, etc... 
Este pago u hará a voluntad del tenedor en Huenos Aires en 
pesos oro sellado; en Taris y Ilruselas. en trancos, ete. r: . 

Que es tenedor de 2547 titulas de * 100 oro sellado ar- 
gentino (art. 2 W del bono general) del empréstito mencionado. * 
Que cuándo sé prf-s»rttó eu las oficinas del Hani'o Central, a 
los efectos de perc.lnr el importe de los cupmie* respectivos, se 
le propuso pagar en pesos moneda nacional al cambio de pe- 
sos 2.2727 por cada peso oro, manifestándosele que era la única 
forma de pago de acuerdo a lo dispuesto por la ley número 
12.160. Que dado las circunstancias del caso, aceptó la 
suma que se le ofrecía pero haciendo ni minino tiempo la más 
formal protesta, reservando* vi dereclio de reclamar ía dife- 
rencia que entiende se le de!>e abonar. Que la suma percibida 
por loa eupones Nos. 47 y 48 es de pesos 26.048.H6 m/n. Sos- 
tic ne el presentante que de acuerdo a la ley y tas estipulaciones 



contenidas, el pago debió efectuarse al cambio del valor de la 
moneda especial pactada y n a 2.2727 por peso oro como se 
pretende. Que la ley N* 12-160 invocada, es absolutamente im- 
procedente, por cuanto ésta es de fecha muy posterior a la ley 
de emisión, del empréstito. Que en el presente es de estricta 
aplicación el art. 619 del Código Civil, cuyo precepto invoca 
como fnndamento legal de la demanda. Acompaña las escritura* 
de protesta agregadas a fs. 1/11. 

En definitiva, pide se haga lugar a la demanda mas SOS 
intereses y las costas del juicio. 

II. Declarada la competencia del Juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda al V. E. por intermedio o>l Ministerio de 
Hacienda, a fs. 23, se presenta el señor Procurador de) Te- 
soro contestando y dí&e: 

Que la estipulación de pesos oro sellado, inserta en los 
títulos del empréstito de que es tenedor el actor, no importa la 
convención, de una moneda especial, y por lo tanto no es de 
aplicación el art. G19 del Código Civil, que invoca como fun- 
damento legal en la demanda. Que la moneda pactada "praos 
oro sellado" no es más que una moneda de cuenta, cuyo valor 
no puede Ber otro que el establecido por la ley X» 3871, ley 
que se baila vigente y que ha sido refirmada ís ratificada por 
la posterior ley N* 12.1B0. Hace luego un» serie de considera- 
ciones al respecto y pide que en definitiva se rechace la de- 
manda, con costas- 
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III. Que a fe, 33 M presenta nuevamente el actor am- 
pliando la demanda por la» y Sgfflgg 
espuestos «b el escrito de IV 11, en la suma de f 708.217.4.! 
ra/». Qué la suma expresada proviene de la diferencia co- 
brada de menos en el pago, de los eiipones Nos 4!) yaOy 
tirulos, como te acredita «'un los twlimunm* de protesU asre- 
KüdoH a fs. 39 v ta. 31. II a« presente que se reserva el derecho 
de reclamar et pago ,ílul,í reservado en el .luzjnMlo. Tó- 
rrido traslado de U ampliación, a fs. 37 se presenta el seiior 
Procurador del Tesón*, pidiendo que se tennan por reprodu- 
cidos los términos del escrito de responde (fs. 23) teniendo 
en cuenta que la ampliación formulada se apoya en los mismos 
fundamentos jurídica que en el escrito de demanda (fs. 11). 

IV. Abierta la rausa a prueba por todo el termino ele 
ley. m produjo la certificada por el aduano a t* ««;•'«;.»*• 
«ando ambas partes sobre SO menta a K 91 y &i H<». ™n 1» 
que se llamó autos para sentencia a U UJ vW,¡ y 

Considera;. Jo: 

1 Que dada la forma en que ha quedad" trabada la "li- 
tis" y no eximiendo contestación entre partea- en lo que se 

refiere- a los hechos que han dado 0rig*n » J» u ' 10 * lil 
ti6n a resolver versa «obre la ínt«rpretaei..u que corresponde 
dar .a la elausula 5? del hono general que RUtífflífi M™»» 
del Empréstito Interno- de Obras l*úbl.,,.s, del ai.» lffl. U 
espiada cláusula. e..ya copia se halla inserta al dor . del 
título X o té%3& reservado en la cuja Tuerte del Jugado, 
diee: "El pa¡m de los cupones vencidos y de fós titula llamn- 
" dos a reembolso, tendrá bisar én Buenos Aires, en las »u- 
" ciñas del Cn'diu» P¡H»l¡eO Naemiml; cu Kurwpa, etc., ele, . ■ 
" Este payo se luirá o voluntad del tenedor, en Unenos Aires 
" en pemsom sellado; en París y llruselas en francos e te 

estampada en la elausula ante» mencionada importa haber 
pactado una moneda especial, y «pjo tanto * acuerdo B lo 
dispuesto por el art. 61!» del Gfctóg» Cfei!. dispon ó n,,..c -avoca 
como fundamento de derecho, el tenedor de un Ululo 
dnr a I» suma que en pesos moneda nacional re presen .a el valor 
del oro contenido en la expresada mndM, al dU.de la leehi 
del DUO. Por MI parte la demandarla ««tiene lo contrario, 
afirmando que la expresión "pesos oro sellad.» no tiene otro 
dflÉiffttfo m * do haber pactado u.m s.mp e moneda , d 
dienta, eiivo valor de acuerdo a lo dispuesto por la ley N 3KJ 
es de $ 2.2727. 
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II. Que entrando a resolver la cuestión planteada y des- 
pués de -estudiar detenidamente las cundieron es en que fué 
negociada el empréstito que lia motivado este juicio, el Juzpado 
llega a la conclusión que la agregación "pesos oro mellado'* 
inelnída en las condiciones del bono general no puede tener 
otro alcance qae el de significar una «imple moneda de cuenta 
como acertadamente Jo sostiene la paite demandada- 
La especificación de la equivalencia de un peso oro a cinco 
francos, establecida en !a clánWa i»' vitando se refiere a títulos 
emitidos en el extranjero, resulta particularmente asertiva al 
respe-eto. Si la intención de las partea hubiera «ido la de esti- 
pular moneda especial "oro'', dicha equivalencia no hubiera 
podido establecerse, dt'sde. el momento que ello Importaría poner 
en una situación desventajosa a los tenedores de títulos en In 
condición examinada, desigualdad que no tiene explicación sin 
menoscabo de un elemental principio raciona! y equitativo; 

I.a forma en que se negoció la i-onversíón del empréstito 
según resulta del con i rato celebrado entre el tiobjerno Argen- 
tino y la» firmas S. A. Crédito Industrial y Comcndo Argen- 
tino, Bracht y Cía. y lianque de LViiioii rarisicunc de París, 
cuya copia testimoniada se Imita aprenda de fs, íilí a fs. 83. 
refirman lo anteriormente sostenido. 131 canje estipulado en el 
contrato ante» mencionado se hizo a t>a*c de la entripa de un 
«nevo título de * 250 moneda nacional de curso legal, más. una 
prima de 15 fraileña franceses n 4 pesos moneda nacional, por 
cada títnlo de cien pesos oro o quinientos francos franceses 
del Empréstito Inferno de Obra» PúblipiK de 1911 (ut 3*. 
eonf. fs. 73). Partiendo de la base que cí precio de los títulos 
fué negociado a los Bancos a ochenta y «iete pesos moneda na- 
cional (8 87 m./n.), según resulta del art. 11 de la copia del 
contrato obrante a fs. (19, tendremos que los tenedores de los 
anteriores títulos recibieron efectiva y realmente un valor que 
representa un cambio inferior a $ 2.2727 m/n. ¿Cómn ImTiiera 
podido el flobieriio Argentino ofrecer el rescate de los títulos 
en («R condiciones señaladas, si la moneda estipulada era "oro'\ 
como !n sostiene la artora? La negativa se impone, pnes lógico 
r que si así fuera nadie hubiera aceptado estas con- 




■ último, según nanita del informe producido por el 
Banco Central de la República Argentina ¿ver fs. 43/4?) 
los empréstitos emitidos |>or el fiobierno Nacional en peso* oro 
sellado argentino a partir de la ley de conversión V 3871, 
in* limita y cupones abonados en esta Capiinl, lo lian ÉÜ 
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siempre en moneda nacional al tipo de cambio establecido por 
la citada ley. , 

Por lo tanto, si de loa términos de la convención no resultó 
en forma inequívoca la intención de las partea de haber pactado 
una moneda especial, sin perjuicio que como en el presente los 
hechos demuestran lo contrario, debe aceptarse que la especi- 
ficación "pesos <>ru sellado'' que en pI cano se discute, no puede 
ni lia podido tener otro alcance que el de significar una simple 
de cuerna envn valor es el giM determina la ley de 
¡ó» <art. % ley # 3*71). opinión por la cual se decide 

í suscrito. 

III. Que sin perjuicio, ile lo «puesto y aparte de ello, 
aún suponiendo que en el mejor de los casos la clausula discu- 
tid* importara el haber pactad» moneda especial oro . como 
sostiene la adora, la Wlttcjén a junio del wwcrito . nj _ podría 
ser otra que la de aceptar el pago fil eambin tólW' 

U solución prevista por el art. 619 del Código Civil, que 
* 1.a esí-rimid» como fundamento de «jurero para Bgg&J* 
tesis contraria, resolvería en fama, simple la cueafón plan- 
■««i* s\ uo mediaran otras dispoaieioues lépales que ñafien 
nanlirable fl precepto invocado. Las leyes Nos. 3871. 9478 y 
12160, ruvaa normas no pueden dejarse de tener en cuenta 
para decidir esta causa, «lado que su VéHftg no ha «<to <^«- 
ida v por lo tanto exime de toda eopH&wacWn al -fMg 
resuelven en forma terminante y en contra .le la tes* sos- 
tenida por la adora, el caso contemp lado en autos. 

Dictada la ley de conversión N» 3871, quedó establecido 
íl valor del peso moneda nacional con relación al peso oro en 
$ 2 2727. Producido el cierre de U Caja de C.onvtrm-oft d». 
puesto en el año 191* por la ley N» 9481. prorrogado por la 
lev N" 9506, v vencido el plazo fijado por esta, prorrogado por 
el' decreto del P. E. del 31 de octubre de 1»H. trajo como con- 
secuencia la in convertibilidad de los billetes contra entrega de 
oro. reffimen que se mantiene en la actualidad hasta tanto no 
ae dicte la ley qne prevé el art. 58 de la ley N' 12.1S&. 

La situación provocada por la in«mvertibilidad del papel 
moneda, ha motivado la discusión que se plantea en autos, en 
los siguientes términos.: Cuál debe ser el cambio en las obliga - 
ciones a oro, i el que establece la ley N» 3871 o el carneo real 
al día del pagot Las opiniones se hallan divididas. Al ripéelo 
resulta interesante el foleto publicado por eL ^omité d< ; Abo- 
cados de los Bancos de In Capital r-ederal ( Obligaciones a 
oro" — año 1930). En esa oportunidad el doctor Carlos Me- 
ver Pelleprini. se pronunció por la primera solución, o sea, 



por el cambio legal (ley 3871) y entre los que se pronunciaron 
por la tesis eontraria, Re encuentra el ductor Junn Jos! Día» 
Arana. La jurisprr iencia tío ha resuello aún eu forma defini- 
tiva, cual ea la Solución, pues los casos que se han planteado se 
hallan pendientes de resolución en la» Cámaras Civiles. Los 
fallos de primera instancia que al respecto se han pronunciado, 
son también contrarios, pues el Juez doctor Dobranieh en la 
sentencia dictada, el 31 de octubre de 1934. ("Gaceta del 
Foro", tomo 113, pág, 38), se pronunció a favor del cambio 
legal (ley N» 3fi71) ; en cambio el Jueae doctor Miffueus. en la 
sentencia dictada con fecha 27 de noviembre de 1935, no pu- 
blicada aún, se pronunció en sentido contrario. El suscrito por 
su parle, e-n las condiciones actúale*, e* de opinión que- en la* 
obliiraidonn a oro. el tipo de cambio debe ser el que establece 
la ley N» 3871. 

Cerrada la Caja de Conversión, se ha suprimido el mer- 
cado interno de oro, porque no cxisie cotización oficial de la 
moneda peso oro argentino. Así resulta de los diversos infor- 
mes producidos por diferentes instituciones requeridas durante 
el término de prueba. La Bolsa de Comercio de Rueños Aires 
(fs. 49 y 85), dice que el precio de un peso oro, sólo puede 
apreciar» en el que le acuerda la ley X» 3671. En itrnal sen- 
tido informan el Banco de la Naei«m Argentina (fs. 58) v el 
Banco Central de la República Argentina (h. 43). 

Que en cuanto a los informes producidos, por el Manen 
de Londres y América del Sud (fs. 56). y el del First National 
Uanfc of lioston, tendientes ti acreditar el valor de otras 
monerías o el oro en sí. no pueden servir de base para 
establecer el valor de cotización del prsn oro argentino, Bl 
mismo juicio se merecen los informes producidos p«r las casas 
de cambio, Benvenutn j Via. y Pascual (fs. 54 y fifi), las que 
no dan una cotización oficial. Toda esta prueba no puede to- 
marse en consideración como se ha dicho anteriormente. porque 
ella sólo ha servido para aerrdilnr ¿nal es el valor del oro como 
mercaderia. pero no como moneda. Por lo tanto, esrp valor no 
puede lomarse como btttt para liquidar una obligación de dar 
una cantidad de determinada moneda, cuyo valor a falta de 
cotización, no puede ser otro ajjúft el valor de conversión que 
le da la ley (art. V, ley X* 3S71 >, can verdión que ha mantenido 
el art, 2 o de la ley N« 347S. para todas, las oh I tirar jones a oro 

IV. Que en cuanto a la jurisprudencia que la acturn 
■•ita en mi niégalo de U. MI. y uw> ul Juzgado hit estudiado con 
detención, no es de aplicación al caso de autos, dndoi que todos 
esos canoa hall sitio dictados con anterioridad a la sanción de 
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la ley N" 38T1, la que en opinión del que | 
¿enjúblernente la modalidad en esta clase de 

Por las precedentes consideraciones, fallo: rechazando la 
demanda instaurada por el «tu»r Victoriano Villarail eontra 
el Gobierno de la Nación por cobro de pesos, sin costas en 
atención a que la recurrente lia podido creerse enh derecho n 
r. — Eduardo Sarmiento. 



la CáUriK* Fedebai* 

lineaos Air»; «Jtibre de W 

Y Vistos: Estas autos sequillos por Victoriano Villamil 
contra el Gobierno de la Nación, sobre cobro de pvsos. para pro 
nunciarac acerca de los recursos de apelación interpuesto* a 
fs. 131 y 133 contra la .sentencia definitiva de fs. 124; y 

Considerando: 

Que la divorgmeia son»*! id» a decisión de la justicia, con- 
siste en la forma de liquidación de los toponea c importe de 
los títulos del Empréstito di? Obras Publicas de 1911* pues 
mientras el actor sostiene que el íiobieruo se orilleó h pasar en 
pesos oro «liado y es en esta moneda que debe hacerlo o en 
sn equivalente en moneda nacional al cambio que rija en el 
mercado libre el día del pairo, la demandada afirma qttÜ el tip» 
de equivalencia es el de 2.2727 conformidad eon lo dis- 
puesto en el art. I o de la ley 3871. 

La ley 8123 de junio 3 de 1311. autorizó ,;i r„der Ejeeu- 
tivo "para emitir hasfa la cantidad de átenla millones de 
pesos oro o sü equivalente en libras esterlinas, franco*, mar- 
cos o dólares, en títulos de deuda interna o externa de la Na- 
ción, de un inlcres no mayor de mntrn y medio pur ciento) y 
de una amortización de uno o medio por niento anual acumu- 
lativa por sorteo a la par (Miando la cotización vea a la par o 
arriba de ella y por licitación, euandn le eotúación píese ahajo 
de la par, pudUmlo aumentar el fondo amortizante si el Poder 
Ejecutivo lo considera conveniente". Al dorso de los titulo* 
te hallan impresas la ley que los autnriwi y el bono peñera) eon 
la» wndiei«ncR del empréstito entre las niales el art. ..-d.ee: 
"El paco de los cupones vencidos y de los títulos llamados a 
reembolso tendrá lugar en Buenos Aires, en las of.ctnas del 
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r en Europa, etc. Este pago se hará 
a voluntad .leí tenedor, en Buenos Airea, en pesos oro sellado; 
en París y Bruselas en francos, etc.' 

Los tiVminos del mensaje con que el Poder Ejecutivo 
aenmpañú pI proyecto dé ley y las manifestaciones del miembro 
informante de la comisiini que lo despachó, son fuentes de 
interpretación auténtica de la ley ín su significado y alcance. 

"La colocación en el país, deeía el mensaje del Poder Eje- 
cutiva ((-amara de Diputado», Diario de Sesiones año PJtl. 
tamo P, pág. 7) de títulos de deuda interna de 5 % rentu. 
no es posible hacerla en condiciones favorables, sino muy len- 
tamente, litis capitales nacionales que no están invertido** en 
el comercio, en la industria o en la agricultura, son atraídos 
y absorbidos por las propiedades de renta, por las hipotecas, 
por las cédulas y por oirás colocac iones que producen al di- 
nero un interés mayor que el 5 % anual de nuestros títulos 
de deuda pública. Hasta tnnto el mercado nacional de capitales 
permita Id colocación de títulos ilc un Ínter«-s no imiyor del 
5 *(i tendremos que hacer uso del cr«'«lito externo". El miem- 
bro informante de la comisión, diputado Pedro Lnro, después 
de abundar en análogas consideraciones y fundando la modi- 
ficación del proyecto de ley en el sentido de facultar la emi- 
sión de los títulos mn imputación n la deuda interna o externa 
de la Nación. agregó: "No es el caso de hacer resaltar las ven- 
tajas de esta forma «V nrjrneiaeión a la luz de las doctrinas 
del dereclio público internacional y de antecedente 1 : stóricos 
fine han dado fama mundial a la tesis argentina referente al 
cobro compulsivo de las deudas. No es tampoco el raso de pen- 
sar en una deuda de carácter interno, calculando que la Repú- 
blict pudiera acogerse un día a su legislación, porque la hipó- 
tesis repugna a tradición de honor del país y sería menester 
ir a bilocaría en et larpo período de |a tiranía para poderla re- 
ferir a nuestra historia financiera. Pero es incuestionable qne 
un empréstito argentino de setenta millnnen dr piwos oro. 
subordinado a la legislacifín del país, confiado en la honra de 
tos argentinos y al imperio de sus leyes, marearía un paso 
adelante -en el concepto de nuestra personalidad; internacio- 
nal" (Diario de Sesiones citado, páeina 83). 

En la redacción dé las leyes, decía el doctor Bermejo, "el 
Congreso emplea, indistintamente, las expresiones "pesos mo- 
nda nacional de curso legal", "pesos moneda nacional" o 
simplemente "pesos" para designar el papel moneda o sea la 
moneda fiduciaria inconvertible, empleando la expresión "pe- 
sos oro sellado", o bien "pesos oro" para designar valores co- 
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394 de la Colección de fallos de la Corte buprema). 

Si se tienen en cuenta, lu calidad de las diVt«M moneda»; 
onzadas ñor el art. 1* de 1» ley 8123, l« termino* el «ros * 
...crgiversaüies en que está redactado ol art. 5* del bono gene- 
ral que *e refiere, exclusivamente, a moneda ,*.». los antee*. 
L„,Ís legislativos a que se ha hecho refcwneia y la clara 
tffiÍGSSStt * enalqu.er duda 

„ue pudiera existir sobre la especie * ™« wJ * «PP% 

"La cláusula oro en los contratos públicos y privado. tieae 
.su origen en tiempo muy remoto, pudi.-.uW afirmar que se 
*mp*¿ a usar en ¡a Edad Media, como efecto de a ***** 
fusión ii.lr.Klue.da en los HiMcma* n^m-tario* > mu> espe 
cialrnen.e ,>or las alteraciones qn.h» na sufrido la moneda 
l»s ¿¡otea XIII v XIV. Y el resoltado de estas «mlmun* fflU- 
rei^ pír "edio de las cuales la autoridad buscaba -i ««¡vm 
dO las .leudas « tradujo «l M esfuerzos realzados para la 
,on.l..si«'m «le oontMtM en moneda buena y estable, hefihjé» 
e» cual L>ÍM el precíente inn.e.Ha.o de la moderna 
elilWOla oro (Alberto »: Se&M, "La clausula oro ...jr. «J, 
qU « *e puedo definir . orno "el pacto en vWad del ornl el 
deudor ha de pagai en oro o en valor oro el imparte gy» 
deu.la* 1 (Xu*baiim, "Teoría juridicn del limero , Wy®¡* 
Su inserción en lo* contratos y por Cierto en Jos ™P™*™ 
público», obedece a !« QW H»m »? * ffllfS^ 

en el fallo que ae regiatra en el tomo 138. pa» * J« eo 
lección, donde dijo: "Los pobierno* ; em.sores que UC m tan el 
concuño de k» capitalista*, no m hal an en «*«^ ,on '"j 
poner condiciones restrictivas al eierc-.-H. de 
insoriptor ni de ampliar m prop.« 

tajas o comodidades en lo relativo « los pa** PjJT el jn »m 
su cnpeñ.» en atraer eap.tale* y ¿«petar el míen* 
2 diverxafl ¿UU o mercados para el mejor .sito de la emi- 
Sfiií iST 3$ « ofrecer !a* mayores facilidades .^ pera 
ía adquisición de lm títulos como par. el cobro de 

T « cláusula oro es una garantía ofrecida por el ¿atado 
v Jg¿tt&£*P*>™ en resguardo de Huctaaejones 
l i «eía^n s en el papel moneda circulante V 

¡, u s i ( t D Incluid» en el empréstito autorizado por la le. ol~¿ 
fl^^m^^ « la ley dice ••peaoa orn ' y tí 
Lño ceneral "oro sellado" no puede 4^ -^.* » 

atención autentica del em'rtW ni tampoco OW tr-.vert.rse a 
aTt»vtai^nloa tomadores de los títulos. Las «bhgao.o; * «m- 
tr?id» i£ moneda especial. sólo pueden cancelarse en billete» de 
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cursa leffal por su valor equivalente al día pago. Así 3a ha 
resuelto repetidamente la Corte Suprema (lomo 30, pág. 223; 
tomo 37, pág. 70 ¡ tomo 44, pág. 5 y tomo 76, pár. 421, entre 
otro»). 

La pretensión de la demandada de pagar su obligación 
al tipo de 2.2727, ea inadmisible. La ley 3871, dictada Boíl mi- 
ras a urna futura conversión y con el propósito de impedir el 
agio y d«r estabilidad a la moneda, m» e»ublet'ió una relación 
fija y obligatoria de equivalencia, limitándola en mu art. I* 9 
al pngo áe los impuestos que pereibe la Nación en papel de 
curso legal o en oro sella-do, disponiendo que podrán ser satis- 
fechos indistintamente en papel o en oro al tipo fijado. Xo 
&e advierte, entouces. la influencia que pueda tener para el 
caso en que e| acreedor reclame pesos tle 1 gramo 6439 diez 
milésimos de gramo de oro, de titulo de 11-00 niilé-imo* do fino, 
creados por la ley IVM) o los pesos moneda nacional necesa- 
rios para adquirirlo», de conformidad con lo dispuesto en el 
art. 619 del Código Civil. 

Durante el tiempo en que permaneció abierta ta ('aja dt* 
Conversión existió, prácticamente, un tipo de rambio. pero 
una vez clausurada "la moneda w papel ha quedado eomple- 
tamente disociada del un» y su valor depende de la carestía 
de la misma, en virtud «le la teoría cuantitativa de la moneda, 
valorizándose o deprecándose según exista mayor o menor 
demanda en funrión t'sin del número de transaceionivs. ele. . 
dice ?l senador Jasé Heriherto Martínez y airre^a qup "hay 
un error frecuente en atribuir al papel nmneda inconvertible 
una equivaleii'-ia COB el oro" (ntado en la obra del doctor 
Schoo. fmg. 413). 

La ley »47K demuestra aue no OTtistG la equivalencia ale- 
•rada. Hubiera carecido d» objeto prorrogar el cumplimiento d* 
las obligaciones a oro de haber existido un lipa fijo de cambio 
ni contendría la ley. la salvedad que se establece en el art. 2" 
si el acreedor estuviera obligado a aceptar el pago en moneda 
papel al tipo de conversión «pie esl abh're el art. V de la ley -tST l . 

La ley 12.1 fiO no ha alterado el régimen de las obligaciones 
a oro, BÍ alcance, del art, 4" irt fine que dice "laa obliga- 
ciones estipuladas en pesos oro sellado que hasta hoy pueden 
pagarse u VH papel por peso »ro. continuarán pagándote en 
igual forma** quedó perfectamente fijado en la iliscusión que 
precedió a su sanción. El agregado fué propuesto pnr el sena- 
dor Sánchez Sorondo para disipar cualquier duda que pudiera 
suscitarse respecto a la situación d¡? los deudores d«- obligaciones 
a orí» frente a las variaciones de hecho «ue la transferencia 



pudiera ocasionar. El Ministro .le Hacienda, «telar Federico 
Pinedo, dijo entonces: "Entiendo que !a sanción de esta le) 
«o modifica en lo más mínimo la sitnauióu legal de los deudores 
de pesos oro. Obligaciones a oro hay de Iré* clas¡* dlBtenta l 
aunque muchas veces H se perciben bien Hay obhgac.ones a 
oro .-ontratadas con designación de moneda especial que por 
nuestras leyes deben pagarse «D la moneda espec.al csOpulada. 
Hay oht¡*¡ae¡«.iies en pes«w oro cpie también comportan la desig- 
nación, por Ihk características del controlo, de ana moneda es- 
pecial v hav obligaciones contraída* en pesos oro en las < t ue se 
usa esé termino como uun simple expresión monetaria, que no 
importa sino algo más del doble, exactamente. 227 peso» papel, 
ítespecto a las obligaciones en mniiwla extranjera, H evidente 
míe la sanción de esta ley no las toca en lo uuut mínimo. Kn 
cuánto a las obligaciones en peso» pro. que por las pet'lilmrida.- 
Ue» Üe lo* contratos resulten taroMn una clase especificada d« 
moneda capéete!, se aplicarán también las leyes comunes sobre 
la forma en que esas obligaciones deben rompí irse. M tercer 
Bruño de obligaciones. Jas contra ¡da* en pesos oro como son- 
ríe denominación vU-iosa o no, (le 2.27 papel, n» ** altera en 
So mis mínimo por la sanción de la ley. . . Si no existe un valor 
legal de! oro v los obligación?* se deben cumplir de acutr*) 
con el vnlor que lien* en plawi. e* evidente que tampoco se mo- 
difiea esta situación pop el badio do que WmiW. W «'Pa- 
ción de enajenación de oro al tipo de plaza. Me parece a ue la 
situación es bastante clara (Diario de Sesione* del Senado 
de la N'neiín. 31 de enero d« l&¡$). 

No habiéndose modificado la situación legal de lo» deu- 
dores cri peSOtí uro, resulta evidente que la disposición anali- 
zad» contempla únicamente las situaciones previstas en el 
art ir» de la ley 3871. , 
Por otra parte, las leyes sancionadas con interioridad al 
contrato de préstamo Üfl MB podido imislif io4ir !a relación ron- 
tractual toda vez que las obligaciones oreadas por convenció- 
lo* bilaterales no puede, modificarse ni e 3 li>.tfUirse por vo- 
luntad de una sola de las parles <art*. 120» y •-orrelaiiv.* fiel 
fódigo Civil) v en cuanto a la circunstancia de que el actor 
tav-aVeplado pagos de cupones en pal"" 1 »> de 2.-7 ca- 
rece de la importancia que la demandada le atribuye desde 
uue la intención de renunciar no W presume y la interpreta- 
ción de los acto* que tiendan a probarla, debe, necesariamente, 
ner restrictiva. 

Por estos fundamentos y i-onsiderae iones del escrito de ex- 
presión de agravios, se revoca ta sentencia apelada, declaran- 
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dose que el Gobierno de la Nación debe abonar al actor la di- 
ferencia qne> resalte entre lo percibido y lo que debía percibir 
al cambio que refría el día del pago a cuyo efecto se practicara 
U correspondiente liquidación, con sus intereses deade la noti- 
ficación de la demanda. Costas pop su orden en atención a 
la naturaleza de la cuestión debatida. — li. Villar Palacio. — 
Cartas del CampiUo. — Ezequiel 8. de Olaso. 

FALLO DE LA CORTR Sl'PREMA 

Buenos Aires, noviembre? 20 de 1940. 

Y Vistos: Los seguidos por don Victoriano Villa- 
mil contra el Gobierno Nacional por cobro de pesos, 
venidos en apelación de la Cámara Federal de la Ca- 
pital; 

Considerando : 

1* Que el actor, como tenedor de ti ulos del "Km- 
prestito Interior de Obras Públicas al 4 Vi» % oro de 
1911", fundándose en el art. 5* del Bono General que 
dice: "El papo de los cupones vencidos y do los títu- 
los llamados a reembolso tendrá lugar en Buenos Ai- 
rea, en las Oficinas del Crédito Público Nacional; en 
Enropa. . . etc., etc. Este pago se hará a voluntad del 
tenedor, en Buenos Aires en pesos oro sellado; en Pa- 
rís y Bruselas en francos". . . etc., soHtiene que dicho 
pago no puedo hacerse como lo pretendió el Banco Cen- 
tral en julio 4 y noviembre 6 de 1035, al cambio de pe- 
sos 2.2727 por cada peso oro, fundándose éste en lo 
dispuesto en el art. 4 o de la ley N ff 12.160. Aduce que 
el Gobierno se obligó o pagar en oro sellado, y, por 
lo tanto, que debió hacerlo en esa moneda o sn equiva- 
lente en moneda nacional al -cambio que rija en el mer- 
cado libre el día en que ocurre el pago, de acuerdo al 
art. 619 del Código Civil y no a la ley N« 12.160 aancio- 
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El doctor Celso H Rojas como Procurador del 
Tesoro, autorizado al efecto por el P. K., sostiene que, 
"dado, loa términos de la demanda y que el actor no 
diacule el pago Cll pesos moneda nacional, la cuestión 
a resolver es Bolamente una, vale decir, ai la equiva- 
lencia dol peso oro sellado, en que está concebido el 
Bono General del Empréstito, a pupei moneda nació- 
nal, "debe tener por base el tipo del mercado libre del 
día del pago como lo pretende el actor, o si, como lo 
sostiene el Golnerno do lu Natído, el tipo de la equiva- 
lencia debe ser el fijado por la Ley N> 3871, o seu "0.44 
oro por cada peso papel, lo que es igual a * '2:2721 pa- 
pel por cada peso oro". 

é Que dada Su forma OH que las partes lian inter- 
pretado durante 24 años las cláusulas del Bono del 
citado Empréstito, uo es necesario decidir s.i las ex- 
presiones pesos oro contenidas en el nombre: "Kmprés- 
tito Interior de Obras Públicas de-4 y¡ J6 oro de 1041" 
y la de: "posos oro sellado" del art. 5' del Bono Ge- 
neral, se refieren a moneda especial metálica de oro 
efectivo de la ley N* 1130, o si bóIo significan una sim- 
ple expresión monetaria o moneda de cuenta, con la 
equivalencia establecida en la ley N' 3871, pues tanto 
el Gobierno que hizo ol empréstito cuanto los tenedores 
de los títulos — entre ellos el actor durante 24 años — 
lo han interpretado en el ultimo sentido, no obstante la 
deavalorixacion de la moneda papel con relación a la 
moneda metálica de oro efectivo de la ley N 9 1130, en 
laa épocas en que estuvo clausurada la Caja de Con- 
versión o sea desde agosto do l9l4 basta el mismo mes 
de 1927 y luego desde 1929 hasta 1935, en cuyo año dic- 
tóse la ley N« 12.160 que mantuvo la clausura. 

En efecto, a rafz de la guerra de 1914 dictáronse 
las leyes Nos. 9481 y 9506, que suspendieron ios efee- 
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tos del ari 7° de la ley N" 3871 en cuanto obliga a la 
Caja de Conversión a entregar moneda de oro a razón 
ríe cuarenta y cuatro centavos por un peso de moneda 
de papel. Esas leyes fueron complementadas, en cuanto 
al cumplimiento de las obligaciones a oro, por la ley nú- 
mero ÍÍ478 «juc dispuso la prórroga de tas obligaciones 
de pago en moneda de oro mientras se cnrontrasen sus- 
pendido* los efectos del art. 1" de la ley N* 3871, salvo 
que el acreedor aceptase el pago en moneda de papel 
ni tipo «le conversión establecido en esta última, con el 
propósito patente de evitar al deudor el recargo del 
cambio en el mercado libre. Y así, a razón de ♦ 2.2727 
de moneda de papel por cada peso oro, recibió el actor 

sin proteta ni observación alguna, durante los trece 
años de la primera suspensión, y luego durante los seis 
años de la seg-uuda, hasta que en 1935 y 15KMÍ hizo las 
protestas que corren a fs. 2 y siguientes. Tal aceptación 
del paito licrlia por el actor durante tanlos años (fo- 
jas 10!l), demuestra concluyentcmente que no tenía 
inconveniente en que su deudor le pagara a esc tipo de 
eambio durante todo el tiempo de la suspensión del 
art. 7" (|e la ley 3871, como si efectivamente el deudor 
se hubiese comprometido a alionarle por los intereses y 
«•1 capital a razó» de un peso de moneda de papel por 
<aUa eiiureiila y cuatro eentavoa Je pcpoa oro, y no la 
«•nulidad de moneda de papel necesaria* para adouirír 
la moneda peso oro efectivo de la ley N* 1130, como 
lo pretendo ahora. Mas si esta ultima hubiese- sido su 
interpretación del contrato, él hnlin'a reclamadlo 8V de- 
recho (lo acuerdo al art. 740 del Código Civil, que pre- 
ceptúa que el deudor debe entregar al acreedor la mis- 
ma cosa a cuya entrega se obligó, y que el acreedor no 
puede ser obligado a recibir una cosa por otra. Pero, 
en mngiíii momento de los muchos en que, durante tan- 
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toa años, el actor recibió * 2.2727 por cada peso oro-, 
formuló protesta, ni-liizo reserva alguna del derecho 
que ahora invoca, lo que implica el reconockmientc ple- 
no y repetido de la interpretación del contrato tanto de 
fiarte del deudor cuanto del acreedor. 

W Ks inadmisible que el actor haya suscripto títulos 
del empréstito n oro en previsión do la desvalorización 
de lai moneda do papol y que no reclamara hu cumpli- 
miento preeiaamenle cuando se suspendieron los efectos 
del art. 7 o de la ley N* :iH71. Su silencio y la aceptación 
de los pagos al mismo tipo de $ 2.2727 que regía con an- 
terioridad a ta suspensión, sólo pueden interpretarse, 
pues, como que los contrayente* no entendieron pactar 
una cláusula de oro ei'eetivo como moneda específica. Y 
ello se corrobora enn los preceptos de los arta. ¡118 y 
1140 del Código Civil, pues la fnlta de protesta o re- 
serva en el recibo del importo del empréstito en moneda 
legal al cambio do la ley >V 3871, implica una manifes- 
tación tácita, pon carácter de certidumbre, de voluntad 
en la interpretación y ejecución del contrato. 

4" No puede inferirse otra interpretación de ta in- 
tención do I»* partos que la puesta de manifiesto durante 
veinticuatro años; y ella constituye la norma más se 
gura para interpretar las cláusulas de un contrato, 
pues como lo dice el nrt. 218, ine. 4» del Código de Co- 
mercio; "J*>s hecho? de los contrayentes, subsiguientes 
al eontrato, que tongsin relación con lo que se discute, 
serán la mejor explicación <le la intención de las parto» 
ni tiempo de celebrar el contrato", fifia ba sido, también, 
la interpretación de todos los tenedores de los títulos 
del Empréstito Interno de Obras Públicas, de 4 1/2 % 
oro, de 1911, ley N* 8123, los que han aceptado el pa^o 
al tipo de t 2.2727 por peso oro, constituyendo el actor 
la única excepción, y con la particularidad de que su 
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protesta y la reserva de derechos se produce al iniciarse 
el vigésimo quinto año de la vigencia del citado emprés- 
tito. Lo que concurre a corroborar la exactitud Je la 
interpretación antes referida. 

5" Que corrobora la interpretación que antecede l« 
que disponen las siguientes leyes: l.u N* 11.281 (de adna 

na) fija loa derechos de importación adicional y 
estadística, aaí como los aforos del arancel en peso» 
oro, >' dispone que éstos podrán ser satisfechos en mo- 
neda de curso legal, por un valor equivalente, (3c acuer- 
do con la ley de conversión 3871, ha X* 11.247 (de 
faros y balizas) cuyo art, 4" establece que el derecho 
se eolirará en oro o en su equivalente en moneda na- 
cional al tipo que rija aquélla ley. U X* 11. 251 (dere- 
chos de puerto, muelle y diques de carena) en su art. 
15 establece el mismo precepto que la anterior. Todas 
ellas reiteran la norma del art. B* de la N' 9 3871 (|Ue au- 
toriza el pago de los impuestos en oro, con moneda 
de papel y Según la equivalencia legal, 

I,o mismo ocurre con el pago (le las tarifas Je lux 
eléctrica que, establecidas en pesos oro, se pagan éstos 
al cambio de la ley N* 3871, lo que explica que la Bolsa 
de Comercio, en su informo de fs. 85 diga: como la 
moneda fraccionaria de un jhíso oro no circulo, el pre- 
cio de un peso oro para esta Bolsa do l'nmemo sólo 
puede apreciarse en el que le acuerda la ley N» 3871. 

En mérito de lo expuesto se revoca la sentencia 
apelada» >"» C n consecuencia, se rechaza la demanda. 
Notifiques^ devuélvanse los autos y repóngase el pa- 
pel en el tribunal de origen. 

Roberto "Repetto (según su vo- 
to) — Antonio Saoarna — 
B. A, Nazak Akchorrka — 
F. Hamos Mejía. 
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Voto hhi. 1)i¡. Robbkto Rbpktto 

Buenos Aires, noviembre 20 de 1940. 
Y Vistos: Considerando: 

Que la ley X o 8123 y el decreto del P. K. -de 16 ile 
junio de HUI, aul orinaron al Gobierno de la Nación a 
negociar mi préstamo publico llamado ''Empréstito 
Interior de- Obras Públicas de oro de Wir\ 

conviniéndose ijuo "el pago de los cupones vencidos y 
do 1<M títulos Humados id ftéfñbóIiBQ tendrá logar en 
Buenos Aires, en las oficinas del Crédito Público Na- 
cional; en Kuropu, ele., ele Kste pairo se hará a volun- 
tad del tenedor en Buenos Aires, en pesos oro sellado; 
en Pa rís y Bruselas, en francos, etc., ele/'. Desde au- 
tos de negociarse, tal empréstito y, por consiguiente, 
de pactarse esa forma fio pngo, la Caja do Conversión 
erenda por In ley X' 1 3871 cumplía va la misión ojuc le 
atribuye su nrt. 7*. 

Que el actor adquirió los títulos del empréstito el 
mismo afín de su omisión, es decir en 1011, y de las ma- 
nifestaciones contenidas en el capitulo XI del alegato 
(fs. 108 y sigtes.) se deduce que desde ese año basta el 
4 de junio de 1935, en que el actor presentó esta cues- 
tión, lia cobrado los cupones n oro ni tipo de cotización 
de 2.2727 pesos papel por cada peso oro, no obstante 
la tlesvatoriztición del primero en el mercado libre, con- 
siderablemente acentuada a partir del ano 1923. 

Que a raíz de la guerra producida en Kuropa -en 
el año 1914, el Gobierno Argentino vi-óse en la necesi- 
dad de dictar las leyes N T os. 9481 y 9506, suspendiendo 
loa efectos del art. 7' de la ley N° 3871 en cnanto obli- 
ga a la Caja de Conversión a entregar oro sellado en 



cambio de moneda papel. Tales "¡ejes fueron comple- 
mentaria-; a su vez en fttttMtó "i cumplimiento do la¡* 
obligaciones a oro por la N» WH, rayo art. 2 dispuso 
que vencida la prórroga r le treinta días para -el cum- 
plimiento de tocias las obligaciones, las de pago a oro 
quedarían prorrogadas mientras se encontraran suspen 
didoé los efectos del art. 7* de la ley N J 3871, salvo que 
el acreedor aceptare el pago en moneda- papel al tipo 
de conversión njuo establece el art. 1" do la misma ley. 

Kl propósito de evitur al deudor el recargo posible del 
eanibío derivado do la clausura justificaba la prórm 
gn, poro, esa razón no oxislia ruando al propio acreedor 
*<• allanaba a recibir por cada peso oro de sil obligación 
los 2.2727 ¡K'sos pafiel con arreglo a los euules bal > ría 
podido retirar el oro de la Caja SÍ ésta hubiere porma 
ucridu nlucrta. 

Que el actor, tenedor de los títulos correspondien- 
tes al empréstito do 1!>U, aceptó el pago du los cupo- 
nes a oro al tipo do $ '2:21 '11 por caria jvoso oro ; es do 
cir, optó por una de- las dot* soluciones qu« le ofrecí» du 
runtc el tiempo de clausura de la Caja la ley N' IM78. 
iíesrio agosto do 1ÍM4 hasta el mismo mes del año 1ÍVJ7, 
en (|ue se autorizó la reapertura tic la faja de Conver 
sión, las obligaciones de cumplimiento a oro se paga 
ron rn l;i proporción del peso oro por 2.2727 papel, 
aun cuándo existía una ncqociía diferencia en la eoti- 
zaeión dentro del mercado libre; y al mismo tipo de 
cambio fnó recibido el valor oro de los cupones desde 
el año l!)29, en que la Caja se cerró de nuevo hasta el 
año 190*5, en que dictóse la ley N 9 1ÍU6Q clausurándola, 
con la diferencia de que el peso oro argentino de la 
ley >i v 1130 valía en noviembre del año 1035 no ya 2.2727 
en el mercado libre, sino alrededor de fi posos moneda 
..acional } fs. 89, 53, 54. 



Que Ins. imimfcsta-iones formulado» en el capitulo 
XI citado (f«- I»») contienen el «wnwamkto 

de que i>I actor aceptó en silencio el cobro ¿te los capones 

a razón de pesos papel P or P * oro » sin 

saivea^d iii oks.-rvación oÍ*uij». ta protesta hallábase, 
por lo menos, indicada, para un dar litiga? a creer que 
el jwko sin reserviw al tipo de 2.2M7 en logar do los 

4, S ó ti pesos pop*) ¿«I increado lilire, sigmfu-abn un 
acto de interprolacióii repetido del contrato durante to- 
do el tiempo en .pie se mantuvo cerrada la Caja de Con 
versión. Un dielto el propio aelor n fs. 109 que " por con- 
siderar que la Xación era deudora de 270 millones de 
pesos oro v que la» condiciones del erario público eran 
afli#ent«$|, . . no (jiilúG crear una perturbación seria en 
las t'inanwis nacionales ... y nec|>tó en silencio el como 
de los cmpoilCK a razón de L'.'iTL»; por poso oro sollado 
iple le era dehido", 

(¿lie esa aceptación del pago al tipo de 2.2727, fue 
una renuncia del acreedor a redamar durante todo el 
ü^onvoivirilículo de la relación de préstamo, un tipo 
■lisl filio di- cambio. Kl acreedor mismo se encardo eon 
mi i-ouiluetH. < lo h¿*r saber «pie no tenía inconveniente 
ou q¿G la relación se CitrapHorá durante todo el tiempo 
de «lau-tim de la Caja de Conversión, eomO -si e» la es- 
critura el deudor se hubiese oomprmnct ido a pagarle ul 
acreedor por los interesen y por el ftftpital en ta propor- 
ción «le ±'2727 por cada poso oro recibido, cualesquiera 
fuesen las fluctuaciones de la relación cutre el vah>r del 
oro v dd papel durante el íitmpo Futuro, mientras tal 
clausura sul.sisliere. Sería, pues, verdad. «,Ue la Xaeióli 
ofreció a kiK tenedores de lindos un valor monetario es 
tablc enn ol fin de ponerlos a cubierto de toda fluetun- 
ción en el valor del papel, pero también lo es que el 
propio acreedor al recibir durante tanto tiempo, sin ufe 



frervación, el papo de los cupones y do los títulos amor- 
tizados ni tipo de 2:2727, consideró que esa relación de 
cambio satisfacía el valor oro del prcstaiim, sin» porque 
ásí Jo entendió al contratarlo, como consecuencia do la 
opción posterior al cierre do la Caja que habría altera- 
do la primitiva convención a su respecto en cuanto a la 
forma de restituir o! préstamo. Xo deja do tenor impor- 
(anda la observación de que si bien no hay más valor 
del peso oro ojue el señnlado por la ley X o 1 130, en reali- 
dad, Ja relación de cambio establecida para el funciona- 
miento de la l'aja .le Conversión, aunque no len^a BÍg- 
inficado de moneda oficial con fucrwi olinncelatoriíi, 
funcionó en la práctica como tal por el asentimiento 
tácito del acreedor. 

(¿lie en los co-nt rotos con cláusula a oro, la mus pro- 
barlo interpretación es la de que el deudor debo entre- 
oír el valor real «leí oro recibido en su relación de cam- 
bio con el papel. Pero si osa interpretación no resulta 
acorde con la forma en que las partes lian cumplido el 
contrato, claro es que quede por saber ouál fué en reali- 
dad ln voluntad de los contratantes cuando se convino 
la relación. I-a cláusula a oro no tendría objeto ai el 
peso papel tuviese un valor inalterable; si siempre ha- 
bría de mantenerse como valor del -peso papel la rela- 
ción de 0,44 centavo» oro por cada uno de aquéllos, no 
existiría ninimna dificultad y sería iuiitil la cláusula a 
oro. Tero, en el licebo, no sucede asf; la relación de 
valor entre el peso papel y el poso oro varía romo con- 
secuencia, principalmente, de la des-valoriznción ,!ol pri- 
mero y sucede con frecuencia que el día del papo el valor 
del préstamo requiere una cantidad mayor de papel 
para cubrirlo. Ks con el fin de no sufrir bw consoenen- 
oius do cs*a desvaió rizaeión que se pacta la cláusula a 
oro. Esta asegura uu valor monetario estable cuya ex- 
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presión 011 papel es ol del cambio corriente el día del 
cumplimiento de la obligación. Si existiese un tipo legal 
forzoso de ron versión entre el papel y el oro bastaría 
pagar '•" eaa relación, pero no existiendo, pues nc í0 lo 
lia establecido por ia N f 3871, que instituyó la Caja 
ele Conversión, debe aplicarse el tipo del cambio en el 

mercado el día en que el paso tenga lugar. 

Que si la ley autorizaba al deudor (la Xación) fl 
suspender «'1 pago de BU obligación a oro para evitarle 
el recargo del cambio, dándole, HO obstante, al acreedor, 
el derecho de exigir él pago siempre que lo admitiese 

s\n tal WHfflTgpi es decir, al lino de '2:2127 y si así loa 

recibió durante todo o parte del período comprendido 
entre el 14 de affOeto de 1914 y el mismo mes de 1927, 
tiempo durante el cual permaneció clausurada la prime- 
ra ve?, la Caja de Conversión ¡ y si por fin al mismo tipo 
lo recibió desde 11?29, en que la Caja se cerró de nuevo, 
iiasla el uño 1:035 en que se dictó la ley N* 12.160 clau- 
surándola, no obstante las diferencias apreciantes de 
la cotización entre el oro y el papel, sobre todo en la 
segunda «'poca, debe creerse que ia obligación entre el 
tenedor de los títulos y el Estado fué en realidad modi- 
ficada. 

Que podría pensarse que si este asentimiento del 
acreedor a recibir el pago al tipo de '2.2727 tuvo expli- 
cación valedera en el primer momento de la clausura 
de la Caja, desde que aquélla relación de cambio se 
mantuvo y persistió durante bastante tiempo después 
en el mercado libre muy cercana a la de 2.2727 pesos 
papel por cada peso oro pactada por virtud de la op- 
ción, no lo tendría al contrarío, después de la segunda 
clausura de la Caja entre los años 192ÍI y 1935, en cuyo 
lapso tal relación fué extraordinariamente más alta, 
variando de.sde un peso oro por tres, cuatro, cinco o 
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reía pesos papel en el increado ubre. En ambas situa- 
ciones extremas el acreedor reeihió, sin observación ni 
protesta, alguna, el pag-o de sus cupones al tipo de L'/J/iiT 
y su evidente, qno uso sólo pudo sor así por el efecto 
-ubsisteate. c|e lu opción respecto di'] pago de las obli 
paciones a oro, producido por aaberse >:oinotí-do el aereo 
dor a !o dispuesto por la ley X v 9478. 

<¿HC> la ley X* 12:160 ell RU Oft 4'' préSCril>e que bis 

lioy pueden pagarse a ^.-"^7 pa|iel por peso oro, con- 
I ¡n liarán pagándose en igual l'ortna. ¡Cuáles son esa* 

obliKHciom** estipuladas en pesos oro sellado que has- 
la hoy puedon pagarse a 2.2727? \m$ roncerladas en 
ísu t'orrim, las derivadas del pairo de itnpiu-stos a oro 

puya oq trivalencia ul susodicho i'aiiihio so bulle seña- 
lada por la ley, las provenientes de lu opción dada al 
«creedor al clntisururse lu Caja de Conversión por la 
ley X" !M7H, en cuyo ea^o se Hleitentran las de este jui- 
cio. DeSClC el año 15*14 se habían pagado por e| ííobierno 
e-n esa relación, sin protesta ni observación alguna por 
partí- del actor, como .se ha dicho. verbo "pueden" 
¡dude, Ría dudflj n unn si función jurídica admitida df 
antemano por los contratantes de una obligación de 
, pago a oro. I.a opción por el pago a papel al susodicho 
tipo de conversión, presupone, corno SO ha dieho. el con- 
*eiil¡ miento del acreedor. 

QOC no se eoneibe, en efecto, cómo Mesad» el mo- 
mento dr íjue la eláusuln a oro llenara lu misión previs- 
ta, el acreedor (pa« la pactó no la hiciera flliirioiiar; MUI 
de dos, o se había producido a su respecto una renuncia 
a esa seguridad como consecuencia de la aceptación, 
por i-I acreedor, de la ley X" !»47K «pie la u«$ para exigir 

el pago a pnju'l al ü|*o de 2:2:27, los contrayentes no 

parlaron cíe verdad ima cláusula a oro eslK-cifiea sino 
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la «le pa K ar O I» canti.lml de oro 

2.27Ü7 pesos i.a,K-l. os «ienr, lo «.ntrnrio del su.tu ' 
propio Z aquella, os posible infcnr ■ otn. can» _< fc 
ln oomlueta observada i»r las partes durante ve.Mu 
año*. Bita constituye la non.u Mfci «Cflfa para ínter 

Dtetáf la relacé inrídiea, de *Mk!$R <■»» Io 

Lr éí art. 2&1, te +• <*ol Código de <Wrno, *e R un 
el L -»al lo» hedías de lo» contrayentes W^W?' 
contrató qiie Éeñgftn relación «oit >« H» 1 ' «S scra " 
, ft ^jor ¿M¡&#« & la fata^aiia ^ Jas partes a 
tiempo dé rttonr o! *>*rtr»to. M Mfc » Wjrtw 

resallaría de lo dispuesto por los art* Sfi i, y h, ■ l 
(Sé^gO Civil. eu.nbinndos «K. el arl. 2- de la ley lune- 
ro ÍM7R. 

(>„<■ la omii.sliuu-it. de QW» el omprésiik» líe ITOi 

loy K° #ti& hajra sitio p*#W p°* B l f d f 

1„; |ené<lóri-K tfe sus título* al Mí» ¡Wftf & la 

cluosura de la Caja -le Convelió» "SO W tai* 

lúi'n el valor ilel «rn en el rorread» lil»>- y, desjWfia do 
aquel aconieeiiniintc», aun no «iínclólf», «liiiíürfffl a <•<> 
rrolmrar la solneiói. aidieipuda. pn&S, «le n«. sor Vft 
,.| H eUr oonstituina la única evre|>eió» mire todos los 
tenedores a mu* fe MÍ*** r«*W» «u* relajones po, 

El mismo «mtóto ? Mfcir ol.serva.lo una conduela 
semejante «Captó <M ciorre lie la Caja; fe 43 y 44. 

Que si ol |J*jft comporta ol reriirneiinioiito- ttóo 
,lr ta CTiatoníia do m oWi^fón rii favor «M uereodor 
(art. 721 (1«-1 G&íieo Civil) «'I P»W# repetido durante 
mm años oí. una form* dok-nnimuln cW«da alivia 
IB ..¡tuarión lid enciorra recíimH-au.oute en fa- 

vor «le éste el reeoi.oei miento de qBO la oMi^aeion tue 
estipulada en esa forma o «le que, dospiles «le eoneor- 
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Por estos fundamentos se revoca la sentencia ape- 
lada, desestimándoae, por consiguiente, la demanda. 
Xotifíqucso y devuélvanse, reponiéndose el papel en el 
tribu nal <le 



ITl'RRERIA UNOS, v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 



l.k'Y HE SELLOS: Ezr-niiom*. 



El art. 49. ¡nc. 19, <lc la ley de «lio* V* 11. ¿dO — T. {>.— 
no autoriza al actor que vendó eon tosías, en el juicio 
Bejruirfo contra una provincia, para usar papel simple en 
las actuaciones ulteriores necesarias para ejecutor el fa- 
llo (»). 



LUIS QAGLIOTTI 

derechos y oabastias cossrr 

de mirar, jirrmanerir, transitar i/ §H¡r. 

II ABE AS CORPUS. 
INMIGRACION. 

El tripulante extranjero de un buque también extranjera 
qué desertó del mismo y se introdujo #n el país sin cum- 
plir los requisitos establecidos en la ley de inmigración, 
na puede invocar la garantía del art. 14 de la " 
ciÓn Nacianal ¡ por lo que no procede el recurso 
norpua fundado en esa disposición ( a ). 



(i> Fe*oa del fallo: aovkmtre 20 dt 1940. 

¿ti fallo: noviembre 25 dv 1M0. Ver Fallo»: 171, 



dis Jt^nOA MC ta nación 



SED ALAVA S. A. v. NACION" ATWENTINA 

nJi-I KSTf A !.<>$ REDITOS: Principa- g*nrr*lr*. 
¿UI'VKSTO A LOS I(K DITOS: Unta* rfW .«d«,ínu. tfr. 

Las prininn -le emisión .•obrad»* por la K$eM a lo* Mft 
SSSSi • ."crporada* «I fondo de j****** 
rentas sinn m-mr.-tan.icnto fiel «pitáú ^¿^«E 
simiente, DO se hallan sujetas al pa»ro del iflMWStfO » '» 

N'ilÍtU-4. 



ijÜPÜfflTti .1 HMHTOS: lltalan tiet rtm-f 

El sistema arL-entmo <le impWÍMfiM a loa pMítm B^gf* 
?{S 2 las panelas r,erv^ como 
cuenta fe I* tó¡#m«Wp dire,.ores o «mli«*, M# 
mervi se disuelva para ser enligada en forma .le d.u- 
deudos, remiiiu'raeiones intereses. 

WPUBRTO A WS mmW-. fc** ÍWWr^i 

I.as nuevas panancia» pro.luei.las por el éMl#* 'te las re- 
servas en dS*> .le los necios, se halla» sujetas a inp» 

alción; pero hm w» «WW*»*** «W«WP 

Sbntbnci* nsa. .1 rt» Kedekai. 

Buenos Aires, abril 18 de 1ÍUÜ. 

Y Vistos- Para resolver en definitiva e*tc juicio earatii- 
, a..a S. A.. Kábri,a de Tejido* y Art .le ponte 

. eontra el Fisco Nacional MM M 
los Kédilml. BODre tlemnndn conteneos", art. 4¿. 

xto ordenado-, y 

■ 

Kesultando: 

Qu,. |„ sociedad aetora manifiesta .«i* W ¡d «He 
nuevas «enones por un valor nnnuiml de ¡g^^lg^^g 
moneda nacional: fijando como precio de venta .le cada aee M >n 
de cien Lo* -valor nnmmnl - la suma de ciento veinte WP. 

Todo nuevo accionista abono, por consiguiente, ademas del 
valor nominal dé la acción, la cantidad de veinte peso» MR- 
"pTo ^ prima de emisión, primas e» « -nj-.n Mofflg 
Uno» de cien mil pesos. H objeto de la prima fue que I<* 




nuevos suscripto res pudieran participar de las ¡jananrias ¡M»- 
.ularlas de años anteriores en un mismo pie de Igualdad que 1"* 
anterioras participantes. 

Kfectiiailfl la suseript-ión de Jas nuevas amones, los nue- 
vos cupilah* apnrlailt's — valor nominal y prima—, pasaron 
a la- cuentas correspondientes ; e] valor nominal a la. cuenta 
"capital'' y la prima a una euenta de inversión "fondo espe- 
cial", j luc^r». en definitiva, n la cuenta "resma lrp«l". vale 
decir, qvc fot primas qnrthn>ñ acreditadas a /os ticcionrxttif 
i¡nr fe» habían Hpnrtiuln. 

Wnbr»? este importe de cien mil pesos, es cjur la llirevemh 
General del lmpuesU» a los licdítos cobró indebidamente el 
¡Dipucsti» de cinco mil pesos moneda mieioiial. Sostiene, al efec- 
to, incurriendo así en dos errores evidentes, que el importe de 
estas primas tle emisión constituye una di 1 las entrada o lia 
herí», sravados do acuerdo a| |rt. de la |ev 11.fiS2 texto 
ordenado y que no se trata de un mayor valor porque lio in- 
vnlueran ninffÚD mimriitn ile valores, en el activo. Sin emitan:», 
es equivocado decir que se trata de una de las nitradas n liaberes 
pravados. purone el artículo 22 citado,, no. liare tributar eiial- 
inií-r enfraila o beneficio, sino áfilo los que tengan el carácter ile 
rédito*. Por ello, la* prima* do- omisión, no prwwntaii tus earae- 
teres objetivos de la renta. 

Que i-on independencia de |i> expoe.'n. cu »-l año tM3(>. 
rt*partjó |pi ilivi')eii<|(i dt* cilmiIo siete uii| tpniltentiKs pesos 
moneda nacional, formado por noventa y p.élio mil setecientos 
Oñce pesos enn srleithi y seis i-entavus |tri»vi'iiieiitps de- íNtnan* 
effta obtenida* en el «ño V.l'.i't y ocho mil setecientos ochenta 
y oeho pesos ron veiiitieuatro centavos Q> suma reserva eona* 
tiluída con los beneficios del año l!Kt4. 

La Dirección del Impuesto lia exigido que el Impuesto se 
liquid? y paune sobre el total del dividendo, sin permitir que 
se dedujera e3 gravamen abonado sobre la reservn. al consti- 
tuirse, con lo ipie la lia obligado a pau'ar «los vives el impuesto 
sobre una misma •raiiaucia. contrariando así abiertamente el 
sistema do Ih ley. que es el de la trilnití'vióii simple. La vir- 
rnnstuncin ile que baya obrado de acuerdo »| ttxtn del articulo 
44 de la reglamentación ¡renera! ito mejora !;i porción di' la 

Dirección, desde que no caliP duda que ese texto no interpreta 

la verdadera intern-ión del legislador! Brava r una sola vez lúa 

beneficios de las sociedades anónimas! v es pür lanío víoIh- 
l«kl del arti.-nlo fio. inciso 2* de la 'Constitución Wiunal 
farts. 14 y 15. ley 4t* y iirt. fi*. ley +0.VO I'lanfa ( wjr tales 

motivos la cuestión constitucional. 
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Para rl improbable caso «le que M declarara la validez de 
es* artículo ■*+. baile notar subsidiariamente, que itn sido apli- 
cado retroactivamente, en forma que no fettouM autorizado por 
el mismo, y que. por «Mra par!.-. modifica o altera na derecho 

irrevoeablemeiile adquirido- - , -_ 

En efecto; cuando «instituyó, la reserva, nutra» el im- 
puesto ebuw pago a enema de tu reundfin que «W 1 "^ 

efectuar de ser ella distribuida (texto anterior del art. 4-1); 
imimcAtn «pie quedó imputado a 1MB parte del dividendo, 
ruando CoM pOKleriorídad, pero ante,, -le la vipen<M« del n««W 
texto, se papú ese dividendo. 

Bl deerct«i modificatorio pueft, no puede ser aplicado re- 
troactivamente, va óu«, dado su sigílelo al respecto, »•!« puede 
regir par» el tuturo (4 8. í A., tomo 27, pá* «4. ele). 

Plantea también al respecto el raso constitucional l or 
último. además do lo ConriffmdO que rs materia de la deman- 
da, agrega, que durante lo*. me*cs de aposto a m-tubre de 193S; 
hubo una huclpa Mil re los obreros del premio rn que opera su 
m-oeio que estuvo a punta de infiltrarse en SU fabrica, lo OOC 
so evitó mediante medidas especiales tendientes a pn tepe-r a 
los obreros en su eamino a la fábrica, a paralizar las activi- 
dades de los agitador**, y a evitar disturbios. Bstas medidas, 
prinmtrw pastos que alcanzaron a la suma de tre* mil qw 
nicntos ciACO peso» con setenta centavos moneda liocíoáal, pas- 
tos que han sido necesarios para obtener, mantener y conser- 
var réditos, por lo cual su dedueibilidad de la renta bruta es 

evidente, (art. fr, ley 11.682). 

Ks cierto que- eoti respecto a estos pastos faltan compro- 
bt.utes. per» no es ló»ieo exigirlo* dada I» naturaleza de las 
creaciones. Por lo demás, la falla de ellos, delie considerarse 
suplida por la fe que debe merecer su rentabilidad. 

IVr todo lo oftaL solicita se condene al Fisco Nacional a 
devolver la suma de cinco mil seiscientos catorce pesos con 
diez v ocha centavos IQOnedfl nacional, que, indebidamente se lia 
fcfeío oblipada a papar cu concepto de los Ires rubros que deja 
rda. tonadas: con intereses y costa». 

(j»c <d señor representante de la Nación, al contestar la 
demaud; manifiesta con résped» a la primera. cuestión mntivu 
u esta a« ■ifiii, que es cierto .pie la ley IJUW contempla aisla- 
damente a! "rédito", con alwtraceíón del capital que I» pro- 
duce; que en su sistema, los valores " capitales" no juepan 
a favor ni en contra del con tribuyen le. Así. Ih deducción de 
ln prima de emisión de acciones, serta a<lmisible. dentro del 
artíeulo 22. ine r), de la ley, si se tratara de un mayor valor 
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que se incorporara definitivamente al VupitH I * de la aetora. 

No es caí el nao: la prima eu la especie, no entra al 
"capital" de la sociedad anónima ¡ según el mismo escrito de 
demanda, ese "capital" no está foroiadu xinu por el "valor 
nominal" de las acciones. La prima, la "plus valía", corno 
dice la contraria, es tratada como una entrada ajena al "ca- 
pital ' ' y as! se dispone de e lia ¡tara un ' * fondo especial ' ' y luego, 
en definitiva para la cuenta ''reserva lepal'\ 

Estamos en presein-io. enlomas, de una verdadera ganan- 
cia de la sociedad, cosa que no altera la circunstancia de que 
sea no periódica. 

No cambia la cuestión el hecho di? que esa ganancia sea o 
no repartida n loa bccíohíbIbí, ni la de que se destine a finido 
especial de garantía, tic previsión o de seguro-, pues es ese el 
destino que siempre tiene una parte de las gaiiani'ia» de toda 
entidad. 

Tampoco tiene influencia la circunstancia de que el nvm 
Xi* ile la prima de emisión pertenezca a los accionistas, puesto 
que no constituye un bien especialmente utrilniidn a los míe- 
TOS accionistas que erogaron »<sa prima. Tal como esa prima 
lia injzresji |n, furnia parte de la masa social. 

Si pues, la prima de emisión dfl accione* es una (janancia, 
\m "rédito", no es dudoso que debe ser incluida en la liqui- 
dación, conforme a Ion artículos 1» y 2* de la ley 11.682, desde 
que no ha sido "expresamente excluida" (ver art. !•). 

Que con referencia al impuesto a dividendos tomados de 
re-serva, cabe observar que? la adora carece de Ínteres, y, por 
ello, tic acción en cuanto n la suma que intenta repetir, pues 
dicha suma la ha ingresad» coma impuesto eu su calidad de 
"asente de retención", conforme al artículo 14, inc. b) de 
la ley 11.982. No ha obrado, entoiiees, ¡jor derecho propio. 

Sí, pues, no ha hecho otra cosa que ingresar el impuesto 
por cuenta de terceros, claro ota que la sociedad carece de ac- 
ción. 

Por otra parte, no tto ha probado la doble imposición a 
que alude la actora, ni dicha omisión podrá ser suplida en Jo 
sucesivo atento lo dispuesto en el articulo 10 Je la ley 50. 

Con respecto a lo que la actor* dice, que el único funda- 
mento de ta repartición recaudadora al exigirle el ingreso sub 
lite es el artículo 44 del reglamento, reformado por decreto 
de enero 3 do 1937, se equivoca. Es la ley 11.682. en los apar- 
tados y 4* del artículo 17, In que |n ha diferenciado, la í|iie 
ha separado perfectamente a las sociedades anónimas de *ui 
accionistas; separación que, por otra parte, nace de las leyes 
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» que rigen aquellas pulídseles; DO «a «huloso» en eíec- 
las sociedades anónima" U«W» personalidad y palri- 
BÍO completamente. íMfa*, separado» e independíenles de 
de »u» oeeioniHias (Código Civil, artienlos Míj siguientes; 
Código de Comercio, artículos SÜ8 y siguientes). 

No qk por otra parle, una novedad en tigtsn _ derecho 
que el misma bien, que la misma suma de dinero sufra üos o 
mas imposiciones por el niteinu motivo, en el BU8BQ>< a»" W • 
en distintos ejercicios, puesto que la» m& impositivas ronsiue- 
ran periodos anuales. 

(¿ue por último, ron rtspeetA a lo* «asios p»»r huelga que 
nretende deducir la a-tora, maiüfiesta que, en principio, na 
ir tifa neaadB par la Pirceeiúi. Llenera! del Impuesto a lo» 
Rédito*. p7ro .gres», que olio, no han .ido probados y que y» 
Z podrá" serlo, por lo menos, en lo que se* , ? e 
aeuenlo al principo del arlSouto 10 de la ley SO, estando «I*, 
puest» en cambio a IW6WWetlos en cuanto sean pnwauos por 
otros medios Le;-a'.es. 



En mérito de todo lo que «leja éxjJnéatb, Km* 
de la demaudr. con la anterior salvedad, y Pie 

V considerando: 

Que en atención a que en la fecha en «uc fuera ] 
„ n1 „ i a (¡pr.'iK-ia el easo sub htr, no s* halJiiíui aun en vigeii- 
; a el «oxtr/rdenado de la ley nútne-v H-« - * 
rad«ñ«ttíario¿ el ffliMüipto considera Pertinente, 
o«r» evitar toda posible confusión ron respecto a la numera- 
ESE* ¿i los artíeii as aplicables que lia sido ordenada, por de- 
C^S¿S^F¿mÍ oitfr en la presente sen lene me 
exto pertinente de I. ley tP 11. «a. v^e-h, ^ 
prodMÍirae y plantearse los hecliM que inolivan la aui«n 

íl,f> Que de Muerdo a las cuestiones planteada- en U demanda 

fot puntos sipuientes: g) grávamenos de las | r tas cm 
món de aceioiu»: o) deducción sobre la renta bruta anual de 
« los réditos abonados en ejercicio anterior hnbro 
„ w «íiales Imputadas a fondo de reserva, en la pro- 
i que dicho* fondos son distribuidos en ejercicio fiscal 
Uterior como parle ¡nlCgrant* del «P™*».; g 

«cio-niatat; c) deducción sobre la renta bruta anual . du la* 
suma» pagadas y no comprobada* para evitar ue.. huelga. 
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u) Graeirmeti rfe /«.t primas de t misión ifv acciutt*». 

Que pn principio consagrado MI el campo del derecho pú 
Mico, «1 de que sólo hay impuesto exíyible cuando el objeto 
que. se pretende gravad», hu sitio materia de expresa ¡ticlusjón 
en 1h ley respectiva. 

Drl eximen «lento del (exto «le los artículos relativos a 
lo* réditoa de la 2' y :i' categoría, en que so gravan I»s rédito* 
proven ienK's ile ra pita les m<ibiliari<* y los del ruinereio y la 
industria, >'iiii<-t»<i .pn» comprenden romo titulares de díehos 
réditos a los au-ioi listas y a las suciedades anónimas, impliea= 

dos por el 4UO lile, no si* eslablere en forma alguna (pie la pri- 
ma <\f emisión di- acenvileS. tal ¡■ora» se cuestiona en aiiEos. lia 
ya .sidra objeto <lo gravamen ile Ja ley 11.682. 

KJ artículo 17 en la parte que comprende a, las socie- 
dades anónimas dispone ujne el gravamen incide "sobre los 
be n* fie ios sociales <pie no se distribuyan", concepto que armo- 
niza ron <•! principio h;is¡r« d<*| "remanente neto" sobre npie 
está estructurado el régimen vi-rento del impuesto a los réditos. 

De esta ealíficnCfóri le^nl y del origen que «rusa el inirrr- 

M de las primas de- emisión de arciones. DO «parece ni siquie- 
ra amparada por duda razonable la tesis «pie pretendí' como 
im-luid-i en la ley, ilirlio ingreso patriinoníjil. 

Si se Hpret-ta el caso planteado de las primas <l- emisi/>n 
de arciones. Con el criterio que deriva de la naturaleza in- 
trínseca de esta operación financiera, fácilmente se advierte 
que ellas no revisten i>| carácter de las ganancias normales, 
previstas romo apone da enriquecimiento de la compañía, pues- 
to que más. bien, dichas primas, tienen el significado de una 
contribución excepcional y Única destinada a ruin pensar el de- 
recho de prioridad que asiste a los arcinnista» wrijri'tarios. Un 
aporte así logrado, no se ajusta al concepto financiero «le 
"renti" ni el principio del románente- neln del a rl ínula fí v , 
que en la ley 11-682, sirve de basé « la imposición de todas 

las cAteffortoi, 

Los tratadistas Ai.i.ix y l.inwi/;. estudiando esta cues- 
tión expresan que. contrariamente a lo resuelto) por la Corte 
de Casación de Francia (Cas*. Cié, 21 Jun. 1917, S. 1017. 
I. 33 y 20 «le junio de 1020. Aff. I.eroy) que considera a las 
primas de emisión una pananriii excepcional, realizada por la 
sociedad sobre el precio de emisión. Ih mayoría de los trata- 
distas, ven en ello un aporte suplementario en capital, provis- 
to a la sociedad por los nuevos siisenptorcs (autores citados. 
" L'impol íwr /r rtrenu", l. I, 28(1). 

Si a lo expuesto se agrega *pu\ ** prima de emi.sión es un 
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desembols» suplementario exigido del susrriplor de una aei-ión. 
*obre el valnr icomiiial de la misma, puede concluirse, afir- 
mando que, en el cum» ile autos I»rima de emisión que se 
•■ucstiíum, aparece como un elemento xitt y* futís, no¡ contení- 
]>lad<i por la Iry lUirsí. ule dmide resulta tmproetfili'nle el rubro 
«nú- al respecto pretende I" (Mrtojrítfwtl fiseal. 

Tal eoiii'lusiñn annmiiza non el ¡iriiiripiu uxt'gétieo, si'inín 
el cual las leyes de impuestos deben aplirarsr de manera (al. 
(jila él proposito Se cumpla de acuerdo con las principios <le 
una razonable y discreia interpretación (& S.. t. lf>3, 3til >. 

6) Itulucciútt di h,s ímpirátfmj n Itía rfitiian abonadas /»<»r /« 
siieiftltti/ m tj'rcici'i imtiri'-r, paf í'/s ijanancuis svvüütx 

impmfaé a ftmtity dr r<* r»-«r. *« pwj»retf« q\tr di- 
chas f.nuUis s<m ilñiribttUltn < n 'jtrcicui fiwal ¡wsUrior, 

tama prtití tntajranti rhl dividí ade repartido n ' r S ac- 

citrnisl'H*. 

(Jue previamente a la i'Ui'Mión de ruin U> planteada, cu- 
rrespmdc dividir la defensa de falta de acción opuesta y úne- 
se funda en el liecho de que la actor» acciona en virtud de 
mi impuesto de 'pie son titulare-» los an-ioiiiMus, y euyn pii(í'> 
la actor» lo efectuó por nienia tlol contribuyente y en el carác- 
ter de ageote de rel«H»ión, conforme lo tfapoiit el artículo 
14, inc. In .le la ley ll.ÉiSJ. 

Al rumiar la prwedeiieis de la le* i* que reconoce ■trotó» 

y perMinerín al ajenie de relenrión para neniar en juicio 
en representación del eonlrilitiyente di jj/ri la ('«irle Suprema 
rn rr "llan.-u do la Provincia de líiictms Aires ennlra la Na- 
ción lia dicho (pie. en el caso, tal personería narp del Iieclio 
de creerse enii derecho a una situación de privilegio fisval 
eiuerpente <b'l carácter ipie invoca, de ¡nsf i t uci«*u <le Bstado 

de Ui rrnviiieia de Huenra Aires, comprendida, por KTOÍffukn- 
te. dentro de las exenciones dispuestas por e| artículo Ti* 1 de la 
ley H.ÍS& Kn 6*1 «luac-ión. égrtfn *'l tfífennal, mal se aven- 
dría, con el espíritu y I» letra de lineara legislación que las 
personas a -quienes la propia ley pnne u m enrj!o el cumpli- 
miento .le t.hl ¡«liciones de oíros, bajo severas penas, careciera 
del derecho elemental nV i-omp»re<-rr ante la jmfn-ia con el 
l'in de hacerse oír tt'. S ; , "ííaeeta iH Korn": tomo 14'». pig. 
I*i7. peón, -í 6 . senleiii'ia de uiar/o \"i ele lít-101. 

i¿iif (|e acuenlíi con el precedente criterio jurisprilden- 
úal. *e establece ir coNtraru, tmsit. que en aquellos rasos en 
que el úfenle de relencióti un invoque una hituaieióri patrimo- 
nial propia, identificada con el interéV del e<m tribuyen te a 



*puen rellene, carece «le ínteres jurídico patrimonial, y por 
tanto de derecha, para «sumir i¡n:i represen taeiún o'neíoM. 

Kn el cuso .v uh ¡tic, del lundaiucnm ile !n demanda, sur<ri' 
«•on vlaridud. i\\\o la acto ra 110 ¡Rvoea' para SÍ ninguna repara- 
«•ion jurídica ni pat rimuiiial, piie-, >ólo <e I imita a reclamar 
«'ii beneficio de los «K*¡ani»bM, que son ín* rerdaderos contri- 
buyenlos ik jun\ hi exrurii'w de una rinda parte (KM grava.* 

ínen liquidado fiebre la totalidad de las utilidades distribuida* 

en propiedad. Cuma w ¡idvwrte. *i H ¡»ravanien no afecta ni 

Ja exención beneficia a la «-onipañin ai-tora, no se juslificn 
en el *ub ftíftj por inaplicable In doctrina sil-dentada ]utr In 
Corte Suprema. 

Sobre este partieular. la Kxema. Cámara l-Vderal do csia 
sección, en caso ¡semejante f&titiM *'fS. A. Carnponuir y Simias 
v. Kist-o Nacional", fallado en junio 1- de ■ :#-if> > . Im ree*i>no 
culo a fav'ír del agente de retención, el (Ifttfehn de eje-miar 

la acción de repetícián, f timbado *-u td fallo de la Corle Supre- 
ma (lomo 1 TI». p6g< l.ih;. en el que acuerda la arción de repe- 
tición a favirr de quien ha clYciundo nil puso sin musa o por 
una caima «Miraría rt la-i leye*. 

Kn dielio ca*o, tratábale en primer término, del contri- 
buyente jvrt, q sea. p| originario titular del impueslo. razón 
|ior la «pie efectuó el pairo y accionara liiegft; p)| sejíund*) 
por, fundábale Ih tlefeusa de faifa de acc-níu rn Itw efectos del 
lieclm fiscal de bi "r»*percnsb'n'' ■td impuesto, aspectos ambos 
rpie baeían cu aojud Wi 'le estricta aplicación la doctrina 

mistentuda p'>r la; «'orle Suprema. 

Kn el caso sub ate, no medid, como en el citado, el pago 

del cnnlribiiyeiitp. ni pI interéo inmediato y actual que al mis- 
mo se re.-on.v-,. por el solo b.vlio de ser e-I contribuyente y ser 

quien patía el impuesto, wn pr«Cindencia acerva de nuléñ se» 

on definitiva la persona que soporta el paso ilel tributo, ex- 
plicable conclusión en razón de q¡ne esip íiecbn es alinéenle al 
fenómeno de la re perfusión. n« siempre fácil de diseriminnr. 

l*or ello, pudo allí la Corte, decir i(iie, siempre se ba reen- 
n«rñm ínteres y personería a los inmediatamente "afectados" 
por un impuesto. 

Que en el easo del asiente de reirneión, Kftútl v verá, no 
ninjeuna de las eireunRtanciSfl tenidas en .-tienta por In 
Suprema y por la Cámara Federal. 
En el caso «»b í"'f , no aeeiona la a.Tr.ra como contribuyen- 
te ní pinMe invorar perjuicio iumeilíato alguno por síhweióii 
patrimonial cjue atañe al accionista, único titular (Sel cravamen. 
ni puede tampoco aludirse al fenómeno de la repi-rcusuón. 
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En el raso (IpI impuesto sobre tus dividendo* de las ac- 
ciones, vtni la im.-idien.-i a del impue.stu .sobre e] aúeiu ufán, pnn.- 
tipia y i^rmiiiH la reperciisiúii áél misma 

KI asente de retención en oíanlo ri-alizn una función 
temporal, circunstancial v de cx<Tp<!««. instimula pop la ley 
ron él «ilij-'lo Je as*>»iirjir la recaudación, os mi a-rente auxiliar 
de lii mlminisíración pública. CUQía Iiim«*íóii asuin- en « Aert- 

rho público, ias nndcrNifufl »*pp!afl «k " mi ,,!,r -« i""í)»h<h. 

lista feú-gfl puede -er impuesta por e| KMad». «I igual «pie los 

impuestas, en virtud de I» mauifeiitfleMii unilateral de volun- 
tad tpii« pueden btfirfiar las órnanos «Hfipetente» en Pftnnn 
¿r er.'ar pafa el Í«d!ví<IiW rt'í(ui«¿¡onjido. la cdiliiiación in<H« 
vidual proporcionar la obligación exigida. 

í?nnsaj*rar la i«^sí s sustentada ( H,r ' Jl ara^rí, i»»', «triaría 
tanto i'iin.t destruir el si.sl «'iiiíi dp pereefWlwti de l¡i WUl» '"rea- 
di» por (as leyes ll.ti.Vi y lt.ds:t. a la vos <|iic t-oiiinoflarífl 
terjos peligrpN pura l«* contribuyentes mi fren eral, dentados 
do la Rnforidatl m 'a kvü ju/irada. en e**<K cu i,uc sin su in- 
icrvnirióii y iiniwimiento, el Bgíntí ííe rfJ«MK«n obtuviera 

sentencias .-i.iilraria a sus intereses. |por «cee-aria inri*. raí i.-ia 

Hn la* itemás defensas dwivailas de la renta global o Itfüta. 

exemii.ne*. dedHreioiiOT. etc.. que ntañi-n (le modo particular 
aí contribuyente y nue «fif> .'I po.iría conoeer <■ inviM-ar si así 
Id creyera conveniente. Residía evidente de In expuesto <\w, 
nn pú'etlé oficiar libra dn al arbitrio de qnirn sólo e$ un meca- 
h&nio de !a recaudación, decidir sobro el eumpKrnirntO e in- 
terpretación de la ley impositiva, ya «pie ello sñlo atañí- al cou« 
(i-íbiivonte ilr juri . ('alie concluir en su emisecuem-ia que, iiui? 
psuna disposición <le las leyes 1 IJffiS y ll.ns:i. equipara al B í* en - 
tp dr retención al eontrib«y*nte ni al roantmsvlo, para Impug- 
nar n nombre propio " ajeno, la proMitenelja del gravamen cuya 
rpff'íu'iñit psiá obísiíátlñ a pf«1«ar, par lo «pie en ole aspecto 

par'inilar de los d i vii leudos, earreé de BceiSn para tlpmaiitlar 
por el d>fUnO O'ip ainfle ii IpB acrinitwias. 

Que nin perjiiieii» de la conclusión precedente y para no 
excluir pronunciamiento sobre el fondo de la cuestión, conmi- 
naremos tamliién. ciuíl es In situación lc«al del ■jravaiiien y 
de la (ledueei«iii u.vie M euestUma. con el nbjelo de exi-luir del 

rálcriEo dp la renta tirilla, la KUÓtfl parle ilr impuesio abonado 
en p¡ereieio anterior fliobrei lo> fondos <le reserva y quO fueron 
d«afMtarloí para completar el dividendo repnrlitlo a los accio- 
nista*, titulares del gravamen cuestionado. 

Que para la rorree I a dilueidación dt-l ra «a sub lile y la 
debida apreciación de la facultad reirlaraen taris ejercitada 
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por el Poder Ejecutivo en la parre cuestionada, confíipnnde 
en primer término examinar eind es el régimen imp luntínlo 
por la ley II.ÜS'J, aeerea del gravamen a l«s réditos iJp las so- 
ciudades anónimas y de sus aceion islas. 

El articulo 14 «Je la ley 11.6#J, im-luye entre los réditos 
de la -sejfuiiiia vaR-guria, lu* redil"* pi^veiáenie* de capitales 
mobiliarios, votuu *>cr entre oíros, la* dividemHs de titulo» 
o acciones, «¡eiuprr que i¡e Hule tío capitales «ubicado* en la 
Hi-piiUli.-a. a eétgít de personas ile existencia idt-al, dunii.-i- 
liada* en ¿ata, y sin tener en cumia la ftMfffa «k ,lumle P r °- 
vicnen. a su vez Ju* rédito» de tales persona*, con la obligación 
11 ear£u de las ontidade* eiuivirag de diciias accione*, lie efec- 
tuar "por cuenta del contribuyente", la rctein-ión e ingreso 
respectivo, on el momento de su veneimie'iilo. Do esla eahft- 
eación legal s*» desprende con toda preci-siún que el rédito inic 
iVcíba el litulitr di' ai-t'ioiu's de sociedades o compañías Piltre 
las que se hallan las sociedades anónimas, está gravada di- 
recia y personalmente "y sin tener ten cumia la fuente de 
dunde provienen a su vez loe rédito» de tales persona*", o sea, 
de las entidades que los devengan, con l<» ipia el legislador ha 
querido aiii duda, HrtaWecer bien catesúriL-amejite k r&uáción 

d.-l accionista «HM «Milribu>vnte de esta Mtegórí«¿ indepen- 

dientcmenle de la sociedad a que penemi-e. 

4jue el artículo 17, al determinar los réditos de la tercera 
categoría, en su torcer apartado dice espresamenla que. las f»> 
ciedades anónimas, que reparten sus utilidades en esle paí». 
quedan sujetas al gravamen por In parte «le lea beneficios so- 
ciales que no se distribuya a lo-* accionistas. 

Concuerda este precepto legal cun Iji enseñanza de [te 
tratadistas, y en especial «no la adoptada por el derecho co- 
mercial f ranees, en el sentido de que las cuentas de reserva 
S'in pnrte del pal riiin>iiiii social, bajo el mismo titulo que el 
capital social. por Id que el derecho de propiedad de las so 
ciedades sobre sus reservas se ejerce en tan misinos condicione* 
que sobre su capital, razón decisiva ésta que señala la entidad 
sociedad anónima con respecto a dicho rédito, como único y ex- 
rlnsivo eontribuyenle *lc jnrr. 

Para expresar con toda claridad ajila' la situación de con- 
tribuyente- de la entidjad social, nada titUfl de v»i»Ún eon, la 
de 1 sus accionistas, expresa el lepi->lad<ir cu el cuarto al>artado 

de est«" mismo artíeulo 17. que: la parte de b» bencfteioa so- 
('¡tale* repartiilon cumo dividendos por la entidnd queda sujeta 
únieamente al gravamen establecido en <*l artíetilo 14, cuyo 
titular es el propio accionista, <:ou toda prescindem-ia de la 
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tóente de domíe proviene la >olalÍda<E d«.i r-'ül'' di'Vi 
por ta #¿í*fád, «*nf«nué reza Wtíéulo II Htu.K a 
titie* en títté mismo texto, la sociedad aMiwe el Krf d* 
o> ffcnoi.-m, pira inirresar t'l impwttlu por ..n-nta d*J 0OB- 

trítaycntt?, que n» w «tito !^6fl el »*toti«fei*> 

QlW el emítemelo ilc los nrl ¡rólos 1+ y ' ' »>" PW«*? V*™¡^ 
rtlfirórlcíl en ■•minio «jifrifeitrla d«* *if Uto-ione» patrimoniales 

en ítbtólttU) distinta*. GÓttri fiotli ta ■l»«' enn«-ivta «i aerii>iitst¡i 
ton sus divjjendw piTiil>i-li-s v Ih m»'¡.')I¡h] anónima por ln 
p K rtc de faénefitfcn '"* fi^nwftai n I.* ««wniKlt», wwl^owr» 

I» itiipulfieión .'nniahli- .le P?t*M fondos, pues la ley uniea- 

ment* íí^nc en emwíji wnWnty f¡«-al po- jfMjM r<*n« 

•utii lM-iií'fitios lo-_TMil.'s i-ii '-I ii"ir)i.-ii. por la -oeiedad. 

(¿ne. s.-_'t'in sil rae del examen ÓV las .lispi.siei.mes leíale* 
dliidas. se Ikjrn a I» tffllflttti*» ÚV «1 H «i*» de la #*■ 
af<«-1ai-i*'ii ile nwTvas fai-ulialivas. parfl s-r dMrdmida* en 

iMl't 6 en parir ponm (livuleini.i a los ai-i'Hiii¡»U\ pfcn¿ fetn* 

fi.-iii fe imp"inlile por el M*l<! Wm d" mi distrihneiór. ffl el 
...n.-ep-to «Je ¡ranam-ia. l'-r rife |M» apnviar t'.sU' rédito, ™ 
WTffwrto examinar ta itUwta'iito fi-'.ii raitw úw nitens 
■MtriímunSiii del ¿epfomsltfc pr.-v.-M.d¡-M.d.. iW iniervs WW* 
nicnial y enntnWe tle la j*wí«Mil disir¡l>in«loni dH Vm-riem. 

I*» tratadista* #14.1* i:t I.M'i:w il:. juMiFi-ando osla tjajw. 
diren <|iie th pfM«». nó alerta a las MH-iedadeH 

emintras ile Ira tí ilifcs, los niie V&\p ariiiai. para retener ri 
impiieMn: la í«« *fM« « N ptti'tKülKw* fénM^» i|e i»s 

título*, para tórtíBWf t4p «WC d bwiefieio en n| momento 
m nue les M .iKlnhiiñl". Si ••! ipn'ila .mi RMniMi *1i VH'WttWi 
4-1 cMiiirilui.vi'iit" 1 un r*rtMn nadii n su *lispi»si.Mi'n. líos per- 
«.lias reiín w|nf ^n pn-s.-iK-li: h pe.s<mil mural -.(«'ieilail— 
y la p.T-i>na del acrinuislii. \o es el ImMH'Í i-i" <«-i-ial |.t t§W S«' 

va la ley. sino el hen-fii-io d-l J íf«ii*M. «p|- BftJW "vnl*'li- 

Iprneiilc. síll» e¿Utd(l partí. ipil de su <lisl r ¡1mi< ■t*'>ii Eje»plÍf t- 
ramio, .-xpresjin tliehítf autores «|iie, sí una HiK»»w1itt1 n-ali/a 

Icnehcimi pew w ,,,s dístpii.nye. w pera v] leiieJor. une no 
r**ih* mi» '•"»»' MiMtrtin ImhíiVi Inversa- 

mente, uiui Mi-ieilü.l m reatía bfnertc¡«, aero <iisipii.ii>.- ai^-o 

a l»s tcriPílores .le los 1itul»s; para ipsét»* «i*.* fiewelg*» y por 
«...hMíllieiile. ÉÁIMÜ iiravahli'. Ks rl itttff de los lAlisaWí» 
a (piienrs id írK»réfi ps <1 buhv, aún en id .-iim. >),' niJlioH m---'- 
^.--inlrs. Kl ¡nler& «'s para id Íji una tllrfiá .pie np puede 
pnlar a un ttenefieio soeial .-u-d'pii.-ra. peen r-.. en eMinb|.i 
Kenefwiii pan. el pr^inmista '¿I.MJt.ltt l.ivitííl.í'. " i. m 
sur U r.rr»«". Ionio I. PÍS. 



un 



Si admitido, como i|ueda pxpueslo, ta condición lie contri- 
buyentes independíenles. t| u e «> uin«' n |«s arriun islas y la -so- 
ciedad aberra de las pajuuu-ias dí.st ribuídas. y las pasadas (* 
reservo, queda por establecer, sí sat¡sfc*dio por la «ociedad 
aclora 1*1 impuesto por las ganancias no tli»lribnltla,s en el 
ejercieii» fiscal tlel año 1!K(+, i-IId tiene derecho por la distri- 
bución <le aquéllas a lo> accionistas en el siipiiente ejercicio 
fiscal (fie I9S3, a deducir de la renta hrutii anual de este 

ejercidos el rttlíio abonndo sobre dirlm* irartaneia* ■•)! el afio 
Anterior. I'aru el estudie de esta cuestión, tiene iPiutrse espe- 
(•¡alíñente ta enema nuü pii «sic üliimo mo. $ fcWTamcni ya 

no iu«re>,a por menla de la nwicdml, sino por l«s accionistas. 

K) tlestítió O evi'lllcio» inferior 'pie «líchos réditos purdafi 
tener, tíiuto en poder <3c I» i'iiaidii'l rtwno del accionisía, ps 
cuestión que debe apreciarse a lo* fílIPJ* 'leí ^ravaritcii. en 
cuda uno de lo9 cj'Tcirios ulteriores (jiie ílt alio en año se 
Mi cederán, de acuerdo al régimen anual di- cíen-icios Fi-cal"*, 

previsio pr»r el ■rlk-iíto 4* "l*- ln (e.v ll.SSiá; DMm irntárro d> 
apreciar los réditos, excluye con respeeto a los caí diales fuente* 
(r»n:|irPiidÍdnH siiresh'iiiM'nlr por fas rjrrvicins fiscales, ln po- 
sibilidad de la doble imposición sobre el mUmo objeto 

l)p acuerdo cim esle priin-ipi". '» ípy U f fiS2, (letermiiia en n 
precisión taxativa para \<i$ réditos de la ten-era i-nt<'ií4iría y enn 
lelac-mn a cada ejercicio fiscal, las base* a que se ajustaran 
las declaraciones juradas, para calcular i*l monto de ¡ós rentas 
brilla y neta correspondientes a ca'ta anualidad fiscal. 

Como principio general que riire las dril hit iones tiobre el 
rcdiio imponible clobal. dice e| secundo apartad* del arlñ-uln 
50, c|iie no w aiiinhiráii «m« llttlueuWRM ipil» la* que pu- 
dieron efectuar en la catear. ría respectiva, en la declaración 
eiinjiinta íart. :t*). a«m»?:iiiij« psripi'iulmpJilP. que aa Kr podrán 
deducir tampoco los impuestos creados por la presente ley 
11. 6&!, prohibición mi rada por el ¡ae. b) m fwr del arlíeiit > 
20, «'liando exce|)túa de Imm ileduccioncH autorijyida^, los im- 
puestos de la ley 11.6H2. según así lo lia establecido lambit'n 
la C-orfe Suprema en el raso <|el lotiiu 170. ]u\¡z. 20"t. 

Con la Kola proliibición ile esto» ariit-idos 20, ¡tic. ftl y ^10. 
que impiden deducir li« impufslus a los rédito* que m< linyan 
j>a(;ado por un nmmo contribuyente, ba^ta para tener por ile- 
gal la Ipsík por la que *P" prelpnirp dpducip el impiiPstiv paLiuIu 
en el ejercicio de lD:iñ. |M»r loS réditos percibido** que tía Fup- 
ro» distribuidos enlonees por In entidad social y tjtie rn el 
ejercicio de IftSS, se distribuyen como .•..mpl^mcnto tíé palian 
eia neta. 
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Que » ¡pial wilw-Ióii negativa se llega. Si de'aatwrao ron 
el inÍMii"iiriíi'»il-i;{0«-¡lHili.-M'px¡iiiitiiJni cuáles son las dcdiin-in- 
iip-. a que la nrtora tiene derecho ••"i" 11 vonlribiiyenl* <1p la 

lervem c&táforSa. -\1 ttiírw-íar dicliñs «iv<.iiii-«*i<m«*s. tteta tenerse 

prccisie que Lis rnwmUH Catán «mfcrídBs ron .«ráeter laxativo, 
dado que tal fs el sentido que tM>« RttponetiW otorpado por el 
lepislad-.r. al «bvir.pir 110 ¡nlmilen 1*1 KÚ di'diiwiwiw qW la» 
que se- pudieron efectuar en la i-aicpona turt. ¡W e¡U«lo). 

Kn primer i.'miim.. Cabe observar qní. entre Istt ttWUWlff* 
nos jintorizadiis píir «■) artíru!.< 2ü, -obre Ih miíii emita anual, 
no fieunm pu uinpumi de I»w l"""---- »«I «lunwrwln*. I*» canie 
dmles dertufldlM «Ir Iuk reservas |.¡ira *er ,l¡sin».iM.!a% Mitre Id» 

MKMO* . 

Anlw «I contrftrio, el üñMh íl, ;«i cinw.rinr las canales 

iHir Ins que tl« « admitirán (Mu«'Íihi»k. apart.* fle r.Mifirinar 
la ¡MwAiOH de >»s ffüiUtlli'iíK nO tlfelfibljíllNH HW I'»""" » I* 

servas .leí articulo IT. Apartad» 3*. disponer r» el me. i) 
del citad.» artíí-nl.» 21, qu«' P.U «• »<lmit ¡r:iii drtlHrrsnnw por Ihs 
Utilidades '*ijel ejenirin" m* » desliin-u ni aumento ile i-api- 
tales u reserva-, librea, pmtñhc lamliKíi lod* »f«»l*»«IÓH.pftF lji* 
sumas retiradas por 1*'- ROeJos n cuenta .le »anan.-ia-s *iliweUm 
.,11- es la producida en el tiitb l'l'. al ImWrse lomado parte de» 
fnilil'» de reservns para completar la Mima prefijadla como lolal 
de utilidades del ejercicio de 1935 

La prohihieiúu aludida, en cniicordanria WMl la del nrtieul.. 

30 ni ruanto proltihe dedm-ir IfM impuesta a I.* réditos, al es- 
tal.l-N.er que nfl pueíleit aMtteíftB <■» eada «Marino las sumas 
míe tos socio* pereiban ron imputación a panancias, contempla 
sin .luda la sitúa etfn en que se hallan lAs líatlüllflM no (Atri- 
buidas pasadas a reservas libres «leí ine. ( ). 

Dielias siimati. da las .pie se It. niado parte para imputar- 
lo* n dividendo liítn pajado Y* ''' impuesto pertinente de 
acuerdo con el articulo 17. pirque inpre*aron como propiedad 
ríe la Boefedm!; po&teriórñttnte al ser di^irihuMa» f"tno 

dend.tf. deben papar el impuesto prevista para kM in cresos de 
r rop¡tMl«<l ln? lOH aeeSoBr^^ n spu. pn sillianou impoaittvn dis- 
tinta a la de lo* fondos ¡bftrMiuioB a rcacina. 

Que a 1» expuesto, cabe agregar aún. romó un '-lemenló más 
de c«uivi.'eióii. lo dispuesto p-»r artíeulo 'J2. ine. 6) de la ley 
11 fifi'* pn enante dispone que en la determinación de la reñía 
bruta nn Re rompntaró la miliswión de las reserytw creadas o 
utilidades realizadas v no repartidas en los ejercicios veiiouloa 
eon anterioridad «1 T de farro de. 1932. para *u di&tnbueión. 
Si no liubii-ra sido la minie del le-trislndnr prohibir que 



j«> tiuAifc de í.x mar, Kmar« 

puedan dedacane de los ejercicios subsiguiente* las «servas 
que hayan papad» impucst-o. como también el impuesto minino, 

carecería de objeto la exención del üw. í" citaito, en atante 

a 1h util¡7Jt<-i6n de bu reservas anteriores al uño 1932; I-a limi- 
tada exención sobre el particular, rormhoru la legalidad de! 
criterio sustentado por la administración fiscal. 

Que en atención n lu diferente e individual personalidad 
contributiva que a Ir»* fines del pago del impuesto inviten 1** 
accionistas cuino contribuyentes de ta secunda ealejíoria y ht 
entidad so ¡al. erran er»ntrihuyt'nle de la ImcCTM, (W es posible 
i.rjjtiiiientar en el sentido de que los distintos impucsina qü* 

emboa deben oblar, comporta una doble Impwicíim w>bre la 

misma materia. Se traía pues, no idamente, de distinto Objeto 
del impuesto, sino también de distintos nuilribiiyeulfa. 

UB ley -V 1 1 .li-St!. al Imber diferenciado la .situación patri- 
monial del accionista y de la entidad swial. bace <pit> la percep- 
ción d«d impuesto m produzca con respecto a materias y con- 
tribuyente» distintos, apreciados en tiejupos d!.sl¡u1>is. 

La soeiednd anónima eh contribuyente por todas Ins Ra- 

naneias que no distribuya a 1«js accionistas, en virtud de que 
dirhas ganan las. pienJrn *u ttindiciún de mies pura trnnsfor> 
nmrse en «ti nueve* demento reniioHaico, eonm son las reservas 
libre* que nada d* ei.mím tienen pon I;k misma* ifaimni-ias 
distribuidas a los accionistas. Kn c| caso de las «aiianeia* 
pasadas n reservas, el único titular propietario es la suciedad, 
por lo que en tal concepto el legislador bu podido Mn inda 
pretil i den <-in del afewniUla bacer el objeln fiel (jraviimcii a 
dichas reservas y sujeto del mismo, a la entidad propietaria, 
qire h la sazón, es la saciedad anónima, adora. 

Cuando en un período fiVa) posterior, diebns reserva 1 * se 
imputan a iranam-ia* para distribuirse a b»s sc-ríon islas, no es 
ya la ¡Ulterior materia impositiva '•rciena" la que se jirava. 
hiño la utilidad ganancia que perciba «■! neehmista. «uno rédi- 
to de »u propiedad. »in qite a Ial naso deba tenerse ei cuerda 
la fuente de donde provienen a fjíi i-e/ los rédito* de la .sociedad 
que dMribnye, <|e acuerdo con lo dispuesto en <'l *ft. 14. lo 
O.tM excluye toda discríiiiiu?ie¡óti acerca de )¡i anterior emidieión 
<Ip los fondos distribuidos. A los fines del rnipue^io. sÓln hasta 
Paber que el agonista pen-ibe dielins fondos e„ C | .'ouerpto de 
"hnaiit-ins o dividendo-i. 

Q'lr al tener comn fundamenta la conclusión precedente, 
confirmatoria del i-riterio de la autoridad f iseal . el texto de la 

Híy N* 11.ÍÍH2. on nada puede influir eonm ariíiinidit» par» des. 
virtual- la exitribilUlad del impuesto, la circunstancia de que 
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el art 44 del decreto rcyUmenUri» de U 8* 'JJ^'M 
iuilin de 1*13. WhiBlM-ente refnrmadn p»r el ari. í*- m » 
decreto viente, dtt «WTO 2 «le 1«J:W sustei.iurn un principio 
contrario al trxlo y espíritu d? '« Wj'- . , 

Cuando el lt¡*0 ¡fe r..«lnm<-ntnr».s .-mtr»r a e 

rifo & U«r g I» ley «ábo «wK-ntu,, volunta,! jgW^' 
Stótf» v ¿ttMútó fctl armonio «m los pm-eptos ««dame,.- 
tales a*l* (Wstitiu-iún. máxin,, «i cMpá •'«•«»• »«» "g 

de 193»; K#*ti<*i«c«íe ( por sin- «witradietorMw Wtre 

U, «puesto WllOtíW « !«■ |«P W- W f(¡"J"£ 

cuatlQimdo v f-» m tamfotm. el *■*«■ áe las ? MWM - 

Misten lada» por I» actor», 
r) /Maco'm » íW»W * 

P«r iiH-tiinliir a la a-t<.rn la pr«©J» «le los bechfft 

d« w . ¿t. ta sñto min¡r^#ii p«r .-¡la hwhá "« *ff^¡ 

6» «tanto a la f»»a de fon»****}** 'i 1 '*' «a™ 1 **" , ^ L, „ 

euy » (fcdrttfftióti relama, jaira decidir el nvto» dí fo *»^' a 

Mjbre el iispeHo tlél nd«r.v 

A mavor abüitfáWÍellIo, («H« tej** pre.en^u.h'. al *r 
| a U» pf«e«* WepÍIÍH.0, r*tt«*a¡t jg*** 
tm por I- n,Mlios y an.e la» aut.n.lad* <p. rmpn n» 

££ u-a hurlU -.mu, 1*1 I" ««¡ende la «Hora p*r y. rh l 

£ ta fondos abonad^ »« P" ,,,i '' *^n> ra r st ' gg ' 

knn.M.wli.'lm Ü*SÍ la Knrfga fala!WCTt*iw M retado. 

T'L.!» y I» e*P»*U<>. fnll-.- ;W-iii,,ar la (1^*^ 
í palique Hobrv 1a« «naMwi^ de ául^ -i. b»™^ ¡W? 

¡ a i„,0H»ns¡,ión ( l.- la demanda. «M» « '' 1 " ,sa ' 1 "' ~ 
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Considerando: 

Kn cuanto hI recurso de nulidad: 

Qae na h¡i sillo wjxiciitHíiu en esfi? iustam-in. y. por 

otra parte. »i la "téirtPneiá recurrida aparece dada Ron violación 
de la f<irni;i y jtfilontnidnd «pío prescriWn Ims leyes, ni g] pro- 
cedimiento í lolecp de vicio alyuno de los que por expresa dis- 
posición de derecho anulen la--- Belóacrlonéw (arl 2-W de la 
ley X» -*»0). 

Poj ello, sr lo desestima. 

Kii cosióla al di apelación: 

(¿ieo ilc acuerdo ruii lo*, anl ecedentes «le autos. 1 res son La* 

eumljoneg planteadas Hoyadas h résoiueión del TríMmul por 
vía «le los recursos de apelación ¡niorpiicsto» y concedidos a 
l's. #i y fs. Ho vía. 

a) Si las primas de emisión por aumento & «-HpiLai íoa 
iimi ganancia jcravnble. 

6) Hi rxihir dolili- impiisirión iH» ¡mpuMto, rn lo que m» 
refiero a las reservas: y si osa -situación e* legal " 

nrajiiml no f>in> Hiitfit! I., «.ni. ir!,. 



preceptos «up r««i la n 

c) Si pueden nt deducidos como gastos necesarios aque- 
llos que se dicen abonados «par* evitar una h,uUja". 

<f) Que Wgún Ihs manifestaciones formuladas en el 1*. 
eritci de demanda, las (¡UP 110 lian sido contradichas, la sociedad 
attora ron un rapil-al de $ l."i(HJ.0Ü(» % y un fondo de ríservi 
do * «35.000. propiedad de un grupo <lo accionistas represen- 
tados por 19.000 accione* iIp t 100 que fueron vpndidaü en 
f 120 fían el propósito de coloear a los. nuevos accionista!» en 
lina sí litación equitativa respecto de los primitivos accionistas, 
ya que osa prima dr $ '20. llamada prima de emisión, les acor- 
daba el derecho de adquirir un condominio, en ¡maldad de 
condiciones y proporción con los primitivos, accionistas. 

Que en tales condiciones la prima do emisión reviste ver- 
daderamente el carácter do un aporte ul oapital real (capital 
nominal más reservas) pura colocar a todos los accionista» 
"en un mismo pie de igualdad") como dice Vivante ("Traite 
<tt étñH riHiitrciol", traducción de .lean Esgarra, edición 1011, 
páff. 294, .V 485), ya que aquel oapital real al disolverse la 
sociedad se reparte entre todas las ficciones en circulación. El 
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caso ile autm (lastra aiiiplian»'hlo la razón de equidad y el 
carávli-r de )a prima r«hrad«. deniro del concepto cxpueHo; en 
erecto: antes de emitir las 500 acciones; nuevas, .•nm-s|«HI- 
día a radn lina de la* r»-»W aixituiéA ta cir.-Hla.-i0n un capital 

tea! de l.SOÜ.OOO + 8:15-000 _ 

- = pewm l."».«¡. Si la nueva 



rnnsión M hü«*rí Kctfcti p*>r un valor iWttÜ)»*!, aquella 
i¡Mi» eanibia antonialn-anienie por: 

i ..,00.000 »:t:,.ooo :>oo.ooo 

111.7"'. M (Ktr íiOT I"- "«evos 



20.000 



Mi'i'innisin 



, liUhiírBH adquirido * MI.73 ife fi#»1 <"'<> 
papo ¿¿ * 100. mientras los acciaiiístBfi antijnUM perd 

ííw I3#l porcada acerin». 

La prima de emisión viene a porwpir esa des^aiflad redn- 
eit'ndola n cifras equitativas peí la mayor cuirtribucifin cwmU 
a ICW nuevo-. arrionistas. así ; 

L5O0.0Q0 Kfi.ÓOO ÍOO.(HM) 

. ■ $ U6.M. 

Ka eierlo «je los m-CinnistM antiguos siguen expe rimen- 

lando nu quebranm, rttluwuo «> «■-'" r**> ;t * h m i l,,r m : , ' l " n - 

pero cu cambio tiene* la rompensa.-ión •!«• lo* toajW» >»''»»' 
fit-MW míe reportarñ h la snrinlad rt a|H-rte de e«ni!«l. A su 
vea los uufVcai neei»nisu* han sufrido una mayor eoTVtríbuewm 
de $ 20 para adquirir Ib itriuiUlsul do direclin. ron aquel li*. 

U prima de emisión, puen. no tiene para la soi-iedad el 
earáeler de una «aiianria. de un beneficio (millo 
eepln de I» lev) sin» más bien el de un aport-e los aeein- 
nisnas para engrosar el eapiial real; de altí que el < 6» lü» 
d( Comercio Alemán en sn art. 262 dispone que tal.-- primas, 
previa deducción de l<« fistos de i-misión, deben ser Hatadas 
id fondo dí MMRft (Iflíal), )" «|»** feN prnewli miento si¡ran 
en la prñetiea las sociedades anónimas por disnosueiosi esta- 
tutaria ante una ausencia lejrialatira al respecto. 

Para Affl*B A.XUVD, '*. . . nu eáti*!*. en eferK». eU el ver- 
dadero sentido de 3a palabra. Mima* predutidaa por In artivl- 
¡lad normal de la empresa: esas primns nn tienen otra natu- 
raleza «pie la* otras sumas aportada* a la sociedad, re presen tan 
ipnalmenti- lo que ha sido necesario aporta* para adquirir el 
derecho de asociado : deben ser c-ous.derífcs en tal senMrtiv 
oomo riemcalw prometo™, no como e/ea*«/*« próámtídm 
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{•'Cvmplfs iU nxtrv<*'\ \*« Kn id-'ntico venlido Ai.bkbt 
C'ai.M¿s en Atlintntstrnltnn finunitin </r.\ t ntn ftnst* «' 

tociétis", p. 2S6;I*BÓ>S Hatakdún .-n " LUm-uMn ni /* bünn", 
págs. -16. Tambií-n Lyoii-l'aen mdiaza d «mu-opto dp 
"beneficio" y «firma que. "la prima de omisión Oti ¡M má* 
i|ite ei pago <!'' i"»'» n'TÍóu viifiirhwfii" t"l(ti ui ihs swiitf's" 
lí'OH, |Mjf. IWÍ, cita «le l'ierrc HaMé "/.« prime >J'imi*ión''). 

(¿no este Tribunal en el easo citado X. A l'etnUeu I 'lia- 
M-ai-« Neuquén Ltda. e>y la Nación, lia dejado lluramente estii- 
blenda la diferencia WltM capital y renta en Jus siguiente* 

"(¿uc la 3ey N' i1;fi83, establece en mi «pI. el concepto 

" (lo renta a los fcnos >lo la percepcinu 1 1**1 itnpiieot o, y la ■ 1 1" * - 
" no "et remanente notn o sph <>l sobrante do Ins i»nt radas 

o beneficios sobre liw gastos nectarios para obii-uer. mante* 
" ner y conservar dichos r<'dilus. de acuerdo ¿on los arliViilos 
" si-ntientes" y en ellos siompro la loy so refiere a r&tttfiti 
" «i roilas di-nlro del o(iiicp¡iIm ilcfiiiidn, con rol" '¡"U n la* 
" oale-roríais (pie establece. 

"I'nrn plln. papa rjHf" liay* rfiiias. !¡i ley supon* mu fnoii- 
" te productora do la* mismas, ya «o trate do capitule*, osas 
" o dewehM — ar!. 14 — . ya tel t>.io)vi.-io do profesión, oficio. 
" prestación ilo servicios y oeiipai'innes hu-raiiva-s — arH. If* — ; 

poro, dimn se ve, siompro hay una fuenle productora do 
" réditos ipn' os necesario mantener y cnnserviir. 

"Que si tuí no fuese. o| impuesto so aplicaría ¡d ftfllál d» 
■' las entradas -iti dedu ftDii nlcw.n, ilrevirl liando la acepción 
" ilo la palabra "«/ir pn su sentido ewinnmlc©, para mehiir on 
" la tnw imp"«iiiva al eapilid ini^m». 

"Que el rapíial o fuente ■ '«• réditos, fmr b'L'iea impÜean- 
oia. os do naturaleza distinta a PtWjs últimos, siendo su 
" exisleni- : a neoesaria para la producción do !■»■. Menudos, ya 
" ip:o si bipn puedo haber Qiifl Furnia (le rcilito* ¡mproduc- 
'* lívos, no pyedt 1 haber mita sin fiifiiie iptp los pr«nlti/4-a; 

" «ta ptlipít. una viiía iudopojidioiilc, Mi*i-*>pti ble ilo rain- 

" Iiim en su a]>r(i-ia»'inn peetmiaria por múllipbs ra/.i»iiiN. i\f 
■• i|w iníWiTBan las duvlnnss ni respecto, y H -í un i'Bpílal. una 
" pasa n un dtrtfthf). pMtU t.wr \in vab.r ilistint.. nPtn'in m-m 
|>T>iina (pie lo detento, so-rán el ínion-s .•■>rrionto en 



" piara, .v _-ún sen o rnoii»« proilui-liv..". rtc, etc. 

Que eslos omieeptos mi afilo I'uoron omif'irnindiis on la 
tieideneia dictada por la Corte Suprema ítotóo 182, pá» 417) 
sino «,ue dicho Tribunal refirflió, « m du-lanu-i^nes qw, 



m: jrsnciA ue M 3lS 

dado el inlervs y M BpfewJ&l n " '' aSÜ ÉÍ 
hen a outinuatión. 

Aai dice la fewi Soprtiní «! *» C¡»*»= Aj* 
" los tfditos a míe se refiere el «rt, l* fe la ley M i i-w- 1,0 
»- priman en «f *í*m t*m y Jim p <iae g 

-¡■«.nía ¡.ara una per*** pW*N ** W*i Eg* ° JLfi 

-misma Moa puede ser rema pan. Un* «Wrririy «M 
h ¿¿ñ ÍOA «O^OT, WWW u .-»r«<-lere S ..t.je .vns u es 

•■ produce v su hattlilfttHi) ft* Bffifí?» W""*? 1 5 TJ: 

» ...iva «ipjríd-d. Y asi re-sulU d* la ti-eiuva «lupiada ,'¡ 

M l„ ley N' 11.682 «i l«* arte. I o , 8* y El *W* ye ^ 

m érava no paitó tal» tí* ««a ve?, por «íio el in.pu.-sl-. esta- 

m bSa U ta de (HBíioditeidad está clarpmeiita «*8f»ri> 

»„ él «ti. 4". pues el tributo r«*-ae. «obre una entrad* M$ 
„,rs¡s, P o es s. 1 s,e 11 «il,le «i> pmfctir. Asi e fruto WPTJ 
" ¡In.e el árbol o la eo^ha -pie da Jo turra, el armuUmi..iti>. 
el salario el iiiler.-s de. un capital. 

"^ue esta peri«d¡««lad «leí rédito induce la «srtftCW» 



" manenle lo < 

•• renta sin eSpóbWWKC >' que «Ü PowIhV etirique-erse 110 
» «oasuróéádala «leí todo; en tatito m «A*** <') W 
»■ bweiaaienifl y se puede Htjpr hasta la ruma Pttnttiraicndo^tí 
" , a pítal. Aujx kt Ucean.»*: "/'¿«H »ar te BWW . P*ff- 
■■■ M$ En una (ej ¡»>» |>t«*^**' » N rVelm* es por eso coup 

- eíon eaenfiial la dé íitte »'l iranio 00 afeen- o . muerda en mu- 

- puna hipfite*Ís la fuente productiva «lf aburila* 

■•(>ne la propia lev cuaml*. en l«* art.s. 2» y 11) refiere 
" el impttélto «1 remam-nte neto y no a la* «liradas brutas del 
" ccmtr.boyente ha« apliea«-i«m «le aquel principio ímulameii- 

- tal pues deduce de las última* Im Fraeeiwie* de WW 

» luido «hp «ntíetten para reincorporarlo a la tapate prOrttie- 
•• lora a f>« ¿« que se mantenga y se conserve itltaMa. Kfl «1 
" cíptla numera, d&é el autor eiiado. Corito si se r.ltrara la 
" renta bruta para obten.-r renta al Miado puro, es decir, renta 
« neta separá.ulola del sedimento que se reintegra al «pit.1 

" de donde previene. . . 

■•Uue «.«tas unciones permiten establrt-er «pie e«-on«.tnica. 
•• mente mpital eomo opuesto o renln. es twlo bien o eon- 
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"junta de bienes suseoptibles de prndueir réditus a su jxw- 
' d ? r t . 9 ,n,, ° c "P' laI Separado o habilitado par* producir 
rédito* es una fuente de éstos". 

Que aplicando la» precedentes consideraciones al caso de 
autos, ppeeisaméuté, por el conjunto, de U» bienes sociales rjue 
os nuevos aeeifHiisifls a.lc|iiH'n-u al eomp«rlür mi propiedad ecm 
los prundiyos accionistas; las rentas (pie esos bienes produje- 
ron en el último ejercicio, es decir, "el renwietltc neto, o «ra 
el cobrante de las entradas o beneficio* «obre loa pasto* neW 
urloA para obtener, mantener y conservar dichos r&iles", ésto 
es "la P auan,i* neta de la explota,^., «omercial le lu 
ra i ha sido la renta gravahle. 

Que. per rniisísniieiite, H valor de la •'|irim.. di- emisión" 
(pie ha ingresado al fondo de reserva, «pie es un eñpttál míe 

en su momento podrá o so prodiieir renta, Mhreaenl mayor 

Valor tic las acciones de ta sociedad, mayor valor obtenida ptra« 
cia* ni crédito asignad» a lu sociedad emisora ¿n c| niiuereio 
en presencia del M-fado del negocio; que. por lo tanto; na 
puede ser objeto del impuesto fi) p-dilo, por no minir las en- 

*»} Que en cininio a la doble unposieión del impuesto en 

lo qne se refiere a las reservas s*guh resulta ¿je auto*, la .socie- 
dad anónima Scdalana. fábrica de tejidos y artknlfM de punió 
Qé fantasía, en el año 1 !):!(} repartió un dividendo de po- 
sos 107..ÍIH) "X formado por * »K.711.7I¡ proveniente* de la" 
írananeias obtenidas en 1935 y * 8.7S&24 de una reserva cons- 
tituida por las pananeias do| año 1034, 

Que la parte arlara afirma qn* existí- una dable ¡mpo- 
fiieiftn fiscal por una errónea interpretación de la lev. v porque 
el decreto reglamentario de la misma ha sida dictado modifi- 
eandn el «interna de la ley X» lt.ffi2. 

Que en cambio, en lá contestación de I» demanda se afir- 
ma que la doble bnnosiciñn nace de la lev misma v Kortl ierre 
na considerado a estas entidades en .sí misinos aisladamente, 
■que ésta "al gravar las ganancias de la* sociedades anónimas 
como personas con vida patrimonial propia, a) imponer sobre 
los rédito» de los accionistas.; y correlativamente, también ha 
considerado a ésto« pensarías naturales en sí". 

Qne en el caso que «¡e nnvoen, Clmllneó contra la Nación, 
este Tribunal en sentencia confirmada por la Corte Suprema, 
dejó claramente establo-ido que no ¡mulé hab*r renta sin /«.-«■ 
ie qv* la produzca. 

Que admitido este principio, es ¿un rinda esencial en todo 
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asunto referen!* a la aplUaciún ,1* la ley f 1-^2. localizar 

ron clariilnd ta fmntr prarf»^^ ""'«•-"'"• 

(¿ue la ley ha creado Ü<tt» de efciméjaeia leal, como la* 
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des anónimas, ele resi^WwfcM liiiutn ». en eomatidi- 
ts ele- la ventaje .le cuy* existencia bp w puede discutir, ya 
,,,,'e por dicho medio te lia-'" p«íblé la •mjroifa.ite tMSM^ 8 

capiiales. y de e*a manera la constltUeitU» de Rindes er.ipn-as. 
eon iodo el j*itefi«o tjue alte n-porta u la ««momia de un pata. 

Que i,ara l«* Mefódadw anónimas, (jfrtetfeétfcnfe la fuente 
productora de réditos étt» constituida por «U CtfJHMf r*« (va- 
lor nominal ilr sus an-iunes. más l"** res.-rva*) que fuera de 
dudas, produce r&M«¡ para loa propietarios .le esa capital, 

que. ¡ndiwuMtíemeníei »« l«« íccioni^M qni™* «'•;- 

rio Ululo <jue loé acredita en 8ü «rBít« de propietarios, í* 
„rr»;« aun cuando parle de ps" rédito, y siempre ji»r expresa 
voloutad de los accionistas, se destine a r->u*lia «le reserva 

Que aun cuando la «cistciicin «I.» la porania .¡uri.lie» sea 
producto d* la lev. su ciwb'm de-pende de » entontad y W-JO- 
liKion «le los acewnistjw aWWÍaAw. y es rom-i llenados IW 
trámites IfRalCfl, viene n (M* forma mi -ote jnrid.e.» dWHn» 
de la persona — aecinmstfl— nevo, «iempi* '» ; 'J" el i"¡ nln 
vista wonfonioo, de iMtt modo «di^ff^W* i; es»*- 

teneia .le la soeiedad depende. cwMO sé ha dwhoi <!«• la v..ln.iia.l 

de l«s aecionísíae. n»r lo í|h#* ttifc mm-imr. iflft ,,S,J1 Pf"?J a 

de «¡steneia ¡.leal forma un («le enn la persona 

para quien se limita a administrar .sil enpilnl. llenando a-i el 

Objeto <le *n creación. . 

■Une como ha quedado exptsésío, el capital produelor «Ha 
|8 muta ea uno Mí y e>a reina pertenece cxehiMvninenlr a 
los dueños de «e- capital .pie en estos caaes ffwl U» a.-.- ion isla*. 

Ote al resolver la PBéStiVw iléMitMá prtiraue advertir I" 
diferencia fundamental que esistp entre «Julos de renta í>nt- 
prestiios. ¡BtfK ••■i^nture.-. etc.) V te ..erro», m.entni.s 
Ion tenedores efe anllíllM «m BCTWdftrlH -fe im ^>piW 

del rédito) que pere,Íbeii un infria, ifls l»»ÍM« ^ W««wa 
*í ,oeím > q «l¿. a l08 r^lWóS de I, sociedad (fuente del 

r4 ' Onr- la división en euatrn enle^TÍas adoptarla por U.leJ 
>T 11 6*2 oliedeee silo n rayones de orden práctieo para faci- 
litar Ir liquidación del impuesto; si bien te ley na/lo exnresa 
en su articulado sin erabartro a esa conclnsitm sp lleca al leer 
tu palabras pronunriadas por el miembro .le la < omisión res- 
pectiva doctor de la V«pB al informar a U ("hmara en W 
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y que propone la (- omuión. señor Presídeme, desparece la 
, 5"P*I d *' BW «legurías de rema que actualmente «siste; es 
m decir, que el c.Hiirihiiyente no tendrá que formular doctora- 

Clones jndiVklualCM do r H da calaría i|ue. unida a un ha- 

lance, impositivo, determinará H remanente neto, o sea el 
m rédito real wbre el «nal deberá fijarse el impuesto. Por esa 
( . razón es necesario proceder u la unificación de la tasa va 

que forma parte fundamental d.'l proposito de justicia íIpu- 

M j 1 '' Ja «i iw Qe ¡nsIáRI H proveeln despa- 

ciado por la (Amisión. I)e.-de íafffó sh ha mantenido una 
e!asif.«- ! |,. W i l (h? rfditos por iniejforian. rfeíu ftn«r«í 

/»rr5v»/ f m ... a! rólfí *f,- r ta f/r numerar y Itnmr normas 
t ¡Htm h iif.ixenvw» ,bl rm)>u,.<t,¡ y rámbicft para el cas» en 
que el confribn.venH perciba rentas de im a sola categoría" 
(Diario di* Scswim* 1ÍW2, t. VII, pá¡r. 7(¡9). 

'a |py rig ctiift' la dublé imposición por el rédilo. a 
d y al accionista. 
En i'feeio. por el »rt. 17 m- dispone que íltes .-ontrihuyentcs 

parirán el Kravamcri siempre cpie lio esté va retenido en 
ouantn se haya dispuesto la mi erveiu'ii'ii tle ajantes de re- 
J tcn.-ióu ■'; y en el art 20 .se establece: "1* entidad con 
| personería jurídica, civiles y (tóioérvíafe (»»éfafci»BflB, so- 
\\ '••"dailos ainuiinias o de responsabilidad limitada, ele.) .pie 

■ reparten sus milida-le* un e*te país rpicdan sujetas al mismo 
irnivanuMi por I» parte ,le los bciicr¡.j«s Malea que no K 
distribuyan a los ncpKMIísta diwlnre» <> «Mico»*'. 1.a par- 
te de ios twnefiiriüH -¿néjales repartida ronm dividcmln. imp- 

rr.es u otra fnrn.ia .le utilidad por las entidades a qm- «c 

refiere el párrafo «nlt-n-.r queda sujrhi Mtieamcitít Él g»tu- 
hmíi cMebieaao en ti nrt. 17. 

<?ll« lie acuerdo con las e-tfuKolaS legal*, transcriptas. 

■ liando la sociedad ruarle la franniu-ui relien* en su rarácter 
de «líenle de retención | ;i parle 

•pie al accionista corresponde 
pagar; es dc-ir. el irraraiii.-n establecido en el art. 17 <|« acuer- 
do con lo que expresa el art. 20 ("ta |»arte .Je loa beneficios 
SAciales repartida como dividendo, jnroresrs ti otra fumín de 
utilidad por las entidad. * a que se refiere el párrafo anterior, 
queda *„jcta «nKRDIfOtP al gravamen eMalitaddn fti el arl 17 
pen> la entidad esta Oblúmda a aduar tonto agente de re 
leneimi"). 

Ht??'/ ' |l "' ,Ja "¡ Ifl Bocíeílad reparte tría la 
utilidad frédiloj id a.'einnista P . s qú^n pa-rt el jrcavajnen, en 

Cambw. si las so-'iedarlf'S aitnnimSH no distribuyen loa benefi 
.1 sUs avciOb islas, ellas n>n las que deben papar, en «wte 
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«•aso el gravamen. Contó puede apreciarse 1 H ley « lia colocado 

en íiodos los mfiKttm >* ,ia pwftDfl la íurmñ l!f ? 

vamrn por la uididml producida se pa^nie. siempre. 

I> e la diseuMÓu parlanM-nUiria ile la ley I'**» BU$* 
sin luirar n dudas que ella m- opone a lodo swh'Eiia que surn i- 
fique una doble imposición, *Uü rr»uhn asi de las palabra 
pron.inc.adas p..r el diputado sefutr B. Martines ; a 1 decir 
•■ , |U e m- «¡.unía a lo*) sistema que M'/uificara una doble mi 
- posirivn, flo* I" 1"'"" ' a «•""'isiú.i aceptaba este pimío 
"Sí nata mfo. na* fu* aéei>t»do «-ra [«referible la r«dii«f n 
" del Wífoelo de la ley V 11.0$, que •>"■ dejaba logar a dudas 
" al respecto". 

úws pr.r último como «a >>a <4ft4so. I'» Utftt Suprema en el 

caso de S. A. IVtrólc» do Cballacó NV.iqu-.-u Mila. v./ a Nacmn 
(tomo 182. oá* 417). ya cita*», b» declarado que: l^Wff 
" dé periodicidad *-' a etoonneBle expresada en «!_ art. * . 
" mies el tributo recae «te una entrada que persiste o 
" HHeeptible ile pérsintír. Asi el feú»fl tf» produce el árbol 

« o la cosecha que da la Horra, el arrendamiento, e salar», o 

" el müéa de un capilar* lo \0 fija 3? » i ll,r1 ' 1,1 " ,,,lie P to 
eon qué debe interpretarse la cuestión planteada. 

Que limitándole a la cucsti/m alegada este Tribunal calima 
que atento las eoii*ideru.-¡»..** exp..c-ta> la inqu^ieij),. de*™- 
StfttW por el .fió fer "a suma de pesos referen 

a ii líanancii del año 1934 y por la ojue ** r.ju el impneaw 

al rédito en l!>3-">. no corresponde y asi i-alie declararlo. 

el One en lo referente a la pretensión de deducir un 
anima IM» P«» evitar ana huelga, .-orno gasto necesario, 
este Tribunal considera «instada a derCcbn la re*»lue.nn 

apelado. . , 

\:,r estos ruDdamóniná y sus e&»eortot»< se .■«nTirraa a 



contenciosa dedueida p-or i 
el Raed N'aeionid por Tupe I 



l'lif CNlOS 11IIH1«0H-1M<™ .t »UA >■ — 

«ntenua npeiada de fs. 70 eti rnai.W *?SSS2 

sociedad anónima Sedalona contra 

el M wacjanai por ^rftón dé la Mima ainada por jas- 
o* ri3Ua» parí evitar «na huelga y la ta ara Pgftg 
respe-to a lo abonado sobre prima* de enmiun de gBWggi 
v i I. revoca e» cuanto a las sumas abanadas orno «M «fe 
ile retención sobro dividendo* a l« flceiuni^las 

ra» rep-tñ-ión se declara ...mbién pn.eed-nte. deb.endo opor- 
.úname te practicarse la lM,m«ia.-¡An eorrespondienÉe de aetier 
Con la, conslan.:¡a« qne obran en Rttf^ ea« .n eres^ y b^de 
ta interposición ,1o la demanda. C«Ma«, p.«r su orden T)ev«cl- 

vav - «fkiató S. nfí Oksa, - Cari»* 4^ - *• 



JSO na L.\ IX>ttTE si i kkMa 

Villar fnlacio (en ci¡*i<lencia). — /. .1. Gtmtilet V*hUr6n. — 
y. (ionzátez Irtiuuirn [fin ilisideiieia), 

Y Vistas: Rulos autns seguidos por Kednlami snr-tetlqtd anA- 
ninm rVihrit-a d*> Tejidos y Artículos de plafetn de fantasía cim- 
¡ t r ? | . Ki *'° Naf, ' onal tlJiif'-'-ión (¡eueriil iM Iüw.ucs:,, ;l Ii* 

Considerando: 

En cnanto al rceurso de nulidad: 

No hahifmlnKo «ustnnlaili» en mslamña. «tgun resulta 
de íos lírminos de! memorial reservado en *eerelaría en substi- 
tución infirme i» i«íw de que instruye líi «'tía ili> fe míi. 
ni nd virtiéndose ln« vieios n tjiie .so refiere el ¡iri. 2>tt <1o la 
ley \'« SO. desestímase el rwiirsn de mdidnd mterpi;e> í;> pni* 
la parle- aetnra y qoü le futra concedido en ol nulo de te. 8."» \1a 

En puanlo al de apelación : 

Pur las eonsidpraeiones aducidas rn la diside-aria en los 
auto* "sociedad anónima (ampumar y Sontas «Mr* la Nación 
sobre devolución de sumas <lc dinero pagatlú en eoocejttft ne 
impuestos a los réditos", resuelto «>n la f evita, en manto se 
refiere a lo* fundos de. reserva distribuid"* pono dividendos 
en ejercicios posteriores, y pnp su» fundamentos «cerca ile las 
demás cuestionéis resueltas en A presante, se confirma, "i íW«W 
su* jxtrffs, fa sentencia apelada de fi». 70. enn costas en ambas 
instancias a éñWo d«-l véñeMlA iMrt. -I* d» la |éy N* UJÍa9). — 

H, viUw /Vicio, — A'- tfpwríte /«-««i». 



FALLO DK LA CORTE SI'l'IíFMA 

Bueno* Aires, novi-mUro ir. d ( - 1940. 

Y Vistos: Kl recurro do aniHaeiiín oMtinftrta contra 
ol Tallo do ln Cámara Federal lie la Capital '|ui> 1ih«o 
IiiRíir a la deuinmlu ilo repetición de "Seelalarm S. A. 
Fábrica de Tejidos y Artículos; .lo Punto dé Fantasía" 
contra el Gobierno Nacional; y 

Consitlcrf.ndo ¡ 



I o Gomo lo expresan «i Procurador General de 
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la Xaeión CO su dictamen de fs. 111 y la parle adora n 
fs. luJ, «los son Jas cuestiones sometidas a proiiuneiu- 

roiento iJi- la (toril', por lml>erw consentí toé PtcW 

ilU< iiiífIas 011 el curso tía las instancias anterior, s : a) 
si las | ni i tías de cmisiÓM cabradaa por Nedalana a sus 
nuevos aerinnUlü*. cIí'Im'íhi n DO pagar ínintwgto n los 
millos; 10 si ftté ilegal exitfir anualmente impuesto a 
lAá «anaiicias rct>nielns |>or la sociedad a raíz de étitla 
reparto di- luticf Íc¡os. 

(Vanara b'eiioral, en su zmtftuvja tic f& ¡'o, dr- 

(4<1¡6 t|HC "el V«j©r dfl la |>riuia di- emisión que ha in- 
j:resado al fondo de reserva es un capital «|iic en su 
momento podrá o no producir ronlM, rc|iresoula un 
mayor valor de las acciones .le la sociedad, mayor va- 
lor obtenido gracias al crédito asignado a hi" sociedad 

emisora en el comercio en presencia <¡ í * - 1 estarlo del lle- 

gario ; i|in", |Kir lo lanto, no puede sor objeto de ¡m- 

pi¡ slo al rédito, jmr no reunir las características ele 
Ja renta n o, 1 »"' Sí -' ka*'* referencia «n los considerandos 
prai^rlenlcB ; y <\\w< la ley X v 11.632, vn su a r táralo 17 
no cxiiíc la doMc- imposición roí] qnc el art. 44 del do- 
erólo diciembre $u di? IW» arava a las financias re- 
servadas V qtte lue&o, 36 distribuyen a los accionistas. 

2'' (¿ni- la primera, cuestión lía surirido dpi Uwhn 

de halarse emitido, Cu 1934, acciones nominales de IflO 
|n'sos moneda laya) i'iiyo precio flo venia fué de 120; 
es decir, eofl una prima t!o 20 pesos, con 1» POal 8Q ram- 
peiisalwm las reservas rieuiimliidas, cuyo monto fué de 
$ S3&4KK) sobre mi capital <le $ 1.500.O0Ü y que se for- 
maran con lioiiefiVios anteriores (pie no se dislrilaiye- 

ron a lo.s accionistas, a cuyos patrimonios, en realidad, 

correspondían; y de esta manera se evitó quo éstos su- 
frieran desmedro en sus dividendos snltre la reserva, 

por aumento do accionistas llegados a U sociedad cuan- 
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ilo los beneficios habían sido ya obtenidos y reservados 
(Conf. demanda de ts. 7). 

Kilo es aumento de capital y «o rédito, poes por 
éste se entiende el remanente neto o sea el sobrante de 
las entradas o In-neiicios sobre ion gastos i.ccesarioS 

iwra obtener, mantener y conservar dichos réditos ar- 
tículo 2» de la ley X- ll.liSií. Corte Suprema, Fallos; 
T. pág. 417; T. 18", pág. 511; y en el '-aso en exa- 
men, la prima por valorización <juu St-dalana cobra a 
los nuevos accionistas es acrecentamiento del capital 
social incorporado a las reservas pura mantener et cré- 
dito del negocio y el justo dividendo de los socios an- 
teriores cuyos aportes fuero, ta liase y residido de 
eso crédito. Faltan a la prima disentid* 1<>* caracteres 
que esta Corte atribuyó al rédito eu el recordado asun- 
to S. A. Petróleo Challaeó, e. la Nación — Fallos: 
T. 182, pág. 417 — : la periodicidad, la permanencia de 
la fuente y s« habilitación, pnes una sola voz se cobró 
ln prima, al .«uscribir Ina acciones que fueron limitadas; 
dosar>arerió la fuente productora de rédito — que no 
lo es el accionista — salvo quo ese nuevo capital pro- 
duzca a su vea jraüwias en cuyo caso el Tédito perti- 
nente será gravado. For ello y los fundamentos de las 
sentencias de primera y segunda instancia se declara 
( |up las aludidas primas o sobretasa de adquisición de 
las acciones de 1934, no son réditos imponibles. 

3* El Ministerio Fiscal sostiene de conformidad 
con el art. 44 del Decreto Reglamentario de la Ley de 
Impuesto a Los Kéditoa N* 11.082, de diciembre 30 de 
1930, que el impuesto pagado por "Sedalana" por las 
ganancias no repartidas a sus accionistas y mantenidas 
en calidad de "reserva", es definitivo c independiente 
del que esas mismas ganancias deben pagar cuando la 
reserva se disuelve y se distribuye, como dividendo, a 
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los accionistas* pues & entiende, por la demandada que 
él nrt. 17 de á\¿# fe* t» a » texto orinado), en 
sus párrafos * y 4», Lace el cabal distingo de P»»"» 

* la «afeitad y gwwtófc? ^ u» !flW^ °™ * 

* ello con los precepto, del Código <WJ <ar«. 90 . m- 
SbfcM v efidígo 'le Comercio <*rt. 31- y míenle,) 

Ja que J «& 44 del Uec-eto 
terpreta v aplica bieu la ley, sin transgredir la .mima 
eVart. 8¿. inc- * de la Constitución U*l (tfMp 
,¡o n a la «1. :>mnda ti. 34) ; do manera «ut e8 ; n,n,na 
« derecho la sentencia do la CW« »*£ ^ 
vacando la de primera instanc.a - fe. 7Q y M 
rjl proce.i-.de la ueeftB, dispono se remare B 1» 
dnlan.V las cantidades que debió pagar, bajo protesta, 
conm liante de retención del impuesto a ios dividen- 
dos nue va habían pagado «mío reserva. 

' 4» Que ol irt 4* de la ley t el mismo, 

número do orden en el texto ordenado) preser.be que 
••Ningún rédito, l>ajo concepto alguno, mp* nm» de 
„„„ v & «1 año el presente impuesto"; y el urt. 17 (nu- 
mero 2<> en ol texto ordenado) preceptúa .pie: Las 
^talados con personería jurídica, miles y comercial^ 
(asociaciones, anónimas o IfcW» 

dad limitada, etc.), que reparten sus utd.dadea en es e 
país, quedan sujeta al misino jrravnmoii por la parte 

de Í09 booefi^a B^ialM que »><» « distribuya a los ac- 
eionistas, directores o síndicos". 

I-a parte de los beneficios sociales repartida como 
dividendo, intereses u otra forma de utilidad por las 
,n,idado* a quo so refiere el párrafo «tenor, queda 
bujeta únicamente al gravamen estableado en el art. 1/ 
puro la entidad estará obligada a actuar como agente ÜO 
retención (párrafo* $> V 4 9 )- 

El art 44 del Decreto Reglamentario de la ley de 
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l 8 de junio de 1933 estableció que "Las entidades coa 
personería jurídica pagarán anualmente el impuesto 
sobre la parte de utilidad no repartida como dividen- 
do, intereses, etc. pero el impuesto pagado se considera- 
rá como pngo a cuenta de retención, cuando se disuelvan 
estas cuentas para distribuir su valor como dividendo"; 
y fué recién en 30 de diciembre de 1936, como so ha 
dicho, que el Poder Ejecutivo modificó ese decreto 
en los siguientes términos: "Art. I o ; Modifícase el ar 
líenlo 44 del Decreto de fecha junio V de 1933, en la 
siguiente forma: 

"Art. 44; Los entidades con personería jurídica 
pagarán anualmente el impuesto sobre la parte de uti- 
lidades del ejercicio no repartido cualquiera sea la de- 
nominación de la cuenta en que se asiente (en reserva 
legal, en reserva facultativa, en sobrante de ejercicio, 
etcétera) considerándose ese pago definitivamente in- 
gresado por cuenta propia de la entidad. 

"Cuando esas entidades disuelvan, chub cuentas 
para distribuir su valor como dividendos, honorarios 
a directores, ote, deberán actuar como agentes de re- 
tención ingresando el impuesto correspondiente". 

Es decir, después de tres anos y medio de una in- 
terpretación reglamentaria dictada por el mismo Po- 
der Ejecutivo (Presidente y Ministro) que proyectó y 
concurrió a la sanción de la ley N* 11.682, se cambió 
fundamentalmente el concepto del impuesto a las re- 
servas de ganancias no repartidas. 

5* Para una mejor inteligencia dp la ley es del 
mayor valor la interpretación auténtica de la misma, 
pues di» las palabras del legislador y del ejecutivo oo 
legislador — en este caso, autor del proyecto origina- 
iio — ba de surgir claro el espíritu que aquélla tradujo 
en los artículos discutidos en el presente juicio. La 



ley de Impuesto a los Réditos tuvo su origen en un 
proyecto de] P. E. presentado a la Cámara de Diputa- 
dos en diciembre 1G de 1932 y el artículo 17 estaba 
redactado en los término* siguientes: "Los réditos que 
provienen de una participación como dueño, socio COtGC- 
livo u otra forma de responsabilidad peraena! ilimitada 
rn el comercio, en la industria, en la minoría, en la ex- 
¡dotación agropeOuarla (salvo la ejercida por el pro- 
pietario dM iimiuchle), en razone» sociales de comisio- 
nistas, corredores, despachantes de aduana y demás 
auxiliares del comercio, en asociaciones o sociedades 
■¿¡Vite* que tengan por fin la realiwxción de alRÚn lucro, 
«orno también los beneficios propios de entidades con 
personería jurídica, civiles y comerciales (asociaciones, 
sociedades anónimas o do responsabilidad limitada, su- 
eurSOlea de sociedades extranjeras, ole) y de sociedades 
en comandita, rn lo que se refiere a los comanditarios, 
qüédtin Sujetas al gravamen sobre el monto neto de ios 
misMOS rfcfcrwíówfo acuerda can las disposiciones 
ilr los arts. 20 al '24 y obtemdo en la República durante 
el ejercicio completo. . ."; y la Comisión de Hacienda y 
Presupuesto presentó dictamen y proyecto en 27 de -di- 
ciembre del mismo año modificando el artículo 17, en 
lo atinente a la cuestión debatida en estos autos, en la 
siguiente forma : 

"bos beneficios obtenidos en la República por las 
entidades civiles y comerciales de cualquier naturaleza, 
que no distribuyan sus utilidades en el país, sean o no 
constituidas en el extranjero, quedan sujetan al gráva- 
me» sobre el monto neto de los mismos*'. 

"Las entidades con personería jurídica, civiles y co- 
merciales (asociaciones, sociedades anónimas o de res- 
ponsabilidad limitada, etc.) que reparten sus utilidades 
en este país, quedan sujetas al mismo gravamen por la 
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parte de los beneficios soplóles que no so distribuya a 
los accionistas, directores o síadieo. 

"La parte de lo>s beneficios sociales repartidos co- 
mo dividendo, intereses u otra forma de utilidad por las 
entidades a que se refiere el párrafo anterior, quedan 
sujetos Únicamente al gravamen establecido en el ar- 
tículo 14, poro la entidad estará obligada a actuar como 
agente de rctcnrióV'. 

Dicho artículo fué discutido en la Cámara de Dipu- 
tados, en la sesión del '¿Ü do diciembre, bizo referencia 
a! mismo el miembro inl'ormauto, diputado de la Vega, 
quien dijo: " K| segundo aspecto interesante y que cuna- 
ti tuya también una de las nuevas características del pro- 
yecto que aconseja la Comisión, se refiere a las socio- 
dadea anónimas, que liquidarán, ADgun lo aconsejó la 
Comisión, el impuesto exclusivamente sobre loa beno- 
ficioa no distribuidos, por cuanto será el tenedor de 
amones el que tendrá a ku cargo la dGctottieiÓH do los 
dividendos que le hubieron correspondido. Al tratarse 
el inciso g) del art. 21, se volvió sobre el art. 17, por 
indicación do los diputados Pintdo, l'ueyi'redón y Mar- 
tínez nuedó establecido que "en ol caso de las sociedades 
anónimas cuando al distribuir las utilidades entregándo- 
se al directorio un porceutnje ya so ha cobrado el im- 
puesto" no se les cobra de nuevo j que sólo pagarán 
impuesto a los réditos, las sociedades anónimas, |>or la 
parte de utilidades <jnc no se reparten a los accionistas, 
directores o síndicos y que la parte que se distribuya 
paga el impuesto al ser percibidos los dividendos, remu- 
neraciones; y por ultimo, ni discutirse el articulo 4* o.n 
el que la Comisión suprimió del proyecto del Ejecutiva 
los palabras "de un mismo contribuyente" quedando, 
por lo tanto, con su redacción actual. "Ningún rédito, 
bajo concepto alguno, pasará mas do mía vez al año el 
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presente impuesto", los diputados Pinedo, Martínex, 
con el asentimiento ííel Presidente y miembro informan- 
to de la Comisión, lucieron constar que la reforma se 
proponía evitar "que ningún contribuyente pague par 
el mismo rédito dos impuesto»" y que "De este modo 
8P corla, en Tormo absoluta, la iloblp imposición M (Cüilf. 
C. de 0. D. año 1932 - tomo VI l - pág*. 330 y siguien- 
tes, 758 y sijruicntea). 

Sancionada y promulgada la ley, se dictó el decreto 
regla montano &G junio do ISKtt (pie. como se ha visto — 
eonsiderundo IV — estaMeeifi que el pago del impuesto 
sobre las utilidades del ejereieio no repartidos eonio di- 
videndos, intereses, etc. debía eatimarfio "como pago 

a rúenla de retención cuando se disuelvan estas cuentas 
para distribuir su valor como dividendo". 

(i* <¿ue esta interpretación auténtica ele líl.lií-.'W se 

refirma en Wií y 38 en la discustón, en la ('rimara de 
Diputados, del Presupuesto para el último de los años 
aludidos. Kn efecto, en las sesiones del ¿1 y 22 de enero, 
el diputado Simón PadPÓs dij" — pág. 7SS— Kn cuan- 
to al tercer punió del nrl. 3(1 en discusión el íiucvo 
texto depositado en Secretaría dice: "Agregar a CÓn- 
tinuaeióu del 4" apartado del Hit. *!0 do la Ley Hffl% 
lextr» ordenado, y u renglón seguido, lo siguiente: A 
partir del 1" de enere de 1938, el impuesto que debe 
alionarse sobre utilidades no repartidas será conside- 
rado romo pagO a eueiltn de la retención que deberá 
practicarse sí posteriormente estns utilidades se dis- 
trilmyen como dividendos". 

"Pocas palabra»; —exprestí el mencionado legisla- 
dor — serán suficientes para fundar este punto, pues 
basta decir (¡US restablecen el criterio rafea}) de la ley, 

de naa «ola imposición sobro un mismo rédito, criterio 

reflejad.- en el primer deerelo reglamentario y que 
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sostuvo, en su oportunidad, el Consejo autónomo de 
réditos". Nadie sostuvo lo contrario sobro el fondo de 
la cuestión y el mismo Ministro de Hacienda, que se 
opuso, fundó su discrepancia en una razón de técnica 
legislativa desde que sustentaba la tesis de que no se 
debe, en una ley general de presupuesto, modificar las 
otras leyes orgánicas por introducei&n o interpolación 
de preceptos inconexos j pero, agregó — pííg. 78!> — "Kn 
cuanto al terecr punto, el do la doblo imposición, cu 
una reforma orgánica de la ley, tal vez estuviera de 
parte del artículo de la Comiaíón". 

\¿a ley se sancionó con esa reforma, lleva el nú- 
mero 12.360; de Presupuesto para el año 1938, y el 
precepto dice así: 

"Art. 50; — Aclárase el art. 23, inc. c) de la ley 
m 11.682 (tocto ordenado), en el sentido de que las 
amortizaciones delwm calcularse sobre la cifni más alta 
que arroje, ya sea la inversión original de los bicues 
o su revaluación asentada en los libr-os rubricados del 
contribuyente con anterioridad al 1' de enero de 1937, 
y que para los bienes adquiridos antes del 1* de enero 
tle 1932 la amortización debo efectuarse a partir del I o 
tle enero de 1939 basta cancelar los valores aún »o 
amortizados al 1* de enero do 1!)32, a cuyo fin se apli- 
carún anualmente los coeficientes que establezca la Di- 
rección General del Impuesto a los Réditos. 

Agrégase a continuación del 4* apartado del ar- 
tículo 20 de la ley X o 11.682 (texto ordenado), y a ren- 
glón seguido lo siguiente: A partir del V de enero de 
1938 el impuesto que debe ubonaTso sobre las utilida- 
des no repartidas será considerado como pago a cuenta 
de la retención que deberá practicarse si posterior- 
mente estas utilidades se distribuyen como dividendos". 

Al promulgar dicta ley, el P. E. vetó los art». 50 
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y 51, pero como se verá, en el Mensaje eorrospondien- 
te, de 8 de febrero de 1938, no expuso ningún funda- 
mento alusivo a la doble imposición condenada por la 
última parto de-I art. 50, salvo el de su oportunidad ya 
discutida por «1 Ministro de Hacienda i acentúa, en 
cambio, su disconformidad con la reforma o aclaración 
<jue dicho artículo introduec al texto del art. 23, inci- 
so c) de la Ijcy 11.682 (texto ordenado) modificando 
sustancíalmente su régimen. "Este régimen — dice — 
os el de la eatricta anualidad : de los ingresos de un «fio 
sólo es posible deducir los gastos o quebrantos reales 
de ese mismo año con absoluta exclusión do lo» año» 
ante riores. 

"Las amortizaciones constituyen un gasto o que* 
brnnto anual que correspondo al desgaste ocasionado 
por el uso de las maquillaría;* y otros bienes del ne- 
gocio en el año de que se trata. Rn tal sentido se dedu- 
cen la» entradas del año pura determinar el rédito neto 
imponible. 

"La reforma «leí artículo -'3, inciso c) contraria 
fundamentalmente este principio*'. 

¥ a continuación el Mensaje refiriéndose exclusi- 
vamente al rvsimea de amortizaciones, establecido en 
la primera parte del art. 50, sin mencionar para nada 
el párrafo último que descalifica la doble imposición 
como contrario al art. 4 de la Eey N* 11.G82 (Conf. 

"Boletín Oficial" marzo-ahri] de 1938, páginas 2964 
y 2965). 

Es, pues, notorio que, a diferencia de algunos sis- 
temas de imposición a los réditos —el francés, el nor- 
teamericano entre otros — el argentino considera el 
gravamen a las ganancias reservadas como "una reten- 
ción a euent* do lus accionistas, directores o síndicos, 
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cuando esa reserva se disuelva para ser entregada en 
forma de dividendos, remuneraciones o inicíese», 

7* Si esas reservas por el giro de los negocio* 
llegau a emplearse en el mismo, una vez gravadas y 
producen nuevas ganancias, éstas serán & su tumo ob- 
jeto de imposición, pero ellas — como verdadero capi- 
tal fuente — no pueden ser nuevamente afectadas, co- 
mo 110 lo Pfl el dividendo del accionista que este emplea 
en otros negocios sin perjuicio de contribuir por Ion 
beneficios líquidos que obtenga con ese ■dividendo. Esta 
es la verdadera estructura de la ley argentina n.uP 
evita el peligro de las evasiones en las reservas que no 
se gravaran hasta un futuro e inseguro reparto; que 
estimula el ahorro y la prevísióai en un medio propicio 
al dispendio y al denoclie; y que evita la desigualdad 
que resultaría! de entregar todas las ganancias a los 
accionistas, directores y síndicos con el solo peso de un 
mientras n los que aceptan o estimulan re- 
lés cargaría c?ou la doblo imposición que el 
art. 44 del Decreto de Diciembre de lítófí ba estableí-idu. 

En su mérito y concordantes do la sentencia apela- 
da, se la confirma en todas sus partes. — Hágase saber, 
y devuélvanse en su oportunidad. 

ROKF.RTO Kf.PKTT» ANTONIO 

SaOABHA — I.IMM LlNAHKS — 

B. A- Ñazab Ammmssjt — 

P, Ramos MejÍa. 



CAMPOMAR Y SOIDAS S. A. v. NACION ARUENT1NA 

nr!'VKST(> A WW REMTOSl romrrdo, iWr«/™. ,U. 

£1 sistema argentino de imposición a Ion réditos considera 
el grava meu a las ganancia* reservadas, como retención 




ME JUSTICIA I1B 1.a N.VCIÚN 361 

a cuenta de los ac<cion islas, directores o síndicos, cuando 
esa reserva se disuelve para ser eiilrejíada en forma de 
dividendos, remuneran ¡one* o iutereseS. 

/.V/TKV/" .4 IOS RKlUTOSx Renta* M rumtrcio, indmtría. «Ir. 

Las nuevas ramam-ias producidas por el empleo de laa 
rc-ervas en el k'iro de los necios, ae hallan sujetas a im- 
posición; poro éstas no pueden ser nuevamente gravada». 




Y Vistos : ■ 

rnmr v Soulna contra Fisco Naeióaal sobre demanda con- 
_a"rt. 42, ley N* 12.151 M , y 




Que U compañía actor» demanda la repelición de la suma 
de $ 13.1:19.24 centavos moneda nacional con mas sus intereses 
pafado« a la Dirección Oeneral del Imputo lJ»W 
bajo protesta v reserva de derecho*, en concepto del impuesto 
que grava las; utilidades ilc las sociedades anónimas, destina- 
das romo reserva del capital. 

Que sirven de fundamento a la presente acción las circuns- 
tancias simientes: . 

V> Al presentar la aetora su declaración jurada por el 
ejercicio cerrado el $ dé julio * 1935, declaró ramo benefií» 
neto imponible I. suma de * «Í9W^^^ 
rional. de en va suma paitó un dividendo de $ 4 .000.000 00. 
destinándose el «obrante a reservas y cuentas en suspenso P Bra 
el próximo año. Por dicho dividendo se retuvo el 5 7". o sean 
pesos 200.000.00, proeedióndose a depositar a la orden de la 
Dirección la suma de peso* 234.927.90 ctvs. a qoe ascendía 
el 5 /&. del total denunciado como benéfic o neto imponible. <> 
sea que a la retención por el beneficio di' -ribuído, a loa aceio- 
imtas. a R rríró la suma tle * 34.927,90 dv* co concepto del 
impuesto que correspondió por los beneficios pagados a «ser* a. 

2» T)e acuerdo al balance del 31 de julio de 1936, se 
denunció a la Dirección como beneficio neto imponible la suma 
de pesos 3.737.215.12 ctvs. moneda nacional, habiéndose nis- 
tribuído un dividendo de pesos 4.WQ.0O0.0O; dicha datnbu- 
oión K hizo completándose este último importe eon la* reservas 
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pendientes del ejereicio anterior, por lo que el ¡ni puesta sólo 
se liquidó «¡obre la primera suma denunciada rumo beneficio 
neto, excluyéndose la suena tomada de reservas por toante estas 
ya habían sufragado el impuesto por el año anterior. 

Que al percibir la Gemieia «1 mencionado impuesto en las 
condiciones antedichas, bu exigctwia no tiene otro fundamento 
que el art. 44 modificado del decreto reglamentario «le ln ley 
N' 11.683, vigente por decreto de enero :) de l!tt7, con Ir» 
qne no solamente se viola el nrt. 17 de [a ley. en cuanto es con- 
trario a la doble ínpadeKra, sino) qué se crea un verdadero im- 
puesto no previsto por tvsle artírulo. 

Que en cuanto al fondrt de la aeción deducida, niejra la 
demandarla que el fundamento del cobro exigido sea el art. 44 
«itado del decreto regla mentar ¡<t t pues es la ley X" 11.682 eni 
los apartados 2" y 4* del art. 1" la que lia diferenciado las¡ 
sociedades anónimas de ms armonistas, raincidente con la sepa- 
ración que en igual sentido consagran las leyes generales que 
fijen a aquellas entidades inris. 30 v «¡anuentes. Código Civil 
y arts. 318 y Mjruientes, CM.ij» <»c Cphtéwfr), 

Que nie<ra asimismo que la doble imp^ición alegada exista, 
pnrslo que no e* una imredad en nueslru derecho que un mismo 
bien sufra dos o más imposiciones pnr el mismo molivo. en el 
mismo y. aun más, Pn dÍRlinloB ejereieiiw. puesto que las leye« 

impositivas consideran período» anuales, por lo Une fluyé de 
ello qun la doble imposición kólo se produce cuando concurren 
identidad de eauta, materia, persona y tiempo; cuando a un 
mismo contribuyente, por un mismo acto, referente al ródito 
del mismo periodo, *e fé esú:e mas de una vex el pairo ríe la 
misma tasa, situación que por ewrfo no es la de auto* 

Como cuestión procesal que decide la ¡ uiprovedeucut de 
la acción deducida, en cuanto se funda en la doble imposición, 
empresa la demandada, que era iudirs pensaba? para que resol- 
tase acreditada, que se probaran los dos pn<ro* invocados, re- 
caudo procesal que no resulta arredilado por las constancias 
del expediente administrativo, pues de allí sólo aparece pro- 
bado el pago del impuesto MrrWnonáiente ai ejereieio vencido 
en jnflo -H de 19!lfi. esto es, el se*fundr> pago. La falta de 
prueba al reapretó, en cimillo dicha falta debe tenerse por 
definitiva en virtud de lo dispuesto por el nrt. 10 de la ley 
K° 50 y no haberse pedido la apertura a prueba de acuerdo 
al art. 44 de la ley Sh 11.683. decide por s5 .«ola el rechazo 
de la acción. 

Que por óllimo nieffa la demandada concurran en e| 
del impuesto abonado p»>r la actora, los vicios de inconatitu- 



cionalidad en que también furnia su acción y, que hace consis- 
tir *n la falta de igualdad ante la le/ y la violación de ia 
garantía de amparo u la propiedad, en razón .le que la* sole- 
dades anónimas estarían encuadrad» dentro de un régimen 
de cxee|>eióri y por estar autorizado díchti impuesto solamente 
por decreto del i'. K., por lodo lo cital pide el rechazo de la 

demanda, con costas. 
Y Considerando : 

(¿ue en atención a que en I" fecb* <*» QMV fuer* pSanteado 
el caso siffc íííí ante la (.¡ereneia. no se hallaba aún vigente 
eJ texto ordenada de )n ley -V \\M¿, dfeflUéstfl por el art. 44 
de la ley M» 12.345 y puesto en videncia por el P. K. en 
aposto 23 de 1WÍ7, razón por la ijue parles invocan el texto 
articulado anterior, el suscrito considera pertinente, i^ara «'vi- 
tar toda posible confusión oon rp<peet« a la enumeración de 5 Ins 
articulo* aplicables <|u<- ba sido alieruda. citar en esta sen- 
tencia, la numeración anterior al texto ordenad», vírenle n la 
época di- producirse y plantearse los hechos qu« molivan la 
acción deducida. 

l¿ue para la correcta dilucidación del caso sitb ¡He y 
la debida apreciación de la facultad rcjíliimentaria ejercitada 
por el P. E. en la parte cuestionad», eorresponde en primer 
termino examinar cuál es el régimen implantado por la ley 

N» 11.682, aeerea del praTainen a los réditos tle las sociedades 
anónimas v de sus accionistas. 

Kl art, 14 de la ley N* 11.662, imluye mire lo* n;(iit»* 
de la segunda categoría, los réditos provenientes de capitales 
mobiliario», eomu ser. filtre otros, los dividendos de título* o 
acciones, siempre que v» trate de capitales colocados eti la 
República, a carpo de personan de existencia ideal, donMIiadw 
en *sta, y sin tener en menta la fuente de donde, provienen 
a su vez loa réditos de tales personas, con la obligación a 
ear-j» da las enttdadf* emisoras de dichas aciones, de efeeruar 
''por cuenta del contribuyente", la retención e ingreso respec- 
tivo, en el momento de su vencimiento. 

De esta calificación legal se desprende con (oda precisión 
que, el rédito que recibe el titular de acciones de sociedades o 
compañías, entre las que ¿se hallan las sociedades nnóninixs, está 

gravacln directa y personalmente "y sin tener en cuenta la 
fuente de donde provienen a su vez los réditos de tales per- 
amias", o sea. de las entidades que Ins devengan, con lo que el 
legislador ha querido sin duda, establecer bien categóricamente 
la «dtnaeión del aeeiwiiMa, como eo.nlril)iiyi , nl( | de est 
independientemente de ta sociedad a que pertenece. 



Que el art. 17, ni determinar los réditos de Ja tercera cate- 
goría, en sn tercer apartado i i i - • . ■ expresamente- que, las soeie- 
dadcs anónimas que rejiarten sos utilidades en este país, que- 
dan sujetas al gravamen por lú parle dé los beneficios sociales 
que no se distribuya a los accionistas. 

Concuerda este precepto legal con la enseñanza Je Iup tra- 
tadistas, y on especial con la adoptada por el <lereeho comercial 
fruncís, en el sentido de que las cuentas de reserva son parte del 
patrini-ouío social, bajo el luUnjQ titulo que el capital social, por 
lo que el dcreciio de propiedad de las sociedades sobre sus re- 
servas fie ejerce en las nrómua condiciones que sobre su capital, 
razón decisiva ¿sti que señala a lu entidad sociedad anónima con 
reapretó a dicho reditu, como único y exclusivo contribuyente- 
de jure. 

Par» expresar «a toda claridad que la situación de con- 
tribuyente de la coLidad social nada tiene de común con la de 
sus accionistas, expresa el legislador en el cuarta apartado de 
este mismo art. 17, que: la parte de los beueficius sociales re- 
partidos cuino dividendo par la entidad, queda sujeta única* 
mente al gravamen establecido en el art. H, cuyo titular es el 
propio accionista, con toda presciiidencia de la fuente de donde 
proviene la totalidad del rédito devengado por la sociedad, 
conforme reza el art. 14 citado, a cuyos fines en este mismo 
texto la sociedad asume fl r°) de míente de reten uióu para in- 
gresar el impuesto por cuenta del contribuyente, que no es 
otro que el accionista. 

Que el contenido de los arta. 14 y 17 no puede ser más 
categórico *u cuanto diferencia dos .situaciones jiatri moni ales 
en absoluto distintas, como son: la que concreta el accionista 
con sus dividendos percibidos y la sociedad anuiiim-a por la 
parte de beneficios rio distribuidos a loa accionistas, cualquiera 
sea la imputación contable de cutos fondos, pues la ley única- 
mente tiene en cuenta el momento fiscal en que dichos fondos 
son beneficios logrados en el negocio por la sociedad. 

Si admitido corno queda expuesto, ln condición de contri- 
buyentes independientes, que asumen los accionistas y la so- 
ciedad acerca de las gananriax distribuidas, y Ion patadas a 
reserva, queda por establecer, si satisfecho por la sociedad ae- 
tora el imprnesto por tan ganancias no distribuidas en el ejer- 
cicio fiscal del año ella tiene derecho por la distribu- 
ción de aquéllos a los accfoniPtas cu el luiente ejercicio !"i«¡ca. 
de 1936. a deducir de la renta bruta anual de est «ejercicio. e¡ 
rMito abonado sobre dichas ganancias en el nño anterior. 
I>ara el estudio de esta cuestión debe tener** especialmente en 
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cuenta « t u<* en este último caso el gravamen ya no Ingresa por 
rúenla «le ta sociedad -sin» pt>r los aceionintas. 

El destino o evolución ulterior yoe dicho* réditos, puedan 
tener, tanto en puder de Ja entidad comu del accionista, es 
cue.stióu (jue debe upreciarse a lo* fines del gravamen, ea 
rada tutu de las pjercieins 11 liendres i\w de año «mi año se su- 
cederán, de acuerdo al régimen anual de ejercicios fiscales, 
previsto ptir el Mi. J* de la ley IMSg, Dicha Manera de apre- 
ciar los réditos, excluye 50a respecto a los capitales fuentes 
cotriprcndidus .sitrósivíiiiK'tite por los ejercicios fíncale-;, la po- 
sibilidad de !a doble imposición sobre el mismo objeto. 

Di* Hi-ue-rdo con (fHÍe principio, la ley S' g 1 i. determina 
con precisión taxativa psira los rédilns de la tercera categoría 
y <?0n relación u cada ejercicio fiscal, las base-, a que. se ujus- 
tarfin Iíís ileclarucione¿* juradas, para calcular i*| monto de l«s 
mitas bruta y neta rorrespuud ¡entes H cada annalidíid fiscal 

Conui principio genenil t|UC rigB las dcdiiceimte* sobre el 
rédito imponible global, dice él segundo apartado del arl. :(!>. 
ipip 110 admitirán iitra» deduce iones t|De las que se (íudie-roii 
efectuar en la enteg..ría respectivs, en la declaración conjunta 
(arl. ;t"). iisrcoítlUlo wpeeialrneiilp. t^lle no se podrán deducir 
tampoco los impuestos ereadn* par la presentí- ley I l.fifia. pro- 
hibición reiterada por el im-. b« Ín fim del arl. 20, eimndo 
exceptúa de? las deducciones autnrii-rtdHs. lo* impuestos de la 
ley tl.bVJ, se-Tiiu (b ba establecido la Curte Suprema en el 
caso del tomo I7Ü, pájr. ¿05. 

Con la sol» pioliibii-ióii de estn- arts. 2I>. iiie. b) v 30. 
que impiden dedin-ir lus impuestos a los réditos (|iie Sé luiyíiH 
panado por un mismo rii»trilmyi-n|i\ I-asta pura tener por ¡le- 
gal la tesis per Ja une si- pretende deducir el iibpñésfó pagado 

en clejereñ-io di' lí)U."i p«ir los rédito* percibidos Que 110 fueron 

distribuidos enloncesj por la entidad ñteíal y que en el ejereieio 

ile !!):»• se distribuyen como complemento de gananeia neta 
Qin 1 a ísiinl volite i iiii iipnalk-a w lleca, si de «cuerdo con 
el mismo nrt. -tO «diado, se examinan cuáles son las deducciones 
a que ta netorn Sien.- dere-h,» eúnio rontrlbuyente «le la tereera 
eat«*aoría. AI n|<reeijir dielin* deducciones rlebe tenerse prc- 
senté que las mismas están ron Fétidas c«n carácter laxativo, 
dado (pte tnl e.s el sonltdo que debe .suponerse otorgado por el 
lcirislíidi>r, ni decir «pie 110 se admiten o-irris deducciones que 
las ( pie se pudieron efectuar en la tálegwfa (art. 30 citado), 
lín primer término cabe observar 'ine. cnlre los deduc- 
ciones mitoríuitlns per el nr1 2<í. sobre la renta hrula anual. 
tio fi-.'uran en liingann de bis liases nllí enumeradas, lai ennti- 



V.XU.OA DE LA IWTE tfTJTKMA 



dades deducidas de las reservas para ser distribuidas entre- 

los 80CÍOB. 

Antes b) contrario, el art. 21, al enunciar las enu-salcs pol- 
las que no se admitirán deducciones, aparte de confirmar la 
imposición de las ganancias no distribuirlas que pasan n re- 
servas del art. 17, apartado K al disponer en el i»*- i) del 
citado ort. 21, que «o se admitirán deducciones por las utili- 
dades "del ejercicio" que se destinen al aumento de capitales 
o reservas libres, prohibe también toda deducción por la* su- 
mas retiradas por los rocíos a cuenta de ganancia*, situación 
que es la producida en el sub Jilc, al haberse tomado parte 
del fondo de reserva para completar la suma prefijada eomo 
total de utilidades del ejercicio 1936. 

La prohibición aludida, en concordancia con la del art. 
30 en cuanto prohibe deducir los impuestos a lo» rídítos, h1 
establecer que ikj pueden deducirw en cada ejercicio las sumas 
que los socaos perciban con imputación a gnnatirias, contem- 
pla sin duda la situaeíríu en que se hallan la* ganancias no 
distrital Ida* pasadas n reservas libres del inc. i). 

Diehas sumas, de las que se ha lomado parte para impu- 
tarlas a dividendos, han pairado ya rl impuesto pertinente de 
acuerdo con el art. 17, porque ingresaron como propiedad de 
la w>eiedad; posteriormente al ser distribuidas romo dividen- 
dos, deben pa;**r el impuesto previsto para lo* ingresos de pro- 
piedad (le los accionista!:, sn. en situación impositiva di- 
tinta a la de los fondos inpresados a reserva. 

Que a lo expuesto, cabe agregar aún. como un elemento 
mfifl de convicción, lo dispuesto por el art. 22. irte, b) de la ley 
11.682, en cuanto dispone que en la determinación de la renta 
bruta no se computará la utiÜMeión de las reservas creadas o 
Utilidades realizadas y no repartidas en los ejercicios vencidos 
con anterioridad al I o de enero de 1032, para su distribución. 

SÍ no hubiera nido la mente del legislador prohibir que 
puedan deducirse de los ejercicios subsiguientes las reservas 
que hayan pagado impuesto, como tarahicu el impuesto mismo, 
carecería de objeto la exención del filé, b) citado, en cuan lo a 
la utilización de las reserva* anteriores ni año 1932. La limi- 
tada exención sobre e! ¡articular, corrobora la legalidad del 
criterio sustentado por la administración fiscal. 

Que en ateuUoa a la diferente e individual personalidad 
contributiva qne a los fines del papo del impuesto invisten los 
accionistas como contribuyentes de la segunda eateporía y la 
entidad social, como contribuyente de ln tercera, no U posible 
argumentar en el sentido de que los distintos impuestos que 
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ambos deben oblar, eomportu una doble imposición sobre- la 
mism» materia. Se trata pues, no solamente, de dislíiilo objeto 
del impuesta. Bino también de distintos contribuyen les. La ley 
11.682, ul haber diferenciado la Hittiaeión patrimonial del ac- 
cionista y de la entidad social, hace que \a percepeión del im- 
puesto «¿e produzca con respoeto n materias y contribuyentes 
distintos, apreciadas cu tiempos distijitos. 

La sociedad auonímn es contribuyente por ludas las ith- 
naneias que no distribuya a los accionistas, cu virtud de *|ue 
dichas «¡malicias, pierden su condición de tales para trans- 
formarse en un niii'vo elemento económico, como son las re- 
servas libres que mida de común timen con la_s mismas ganan- 
cias diatriba ¡dan a los accionistas. En p| casi» de bis pitliinrias 
pasadas a reservas, el úuieo titular propietario es la sociedad, 
por lo rpie .•» tul concepto el Icíjislador lia podido ron toda 
prescindencia del accionista bacer el objeto del <mivamcii u 
dichas reservas y sujeto del mismo jt la «Mudad propietaria 
que a l¡i sazón, es la sociedad anónima ai' tora. 

Cuntido en mi periodo fiscal posterior, dicha* reservas se 
imputan a ganancias para distribuirse u Ion accionista*, no 
es ya la anterior materia impositiva " ii'serva" la iftie se crava. 
sino la utilidad o «aiunicia i|iie perciba al accionista, como ré- 
dito de su propiedad, sin que en tal caso delm tenerse en 
cuenta la fuente de donde provienen a xu vez los réditos de la 
sociedad que los distribuye, de acuerdo con lo dispuesto en 
el art. 14, lo que excluye puta discriminaeión aceren de la an- 
terior condición de tos fundos distribuido*. A los fines del im- 
puesto, sillo bas(n snber que el neeioni-Ma percibe dichón fundos 
en el concepto de ganancias o dividendos. 

(¿iip al tener in.nio fundamento la conclusión precédeme, 
confirmatoria del criterio de ln autoridad fiscal, el texto de la 
ley 11.682, en nada puede influir cuino argumento pura des- 
virtuar la rxipihilidad del impuesto. U circimstimcia de que 
el arl. 41 del decreto reglamentario ríe la- ley 11.G82, de .¡unió 
1* de 193$ actual me ule reformado por el art. 82 del decreto 
Vicente, de enero 2 de Iftlí) sustentara un principio contrario 
al texto- y espíritu de la ley. 

Cuando el texto de deeretos reglamentarios contraria el 
texto y espíritu de )n ley que rejrlanienlan, )a decisiín judicial 
sólo debe tener u la ley como auténtica voluntad del legislador, 
siempre y cuando éfita armonice enn los preceptos fundamen- 
tales de la Constitución, máxime en easos como el de los arts 
44 y 82 de tea decretos de junio \ 9 de 19:13 y enero 2 de 1939 
respectivamente, por ser contradictorios entre s¡. Lo expuesto 



368 



PAUbOS PE LA CORTE BUFREBU 



autoriza a sostener la legalidad de! impuesto cuestionada y en 
su consecuencia, el rechazo de las preteuflipnes suMeiitailas por 
la actiira. 

Por tanto y lo expuesto, fallo: desestimar la demanda 
contenciosa deducida en contra del Piaco Nacional por la su- 
ciedad, anónima Campomar y SonlU sobre repetición de la 
suma de trece mi i ciento treinta y nueve pesos con veinte y 
cuatro centavos moneda nacional. Sin vastan, atento la natu- 
raleza del caso planteado. — K. h. González. 
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Mírenos Aires, septiembre -I de 1ÍÍJO. 

Vistos y Considerando: 
En cuanto al recurso de nulidad: 

ie, ni la sentencia recurrida aparee? dada con viola- 
le la forma y solemnidad que. prescriben las leyes, ni *l 
-Jimie.nto adolece de vicio alguno de los que por espresa 
imposición de derecho anulen !as netuucioncs íart. 233 de la 
ley X« 50). 

Por ello, se lo desestima. 
En cuanto al de apelación i 

Por los fundamentos dados |>o r el Tribunal en los autos 
"Sedalana sociedad anónima Kábriea de Tejidos y Artículos 
de punto de fantasía contra Pisco Nacional (Dirección Cene- 
ral del Impuesto a Ion Réditos", resuelto en la fecha, se re- 
voca ¡a sentencia apelada de & 53, en este juicio argüido por 
la swiedfld anónima Campomar y Boulaa contra Pisco Nacio- 
nal (Dirección General del Impuesto a los Réditos). Las cos- 
tas ambas instancias en el orden causado. — Ezeqaiel B. <ie 
. — Carlos del Campillo. — I(. Viltar Valati» (en disi- 
¡). — /• A. González Caldero*. — ,V. QtmznUz Iramáin 




Y Victos: Estos a otos sobre devolución de sumas 
ñero payadas en concepto de impuesto a los réditos, seguí 
la. sociedad anónima Campomar y Soulaa contra la «ación 
para pronunciarse acerca de los recursos de apelación y nuli- 

^SSBuS^ii. *■ y 79 v,a - rMpec ' de 2 8Cnta - 
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Y Considerando ; 

1* Que la semencia recurrida no aparece dada con nin- 
guno de los tícíom o defectos a que alude el art. 233 de la ley 
N* 50. Además, es üe eonstan-tc y reiterada jurisprudencia do 
todos los tribunales, que no *w nula una sentencia parque el 
Juez no haya seguido a las partes en todns sus a rgu mentacio- 
nes, pues basta que contemple j- decida, las que sean indis* 
pe «sables para resolver el litigio (véase fallos registrados en 
"Gaceta del Foro", lomo 99, pág. 2-47; lomo 116, pág. 217 ; 
tomo 128, pág. 170; tomo 136, pkts. 61. y lomo 137, pág. 1G6). 
Resulta así improcedente la nulidad deducida por la actora 
en fil escrito de fs. 7!», y que sustenta en el memorial presen- 
tado en esta instancia (diligencia de fs. 83 vta.). 

2» Que en el considerando «gundo del fallo recurrido M 
hace unu justa interpretación del art. 14 de la ley N" 11.G82, 
al declarar que en éste se contempla la situación del accio- 
nista, como contribuyente de la Sí'3irat<'ii . .''7orf*i, y se pra- 
va» sus réditos independientemente o con prescim^neia de la 
sociedad a que pertenezcan las arciones de que él fuese li'ular. 
Así resulta, sin duda, de los- término* de aquella «lispoSif-iófl 
legal. 

3' Que como también se expresa ron acierto en el consi- 
derando tercero. la anterior conclusión se evidencia en mé- 
rito tle lo prescripto en el art. 17 de la misma ley. donde se 
incluye futre los réditos de la tercera categoría "los benefi- 
cios cocíales*' obtenidos por las "entidades con personería ju- 
rídica, civilea y come reíales (asociaciones, sociedades alónimas 
o de responsabilidad limitada, e(c)". "que w« se distribuya 
a los accionistas, directores o síndicos"; máxime si se adviene, 
según se hace en dicho pasaje del fallo recurrido, la aclara- 
toria o .*a/i«rfo'/ contenida en el cuarto apartado del referido 
art. 17, lo qwe aleja toda duda al respecto. 

4' Que es indudable, en conseo-neneia. »|!ie se trata de 
dos fuentes distintas e independientes de réditos: la primera 
(segunda categoría.), los dividendos percibidos p<ir los accio- 
nistas; y la segunda (tercera categoría), los beneficios aorta- 
Ies de la respectiva entidad, o sea. lo que "no se distribuya 
a los accionistas, directores o síndicos". 

5* Que las sumas reservadas en un ejercicio cualquiera 
de una noeiedad anónima, es decir, bis no distribuidas "a los 
accionistas, directores o sindico*", constituyen "«M beneficios 
sofiales" a que alude el art. 17 de la ley N* 11,683; ño están 
gravadas, en consecuencia, por pI impuesto de la segunda cate- 
goría (art. 14), que recae- ímkamrnk sobre Ira dividendos per- 



« P o?L P v , í l 1 °a aC0,0n ' SU5 y distribuida . l<* di- 

rectores y Bfetfn»; y ptgaa, entona, «&> el impuesto de la 
tercera «te*>rta art 17). Si deapuea, en un ejerció ptíe 

S&£&££4 f^fS? reserVad,w « repartir 
W '?22L P "í re Mc ' wi,s,as - directores o síndico**', dc- 

miSTS ,, * tura,m *' ,í *. el «opuesto de la *eúwu¡* catearía 
correspondiente a ese nuevo año fiscal, y que ¡acide snhiíl^ 
m** de aillos beneficiarios, percibid xs en « "X « 
posterior ejercicio social. 

6° Que siendo ello asi, y debiendo pairarse el immiMtn 
cada ano (art. 4' d. Ja ley X* 11*82), si,í S5S ZZ ll 
que se aboml « el anterior y cualquiera fuese la clase del 
*?g™ "npwiibJ* no existe la posibilidad de la doble imposi. 
ci6n sobre el mismo benericia, dentro del mismo año, «i¡T¿ 
10 mneo que prohibe aquella disposieión leenl al prescribir: 
Nmgiia red.to, bajo concepto al^.no, pw « más de una vez 
oí oflo el presente impuesto". Se expida muy bien, de «ta mi 

1 pmHm, T e i*» «» «¡fe a imSrte 5 

las WWW tic capnal que en el ejercicio de ese año e l 
impuesto correspoi.d.Vnte a Jo* '-beneficia »ciai«" o sea. 
los no distribuidos "a los accionistas, directores o síndicos", 
y que U el señalado por el art. 17 de la referida ley (tercera 
1 -> ; y que en el ano siguiente, en Ií>36, asa misma suma, 
a como dividendo del ejercicio resneetivn 



_ — ejercicio respectivo (segunda 

categoría), abonara et impuesto que iu<iic« el art. 14. a «rao 
de loa accionista* y demás beneficiarios, o que volviera « satis, 
lacer, si se la hubiese mantenido en el ejercicio de 1936 en 
concepto de reseña, el mismo jnipue»lo que en tal carácter 
oblo en el ejercicio de 19;». V flf ¡í tmae&u o aiteriiativamfnte 
en ios anos venideros, sepiin el destiné que se le di mient 
se mantenga como rédito imponible de cualquier dase, di 
que el impuesto se pa«a U«lm lo* es decir, como cxi 

la ley, "una xu al año" (art. 4»). 

7° Que, por otra parte, el punto & halla decidid» tam- 
bién por lo previsto en el inc. i) del art. 21 de la antedic ha lev 
— disposición recordada muy oportunamente en el tercer apar- 
tado del quinto considerando del fallo recurrido — segrún lo 
cua| no pueden admitirse deducciones p lir " utilidades del 
ejercicio que se destinen al aumento de capitales o rrsrrras 
libres de la cmprrm". E*rto sipnifien. sin duda, que esas re- 
servas pairan, dentro del respectivo ejercicio anual, el im- 
puesto correspondiente (el de | a ler<*ra ciile»roría. conforme 
al art. 17) : y que en los ejercicios posteriores deben abonar de 
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nueva, cada «fio. el que fuere pertinente, según el destino 
se les adjudicare, romo antes se estableció. 

8' Que, por último, es evidente que .10 puede . «P* 1 
al testo claro de las disposiciones lépales de que « hilo ' » 
-como so declara en el ñltiiwi wiwdenmdo de la «ntencia 
apelada- lo resuelto en el art. 44 del decreto «*>««™»"° 
de feoha V de junio de >SB§ que las 'JfVirUm 
y> que por eso quedó derogado, mdudabiemen^ A«M de 
lo que preceptúa, on armonía WD aquellos, el art. BZ del u* " 
cha 2 de enero de 1939- 

Por estas consideraciones, y por sus fundamentos concor- 
dantes eonfirnn.se, con costa* en ambas insiimcias a cargo üei 
vencido (art. 4é de la ley N» ü-«3), el fallo apelado d».& 
72 eu el que se rechaza «a demanda, y M^jSgg* 
deducida por la actora en el eKfflto ^ ffi - «*■ — ( " >HMW? 



- /í. ViHar Palacio. 
FALLO HE LA COK 

Buenos Aires, noviembre 25 de 1940. 

Y Vistos: Los del recurso de apelación ordinaria 
interpuesto por mutas parles en el juicio de Campo- 
mar y Soulas contra el Gobierno Nacional por repeti- 
ción de cantidades pagas en concepto de impuestos a 
los réditos, contra el fallo do ta Cámara l'cdcral de 
Apelación (le ¡fl Capital que hizo lugar a 1» demanda 
sin costas;, y 



o : 



Y ha cuestión plantead* por la sociedad actora 
consiste en aé&CT si el impuesto pagado por impuesto 
a los réditos correspondiente a doscientos m.l pesos 
retenidos como reserva de las «anuncias de l!>3;i fue 
definitivo, imputable a la sociedad nusma o simple- 
mente 1111 pago por retención anticipad*! contra los di- 
videndos, honorarios del directorio, ele. que se distn- 
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huyeron posteriormente cuando la reserva hiv disue! 
ta, es derir, si el mismo rvdito dvbió patfar doblo o 
úiiicn iiTi|iosit-íúii en los dos momentos de la reserva y 
"«lo la ulterior dlstrihmeiúu de lu misma. (Conf. (.'arta 
de Réditos de fs. o — demanda de E& b\ contestación 
de fs. 2<¡). — \,a sentencia recurrida reconoce el de- 
recho de la adora al revocar la de primera instancia 
que declaró definitivo el pago de impuesto a lo* réditos 
no repartidos y mantenidos en reserva — fs. 72 y 84 — . 

'2° Que usía cuestión ea semejante a la resuella 
por la í'orle en esia misma fecha en el pleito de "Seda- 
lana" — Sociedad Anónima — Fábrica de Tejidos, et- 
cétera contra la Xaeióu, por repetición de sumas pa- 
yadas en concepto de impuesto ti los rédito*, y, en con- 
secuencia se dan por reproducido*, en lo pertinente, 
los fundamentos de dicho fallo. 

Ka su mérito y concordantes de] memorial de 
fs. 92, se confirma la sentencia apelada y se decide que 
la Xaeióu debe devolver » "C'ampomar y Souliis", So 
eiedmí Anónima, la snma de trece mil ciento treinta y 
Dnev« pesos con veinticuatro centavos, más los intere- 
ses desde el día siguiente al de la notificación de lu 
demanda a estilo de los que cobra ol Banco de la Na- 
ción Argentina. — Costas en el orden causado. — Noti- 
fícese y devuélvanse al tribunal dé proewloiieia donde 

Roberto Khpetto - Antonio 
Saoakna — Luía Linares — 

B. A. N T AZAH AxriIOieRNA — 

r> B*M« Mbjía. 



PE JI'STICIA DE l<A NATIOS 



373 



GONZALEZ v. PROVINCIA DE SANTIAGO 
DEL ESTERO 

jvHisDirnox oRiqw ama-. mm r» - ¡mne tm m- 

viida- Cufstionrn fonslitwional*e* 

Correspondí a la Corto Suprema entender oriKiaarm- 
mente en la demanda instaurada contra una provincia, 
tanto en raw'm de Ir materi» por tratarse de 1111 punto 
regido por la Constitución Nnrional. ramo en rti^m de 
las personas por *er el actor vecino de otra provincia. 

CO\STtTe;ciO\ VACÍOS AL: Vn*+Ht*€i«*ri¡¿<** e ¡*.™*Ht**io. 

nnhda.l. Impue^ y c*»tri*»*ia*** j,r>*>¡*c¡ah*. A U, timOM&m 
Kl impuesto al acopio de frutos establecido per la Ug 
M* GOj de la Provincia de Santiago del hster» y \m la 
ley 1252 de la misma. <|iie no modifica la estructura »le 
aquélla, es vii.latorio <ie los artu. 9 y 10 "ie Ifl Constitu- 
ción Nacional. 

Demostrados Ion papo* y la protesta y no lialland.«e las 
sumas reclamadas en el presente jtiiew eompr.--ml.dns en 
la transacción celebrada en el anterior seguido entre las 
mismas partes, procede hnoer tarar a la repetición de jo 
pasado sin enu*a en concepto .leí impuesto inconstitucio- 
nal creado por las ley** Km. fi05 y $8 fie la Provincia 
do Santiago del Estero. 

DttTAMBN tiKT- PnOCQRATWH OkXERaI. 
Suprema Curte: 

Conforme lo establece la providencia ilc fs. 25 vta., 
«urge en este raso la jurisdicción originaria ftó V. Bi 

Sp trata de causa #il CM W $ una P r « vi, " k,a ; 

«•1 actor lieno domicilio en la Capital K-'deral, y está 
en tela do juicio la couptitui-ionnlidad <!e una loy th 
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Respecto a Ja materia fundamental del debate, 
V. E. ha sentado ya jurisprudencia en el fallo 171 :147, 
seguido entre las mismas partes, por lo que correspon- 
dería aplicarla al nnb-judicc; y en cuanto a las demás 
cuestiones controvertidas, escapan & mi dictamen por 
serlo de derecho común, o versar sobro prueba de los 
hechos que el actor debió acreditar para que prospe- 
rase su demanda. — Buenos Aires, diciembre 26 de 
1939. — Juan Alvares, 

FAJXO DE U CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 27 de 1940. 

Y Vistos: El juicio seguido por Modesto Gonzá- 
lez contra la Provincia de Santiago del Estero, sobre 
inconstitucional i dad de impuesto y repetición de lo 
pagado. 

Resultando: 

Que a fs. 18 se presenta Licinio Scelzi en represen- 
tación de Modesto González, demandando a la Provin- 
cia de Santiago del Bslero por repetición de doscientos 
siete mil ochocientos cuatro pesos con ochenta y dos 
centavos moneda nacional, pagados por impuesto al 
acopio de frutos del país durante los años 1934, 1935 
y 1936. Fundando su acción dice: Que en 1917 se pro- 
mulgó la ley 605 sobre acopio de frutos del país, que 
siguió rigiendo en los años sucesivos por imperio de 
la constitución provincial o en virtud de leyes anuales 
que así lo establecieron, con leves modificaciones sobre 
el monto del impuesto, siendo la ultima la 1252 que la 
declaró en vigencia para 1934 y realmente hasta 1936; 
que el análisis de la ley 605, que liace, no deja lugar a 
duelas sobre su inconstitucionalídad, pues en realidad 
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crea un impuesto a la exportación o extracción de fru- 
to» y productes del territorio provincial, con el alcance 
y significado do una verdadera aduana interior, en 
contra de la prohibición expresa del art. 10 de la Cons- 
titución Nacional ; que si la ley es clara para tipificar 
un impuesto a la importación, el decreto reglamenta- 
rio, cuyas deposiciones analiza, llega a consagrar la 
evidencia; que el Sr. González tíeno su casa de comer- 
cio establecida desde 1892 y se ve obligado por las ne- 
cesidades de su comercio a acopiar por su cuenta y a 
tsu orden frutos y productos de las provincias del nor- 
te, entre ellas la demandada, para traerlos a la capital, 
y no realiza ninguna transacción al extraerlos de ]a 
jurisdicción provincial; que ante la imposibilidad de 
resistir el pago, se vió obligado a hacerlo bajo protes- 
ta que realizo sn apoderado el '29 de julio de 1927 ante 
escribano público y fué notificada al Director General 
de Renta» el 2 de agosto, haciéndola extensiva a todo 
lo que se le obligara a pagar en lo sucesivo por ese 
mismo concepto y por todos los frutos que despachara 
por distintas estaciones de earga; que la protesta y re- 
serva. fué renovada «1 '¿1 de julio de 1933, también por 
escritura pública; qne esta Corte ya ha declarado la 
meonstitucionalidad de la ley 605 el 17 de agosto de 
1934, en el juicio seguido entre las mismas partes por 
impuestos abonados en 1927; que con interioridad su 
mandante demandó a la provincia por impuestos pa- 
gados desde 1927 a julio de 1934, aceptando una tran- 
que corre a fs. 2001 a 2007 de los citados autos — Exp. 
letra O. N» 29. año 1934 — que fué homologada por la 
Legislatura en sesión del 22 de mayo de 1934; que 
existe, por consiguiente, cosa juzgada y pleno recono- 
cimiento y aceptación de la demandada sobre la proco- 



delicia tlel reclamo formulado entonces y repelido alto- 
rn en cnanto a los impuesto- payados bajo protesta 
desde BgD8to de 1ÍKH u diciembre de 1936. Citu la ju- 
risprudencia de la Corte y termina pidiendo se dicte 
sentencia declarando inconstitucional y repugnante a 
los arls. í>, 10 y Íi7 do la ('onstitiicion Nacional, ol im- 
puesto creado por la ley (!().">. mantenido en videncia 
por la ley 1252 y condenando a la provincia demandada 
a Ja devolución de Irt cantidad reclamada, con los inte 
roses y los gustos y costas del juicio. 

(,>ne corrido traslado de la demanda ésta fué con- 
(catada a fs. :¡8 por Teófilo <¡. Cívuleio, en representa 
eión ¿q la Provincia de- Xiinlinjjo dol Estero. — Dice: 
Que nie.ira toólo lo aseverado por el actor, lo misino tpie 
la legitimidad de los documentos acompañados; ojuo la 
lev (Ü>5 fitó declarada inconstitucional por esta í'orie 
y «otnáenada su mandante « devolver lo percibid» eB 
un primer juicio seguido por el actor ; que és[o inició 
un Segundo juicio sobre devolución de impuestos paga- 
do* con posterioridad, en el fine fas liarles llegara) a 

un acuerdo en virtud dol cual la provincia pagaba en 
títulos de la deuda pública y fué hien entendido njue el 
actor renunciaba B u»d¡i posterior reclamación fuwlFi- 
da en los términos de sus ante rioros demandas, arre- 
glo ipte so realizó no |M>n|iie. la provincia reconociera 
deroclios. sino para evitar las eontinsem-ias de un pleito 
y por la rebaja que rl actor luz» do sus prctti.sioncs; 
mofe esta deuiHiidn si bien tiene los mismos fundamen- 
to* que la» anteriores, varía en las circunstancias <|e 
liecho; que la ley ha sufrido modificaciones; que la 
protesta no s-c lia efectuado contra la nueva ley y ol 
propio arrecio celebrado significa una terminación de 

cuestione* qu«\ para renovarlas, se necesitan los mis- 
mos requisito* do renovación de protestas y reclama- 
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cienes; que hi ley no SE propine fijar impuestos a Iu 
exportación Btbo al acopio de frutos y, para facilitar 
el pago del. impuesto, se ¿obra eil las bflrraooa y en 

oportunidad couveQtcnte pura el uewpmdor, que ea «•"»»- 

d«i liare ol removido par;i mi circuí ación «.'couómica 
dentro o Pitera «1c l¡i provincia; que (ronstále/, pago cOtt 
protesta el ¿9 de julio de U»-7 por los impuros exiffi- 
dos por la Ky OUt, renovada por la ley ítíH), las que 
fueron mudi i'icadas por las liNtí), 1171, IIÍI4 y Í258 y 
en la, 11!Í4 se alteró el íeslo *'» forra* expresa, pura 
encuadrarlo deiilro de la resolución de esta Corle, 
usándose: la cláusula "no podrán trnnsiVnrsc fruías" 
en lugar de la ¡impropiada "no podrán exportara"; 
que contra esta» nuevas leyes ol ador no lia l'ormuiado 
protestas; que la protesta de lí '27 puede amparar los 
pasos hoclios bajo «1 imperio de la ley 605 y fl!»0, a Ihh 
f|iie He refiere, per*) no a los rfeetuai los bajo las leyes 
H«)!» t 1171, 11!'+ y U'.VJ; que la protesta de l$83 podría 
dar luiíar a redamar lo pagado con posterioridad, si 
se hubiera funimlndo contra la ley I1M que regía en 

esa fecha, pero lo lia sido contra la (¡OS? que el impues- 
to no lo itttfga el acoplador, sino c! dueño del proilueto a 
ijiiieJi el acopiador SC lo i'Jtt'tfít, pOl I" <|He Bia cobro im- 
torta uti eiíriqiieeimiento sin causa. — Pide el rechazo 
de In demanda, con costas. 

Que abierto el juicio a pincha se produjo In que 

Ludirá H certificado de fs. -4(¡, las partes alegaron u 

fs. y "Jfití, i 1 Si'. Procurador General de? la Xación 
se espide a fs. ¡26?, UaniáwloM- autos para sentciieín u 

367 vta. y 
Gonsiderando: 

Que Ifl jurisdicción originaría do la Corte procedí» 
por razón ele las personas y de la materia, por cuanto 



171 



Pai.i<os De 1.a coBtk s.'vrema 



se trata de un juicio contra una provincia promovido 
pvr un vecino dy la capital sobre iin-oiistitucionniidad ríe 
una ley provincial. Arts. 100 y 101 de la Constitución 
Nacional. Ari. 1*. me. V do la ley 48. — Fallos % 187, 
página 392. 

Que el pago de los impuestos euya devolución si? 
reclama está prolwido por las boletas acompañadas con 

el escrito do I'h. fib\ cuya milentieidnd no lia sido obser- 
vada por la demandada, la que,, por otra parte, no dis- 
cute la existencia de los pa^os en su alégalo de fs. 256, 
no obstante la negativa de carácter general formulada 
en el escrito de contestación. 

Que la ley (¡05, sobre acopio de frutos del país, san- 
cionada el H do septiembre de 1ÍU7 — Folleto de fs_ 90 — 
ripió durante el año 1084 con las modificaciones «pío le 
introdujo la ley 1*252 y durante el año 1ÍKÍ6 sin modi- 
ficaciones — informe di? fs. 85 — y basta leer la ley 
1252 — fs. 16— para ver que las modificaciones intro- 
ducidas no afectaban la estructura do la ley. 

Que de lo expuesto se deduce, con toda claridad, 
que al actor se le lia cobrado el impuesto cuya devolu- 
ción reclama en virtud do la ley 605, vigente -con leves 
modificaciones, en la misma forma en que le fueron 
cobrados los impuestos que motivaron el juicio segui- 
do entre las mismas partes, que fué fallado por esta 
Corte el 17 de agosto de 1034 declarando que la ley- 
era inconstitucional y mandando devolver lo cobrado, 
—Faltos: T. 171, pág, 147.— 

Que las consideraciones hechas allí son de estricta 
aplicación al caso de autos y, a mavor abundamiento, 
cabe Sgnear que la Dirección General de Rentas de 3a 
demandada informa, a fs. 88, que los frutos pueden cir- 
cular libremente sujetos a las disposiciones reglamenta- 
rias, pero cuando son cargados para sor despachados 
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fuera del territorio de la provincia se aplica o| impues- 
to — punto c) — y que el acopiaolor debe dar aviso del 

despacho cuando lo« carga páüá distinta jirovinciii, a 
]os efectos de la verificación de peso y cantidad y la 
nplíeación flol impuesto — pimío <•) — lo que demuestra 
hasta la evidencia cómo se grava la Wrculación territo- 
rial de los productos contrariando las arte. 9 y Mí <fe la 
■Constitución Nacional. — Ks cierto que este informe ptt- 
rece referirse al uno 1!»38, |>ero se trata de la misma Iey 

y nmla demuestra que no se haya aplicado siempre ei. 

la misma furnia. 

Que las protestas acompañadas reúne» las condicio- 
nes que esta (-"orto ha establecido jwira darles valor y 

cubren los pagos cuya repetición se persigue, til 27 de 
junio il<> l!í27 — fu. 17— Carlos León Üonzálcz abona, 
por cuenta y orden del actor, una suma déte rm¡ nada 
en concepto de impuesto establecido por la Ji-y 605 y 
por considerar ilegal o inconstitucional la citada ley 
protesta el pago efectuado, reservándose el derecho- 

de repetir cii su oportunidad haciendo extensiva la 
protesta a todo lo que se le obligara a pagar o su re- 
presentado en lo sucesivo por el mismo concepto, pro- 
testa que le es notificada al fir. Director de Rentas, y 

ol 21 de julio de 19>33, al liacer un pago análogo, reitera, 
la protesta anterior por considerar ilegal e inconstitu- 
cional la citada ley (¡05 y su dwroto reiría menta rio, pro- 
testa que también le os notificada al Sr. Director Ge- 
neral do Rentas de la provincia — fs. 50 — y qno Fiaeo 

■extensiva a lo que .se le obligara a nnw en lo sucesivo 
por igual concepto. — Fallos: T. 167, púg. 75; T. 183, 
yíig. 356; T. 185, pág*. 45 y 244.— 

Que la transacción realizada entre las mismas 
partes coa feclia 14 de febrero de ia*ífi, que obra a fs. 
2001 de! juicio seg-uido a-ite esta Porte —O. 29, 1934 — 
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sólo comprende las sumas reclamadas en dicho juicio, 
según residía claramente de bus términos. En efecto: 
en I11 ñola en que se propone la transacción, transcrip- 
ta a fs. ^004, se dicei «»Mi mandante estaría dispuesto 
a desistir del juicio i¡ne tiene iniciado por devolución 
ilc la cnntklnd de $ 8:'7.2(>ó t (i7 moneda nacional, con 
más los intereses de la referida demanda, a cambio de 
abonarle iu suma do seiscientos cincuenta mil pesos en 
los nuevos títulos de la deuda pública a emitirse, etc." 
y el decreto dictado por el P. K. dice en el art. V — fs. 
2006 — "acéptase la transacción propuesta por el se- 
ñor Modesto González en las condiciones establecida* 
en su presen t ación de fs. 1, etc.". Xo aparece, por ]o 
tanto, linterna renuncia a w-tain aciones posteriores 
por pagos no comprendidos en el juicio que se transaba. 

Que Ins. bolétitíi aaTeffadas praeban que loa pagos 

fueron efect nados por el actor y su acción para repetir 
nace del solo hecho do haber efectuado mi pago sin causa, 
como lo ha resuelto esta Corle en casos nimlugoti. —Fa- 
llos: T. 187, páíí. •!í>- — El juicio seguido contra el ac- 
tor por Antonio Raed y Hermano, a que no refieren los 
testimonios do fs. II!», I.'kS y U¡t>, nada prueba, pues ni 
lia sido contesiudu la demanda y se refiere, por otttt 
parte, a operaciones anterior,?* a los pagos «me se re- 
i'lüiiian en este juicio. Además, el informe pericial de 
ta, 17!» pnieba ,ue los pagos lian eido realizados por el 
actor. Ksto liaeo innecesario el estudio do la pruelm 
testimonial y la resolución del incidente sobre agrega- 
ción do nlgiimui declaraciones (pie fué dejado- pendiente 
a fs. 172. 

Por estos fundamentos y de conformidad a lo dic- 
taminado por el señor Procurador General de la Na- 
ción, se condena a la Provincia de Sanfingo del Kstcro 
a pa.'*ar al actor, dentro del término de treinta días, 
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!í. A. N.waii Am'hokexa — 
K. ÍUmos Metía. 



i'ii.kixí;ton urotheiw i:n»A i naciox 



t'.UUIi fOH frotóla. f^K^Mff !» r " r ' -,rv 

I* «rotes» « un indiapwasáWe pm« i» gWjj 

UcuJiu d« la íleMandD *|K repelón (1? sumas p^tóU 



/.V/'' KStOS ; lti-f>rtni''>H. 

fMiO: ¡'-ti" <*•* //rWr.í.i. l'nn.ii—» (¡MttUn* 

Por «eWwfttt I» nroli*l H * tai**»* EjjMÍÍ 6¡ P»K" 
h* sulo heetao por WWr, rfn fJfdSw .li*P«* »''«>■> que esia- 
Mwicra la otliyaoión de Wrlo. 

r.UUi: Vm» tm pr»">'*- tfwff*"*- 

Kfl proeje la NMa&ft» «l* 1 ! ¡">P^"» ilepal e 

li ¿«oruiil «Uto* U vú'i" MU- * inval.daba. 



»E LA COKTK SU CHEMA 



FALLO DE LA (MlIfTK .St'PHEMA 

Buenos Aires, noviembre 2» de 1940. 

Y vistos: Los untos "Pilknigton Brotbers Ltd. con- 
tra Ooluerno Je la Nación sol)re devolución'"', venidos 
por el recurso ordinario de apelación concedido a fs. 70 
vta., contra la sentencia do la Cámara Federal de Ape- 
lación que rechaza la demanda. 

Considerando: 

Que la protesta es un requisito indispensable para 
la procedencia de la demanda sobro repetición de suman 
pagadas en concepto de impuestos — Fallos: 182, 21£; 
183, 356 y los allí citados, entre otros. 

Que por excepción cabe prescindir do ese requisito 
en los casos de pago por error previstos eu el art. 784 
del Código Civil, pues esta causal excluye ]a posibilidad 
del cumplimiento de aquél. 

Que por ello esta Corle Suprema lia declarado in- 
necesaria la protesta cuando el pago lia «ido realizado 
por error huí mediar disposición que estableciera la 
obligación de huecrln —Fallos: 175, 300; 180, 313; 186, 
42 — ; es decir, cuando no existía la obligación de pagar. 

Que no es ésa la situación planteada en autos. El 
actor soatien - haber pagado U suma cuya devolución 
reclama, porque la Aduana atoró la mercadería impor- 
tada con arreglo a lo dispuesto en una resolución mi- 
nisterial que después fué dcclaTada violatoria de la ley 
y de la Constitución Nacional, circunstancias que igno- 
raba cuando efectuó los pag;os. Es así indudable que en 
la época de la introducción de las mercaderías existía 
la obligación de efectuar el pago, aun ruando resultara 
de una disposición contraria n las leyes. 
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Que, por lo tanto, el caso prestirte no está compren- 
dido ©D el art. 784 sino en el 794 del Código Civil, que 
precisamente es ol que corresponde apliear a las sHur- 
eiones oiú'inadHs por el cobro ilegal de impuestos, sien- 
do entóneos indiferente que baya mediado o no error de 
parte del contribuyente. 

Que, eoiuo lia dicho esta Corte cu el fallo del tomo 
!»!), pág. 355, eonsid. H% en realidad, el eontribuyentc 
que abona mi impuesto exiffido por la ley, paga una 
deuda dehida y no hay de m parte error relativo a la 
existencia y exigübüidad inmediata de la deuda. 

Que, por otra parte y eomo se observa arertuda- 
mente en ta sentencini apoladn — fs. 68 vta. — la doctrina, 
sustentada por la aetora importaría prácticamente de- 
jar sin efecto el requisito de la protesta previa. 

Por olio y fundamentos de la sentencia apelada, se 
la confirma hin costas. Xotifíqucse, devuélvase y repón- 

ROBRRTO RRPRTTO — ANTONIO 

Sao auna — Luta Lisahes — 
Ti. A. Nazar Anchorena — 
F. TUMOS Mejía. 



COMPAÑIA LUZ Y FUERZA v. MUNICIPALIDAD DE 
CORDOBA 

REGUBBQ EXTUAORDI.XARIO: Sentencia definitiva. 

Procede el recurso extraordinario contra la resolución dic- 
tada en el procedimiento de ejecución de Bcntencia, que 
deniega el embaído dé las rentas municipales en virtud 
de lo dispuesto en la constitución provincial, impiürnAfla 
eomo violatoria del Oódifro Civil y de la Constitución 
Nacional. 
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KilBAHGQ; Bitntt «otflrseWw. 

Las provincias y municipalidades pueden ser de n ian d ad*» 
y ejecutadas en sus bienes por la* obligaciones que con* 
traigan; si bien no pueden ser privadas de Ins rent-as o 
recursos indispensables a su vida y desarrollo normal. 

K\th.\F<4''0: hunea embargahlrn. 

Corresponde a los jueces determinar en cada caso si l<vs 
recursos son o no necesarios para la vida y desarrollo 
u»rnial de la provincia o de la» municipalidades, a fin 
de resolver si pueden o no ser embargados. 

KMBAHtlO: hienet emhargahlr*. 
PODKR tEGlSLATIVQ. 

que sean las disposiciones üt las leja loca- 
les tendientes a substraer de la acción de lo>s acreedores 
los bienes, recursos y rentas de las provincias o munici- 
palidades contrariando tos preceptos de la ley eivil. no 
pueden wr válidamente invocadas, pues las relaciones en- 
tre el^acreeUor^ y deudor son de la exclusiva legislación 

COKSTlTÜClOtJ NACWXAL: c»m*t¡tu,ioN*Mmd r ímwtM&Kf* 

naUttml. Co*tslilniionm profinemlrn. 
EMBARCO: Bienes embargablcs. 

El art 149 cíe la Constitución de la Provincia de Córdoba, 
según el cual en ningún caso se podra trabar ejecución o 
embargo sobre las rentas municipales, es contrario al art. 
42 del Código Civil y violatorio de los nrts, 67, ¡nc. 11. 
y 31 de la Constitución Nacional. 

Dictamen dfx Proc pkamhi Oenkbai. 
Supremo Corte: 

La Compañía de Luz y fuerza Motriz «le Córdohn 
obtuvo de los tribunales locóles so condonase 1 a la Muni- 
cipal idnd de dicha ciudad a pagarlo cierta sania, en ron- 
cepfo ílo suministro de energía; pcYO no 
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ha lia declarado que, coa arreglo al nrt. 14!) de> la cons- 
titución provincial, las rentas munioi palos son inembar- 
gables. Con lal motivo «c trac recurso extraordinario 
ante V. ^alegando el recurrente fgO0 dicha disposición 
es víolatorín de las garantías uoonlndan por las leyes 
mirionules a los acreedores. 

Varias veces han sido traída* a esta Corte cues- 
tiones similares, y hay ya jurisprudencia en el sentido 
de Bogar a las provincias el derecho do concederse a sí 
mismas u otorgar a las municipalidades do su jurisdic- 
ción esa ¡ncmbargabilidad (Fallos: 103, 373; 11!), 372; 
121,450 y 330; lftl. 112; 174, 322; 182, 337). 

El caso snb-ju'fkc es equiparable a los resueltos 
antes. 1-a Municipalidad de Córdoba sost^-ne que todos 
los recursos de que dispone están embargados por otros 
acreedores, o afectados a los servicios que ella misma 
hri querido prever en sus presupuestos anuales, y sólo a 
esos; de donde concluye que no puede embargárselos 

pura el paya do otros servicios, que ella misma consi- 
deró antes indispensables. Aparte de que tal doctrina 
implica decidir también, por voluntad propia, que gozan 
preferencia los créditos que autos obtuvieron embargo, 
aplicarla significaría subordinar los derechos emergen- 
tes de la cosa juzgada, a que la Municipalidad arbitre 
fondos cuándo y cómo lo orea oportuno; con la partiou- 
larídnd de que la incidencia llera ya ñifla de tres años de 
trámite y no resulta h ihersc arbitrado medio alguno. 

V. k lia admitido alguna vez que si el embargo 
representara nn porcentaje excesivo de las rentas mu- 
nicipales, al punto de imposibilitar la prestación de los 
servicios públicos, pudiera tenerse en euenla esa ci rcuns- 
tnnein (1S3, 229; marzo 29 du 1939, Dearborn Chemi- 
cal Co. v. Municipalidad de Rosario) ; pero tenérsela en 
cuenta a efecto de limitar prudencialmente la cuota 
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anual, no equivale a uegar la procedencia del embargo 
en su totalidad, como se lia hecho por el Superior Tri- 
bunal de Córdoba. Et señor Juez a quo, había limitado 
esa cuota a un treinta por ciento del producto del im- 
puesto de alumbrado, barrido; limpieza, etc.; toca a 
V. E. apreciar con criterio propio si ella resultaba o 
no demasiado elevada, cuestión de hecho o de estima- 
ción personal, ajena a mi dictamen. 

En consecuencia, procede modificar la sentencia 
apelada, con arreglo a lo que acabo de expresar- — 
Buenos Aires, junio 11 de 1940. — Juan- Alvnrez. 

FAIJ/Í DE LA COKTK SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 29 de 1940. 

Y vistos: Los autos " Compañía Lúa y Fuerza Mo- 
triz v. Municipalidad de Córdoba, ejecución de sen- 
tencia", y 

Considerando: 

Que decretado por la Cámara 2' de Apelaciones 
un lo Civil y Comercial de Córdoba el embargo del 
treinta por ciento de las entradas de la Municipalidad 
de esa ciudad en concepto de impuesto general, la res- 
pectiva sentencia nifi objeto de un recurso de revisión 
fundado por el repta untante de la comuna en que 
aquélla era contraria al art. 149 de la Constitución de 
la Provincia, según el cual "en ningún caso se podrá 
trabar ejecución o embargo sobre lap rentas municipa- 
les". Así lo entendió el Superior Tribunal <le Justicia 
que, por mayoría ele votos, resolvió declarar que la re- 
solución de In Kxiiia. Cámara es violatoria de lo dis- 
puesto en el art. 149 de la Constitución do la Provin- 
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cía fi en consecuencia, ordenó el levantamiento del 

embargo. 

Que contra esa semencia fué interpuesto el recurso 

extraordinario por la artora fundándolo en que, como 
sostuvo en el curso del juicio, el mencionado aTt. 149 es 
violatorio del ort. 42 del Código Civil y de los artB. 67 
mí*. 1 P y 31 de la Constitución Nacional. 

Qnc la procedencia del reourso para decidir esta 
«■uextión íleíw? ser admitida conforme a la jurispruden- 
cia del Tribunal -Fallos: 175, 332; 183, 229— . 

Que en casos anteriores cala Corte Suprema ha exa- 
minado el punto que ahora se somete a su decisión y 
hn llegado a las siguientes conclusiones : d) Que 13* 
provincias 60 su carácter de personas jurídicas pueden 
ser demandadas y ejecutadas en sus bienes por las obli- 
gaciones que contraigan, de acuerdo al art. 42 del Có- 
digo Civil; b) Que siendo personan de esistpneia nece- 
saria no pueden por vía de embargo ser privadas de las 
rentas o recursos indispensables a su vida y desarrollo 
normal; e) Que no existiendo un precepto legal que dis- 
tinga las rentaa o recursos necesarios de los que no lo 
son a tal fin, corresponde a los jueces hacer esa dis- 
tinción en cada caso que se presente, a los efectos de que 
las condenaciones de la justicia en que hubieran caído 
las entidades provinciales, tengan el efecto compulsivo 
q^e nuestra legislación positiva les da; á) Que cuales- 
quiera que sean las disposiciones que contengan las le- 
yes locales tendientes a substraer de la acción de los 
acreedores los bienes, recursos y rentas del Estado con- 
trariando los derechos y garantías que acnerda la ley 
pivil, no pueden ser válidamente invocados, pues las re- 
laciones entre acreedor y deudor son de la exclusiva lo- 
ción del Congreso K&cionaJ —Fallos : 171 , 431 ; 172, 
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Que coa arrodo a la expresada jurisprudencia no 
es dudoso de que el art. 149 de U Constitución de la 
Provincia de Córdoba ea contrario a lo dispuesto en el 
art. 42 del Código Civil y violfttorio de loa arfa. 67, ine. 
11 de la Constitución Nacional. 

En su mérito y do acuerdo en lo pertinente eon lo 
dictaminado por el señor Procurador General, se revoca 
la sentencia apelada en lo que lia sido materia del re- 
curso. Notifíqucse y devuélvanse previa reposición del 
papel. 

Roberto Repettü — Luis Lw*- 
beb — B. A. Nazab Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 



S. A. IMPORTADORA Y EXHORTADORA DE LA 



RECl'RSO EXTfíAORDISAMQ: tfatrna ajena. Pronunciamiento 

No resultando de autos que la inspección haya comenzado 
ni cuales son las pretensiones de los inspectores de la Di- 
rección del Impuesto a los Réditos ni los documentos que 
éstos pretenden les sean exhibidos, la apelación extraordi- 
naria deducida contra, el auto denegatorio del recurso de 
ampare y fundada en que no procede la exhibición general 
de libros y papeles sino tan sólo de aquellos que se relacio- 
nen con loa actos que los funcionarios indiquen, sólo daría 
lugar a un pronunciamiento teórico destinado a fijar las 
facultades de los inspectores de réditos con carácter gene- 
ra); lo que hasta para determinar la improcedencia del re- 
curso extraordinario. 
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El caso que sirve de motivo a este recurso tuvo ori- 
gen en un recurso deducido para impedir que inspecto- 
res do la Dirección del Impuesto a los Béditos (sección 
Papel Sellado) allanasen, sin orden judicial, un local de 
la S. A. Importadora y Exportadora <!e la Patagón» a, 
con as.ent* en San Julián ; pero osa situación uM «« 
desaparecido, a partir del momento en que dicto la or- 
den en cuestión el Sr. Juez Letrado de Santa Cruz. 

Restaría, entonces, como materia del reclamo, La 
cuestión que plantean los recurrentes a f». 8 vta., o sea, 
si los bispetrtorafl aludidos, pueden exigir legalmente 
una exhibición general dé los libros comprobantes, co- 
rrespondencia y "pápelos análogos' \ o han de limitar- 
se a la de "los asientos de contabilidad y cornp.oban- 
tes, en lo referente n las operaeienes o actos concretos 
sájelos al impuesto de papel sellado o estampillado 
nacional". 

Planteada así, adviértese que carece de baso con- 
creta, v tiene más bien el carácter de una cuestión 
teórica." i Cuáles son loa libro*, papeles, etc. que a jui- 
cio de la recurrente ha debido exhibir, y cuales son los 
que pudo negar legalmente t | Cuáles los que se le exi- 
gieron! No se sabe; y si el objete de la apelación es 
conseguir do V. B. un fallo declarando que la sociedad 
recurrente sólo estaba obligada a exhibir los que con- 
ceptúe procedentes, Re habría burlado el propósito de 
la ley. Los inspectores no podrían controlar sino aque- 
llo que buenamente quisiera mostrárseles. 

Agregúese a ello que se trae el caso por vía de re- 
corpus, y es precisamente ese aspecto 
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formal de la cuestión lo que lia Uciüido a lu Cámara 
Federal a desestimar las pretensiones que ahora so 
someten a consideración de V. E. 

A mérito de ello, considero que el recurso estraor 
dinario es improcedente, y así corresponde declararlo. 
—Buenos Aires, agosto Ü4 de 1940. — Juan Aharez. 

PALIA) DE LA COSTE SUPREMA 

Buenos Aires, Bovierabre 29 de 1941). 

Y vi-*. : KI recurso extraordinario deducido por 
Sociedad Anónima Importadora y Exportadora de la 
Patagonia contra la sentencia de la Excma. Cámara de 
Apelación en lo Federal de La Plata, dictada OH el re- 
curso de amparo a la libertad deducido por ta misma. 

Considerando : 

<¿uc la recurrente se presentó por medio de apo- 
derado ante el Sr. Juez Letrado de Santa Cruz, dedu- 
ciendo recurso de amparo a favor de la sncnrsal estable- 
cida en San Julián; se fundaba en el art. 20 de la ley 
48 y art. 617 de. 'diffo de Procedimientos en lo Cri- 
minal y en que tve ..speetorea de la Dirección Gene- 
ral de Impuestos, sección Papel Sellado, pretendían 
llevar a cabo, para llenar las funciones que leu enco- 
mienda el art. 67 (texlo ordenado) de la ley II. 290, 
cuya validez no discute, una investigación inquisitorial 
en todos los libros de comercio, documentos y corres- 
pondencia de su representada, exhibición general re- 
pugnante a la ley y contraria a garantías individuales 
de carácter fundamental que consagra la Constitución 
Nacional; cita los arts. 57 y 58 del Código de Comercio, 
el art. 18 de la Constitución Nacional y termina solici- 
tando se admita e] recurso y se declare que los funcio- 
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Dimos aludido* no pueden legalmente exigir la exhibi- 
ción general do libros, comprobantes, corres|>ondpncia 
y papeles análogos, bíiio yimplpitionte In oxlúbk'ión de 
los asientos de contabilidad y comprobantes en lo refe- 
rente a lus operaciones o actos concretos respecto- al 
¡nipaesto dé papel sellado i) estampillado nacional. 

Que iludo íránútc al recurso y previo informe de 
los inspectores, el Sr. Juez Iletrado no hizo logar al 
nmparo solicitado por resultar del ¡uíorme que no se 
había hecho efectiva la exhibición general denunciada. 
—Fe. 11 vta.— . 

Que ni día siguiente de es-ta resolución la recurren- 
le solicitó se acumulara al mismo las actuaciones refe- 
rentes n la orden de allanamiento de la citada sucursal, 
que había ordenado el Juzgado, acumulación que fué 
denegada a fs. 14. 

Quo contra unina» resoluciones fué interpuesto re- 
curso de apelación para ante la Cámara a qito, la que se 
pronunció en el auto recurrido por recurso extraordi- 
nario confirmando el rechazo del recurso de amparo y 
guardando silencio sobre la aeumulaeión negada. Se 
funda, de acuerdo con el dictamen del señor Fiscal de 

Cámara, en que el recurso de ¡tabeas cor pus no es apli- 
cable al caso, citando nn fallo de esta Corte. 

Que mientras se tramitaba el recurso <le amparo 
anterior, el Jefe de la Delegación de la Dirección Gene- 
ral del Impuesto a los Réditos, se presentó al señor Juez 
Letrado solicitando la orden de allanamiento autori- 
zada por el art. 67 (texto ordenado) de la ley X' 11290, 
allanamiento que fué ordenado. Ka. 1 vta, del expedien- 
te agregado. 

Que. contra dicha providencia la recurrente inter- 
puso lo.K recursos de reposición y el de apelación on sub- 
sidio, el señor Juez no biso lugar al recurso de reposi- 
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eión y concedió en relación el de apelación, recurso qne 
la Cámara a quo declaró mal concedido a fu. lfi del 
expediente citado, auto que no lia sido recurrido. 

Que, en consecuencia, sólo eatn sometido a resolu- 
ción de la Corte el recurso extraordinario deducido en 
el recurso de amparo a la l¡l>ertad. Fs. 31. 

Que el recurrente fundn su recurso en el hecho de 
que loa inspectores pretenden una exhibición de carác- 
ter general de libros y documentos, declarándose dis- 
puesto a exhibir los libros y comprobantes que se rela- 
cionan con los actos que los funcionarios indiquen, p*. 
ro es el caso que no aparece de autos que la inspección 
haya comenzado, ni cuáles son las pretensiones de lo.* 
funcionarios, ni los documentos que estos pretenden se 
les exhiba y cuyu exhibición la recurrente resiste. 

Que en tales condiciones el pronunciamiento de la 
Corte sería un pronunciamiento teórico, como lo sostie- 
ne, con acierto, el señor Procurador General do lu Xu- 
ción, destinado a fijar las facultades y atribuciones de 
loa funcionarios públicos con carácter general y no la 
resolución de un caso concreto, resolución de carácter 
abstracto que está vedada a la justicia y hace improce- 
dente el recurso extraordinario. Fallos: 1. 162, pájr. .'¡(¡9; 
i 183, páff. 303; t. 184, páff. 358, 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dic- 
taminado por el señor Procurador General do la Ka- 
ción ac declara mal concedido el recurso extraordina- 
rio. Notifíquose y devuélvase. 

Antonio $auakna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazah. Ancho- 
res — F. Ramos MkjÍa. 
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S. A. CELULOSA ARO ENTINA y. NACION ARGENTINA 

Los documentos que el actor dfbe presentar con 1» de- 
manda son aquellos que justifiquen directamente el de- 

PEMASUA i He'/msilm. Iiocumrntm. 
PAGO: f'(i</t» C"H protesta. Prueba. 

El instrumento referente a la protesta formulada para 
el derecho, puede ser ueumpuñado durante «1 



PAGO'. J'ag» con ¡>rtitesla. Forma. 

Deben ser consideradas suficientes para cumplir su fina- 
lidad, las protestas que contienen referencias concretas & 
los correspondientes permisos de importación y a las so- 
licitudes de exención de derechos, fundadas por la actor» 
en eada caso en razones legales y de hecho, en forma ta) 
que no permiten dudar de lus motivos ui del objeto de las 
reservas que en el expediente administrativo aparecen 
reunidas co-n BD9 respectivos antecedentes. 

PACO: Patio ton pWttSta, Pneba. 

No siendo pasible, en el caso, examinar la pficaeia de las 
protestas que no han sido traídas a los autos y habiendo 
sido desconocidas en la con testación a la demanda, pro- 
cede desestimar la acción en cuanto a los payos respec- 
tivos, 

BBGL'rtGO BXTJtAOtRBfiSAÓlO ; SfíticHCT* drfimlica, 

La circunstancia de que el recurso ordinario de apelación 
interpuesto para ante la Corte Suprema «mira la sen- 
tencia de MKundi instancia que —revocando la del ( juez 
que rechazaba la demanda por falta de protesta válida — 
mandó* devolver la causa para que fuera fallada en cuanto 
a las otras cuestiones planteadas, haya sido denegada por 
no mediar eenteneuj definitiva, uo ps óbice para que, díe- 
tada óata y acordado eí recurso contra la misma, sea re- 
suelto también aquel puuto por la 
nnneiar el íallo final. 



W4 



ADVÚNA ; inporiacióH. Ubre de dtreekm. 

Los arte. 27 de U ley X o 11.281 y 6» del decreto regla- 
mentario, no son aplicables a los casos en OaS la Aduana 
ha percibido loé derft.-I.os d c importación. 

ADVA.VA ; Imputación, libre dr itereelws. 

£ v/í?« B a ' a °. bjci: r , íeBdi « nte * demostrar que la 
SLí. Í i- ?° de < lerep,, °* aduaneros a las merca- 

derías de&Mnadas a fabricas que no elaboren exclusivamente 
materias primas de producción nacional sino que también 
utilizan alpinas de procedencia extranjera, aunque en pro- 
porción mucho menor qu c aquélla que entra en la elabo- 
ración de ]»s productos como fundamental (*). 



Mfl- 



RKCVRSt) RXTRAQRDWARIO: Cmcfplu tfv juicio. 

Si bien el recurso extraordinario no procede sino . 
pecto de 'as sentencias judiciales, puede especialmente 
preseindirse de ese requisito cuando las autoridades admi- 
nistrativas han procedido en ejercicio de facultades ju- 
díela mente reconocidas y sin recurso para ante otro tri- 
bunal de justicia. 

RnCVHSO EXTRAORMSA.RIO : Cmctpta te juicio 
RECURSO EXTRAORDJXARiOz CurHión fi/W. ,W*«. 

Procede el recurso extraordinario contra la resolución in- 
apelable del Consejo Deontolópico de Rosario que impone 
una multa en virtud de lo dispuesto en una ley local 
cuya aplicación al caso es impugnada por el recurrente 
como vlolatoria de precepto* de la Constitución y de levw 
nacionales, de cuya interpretación depend* la soluciÓn'de 



(1) F«tU ctel fallo; noviembre 29 Jo 1010. Ver Pallo»- 13« fifi*. 
17B ( 8; 18a, Xm 23í¡ IS.% ion, 187, SM¡ ¡W '¿' u-,' 

Bf 181 m - m - m ' ,2>i 132 ' ni - ««i m m *£ 
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DtCTAMKN U1X PhOCWRAIíOR GENERAL 

Suprema Corle: 

l.a precedente exposición del interesado y el am- 
plio Informe expedido a fs. 10-17 por el Conseja Deon- 
Ulúgieo du la Ciudad de iiosano iiace innecesario en 

mi opinión requerir los autos principales. 

De tales constancias surjo la improcedencia de la 
presente queja interpuesta por "Laboratorios Suarry" 
contra una decisión del expresado Consejo qne impuso 
al recurrente una multa por haber publicado en una 
«uía do teléfono» un aviso del producto "Geniol" sin 
la correspondiente autorización i!c su texto, aplicando 
una ley local la N* 2287. 

Ninguna relación directa e inmediata encuentro 
entre el caso resuelto y las garantías que acuerdan las 
leyes nacionales Nos. 750 y concernientes a la 
explotación de los servicios tele^rá fieos y telefónicos 
ímjo el control del Gobierno Nacional ; ni ved cómo pue- 
de la medida adoptada por el Consejo, que constituiría 
una lógica provisión, afectar como se afirma el trán- 
sito de comercio ¡ntercstadual, que garante la Consti- 
tución Nacional. 

Por ello solamente, y prescindiendo de otros moti- 
vos por los cuales podría resultar improcedente la que- 
ja aludida correspondería desestimar el presente re- 
curso directo. — Buenos Aires, octubre 10 do 1940. — 



Autos y Vistos: Considerando; 
Que si bien el recurso extraordinario no procede 
sino- respecto de las sentencias judiciales — Fallos: 182. 




) DE LA CORTE SUPREMA 
Buenos Aires, noviembre 29 de 
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283 ¡ 183, 100; 185, 46 — por excepción puede prescin- 
(jirsí* de ésto requisito cuando las autoridades adminis- 
trativas liun procedido en el ejercicio de facultades ju- 
diciales legalmente reconocidas y sin recurso para an- 
te otro tribunal de justicia — Fallos: ¿55, 356; 106, 81 
y los precedentemente citados. 

Que esa situación es la que se presenta en el caso 
de autos oí) que el Consejo Doontológico de liosario, 
fundado en lo dispuesto en ol art. 34 do la ley N* 2287 
de la Provincia de Santa Fe, lia aplicado una multa de 
cíen pesos moneda nacional a *'I-aboratorios Suarry S. 
A,", por Imber publicado sin la previa autorización 
exígidn por aquel precepto, un anuncio del producto 
"Üeniol" en la tapa de la guía de atollados do la Cía. 
Unión Telefónica del Kío de La Pinta correspondiente 
a la zona comercial de Rosario, año 1040, y tal resolu- 
ción tiene carácter definitivo — hoy ¿287 citada, 
art, 126. 

Que citada la recurrente a prestar declaración — 
fs. 2 del expediente solicitado por vía de informe — 
compareció por intermedio de su apoderado y sostuvo 
qne hallándose la guía de referencia destinada a los 
usuarios del servicio telefónico de diversas localidades 
de las provincias de Santa Fe, Córdoba y Buenos Ai- 
res, la aplicación del art. 34 de la ley N* 2287 untes 
mencionada era violaloria del art. 67, inc. 12 de la Cons- 
titución do la Nación y de las leyes 750 % y 4408, que 
someten al Rcrvieio telefónico i ai ter provincial a la ju- 
risdicción nacional; así como los arts. 10, 11, 31 y 67 
ínc. 12 de lo Constitución Racional, en cuanto tratán- 
dose do mi producto nacional de- venta on todo el país, 
la traba de la propaganda del mismo afecta al comercio 
interestadnal. 

Que la resolnción apelada, al aplicar la inulta es- 
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tallecida en el art. 34 de la ley H* 2287, reconoce im- 
plíeitamente la validez de este precepto local, dando así 
lugar a la situación prevista en el art. 14, inc. 2* de la 
ley N* 48. Y sosteniendo el recurrente que no correspon- 
do a las provincias reglamentar una situación como la 
de autos, por tratarse de facultades que las disposicio- 
nes coiistitucionaloa y Ii gales invocadas atribuyen a la 
Nación, no es dudoso <iue en el caso existe la relación 
directa exigida por el art. 15 de la ley N' 48, pues la 
solución de aquél dependerá de la interpretación y al- 
cance que corresponda atribuir a los preceptos men- 
cionados. 

En su mérito, oído el señor Procurador General, 
declárase mal denegado o3 roourso extraordinario. Au- 
tos y a la Ofieina a los efectos del art. 8* de la ley 
N* 4055. Señálanse los luues y jueves o el siguiente día 
hábil si alguno de aquéllos no lo fuere para notificacio- 
nes en Secretaría. Hágase saber, repóngase el papel. 

BOBERTO REPETTO — ANTOXIO 

Sa.oahna — Luis Libares — 
B. A. Xazar AncHobbk» — 
F. Raaius Mejía. 



ARDOINO SASDBI — *vs BCCBB0«Bfl- v. CAJA DE 
JUBILACIONES DB EMPLEADOS PARTICULARES 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Cuettió» federal Cea». Z*»M 
dtl Congruo. 

Procede el recurso extraordinario si la conmutabilidad de 
los servicios prestados bajo el régimen de la ley N* 11.U0 
en una empresa que ejerce sus actividades fuera de la 
Capital Federal, depende de la interpretación de loa pre- 
ceptos de aquella ley. 



TALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



JUBILACÍOX DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Jubitariont* 
Cómputo át stwticiot. 

No procede a los efectos de obtener un beneficio en ia 
a <le Jubilaciones de Empleados Ferroviarios, eonipu- 
i prestados por el causante en una empresa 
Vaja de la ¡«y X« 11.110 de la que aquél 
sin haber reingresado des» ufa, aun 





DEL PrOCUBADOE GeNEJIAI. 



Don ArJoino Sandri ohtuvo en noviembre 15 de 
1930 la devolución de los aportes que bahía efectuado a 
la Caja de la ley H» 11.110 en su calidad de empleado de 
Ifl Compañía de Tramvays Rléetrieos de U Plata Ltda. 
Posteriormente, ingresó a una empresa ferroviaria so- 
metida al régimen de la ley N 9 10.650 >- ocurrido su fa- 
lleeimiento, su viuda reclama de la primera de dichas 
Caja* el reconocimiento de los servicios prestados por 
aquél, ofreciendo reintegrar dichos aportes conforme 
a lo dispuesto por el art. 19 de la ley Ü* 11.110. La Caja 
ha denegado el reconocí miento de tales servicios, por 
entender que el reingreso a que alude el expresado ar- 
ticulo debe producirse en alguna de las empresas a que 
se refere el art. p [ta. 18 vta.). Tal resolución ha sido 
revocada por a] señor Juez de lo Civil a mérito de lo 
dispuesto por el art. 54 de la ley 11.110 estableciendo 
correlación d« servicios con oirás instituciones de 
retiro. 

De lo expuesto surge que ae trata de interpretar 
y aplicar la ley 11.110 con relación a servicios pres- 
tados en una emp resaque ejerce sus actividades fuera 
de la Capital Federa! y bajo tal concepto, ha sido mal 
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denegado «1 recurso extraordinaria de apelación inter- 
puesto pnra unte V. E. (169: 219 ; 172: 212, rntre otros). 
Correspondería, pues, declarar procedente la queja 
traída por vía directa, ya que la resolución de fs. 18 
vta comporta el planteamiento oportuno de la cues- 
tión federal. 

En cuanto al fondo del asunto, pienso que la ci- 
tada resolución es arreada a derecho en cuanto limi- 
ta la aplieaeión del art. 19 a los casos de reingreso a 
empresas sometidas directa y originar) amonte al régi- 
men de la ley N° 11.110. Aunque así no fuero, advierte 
<juc en situaciones equiparables V. E., lia declarado 
improcedente el cómputo de servicios cuando el inte- 
resado retiró los aporte» que había efectuado en razón 
de los mismos (155: 170; 182: C81); y en 183: C3 ínter- 
pretó restrictivamente la facultad reconocida a los su- 
cesores para gestionar presuntos derechos en repre- 
sentaeióu de su causante, tal como aquí ocurre. 



Correspondería, pues, revocar la sentencia apelada 
de te. 29|30, en cuanto lia podido ser materia del reeur- 
BO, - Buenos Aires, noviembre 25 de 1940. - Jmn 
Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Autos y Vistos: Considerando: Que en el presente 
caso se persigue la computahilidad de servicios pres- 
tados bajo el régimen de la ley N* 11.110 en una empre- 
sa que ejerce actividades fnera de la Capital Federal, 
dependiendo la solución del mismo de la inteligencin 
que ae atribuya a determinados principios que dicha 



Bueno» Aires, noviembre 29 de 1940. 



ley contiene. 




les condiciones; de acuerdo eon la opi- 
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nión del señor Procurador General y la * ¿trina sus- 
tentada por esfa Corte cu ios casos por el aludidos, el 
remedio federal intentado es procedente y así se de- 
clara, (art. 14, inc. 3', ley N» -48). 

En cuanto al fondo <M asunto, por ser innecesaria 
mayor stttetauciaeión: 

Que el causante Ardoino Sandri prestó servicios 
on la Cía. de Tranways Kleetricos de La Plata Ltda., 
empresa afiliada a la Caja «le la ley X* 11.110, obte- 
niendo posteriormente la devolución de los aportes que 
había efectuado de acuerdo con lo que dispone el art. 
18, inc. 1', de la referida ley {vvase fs. y 10 exp. prin- 
cipal). 

Que fallecido Suodri, se presenta su viuda a la 
Caja de la ley N* 11.110 solicitando el reconocimiento y 
conmutabilidad de talca servicios a fin d<3 invocarlos en 
un pedido de pensión de ln ley N» 10.650 que tramita, ya 
que su esposo prestó asimismo servicios en una empresa 
ferroviaria. Reconoce el retiro do los aporte* efectua- 
do por el causante pero ofrece restituirlos, fundando 
su derecho en loa arta. 19 y 54 de la ley N" 9 11.110. 

Que la Caja rechaza tal pedido "(fs, IR) pPr o la 
sentones en recurso (fs. 20) lo admite, dando origen 
al remedio federal intentado. 

Que, en principio, debe entenderse que el retiro de 
los aportes efectuado por el afiliado, importa Ea can- 
celación de los posibles derecbos que con miras a un 
beneficio podía éste tener contra la Caja (€. S. 155. 
170; 182, asi). U ley ÍP 11.110 admito sin embargo 
una excepción a este principio, cuando el afiliado rein- 
gresa a empresa comprendida bajo sn régimen, autori- 
zando la eomputabilidad do los servicios anteriores a 
cambio do la restitución de los aportes percibidos. 

Que el causante después de retirar sus aportes, 



PE JUSTICIA DE LA NACION 



prestó servido en una empresa ferroviaria, ajena ni 
régimen de la ley N* 11.110, lo que impide n sus suce- 
sores acogerse ni beneficio del referido art. 19, no obs- 
tando a tal conclusión la circunstancia señalada en la 
sentencia en recurso, esto es, que la interesada no per- 
sigue la obtención de una pensión derivada de la ley 
N* ll.nO, sino sólo la computabilidad de servicios pres- 
tados por el causaste 0" u»a empresa particular, para 
hacerlos valer ante la Caja Ferroviaria, porque es pre- 
cisamente esa conmutabilidad la que la ley solo auto- 
riza en un cuso de excepción,, que no es el de Sandri. 

Que en presencia de ello y por tener el art. 19 cita- 
do ajustada aplicación a! caso, la disposición del art. 
54 que contempla on forma general la reciprocidad de- 
bida entre las Cajas en el supuesto de servicios pres- 
tados bajo distintos regímenes legales, no lo comprende, 

Pnr ello y de acuerdo con pl precedente dictamen 
del señor Procurador General, so revoca la sentencia 
de fs. 29 en cuanto pudo ser materia de recurso. Há- 
gase saber y devuélvase el espediente acompañado por 
la Cojo, archivándose el recurso. 

ikrto Repetto — Antonio 
ia — Luis Lis abes — 
Nazar Ancjioiiena — 




JOSE PEREYRA HJCEN'A v. MUNICIPALIDAD 
BUENOS AIRES 

Df:itHniOS Y m*$tW COSSTnCCWyALES: Dertch* ** 
propiedad. 

¡MPUKKTOX: Cónfisraeten. 

El carácter confiscatorio t!e un gravamen no puede ser 
sino como consecuencia del analisi* detenido 
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de las cucunstaiKias de hecho que condicionan su aplica- 
ctáD, v su incompatibilidad por tai motivo cou la garantía 
constitucional de la propiedad, no puede resultar sino de 
ía prueba de la absorción por el Estada, de una parte 
substancial de la renta o del capital gravado 

KF.CURSO EXTRAORDINARIO: Materia ajena. C**ti»w»t * 
rho y pruebn. 

Si bien las conclusiones del tribunal apelado acerca de 
las cuestione* de hecho no pueden, de ordinario, ser ob- 
jeto de examen por la Corte Suprema, excepcional ni en te 
puede prescindirse de esa norma en la medida necesaria 
para dar al reeurreute el beneficio del derecho federa! 
que defiende ; pero lio puede atribuirse carácter excep- 
cional al calo en (¡lie. comió lo dícidPn las sentencias de 
primera y segunda instancia, el actor no lia presentado 
pruebo tendiente a demostrar el carácter confiscatorio 
que atribuye al gravamen, ni siu/uiera de mi ealidad de 
dueño del inmueble, que le ha sido negada en la couCes- 
Ución a la demanda (»). 



(i) Fecha ácl fallo: urdiembre t!3 d« 1910. Ver Fallos: 184, MSj 
185, 12 i 177, 73; 181, 418 y 423. 



año 1940 — Diciembre 



DANIKIj ABEI.AKIH^ CtjKLW. riiOVIXCIA 

Corresponde a l¡i Corle Suprema entender ori-ímaríamen- 
t<* en iit «It-iiiiiiiila [>nmi<iviii:i contra una provincia y íun- 
dada ''ii 'pie las li'j-i s locales itnpueiiadn* son contrarias 
a ¡a (YiMitiiriúri Ntudórtsl mu IihIhtm' InsiblWdí) siquiera 
(jup i»|u.'JIhn hilván khIu dictada-i al mareen de la CófiS- 
tituctór) do la Provincia. 

I'AtlO; l'rlnripioa funerala. 

/Viffc/U; Ajtnrmi'ht. 

Itpsuluiiiílo de tu fílenles oficiales 0e liM eoiiiprni lores 
de la uva producola en l'is viñedos tlul ador paparon por 
turnia de *--le el implicólo respectivo, procede tener por 
airrt'dilados los pa^iw tro obstante las leves deficiencias 
de prurlm ulritmíMes a las aiilnridiidcs provinciales en 
cuanto SC trata de documentos oficiales. 

I'AVO: Vago .im pt?Uil$ f Akátiet. 

Va protesta Pp&reale 11 K») payos »i ue *e efectuaron en 
concepto del impuesto creadlo por la ley N v 1Í17 de. la 
Pmvini'ia de Kan Juan, ampara td derecho ilel eoDtnbtt- 
yenle para repetir los PBÉ» ulteriores hechos cti virtud 
tle la ley K* «S. que ex semejante a aquélla. 

PAflO; Pag* ron ¡uoiesin. Aírame. 

ha protest» referente a hts pasos que *e efectuaron en 
ettneepln del impuesto ereado pnr lus leyes Nos. 2(W y 217 
de hi 1' m vi neta th' Sati .lu;m, no amparan el derecho del 
conlrih.uyeiile paro rrnMir \m papn realizados íii virtud 
de la ley 43'J que éB diferente o aquellos de la ley N» 438. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Principian gtr>tia\e». i ontraior »of 

el Poder J*<iici*l. 



PAGO : Poj/o indebido. 

Procede rechazar la demanda tendiente a obtener t» «In- 
volución de lo pagado en ;nncep".o del impuesto de un 
centavo sobre la uva que se consuma o elabore e» la Pro- 
vincia de San Juan, estableado por la ley N» 208 c im- 
pugnado tomo coníiscatorio, si loa fundamentos que he 
invocan no se refieren a ese impuesto sino a otro que la 
misma ley crea pero que no afecta al ¿.etor. 

CONSTITUCION NACIONAL: ÍWtW.W.dad , ¡nconttitHci*. 
msi.rfoJ. Impuwlo* g contribuciones prorinrialrs. 

DERECHOS Y GARANTIAS COXSTITVCIGXALKS; f?«W«d. 
IMPUESTOS: /«/««id*/. 

Das \e$to Nos. 217 y 438 de la Provincia üe San .luán 
que crean un impuesto adicional por kilogramo dé uva 
que w product en la Provincia, eon el objeto de resarcir 
a los viñateros de lo* daños que el granizo produce en 
álls plantuciuues, constituyen un monopolio de seguros 
contra el granizo inconciliable con los preceptos del Có- 
digo «le Comercio sobre contratación de los seguros y 
violan el principio de igualdad como base del impuesto 
y de las carpa* públicas, por lo que deben ser declaradas 
contrarias a los arts. 14, ltí, 31 y 67 inc. 11 de la Cor*, 
litución Nacional. 

IXTKIiESfiSi pTMVinek ¿el cobró. Intereses moratoria. 

Los intere^í.s de las sumas indebidamente papadas en con- 
cepto «le impuestos sólo se adeudan desde la fecha de la 



Versa la presente ennsn Robre repetición de im- 
puestos pagados a la Provincia de San Juan, impuestos 
que el actor conceptúa incompatibles con ciertas dis- 



posiciones de- la Constitución Nacional ; y Hiendo parto 




Dicta >i v.s peí. Piioci-rador Orkishal 
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una provincia, sigúese fie ahí que el Paso corresponde 
a la jurisdicción originaria ún V. K. 

En cuanto al fondo del asunto, trátase de las mis- 
mas cuestiones resueltas por V. R en los fallos 168 : 
305 y 178 :49 y 231, declarando la iníonptituc- nalidad 
de las leyes que crearon los impuestos cuya repetición 
se persigue en estos autos. 

Este aspecto do la cuestión no lia «ido contradicho 
por la demandada ouyn defensa so lia limitada a puutos 
ajenos a mi dictamen referible a la prueba de la exis- 
tencia y aleance de las protestas y al tiempo en (pie 
dehen empezar a correr los intereses de la suma 
reclamada. 

Me permito insistir acerca de la salvedad que for- 
mulé en 178: 231, respecto al gravamen que establece 
el art. 14 de la ley N« 43!), cuya constiturionalidad con- 
ceptúo inobjetable, y se n*f¡ere a un diez por ciento del 
monto del impuesto. — Tíñenos Aires, junio 4 de 1940. 
— Juan Alvares. 

vxux> oe la coim: SH'RKMA 



Ruchos Aires, diciembre 2 de 1940. 

Y Vistos: Los autos seguidos por Daniel Abelardo 
de San Juan sobro ineonsti- 
4:18 y 439. 




Que a fs. 06 se presenta don Oddo Martelli como 
apoderado de don Daniel Abelardo Coria, y manifiesta: 

Que promueve demanda contra la Provincia de San 
-Tuan por inconstitucional idad de las leyes provinciales 
Nos. 208, 217, 438 y 439, de impuesto a la uva y de se- 
guro obligatorio contra el granizo, por considerarlas 
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violatorias de Ioh a: 18. 9, 14, 16, 104 y 107 do la Consti- 
tución Nacional, y por repetición de las sumas pagadas 
bajo protesta en concepto do esos impuestos correspon- 
dientes a 106 años 1927, 1928, 1932 y 1933, con los inte- 
reses en la misma forma y al mismo tipo que el Gobier- 
no de la Provincia reconoció y pagó a don Juan Maurín, 
a la S. A. Domingo» Cortines Ltda., en liquidación, a don 
Emilio Langlois y a don Manuel Borkowsky ¡ todo con 
costos y costas. 

Que la competencia originaria de la Corto Suprema 
resulta de los arts. 100 y 101 de la Constitución Nacio- 
nal y 1, 2, 3 y 12 de la ley W 48 por demandarse* la 
inconstitueionalidad do leyes de una provincia, y de las 
sentencias de los tribunales locales que así lo lian decía 
Tfldó. 

Que su mandante, al negociar «u cosecha de uva 
de vi ni f toar en 1!>!¿7, tuzo presente a los compradores 
que oportunamente protestaría por los gravámenes 
creados por las leyes No*. 208 y 217, y al recil: 
liquidaciones que acreditaban que el Gobierno 
recibido de esos compradores el monto del impuesto, 
formuló protesta ante escribano público — fs.58¡9— en 
la que expresó que "considerando ilegales las leyes 
Nos. 208 y 217, viene por la presente, ol instrumento 
público de protesta, en dejar expresa constancia de su 
formal protesto". 

Que el valor de esa reserva fué reconocido por las 
autoridades sanjuaninas — fs. 39 a 41 y 64 vta., G7 vta., 
83 y 84— a lo que- cabe agregar que fué hecba on un 
ambiente de violencia y persecuciones que no cambió 
antes del 21 de febrero de 1934. 

Que la* leyes Nos. 439 y 439 que regían en 1932 y 
1933 establecían gravámenes análogos a las leyea Nos. 
208 y 217, si bien la ley No. 439 dió otro destino al cen- 
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tavo ilc impuesto con qne se gravó la uva producida en 
la provincia. 

Que con arreglo a Jn jurisprudencia de Ja Corto Su- 
prema, la protesta anterior alcanza a los pagos efectua- 
dos ulteriormente por igual o similar concepto. 



compradores de sus frutos, convertidoH por In ley en 
agentes de retención, los suma» que detalla y forman 
uil total de m$n 71.645.80. 

Que el 23 de noviembre de 1925, el actor presentó 
un reclamo ante la administración provincial, con el 
objeto de obtener In restitución de lo indebidamente 
cobrado, y el 7 cié mayo de 1987 — fs. 83|4— el P. E. 
de San Juan, por decreto N 9 1180, H., admitió el pe- 
dido en cuanto n las sumas pagadas bajo protesta 
en concepto tic los impuestos establecidos por Ins le- 
yes Nos. 217 y 438, pero —a la inversa de lo ocurrido 




en otros casos — uo devolvió el respectivo importe 
sino que mandó aplicar In ley K* 734 dé consolidación 
de la deuda púhlica anterior al 31 (Je diciembre de 
1934 y remitió el expediente a la legislatura para la 
liquidación de los intereses, que no se lúzo porque 

aquella nn ne reunió. 

Que considerando violatoria tío la igualdad la 
aplicación del mecanismo de la ley provincial N* 724, 
y habiéndose reconocido el derecho a ln repetición por 
el derreto N' 1180, RL, demandó a la provincia ante 
los tribunnles locales, que se declararon incompeten- 
tes, como antes se lia dicho. 

Que en ese juicio ol representante do la deman- 
dada sostuvo que el P. K. carecía de facultades para 
reconocer la ineonstitucionalidad de las leyes y que 



la f>ch» de la protesta, lo cual sin embargo, nada te- 





era 




que ae demandara los intereses desde 
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nía de raro, pues en esa forma so li«nía hecbo la de- 
volución n las personas mencionada» al principio de 
la demanda. 

(¿uc agotados los recursos administrativos y ju- 
diciales en el orden local, sólo resta ai aeLor la acción 
que promueve ante l& Corle Suprema. 

Que Jos fundamentos de aquélla son los niguicn 

tes: 

a) La ley $ 208 es Wolatoria del art. 16 de la 
Constitución Nacional, pues OfllableM para la uva que 
sale de la provincia so gravamen equivalente al viejo 
Impuesto de extracción de frutos. — Fallos: 178, ñl . 

b) La ley N» 217 os rióla loria de la libertad de 
comereiar en cuanto, establece un monopolio pura el 
Estado provincial —art. 14 de la Constitución Nacio- 
nal— se aparta del principio de la igualdad —art. 
16— al cr«ar uu gravamen que debe soportar una par- 
te de los productores de uvas para indemnizar el daño 
que el granizo ocasiona a otros, y contraría también 
el art. 107 de la misma ley fundamental pues orea una 
contribución que no ingresa al tesoro de la provincia 
ni está destinada al sostenimiento y necesidades de la 
administración pública. —Fallos: 168, 305—. 

c) La ley N» 438 vuelve a establecer el ruonupu- 
lio del seguro contra el granizo con una prima de la 
que se destina el 70 % para operaciones ajenas a! se- 
guro, y contiene algunas modificaciones a la ley N* 
217 que no alteran su carácter, inconciliable con la 
contratación de seguros regida por el Código de Co- 
mercio al cual deben conformarse las provincias 
-arts. 31. 67 ine. 11, y IOS de la Constitución Nacional ¡ 
Palios: 168, 312—. 

d) La ley N« 439 crea un impuesto a la uva que 
se produce ea la provincia, como coatribución del vi- 



ñatero a la construcción y sostenimiento do la "Bode- 
ga riel Rulado " p e incurre |>or lo tanto on la falla 
señalada en el tomo 178, pág. 241 de los Cirilos de la 
Oorte Suprema. 

Que por las circunstancias y razones expuestas 

termina el aetor solicitando que se haga logar a la 
declaración de inconstitueionalidad de las leyes im- 
pugnadas y a la repetición de la simia pedida —con 
deducción de lo pagado "u eueuta" en virtud del 
ámenlo de ministros publicado en «1 Boletín Ofieial 
X* 5006, Ím, 81 — con loa intereses <>n la furnia indi- 
cada, aceptando (pie él tipo de estos sea fijado en 
el cinco por ciento si el pajgo se liaee en la misma forma 
que se realizó a las personas mencionadas en el punto 
1" de ln demanda, e insistiendo especialmente en la 
condenación en costas y costos, atento la jurispruden- 
cia existente sobre las cuestiones debatidas. 

Que a fs. 119 el Dr. fíantiag-o Baque en represen- 
tación de la Provincia de San Juan, contesta la de- 
manda prescindiendo de los comentarios do carácter 
político contenidos en ella y manifiesta: 

Que la actora sólo lia presentado copia del testi- 
monio de la escritura de protesta que invoca, pero 
anik en el caso de que ésta fuera exacta y hubiera ftido 
notificada, debe limitarse a lo que ha sido objeto de la 
misma, a saber: a) Las leyes Nos. 217 y 208; b) A los 
dos pa#os hechos por las dos sociedades que en ella 
so mencionan — "Copello, Siboldi y . Cía. Ltda." y 
"Arropan" y Oía." — por cuenta del aetor. Los demás 
pairos que directa o indirectamente baya efectuado el 
Sr. Coria por concepto de impuestos, no han sido ob- 
jeto de protesta. Y aún respecto- de los dos realizados 
por la» sociedades de referencia, habrá que justificar- 
se que lo fueron por cuenta del aator, pues de otro 



410 



FAU,*?8 DE LA CORTE SUPREMA 



modo se trataría de pagos hechos por esas firmas a 
nombre propio y sin protesta. 

Que los pagos efectuados varios años después que 
las protestas y en cumplimiento de las leyes Nos. 438 
y 439 no se hallan amparados por aquéllas, pues Be 
trata de leyes diferentes, especialmente la mencionada 
en segundo término, al sancionar la cual se tuvo en 
cuenta propósitos y circunstancias en absoluto distin- 
tos de los que determinaron la invalidez de la ley 
N* 217. 

Que la provincia iffnora si los pagos a que se re- 
fiero la demanda fueron hechos por cuenta del señor 
Coria, siendo insuficientes para demostrarle» las cer- 
tificaciones ulterioras de los bodegueros. 

Que la cuestión de inconstitucionnlidad planteada 
por el aetor en cnanto a la ley N* 208 es idéntica a la 
resuelta por la Corte en el fallo del tomo 182, púg. 399. 
En uno y otro caso, la provincia sólo cobró el impues- 
to de | 0.01 por kilogramo de «va, por lo que es do 
aplicación lo expuesto en el considerando 2* de esa sen- 
tencia. El actor no lia exportado uva fuera de la pro- 
vincia ni lia pagado impuesto por la exportación, Só- 
lo pagó $ 0.01 por kilogramo de uva producida, es de- 
cir, un impuesto a la producción, sin discriminación 
alguna, establecido por la provincia en uso de faculta- 
des constitucionales, como también se lia sostenido en 
la causa segnida por Domingo GortWs & A. v. Sun 
Juan. 

Que el cargo de los intereses a contar de Ja fecha 
de la protesta es injustificado. Ante todo porque sólo 
corren a partir de la notificación de Ja demanda, se- 
gún jurisprudencia do la Corte Suprema, y luego por- 
que la protesta se hizo el 4 do mayo de 1927 y los 
pasos en 1927, 1928, 1932 y 1933. 
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Que, por lo tanto, solicita el rechazo do la deman- 
da, con coatas. 

Que abierto el juicio ti prueba, so produjo la in- 
dicada en el certificada de fs. 2ü2 ; alocaron las partea 
— fs. 294 y 328— dictaminó el señor Procurador Ge- 
neral — fs. 332— y se dictó la providencia do autos 
para difinitiva — fa. 332 vta.— . 

Y considerando: 

I. — (Juo la competencia originaria do la Corte 
Suprema para conocer en este juicio resulta indiscu- 
tible del hecho de argüirse que son contrarias a la 
Constitución Nacional las leyes Nos. 208, 217, 438 y 
439 de la Provincia de San Juan en los términos que 
BC expresan ca la demanda y no haberse insinuado 
siquiera que dichas leyt-s se hayan dictado al margen 
de la Constitución de la provincia mencionada; todo 
lo qne hace aplicables los arte. ltK) y 101 de la Carta 
Fundamental de la República. 

II, — Que el ador lin probado plenamente haber 
pagado, por la interponía persona de los InMlcRueroa 

etc., que menciona — compradores do la uva produci- 
da por sus viñedos — las cantidades que detalla a fs. 
£19 do su escrito de demanda y que hacen un total de 

setenta y un mil seiscientos cuarenta y cinco pes-os con 
ochenta centuvos moneda legal (m$n. 71. 640-80), de los 
cuales corresponden rospectivameiilo: A la ley X* 208 
f 22.083.35; A la ley X T 217 $ 22.083.3.»; A la 1-y numeró 
438 * 1-2.839.55; A la ley N* 430 * 1 2.830.55. A posar 
de las observaciones de la contestación — fs. 120 y 
nigtfs- de lan mÍBmaS fuentes oficiólos surge la ver- 
dad de esos pagOH pues a f?*. 37 y 38 la Contaduría 
<íencral de la provincia certifica que "por cuenta de 
la recurrente" se pagó por Copello, Stboldi y Cía., 
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Arregui y Cía., Del Bono y Cía., Matías Ripoll y Eche 
ñique y Cía., por los años 1927, 28 v &í, v por concepto 
de las leyes Nos. 208, 217 y 438 j» cantidad de m*n 
32.956.66; a fa. 66 vta. y sigtes., el Asesor Letrado de 
la Dirección General de lientas reconoce "que está 
plenamente justificado que los bodegueros o exporta- 
dores que recibieron la uva comprada al recurrente!, 
abonaron por cuenta de éste y por las cantidades es- 
pecificad™ en «na certificados e informe* lo* impues- 
tos «pie hoy se redaman"; jr «Ho está conforme eon 
los documentos de fs. lS2y sigtes., remitidos en copia 
certificada por el encardado de la Legislatura durante 
la Intervención Nacional en I&ftj y con los testimo- 
nios de f«*. 157 y siglos. 

III- — QOG las leves deficiencias notadas en ésta 
como en otras cuestiones de pruelwi, en cuanto se trata 
de documentación oficial provincial son imputables al 
mismo origen, según se certifica a fs. 53, debiendo ad- 
vertirse que es la misma Dirección General de Rentas 
quien lo afirma y quien sostiene que con las pruebas 
supletorias himúnist radas se cubren esas deficiencias. 
En el fallo del tomo 168, pág. 305, en una causa seme- 
jante y también contra San Juan, esta Corto Supre- 
ma dijo — refiriéndose a deficiencias parecidas— "que 
tal deficiencia ilebe atribuirse a las mismas autorida- 
des que otorgaron dictios documentos para lo que te- 
nían los elementos de verifieaeión qne establecen los 
decretos reglamentarios y particularmente el libro de 
control que ha sido acompañado a los autos". En este 
juicio se confiesa qnc ni pagar los bodegueros y ex- 
portadores el impuesto por cuenta de los productores 
de uva, no se individualizaba a éstos y en el renglón 
pertinente de los libros, ac mencionaba a "varios", 
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efundiéndolo* a punto .le hacer muy difícil la prue- 

ba ulterior. 

IV. — (¿tie el actor Toría formuló protosia en 1!»'¿T 
y solamente por el impuesto ti*? las leve» Xos. SOS y 
217; así resulta de la csi-riturn pnlilii'ii de fs. 179 que 
diclms leyes mencionan; díi'lui protesta, rotiforme a 
la. constante jurisprudencia de esta Corle, ampara id 
de repito fiel nelor a rrjietir los pairos posteriores fun- 
dados en la misma ley «> en leyes similares. — Fallón: 



1«2, 122; 131, m-, 1¡H, 118; 107, 75 1 1*2, 254; 184, 507; 



135, 244 y otros varios 

Respecto de la ley I*** 4.1$ no existe dificultad pana 
no solamente ella GR seiuejante a la N* 217 en manto 
establece el impuesto de un centavo por kilo de uva 
que se produzca en la provincia para resarcir a los 
viñateros los perjuicios que les ocasione el granizo, 
creándose en el Banco Provincial la sección de protec- 
ción a la industria vinícola (arts. 1. 2, 3 y concordantes 
de la ley X* 217, fs. 88; y arls. 1, 2, 3, 4 y siguientes 
de la ley X o 438-, fs. 90); sino que esa similitud y co- 
mún Talla constitucional fué reconocida por decreto del 

Poder Ej*cutÍvo de San Juan de fecha mayo 7 de 1937, 
inserto en el Boletín Oficial X' 5160, do 14 de mayo 
de 1937, corriente a fs. 83. 

V. — Que uo sucede lo mismo con lu ley X' 439 
cuyas diferencias con las Nos. 208, 217 y 438 lia seña- 
lado la representación de la provincia en el escrito 
do contestación a la demanda — fs. 119, Cap. 3" — cuan- 
do dice: "Eitft —la ley X o 217- en efecto versa sohre 
MI impuesto a la uva con destino principal a eubrir 
los per juicios ocasionados por el Rranizo, mientras 
que la X" 430, llamada impropiamente de Bodega del 
Estado, tiene por objeto reunir los recursos necesarios 
para una propaganda do tos vinos de San Juan, un 




mejoramiento de su calidad, mediante ol aflojamiento 
y una organización económica, de ían importante ru- 
bro de la producción y la economía do la provincia". 

Y así, es, en efecto, como fácilmente se advierte com- 
parando los testimonios de fs. 88 y 91, ele manera que 

no puede iiaeerse a ln segunda extensivos los efectos 
de la protesta formulada respecto do la primera, eua- 
lesquiera sean los defectos que a aquélla se le puedan 
imputar, ya que HO es exacto, corno so afirma a fs. 
300, párrafo g£ del alegato do bien probado, QUÉ Coria 
formulase .su prot-csta "en concepto de impuesto a la 
uva y de seguro ohlijfatorio"; mencionó en ln escriturn 
de fs. 179 "la ley de impuesto a la nvu número dos- 
cientos diecisiete y número doscientos ocho" (ver 
Fallos: 185, 244); y ai se hubiera limitado a protestar 
por el impuesto a la uva etc., habría sido inválida le- 
galmente dieba manifestnrión. -Fallos: 186, $4 y 377. 

VI. — Que ile (as propias manifestaciones del ac- 
tor sur#e que él no ha pagado el impuesto de la ley 
N* '¿US, en euanto ésta pueda tener enrácler de gra- 
vamen a la exportación; lo dice categóricamente su 
apoderado a fs. 2Í>7 vtn. : "Agrego que el Sr. Coria 
■no ha exportado su producción pprqne no podía harer- 
lo a causa exclusiva de la ley y su reglamentación sc- 
gúu se ha demostrado"; no hay prueba de su intento 
de exportar: sólo paffó un emtavo |ior kilogramo de 
uva según SC desprende <lo la relación de la propia 
demanda entre ln cantidad de fruta vendida y el mon- 
1o del impuesto satisfecho. En tales condiciones, el 
presente caso es semejante al resuelto por la Corte, 
que se registra en el tomo 182, pág. HUU de su colección 
de fallos, y en el que se dijo por el Tribunal: 

"Que los actores no pretenden haber pairado el 
impuesto de cinco centavos por kilogramo de uva *x- 
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portada pues ninguna de las fcjolctus preséntate pura 
acreditar pagos, eo. refieren a uva esportada, sino a 
uva industrializada dentro do la provincia, por la cual 

abonaron solamente un centavo por kilogramo". 

"Ks innegable, entonces, jjiib a ellos no les ha po- 
dido afectar ia ley N" ~20H, en cuanto autoriza a robrar 
aqUOl ilnpUesto faenado por excesivo y dil'erenrial y, 
por consiguiente, earecen de interés legítimo pura 
pedir su anulación en esa parlo ele.". 

VII. (¿ui- esta Corlo ba dcéjarádo la Invalidez 
eonsiiliM-íonal de lii ley N" fl 217 de Man Juan en el cuso 
regís! ruilo en el tomo UW, pág. 31!."» de mi colección de 
fallos, en el juicio de liarle ra líaiitóli contra San 
Juan, y sus Fundamentos se dan aquí por reproduci- 
dos. 

VIII. — (¿no los intereses dü las .sumas a repetir 
deben correr desde la noli l'ira¡ ióu de la demanda con- 
f orine a la eoiisJante jurisprudencia de la Corte (Conf., 
entre vurios otros, el fallo piemciicíonado HíS, ItOa). 

Kn su mérito y lu concordante de, dictamen del 
señor Procurador Oucral, •"«•' resuelve: 1»; Desesti- 
» na i* la demanda en cuanto a las cantidades pagadas 
en concepto de impuesto establecido en las ley,--* Nos. 
Jiis y r.VJ; m 2') Hacer lugar a ella en lo »pic se refiere 
a las cantidades pagadas por imperio de las leyes Xos. 
21? y 438¡ "í*) Disponer que la provincia dé San Juan 
pague a Daniel Alúdanlo Coria en el término de veinte 
días de notificada la presento, la cantidad «1c treinla 
y cinco n II ochocientos v eintidós pesos con noventa 
eeníavoa moneda nacional (niín 35.822w90) con más 
los intereses a estilo de los que coló a el Banco de la 
XaciÓn .Argentina desde el día He la notificación de la 
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demanda; 4 o ) Las costa» par su orden atento el re- 
saltado del pleito; 5 f ) Hágase saber, repóngase el pa- 
pel y e-n ru oportunidad archívese. 

ROBRRTO REPETTO — ANTONIO 

Sauakna — Luis Linarks — 
B. A. Nabar AxrnoREMA — P. 
Ramos Mejía. 



HBBC3DEP I. MINARERRY DE MOLINERO v. 
NACION ARGENTINA 

ACTOS ADMINISTRATIVOS, 
COSA JVZGAVA. 

EJERCITO RACIONAL. 

pmsmrss ; ufó* 

El Poder Ejecutivo puede válidamente dejar sin efecto 
un decreto denegatorio de un traspaso de pensión militar 
que no fue consentida ni qiiedá ejecutoriado y acordar 
esc beneficio; pero una vez ejecutoriado este segundo 
decreto, carece «le facultades para revoc-arlo, sin perjui- 
<'i» de demandar su anulación ante los tribunales de jus- 
ticia dentro de ta termino* legatos, <•) 




JURISDHCIOS. Futrv Ftátral. Parla matrria C'wiituciÓtt, Ui¡r* 
•añónale* u tratado*. 

Compete a la justicia federal conocer en el sumario sobre 
substracción de zapatos de frenos perlenec lentes a Vagones 
de un ferrocarril nacional ( s ). 



(i) Fecha ¿el fallo: dieiembro 4 <le 1940. 7M FjIIm: 182. ¿67. 
(i) Verba del fallo: diciembre 4 de 1940. Ver Fallos: J84, 1«7. 
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RAFAEL N. SARMIENTO 

JURISDICCION ¡ f Bíf0 F«fef»t Pw b WiMfit Conmutión, fuá» 
raciónala y trata4os. 

Compete a la justicia federal entender en el procos© in- 
coado eon el objeto de establecer laa rcsponnabilÉdades de 
orden penal y civil, resultantes del choque entre una 
zorra a motor con acoplado que marchaba pur las vía» 
del ferrocarril, con un automóvil que cruzaba un paso a 
nivel, 

Dictamen wl Procurador Oenkrai. 
Suprema Corte: 

El choque cutre una zorra a motor con acoplado 
«|ue marcha por Iuk vías de un ferrocarril, contra un 
automóvil que cruza, por su paso a nivel es, indudablc- 
meiite, un accidento ferroviario que ha afectadlo o po- 
dido afectar la seguridad de dicho tránsito. Como tal, 
compete a la justicia federal el proceso que se forme 
a objeto de establecer las responsabilidades, tanto de 
carácter penal como civil, que puedan resultar He dicho 
accidento (doctrina aplicable de V. E. en causas simi- 
lares: 145:411; 158:415; 172:101). 

El caso referido es el do autos jn>r lo que, de acuer- 
do a dicha doctrina, correspondería dirimir la presen- 
te contienda de competencia trabada entre el Juez 
Federal de San Luis y el de Primera lustaueta en lo 
Criminal de Mercedes, <•» esa Provincia, en favor de 
la competencia del primero para conocer cu la causa 
que se sig-ue contra Rafael N. Sarmiento con motivo 
del accidente ocurrido en Tüisarao (San Luis) sobre 
las vías del Ferrocarril Pacífico. — Unenos Airea, no- 
viembre 14 de 1!)40. — Juan Alvares. 



418 FALLOS DK LA CORTR SUPREIÍ1 

FALLO I>E LA CORTK Sl'PKEMA 

J 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente tlictumen del 
señor Procurador General 8é declara que es compe- 
tente para conocer en l« causa seguida por un "acci- 
dente ferroviario en el kilómetro KÍO-ftOO, paso a nivel 
Tilisarao (San Idus)", al señor .Juez Federal de esta 
última ciudad a quien ac remitirán los autos, hacién- 
dese saber en la forma do estilo «1 señor Juez t!c la. 
Instancia on lo Criminal de Mercedes. San Luis. 

Roberto Rkpktto — Antón r o 
Sacar na — Luis Lina t¡ ks — 
H. A. Xazak Ancuoubn* — r>\ 
Ramos Mejía. 



JOSE MEIER v. ESTEK BESA NT DE LA VE(iA 

U'Ri.WWCIOS: Arción penoml 

El jupz del lugar donde debían realizarse las obras, vn 
el cual además se celebró el contrato y se fijó el domicilio 
delaa partes es compet-ente -flftn prescindeneifl del domi- 
cilio real de! demandado — para conocer en el juicio re- 
ferente «1 ciimplimicnto- del contrato y o la responsabilidad 
del constructor por mala ejecución de las obras. (') 



¡l> Fwb Jol /alio: ¿icltml.» 4 ác lint). 
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Jtwrnso KXTRAORDÍXAHfO: Síétnio ajeno, tomtiiw&n** y 



No ps del rostirle del recurso extraordinario declarar nuli- 
dades d-e procedimiento; por lo que no procede hacerlo 
sobre la lwt*c do la VlOuWlÓB del art. &tt del G&Hga de 



JtKCVfíS'O EXTKAOnDIXAMO: ¡totrwi* ajena. C^titm+me* » 



causa referente a l;i investí «ación del delito de contra- 
bando >' p-T entoldar que la ilclríición miuiinislraliva 
autorizada por el url. 56 de la lev K* U-JBM debe limitar- 
lo «1 iU-iii|hi ucees» rii» para la* primeras »iílíH f? «*'* aa y 
declaración de los sumariados, manda poner en libertad 



¡i Ir» delrnidiw por la Aduana, DO es definitiva u los 
efectos ilrl art. 14 de la ley 4B, por lo que no procede el 
raeureo extraordinario deducido por el Ministerio Fiscal 
y fundad» en que. iejfü» aquel precepto, la jiistk-ia fede- 
ral canee de iitribueiorits para deo reí ar la libertad de 



Considerando : 

t¡uc como se espresa en ¡a enmuniiarión de referencia, 
la Aduana «o lea concluido el sumario correspondiente ni ha 
dictado resolución, determinando li lia eximido o no el de- 
lito de contrabando. 

Que solamente en el caso de que bj autoridad admití k. 
trativ» declare probada la existencia de ese delito e imponga 
loa saiu-ionca «pie auLuriwiri Jas Ordenanzas '» Aduana, remi- 
lirá las. actuaciones al .luz^ado p» • la ■pticao&i de una 
pena de prisión que corresponda, todo -ello Ai acuerdo a lo 
que- dispone el art. 5G ele lu ley N» 11.281, que reserva a la 
autoridad administrativa el conocimiento originario de cau- 









aas de la naturaleza de ésta. 



FALLOS OE U CORTE RIPBESfA 



Qik> tuietilras esa resolución udmi uisC rut jvji no -m' dicte, 
«•I proveyente carece de jurisdicción para i-ii1.-ii.Ut cu Iji cau- 
sa y en consecuencia, no puede mantener detenida a ninguna 
persona por esos hechos, medida que tampoco ptféde tomar 
la autoridad administrativa. 

Por clin, resuelvo ordenar In inmediata liben. i<i de Mi- 

<hei líülznianii. Anastasia Palabanioff dé Holamann, Manuel 
Wechsler y Wolf Wechsler, sin perjuicio de la proseriirión 
oportuna de. la causa, si para clin hubiere lujrar. a i-wvo efei-iu 
^ librará ofi.iu ai «Sor Administrador dé ta Aduana «le la 

cñpaa). - Miijuet fc 

Sentencia dr m Cámara Federjh, 

Unenos Aires, L"h de a^osio de |i>40. 



* y G 

la detención de los cónyuges llolzniann v de los sc- 

■mwl y Witlf Wechsler. pur parte de la Aduana pur 
i de contrabando, de la que reclaman r-stes en sus 
le R 1 y tí, se encuentra confirmada pnr «1 oficio de 
aquella repartíeíón de J*. a, ciceuntíaacia ojo* autora* la m- 
tt'rvciK'iúii del Mflor JuM ,, " r «« desestima el re- 

curso de nulidad interpuesto. 

Que la detención de los presunto* contrabandistas por 
parle de la autoridad aduanera — r|ue irnplíi-itamcute auto- 
riza el art. ."iti de la ley X" 1 1.2*1. cuando di*i>uiLc que un 
easos como el presente los admin ¡si radares substanciaran ad- 
ministrativamente el contrabando y "en seguida" pasarím Ion 
antecedentes a la justicia ordinaria para que resuelva sobre 
la penu corporal — drbe entenderse que está limitada al tiem- 
po necesario pura las primeras diligencian y declaración de 
los sumariados, como lo preceptúa el orí, IH7 del Decreto 

líeRlamontani) de la citada ley al Indiciar une "las Aduanas 
pondrán a los -pie hubieren aprehendido inmediatamente de 
lomarles declaración n disposición del Juez Federal". 

Que de las constancias de autos resulta que la. Aduana 
Óo lia dado eumpl ¡miento al precepto rejrljiiiu'Htario citado, 
toda vez que ri lia puesto a fc» detenidos a la orden del Juea 

inmediatamente después de tomarla deeJaraeión. 

Pur elfo y fundamentos concordantes, se con firma la re. 
Milueión apelada «le fs, H. Devuélvanse. — Eztquicl &. de 
Olam - Carlos del Campillo - Ricardo Villar Palacio — 
Juan A. González Calderón. 



IÍHTAMF.N OBI, PnOCURADOB ( ¡ENEItAI- 



¡■¡uprema Corle: 

1.a falta de intervención cii primera instancia del 
Ministerio Fiscal vicia de nulidad lo resuello en estas 
actuaciones ya sen que a las mis-mur-i se les asigno el 
-•ariHter de rOi-Urso de ¡uthctl* dOtffW.I ya el (¡lie lis 
nirilnm» el art. 1034 de lus Ordenanza* di? Aduana. 
i 41 primero porque es partí- esencial en él procedimien- 
to el referirlo Ministerio y lo secundo porque sin más 

trámite que la nula da lu Aduana agregad* « fs. 8 

no lia podido ordenarse, sin oír ul Procurador Fiscal, 
la libertad de deb-nidos por presunción de Güntrttbaít- 

ilo, máxime íi el mismo Jaez reconoce que latea dete- 
nidos no es-tán bajo su jurisdicción, ni la tiene aún 
pura conocer en la causa. 

Así pido a V. K. sé sirvii resolverlo. 

Para el supuesto de que en esa forma no lo fuera, 
iiiantcnzo y doy por reproducido* ios fuiidnmentos ex- 
presado* por el Señor Procurador Fiscal de filmara, 
• 'oucurdnutcs con los términos del Decreto del l'odev 
Ejecutivo N'acional de 1 de aposto ppaQ. (Bol. Ofic. 
SÍ 13.810, agOBto 26:¡MO. pág, 11.437) y pido a V. K. 
revoque la sentencia apelada do fs. 12 en cnanto pudo 
wr materia de recurso. — Buenos \ires, octubre 5 de 
l!)4t>. — Jujw Ahorn. 

VÁhUh DE LA CORTE M'pRKMA 

Buenos Aires, diciembre li de 1ÍM0. 

Y Vistos: El recurso extraordinario del Ministe- 
rio Físea) contra la resolución de la Cámara Federal 
de lu Capital que, confirmando la del Juez Federal, 
ordenó la tibertad de Miehel Holxmann, Anastasia 



TALLOS DE LA CORTE BUCHEMA 



Hotaaun Palabanoff, Manuel Wcchsler y Wulf 
Wechslcr, que habían sido detenidos por la Aduana 
como presuntos contrabandistas — fa. 1, 6, 8, y 12—. 

Considerando : 

I. — C¿ue estas actuaciones procesales se iniciaron 

a base de un redamo de loa mencionados detenidos, 

contra la autoridad aduanera y ante el Juzgado Fe- 
deral, jior el techo de su arreglo; no niegan expresa- 
mente jurisdicción a la autoridad administrativa como 
para configurar un recurso ele habeos carput* conforme 
al art. 18 de la Constitución Nacional y ÍU7 del Código 
de Procedimientos en materia criminal; pero creen 
infundada y agraviante la medida de que son victima» 
y solicitan su libertad y ser puestos a disposición del 

Juzgado [Petitorio de fe, 3 vía. y 7). 

II. — Que el Juez, informado espontáneamente 
por la Aduana — fs. 8 — y sin la vista fiscal que en 
forma categórica u iiiqierativa preceptúa el art. (!.'Í7 
del Código de Procedimientos en lo Criminal —como, 
lo advierte el señor Procurador Genera!, fs. 19— de- 
cide que mientras la Aduana no resuelva si lia existido 
o nn contrabando "el (jroveycnle carece de jurisdicción 
para entender en la causa y en consecuencia, no puede 
mantener detenida a ninguna persona por esos hecho», 
medida que tampoco puede tomar la autoridad admi- 
nistrativa' 1 y ordena la libertad de loa detenidos sin 
perjuicio de la prosecución de la causa si para ello 
hubiere lugar; pronunciamiento confirmado por la 
Cámara y sometido éste al conocimiento y decisión de 
Ir Corle. 

III. — Que el Ministerio Fiscal apelante desconoce 
jurisdicción a la justicia federal para ordenar la li- 
bertad de los detenidos "una vez que —como el mismo 



línea Ib afirma— aquéllos no se haUnbftQ iuín a »u ú\9? 

" its. 11 vía.); pero la Cámara Federal ha 
resuello que esa sumísiúu a la jnwtfwn surge «le! de- 
érelo reglamentario <l<* la ley NV11.231, cuyo arl. 107 
eslablecc que "fas aduanas pondrán :i los qiio hubieron 
Aprehendido, iiinuuliatamenle «Ir lomarles deelnntrión, 
a <lis|»osi<'¡ÓTi del Jne« Federal". 

IV, — <¿n-* no siendo d»* rescwte del recurso extra* 
nnliniirio declara r nulidades de procedimiento — se- 
gAn lo ha í'siaitU'í-iílo la eonstunte jurisprudcneiui de es- 
la Corle — no puede lmeerlo sül*r* la luso do la nousa- 
da totracíión — í-n pi^BPHi iiialimeia— del nrt. G.'i7 del 

ProcírltnMcnlo Criminal. 

V. — (¿ai< no se traía de uim sentencia definitiva 
fal romo lo exigen el ¡iti. M de la ley N* s 48 y el nrt. 
<i* líe lii ley X* Wfóh (Mq que «?l .lti*w*do auto quien 
la Aduana somete el easo — fu. 18— se limita n orde- 
nar la líln'rüid de» los detenidos "sin |*erjuít*in de la 
prosecución de la cansa" y tnieiilrns la autoridad ad- 
ministrativa derla re preltndu la existencia del delito 
de contrabando (fs. 0i; y la Ornan ra n-q»» entiende 
que la deleiiciún ¡idmitiislriiliva, autorizada por el «rt. 
íití ile lu ley N'° debe limitarlo "al tiempo nece- 
sario para l¡i* primeras diligencias y declaración de 
los sumariados", todo lo que implica caracterizar Jiie- 
didns preventivas dentro del curso de la causa. 

En su méritn y oído el señor Procurador ("teñera I 
He declara imprneedenle el recudo extraordinario, 
llágase íñber y devuélvanse. 

HoMKItTO Kkpktto — AxTuKIO 
S\.¡\i:NA — U. A. XaZar Á»- 

i'Hoüena — F. Ramos Mk.iú. 



*** »-At."»S DE Ú COME 1 

MlXICII'AI.mAl) DB CORDOBA v. FERROCARRIL 



VKitntltWitilMlS. 

A los ctü*tm tl.'l api. 1". ine 2? dp la ley N« Jl).(i57 r vi 
ti-rminn "»^t¡ii"ÉÓii '" t£lh iiipnrihi." el edil'icid para pa- 
sajeras y ■ li 1 jh'Ii. i«'it«" -as HPe-esarias c indi<>|K'iivililes par» 
llenar mi tilgelivo uíi'i* i'itiii'iüatO, p'T lo "pie di «'I i'iisit tu 
obligación «le la empresa il.-hr limiliir*c al pa¡;<» 'I'"' afir- 
mado i oiMi\ki»iiii4!Í.'iii.- ni fiynie del .-.lilivio de ta e>(ucii*.i., 

y tu lie iv v 

S|;S-n;ST.v I* l'lMMCIM IN.STANM» 

LWdooa. agosto I- de V.MI. 

V Vislos: C¿tu> 41 ffc .VI v.- présenla pl Dr. >|0BC FtTrvira. 

cu su eñtftttér de l'roriindnr Mimiripul mnm Ui ai-re- 
ilíla COIl la *-opia Hiilpntb<-a<hi di-l imicibra iiiiculn que aiMinpatia.. 

dmia miando fl K.U.C.r. en nombre de la -Munu-ipaliiiad tic 

('órdobn por vi pa<-o <m- la suma di- mah-«M'ienl«.x ««-lienta >* 
sietp mil eíélilq veiniiilfa peso* éoil euareiiiu y nieto cpnifiviw 
•¡onules. une amplía a fe. fía y 7.") \\nsUt la suma total de 
' » ih-lifiilu y i'iu.n mil Hi-iitn Hiteruenta y d<M T*sos con 
y un centavas nacionales, importe de Ins cuntas ven- 
ile 1 ! pavimento de granito, sirle* A. I). (! y II. Ordenanza 
i»)99, Granito serie D. Ordenanza li*.Vt. armiño seriea O. 
L y R. Ordenanzas 2!lfiT> y macadán asfáltico, serie Q. 
Ir.lenanza 2»6."i. iuÁ» los interósea del 6«4 y 77. y los inte- 
reses peí» ¡torios del 1 <pir- Jas respecllviis Ordenanzas fijiin. 
afirmados tgüe r<irres|>omIe)i ¡i la* pmpii'dadc* y Ixwa-i'alles cpii- 
defalta, aelíinindo ■ fs. 77 dentro de los inmuebles dr 

refrrem-in se meuentniii ubicados les edifk-ios, instalacioneís 
y «leñen de i lékw que constituyen la cslaciún del P.C.C.C". 2") 
<¿u-' «'Oiijmi lamente con la ilcinanda y i'-writns ampliatorios el 
apoderad» de la aetora acompaña si*senia y iiucvr liquidacio- 
nes rxp^liiJas por la Diiwii'm (¡Piifral dp límlas de la Muni- 
cipalidad dp (V»r<lnlm corres pnnilienleK u las enrulas de paví- 
iiicriiif* euyn |mu"» rJWlaiDA, 3*1 Que ;i :VI exprp^t que las 
^esliónos ailiiiiiiiolraiiv.i • p;ira haeer eft>i>livo el pa^t de las 

Mimas debidas no hüfl dado r^uliado. rundnnipnlaiid') lu (!■■- 
manda en el art. i:t« de la Ley Orpinira Martícipal, «rt* ¡II*. 



dr jirsricíA m tí, nación 
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919 y 920 ilet Cwjge de Piw«iimfeulf» EfanN* ¡' Wi lo dí?*- 
nuest.» cu Ijis Orden»ná.s 2853/9$ y 2963 y |»UIÍPiid«> se hagu 
liiíiJir d la éjecueion de apremio hasta feétftr total pagu <!e la 

éflnlítlad, reelatnada, ron iiil.-re-rs y «^stns jiuliemles. ■!♦) Que 
n fx. Hl se (irexMita rl Dr. Knriqiie A rVrreíra en mi ranái-ter 
de .-ipod'-rado (Iff Iíi EmlMfsá del r-Vmi'-arril Central lYmlutia 
eoiin» ln aeivdhjt WW el iitstni nenio (»úbl i i-n que a*4jitieta. licor- 
»|j(inl'!M'l<' pjirii'-ipa-'ió», ¡>") <¿»i- ri-i(ii«'rul)» de pago H upo- 
derud<. de la <t<Mii>m<t<i<ln. nh I» -»f--«-i mié. i?' i Que eMail» de 
renta! >■ •>! r(-jir* , *< nl;i nli' de Ij empresa «!■■ I HV rrtMiirril IViiIruI 
('órd^t'íi ApaU* (¡i* »itfti¡'*nlt*s i'S>*i'|m*í>iim*^ : ;i i lmpr«»ei'di-netn- 
del .juii-io (le apremio fundado ci i ipL- el arl. del (*. <le P. 

(."¡viles y i-I 1:t* di' lia l.'-y í*nr;Ínie;i Mwileipal «Mu ¡iu!»n/Nii 
la vin de apremio para rt i^tN ¿V "impuestos." >' q»n" las 
Humas ¡i'li'iiila'lds puf " pavimentos' ' mi están |»r«'i i<3 ¡ da^ 

dentro «K- «"se i-oiiro])lo mí !anqnie" furnia parle ele las r-'iiias 
IMirilejpalffi enumeradas 0J| «'I arl. Ktli Je la eii¡tda tey arga* 
Jlii-ii; que lu .Miiilii'ipnliilad laiiipiH-ii puede iilvoejir el iirl. 14 
do las Ordena nTat* ~-*~>'l y 2965 inmun* rl II- Conejo IMnV- 
ranle eiimr de alriliui'iimes para cstabléeer que los «lenUorw 
nioriisiTs van rom peí i dos por ta vi» de apremio; lu Proscrip- 
ción basada en lo ilispurslti en el arl. 4023 del C, ('¡vil y 
ar^tunoiilaiidn (¡tie lian Iranseiirrido más de dio?, años desde 

la i-imslniei'ii'ui de !<» pavinicnli»* que m? enlmm Ágrfjgft que- 
mi mamlante nanea se Consideró deudora de las «Mías prove- 
nimiea de Ib construevíón l*« ■ firmada» por lu enal na 
hizo 0*0 df la faviillad aeordada p- ,r la* Ordenuuzas 28->3 y 
2!>fiS de pairar por «Mudas e| importe; OÍ Exención de las 
leyes 531 3 y lO.fiST: sostiene el njimleradi» de la ejecutada 
que la Municipalidad aeeinnante no \tui'<U enlirarle a ku 
manduiiti* el importe ile livs pavjm«nh^ <*f*nst ruidos en law 
liarles cjue no .'.'rresjK'ndít're al frcnlp edificado de Us esla- 
ciuiies y se rmula la ilispa"»-iím ••onlenid» en el arl <S aú 
ln l'-y nfteional N" :í31"i que dis|M>ne para la» empresas ferro- 
viarias una eonlribiii-ióji liiiim ipujil al •! '■ del i»r*»fliirln 
líquido de mis lineas, qwdáftdo exoneratlas «le li'do impin-sln 
liaeional. prcviiieial p tnimi.-ipíil ¡ «pie el nrl. I" <le lu ley 
10.n.*»T Tija ipie ia cXoii'Taeión <1e impuestos estalileeida en el 
art. r¡ de lu ley . r i¡ll">, MHHplfirtfe además de t<n iiupuesii^. 
prOpianaehlc díáio*, las taMM, contribiieioiies b reí rilitu-iones de 
ICWipio»; i'iialquirrji sea sil eaníeier n ileniiiiiinaeióii, vim ex- 
t'i'peióii de la rootrilnirmn dr pavimenlii en las pínulas urbana* 
en la prop'ireiún que eorreipniulH a ln» e>lariunes; ni uiériln 
a i-.las disposírionc-i le-jdes simiene que Hules los impuestos 
inelusu ln «otilrihucióii de «rirwadm. no Oáll al frente 
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edificado de I«s flSltewHWS, es pasada por los ferrocarriles 
nacionales e«n la contriliufuiii imn-a dfl ¡í '. fijada en el 
arl. 8 do la ley 5315 y que los nniiiifipios solamente pueden 
exigir a los empresas In ennMrutteion d? pavimentos frente 
a los edificios «lo las eUacif.ne, o c| pefp) de |..s construidos 
por ta Municipalidad ctiaruto m (lidias un lo Injirieran lieelio, 
ajírcuaiitln «pie dé I» difusión de In lé)i; siiruc la wn«li«iMu 
de que las Comunas no pueden iléntuudat* el pa;j»t de los afir- 
mados ennatruídos fronte n )n jcmn-vúi, IhIUtcm, edificios n 
dependencias anexas: que su mandante luí pagado punlual- 

m<'iití el impuesto del :i '<. m« lo comprobará; t|«e M-giin 

el plam» adjuntado, la* Cuentas mencionadas t>n In demanda sp 

refieren a Mvlmfnma ijur uo esíflí] MOHirufdos frente al edi- 
ficio de la Rktación Alia Córdoba, snbiv la calle Jerónimo Luir* 

<Jc Cabrera, harirmh» presente ijlle las nípulas Xas 8. 2'*, 

S8 _v 78 e.»rrvs|MKideii ni cnntrufrentc de c*n Bstai-ión. que 
también está pseluído uV Jodií {ta^o. 7») Que la-; parles ufreeeii 
prurbn documental. twdYsioriaJ. informal iva <• inspección ocu- 

lar, 1» truc w producá rio f*. sí) a 1]~ —8*) Qtto fi- 
jada HÚdwricia a I<m fine* del art. »24 del C. de I* 

Civiles, el llr. -Jos.* V. Kerreira Knaje. por In adora, se 
ratifica en la demanda di tudas mis partí'» y contesta las 
eseepeionc* opnesta* en el escrito ipip aiumpiiíia en **l áelu > el 
l>r. Km-ique A. Keri-eira. por la demandada, también ¡n furnia 
por evento. !'l Que dictado- el decreto de "autos", es mu. 
sentida por las parte* In jurisdicción d>Í Tribunal". 

Y Considerando: 

I. Que la i'Seepeión de prcM-ripcióu decenal opuesta 
debe, ¡ser ciinsiilt-railii en primer termino porque en ca.sii ile 
prosperar la defensa resudar ía (fcstMl Ímal>le In demanda, l'ara 
poder rrsulver el punto nmlrnverthlo déwitKM analizar, pre. 
vin trien t*. la onlunilezn jurídica <!•• In obliuat'ió-ii. fecba de 

nacimiento y e^K'ibilidnd. para ]np<m confrontarla Pan la 
prueba rendida. Teniendo origen la ubii¡:ni-¡ón en las dis- 
no-i.-iniie* contenida* él) Iris Ordfiiaiizas 28$3/93 y el 
análisis de dtehoa preceptos Urales non orientará wbra su 
alcalice $ sentido. L»s grí* V2 y 12 i3p las «-iljnlas OrdaianSan 

2P5S y 29f@ estaldecrn elararnente Ojote el ¡mporfa de loa al'ír- 
inailos ipie i-orre-p<aid<> abonar a los pró^delárSoS y .-nifiresas 
w nmortitarS en dteSafinis y "el pairóse liará por ew*t¡\s fijas 

fcemeslrales". Ii.-»nlla ¡raéfplfv el proj^&ito del legislador 

de dar fai-illdad a lo.s deudorvs de pavinirrilos para amortizar 
. #u tleiidii ni rstabln-er lina forma de payo en i-nofas fijas 
sem«'<tnde^. «Hierplondo. dé ud modo. In f< <-ha « 1—1 ven. iiui*>nto 
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dr |„s pía»*, anten do l«w cuales ni !n Miini.-ii.aii.hid acreedora 
Üpno dcrwlm a demandar el cobro d* la* Mimas debida* ni 
ka deudores a efectuar los paso* se frfeta, en éofl^etienem, 

.le una «bti-w-ión ron pÜM "<> P Uídc s *' r ™™I OT, V!. !¡* 
hiic«ralnicni*. dentro del r.'uiiucii respectivo «W l-odigo Civil. 
\mí Ordemiii/Jis f|Hl! h» ttuniriHtdftdr» ili'Utn d nitro « b» 
facultades (te gobierno y «Hjt« ""-i oorwceucnMa mmedtaiu de 
la nece&lad *U , ' 1 etutóllMtaleii'*!. !:» íejamoad J I a 

lii"¡pnf ii»> las pobiaeiom-s, tienen ny eairfiettfr «smcmI. pues 
.-lias so inspiran. «*&AéÜíllftMÍtt. *P u» l">il *3 orden superior 
«¡neniado Intínimivnie <■*>» el «cáelo sentido ndretivista que 

debe primar m «iift .-"¡edad. Las obllyiK-iw* *e rdamVn-li. en- 
lomes, con esc obje-tivo qaé escapa en irran parí.'. p»r su 
oréén snperi-r. al sentido y al prOpSailfl Oé la eodifiea.'ion 
íivit. Ks |»ur dio qtu> 11 "i «rdcaíñaÉ en la mal 66 imponen 
normas pora la «puridad, el órnalo y la hípienr de una |¡o- 
blacióu, ll» individualiza <pii. ne> són los obl«ud<w a cumplirla, 
tonii'in ild los en u ii orden pariiouUir, sino, se limita a »-rear las 
normas ile tíLlieah»riPdnd con esa eoñespto supenoi" que se haya 

dado y con prese inden.ia de la* personas «|Uc puedan 

Lulas. Por ello no resulto m «plteariAn el «n. &T8 del t\ i ivii. 

invocado p»r H apoderado de la pane demandada, pemmi- 

muía la nat tirata de tú übliK&cnn, veamos desde que wwj 
debe comenzar' a corre* el wrrjüno de su preserípeion. El 
atí. :i!Ci7 del <Yhíí«o Civil HttáWwé elaramrme. pi- m l*a 
iiblwacfríHs a plazos, la ppeaeripetóM eow¡«n» desde el ven- 
cimiento de] lérwiiio. Bfl el easu do lo* pav míenlos, Jas orde- 
nanzas respectivas preven un trámite de «míete? adminis- 
trativo que es Íiiditp«vatbk cumplir paKl que la oxitribil idad 
HñrJa' y para que exista, ademi* bWigacHin líquido e inek< 
servada. F.l art- 1H del IW-lo X" 73M n'íl¡im.'Nlarii» de la 
Ordenanza 2853 y el ari, l*i del Decreto «081, que lo bañe con 
lo áífe disponen la i»o*itl*«^fl » '™s pí-opietarlaj tic ¡o» 
iBldUOblW al>e<»dos para que en tfÜ iCrOiSno (le iwliu días 
rortniilon ol»^r\-aei»n«s aciwa de la^ raeflieiOnea alnlmidas n 
Bin frentes. Si en i^ton oelio ilías. no hay nbáervaeifin, ta 
..neiitan son enviadas a la «mptoria. qiié e s la JepaMtótórt 
cneai-pnd» de la pen.-|H-iAn. rara I«* " lns Prop»- 

lurios los qtie imponen desde entonen, «h- do* mesen [>ani 
pairar ra las fajinas previstas. eptemWndiwe <|IW <-l silrmi.» 
Muuifíea la acfcinávíéíi y la fhftta de pa^«> en c« ^ Bge 
rúMénZaííB ¡i eiirrer dewlo rl ícnéjmienin «le li-s ses'-nta días 
fijado por los arls. IH y 2 riel Decreto Kcirlameiitarto hflSl y 
si;i Ks decir, que fié» meses después «le cumplido el pla»i. 
podría la Miini' ipali.lad yesiionnr jmlíOialaWTiie el ectbrtt fl* 



In primer rnolu v.-n»'i.hi l:., esu< EotMnettiá nai-o la 

fecha pura prohibir, l«a Knipma dPiuaiidtida no ignota la 
es¡strii<-m ilé cHlfla earna*. por líos inoilvos wneillísínius: el 

primtíiü portille las obras *< l¡:ui L-oi)«iraídu y no (icite admitir 

«pie fHiiK si* luí"''-!! a lilul'i smiliiili»; W >i-^im«Ui. pnmiL* du 
pm-ilc ¡\Wsni e| dl^!lO«ÍMfellff) lie lint lcy<N. lÜílo «pie ello 

«e pmiiúv lie urnrnto n los «hn. i. 2 >- *jí» <ih cvajlft» tíivil 
Estahleéido lu fiue ü&wíái> íwh KnilúWM a I»* itifaniH'K .-x 
P'tiid..s por ¡a fitrofcipaildatl de r.ViUiim. e.>rrwvtte.N a i>. lu:i 
y 111 y KÍ£ÍlH*S|tój de aii'.is. úftp im-wcii plena fi* pnr vr ¡ti» 
truniento* fiñlíl — «ri. .17!» del <\ Civil -iti ludier** 

iiiiu-Mi. » *a valiunt. Kti mu* nrixirtiaiea liare una relación 
ORHMMfla i.fcí l»«Ias Jas- nn-iiia* •|iu< s,' ej.-ein«n y iiiiiL'iuia •!«- 
«■Has, .«ni |j f\e<>|H<i¿n «pie lUQptt se inili.-n, lime diez, iiimw de 
a.-m-nln a su exijftfeilidSd ^fífí&tt lo i|iie -h- ha e*1 ¡djhvíd» prr- 
«•.•i|<-iii,.tii.'Mi» L¡i MVejaeiÓti <*<-t¡i ei»n*rjt uída pi<r la primera 
.•Unía de la .líenla -V' 1*1 S,tÍ.- £ p"í ' «fl'-iW»» por 

un valor de $ 2j « ■ Ri/n. K*ta fin' enviada # di- noviainbn» 
de IH27. La primer í'MOta vow-iú p,» r p, i fl m u ,.j h ,|,. j H fi (l 
de IííJm y al interponerse la demanda el :t i|e agosto de 1989. 
*• inierrmn|>io 3it presrnpniill fon tVHprclu ;i las emita* r»- 

laini's. Procede pr.r in líiniit. reeliBzar la exi-epi-ión de pres 
cripciéti decenal opuesta, mn eacepefón «l* lu primera euot* 
■le la «-iK-nia X- 21. Serfc -•]>" ir h, Ordenanza ¿«:>:i jmh 
un imparte de $¡ '_'TT..íl m/n.. ijn,. está prewrípta, segó» el 

art. 4HL'-'l del C. Civil. 

Ü D«|)e tratarse la csn-p.-ifHi (le impriM'*-di-iu*i« cte la 
vía Jipreniit» «pie la (terttantladai <»pnie para susti-m-r tpn* no 
«8 íste «-I (rSnf(« prow«BÍ ■('"- "•orn^pomU- a la ai^-ión enla- 
biada. El an. del 0. tic l\ Civil^i en su inr I u , ildorniina 
jiiieío ik apr^miu cnuira l"s t!eii<Íorvs del Ksta<to |w>r im- 
piu-slos fisealos. K| ISH de la li-y 8370, ilieluda por I» Lffgw- 
lalnra il* '.V>rdi»ba para regalar el 

lo lia sii„> amir-nizaiido y KOua una eonseeiicneía dH 91« y 
deutru ilel |iritn-¡pi<i ^>'i>rral de t\w al I^í^vk mi sp Ii* pindr 
perlurt»jar la F¡í<-il prn:C|H-ión de la renta, i|ti|Miri¡éll(í<'li' pr*l 
eedimieiili* judii'iales di- earárler pl«>iiar¡f». 'pie. por In nafil- 
rfflrwi dé Iríuiiili^ <>ritfina ililaejnm-N paru psa fáril pw« 
cep«-itíii iie rentad Póf I" dcraáá ¡rf «n. Í36, im-. 7 o de la mÉuni 
lev !íi"Í"t1. Íii"luyr (qnio rniln iiir'iiripul !u retribuciún cíe s"n'i- 
píos pr«sfack» n pármUlttrai. Finatnifntr el art. 10H. inc. II 

(lo la raferifía l» i y («ufiere a(ribupiiiii*~; ni Cobfiejo Deli&eraAlc' 

par» dictar oriU'tian/MS «!<• pavini"ii1aeiitii, \n i|uo cneiiiidra 
l^íralmpiitp l»w winciiiii.'idasi bjijo liw Nos. L'^.'/í/!»!) y VUf.r» El 
pié» de la paViinf > ntaci¿li edinaMtuye una retnmeifin de aer 
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vifins poninc* pl misnm •.<• determina wift p^res^indeiiei» 4« '» 
ri«|iu'üi pmfída y en rac&n ilifeéia ífc la M^Bsítfoj <lcl .srrv¡»-¡<i 
linMad'i. Kn emulmi iiuptn'*f» Ifpnv un ear;iclrr »>1>I ÍL'at«»r¡ii 
líiTi'-nil 'Ir ii"'ii<-r«i" rsoií '« rt« jiif^si |M>seída. Sin cmthiVffa 
iliMÍni-i''»ii i«»ri<M '-flr^ «I.- ¡iu|*..rt.iii.-u rluutilp i rain de 

lit|iiii|iir jnili-'ii'niriiti' c| tobrA <(<•! bX(|Mfcñ K* Ih ln»a. I*nr:i 

3¡i Siipn-mn (Vrir ilr .lii-li-in di- 1 ¡ i }»Vi<''if y íi Éw Íni»*-- 
|ir«eidiniiei>it> •■'»iupnKi\«i, iwl-tv son niipu.Mo-. Vara refir- 
mar n>nt ''¡íii- d>» (Mil i»n ><- iraiiv-roV pii'ii' pprHncniP iW 
fullc ilic'ut!-, puf $sti} Tril"in;i1 i-ii el nfctl " MnnÍ»'ipii1idrtii de 
(Vinl.itm pttririi CiriSi ( "nrr;in/.i. -\pr« mi'>" (U#Hirfó(i 
din-trinaría «nitv iitipiie.l.t, l;i*.t i r-'1r»liiii-i'<M -le iervM'¡'i*. 
Im in!«-r.'SJt tf|i*tfe "I punía il.i vUla rféí plWfi^lftíVBtt" |i»r;i la 
l«cT«'«'pt'i.*ni > «la tltr-lriíiii <|ii#> «ti «v¿i«-r."t!.i iiiri'-iirilil'-Ht'iu 
h¡% si't>l¡i-l't In Sui'P"m;i |*«rii «l- -Id 'i-¡.t tu \':¡>V.ti en 
fallo* r.-vÍ'líi»l«'*. I l«"MH| HI. \xt£>. l'-.'t > 2SH: I 120. 

pá*. *<7 ; i. m jáU- ' I-. 29?; í<** 

>• I. 12"». p;iir. l'J'i. iferuulf la ijk*nnmitriwld|l H'tmtíiI a* 

Íinpii>>-i>^. mmiiSiiuÍ(>u ivir¡l"ii-;..ni-s de ..tví.-¡.»> p Impútala* 
pn-piiiirn »!«• dielats.. Kn l:i i-niisn 1 " Mnnieipalulad de Villa 
María •■t-nini Ki-rn-tnrril ('••niriil Arir-mim» Apreiriñi" de 
e-ap jiij»r«d«i s" s< vi 1 i v ■ ■ eMl anterioridad lillp "delm-ndr>se 
imnjir )u palabra impiie*!"*. usada p'«r »d art 138 0» la ley 

Ónü&nfcÉ HiMH^ílHil 3373 cu (tu aieípeíon ppwral, tu finalidad 

dfjbc *rr tiiiiihi< : n amplia, PiaSB ít¿ I¡i de percibir di- los rmilri- 

blQwní» las Miiriíis qM ¡itli-mlpn n U CoiBUM ya p'»r 
ppptii <Ic iiiip«Ofli"x propJaintnto n.Wlw •> p»r tus ilemájt sitvi- 

cifK y bóurlbHdfiiiM, yn wnii r prnalcv u »iv mejorw '. Kl 

Brsñimmto Ürt MIKWfqinntC 'li'l lVrr'«-;trrÍ) «Ifmaii.liiil.» ilr- «pie 
n<» aplicalilt' H prim-ipia íff r|W li>- ¡n)py*si«i *fc tOÍ*BO p"r 
la vía ilp apr<-nii't para no eBlor|»wr In vitln del Ksta-I" y da 
*pi<- «-n .-I .-a^t )lt l ¡inlus .'I ciiltrn del ÍWI»rl« ilt» las pavitm-ntr^ 
un timú iiiniíiina rinaHilad fi"-¡il ni lamípoTO Rwaple nua 
cesidad iH^eVite •!<- In puln-iu-iilail. eiuw.' de riinlídnwnto. Rut» 
(«i frVfdeiife si ice »p»v<i;i «pi.- el Piswi Muaii'ipal »-s <lfin|or Jt 
su vi*z n "ni ti-jni-Cix. tlfl valor il" l-w paviulHilu* i'i>ii».trili- 

do«. si Brtádn piifile ser wimiwlidci iaáicialfiwnte » ese 

paifo. ps lunaraí qp» «lando dio <.. urni. lU-iif (|U<I> ni. oiil nirrir' 
pii ctmrlieiníiea de afmnt.irlo poR|ap dé im mt mví, ori-jinaría 
un dr-sptpiiltbrii. Ijiii (•«inif-rdinarm *n su «»rpJiii¡wi"Í«»n eoa- 
iHinira, ímpos>Mc ¿' admiiir >i tiene eu euw>nta que Ins 
fmaajffls il«-1 Ksta-lo deben Nevar*- ana una reffulnridaH y una 
piTP^iítil ')iiP i'ii mííik'im ia«»ni»'ifcli» nfertOM *n feslabiliMlail. Co- 
rresponde ile«csiiinár esta exeépei&ii. ■ II. traíamos nbora 
la exnirtún úf impta-sl^ «pK lamUi-'u Rrta-nla I» «-.jernuda. 
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bintetizatln o» l¡i relrn-jó» de niusa, TV<la fltft versa sobre el 
alean.-.- ( pn- Jmy une darle hI art. ]» de U tej IO.i^.T i-uando 
eiics: "I-a cwmcMKkMi ile intpuc-itiw establecida piar el art « 

<lc 1ü Jey 5315, i-oniproinlc advinás .lo |»s íi|3|>iii>Mos prtirna- 

nifiile afelios Ins MtMribuefeuirS, rpirilnioiutM-s <fá serví, 
«■ios, malquiera i|ue s*« carácter dtnuraWcjfci. roa fas 
«¡suieute* exeepeíonps: lo 1'roviMÓn rl'.viiva tlé ¿¿tito ••». 
memos y piñata*. 2*) r-mirimi.-jóii do pavía ira taoión en las 
plañías urlinnas l:i proporeiiMt quo corresponda piar las 
csdi.-iniics. It-N|»-,.|n a ,-sta iih una excepción |» ompri-sas 
pourán optar pat i.msimii- por ñia prupiu» ruedim. )« parto 

<k' pjiviimMil;e*-¡ún ijuc (es eorrvspoiido. sUjeiáil'dusc « (tn é*pe. 

cifleaciiuies r.'>.p.N i¡vus". Coino puede ncJar** la oíd ilación 
ilo abonar jo* pavimentos finé Ins .-m pr-^as .-«mipiviididas -n 
la loy Ií).i;*i7. ck evidente. 1.» mlerprotneiÓii judicial. dcl>e 

llevar» al «amen del aleante «|- Jo «¿a? dice *'l nri. pitado ul 
referir*? h "pínulas urbiiniis t-tt la prejwr? qno corresponda 
por las e^a.- iones". Para e| apodenWk> del lerna-arril, esa 
obügaeioti m¡ Símil a al edificio propiamente dicho de la estación 
y sus anden** y «-onorctameinc al frente principal de Ina 
mismos. Repulo equivocada e*ta inlprpreC ación. Existe aleo 
esencial, de lo 'miíiI mi en PWibte apartar*- mu rn.-ur.viT ..| 
prunlema: el carador de la pavimentación. Ella tiene por 

Objeto contribuir al i-mMIroimioiito. nvnridfúl e higjettf do 
la^poblactón, «no Üúhe sor prffH-iipaviúih profunda Út mi^ 
imbcrnanirif. Kn ejsihs inmisiones y dentro de la planta urbana. 
b '» pavimentación dulas llegar, hasta donde w ineludible, pura 
que esa M=»tiri.Ia.l y ese uriiato. unidas a | a Inviene se cumplan 
«■orne precisión ,!,. KdbfWHf», Bs derir que la ohra dd»- ¡ytoarw 
Util donirn .1* Un eol.ocplo ihl-rral y anm'.tiU. r^orJaii-l» 
ahora nocvaniciiii* ly .pi» ya *. dijera om nmoriori.ia.l -..hn- 
el fin MlWllvísla de ln tnisn». S'l la I» I.. iniwtc ai M Jumo 
a.InuiirlM asi. ol Almiar H fronio priHeipal .Ip la edíflc^íAn 
ea-nt-iál ito lis estactouca wmn una íui-mo <lc avaluar la ros- 
ponsaliiliilml ^o Iiís i-mpnwa^ IV rr.,v ¿arias. í-¡is U-voh osimonlM 
rom., la Ittlw?, ilolwu w r connídirailaa reHiríMIvaíaeuie, en «-I 
Rlennoe •!«• liVnilMii.Us (rne witüio.nuH, I'.t p|an(as tir- 
bjmas ili- las (N^BvjiVnfw, ve ■■iiuipr-ndorií. puionros. faVIft ln «pío 
ameen la «Mu-ióir uiKma y mi-, onesOT vlnrwadtw al inífioo 
forroviarÍ4i. r.-'ii|jn¡.. v detyftvkado pnr fsa faUudAa y en imlns 
mis frente*. *>h.fH wwtínivttn ruaiiniHl un se) drtiVup, (mi;iii- 
d<) la atli^ilariediid tío admitirla, ••xisi,. para los dvm&n |Mro- 
pieiáriOK. el mlsinn hií.*ary ?nufo que t'l ri-rriM-arril ni'. -lail.», 
porque eflii ndnerairru I» dfopiMWu ra c| urt. Mi de la (Vais* 
ÜtUeífifl .Variuiml rtp iinif.miip iulorprplafu.ii jiiri^.ru.l.'ii.ial. 
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Ks ftSÍ tpK' rn rl rftneeptQ de planta urliuna <](! esturiones. Se 
<*onipreinlr\ a juicio del pruvi-yeiiti*. todo In edificado, Qoí 
directa 6 ii»í¡rr.-tam«>nie so vincule al irái'Lm ferroviario, 

BUHiUK esas <''Íirifiii-Ín!it s aislada*, nr» r.st i'n nnulíis mtre si. 
l'na encina de ««aleá^ m la plWlt* urbana, atendida po» un 
#• iu|>lcn>tt> (!ri*fi»li('iii<- ile la rsUt.'ióii o manijada* desde é.-.1a. i*-r 
los iiu'di"*» liante»? di- "pie se ili'-i»»»"». |mit rj«inpln, es parte 
hiles rain* de la esturión y basta nlli. puede lli'ííar la obra dé 
paviiiiviil ¡i»'it'iM íi «r^U líí la «tnpi-rsa fi'rruviaría, >in que rslé 
afi-rimla pnr nmiriina «amu-íóh. Kxtmiii>:ir«'iiii«« si esin se riim- 
ple en rl Atili-jutiir*, 151 tribunal pnU'íim In in?peeriíll 
uvular d«- ipif du euéntfl *'l Mi <tü f*. '»■'- En na Inagreveióu 
w wmt.iiii r|ii*- in iiHviiiiriiiiii'itm. comprendía i» plañía urbana 
de la «ítiiülwi d> AHa Córdot* del P. C, < ('.. ron h alcance 
fin.' araba •!»■ tbrée eu pl párrafo anterior. X<> se tu expedido 

líe i'-its liniili s llasln dnmle luí llr-N » : i ■ ■ nipiéllii. cxi-li- tina 

Crurífai «pfialera, i» un paso b nivel o un ffjjpua (lo propiedad 

dé |a i'iiipn-*:i. I.n t's<-,"|K'i<*iti a In r-xein-iñii ipie imenme lu 

l.'v i'l.IláT m- i-iik»|hV. asi. en f « •■!•» sil feleaiitw. Fi¡iulm*'Nte, es 
Uprnmr^i destarar In equitativo de g»o las wniwv»* lerro- 
ría ríos, lísada» ! nt ím niu*- 1* i <• ,il prnsreso y ciigraiidetimieinto 

<le esl-* pní-i. ua l« perturben. Piríaiiuis por wbW cual- 

«|iiii>r tfons¡i!erjteMfi «le «inlcn letra) <> materia) que se In int- 
|hisí«tji. esfcte una. de índole moral, «pie I a * inliilto de poner 
IrhJMW a ew ndétiinló, nin* eá labor de tivilicBcl en una nación 
dr la n< 'lilr&a y literalidad de la nuestra. No r*in , « , <íjv»nd<? 
tu I ni ■ T ir rsia ex«*»*peii»ii. I'nr In «•xpurstn. fttímtlvát DrMfsli- 
inar las PJtCÍP*WllW< Ul-JHll radas. rxrlusiim dt* Jn jjrpwi .p«"iñn p 
en l«* r niii i"^ y i'ti '"I idrauff rl»* (|Ué 'la riirnui r¡ prirnrr 
'•rii'-i'l'Tiiii'l" dr la >.oiieiiri*i, ~') (>rdriuir s** lli'vc a\di'|iiiiii' 
la prr.-riilf vía «lf a.|»n-niii> IijisIji fd»li'in«r el rninpletn |wipa 
rlr l;t Mima (íc qüínií iilus «irlirnla y ruairu mil ñehociffÚitQfl 
Ki'lrnta y i'ínni pp->W iinrinnalps, mis inlrroct li*tn>li*s y la> 

cmlaH doi juifiM. r-irulondn -pn la Mima «K* il¡«*z y sitio mil 
arisrwiitrw |i,s.w m/n., rl l«t»rttrÍO "Irl Dr. Kcrrcirn 
llánJKf RBteT v dtin w»pia. - Fd». : Luis Aarm l'H'im. Anle 
mí ¡Toréela S"pU 

l)irVAMKS DESj T'l[OCf[;\H«lK <!i:XKi(Al. 

Suprema Corte: 

Aliierlo el recurro cxlruonlinjirio on I» pri'sc-nle 

©ansa como lo lia sido |wir resolución de V, K. (ts, 

de acuerdo r mí dictaimeu, correapoiido dictar senten- 



cia mUri' s'l fondo del asnillo vinculado a la pruebe 
producida acerca de lo «pío debe considerarse romo 
frente tii' tstaeión a los finos del (Migo do pavi mentó* 
que demanda este juicio Ja Municipulidíid de (_'úr- 
üonu contra el Monocarril Central Córdoba. 

I.a ciH-slión (|c derecha propuesta lia sido reilc 
rudamente reauella por V. B., lo quo hace inm-cesiirio 
insistir Hita vez más. 

Kn eiinnto ji la di» hecho, ajena u mi dictamen, la 
Corlo Suprema deberá apreciarla para api car I» doc- 
trina aludida; por lo «pie ruego »<• nie excuse do expe- 
dirme sobre el particular. — Buenos Aire», noviembre 

V2 «lo 1940. — Jumi Aharvz. 

KAM.r» UK LA roiCTi: stPItKMA 

Buenos Aires, dicicuibre «i d.- l!»4(i. 

V Vistos: Kl recurso extraordinaria deducido por 
«•I l'Vrroearril Central Córdoba contra la sentencia 
dictada por el señur Juez de Tercera Xoimimeión Ci- 
\\\ y Comercial de la Ciudad de Córdoba, en el juicio 
•pie le fl¡£UC la Municipalidad de dicha l indad por co- 
bro de pavimentos. 

Considerando: 

Que la proeedmein del renirso yn tan sido resuel- 
•a por la Corte a fs. 225, por lo que sólo eor responde 
'•sliidiar el fondo de la rueslión federal planteada. 

Que demandada In compañía recurrente por cobro 
de pavimentos construidos sobre propiedades de la 
empresa, la demandada opuso, entro otras. ex<vpeio- 
rws, la exención de impuestos y tasas acordada |n>r las 
leyes nacionales Nos. Mió y 10.657 sosteniendo <¡ue no 
••stal>a obligada a pagar sino lo correspondiente al 
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yiK 1 («MÍO Ifi •■ucsiiúii M re«luc*í u i-Mal'W-r I» Ufo 
l. ) |.n l!ii ¡«íi éohis »lnrs«' ;il i»*-. ¿ url. 1 «k- la 
¡< y N v KMi->T «'ii «-uníalo vstaMwe <)He Ia^x<ii<-iúii «!<• 
hupWWffti > Im-ois no nmi|nviitli' la 'Vijiil^tou«-iúii * 
|HiVÍrt»ciilliPlún las i-Ianla- nHanaí* el) la \>v<>\ H>món 
t|ui' ii#r!«->iMH»<Í:i pur las vstiu'ouii.v***. 

'¿lo- «--'a iii!« , l'lnvl;u , i«"'ii >a Im -olu fjnilu \iQf lu 
fortr en ti >i'liliiln ilr \\W eJ tímiíüO i.'sta.'i.'.ll liólo 
.'«mim-mli' <.'! i'<l¡lVtu [tara |»a-aji'ii«- y la- ÍPprñdeu 
«■ia«* ii<'«'i**¡«n«s «• imli>|K'ii--altl«-s pmti llenar mi bitjeti 
Vd mus iiimoiTuit". liiu¡lriinlo»i- L'l |WgO ni ufirlliailu 
(-onv.-|«.niLi<-iil<- al fmik- «-iIHo-h» «!•' la ■ m-m-í-ui, 

ni la exteusifi» «l«- mi «wíéft, í*<«i» 1'xeit.wtéti di< lo* hucxo* 
y tulleres, -fiillo*: 15», ^44; 1M, :¡*4: 1*4, £1-, 

Que según if«ul!a iW\ plano de ta HKI > iM i» 
Funne tic l's. I1J. muKUBrt líe las eueul&x pobradas >n 
rieapon<le u |»aVhiH90loH ena^ruMo» en la» wmkIkkmws 
.,ur la U y (f»Wte» l«irH ÍÜB8MP «iMi^aiorio ¡*n pagQ 
por l« «|t''n«iulaihi. 

Par «satos himlaiiuiLt^. rtiUo el séílór Propürttdor 
t_¡«-uera,I «le la Nació», revoca) lu S0uC©5.t'i¿l n|H*la«la 
en eiiuaito lia po«IWlo Áar maU-riii üi-l n-HirMi. .sin ÍHJSlll* 
por «-■<im^j>í>ml«>r mi íim| m»s*«-íóii en el recurrí ox- 
trnordhiurm. Nntifi'picM' y «Vvn.'lvíinse. repon ü-mlose 

«■1 [)!l|H'l 

ttomgTU iWfcTTO — AxTltKHl 

SxftARXA — LCW l.lS.MtBS — 
R. A. Xasmh Ascihm-.kk.» — F. 



TALLOS DE U OORTE SUPKEMi 



MARCELINO VILLAHQZ v. > 




ejercito .wtciOXAL 



KI arf. li> (I- I título MI dr lit Wy N» 4707 prevé ii caso 

de inutilización acaceida después de. un prncesn irraduaJ- 

{gente ac^ñlñftdo ¥ <i 1 "' M ' hnbí« iir¡¡íinfulo *n enfermeda- 
des ii defectos físitos producidos en servicio activo y por 
actos del Hervido a Rea el caso di' incapacidad qut* no ha 
resultado inmediatamente de producida la enfermedad 
o el defecto físico que originó el proceso, en forma que 
no puedan impedir la eoiitinuaeiñn étt servicio activo hitó- 
te la declaración final d* eiicoulrarse mutilizailo para el 
servicio activo. 

EJERCITO SACIO SAL 
PENSIONES: SlUUar. 

El art. 18 del título [II de la l<\v N* 4707 contempla el 

CttiMl ¡Mi que las heridas rveíhidna ímitílmmin dfl inmedia- 



La inutilidad ffeíca para la eoiit ilinación de la ¿arfen 
militar declarada ni oaIki de dos ascenso.* y <!e más (K* 
seis años lie servicios activos donde que ocurriera el aeci- 
denle reputado mino causal inmediata de aquella ¡nltald- 



lidad, sólu da derecho al beneficio previsto en el art. 1K. 
capítulo V. título III. de la ley N* 4707 ('). 




de la 



EJERCI7» NAVIOS AL 




DE IVtmU DB IiA NACIÓN 



NACION AlíííKNTlN'A v IXOCKNVIO FROSSI 
EXlHMTfl I lht¡-j*H"-im<nU,. 

Jfftl^i'lll fÚSfj l> >*f/t. f« riiírr jHr.».. 

Aiav ta faJta efe enniplimk'iito por parle de un juez, lo 
cal. ilr las dÍIwciu:ías nw ¡ \v ha vwnnrmhdo un juez fe- 
deral, «»rris|Miii<l«' que Oslo, prfYié insiM.-m-iH con n-sul- 
iHii.i iiruMtiv.». «Huela lu em'siióri hI .-ontH-imioulo .!<■ 1* 
* *-r!.- Suprema. 



Suprema Corlo: 

El st-úor Juc-z Federal de Bell V'illc, a raíz do re- 
pélalas demoras o ful tas de cumplimiento m dilígeu- 

cin* 'jiif cneomendaba ul br. Juez de fó«B Letrado de 

Villa María, resol vü» procesarlo por infracción a lo» 
artículos 248 y 249 del Código IVsial. Con arreglo al 

artículo l-'t «le la ley X v 48 "siempre que mi juez na.- 

eion;d dirfja un desp-uclio precautorio a un juez proviu- 
eial. seB para lia.ee r ciluoiones o notificaciones o reei- 
liir Icsliniomos o practií-ar otros flifctoS judiciales, será 
cumplido, líl enennío'"; y además, el artículo l¡* p'' p - 
viene que los jueces de sección pueden corregir eon 
multas i|iu> no excedan do «-¡licúenla pesos ftierU\s, o 
prisión que na exceda de ocho días, las fallas (pie so 
eoiuetaii eonlra su auloritlatl, por subalternos u «tras 
personas, obstruyendo ni curso de la justicia, sin per- 
juicio de las acciones que del licelio nacieron por lo* 
daños causados. 

Ordinariamente, suele liastar «'omo represión efi- 
caz una simple multa hecha efectiva por la justicia 
federal utilizando sus propios medios y nlífium vez 
V. E. asf lo ha hecho, con juerps que oponían obstáeu- 



1'Al.Lu.-. Di: |.\ iilKTK >1TKKM\ 



toa al eiiiiiplhideuio tic ol'ieios. I'iolmldemeiite las di- 

t'iruitiiilo.s 11 ijue ílqde el Sr. Juez Federal de Bell 
Viiít* lijiiníjui iIi'Mi[>ui\>iri«lo tá ilesde la p^ñnpctt falla» 
hubiese ajiliemio la) piwedinn'enio ; pero lia preferid^ 
utilizar l;i víji del prhv-'í i-ii \m de la mern eoiTemáu 
disciplina riu, a] dirijíirsc al Sr. .Iiu-z ijje ln.->ini>-eióu 
do \ ¡lia María para ojw l*»nie indaiía1ori:i al de paz 
soiiudídu a Miniarlo. 

üeiine ahnr;# .pie.' fJ tfxJlui'lAthi >r uiv«ji a m'iltirlu 

nleyaildo III) ser proee.-.al»li\s los jueces «le lili rílU'^-oriíi 

sino ¿»n arreglo a las formalidades previsias i-bi hi 
orvniii zarina jiuiinal de ('ónloltü, lal ritmo él ]é& ítaler 
pirata. T ráese enlunees el asunto anlo Y. K. para flOfi 
decida sóbre eSM presuma enmienda do jiirisdírcióu 

c» lo* tármiueg del nrl. 9 de la ley x 4u:,r>; m¡,s para 

planlearfa coiih» lal, sería preciso <pie <•! .señor juez, 
lie iiisl rniN-iúii aludido, (Ii'.-pin's «le cemoeer los oxteasos; 
fundamentos de la resolución <1< -1 .lúe*/, r'edi-rnl obran 

te a f*. 30 :¡">, exprese >i Üisjsítt ni no (lar cumplimiento 

a lo ipie se le rt-truíere. A mi jui-io, correspondí- llenar 
previnmeute tul trntiiiie. — Buenos Aires, noviembre 

12 d«- iímo. - j,uut Mmrt* 

VM.\.<> liK \.\ («HíTK M 1*KKM.\ 

Bueno- Aires, diciembre !' ile 

Aillos y VUlos: Qarmiderftndo : (¿ue |a siluación 
planteada cñtta el wefior Juez Federal de Bell Ville 
V el señor «Inez de ¡iislrUteioii de Villa María es ex 
'raña ai l¡i.- euChtipnca al minia.- en ti ¡irl. !» de la ley 
\'* 4o5.">. y no puede provocar !n iiilerveneiún de - slu 
CorU: 

Qáí en ffHisi'eiieiiei» corresponde <pie id señor Jilea 
Federal (te Roil Ville iiisi«l H ante el señor Jue/ do 
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IV* (i*; Villa María (Prov. Ú6 Cónloba) en v\ eumitli- 
mirnto de la rogatoria Inri. 13, ley N J 48) } cu el 
<le uo obtener resultado somata lu QUQSÜón 
a esta Corte. 

Kohkhto Rki'kttu — Antonio 

TÍAMOS MKJÍA, 



CÍA srixo ARGENTINA !>K BLECTRlCl^AD * l'KO. 

VINCIA Í>E KXTHK Kl<is 

Pit&VrXCtdtti Fm-Hltadr* ¿-jjomfir*.. 

Im <-irt-uiMam-ia (le qoe una úierejMteria n» w jiroiluzea 
ni la l'roviiifio.. un inn'i'l"' a felá «•>talil«vi r l*»s impuesta* 
<|ii> riv.t ■tiMWiMi'iiti'N una vez qw a'|M<-lla Staya si<l*i in- 
fnr¡ii>railii ti mi ri<]U<v.a |0éaJ¡ esiu es, i-t|aiid» ha i-ul ra<h> 
«Mi la riiviahu-iiin f'iiinVrnii'a pn>vin«-ial 

1)1 H »'7'IV ; Fn<u)iii-h* im/>»<ioi4>. 

/'/fOl / A(7JS: f'iliNÍÍio/*» fnijiiiMfiid*. 

Uk pniviin'ia'i iu» pn<*<loii «■*ni*iilu.-i«>ii.'tlmfiti.- gravar la 
«•¡rriil»fú*>ti 1<'I riínrial »!<• Iiis aifi-t-adi-nas. a sea Ja ''iitnula. 

tránsito .. salida de *»i imhorifti »i gravar «te unn mane- 
ra flislinla ii bis ariít'Illiw «imitares I||JM« II. »¿ati «le aira 

proviiwin " tas aduanas exteriores (|ttr ¡i la* pfbdael- 

ilas i'ii ellas, ni fijur mi impuesto fjlie |"-r mi elevada 

ntolito importó ihiii oSacetóH n un ilespojn enmitirífl a I» 
garantía .le I., ínvioUhili.lmt ,k la propiedad. 

uittulatl. ImpHpÚM u ranlribn<i«nc* prtirim mlr*. mininno. 

F-l art. 12 de la h-y N" 3139 ile la Provincia <lc Entre Rtof 
IIO> es viulatnríif 'le las ;irK i'. 10 y II <1<> la Oaisliiiicióu 

Xarioniil. pués el impuesto a jWC Sé refiere ha sirio satis fe- 
eho eon p<«.tpr ¡orillad a la fecha cu nuo «4 ariít-ulo (fíAr&do 

fué librada ni consumo. 



\' ■'■ HE LA CORTE Sl'PlíEMA 



COKST/TUCIOr XACIOXM,: ««rlWiU , inc»n*tit*„o- 
nulidad. Imputtto* g n.Ht rtbnw.nt* provinciales UiféretteéUt. 

El impuestn «toWeciio pot \a ley N" 9139 de lu Provincia 
de Entre Itius no * iliforoni-inl ni violatnrio del art lfi 
de Ja CbnyitaeWn Ki&m£| 

Dictamen uei. Pboguradob (¡rxrkat. 
Supremo Corte: 

La jurisdicción originaria de V. E. resulta acredi- 
tada en este caso, por tratarse de demanda contra ana 
pmvini ¡a, deducida por vecino íte I» Capital Pederá], 

y lialHjrse puesto además en felai dr juicio Ja eonstí 
turíoiiiilidiid de una ley |irovíri«-uil. 

lacha ley, que lleva fe| número &1& establece en 

su artículo i;! (f¡*. (17): 

"Créase un impuesto del 36 por ciento de su va 
lor comercial al COmbuatible denominado fuel-oil, gas., 
oil, peí rólen nrlifo y «.¡iímIjmm-*. tfúfí sr cok^nmfiH cu 
ta provincia, y el «pie sorii alionado por los coi^atniclo- 
res. Queda eximido del payo de este impuesto el i-utn- 
l>n.*1¡lile> rilando sea empleado en explotaciones agro- 
pecuarias «raiijcrns. frutiVída.s e ínfltiátriáa Iraindiir- 
mndoras de la produeeión **. 

Lfl Compañía Suizo-Areentina de Electricidad, 
expre :i qog pago a la feoáncía de Entre RToa ciertas 
pumas de dinero en concepto del coitstmio (pie do <Ii- 
choa combustibles hizo en saa usinas de Ohajarí, Vi- 
llaKuay. Kan .Salvador y T,a Paz; pero sostiene que fué 
iiieonstitneional cobrarlo, por dos razones: 

a) se trataba do sustancias (pj v Entrfl Ríos no 
produce, y el paco, fué exigido a los ínt roduelores en 
roiulieiones que importaban la creación de una aduana 
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I») no bubo igualdad al eximir del gravamen a 
cierta elnne de consumidores. 

Eii divínenos anteriÁtes tongo ^<»límiUUi <i ul* Jas 

viin-ius pueden Crear impuestos ail rousumt», y en 
consecuencia, si la prueba rendida <•» aillos demuestra 
quu lo pagudu correspondió ü iiUTí-aiicíus consumidas 
dentro del territorio provincial, no puede alegarse ra- 
zonablemente M (rulara ¿té revivir los impuestos al 
tránsito, prohibidos por la Constitución. Supuesto 
qne por propia mníesiún de la parte actorn tal es el 
caso, resulta cuestión de secundaria importancia el 
que SC utiliza*.' un procedimiento n otro pura lograr 
el cobro, pues el derecho a devolución sólo existiría 
en el caso o*) 1 «pie la Provincia Imliti-ra eurceidn cons- 
titu-ioiiahiH-iitt- de títulos para exigir aquél. Bn nin- 
guno de - jirlífiilos crea la ley X" 313!) In presunta 
aduana ¡iiterproviiicia.1; y si el PO.ifof Kjecutivo de 
Entre Jííos, c-xlralimitamlo sus facultades reglamen- 
tarias, lo núblese hecho, podrid objetarse el procedi- 
miento usado, no el crédito de lu Provincia. Por otra 
parte, no rain- aquí auul: "ion, piles los fiados resaltan 
b&ber sido- eíi-etundos siu apremio fiscal ni uso de 
medulas compulsivas tfs. 2\ a 35). Además, y mino 
clcniciiln de criterio complementario, ilelM' recontar- 
le que la ley nacional N' v 12.139, art. til», reconoció a 
las provincias el ÓVrccho de ajiliear g ra vái nene* al pe- 
tróleo. 

K» cnanto ni segundo argumento, tampoco lo en- 
cuentro atendible, pues la exoneración de impuestos 
por razones di* utilidad general, lia sódo dcHa'ada vá- 
lida por V. M. y en el caso dé la ley N* 313!) no po- 
dría negarse revista tal carácter la empresa exone- 
rada. 

Pienso, en consecuencia, que la parte adora no ha 



demostrado la laeba do ¡nconstitneionalidud, has* d«» 

sn dcraonda- — Buenos Aires, diciembre Ib' d" rjfó,- 
Jíioh divaree. 

h\M.Ui t»F. I,A CORTK ^ri'HEMA 

lím-no* Aires, diciembre !» do 1ÍM". 

^ Visto*' Uos cuidos por Aurelio 0. Cagnoli en 
rcpiTrii'iilarión fle la Cía. Suiza .Argentina de Electri- 
cidad ñüütnt In í'rovbieia üe Bnlre líios. sobre devo- 
lución (Je diñen» ih.-.mslilurir.milid.id, ¿fe los une re 

A fs. :¡7 se presenta H «-¡indo procurador cuta 

Mando formal demanda contra la Provincia de Knlre 

Tifos por devolueióii de In suma cié * $.423.5] con su* 
intereses y las cosías del juicio. 

Din» que In sociedad que representa tiene «u dotlÜ- 
i-il¡o lega) y real en esta capital y que licúe por principal 
objeto producir, distribuir y vender pucigíu eitVtrtcn 
©n ta República Argentina, Qae íiéñe instaladas di- 
versa sjábriras en las ciudades de Jji Paz, San Salva 
dor. ViliaKuay y riinjarí de la citada provincia, en 
virtud líe ron cesiones inuiiieipHle.: Q provinciales. Qui- 
la demandada lia sancionado la ley que larva el X 9 .ll.'üt, 
que establece lin gravamen do :t« l fi sobre su valor 
comercial al i-ctróleo brido, fuel-oil. gas-oil, dícsel-fuel 
oil y similares ( ,uo se eoitsunmu en la Provincia, la 
qÓG dispone en su nrt. 7* lo siguiente: "Queda eximido 
clel pap-n de este impucsio el conibnstililc empleado 

por las <or»]iernl¡vn* &\ las cxplotiici-mo-H auropi'cuario«. 

y tos establecimientos industríale», transformadores 
de In ii.aleria prima producida en la Provinein, con 
forme n lüH requisitos que pnm flll contralor el Poder 
*>o determine reglamentariamente' 1 . El art. I" 
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del Rorfamento luí disimulo: "El impuesto estableci- 
do por el art. i v «Ir la ley N" :ii:¡!) .será satisfecho \¡or 
Ioh miiodurion-s era payos mensuales que d(&eráa 
pjVrluarsí- dentro de los finco primeros días del mes 
en letras a treinta Híaa de plaio ruando la suma do 
ch! >s 4-xn-da de í 'Jimio-*. 

< J ii*- la r<iin|uifií;i lia proti-slaib» aule >■! < íolii eruo 
di- la 1'roviiK-ia del cobro dio ese ifiavamcn sostenien- 
do que its ini'it)i»lilii''ioMal, ptir-, mu apariencia dfi 
rr.'ar un impiie-to ¡nlerno. la Provincia de Kiiln- Bfo» 
lia estubleeub lMI realidad un impuesto de adiinrm so 
bre mercaderías que la provincia mi produce. I-a pro- 
vinria quiero así proleiícr la explotación desmedida 
do sus bosques, ya cu ktuh parte destruidos, incu- 
rriendo cil un gilvísima error económico, pue* es una 
pésima política esforzarse en «pie sean talados |«ira 
vender la madera ioiiki «Mili usti lile, cuando en un 
futuro no lejano pueden tener «na aplicación muebn 
más valiosa. So l icué en vista sólo el resultado finan- 
ciero del presente y por una ¿rana ocia que por cierto 
no es muy considerable, se fomenta la destrucción to>- 

tal d« una f¡r»u riqueza mu mmüownntL» imprevisi- 
bles pitra el futuro económico (le t-se eslaclo. Pico qu<- 
id impuesto -expresado es evidentemente ¡nconstitucio 
nal. Se trata, de un irravamen que crea una vordarlera 
aduana interior para un producid va -ra iiiiportadll 
cuya cin-ulaeión es Ubre en la República después de 
haber 1 pagado los de recluís de ailmiiia correspondiente*, 
y (|ur ca también libre si es producido en tas otras 
regiones del país. Sostiene que esta Corte en entendido 
que lu imposición di' gravamen soiirc artículos que no 
se prmlucen en una provincia y que se producen en 
oirás, eouslituyi'n verdaderos impuestos de aduana 
q«C il tí1ul<> £ represalia podrían provocar en los 
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otros estados la creación de STaviimcncs análogos, dos- 
encade ti and o así una guerra económica entre las Pro- 
vincias {Fallos: V. 159, pá>. L>.i y T. 14Ü, pág. 137). 

En este último fallo ec ha llegad j a in conclusión quo 
condenable y lo ilegal es el gravamen con fines pro- 
nómicos do protección y preferencia para productos 

locales, epndtóiones éstas que están perfoctnineii (o \] G . 

nadas en este caso. Kn efecto la provincia tapone un 
gravamen sobre un artículo que no produce, con miras 
exclusivas a crear una barrera aduanera para un com- 
bustible (fue se produce en otras provincias del país 
« que se importa tel extranjero y con el propósito evi- 
dente do favorece* la explotación de la leña de sus 
bosques para combustible Rn consecuciic-ia vn incons- 
titucional por ser repugnante a los arts. í), 10 y 11 de 
la Constitución Nacional. Y esa ineonstitueionnlidad 
es más evidente aún porque crea indircetuniente otro 
impuesto que es una protección aduanera disimulada 
a su producción. Kn efecto, según el art. 7* quedan 
exentas del impuesto al combustible lns industrias quo 
transformen materia prima producida en la provincia. 

La Stima reclamada lia sido pagada en diversas 
cuotas, scjrún se comprueba con lo» recibos que so 
acompañan bajo los números 1 ul 14. Antes do efectuar 
esos pagos la compañía lia formulado diversas protes- 
tas cuyos testimonios adjunta, dejando a salvo su do- 
roclio para reelanmr ln devolución «1.1 impuesto inde- 
bidamente cobrado. 

Pínula la competencia originaria de la Corte en 
el art. I o de la ley 48 y V de la ley 1467. 

A fs. 40 fia. fie corre traslado do la demanda a 
la Provincia de Entre Hit*, rjue la eontosla don Kr- 
iieato R. Kregosi a fs. 4!», pidiendo el rechazo de la 
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accWa deducida con cosías. Rfefiére loa hechos invocados 

por la parle adora y dice que ésta incurrí' 011 un error 
i'illii lamenta!, |JUCH toma «WBo ptlHtá dr paftída para la 
-lemanita la exisk-neia en l(. Ir-y N" 3I3Ü de lili ¡irti'-ulo 
7" tino no figura en ella ni ha *¡do sancionado. Kn 
efeelo el arl. 1" no uní impuesto alguno, pne» so re- 
fiera a otro asunto; o swi otoñen una Ullloríaflcíón al 

1'ode.r Kjpputivo pura efectuar la devolución do reten* 
eiones hedías en los sueldos del |iersoiial de la ndmi- 
tlisl ración. Pero reconoce que fisura en lu ley olio 
artículo, ol 12, estableciendo un ¡supuesto de 307c del 
Va KM* comercial del ceimbtistilili' denominado fuel-oil. 

KaK-oil, petróleo bruto y similares, que w eousmmin 

en la provim-ía, y el que será abonado por los consu- 
midores; pero sus términos, en el so-rundo jigi-irtiiilo, 
«on otros muy disliiiln* de los íranscriptos en la <le- 
iiianda, y en muñera alguna erean unn protección y 
preferencia para la leña o p-roduclos locales. Ks ad 
tenor: "Queda eximido del pago de este impuesto el 
combustible cuando sea empleado en explotaciones 
agropecuarias, granjeras, frutícolus e industriales, 
transformadoras do la producción". 

romo so ve, no tñtahtoeci exce|wión n favor de la in- 
dustria transformadora de la materia prima producida 
en la provincia, que inexactamente fÍ£nim en la trans- 
cripción de la demanda y que sirvo do base, al podido «le 
inconslitucioiialidail. I.ipialmeiite resultan inaplicables 
Jos fallos de la Porte que se invocan, pues la doctrina 
«pie consagran ra condenatoria de la demanda. 

Soaticno que el art. 7* <le la ley X'' 3139 iuipusmuln 
-ríe inconstiíneional no croa impuesto alguno, y v\ 12, 
euyos términos son distintos ite los trans¡crijilos en la 
demanda, concreta el eji-reicio del indiscutible derecho 
qÚC tíéUC la proviriria, y que esle trilmnal lo Iffl reco 
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nocido en numerosos folios y especialmente en el que 

Invoca el actor de 6 do agosto de 1937, da gravar su 
riqueza local, y se recuerdan cuatro recientes casos 
análogos, entre ellos el de Csnips ron t ra la Provincia 
de Entre Ríos del T. l"f!, pág. 335. El impuesto que 
crea el urt. Í3 de la ley X' 3l3fl es uu impuesto al con 
sumo interno de lu provincia y i\ los consumidores, 
como en el caso de la Provincia de Córdoba, y no so 
hace distinción alguna en beneficio o engaño de otra 
provincia. Que debo tenerse presente además que lfl 
ley nacional X' lií.l.lí» en su nrt. '¿t>, segundo apartado, 
dispone que las provincias adheridas mantienen el 
derecho de aplicar gravámenes al ¡>etróIco, facultad 
que no puede ser controvertida eon relación al impues- 
to de que se trata, porque petróleo en el léxico co- 
rriente y comercial es la denominación integral del 
combustible llamado "producto pesado", clasificado 
en Iros categorías, según el proceso (le destilación: 
gas-oil, diesel-fuel-oil y fuel-oil. Que la determinación 

en el decreto reglamentario de los introductores como 

agentes de retención, está empleado <m el sentido de los 
distribuidores de combustible y con el propósito «le mía 
m:ís rápida fiscati'/ución. 

Se dice uaimismo en el escrito de demanda que la 

Provincia de Entre Ríos lia buscado» con el segundo 
enunciado imaginario del nrt. 7", una protección a la 
venta de leña como coral) indi Me, y eon ene falso punto 
de vista acusa a sus autoridades de fomentar incon- 
sultmiientc la destrucción de busques, Para fundar esa 
argumentación se anule n un pasaje del supuesto art. 
7*, que no figura en el nrt. 12 único que sobre la -mate- 
ria aparece en la ley euya redacción lia citado antes. 
No «e alude pues n materias primas producidas en la 
provincia, de suerte que el argumento de que por ella 



DE JUSTICIA D8 M SACIÚN 

se fomente ol consumo de leiW, no tiene base. Quo un 
caBO idéntico jil presente lia resnelta la Corle en el % 
154, pág. 312 on el que se declaró que el impuesto mu 
n ir i pal a ta leña que se nmsumía en Irs cableras «ñ 
uu moliiif» situado en el puerto di- Santa Fe* no era 
reiragnonle a la ConKÜtnctón porojw id hnpuGBfa no 

había sido creado ton miras al tránsito de las meren- 
donas ai aíWtabn n éste, y que sólo se refería al ron 
sumo loeal. tnveea también ol falla <lel T. 115, pág. 272. 

A fs. 01 la ¡«irte aetora recomn-c el error de su 
cita del art. 7", <|iic es el 12 de Irt ley N' 31», el que 
textualmente dÍMri "Créase un impuesto del W$> de 
bu valor comercial al combustible denominado fuel-oil, 
gas-oil, |M-tri)l(M» bruto y aitniliitó» consuman en 

la provincia y el quo será abonado por los consumi- 
dores. Queda eximido del pago de este impuesto el 
eombiistible euando sea empleado en explotaciones 
agropecuarias, granjeras* frutíeolas e industriales 
transformadoras de la producción ' Dice que aunque 
el 2" apartado del art. citado difiere en algo do la cita 
qw lia Uecbo por error en su demanda, en el fond» 
es lo mismo, e instituye una exención cpie importa es- 
tablecer un derecho diferencial contra los productos 
de las demás provincias. Que el eobro del impuesto 
coya devolución demanda ba sido efectuado en virtud 
de la ley 3139, que es la que impugna. 

A h. 62 vta. 9é abrió la causa a prueba produ- 
ciéndose la que indica el certificado de Secretaria £e 
fs. 8t>. 

A fs. 84 v 90 corren los alégalos de neto ra y do 
ninnrladil, U Ú. 99 dictamina el señor Procurador fle- 
neral de la Nación y a is. '200 vta. se llama auto* para 
defiuHiva, y 



Consideran*!» 
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1* Que de la propia exposición de la actora resul- 
ta que In impugnación de inconstitucionalidad so Irasa 
on dos circunstancias: a) Que la Provincia de Entre 
Ríos so color de crear un impuesto interno ha esta- 
blecido en realidad un impuesto de aduana sobre mer- 
caderías que no sq producen en ella; y b) El impuesto 
es diferencial, porque tiende a i>roteiíer l a explotación 
desmedida de sus tasques, incurriendo en un graví- 
simo error económico, pues es una pésima política, di- 
ce, el esforzarse en que sean talados para vender la 
madera como combustible. 

2« Que el art. 12 de la ley N" 3139 transcripto 
por la actora en el escrito de Tu. 61 crea un impuesto 
al petróleo que so consuma en la provincia y que será 
abonado por loa conaumidorca, 

La circunstancia do quo la mercadería gravada 
no se produzca en la provincia no es óbiee para que 
ésta en ejercicio de las facultades qne la Constitución 
le acuerda (arts. 104 y 107) establezca los impuestos 
que crea eonvcni"ntes, i-na vez que aquélla liaya nido 
incorporada n sn riqueza local, esto es, cuando lian en- 
trado en la circulación económica provincial. I*o que 
no pueden hacer — so color de establecer impuestos al 
consumo — es jrravar la circulación territorial, o .sen, 
la entrada, tránsito, o calida de su territorio (arta. 
9, 10 y 11); o pravar de una manera distinta a los 
artículos similares que llegan de otra provincia, o de 

las aduanas exteriores, que a los producidos en ella 
(art. 16) ; o fijar impnesto que por su elevado monto 
importe una exacción o un despojo contrario a la pn- 
Rantía de la inviolabilidad de la propiedad (art. 17). 
— Kallos M, 180; 100, 364; 115, 272¡ 134-, 25!); 1<¡3, 285; 
173, 192; 176, 95 y 315; 178, 9 y 398 y 186, 22— . 

3° Que ol art 12 impnffnado, no contiene nada 



DE J USTIC1A DE LA KA«1ÓH **' 

que bc oponga a esos principios. Pues examinados los 
pagos efectuados por la actora a la taz de aquéllos re- 
sulta patente que los impuestos impugnados han sido 

Bátlftfeebefl ¡>or el consumo del combustible efectuado 
eon anterioridad. Así la protegía (lo fe. 8, do mayo S de 
1 ÍKÍ7, por S 74f¡.10, se) refiere "al consumo de combustible 
habido en marro de líflT"! In do f.-;. 12, fie m&yo 'Jü de 
1937, por * 1.472.8H, "al eonsmno do combustible ha- 
hido en los meses He febrero y íiliril de 19.t7"; la de 
fs 15, de N¡ de junio de 1937, por $ 812, 17, "so refiere 
al consumo do combustible habido en mayo"; la de fs, 
18, de 5- de julio de W¿7, por $ 793*08 "so refiero ni 
consumo habido en el mes do junio de HMT 1 *. El recibo 
de fs. 24, por $ 110.8,), refiere el papo efectuado oí ñ 
de julio, por la mercadería librada al consumo en el 
mes de junio. Lo mismo resulta de los recibos de fs. 
Sí por $ 33fl,!H>, de fs. 2fi por * 60,ÍKí y do fs. 27 por 
$ 283,2$, que acreditan los pago* en julio 7 de 1037 por 
el consumo de mercadería efectuado durnnte el mes 
anterior; y lo mismo aparece do tos recibos do fs. 28, 
29, 30, Ú, í% 33, 34 y 35, en todos los cuales consta 
que el impuesto al combustible ha sido pagado con 
posterioridad al mes durante el cual se libró al con- 
sumo el artículo gravado. f 

4 o <¿ue tampoco os óbice rointtilucional la eireun^ 
tañería de «¡tie In Provincia de lint re Uíos se baya pro- 
puoslo proteger la explotación de las nuvdorns de sus 
faosquCB, desde que el urtículo gravado, a que Be refie- 
re, este pleito, es un combustible distinto. Lo sería, si 
en lu provincia so produjera petróleo y éste no fuera 

igralm&nte gravado, o ni el artículo incorporado a la 

eireulaeión económica, a la riqueza de la provincia, 
fuera madera, y a ésta se la sravarn con un impnesto 
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art. lü de la Constitución que al establecer la igualdad 
como la base del impuesto y de las eargas públicas 
ha querido que el país fuera un solo- territorio para 
una sola Nación. —Fallos: 163, 285; 173, 102; 176, 03 
y 315 y 178, 308 citado por la actora-. 

Sí Lo expuesto, (¡ue se fiindnmeiita en tos fallas 
antea rilados, demuestra que nadn tiene que hacer la 

libro circulación territorial, asegurada en los arts. 9, 
10 y 11 de la Constitución, invocados por la aetora, 
ron la circulación económica que se produce precisa- 
mente cuando lia terminado aquélla por la incorpora- 
r-ion del artículo a la riqueza provincial, confundién- 
dose con esta. Es entonces cuando naco el poder im- 
positivo de la» provincias; siendo indiferente' que los 
artículos se hayan producido 00 ellas o UO, como asi- 
mismo lo tiene resuelto la Corle du los Estados Unidos 
tic América desde el caso Brown v. Marylnnd (25 U. 

410) hasta la fecha (ver entro otros: 75 U. S. 357: 
|!12 U. S. 522 : 2í>2 U. S. 506 oto.)- >' «oe no pnedp 
considerarse qnc el impuesto sea desigual porque él se 
aplique n un artículo «¡itérente del local — como lo es 
el petróleo importado — con relación a la madera que 
se produce en olla, ni por la circunstancia de que; tam- 
poco ko grave al mismo petróleo importado cuando él 
es empicado "en explotaciones agropecuarias, granje- 
ras, frutillas e industriales transformadoras de la 
producción", como lo establece el nrt, 12, con el propó- 
sito de amparo y fomento de la riqueza local y en uso 
de la facultad que le acuerda el art. 107 de la Constitn- 
.ión para promovor su industria pOT leyes protecto- 
ras. 

Por estos /nudamente*, y de acuerdo a lo pedido 
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por el señor Procurador (Seno ral, se rechaza la de- 
roanda, con costas. 

HiiRuse saber, repóngase el pa|>ei y «» su oportu- 
nidad archívese. 

ROBRHTO ReFKTTO — ANTONIO 
&MJARNA l/ÚSÉ LlNAKEH 

B, A, Nazar Avciioküna — F. 

Ramos AIkjía. 



KST AlíIiEC I M I RNT< >¡S A lifiKNTINOS ItOVIílh LTDA. v. 
PROVINCIA DE K.MTKK RÍOS 

IMI f ESTOS tXTKfí.\OSi imiitirstoA varios. 

I-a ley N« 3173 tic la Provincia de finir* Ríos, es análoga 

en lo s¡. islam-tal a la ley P¡* 313!) de ¡a inívina provincia, 

i'QXTÍTfíCMS XAClÓXAh C«vttÍlncu>u^tdaH t *i^»xfir«cf9£a. 
f.rfarf, ImpitfSlv- t&iítiititítoes fltoéUtiúttt, At totttNIHV. 

El impuesto estaMerido por la ley X' 3173 de ta Provincia 
oV Kntru ltíos tírnva H consuino interno de gas o¡L flll-1 
tvil. trwto. agrieol o sus similares eon |n»sl(*riiii¡dad n su 
entrada ¡»l lerritnrio. cnamU lia cesado tu cir«-nlai*Íóii terri- 
uiriiit y ha i-omrnxinlo la econ<»inicai por su fonfn*ió»i cmi 
l«« otros bienes (|UO forman la rúiucxa provincial, por lo 
<|iic no es violatorio de los arts. ¡I, 31) 11. l!7 ine. v 10H 
«le la Constitución Nacional. 

IMITFSTOS ISTFItSOS: Impuesto* w»r.V 
IMl'l KSTVS ISTfíHXIKS; ¡ : nifkac¡ón. 

í*a ley X" 3173 de la Provincia de Entre Ri<.s -.mlniria 

lo dwpWMjO en la ley N* v I2.l!l». 

Dictamen hei. l'nocrnAiHw (¡knekai. 
Suprema Corle: 

Omooptúo Hore-dítndn en autos la jurisdicción ori- 
ginaria «le V. K. su|mesto que en parle demandada una 
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provincia y está en tela de juicio la constituciomdidad 
de uua ley provincial de impuestos. 

Ksa ley, que lleva el número 3173, grava el con- 
sumo interno- ^e £as-oil, fuel-oii, tracto, agricol o sus 
simílarea; y 3a Compañía Kstabloeiinlentos Argentinos 
de Bovril Ltda., quo lia pagado ditrho impuesto Imje 
protesta, pide su devolución por re]>utarlo violatorío 
de normas constitucionales, en cnanto comporta cons- 
tituir uua aduana interprovindal. Fuuda tal asevera- 
ción en oí hecho do que los productos gravados no se 
producen en la Provincia de Kntrc Kíos, ni sufren en 
ella elahoiaejóii industrial. 

Aun<|iic la ley objetada no sea la minina, Bl caso es 
equiparable al (¡uc estudié en mi dictamen tic facli» 
lí> de diciembre de 1033 (Q. 7$'2, Compañía SuÍ7^-Ar- 
gcnlina tle Electricidad v. Provincia Uc Kntrc Híos), 
actualmente a estudio de V. E. Por los arginnrNtos 
aducidos entonces y aplicnblcs ahora, conceptúo que el 
ftetor no lia demostrada la taclia ilc iticonslituciotiali- 
dad baso de su demanda. — Hnenos Aires 
27 de 1039. — Juan Al rares. 



Buenos Aires, diciembre 9 de 134$, 
Y Vistos: T.os sentidos por Barril Ealableciraien- 

tos Argentinos contra la Provincia de Kntrc Ríos por 
incoiistitucionalidad de la ley de impuesto al petróleo, 

de los que resulta: 

A fs. 24 se présenla don .luna Ernesto Dnvidc, 
abogado, entablando formal demanda contra la Pro- 
vincia de Entre Ríos por devolución de $ 41.502,67 
%, pagados en concepto do impuesto que estnblcee la 
ley N* 3173 al petróleo y derivados, con sus intereses 
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>- las costas del juicio, reservándose el derecho de am- 
pliarla en el coso de que sus mandantes efectuasen 
nuevos pagos por el mismo concepto. 

Dice que- lu Legislatura do BnÍTe Ríos en '29 do oc- 
tubre de 1837 dietó la ley ¡í* 3173, la cual establece un 
impuesto al consumo interno do la provincia sobre el 
ga8-OÍl, diesel-fuel-oil, fuel-oil, tracto, agrieol o sus 
similares que lo reemplacen o puedan reemplazarle en 
su aplicación industrial. El monto del impuesto estaí 
establecido en el art. 2", que transcribe textualmente. 
Posteriormente el Poder Ejecutivo dictó id decreto 
reglamentario cuyo art. 2' establece: "LjB Direeeión 
General de Rentas mandará pradienr nn censo cene- 
ral (Je lu existencia de gas-oil, diesel' fuel-oil, fuel-oil, 

tracto, agrieo! o sus similares, en poder de las compa- 
ñías que operen en la provincia O de sus agentes, el 
eual servirá de basa para el pago do los impuestos que 
determina el art. 2* de la ley". Y el art. 7° del mismo 
dice: "Ks obligación de los inscriptos: llevar un libro 
foliado, sellado y rubricado por lu Dirección General 
de Rentáis, en el que se anotarán diariamente las en- 
tradas y salidas de nafta, gas-oil, diesel-fuel-oil, fuel- 
oil, tracto, agrieol o 808 similares, de loa depósitos con- 
signando en él Iodos los detalles que se citan en el 
libro de referencia". Y el art. 13 establece un recargo 
del - % mensual en caso de retardo. 

Su mandante frente a las disposiciones de la ci- 
tada ley provincial, debió pagar el impuesto de refe- 
rencia, pero considerando que el mismo era violatorio 
de los preceptos constitucionales, lo luzo bajo formal 
protesta y con expresa reseeva de derechos según 
consta en el acta labrada ante el Escribano don Anto- 
nio Anillen con feclm fi de maj-o de 1938, en ln cual sa 
estal>lee« que ba abonado la suma de $ 7.980,00 % por 
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concepto de impuesto establecido en la tej N* 3173, so- 
bre mía partida de 1.O64.O00 kilos de petróleo crudo, 
adquirido do Astru Compañía Argentina de* Petróleo 
roeilñdo el 4 de abril del comente año, fin la qne dice: 
"que considerando arbitraria la aplicación de dieba 
3ey por cnanto puede contrariar las normas de la ley 
nacional N* t%& y violatoria do los arfe. !>. 10, 07 
¡nc. 12 y IOS de la Constitución Nacional, viene a pro- 
testar.. . etc.". A osté pago por valor río í ~.'M)Mt *% 
»iglilerou oíros por $ 7.<¡GO,07 '% el 1!» de mayo; por 
* 7.704,23 % el 10 de junio; por * U8&.18 % el 21 rie 
junio; por $ 7.785,04 •% el 30 de junio; por * 7.027,38 
% el K> de agosto y por $ 1.360,77 '% el 24 de agosto, 
tod(H los cuales fueron protestado». Dice que su man- 
dante se Umita a comprar el petróleo pues el misino 
" es necesario como conibustible para sus establecí míen- 
los de ínnnufaeturacióii de carno conservada, ele., y 
Bolamente lo tiene en depósito el tiempo necesario- para 
*u consumo de acuerdo al trabajo de la fábrica. Vale 
decir, que el petróleo no ea producido ni transformado 
en la provincia, sino que «olamcnte e¡* adquirido fuera 
•le la provincia a los efectos de servir como combus- 
tible, viniendo a resultar el impuesto de referencia 
una verdadera barrera aduanera, que impide la libre 
«■i reulaelóii de los productos de una provincia a otra, 
ii'siiltüiido de ello que la finalidad del impuesto está 

en contra de los principios do nuestra Constitución y 

de lo resuello por esta Corte. Cita en su apoyo lo* arts. 
!t, 11), 11, Ü7 ine. 12 y 108 de la Constitución Xaiional 
y el fallo de esta Corte del T. 15Í», jftójf. 23 etl la causa 
Romero contra la provincia de Tneuinán, por incous- 
lilueioiialidad del impuesto al vino. Termina pidiendo 
>e baga lugar o la demanda declarando la ¡nconstitu- 
tíon&lidftd de la ley \ ,? 3173 y en consecuencia H urde- 



lie- la devolución tle la suma reclamada más los intere- 
ses y costas del juicio. Funda la jurisdicción origina- 
ria ¿11 los arta 100 y tOl de la Constitución Nacional, 
A fs. 27 vía. ae corre traslado u la Provincia do 
Entre Ríos la GUe, representada por don Entorto B. 
Prog-OM, contesta a fs. 49 la demanda solicitando fin 
rechazo con expresa impoaití&í de costae, Refiere los 
liechos invocados por la parte ac-tora y sostiene que de 
lu fiel reseña que deja formulada de los términos de 
l« demando, que viene a contestar, aparece ya su im- 
procedencia, aúu en la hipótesis de que fueran total- 
mente exactos los hechos invocados dado que siempre 
resultaría que el jrravaiueii establecido por la lev pro- 
vincial N° 3173, en nado contradice los preceptos cons- 
titucionales que se recuerdan. En efecto esa ley esta 
Mece un impuesto al consumo interno en la provincia^ 
lie IOS artículo* indicados en la demanda, fijando su 
ínonlo en 3 4 de centavo el kilo para los productos 
pesados, y 1|2 centavo el litro para el agrieol o traeto, 
¿jll hacer distinga alguno en beneficio o ea daño de 
una u otra pro\-incia, aplicándolo por igual a todos los 
i niisiiinidorcs dentro de su jurisdicción en ejercicio del 
indí*etitido derecho (JO* tiene la provincia de gravar 
su riqueza local de acuerdo a los nrts. 1(14 y 110 de la 
í'onstitivión como lo lia reconocido invariablemente la 
jurisprudencia do esta Corte. Sostiene pe el jcraviv 

men no recae sobre In importación a la provincia sino 
sobiro el consumo en la provincia, es decir, cuando la 
materia está ya incorporada a la economía provincial, 
y recae sobre el consumidor «pie lo paga involucrado 
sobre el precio del producto. 1-a calificación de impues- 
to aduauero provincial, que le imputa la demanda, es 
manifiestamente impropia e inadecuada. Lo es además 
por cuanto sc^ún el «rl. 2(¡ de la ley X" 12.139 la 
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provincia de Entre Ríos al adherirse a la unificación 
de impuesto* internos rg ha reservado eí derecho de 
gravar al petróleo, etc. Nada importa entonces el he- 
cho invocado en la demanda de que ese combustible 
no se produzca en la provincia, porque si ello fuera 
suficiente para declarar inconstitucional un gravamen, 
Omcbaa ciudades y la capital federal en primer térmi- 
no se verían privadas de fuentes impositivas que han 

sido siempre reputadas legítimas romo lo es por ejem- 
plo el tabaco que viene de Corrientes, o el ugua mineral 
traída de Mendoza, (Córdoba o Salín; o el vino elabo- 
rado y bastó emlrntellndo en iu de San Juan. Cita en 

su apoyo varios fallos Je la Corte y termina pidiendo 
se dé por contestada la demanda y por desconocidos 
los hechos y M derecho invocados eomn sus fundamen- 
tos y se absuelva a la provinrin, con costas. 

A fs. 5H Vta. se abre In causa a prueba, a fs. fil 
se amplía la demanda por $ 6518,08 n X; a fs. 75 se H 
amplía por $ 27.33(1,17 pagos osps que rceonoec la 
demfindada en su escrito de fs. 78 en el que reproduce 
los términos de su contestación. A l's. 90 la adora pre- 
senta una nueva ampliación por $ 21.33:2 ,23 %, cuyo 
rmgo reeonoec la demandada a fs. 9,'t. A fs. 1">7 corre 
el certificado de Secretaría aceren de la prueba pro- 
ducida. A fs. IfiO y 168 se agregan los alegatos de 
actora y demandada respectivamente y a fs. U>7 dic- 
tamina el señor Procurador (lenernl de la Marión. A 
fs. 176 vta. se llamó autos para definitiva, y 

Considerando: 

1. Que la ley 3173, cuya constUucionalidad se 
impugna en esta causa, es análoga, en lo anlwtnncial. 
a la ley Sf? 3139 de la misma provincia. Rn efecto, 
esta última en su art. 12 establece un impuesto al 
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petróleo bruto y sus similares, que se consuman en 
la provincia de Entre Ríos, n semejanza del arf. 1" 
de In ley N' 9 ¡1173 que diee: "Créase un impuesto al 
CQIiaumo iulerno de la provincia, de gas-oil, diesel- 
fnel-oil, fuel-oil, tracto, agricol o sus PÍmilarcy que lo 

reemplacen o que puedan rocín plaza ríos en su aplica- 
ción industrial". Su monto difiero, pero él no está en 
disensión.: es de 3¡4 de centavo |»or kilo, para los pro- 
ductos pesados, y (lo i\2 centavo por litro de ágrieOl O 

tracto, mientras que en la tóy anterior N* 313!» se estn- 

blecía un impuesto mayor: el 30 c /<- sobro su valor co- 
mercial. Él art. 3* establece la obligación <Ie los distri- 
buidores o comerciantes de denunciar ante las recep- 
torías de rentas toda existencia de combustible dentro 
de los cinco días de la recepción, presentando a tal 
efecto la faetura origino!, sobre cuya base N hará la 
liquidación del impuesto, el que será abonado dentro 
de los cinco días del mes siguiente a la presentación 
del documento- Lo que demuestra eoncluyontemente 
que rl impuesto K rava J *' eonsunio del artículo con pos- 
terioridad a la entrada, o son, precisamente, cumulo ha 
cesado la circulación territorial y lia comenzado la cir- 
culación económica por 8H confusión con los otros bie- 
nes que forman la riqueza provincial. Trátase, pues, 
de un caso idéntico, del punto de vista constitucional, 

ni resuelto en esta fecha r» re Compañía Snhffl de Elec- 
tricidad contra ta misma demandada por incoustitu- 
eionnlidad de la ley N« 3139. Por olio, danse aquí por 
reproducidos los fundamentos expresados en ella, de- 
mostrativos de la facultad cons'Uueional de la citada 
provincia pnra cobrar, como lo lia hecho, el impuesto 
cstnMeeido «m la ley p 3173. 

II, En cuanto n la inqiu^aoión de contrariar la 
ley nacional X 5 12.139 «le que se hace mérito en la pro- 



testa, cuyo testimonio corre a fs. 4, reproducida en la 
demanda, hasta decir que el ari. 26 de esa ley -estable- 
ce; El impuesto interno nacional a la nafta queda ex- 
cluido* del régünen de distribución de la presente ley. 
Las provincias adheridas mantienen el derecho de 
aplicar gravámenes al petróleo et*. lo que pone de 
manifiesto la sinrazón de aquella. 

Kn su mérito y de acuerdo a lo pedido por el se 

ñor Procurador Oeneral, se reelia7Jí la demanda, eou 
costa*. Hágase saher. repóngase el papel y oporínnn- 
mente archívese. 

HobT.ÜTO 1?KPF.TT€Í — ASTnS'U» 

Sagarna — Li'is Linares — 
B. A. NazAB An< hobrxa — 
P. Ramos. MkjÍa. 



XAC'IOV AUüENTINA v. .JOSE M. DELFIN'!» 

JURISI)H'( "IOX : Principio» ifrncralea. 

Es un principio i|iie BAO* de U forma federal de gobierno 
y de Irx* arts. 104 y 10o de Ih Constitución Nacional, que 
: .iili un juicio ante Ion tribunales de provincia debí* 
ser .-nii-'. . : : ■ -i- ¡ lo y fenecer en la jurisdicción provincial 
salvo los cas"s en míe procede el recurso extraordinario. 

HKCV8S0 OliruSAHlO DE APEIM'IOS': 
Id Sación i-." ¡larlf. 

El recurso ordinario creado por el art, -i de la ley X* 4053 
«Alo sp refiere a los juieios de j 

m 



Hadieadu ante los Iribunaies provinciales en virtud de lo 
dispuesto en lo-s arta. 3284 ine. 4° del Código Civil y 12. 
Ü*1* de la ley R* 48 una ejecución promovida por el Pis- 
1, la sentencia dictada cu la misma no es suscep- 
recurso ordinario de apelación cm. Mecido en el 
art. 3» ine. 2" de la ley N* 4055. 
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DlCTAMBS fíECi I'V.OVVUAVOK GkXEHAI. 

Suprema Corle: 

En la presente t*tt»a el £¡seo Nacional demanda 
por vía eji-enUva a la micosíúii áo Won Joaí Medoro 
Dcirinr» ¡Míi' i °ÍW excepción 

«le inhabilidad rio título* a I» que W I'» '"'«•l» |fl«* c 
por sentencia *lc f«. 53¡ poncailÍMidosc ej recurso or- 

tT'íDfirio de npulneiAii iñtoefHBSSta n Cs. u*l por ©1 Mi- 
nisterio Fiscal. 

El pauto cuestionado bo reduce, en síntesis, h 
decidir si l«s erSUYos que la Nación tiene contra purti 
cnlaros por concepto (lo venta do tierras públicas, pue 
den cobrarse con las mismas prerrogativas qw los 
procedentes .le impuesto* riscales. Mi parte lia sos 
tenido I" solución afirmativa, fundándose en el arl. 
4 Ü (le la Constitución, que equipara ambas fuentes de re- 
cursos, al declarar que Ú Gobierno Federal provee a 
los gasto* de tfl Nació» con una., v otras iiidi*tin*nmcn- 
te. La Cámara de Apelaeiones de 1er. Turno de Co- 
rrientes, resolvió lo contrario por dos votos eontra uno, 
no Obstante la extensa y bien fundada argumentación 
hecha a fs. 56-59 por el miembro disidente. Tic ahí el 
agravio que mi parte desea se repara en esta instancia. 

A m-'i-ito de dichos argumentos, y do todos los de- 
mfla q«c opuso oi Señor Procurador Fiscal, solicito de 
V. E. revoque la sentencia apelada, y ordene se lleve 
«delante la cjeriK-ión, ron i-osta*. Buenos Aires, 
«bvil ó do W40. — ./««» 4*W< : - 
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PAIAO líE M CORTE smtK.\í.\ 

Buenos Aires, diciembre 12 de 1I>4U. 

Y Vistos; KI recurso ordinario do apelación dedu- 
cido por eí Procurador Federal contra la sentencia de 
la Cámara de Apelaciones do Primer Turno de la ciu- 
dad de Corrientes, dictada en el juicio «pudo por el 
Fiscal Nacional contra José Mcdoro Delfino (hoy su 
sucesión). 

Considerando : 

Que el Procurador Federal de Corrientes inició 
juicio ejeCUtiVó, ante el JuzRado Federal de dicha ciu- 
dad, contra José Medoro Delfino, por cobro de pesos 
que esto adeudaba al Fisco de la Nación, juicio ijuc, 
por fallecimiento del demandado, quedó radicado, des- 
pués de llamado autos para senicncia, ante el Juzgado 
de Primera Instancia en lo Civil. 

Que el señor Juez, de Primera Instancia dictó sen- 
tencia haciendo lugar a la excepción de inltnl>ilidad de 
título y rechazando, en consecuencia, la ejecución, sen- 
tencia que fué confirmada por la Cámara de Ablacio- 
nes, y contra esta senicncia el Procurador Federal in- 
terpone recurso ordinario ante esta Corte invocando 
el nxt. 3", inc. 2 o , de la ley gft 4055. 

Que el juicio, no obstante ser fiarte la N'ación, que 

0ú legítimamente radicado ante los tribunales del fuero 
provincial en virtud de lo dispuesto por los urts. .3284, 
inc. 4', del Código Civil y 12, inc. 1» de ln ley N» 43; 
doctrino do la Corle. Fallos: 124, 388j 1;V_>, 88; 180, Í% 
Que es un principio que nace de la forma federal 
de gobierno y do los arta. 104 y 105 de la Constitución 
Nacional, reconocido por otra parte, por el art. 14 de 
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la ley N* 48, que radicado un juicio ante los tribunales 
de provincia debe ser substanciado y fenecer en la ju- 
risdicción provincial, salvo los. casos establecido» por 
«■1 art. 100 de la Constitución Nacional, que autorizan 
el recurso extraordinario lenizado en la citada dispo- 
sición lepa) de In ley N T * 48, para inantoner la suprema- 
cía de la Constitución Nacional y las leyes de la Nación 
a las; que están obligados a conformarse las autoridades 
de provincia —art. 31 de la Constitución Nacional— . 

■Que el recurso ordinario en tercera instancia crea- 
do por el art. > de la ley N' 4055, sólo so refiere a los 
juicios de jurisdicción federal y a las sentencias defi- 
nitivas de las Cámaras Federales de Apelación, como 
resulta de su texto expre«o y de los propósitos de la 
ley que es el de organizar P | Poder Judicial de la Na- 
ción. Lo confirma Ío establecido por el art. 6» de la 
misma ley. 

Por estos fundamentos, oído el «mor Procurador 
General, se declara mal concedido el recurso. Kotifí- 
■ ( uesc y devuélvanse. Repóngase ¿I |mpel. 

Ro BRUTO TÍF.PF.TTO IjI'IS I.INA'K- 

— B. -A. Mazar Anchorena — 

P. Ramos Mejía. 



mm 3QBE oazzolo v. provincia ge m. aires 

HASTOS DF. Jl'&TfCTA, 

Si bien los perflfw deb.ii ¿ustifiear liw guatos realizados 
para cumplir sus larvas, la eircunsiaiiciu do CpW hayan 
omitido hacerlo tt<> ba.sta para admitir In objeción formu- 
lad* contra la cuenta respectiva si aquellos aparecen de- 
sliados en forma tal qup permite considerar BU exis- 
tencia y monto como compatibles con la índole e importancia 
del trabajo «alisado. 



«O FALLOS DE M COIITE SITR&MA 

HOSORA RIOS : fttjjHUcü-u. 

La «lis'-usióii del derfclio cobrar toa ln>m»iari«i>¡ t-uya K* 

fíUllUMÚll K*. !':.!■'. PS í IH'OIK'ilíttblp (M)ll pl p í - . ■>-<<! 1 IH ientO Hll- 
inarisimo est ablet-ido por la Ipv para Fijar el monto de la 

rctrihiición. en cuya oportunidad no 900 admisibles otras 
cuestiones míe la* relacionadas mu esie punte, sin perjui- 
cio «le jii la demandada pueda oponer en mi oportunidad 
las defensas y excepciones <,n« tuviera hi fuer* requerida 
para el paja». 

IIOSORA KKIS : fí^hriiu. 

Bl nulo de reculación de ln>m>rarios kú)o tfeut! fuerza de 
posa jimjrada en cnanto al monto (pao fija y eo>n ese limi- 

lad» alvanee puede aer ñmtfdeiKdo ramo unn .sentencia. 

PALLO DE LA COBTE MTIIKMA 

Buenos Aire», diciembre 13 de 1940. 
Y Vistos: Para resolver el incidente a que se re- 

- 183, 187, 190, 198 y 200. 



Que si bien los peritos cío Imu documentado lo» 
gastos ouyo reintegro solicitan, los lian detallado en 
forma tal que permite considerar su existencia y monto 
CODM» compatibles con la índole e importancia del tru- 
bajo realizado. —Fallos: 187, 696—. 

Que con arreglo a lo dispuesto en los arts. 2 y 7 
de la ley N* 3094, lu reculación de honorarios déla- 
hacerse procediendo brevemente y sin fonna de juicio. 

Que la discusión del derecho n cobrarlos es incon 
ciliablo con el procedimiento suutarísini© establecido 
por la ley; el cual se halla justificado precisamente 
porque no responde a otro objeto que el de fijar el 
monto de tu retribución. Bn esta oportunidad, poe& 
no son admisibles otras cuestiones que las relaciona- 
das con ese punto. 
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deneia de esta Corte Suprema. — FaLlos: ti8, 60; Ramón 
Barrera v, Prov. de San Juan, octubre 23 de 1937. 

Que 11 ello no es ubica la jurisprudencia de! Tri- 
bunal que equipara el pedido de regulación de liononi- 

rios a una verdadera demanda. — Fallos : 108, 303; 111, 
315; 147, 37"» y otros — . Pues ello delie entenderse asi 
en etiant'i el mito refutatorio eausa instancia, tiene 
fuerza de cosa juzgada resiwcto del monto y puede, 
tan sólo con ese limitado alcance, ser considerado como 
una sentencia. 

Que, en (.'.san condiciones, nu se privo a la deman- 
dada de oponer en su o|j«rtimidad las excepciones y 
defensas que tuviese, si fuera requerida para el IWJío. 

<¿ue, por otra parte, esto procedimiento excluye la 
posibilidad de inie las st ones relativas a la proce- 
ciencia del cobro de los honorarios sean decididas sin 
las ventaja* y la*, garantías que para ambas partea re- 
presentan las formas del juicio, de las cuales la ley 
manda prescindir cuando se trata de estableeev el mon 
tí» de aquéllos. 

En su mérito se desestima la oposición formulada 
n fs. 187 y 1ÍH>, sin costas. Regúlense los bonorarios de 
Ion peritas don Julio A. Barrios y don José Katz por 
el Secretario Dr. Ramón T, Méndez. Notifiques* y re- 
poníase el papel. 

Axtosio Saoahna — Luis Lina- 
iífs — B. A. Nazar Ancuo- 
it en a — F. Ramos Mejía. 



KASTIAfiO T. IlAÜAMNI v. V, F. C 0, Ú%% B^TAHd 

RKCÜRSO KXTRA OMlftXA RIO • Cuntió* federal, ( ato*. lajW* 
¡ipt Congmo. 

Procede <■! rwurso extraordinario contra el auto déné- 
«atorio del fuero fodend invittaili. i»»r el r**»lT*ttt*; 
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RECCRSO EXTRAOfírtlW.ARIO: Materia ajena- Comal ¡tociotes 9 

leyes lócale*, l'rorexalea. 

La cuestión referente a >aber r>\ si apelante quedó notifi- 
cado por nnta di' Iji resolución apelada o si debió serlo per- 
sonalmente o iwr cnlala es ajena al roturan extraordinario. 

JURISDICCION : Fuero Federal Por I* materia. CMStitueiém, 
leyes naciomüe* y tratados. 

la ley -V 927, «rt. I«, es iuaplieable a las caiisux en que son 
Ferrocarriles del Bstada respectó de las cuales es 
la jusli-ii. federal. 




Suprema Corte : 

Se discute en e-I presente caso si r-or responde a la 
Justicia de Paz Iletrada de la Capital o u la jurisdic- 
ción federal de la nñjnia Capital el conocimiento de 
una demanda sepelida contra la Administración Gene- 
ral de los Ferrocarriles del Estado por cobro de |K»sOs 
proveniente de Ift destrucción de una encomienda entre- 
gada para su transporte. 

El Juez de Paz ante el que se puso la demanda se 
ha declarado competente invocando el art. I o de la ley 

N 9 0*27; denegando, en consecuciu-ia el fuero federal 
que invocó el ferrocarril. 

Corresponde, pues, la intervención requerida (fa. 
22) de V. R en instancia extraordinaria (art. 14, ley 
48). 

Dp nuoefuo con la doctrina de ta Corto Suprema 
en mi coso similar (180: 378), soy de opinión que las 
disposic iones do la ley X o 927 no aon aplicables al Ñttbr 
judite. Es también ln doctrina del fallo registrado en 
el tomo 143, p:V«i. 29, donde V. K. decidió míe a los 
Ferrocarriles del Estado Ies correspondía el Tuero fe- 
deral "con arreglo al art. 100 de la Constitución Na- 
cional Y ni Bit 2*, ine. 1* do la ley- ntímero 48" Í14G: 
.198 v doctrina del 181: 137). 



tuvo eu cuen- 
ta V. E. para declarar en el caso prime ra monte citado 
—180: 378— la inaplicnWidad de la ley X' 927, por 
tratarse de fuero improrrogable e i rrenunciuble. 

Aplicando, pues, dicha doctrina procedería revo- 
car la sentencia anclada declarando tpie la justicia fe- 
deral debe conocer en la- presente causa, — Buenos Ai- 
res, noviembre 12 de VMt\ — Juan Alvares. 



Y MAM DE IA COltTK HI'l'itKMA 

Buciio-s Aires, diciembre 11 de 1940. 

Y Vistos: Los autos "Baialnni Santiago 3. V. Ad- 
ministración de los l'Vnocanilcrt del tintado, cobro de 
pesos" venidos por él recurso extraordinario deducido 
a fa. 22. 

Considerando : 

Qitfl denegad» el ínero federal invocado por la de- 
mandada, ol recurso oxtraon lina rio es prow lente, con- 
forme a la reiterada jurisprudencia de esta C6rt« 
Suprema. 

Que la cuestión plantoadu a f*. '27 por ol actor, re 
ferente a saber sí la parte recurrente quedó notificada 
por nota ile la resolución apelada o si debía surlo per- 
sonalmente o por cédula — cóinó parece haberlo enten- 
dido el aeaor -Tucz u-t¡ii<> pues* concedió el recurso inter- 
puesto — es ajena a ln jurisdicción de esta Corte por 
(pie se refiere a un punto de naturaleza procesal regido 
por leyes locales. —Folios; 131, «W— - 

Que el precepto del art. 1* de la ley X* JE? fia iunplj 
cable al presento easo, en que el fuero federal corres 

ponde por razón de la materia, con arreglo a lo dispuesto 
en el nrt. 100 de la Constitución Nacional y en eí art. 
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J* inv. V de la ley X o 48 y a la jurisprudencia do esta 
Corto Suprema. —Palios : 1+3, 29; 146, 398; 180, 37&— . 

Por olio y de acuerdo con lo dictaminado por el 
señor Procurador General si' revoca la sentencia ape- 
lada, en lo que ha sido materia del recurso y se declara 
«pie la presento causa es de la competencia de la justi- 
cia federal. Notif ín.uese, repóngase el papel y devuél- 
vanse. 

AxToxm ¡Sao a » na — Li*w Lina- 
«es — F. Ramos MejU. 



jííSB viro v. mixicipauda» de r*Á vivn.\n diz 

Bl'ENOS AIRES 



HBCÜttSfí KXrHAORnfXArnO: Urtrriv «>■»,.. Vo**IÍI*CÍÍ* i, 
iriiri toonV* Jmposilirae. 

La resoSución d* !a cue-stión referente a ln l'ai-ultad de la 
Municipalidad para establecer tusas o impuestos, depende 
de la interpretación de leyes ele urden local que la Corte 
Suprema no puede revisar por la vía del recurso extraor- 
dinario mientra» n» se alegue (pie se hallan en con fl icio 
con la Constitución y las leyes nacionales. 

BSCUBSO KXTfíAOfíDIKAMO: Materia «jmui. CHtsliónu d» be- 
rta s prieha. 

Xo procede el recurso exti-aurdinan» fundado en el carác- 
ter confisca torio del impuesto impugnado por el recu- 
rrente, contrn la sentencia que recBASá csh objeción por 
falta <Ie prueba al respecto. 

RKCVRXO BXt fíAORDf XABtO : Citeníám ferleral. Vaso». Coa* 

tiln(~ión XaeiGHtil. 

Procede el recurso extraordinario fundado cu que el im- 
puesto impugnado es violato-rio de la igualdad establecida 
en el art. llí de la Constitución Nacional. 

/.Vi't'ESTOS: ¿taultarff* imptxüiiát. 

\.a duplicidad ojue resulta del cjeivi.ni de facultades im- 
jhisitivas diferentes no limitadas^ por disposición constitu- 
cional alguna no causa la invalidez del impuesto. 
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DERECHOS Y VARAXTIAS COXSriTUCIOXAhES: hnaldad. 
IMI'V ESTOS: Igualdad. 

IjS igualdad en materia impositiva t$ uuinplp cuando cu 
condiciones análogas re imponen gravámenes ¡guales a los 
contribuyente*. 

VSSeORÚS Y GARANTIAS COSSTITVCIOXAUiS: I-jualdaJ. 
IMPUESTOS: Igualdad. 

\a igualdad establecida en la Constitución Nacional como 
bl&fi del impuesto no Úttpiíle la formación do <atefforías 
«OH tasas diversas, siempre que no se liana» distribui'iones 
o distinciones arbitrarias y las clasificaciones «le los bienes 
U de las penwnw afectadas reposen sobre una base ra- 
ra») n ble. 

COWVTITUCIOX XAt'IOXAi: JvíVi>í«« ■¡fH.-ruU: c*i, tratar júr 
'I Poder Jitifitial. 

IMPUESTOS: Principios generala. 

El PodCr ■Indicia! no tiene facultades para invalidar los 
gravámenes eu razón de su ín justicia o iut-onveuieiu-ia, del 
exceso de su monto o de las formas de percepción, mien- 
tras de ellos no resulte una violación de las disposiciones 
constitucionales, 

CO.VST1TUCJOX XACIOA'AL; Contilunumalidnd e imaHutUueio- 
aalidad. Ordenanzas Sfumcipalen. 

1.a patente a los cabarets, «obrada- con arreglo a lo dispuesto 
en la ordeiianu de la Municipalidad de Ja ciudad de 
BucitoH Aires para el año 1932 no es velatorio ile los arta. 
16 v 17 de la Constitución Nacional. 



Suprema Corte: 

So discute en ustos autos »Í es vioJalorio de la 

Constitución Xacional un impuesto do patento a los 
tobareis, percibido por la Municipalidad de la Capital ; 
y bfihiendo sido negativa la solución dada al punto por 
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la Cámara Civil segunda (fs. 108), el actor trac con 
tra dicho fallo un recurso extraordinario. Lo funda en 
que: 

a) díeho impuesto no figura entré los ijue la ley 
orgánica municipal autoriza a cobrar; 

b) aunque así no fuera, resulturía ineonstilucio 
nal por significar una superposición, supuesto que exis- 
te otro gravamen nacional por él mismo concepto, y ilc 

él recibe cierto porcentaje la Municipalidad; 

e) también resultaría inconstitucional por su 
monto confíseatorio, y por romper la norma de igual- 
dnd, en cuanto no se lo exige a oíros establecimientos 
de diversión, situados dentro del perímetro urbano. 

Descartada la cuestión de si no hizo falta protegía 
previa — acerca de lo rual media consentimiento de 
partes— cabe advertir desde luego quo el primer »r- 
guíñenlo no puede ser revisarlo por esta Corle, pues 
pe refiere a la interpretación de textos de la ley or¡gá- 
niea municipal. 

Respecto del segundo, y manteniendo opiniones rpie 
he sustentado en dictámenes anteriores, pienso que tan- 
to el Sr. .luez a quo como la Cámara, están en lo cierto 

al conceptuar que la superposición de impuestos no 
constituye por sí sola violación d» garantías constitu- 
cionales, ni extralimilueióii de las fa'Miltades del Con- 
greso. V. K. aplicó la misma doctrina múltiple* veces. 

Kn cuanto a la cuantía del gravamen,, invocada 
como cansa do inconstitucionalidad, ni hay prueba de 
que resultara confíseatorio, ni caso de haberla, podría 
V. E. rever el criterio con que ella fué aprmndu por 
el tribuna! de segunda instancia. I*ns cuestiones de hc- 
elio escapan al recurso extraordinario. 

í'or fin, no encuentro exista la presunta desigual- 
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dad, siendo convincentea para demostrarlo, las razones 
que se dan en la sentencia apelada. 

Correspondería, pues, confirmarla, en cnanto pudo 
ser materia de recurso- — Buenos Airea, abril 11 de 
1*40. — Juan Alvaree. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, diciembre 13 de 1940. 

Y Vistos: El recurso estraordiuario deducido por 
Emilio I* Vigliani, como cesionario de José Vivo, con- 
tra la sentencia de la Exma. Cámara 2* de Apelación 
en lo Civil de la Capital dictada en el juicio seguido 
por el codéate contra la Municipalidad de la Capital, 
sobre devolución de sumas de dinero. 

Considerando: 

Que el actor demandó a la Municipalidad de la 
Capital por devolución de impuestos municipales que 
le habían sido cobrados en concepto de patente de 
"Cabarets", sosteniendo que el impuesto no es de los 
comprendidos en la lev N* 4058, que es contrario a la 
Constitución Nacional por tratarse de una doble im- 
posición, ya que el Gobierno de la Nación cobra tam- 
bién una patente por igual concepto, y qt» es coníifl- 
c&torio, y rechazadas bus prctenmones en ambas ins- 
tancias interpone el recurso extraordinario autorizado 
por el art. 14 de la ley N» 48. 

Que la facultad de la Municipalidad de la Capital 
para el establecimiento de tasas o impuestos es una 
cuestión cuya resolución depende de la interpretación 
de las ordenanzas impositívaa y de las leyes orgánicas 
de la Municipalidad, cuestiones que esta Corte no pue- 
de revisar por vía del recurso extraordinario, mientras 
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no se niegue que ellas están en conflicto con la Cons- 
titución Nacional o leyes nacionales. —Fallos: T. 18.1, 
pág. 2G4: T. 185, pág. 12—. 

Que el cometer confisealorio del impuesto toa sido 
rechazado por falta de prueba y no poderse apreciar 
el producido del negocio — sentencia apelada — , cuestio- 
nes de hecho y prueba suficientes paro resolver el caso, 
irrevisibles por la Corte y que hacen improcedeute el 
recurso extraordinario. — Fallos: T. 184, pág; 127 y los 
allí citados—. 

Que eu cuanto a la dolile imposición que se invoca 
como generadora de unu desigualdad cu el impuesto, 
que no grava otros establecimientos de diversión, fun- 
damento que hace procedente la concesión del recurso, 
cabe decir que esta Corto lia estudiado reiteradamente 
el alcance de la igualdad como base del impuesto y las 
cargas públicas establecida por el art. 16' de la Consti- 
tución Nacional y llegado a las siguientes conclusiones : 
ii) la duplicidad que resulta del ejercicio de facultades 
impositivas diferentes no limitadas por disposición, 
constitucional alguna, no es causa de invalidez del im- 
puesto. —Fallos: T. 185, pág. 209 y los allí citados—; 
b) la igualdad en materia impositiva se cumple cuando 
en condiciones análogas so imponen gravámenes igua- 
les a los contribuyentes. —Pallo*: T. 184, pág. 592 y 
loa allí citados — i c) la igualdad establecida eu la 
Constitución Nacional como base del impuesto, no im- 
pide !a formación de categorías con tasas diversas, 
siempre que no se hagan distribuciones o distincioues 
arbitrarias y las clasificaciones de los bienes o de las 
personas afectadas reposen sobre una baso razonable. 
—Fallos: T. 180, pág. 39; % 185, pág. 12—; d) el Po- 
der Judicial no tiene facultades para invalidar los gra- 
vámenes en razón de su injusticia o inconveniencia, del 
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o de- la» formas do percepción, mien- 
tras de elida no resulto una violaetón de las disposicio- 
nes constitucionales. —Fallos: T. 181, pág. '¿04—. 

Que esta doctrina resulta de estricta aplicación ai 
caso do autos y detrrmi na el recluí 7.0 ele la» pretcnsiones 
de] recurrente, pues aparecen todos los 'Cabarets" 
sometidos al mismo gravamen y su clasificación distin- 
ta con relación a otros establecimientos do diversión 
es razonable y tiene suficiente fundamento en la dis- 
linta naturaleza de los mismos, 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo 
dictaminado por el Sr. Procurador General de la Xa- 
hóií, se confirma la sentencia de fs. 113 en CMOto ta 
podido ser materia del recurso. Xotifíquose y devuél- 
vase debiendo ser repuesto «*1 sellado en el tribunal 

Astonio Sacakna — Litis Lina- 
res — B. A. Nazar Ancho- 
kesa — K. Hamos Me.iu. 



PARIA SfIZO AROEXTIXA DE ELECTRICIDAD 
v. PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO 




propiedad. 

Hibitndtf* Bardado a la ennipaflía eoiu-esionnria, en el 
contrato respectivo, la exención de todo impuesto provin- 
cial o municipal durante im cierto terminó, no puede el 
Piuco revocar esc privilegio id siquiera parcialmente, sin 
violar la propiedad de la empresa. 

JMPCESTOS: Facultades impolíticas. 
J'KOVIMIA.S; Facultades impo*ititaa. 

La circunstancia de que una mercadería no se produzca en 
la Provincia, no impide a feto establecer ta impuestos que 



crea convenientes una vez que aquélla haya sido incorpora- 
da a ta riqueza local ; «do es, cuando lia entrado en la eír- 
rulacióu económica provincial. 



Dictamen 1>eL Pnnci'kADo-ft 



FA caso actual corresponde u la jurisdicción oriyi- 
naria do V. EL por tratarse de demanda entablada por 
un vecino da lu Capital Federal OODtra la Provincia 
de Santiago del Estero-, y haberse puesto además en 
tela de juicio la constiUicionalidart de «na ley local. 

La Compañía Suizo-Argentina de Ktcctfícuiad es 
titular di' una concesión para producir y vender ener- 
gía eléctrica en Añatuya, habiéndose establecido en ese 
convenio qi" 1 durante treinta años, "la usina, máquinas, 
muebles c inmuebles afectador,- a Ja explotación de la 

misma" quedarían exentos de todo impuesto municipal 
o fiscal. No obstante haber aprobado la Provincia, por 
ley, tal exoneración, se cobró a la Sociedad referida 
un impuesto sobre la nafta (leyes Nos. 1381, art. 6, inc. 
e) ; 1382, art. 28, ine. d) ; y es el reclamo sobre devolu- 
ción de lo pagado por tal concepto, lo imo ahora motiva 
esto litigio. 

Salvo variantes de detalle que no afectan al fondo, 
el problema jurídico materia del debate coincide con lo 
resuelto por V. K, en 177; .106, y correspondería apli- 
carle la doctrina allí enunciada. "Resulta inadmisible 
que la exoneración se redujese tan sólo a los impuestos 
que pudieran crearse exclusivamente para gravar a la 
Compañía, según lo ha pretendido la parte demandada. 

Kl argumento hecho valer también por la actorn, 
de que üó proel neiéndnse nafta en la Provincia (le 

»» equi 
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valdría a la creación de una aduana interior, me parece 
inconsistente; pero atento lo que acabo do expresar, tal 
circunstancia no afectará al fallo. 

En su mérito, y siempre que la prueba rendida 
sobre la» cuestiones de hecho lo haga procedente, con- 
sidero debe hacerse lugar a la demanda. — Buenos 
Airea, diciembre I o de 1939. — Juan Alvaro 

PALLO DE l.\ l'ORTE Sl'J'ltKAU 

Buenos Aires, diciembre 16 de 1940. 

Y Vistos: I** seguidos por In Cía. Suizo Argentina 
de Electricidad contra la Provincia de Santiago del 
Estero, de los «me resulta: 

A fs. 51 so presenta don Aurelio C t'uguoli, pol- 
la citada compañía promoviendo dunianda, contra la 

Provincia de Santiago del Estero por devolución de ltt 
.suma de un mil trescientos Ircce pesos con setenta y 
seis centavos moneda nacional, a cuya suma, más sus 
intereses y costas, pide se condene a la demandada. 
Dice que la cosnpuñía es una sociedad uiióniiuu urgen- 
lina autorizada por decreto de 29 de febrero de Ifl-8, 
con domicilio legal y real en c S tn capital, y quo tiene 
por objeto principal producir, distribuir y vender ener- 
gía cléetriea cu la República Argentina. Es titular de 
una concesión para la producción de energía eléctrica 
en Afín tuya, que fue otorgada por la .vi uuieipaüdad de 
Añatuya con aprobación del gobierno de la provincia 
al señor Auguido Znvalctn en 13 de noviembre de 1923, 
ipñen la transfirió a los señores Rosso y Pieot linos, 
el 1* de febrero de 1924, y ¿stos la transfirieron a su 
mandante; transferencia que fué autorizada por de- 
creto del P- K- de la provincia de f celia 17 de agosto de 
1!>2R K\ art. 15 de dicha concesión estahlcce: *'La du 
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ración de este contrato será de .'ÍO años u contar desdi.' 
el día en que se firmo esto contrato. Durante la vigen- 
cia del mismo las propiedades, la usina, máquinas, 
muebles e inmuebles afectados a la explotación de la 
misma, quedarán exentos do todo impuesto municipal 
o fiscal y la Municipalidad no otorgará por sí ni con 
anuencia de los poderes públicos permiso alguno par» 
la instalación de empresa» similares en ln ciudad do 
Añntuya". 

El 22 de junto de 103G el P. E. promulgó la ley N* 
en la que se autoriza I» emisión de títulos d<> 
bonos de pavintcntucióii, y para su servicio se erea un 
impuesto de do-s centavos por litro de kerosene y dos 
centavos por litro de aceite combustible que se con- 
suma en la provincia. El P. E. lia reglamentado esta 
ley por decreto de 14 de junio de 1936, estableciendo 
la forma en que so abonará. La compañía que repre- 
senta consume en sus mo-tores de la fábrica eléctrica 
de Añatuya fuel-oil u otros derivados de petróleo erado 
y en virtud del impuesto tendría que abonar un gra 
vamen que alcanza a $ 20 cada mil kilos, que aumenta 
el costo del combustible en un 50 % 

La compañía ha reclamado ante el Gobienr© de la 
Provincia del eobro de esto gravamen, sosteniendo en 
p -¡raer término que es violatorio de la cláusula de su 
concesión que ba transcripto, pues cu virtud de «Ha 
está exenta de todo impuesto sobre sus bienes muebles 
e* inmuebles, entre los cuales del» comprenderse el 
combustible que emplea para su explotación. Así se 
desprende de ta letra y del espíritu de la concesión 
misma, puesto que las tarifas han sido calculadas sobre 
la base de esa exención de impuestos y principalmente 
del costo calculado del combustible que resulta aumen- 
tado, casi en un 50 ^f>, a causa del impuesto mencionudo. 



También lia -sostenido y sostiene que el tin piiff*t« es 
inconstitucional, pues, con apariencia de crear un im- 
puesto interno, la provincia lia establecido en realidad 
un verdadero impuesto de aduana a una mercadería 
que la provincia no produce, ron el proiJÓsito de prote- 
ger la explotación inmciliíita di' sus bosques. Funda la 

inroiiRtitiieioualiilad en que; se trata de un gravamen 
(pie crea una aduana interior para un producto, ya sea 
importado, cuya circulación en lihrc e» la República 
después de haber pagado los derocbos de uduana co- 
rrespondientes, y (pie es también libre si es producido 

en la República. Dice que asta Corte ha entendido que 
la imposición de grávamenos sobro artículos «pjc no se 
producen en una provincia y que se producen en otras, 
constituyen verdaderos impuestos de aduana que- a tí- 
tulo (te represalia podrían provocar en los oíros Ksla- 
dos la creación de gravámenes análogos, desencade- 
nando así una guerra económica entre las provincias. 
CSta varios fallos en apoyo de su demanda y los arts. 
!J, 10, 11 y 12 do la Constitución Nacional. 

Corrido traslado a fs. 54 vtn. lo contesta el Dr. 
Carlos Tulio Martilotti, por la provincia demandada, 
pidiendo el rechazo de la demanda, con costas, soste- 
niendo que la nctora persigue la devolución de impues- 
tos pagados, por una errónea interpretación del espíri- 
tu del contrato de concesión invocado y de la letra del 

nrt, 15, pues no puedo aceptarse la extensión de Jas 
liberalidades —de interpretación restrictiva por su 

carácter excepcional—-. Diw que la franquicia que uní- 
para y beneficia la industria eléctrico explotada por la 
actora, se refiere exclusivamente a los gravámenes 
fiscales o comunales (pie pudieran tener carácter de 
particular a la industria ojnc se deseaba fomentar o u 
sus congéneres, pero de ninguna manera esa liberación 
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alcanza a los impuesto» o tasas que con carácter de 
general fueran eslabiccidos para toilas las personas de 
existencia posible o visible radicadas en la provincia, 
romo es el impuesto impugnado- tista interpretación 
restrictiva tiene su apoyo también en la finalidad dada 
por la ley .V 1381 al importe del sravutuen, la cual es 

de beneficio general, del que no están excluido» los inte- 
reses de la aetora, pues a ésta no puede serle indife- 
rente la pavimentación de la ciudad de Aüatuya. finali- 
dad perseguida por la ley objetada. Con su pretensión, 
|p aetora quiero que se le reconozca un privilegio inu- 
sitado a su industria, que no necesita para subsistir 
f-onvemcntei neute y basta con holgura, y que sería 
irritante, fuera del propósito del contrato invocado, y 
ile las facultades del poder que fo suscribió. El deseo 
de fomentar industrias no puede llegar a consograr 
privilegios <le tal manera excepcionales que ereen a 
*Us Iteuef ¡ciados una situación do indiferencia ante las 
alternativas de la vida que los circunda. El argumento 
teche por la aetora, de que se lia tenido presente la 
ausencia de todo gravamen para fijar la tarifa, resulta 
exagerado, pues la que rijrc en Afmtuya es tan onerosa 
como la vigente en tantos oíros municipios del interior 
<lel país, oncrosidad que provoca frecuentes manifestar 
ciones de protesta en contra de las compañías que 
explotan concesiones similares a la que tiene la aetora 
en zVñatuya. 

En lo qUq boee a la incoiistitiicionalidad alegada 

dice -que el caso es más simple debido a los reiterados 
pronunciamientos de esta Corte aplicables al caso de 
autos. Bl impuesto objetado recae sobro un producto 
que Sautiago no produce (fuel-oil) pero gravita soW 
un artículo consumido en el interior del territorio pro- 
vincial. En eoii.secueneia. el transito de la mercadería 
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por el territorio, la "circulación territorial", no estaría 
afectada por él. Cita el fallo del T. 175, jmg. 194 según 
el cual las prohibiciones de los arts. 9 a 12 de la 
i'oiUítituciÓM no rigen para la llamada ''circulación 
económica", comn es el caso de autos. 

A fa. '¡9 vía. se a ore la causa a prueba ; a f& IOS 
«■orre el certificado de Secretaría sobre la prueba pro- 
ducida; a Tu. 10.") y 113 corren los alegatos de actora 
y demandada respectivamente; a fs. 118 dictamina el 
señor Procurador General y a fs. 118 vta. se llama 
.-tutos para definitiva. 

Considerando : 

1' Que la demandada no lia desconocido lúnguw» 
fie los hechos ei. ara se funda tu demanda. Su defensa 
se limita a desconocer el derecho de la actora fuudndo 
en la exención de gravámenes contenida en el art. 15 
de la concesión transcripta en la demanda, y en la 
facultad que la Constitución Nacional acuerda a las 
provincias para gravar a los artículos o mercaderías 
que, introducidos de otrn provincia, sean consumidos 
••11 ellas. 

2* Que el derecho de la actora a la exención de 
"todo impuesto municipal o fiscal" hasta el 31 de no- 
viembre de 1935 surge nílido de los propios términos 
del art. 15 de la coneesióu transcripto en la demanda. 
Ks inadmisible que la demandada pretenda, ahora ante 

\n claridad de los vocablos empleados, que caos expre- 
sen otra cosa o ojuc so espíritu sea otro que el que 
»mrge patente del lenguaje en que se lia exteriorizado. 
También lo es la distinción que lince la demandada 
■•ntre impuestos de carácter particular y de carácter 
general ; pues la generalidad del impuesto y su unifor- 
midad — adema* de ni monto, no eonfisai toreo-- son 
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las bases que sustentan su couBÜtucioualidad, de acuer- 
do a la interpretación de los arts. 16 y 17 de la Cons- 
titución hecha de antiguo por esta Corte. 

3° La finalidad de la ley, invocada por lu defensa, 
que crea el gravamen demostrada é*ta por su deslino 
a la pavimentación de la Ciudad de Añatuya, nada 
tiene que hacer íú que ver con la imposición que se 
cobra a la actora que, como antes se dice, se llalla 
exenta «le lodo impuesto en virtud de la concesión. 
Acordado el privilegio por el término de treinta aiW, 
no puede revocarlo jior sí In demandada, desde que ello 
implicaría violar la propiedad de la actora, sin senten- 
cia fundada en ley. Si existiera alguna razón de utili- 
dad pública para desapropiar a la concesionaria, ella, 
deberá ser calificada por ley e indemnizada previamen- 
te. Pero no puede la demandada menoscabar arbitraria 
tuente el derecho de propiedad que implica el privilegio 
concedido. Si éste no fué necesario entonces para ase- 
gurar el servicio público de alumbrado, o si fué exce- 
sivo, no debió concedérselo. Pero concedido, como pe 
llalla, y por un término de treinta años, él debe ser 
respetado. 

4» La circunstancia invocada por la demandada 
de que la tarifa vigente en Añatuya, lo mismo que en 
otros municipios del interior, es tan onerosa que pro- 
voca frecuentes manifestaciones de protesta, es un 
argumento que no puede hacer en su favor la autoridad 
concedente, pues ésta ea la única responsable de que 
tales manifestaciones se produzcan, precisamente, por 
naber autorizado tales tarifas. 

Be ser exacto que la tarifa autorizada sea excesiva, 
también lo sería que ella no dejaría de serlo para con- 
vertirse en "justa y razonable" — como debe ser toda 
tarifa do nn servicio público— por la circunstancia do 




qne el Fisco cobre a la concesionaria un impuesto des- 
tinado a la pavimentación de Añatuya. Es obvio que 
éste nada tiene que» hacer t-on la tarifa de alumbrado, 
y que en nada livia a! público que elche soportaría- 
is Rii cnanto o la ¡nconstltucionalídad del impues- 
to que Be la futida en el lieelw de que In Provincia de 
Santiago del Estero grava una mercadería que no pro- 
duce, cuya circulación es libre, son de aplicación ton 

fumliimpnios expresados en la cansa seguida i»or 1» 

misma parlo actora coulrn la Provincia tle Pin tro Ríos, 
fallada el nueve del rorirentc mes. que SC dan aquí por 

reproducidos. 

Bh *o mérito y de acuerdo « lo dictaminado i«>r el 
.señor Procurador (¡eneral, se condena a ta Proviucúi 
de Santiago del EaterO a devolver a la adora —dentro 
de diez días— la suma de un mil trescientos trece pesos 
con setenta centavos moneda nacional con sus intereses 
desde In interpelación judicial, y a pagar la» costas 
del .inicio. 

Hágase Babor, repóngase el papel y oportunamente 
archívese e] expediente. 

Antonio Sauakxa — Luis Lina- 
res — B. A. ¡Cazar Akoho- 

rbha — F. Ramos ÜríU, 



CIA. PRIMITIVA DE CAS v. MUNICIPALIDAD DE LA 
CIPDAD DE BUENOS AIRES 

RBCaSSQ KXTfiáOfíDtfl ARIQ ; C«f*lW» Oportunidad 
de plantearla. 

La cuntió» federal W del recurra extraordinario debe 
plantean* en los escritos que estableen los términos de. \* 
litú y fiólo por excepción y eau^a justifieida puede plan- 
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RECURSO F.XTfíAORJiiSARIt): Cuestión federal. OportunM 
áe plantearla. 

Cuando la cuestión federal no lia sido planteada al tratarse 
la Mis conttstath porque no hubo oportunidad de hacerlo 
entonces, procede el recurso extraordinario ai se planteó 
en el alégalo, de modo que los jueces do primera y de 
segunda instancia pudieran examinarla y resolverla. ' 

RECURSO ^EXTRAORDISARW: Cueitión federal. Oportunidad 

La cuestión federal puede? plantearse en el escrito- de ex- 
presión de agravios cuando no haya podido traerse a 
juicio en la oportunidad debida para que sea materia 
del mismo. 

RECURSO EXTRA ORDIXARW : Cwtióm federal. Oportunidad 
de> plantearla. 

La euestióu federal puede plantearse después de la sen- 
tencia definitiva ai la cuestión ha surgido con motivo de 
la misma. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: IJuestúm frdrral. OportnmAad 
do plantearía. 

No procede ¿1 recurso extraordinario fundado en una cues- 
tión federal <|iie aun cuando no pudo ser planteada por el 
recu-rente en la demanda, lo fui por vez primera en la 
expresión de agravios presentada ante el tribunal de se- 
gunda instancia i|ue no se pronunció sobre aquélla, pues 
en tal cas<> debe u>resiiniirse que no lo ha heeho por i-onsi- 
derar que ta cuestión f.,.*> -x temporánea,., ente plautea.la. 

Dictamen peí. Proci-hadou Oenrr.u. 



Las onteoaHraa de impuestos de la Municipal ¡dad 
di? Buenos Aires, vk-nen desde años afras estableciendo 
reiteradamente que si sobre algún terreno se efectua- 
ron nueva» COnafrueoíoBM, son» nuevamente avaluada 
la finca, a objeto de exigirle con arreglo a la escala 
correspondiente, el impuesto de adumbrado, barrido y 
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limpieza. Vigentes «sata di aposiciones, la Compañía 
Primitiva do Gas efectuó en terrenos de su propiedad, 
ciertas construcciones que elevaban su valor; pero el 
hecho pasó inadvertido por entonces, y el impuesto con- 
tinuó siendo pagado sobre la baso del avalúo anterior. 
.Apercibida, al fin, la Municipalidad, exigió se le abo- 
nara.» las diferencias, a contar de la lecha en (pie debiú 

efectuarse p1 nuevo avalúo. Tal oh el origen de este liti- 
gio. La Compañía Primitiva de (¡as, previo papo de lo 
que se cobraba, dedujo acción de repetición, sosteniendo) 

cjue por el hecho do haberle dado antes reeilws la Munici- 
palidad, sin salvedad alguna, quedó cancelada definiti- 
vamente la obligación. Deseatimadas sus pretensiones 
en primera y segunda instar ¡a (fa. 170 y 201), trae 
ahora un recurso extraordinario ante V. E, sosteniendo 
que ese cobro importa dar fuer? relroaetiva a orde- 
nanzas de impuestos, y atenta contra derechos defini- 
tivamente adquiridos. 

Por lo que respecta a la procedencia del recurat, 
cúmpleme expresar que la cuestión federa] fué plauteadu 
en la expresión de agravios de fs. 1!>7, y no antes, de 
suerte que el señor Juez a quo no pudú pi anunciarse 
Robre ella; y en cuanto al fallo de la Cámara €ivil 2*. 
reeliaza la acción porque no se trata de dar fuerza re- 
troactiva a una nueva ordenanza, ni de modificar una 
ordenanza anterior, sino simplemente de hacer cumplir 
la única vigente al tiempo de producirse los hechos, 
cumplimiento que pudo exigir la Municipalidad, desde 
que no se bahía operado la prescripción. Ambas mate- 
rias o lo son de derecho común, o se refieren a la inter- 
pretación y aplicación de ordenanzas locales, llevadas 
a cabo por un tribuna] también local- No importa poner 
en tela de juicio la inconfltitneionalidad de dichas orde- 
nanzas, sino ni interpretación. 
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Para el caso de que no obstante tal circunstancia, 
decidiese V. K. entrar al fondo del asuuto, liaré uolar 
que, a mi juicio, el recurrente no tiene razón. No es que 
la Munieiiwilídad dictase nueva ordenanza ¡mra cobrar, 
i!OD efecto retroactivo, más de lo que exigió en una or- 
denanza anterior: se trata, simplemente, de <|tic la Com- 
pañía Primitiva de Gas pide a la justicia la autorice a 
violar esa ordenanza anterior, para pagar menos de lo 
que ella exigía, simplemente porque se le ni a ruaron por 
error recibos que no so ujustaban a io realmente adeu- 
dado. El recibo sólo prueba que la Compañía Primitiva 
de Gas pagó determinada suma : si eso era o no lo legal, 
ea cosa que no puede resultar del recibo sino de la dis- 
posición impositiva cor respondiente, de tal suerte que 
níngnn atropello cometió la Municipalidad exigiendo 
se le pagara lo justo. Declarado por la Cámara Civil 
Segunda en su fallo, qcie tos derechos de la Municipa- 
lidad para hacer cumplir la ordenanza de impuestos no 
caducaron por proscripción, parece claro que aquí lio 
media ni retroaettvidad ni inconstitneionalidad. Kl cu«o 
•ulta distinto, entonces, del que contempló V. K. en 

m i6. 

Opino por ello, que aun en lu hipótesis de que la 
Corte admitiera el recurso, éste no podría prosperar. 
— Buenos Aires, jnnio 14 de 1ÍÍ40. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Bncnos Aires, diciembre 16 de 1940. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido pai- 
la Compartía Pri mitiva de Gas de Buenos Aires Ltda. 
contra la sentencia de la Exema. Cámara 2* de Apela- 
ciones en lo Civil, dictada en el juicio que sigue la re- 
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cúrrente contra )« Municipalidad de lu ciudad de Bue- 
nos Aires por repetición de pago. 

Considerando ¡ 

Que la recurrente inició juicio contra la Municipa- 
lidad de la Capital por repetición de sumas abonada» 
indebidamente en concepto de impuesto do alumbrado, 
barrido y linipicxa, y contra la sentencia de acgumia 
instancia, Confirmatoria de la de primera que rechazó 
la acción, interpone reenrso extraordinario invocando 
el art. 14, ine. .'i* de la ley K» 48, fundado en la viola- 
ción del art. 17 de la Constitución Nacional. 

Que el art. 14, ine. li" invocado, exige, entre otras 
condiciones, que la inteligencia de Ja cláusula constitu- 
cional cuestionada haya sido materia del litigio y esta 
Corte lia establecido en su aplicación lo.s siguientes prin- 
cipios : a) La cuestión federal base del recurso extraor- 
dinario dr>be plantearse en los escritos que rslnhleeen 
loa términos de la filis y sólo por excepción y causa 
.justificada puede plantearle después; b) cuando no 
se haya planteado la cuestión federal al trabar.se la M 
riwtviítatio, porque no IiuIki oportunidud de liacerlo en- 
tonces, procede el recurso extraordinario sí se planteó 
en el alegato de bien probado, de modo que los jueces 
de primera y segunda instancia pudieran examinarla 
y resolverla; e) la cuestión federal puede plantearse en 
el escrito respectivo de expresión de agravios, cuando 
dicha euestióu no haya podido traerse a juicio en la 
oportunidad debida para que sea materia del mismo; 
d> puede plantearse después d# la sentencia definitiva 
si la cuestión ha surgido con motivo de Ja misma. ( Conf., 
Fallos: 153, 319; 175, 262; 176, 301; 177, 202; 179, 5; 
184, 390 y 580; 185, 208). 

Que en couaecueucía, el recurso extraordinario ha 
sido mal concedido en este caso. Ln cuestión eonstitu- 



FA1A0S DF. LA CORTE BDTBKHi 



cionnl, en la forma planteada, surgía del cobro mismo 
de las sumas reclamadas, era anterior a la iniciación 
del juicio y, sin embargo, e! ador recién la plantea en 
la expresión do agravios de fa. 187, La litis quedó tra- 
bada sobre la ilegitimidad del cobro con relación a las 
ordenanzas municipales y" a las disposiciones del Có- 
digo Civil invocadas |>or el actor y así fué resuelta en 
primera instancia. I,a Cámara de Apelaciones confir- 
mó lu sentencia fundada en razones do igual naturaleza 
y guardó silencio sobre la, cuestión constitucional tar- 
díamente planteada. Cabe suponer que lo hizo por con- 
siderar que había sido invocada extemporáneamente, 
tanto más ante lo dispuesto por el art. 267 del Código 
de Procedimiento» eu materia Civil y Comercial paro 
la Capital. 

Por estos fundamentos y lo dictaminado por el se- 
ñor Procurador (leñera! de la Nación, se declara mal 
concedido el recurso. 

Molifiqúese y devuélvanse, debiendo hacerse la re 
posición del papel en el tribunal de origen. 

Antonio Saoarna — Litis Lina 
ur8 — B. A, N'azab AtroHO- 

kena - P. Ramos Mbjía. 



JOSE FERNANDEZ NOGUEIKA v. YACIMIENTOS 
PETROLIFEROS FISCAU58 

ffiCUSSO EXTÍÍAOnn/XARlOi Umiám ftíüm Oportunidad 

Ln oportunidad cu »|»p haya sido inlrodwida la cuestión 
federal en el plehn es indiferente, a los efectos w w 
prm-edencia del recurso exlraordinario, t-uando el superior 
tribunal local la ha examinado y resucito. 
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RECURSO EXTRAORMXAÜIO: Cn*st'v,n federal Oportunidad 
de plantearla. 

lín principio, la eiiestión redera! debe ser planteada en 1í»s 
estrilos que establei-cn la> bases de la lili* contcslatiu, 

RECURSO EX TitA ORIfíXA RIO : Vurttiin federal. Oportunidad 
de plantearla. 

ElCépeionalHEBlí y por crtüfca jiutlifii-juln la rucstión fe- 
deral puede mp planteada denpijés de la üíia CWrfMfittt». 

KRCURSÓ EXTRAORIUVARIO : (WAT* OjerfmMarf 
de phiHtfiieUi. 

La declaración expresa del tribunal apelad» en el sentido 
de que la Cjuestio» federal ha sido intrn«lu<-i« la fuera de la 
oportu nidad eatableeida en la ley piwesal respectiva es 
irrovisible por la Corte Suprema no habiendo motivos para 

Kuponpr que tal decisión obedeza a un propósito evasivo 

para frustrar el derecho foderwl sustentado por el re>*n- 
rrente, y bastaría para determinar la improi*e<leneia del 
rcrurso, 

RECURSO EXTRAORIJIXA RIO : fmestMH Metal. Oporlvmdad 
a"e plantearla. 

•Si la cuestión federal lia sitio oportunamente introducida, 
la omisión de lu sentencia «pelada debe interpretarse- romo 
un pronunciamiento implíeilamcnte contrarió; no así 
ruando aquélla ha nido planteada extemporáneamente, 
pues al no traerse al pleito en la primera oportunidad 
posible aparecería después como el resultado de una re- 
flexión tardía o una mera ocurrencia. 

RKVVltSO EX TRA ORIHSA RIO ; LWÑÍM Metal. ÚpórUkídéd 
de ptamiearla. 

X'u procede el recurso extraordinario fundado en una 

iMiextKMi federal que aun cuando pudo ser planteada amos 

de la henteiuin de primera instancia, lo fué p«r primera 
WB en el memorial de expresión fie nuravios presentado 
¡inte el tribuual de segunda instancia qtie no se pronunció 

aobre aquella. 
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Dictamen del Phocuradok General 
Suprema Corle; 

Antes de la sentencia de primera instancia, la part* 
aetora no lia planteado cuestión do carácter constitu- 
cional como la que formula en Ja expresión do agravios 
a fs. 29, punto VI, después de dictada dicha sentencia. 
Se limitó a invocar la ley común N"* 11.729, dentro de 
cuyos beneficios entendió debía considerársela incluida 
en razón de los servicios que prestaba en la Dirección 
General de Yacimientos Petrolíferos Fiscales. 

La sentencia del Juez (fs. 25) no decidió, lógica- 
mente, nada respecto a inconstítucioiiaUdad; y la Cá- 
mara Federal de Apelación tampoco ha emitido pro- 
nunciamiento sobre ello, aunque se planteara, extem- 
poráneamente desde lnr-go, la cuestión en la prcindicada 
oportunidad. 

Correspondería, pues, declarar que habiendo sido 
introducida la misma fuera de término, es improcedente 
bajo ese aspecto, el recurso extraordinario acordado 
para ante V. E. a fs. 41 vta. 

Otra cuestión aparece decidida en la causa referi- 
ble a la interpretación y aplicación de 3a ley M° 11.668 
sobre organización de la Dirección General de yaci- 
mientos Petrolíferos Fiscales, pero la misma lia sido 
formulada por ln parte demandada <fs. 8-9); y el actor 
no lia alegado a su respecto <auto de fs. 22 vta.). 

Si, no obstante ello, por haber sido materia de de- 
cisión dicho asunto, entendiera V. E. que corresponde 
abrir el recurso extraordinario, procedería confirmar 
por sus fundamentos la sentencia apelada, a tal res- 
pecto. — Buenos Aires, abril 12 de 1940.— Juan Alvares. 
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Buenos Aires, diciembre 1G de 1940. 
Y víalos: Los autos "Fernández Nogueira Jasé 
contra Yacimientos Petrolíferos Fiscales sobre cobro 
de pesos" venidos por el recurso extraordinario inter- 
puesto a fs. 40 contra lu sentencia ele la Cámara l'Vdc- 
ral de fs. 37 y concedido a fs. 41 vta. 

Considerando: 

Que si bien la oportunidad en que haya sido intro- 
dueidu la cuestión federal en el pleito es indiferente, a 
los efectos de la procedencia del recurso extraordina- 
rio, cuando el superior tribunal local la ha examinado 
y resuelto (Fallos: 137, 294; 142, 37; 183, 396; 185, 
242), pues ello equivale a decidir implícitamente que se 
llalla habilitado por la respectiva ley procesal para pro- 
nunciarse al respecto, no puede afirmarse lo mismo en 
los casos en que se lia omitido toda consideración acerca 
de ene. panto. 

Que, en principio, la cuestión federal debe ser plan- 
teada en los escritos que establecen las bases de la litis 
coiUeslalio, porque ellos señalan las pretensiones de las 
partes y las cuestiones que se someten a la decisión del 
Juez. (Fallos: 175, 282; 176, 301; 178, 381). 

Que, hiu embargo, no siempre es posible proceder 
en. esa forma ; por lo cual debe admitirse que, excepcio- 
ua luiente y por causa justificada, la cuestión federal 
puede ser planteada después de aquella oportunidad. 
(Fallos: 353, 319; 175, 262; 176, 301). 

Que, desde tuego, uua declaración expresa del tri- 
bunal apelado, en el sentido de que la cuestión ba sido 
introducida fuera de la oportunidad establecida por la 



no habiendo motivos para sn|H»uer que lal decisión olio- 
desea a un propósito evasivo par» frustrar el derecho 
federal sustentado por p1 recurrente (Roukrtson v Knti; 
uam, Jurimlictioa oj Ihc Suprnu'- Courl of the Uniéiui 
Siatejt, § 59), y bastaría para determinar | a ¡mpro 
cedeacia del recurso extraordinario, pues ello equival 
dría a resolver no babor sido cuestionada en el pleito, 
romo lo requiere el art. 14 de la ley X o tó¿ (Palios: liS t 
429; 127, 170; t&t, lílíi; 178, 22!); 180, VAS y otros). 

Que es, asimismo, claro, que en los casos en que la 
cuestión federal lia sido oportunamente introducida» la 
omisión de la sentencia apelada del>e interpretarse co- 
mo un pronunciamiento implícitamente contrario. (Fa- 
llos: 11», 42!*; 127, 17*1; 1.11, l!»tí; 138, 183; 169; Ü% 
17!), 15). 

Que, en cambio, ño puedo afinaaree lo luísiiió cima- 
do el caso lia sido planteado fuera de la o|>ortunidad a 
que ao ha hecho referencia en los considerandos .secan- 
do y terco». Paes al no traerse la cuestión en la pri- 
mera oportunidad posible, ella aparecería después como 
el resultado de una reflexión tardía o una mera ocu- 
rrencia. (Fallos: ICO, :m S 175, 3Ü2¡ 17!», 5; 180, 15»). 

Que el raciocinio premíente se halla reforzado por 
disposiciones procesales que, como los art*. 224 de la 
ley nacional X» 50 y -2í!7 del Código de Procedimientos 
en lo Civil y Comercial para la Capital y Territorios 
Nacionales, se oponen a que el tribunal de apelación se 
pronuncie sobre cuestiones no decididas por el Juez 
de Primor* Instancia. (IfcÚWf 13% 140; £35, 211). 

Que, por otro parte, no es extraña a estas conside- 
raciones, la doctrina que lia prevalecido en la .inris- 
prudencia de la Cortó Suprema de Estados Unidos de 
América, sc*ñn la caal, cuando el tribnnal esladual omi- 
te pronunciarse soJire la cuestión federal, la Corte Su- 
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prenm declinará ra jurisdicción si upa rece que la. euea- 

tiúa no fué planteada en los términos exigidos por el 
procedimiento local ; en tal raso, o falta di- don iost ración 
contraria, la Corte inferirá que? la cuestión fué omitida 
en el tribunal e*tndual a causa de su presentación ex- 
lemporáncn. (vftise Robektcok v Kiukuam, uh, ríí.. 
P»g- 111). 

<¿ue en la presente causa, la parte actorn ha tenido 
oportunidad do introducir la cuestión en que funda el 
recurso antes de la sentencia do primera instancia — en 
el alegato, si qq hubiera omitid» presentarlo, tú, 22 

vta. — no obstante lo cual la lia planteado por vez 
primera en el memorial de expresión dé agravio*, ante 
la Cámara Federal de Arx-lnción itst. Jíi, 

Que con arreglo a lo* principios expuesto» y a lo 
establecido en el art. u'ltt de la ley federal X" 50, corres- 
ponde resolver que la cuestión federal invocada por el 
actor para fundar e! recurso extraordinario lia «ido ex- 
temporáneamente introducida en el pleito. 

Que la cuestión a que se refiere el señor Procura- 
dor General on la parte final de su dielamen no lia sido 
invocada por el actor como fundamento del recurso en 
el escrito de interposición del mismo; por lo que no pro- 
cede pronunciarse acorra do la misma. 

En su mérito y de acuerdo a lo dictaminado por el 
señor Procurador (¡enera!, se declara mal concedido el 
recurso extraordinario a f*. 41 vía. Notifique»* y de- 
vuélvase al tribunal de .su procedencia donde se repon- 
drá el papel. 

Antonio Saoahxa — Luis Lina- 
rus — B. A. Nazak Ancho- 

\ - F. RAMOS Msrf*. 
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ALFONSO CARDINAL* v. NACION ARGENTINA 

CONSTITUCION X ACION AL: ConslilHcionalMtd e inconstitucio- 
naJfáad. Decreto* nacioNaTes. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Prondimi 



tuto u ttevrsof,. 



El art. 53 del decreto reglamentario lie las leyes Nos., 
ll.«S2 y 11.663 T. O., que confiero a las delegaciones <3c 
la Dirección dni Impuesto a lo* Réditos facultades pura 
resolver sobre estimaciones de oficio, monto, pago y eje- 
cución del impuesto y aplicación y cobro de mullas, lia 
nido dictado dentro de las facultades conferidas al P. R 
por el art. de dichas leyes T. O. ( l ) 

DlCTAMHV ftSL PrOCORADOB GeNBIIAL 

Suprema Corte: 

Alfonso Cardinale, a quien el Jefe do la Delegación 
en Tucumún de la Dirección General de Impuesto a los 
Rédito?, impuso una multa en razón de haber abonado 
fuera de término algunos impuestos, recurrió por deman- 
da contenciosa administrativa ante el Juez Federal de 
esa ciudad contra tal decisión sosteniendo carecer de 
facultades legales dicho Jefe para multarlo por el con- 
cepto preindicado. Alegó fe inconsti racionalidad del 
Decreto del Poder Ejecutivo Nacional de 9 de noviem- 
bre de 1934, reproducido en el art. 53 de la Reglamen 
tación General en cuanto confiere a las Delegaciones 
de la Dirección de Réditos lales funeionoa que, negfri 
sostuvo, corresponden por ley exclusivamente al Ge- 
rente General o Gerente de dicha repartición. 

Tanto en primera como en segunda instancia, la ae 
ción prosperó, de 
ferida. 
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Ki recurso extraordinaria de apelación (art. 14, 
ley N* 48) interpuesto por -el Ministerio Fiscal a fs. 65 
y concedido por la Oámarji Federal, tiende a que la 
Corte Suprema decida tan importante cuestión. 

Como aparecen llenados todos los requisitos pre- 
vistos en el art. 15 de In miema ley, soy de opinión que 
procede la intervención requerida a V. E. 

Kn cuanto al fondo del asunto, el Ministerio Fiscal 
ha defendido ampliamente la validez constitucional del 
Decreto impugnado. Mantengo esa defensa ; nada po- 
dría abrogar u los fundamentos allí expresados. 

Pido, por tanto, a V. E. dicte sentencia de acuerdo 
a lo sostenido por mi parte, y revoque el fallo apelado 
de fs. 60-64 on cuanto pudo ser materia de recurso. Con 
costas (fs. 34 e informe in voce). — Buenos Aires, oc- 
tubre 23 de 1940. — Jium AJvarez. 

FALLO DE LA CORTE SÜPKEMA 

Buenos Aires, diciembre Ifi de 1940. 

Y vistos : Los del recurso extraordinario interpues- 
to por el Ministerio Fiscal contra la sentencia de la Cá- 
mara Federal de Apelación de Tucumán recaída en el 
juicio "Alfonso Cardinale contra el Fisco Nacional" 
sobre revocatoria, por apelación contencioso-adminis- 
trativa, de la multa que le impuso la Delegación de 
Impuesto a los Réditos de Tucumán como Bupuesto in- 
fractor a la ley N° 11.683. El fallo recurrido, confirma- 
torio del dictado por el Juez Federal, revoca la resolu- 
ción de la Delegación por carecer ésta de facultades 
legales para proceder en carácter de Juez Administra- 
tivo; y 
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I. La Delegación del Impuesto a los Réditos en 
Tucumán procedió a sumariar a Alfonso Cardinnle por 
infracción a la ley 11.683 en su i art». 5 U , 1U, 15 y 18, 
pues pagó el impuesto a Jos réditos por los años lí>32 
a 1037 inclusive fuera de los plazos fijados a tal efecto 
por la Dirección General de dicho impuesto, y le ira- 
paso, en col. ?ueneia, una multa de m$n. 530.70 ¡ se 
fundó para ello en la facultad que le confiere el decreto 
del Poder Ejecutivo de 9 de noviembre de 1934; pero 
el infractor sostuvo, entre otras defensas, la de que ni 
el art. 5* ni otro alguno de la ley 11.683 autoriza la 
delegación qae el art. 53 del decreto reglamentario de 
las leyes Nos. 11.682 y 11.683 h a establecido de las fa 
cuitados del Gerente General y del Gerente a las de los 
•Tefes de oficinas seccionales o regionales para imponer 
multas, etc., por lo que ese decreto infringe el art. 86, 
inc. 2» de la Constitución Nacional y es, en consecuen- 
cia, nulo. Contra lo sostenido por el Ministerio Fiscal, 
en base al expreso reconocimiento que atribuye al 
art. 5" de la citada ley (T. O.), los jueces de Tueumán 
hicieron logar — como se dice en el exordio — a las pre- 
tensiones de Cardinalo (fs. 2, 3, 34, 44 y 60). El recurro 
extraordinario del art. 14, inc. 3* de la ley N° 48, y art. 
6* de la ley X o 4055 es procedente porque ol fallo de la 
Cámara Federal es contrario al título o derecho invo- 

V así se declara. 

ir. El nudo de la cuestión federal que la Corte ha 
de resolver está en la inteligencia que debe darse al 
art. 5% T. O. de la citada ley N' 11.683; es decir, si él 
autoriza o no al Poder Ejecutivo para designar 
funcionarios que reemplacen, en ciertas situaciones y 
a determinados efeptos, al Gerente General y al Ge- 
rente de Réditos. Dicho artículo dice: "El Gerente Ge- 
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neral atenderá especialmente la aplica ión del impuesto 
a los réditos, ¡sin perjuicio do las atribuciones do carác- 
ter general inherentes a su cargo y el Cúrenle la* del 
ímpueBto a lafl ventas. El Gerente General y el Gerente 
se substituí rán recíprocamente en cano de ausencia o 
impedimento. A proposición del Cornejo, el Poder Eje- 
cativo designará hs fuitciomirws que, « 9* ves, deban 
substituirlos, en cuanto esta disposición no sea aplica- 
ble, especialmente con respecto a las subdirecciowes de 
zonas a crearse por ta Dirección General", 

"El Gerente General o el Gerente respectivamente 
ejercerá sus atrihneioncM por mandato del Consejo, sal- 
vo en los casos doodc actúa en representación do la 
Dirección General como Juez Administrativo para re- 
solver sobre estimaciones y tasaciones de oficio, sobre 
renta o volumen de transacciones imponibles, sobre el 



monto y el pago de impuestos y sobre la aplicación de 
multas, en cuyos casos sus resoluciones podrán ser mo- 
dificadas únicamente por medio de los recursos que es- 
tablece la presente ley". 

III. i Cuándo será la oportunidad de declarar in- 
aplicable la primera parte del artículo, es decir, el des- 
empeño directo, inmediato de las funciones asignadas 
al Gerente General y al Gerente, «un substituyéndose 
mutuamente T I-a ley deja la apreciación general de la 
emergencia al Consejo de Tíéditos que es el que debe 
proponer al Poder Ejecutivo la manera de resolverlo, 
pero como caso particular y especial, se refiere **á las 
sabdi rece iones de zonas a crearse l>or la Dirección Ge- 
neral", porque, naturalmente, la primera y más grave: 
dificultad que el legislador debió prever para uua efi- 
caz aplicación de la nueva ley era la del campo inmenso 
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personas e inrtitnckmca sometidas, la necesidad de un 



de su imperio por la es 




, el número de 
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conocimiento lo más inmediato posible de Ib* respecti- 
vas modalidades locales, la mayor celeridad en los trá- 
mites y otras circunstancias difíciles de apreciar a la 
distancia y con la acumulación de la» operaciones en la 
Gerencia Central. No se advierte cuál, sino el expues- 
to, puede ser el sentido de la ley, pues, en los cunos de 
ausencia o impedimento del Gerente General y del Ge- 
rente ojuc la Cámara supone no pueden actuar los jefes 
de zonas |n>r la jerarquía in ferior de los mismos y las 
dificultados derivadas do los traslados y abandonos de 
sus propias funciones regionales. Existen, además, los 
subgerentes centrales para substituir a los gerentes y 
ello nada tiene que ver eon las zonas en q;ue está ¡>ul> 
dividido el campo de acción de |p Dirección General del 
Impuesto a los Réditos y a que liare referencia el pá- 
rrafo examinado. 

TV. El art. 53 del decreta reglamentario de las 
leyes Nos. 11.682 y 11.683 (T. O.), de fecha 2 de enero 
de 193P, preceptúa — de acuerdo con el art. 5* de la lev 
N' 11.683— lo siffmente: "Facúltase a los funcionarios 
a eargo de las Delegaciones en el interior de Ja Repú- 
blica para resolver, como jueees administrativos, en 
reemplazo del (¡érente General 9 del Gerente, sobre es- 
timaciones de oficio de ¡a. renta imponible, sobre el mon- 
to, pago y ejecución de impuestos y sobre la aplicación 
de mnltas y su cobro". 

"Los contribuyentes, al interponer los recursos que 
establece la ley N» 11.683 T. O., podrán solicitar que 
los pedidos de reconsideración sean resueltos por la 
Direceióu General". 

"Se faculta al Subgcrente en lo Contencioso para 
resolver los recursos de reconsideración que se inter- 
pongan ante la Dirección Geueral por los contribuyen- 
tes dmniei liados en el interior de la República y para 
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intervenir por vía de superintendencia en las actuacio- 
nes tramitadas ante las Delegaciones, salvo disposición 
en contrario del Gerente General o Gerente". 

No se ha sostenido que el Poder Ejecutivo se des- 
viara de lo propuesto por el Consejo de la Dirección 
General del Impuesto a los Réditos, que invoca en el 
exordio del decreto y que impone el art. 5» de las leyes 
Nw. 11.683 y 12.143 T. 0., y la verdad es que no sólo el 
artículo se ajusta a la ley, sino que, acentuando las ga- 
rantías do justicia para el contribuyente, lo permite a 
éste exigir que ln reconsideración del art. 35 de la ley 
12.151, que en principio debe interponerse ante las 
Delegaciones en el interior de la Kepública, sea re- 
suelto por 3a Dirección General, es decir —en verdad— 
le otorga dos tribunales administrativos, de escala, an- 
tes de llegar al procedimiento judicial del art. 42, T. O. 
Si el art. 5 o de la ley, según se lia visto, confiere al Ge- 
rente General o al Gerente las facultades de Juez Ad- 
ministrativo en representación de la Dirección General 
y el mismo precepto legnl autoriza la substitución de 
los aludidos funcionarios "especialmente con respecto 
a las su bdi rece jones dr zonas a crearse por la Dirección 
General"; y si ta substitución no tiene restricciones en 
cuanto a maltas —que os el caso do autos— en elaro 
que el art. 53 del decreto reglamentario no está al mar- 
gen del ine. 2° del art. 86 de la Constitución Nacional. 

V. No se trata de una delegación de facultades 
privativas de Poder a otro Poder, ni siquiera de una 
delegación de funciones regladas por ley de una repar- 
tición a otra repartición jx>r el solo arbitrio del 
Poder Administrador; se trata, por el contrario, de 
una substitución expresamente autorizada por ley en 
vista del mejor servicio público y previa iniciativa 
del Consejo He ta "entidad autónoma'* que ella lia 
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creado con los recaudos, cai<aoidad y faíültades necesa- 
rias para su eficacia. 2ío es, por consiguiente, aplica- 
ble al raso de autos la doctrina que esta Corte Suprema 
aplicó cu el falto del t, 143, pftg. 271, porque —como 
advirtió el Ministerio Fiscal en todas lus instancias— 
la ley X* 11.289 confería al Directorio de las Cajas de 
Previsión Social, exclusiva mente, la facultad de impo- 
ner penas ppeuniarias u los infractoreu, sin autorizar, 
en ningún caso, ni Poder Ejecutivo ¡Mira transferir al 
o delegar en el Presidente o en cualquiera de los miem- 
bros del Directorio esa facultad puniloriu, por lo cual, 
los decretos do 28 (lo marzo y 3 de junio de 1924, que 
conferían al Presidente de la Caja esa facultad trans- 
gredían los iirie. 18 y 8U, ine. 2» de la Carta Funda- 
mental. 

En su mérito, se revoca la resolución apellida en 
cnanto pudo ser malaria del recurso y se declara que 
el art. Xi del decreto reglamentario de las leyes nú- 
meros 11.682 y ll.f>£3 T. O., ha sido dictado dentro de 
las facultado» conferidas al Poder Ejecutivo por el art. 
5* de dichas leyes T. 0. 

llágase sabir y devuélvanse, reponiéndose el pa- 
pel cu el trilnmal de origen. 

RüSBHTCJ Hki'ütto — Antonio 
Sauakna — Luis Ijinwhrs — 
[i. A. Xasíah AxíMimiBSA — F. 
IUmo* Mkjía. 
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La interpretación y api ¡fació n de- las hty« impositivas pro 
Yiiuüalcs no Q0*atif*7* «miicriu propia de la jurisdicción 
oriRÍnaria. 

JURISniCCtO.Vz JurMirtiám originaria. Cansan en <¡w es parte 
nu j.ririnria. t'iMH-iuf rirífru. CwhIUhÍÍÍ emuN^MBbfc 

{\mira la* leyes* y do-reto* provinciales «,ue se caUfieafl 
do ili'jíí I imus caben tres procedimientos y jurisdicciones 
«epíin la calidad del vicio imputado: BJ Kl son viola tonos 
de la Coiwlitueión Nacional, tratado* ron las nneiones ex- 
Iranjerua o leyes federales, debe Irse «1 i red ame 11 le a la 
juslicia nacional; Ij) si í* arguye que mía lev es contraria 
a I» (VnsiiiiiriAn provincial o un decreto es contrario a la 
ley del mismo nrdeii, debe otnrrini a la justicia provin- 
cial : e) si se sostiene ijiic la ley o el -decreto son víolatorios 
de las iiiMil linones proviiinulea y DBttQniile* del» PfM P" 
meranienle ante lo* es( radtis de la justicia provincial y. 

en ni chso. llera r lÚHÜl I» Corte ¡Suprema por li vía di-I 

reetiil» extraordinario. 

DlCTAMI-'N IIEI. PmiíTHADOI! (ÍKSEBAL 
Suprema t'orle : 

\jx sociedad tinónima "Crédito Territorial e Inmo 
Milano ¡ríud AnK.>rie;tno" demanda a Ja Provincia Je 

Entre liíos por devolución de sumas* <pie folia le -cobró 

como ni'iirfío do la C'unlriliiición Directa por concepto 
ile ausentismo, más lu mora y mulla correspondientes 
al presunto ntntso. Invoea pnra olio, «drama de otras 
razonen de deroeJio común: a) <|iie la eircunstaneia de 
tenor dicha sociedad ku directorio en el extranjero no 
nutoriwi a co-nccptunrln "ausente"; U) tino tal Califi- 
cación emana de un decreto del 1*. K. de Entro Ríos, 
KÍejiido por ello iiicoustítucioiml. 

lil primer punto escapa a mi dielamcn desdo que la 

deierrainadón de cu«l aéa el domicilio de lu sociedad 

debe reputarse cuestión de hecho, y si se la com-eptmiru 
de derecho correspondería solucionarla con referencia 
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a disposiciones de loa códigos Civil y de Comercio. I* 
discusión, un tonto desviada de lo principal, acerca de 
si Crédito Territorial o Inmobiliario Suri Americano es 
sociedad argentina o extranjera, se bulla en el mismo 
caso, siendo de observar que «1 gravamen no hace -dis- 
tingos de nacionalidad y afreta fttr igual a nativos o 
extranjeros. Me limitf -é, pues, a la tacha Je ineonsti- 
tucionulidud. El art. 3 de li, ley N* de la Provincia 
de Entro Ríos reputa ausentes a los efectos del pago 
de recargo "a las personas domiciliadas en el extran- 
jero"; y el decreto reglamentario del P. E., innleria del 
debate, establece que "el asiento del Directorio General 
determinará el domicilio de las personas jurídicas". La 
parte aetora sostiene que hay aquí extralimitución de 
facultades, pues lus normas legales destinadas n regir 
el domicilio han sido puestas por la Constitución a car 
go del Congreso, y este ha legislado al respecto en los 
códigos. 

Aun cuando el decreto del P. E. no coincida exac- 
tamente con las disposiciones Je los arts. 44 y 90 ine. 3 
del Código Civil, sobre domicilio, parece excesivo admi- 
tir que baste tal argumento para hacer lugar a la de- 
manda; y ello, porque en el caso 147: 402, relativo a la 
ley H* 2040 de Suata Fe, que contenía normas equipa- 
rables fl las de! decreto en cuestión, V. E. admitió no 
existir ¡ucoiisütucionalidad. Allí como aquí, ol Directo- 
rio estaba en el extranjero y los bienes en el país. — 
Buenos Aires, diciembre 29 de 1939. — Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPliEMA 

Buenos Airea, diciembre 20 de 1940. 

Y vista ía demanda entablada por la Sociedad Anó- 
nima Crédito Territorial e Inmobiliario Sud América- 
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no contra la Provincia de fOntre Ríos por devolución 

do impuestos y multa indebidamente pagados. 
Resultando : 

Que a fs. ¡39 se presenta dou Luis B. .Joselevieh con 
poder de diclia sociedad deduciendo una acción de repe- 
tición de sumas de dinero pagadas por el concepto ex- 
presado contra la Provincia de Entre Ríos y pide que, 

en oportunidad, se la condene a pagar treinta y ocho 
rail pesos con un centavo moneda nacional, con intereses 
desde el día del pago, costos y costas del juicio. Dice 
(|ue se trata de una entidad comercial constituida en 

Bélgica para otorgar por si misma, en participación o 
par cuenta de sus corresponsales, en cualquier país y 
especialmente en la America del Sud, préstamos en di- 
nero y abrir créditos. Tiene e« cate país \»i Consejo de 
Administración con amplias facultades, como puede 
verse en el poder; casi la totalidad de sus operaciones 
financieras se reaUian aquí y tiene campos dedicados 
a la explotación agrícola y ganadera, y además en va- 
ríos de sus negocios lian tomado parto capitalistas do- 
miciliados en el país, Que el art. 286" del Código de 
Comercio considera esta clase de sociedades, "para 
todos sus efectos, como sociedades nacionales «ujetas a 
Ins disposiciones de este Código". El Código Civil les 
asigna también un domicilio legal aquí para todas las 
operaciones que realizan en el país (arts. 8Í) y 90 ine. 
4*). Agrega que la Compañía posee en Entre Ríos, De- 
partamento de Villaguay un campo de tres mil sesenta 
y dos hectáreas y fracción que adquirió en 1933. La ley 
N* '21)33 crea un suplemento de impuesto para las per- 
sonas ausentes del país, declarando que se consideran 
tales las domiciliadas en el extranjero. El suplemento 
ilcherá abonarse indivisiblemente con el impuesto de 
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contribución directa y el agropecuario, lwi,jo una inulta 
en c« S o do mora del 20 fo (arts. i* y 12). El art. 11 
crea la sanción ptinilivn: " La falsedad cu la declaración 
jurada liará incurrir en una mulla del iiuintuplo de ln 
suma defraudada. V'wH suma su aplicará también en 
ti caso de cualquier olrn infracción, correspondiendo 
basta el 30 % al denunciante. "Que el V¿ do diciembre 
de 1332 80 roglameiitl la ley por el V. K. y so dispuso 

que "el asiento del I>ireetorio Central determinará el 
domicilio de las personas jurídicas" (art. 1"). <¿ue 

desdo quo se hizo la protocoliz-ación de la cscriturn de 

adquisición, o sea u parlir del año líl'U, .su parte, eou 
la mejor Inedia fe, se dirigía lodos los años desde aquí 
a la Dirección de lientas en papel timbrado qde dirc: 
"Casa AIuItÍz: Amberes", solicitando que 80 le formu- 
lar» la planilla de lo o,uc debía por ese campo, a lo que 
esta repartición Conténtate adjuntando la GQrrospüD- 
dierde Cuenta éin incluir gravamen alguno P '" ausen- 
tismo. V de conformidad con «lia. se papaban religiosa- 
mente las eoiih-ibui ioiies. ( Acompaña Ñipía de la corroa- 
pO|tdenC¡a cambiada). Hasta que en agosto o setiembre 
de l'XH la Compañía fué informada de ijue, por denun- 
cia de un particular, se le seguía un espediente para 

splifársele la umita del art. 11 de la ley X' 2933. Inme- 
diatamente se hizo- presente y expuso au defensa, la que 
pasó a dictamen del Fiscal do Kstado, <|UÍeu so expidió 
riTonociendo la buena fe con que había procedido fiu 
repiciscntaila y opinando que sólo debía cobrársele la 
mulla por relardo que establecí' el art. 12. Que, no obs- 
tante, la Receptoría de Rentas aplicó el art. 11, además 
do esta última multa. Que el (robierno confirmó dos- 
pues esta resolución, y, como consecuencia, se lo formu- 
ló un cargo por treinta y ocho mil dos pesos con un 
centavo moneda nacional, que la Compañía pagó bajel 
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formal protesta hecha on tclcícrama eoÜaeionndo cuya 

copia adjunta. Que la lo? provineud recarga el impues- 
to para los ausentes, y considera ausente a los domici- 
liados Fnera tlc-l país. N'aluralmeiit. q»e al referirse ni 

domicilio es ea su acepción Gorrionto, (al como 3o legis- 

lii el Código Civil y él Comercial tratándose de socic- 
dades anónimas. Alas, el decreto reglamentario, avfi- 

riín ilose a soeiodades, dice que bQ consideran ausentes 

¡i las «pie teñirán su Directorio principal fuera del país. 
i¡w tal definición importa una cxtrnliinitacióii de las 
facultados del P. K. Ki sería di**eutil>le, dice, que una 
ley provincial pueda variar el concepto del domicilio es, 
ni» duda, arbitrario el que el I*. K. lo hag-a. Qué aún 
*ii el casa de que pudii-ra aplicarse en esta forma la ley, 
se lia hecho la liquidación de ]{* multa CU termino* exce- 
sivos y a ese efecto cita y analiza el art. I- de la ley 
N* -í'í!.'!. Agrega que la Provincia llebía saber la ver- 
dadera situación (le la Cümpffliiía desde el niuineuto dr 
la n<l<¡uis¡c¡ón, porque en la respectiva escritura se hace 
conslnr su constitución en Aiuheres y la manera eomo 
maneja sns Ktpitalcs, además de que en toda -su corres- 
pondencia usaba del membrete que indicaba claramente 
ctíú! CrO su casa mal riz y, ain embargo, jiunás consi- 
deró que ett del ensn carpirla pou el impuesto del au- 

BGlitismO hasta que se presentó la deiiuncia particular, 
lo que pone u cubierto la buena t'e 000 que sus reprc- 
«■nlantes ban procedido y por lo mismo excluye una 
penalidad aplicable sólo a los que hitoiitaa defraudar. 
A este respecto hace el examen de los términos en quu 
está concebido el art. 11 y termina sosteniendo que es 
inaplicable en au primera parte al caso. Se refiera luego 
u lu última parte en que *e diré: "dicha mulla so apli- 
cara an el caso de cualquiera infracción", y dice, esta 
enunciación es vaga e imprecisa y por lo mismo no puede 
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servir de norma de derecho peual ; pues sería necesa rio 
que dijera qué clase de infracciones son ías que consti- 
tuyen el delito. Que ningún habitante <lc la Nación pue- 
de sor penado Kino en virtud de juicio previo fundado 
en ley anterior al profeso, precepto fundamental que 
se viola cuando, como cu esto caso, renulta que el delito 
es una creación riel Poder Ejpmtha. Que la Provincia 
misma le da la razón cuando no abstiene do aplicar la 
inulta por los años do 1934, 1035, 1Ü3*¡ y 1937, limitán- 
dola al año 1933, sin que medie ninguna ratón para 
hacer la diferenciación, que uo sea para no mostrar por 
su monto la enormidad de la exacción. Por estos años 
sólo aplicó la mulla por reíanlo establecida por el art. 
12. Que la multa del art. U es una sanción de correctivo 
penal, que presupone un -rlclilo; la falsa aseveración. 
Que como pena se extinguí.- a los dos años, art. 62, ine. 
5" del Código Penal. Que el Códijro Penal no puede ser 
modificado por una ley local. Así, la pena estaba ya 
prescripta cuando fué aplicada. Agrega, que la Corto es 
competente para entender en esta causa por el art. I o , 
ine. 1" de la ley N* 48. 

Corrido traslado de la demanda a fs. ti<¡ la contesta 
el Sr. Ernesto R. Frejrosí, por la demandada, pidiendo 
que se rechace con costas, por las consideraciones que 
siguen. Niega los hechos en que se funda la demanda, 
exceptuando los pagos que se dice han sido hechos y su 
respectivo protesto. Que cualquiera sen el resultado de 
la prueba, la demandante no podrá jamás convencer do 
la procedencia do su acción, porque ella choca con fun- 
damentales principios de derecho público. Que la socie- 
dad ilc <\wt se trata no puede ser considerada como 
domiciliada en el pnís; le faltan para ser tenida como 
tal los requisitos del art. *JSÍÍ del Código de Comercio; 
porque sus eapitales, por lo menos «u mayor parto, non 
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extranjeros, porque tiene 80 Directorio en Amberes y 
porque allí celebran sus asambleas loa accionistas, sien- 
do la Cana ele Buenos Aires una simple sucursal. Que 

el art. 2." de sus estatutos, al fijar en Amberes el «siento 
ile sus negocios, fija su domicilio allí. Arís. 44 y !H) del 
Código Civil. Que la norma del inciso 4" del artículo 
!H> no desvirtúa el carácter de ausente del país que tiene 
esa sociedad, porque ese precepto refiere al domicilio 
especial, creado por la ley eo» independencia de la vo- 
lmitud de las partes, para ciertos y determinados efec- 
tos, extraños a los que configuran el ausentismo comba- 
tido por la ley N* 203$ en la que, por sobre toda fisión 
legal, (loilliua la realidad de estar el propietario de un 
inmueble domiciliado fuera del país. Que estas mismas 
razones levantan la afirmación de la parte ocloni al de- 
cir que el decreto reglamentario, violando 1» ley, esta- 
blece que "el asiento del Directorio Central determina- 
rá el domicilio de las personas jurídicas"; pues, lejos 
de estar en contradicción con el Código Civil, está con 
él en perfecta armonía. Que, prescindiendo de tal de- 
creto, la Provincia pudo aplicar a la sociedad la contri- 
bución al ausentismo cu virtud del art. >f de la ley N* 
2983, porque es visible que se trata de una persona ju- 
rídico ausente en el sentido gem-rico de la palabra y 
cu el sentido específico de la ley. Que a lo expuesto por 
la demandante contra la aplicación de la multa, corres- 
ponde decir que, infringir una ley es hacer lo que ella 
prohibe o no hacer Ir. qnc ella manda, y la actora la 
infringió cuando no hizo la declaración jurada que le 
estaba impuesta por el urt. 7° de la misma. Qnc ea 
indudable también, que callando o disimulando un lieebo 
que era esencial para fijar el monto del impuesto, la 
soeiedad incurrió en «na ocultación óticamente repro- 
chable, condigna de la sanción. Que debió, en el mejor 
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de loa casos, consultar su situación ron la Dirección 

de Renta», y no callarla, para hacer incurrir en el error 

a ésta, el que sólo fué descubierto por la .lenonc-ia dé 
nn particular. Que aún en e=l caso de no haber mediado 
mala fe en el silencio guardado, la multa resultaría bien 
impuesta si se tiene presente que las luyen fiscales cas- 
tigan el lucho prescindiendo de las intenciones del au- 
tor. Dice que laa multas civiles croan obligaeibnes del 

derecho civil, y en eonsecurneia no les es aplicable el 
término de la prescripción establecido en el art. 62, inc. 

& del Código Penal Bino el del art. 4II27 ine. del Código 
Civil (Jurisprudencia Argentina, T. 42, pág. 205 y T. 
4.'í, pág. ÍOOÍÍ")- Por Lo tanto, no corresponde la defensa 
de prescripción que se pretende hacer Valer. Después 
se refiere al ausentismo considerado como una cansa de 
desmedro económico y a la forma como lia sido tratado 
por otras legislaciones, así como a fallos que lian decla- 
rado legít in» vi recargo dv los impuestos por cata eausa. 

A ra. 74 vía. se abre la cansa a pruchn. A fs. IIWJ 
so buce la certificación de la prueba, que solamente pro- 
duce la aetorn. A fs. IfiO se expide el señor Procurador 
General de la Xaeiún. Y a fs. 161 se llama autos para 
definitiva. 

Y Considerando: 

tes cuestionen: 

a) Si tu ley loca! N* Üfl.*I3, en cuanto se refiere al 
ausentismo, no fué bien aplicada a la sociedad actora, 
y en consecuencia si correspondería ordenar la devolu- 
ción de lo pagado. (A fs. 41 sostiene que no lo corres- 
pondía pagar el impuesto de ausentismo). 

b) Kn caso de haber sido bien aplicada, lo fué en 
virtud de lo dispuesto por el decreto reglamentario y si 
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fate contraría el espíritu <li? la lev, alterando »u sistema 
o importando muí cxtralimilaciúii de facultades de parte 

del Poder Ejecutivo. (La adora a fs. 41 afirma que sí). 
Siendo así, si él deroga Ifls normas del Código Civil y 

dpi Código do ComeHo sobre el domicilio, y por ello 
debe ser declarado inconstitucional. 

c) Sí la justicia eventualmentc -declarara (o sea 
osla Porte) que procede ln aplicación ilcl impuesto, de- 
cidir si la multa impuesta por e] año lí*3.'l es proceden te, 
dado que, rojno sostieni 1 la aetora, no hubo mala fe ni 
incurrió en falsedad alguna dé las provistas eii vi art. 
11 y Olí el pQO"" «-te los casos debió limitarse a los meses 
del año en que la sociedad fué propietaria ilel inmueble, 
ya que la anterior ilueíía era vecina del lunar. (l<o ex- 
puesto B fo 44 ría.). 

V si a la inulta se la luciera radicar en la última 
parte del art. 11, atribuyendo a la aetora cualquiera otra 

w fiOálíeiH! <|iu» sería arbitraria; pues los 

tériv'nns de la ley son vagos fí inconcretos para confi- 
gurar un delito y su aplicación al easn afectaría la ga- 
rantía ¿el art. IK de la Constitución Xacional. (Víase 
ra. i$ vl¡».|. 

d) En v\ siipursto de ser legítima la multa, habría 
estado proscripta cuando se la cobró; pues se trataría 
dv una sanción que cae bajo el imperio del Código Fe- 
nal, del art. ti-', inc ">, y a la cual no se puede aplicar 
ninguna otra ley nacional o provincial. (F.o expuesto 
a fa. 49). 

Que todas estas proposiciones han sido considera- 
das y contradichas en la contestación de la demanda, 
roñal ¡luyendo así la materia de la litis. 

Que, como puede fácilmente observarse, en olla es- 
tán involucradas cuestiones* que hacen a la interpreta- 
ción y aplicación de la ley local de contribución directa. 
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con otras que se refieren a la inconstitucionalidad de 
un decreto que se dice contrario a dicha ley, y, también 
a la de alguna cláusula penal de ta ley misma de cuya 
aplicación se <iueja la sociedad aetora. Quo estas cues- 
tiones vienen entrelazada* en forma tul que son insepa- 
rable», pudíendo oliservarse que el planteamiento de los 
cuestiones federales depende del sentido en que se re- 
BHclYan las que se refieren a la interpretación y apli- 
cación de la ley local. 

Que esta Corte eousdinl emente lia declarado que 
la interpretación y aplicación de las leyes de impuestos 
de los Estados Federales no constituye materia propia 
de la jurisdicción originan u. "Causa civil es eu el con- 
cepto del nrt. 1* ine. 1' de lo ley nacional >J V 48, dijo, 
la que surge de estipulación o contrato y no aquella que, 
asín demandándose restituciones, compensaciones o in- 
demnizaciones de carácter civil, tiende al. examen y 
revisión de íos actos administrativos, legislativos o ju- 
diciales de las provincias, realizados ron Ins facultades 
que Les reconoce la Constitución Nacional. Ello no ex- 
cluye el examen y rectificación por la vía del recurso 
extraordinario de las normas provinciales violatorias 
de aquella Constitución". — Fallos: T. 1R0, pág. 87 con- 
cordante con los de los T. 158, pág. 20 ; T. 153, pág. 
214 — . En otro caso, al declarar ru incompetencia, es- 
presó lo siguiente : "Que en el sub-lite lo que se pretende 
bajo la fórmula jurídica de una repetición de lo quo se 
dice injustamente pagndo, es un pronunciamiento de 
nulidad de artos realizados por el Gobierno de Kan Juan 
en su función de poder público y en ejercicio del jus 
impertí, al organÍ7ar los procedimientos necesarios para 
el cobro de la renta fiscal, y esos actos solamente pue- 
den ser examinados y afectados por esta Corte bajo la 
observación de ser contrarios a la Constitución Nació- 
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nal, levos riel Congreso o tratados con naciones extran- 
jeras, ele acuerdo con el art. 14 do la ley N* 48 y 
jurisprudencia pertinente K — Fallos : t. 154, pá¿ -^>— • 

Este pronunciamiento es el corolario lójríoo del princi- 
pio sentado en el fallo del t. 140, pág 34, considerando 
4* en 'ine se dijo: "Correspondiendo a las provincias 

darse leyes y ordonaazaB de impuesto* lóenlos, en todo 

lo que juzguen conducente a su bienestar y prosperidad, 
esln folie os incompetente para juzgar de la validez 
do osas levos y do loa «stai y procedimientos* do loa 

funcionarios encargados de su aplicación y cumplimien- 
to, a menos que una disposición constitucional expresa- 
mente uut .nce sn revisión" (t. 102, pág. 436 j t. 154, 

Que puedo aRrogarse a lo anterior, la doeia ración 
qno contiene ol fallo del t. 184, pág. Mi!, cuando des- 
pués do establecer «ue ol cobro do un impuesto local 
no constituye la cansa civil que pueda decirse derivada 
de estipulación o contrato, capaz de fundar lu compe- 
tencia originaria, reconoce qne esa clase de cuestiones 
puede llegar sin embargo a su conocimiento, cuando en 
oportunidad se lia sostenido la violación de preceptos 
constitucionales y so ha deducido ol recurso extraordi- 
nario. En el t. 180, |«íg- 253, se completa el pensamiento 
al decir que "contra los abusos, excesos o errores loca- 
les, al asumir jurisdicción en los casos que <ean del 
orden federal (ftfi refiere a los que- contengan las sen- 
tencias de tribunales locales), existen los recursos pre- 
vistos on ol art. 14 de la ley 48 y 6* de la ley N* 4055; 
de tal manera que la supremacía establecida por el art. 
31 de la Constitución tiene siempre la fórmula regla- 
mentaria de su eficacia". 

Que para mayor claridad de esta doctrina convie- 
ne recordar las coiwider aciones que este tribunal hizo 
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on la sentencia «U»l t. 17(í, pég. 315, «msiderando 3', al 
expresar: "que contra 3as leyes y decretos provinciales 
que &o cali f ira 11 de ilegítimos, eulnm tres procedimien- 
tos v jurisdicciones sejrnn la calillad del victo imputa- 
do: a) si bou víotalorioa ele In Concitación Nacional, 

tratados (Soñ las naciones extranjeras, o leyes federales, 
debe irse directamente a In justicia nacional; I») si se 

arguye que afta ley es contraria n la Cantrfitndóii pro- 

vineial decreto es contrario a la ley del mismo 
orden, dehe ocurrirse a la justicia provincial *t- 0!», pág. 

~r¿ y T. 154, pág, 2-^*) s y <-) si so sostiene que la ley, 

el decreto, etc., son viotatorios de las instituciones pro- 
vinciales y nacionales, del"' irse primeramente ante los 

oKtradoK do la justicia provincial, y en ku easoj lk»air 

a esta Corte- por el rer-nr.-o extraordinario del «rt. 14 
de la ley N v 48. Kn esas condiciones se «nanlan los lt>- 
ÍCJtinios fueros de las i-ntidades «|in- integran el (¡oluerno 
FedcTal, dentro de 80 normal jerarquía; pues carece de 
oltjeto llevar a la justicia nacional un» ley o un decreto 
que, en sus efectos, pudieron ser rectificados — como 
más de una Vfiz ha ocurrido— por la imurisi ratura 
local (caso reciente (le Xaiíauo Moreno <*. Munieípnli- 
dad ile la Capital, por i iir'oiislilui-í«ii)¡:lid¡nl do impuesto 
u !ns "sttmV\ (fallado en irniyn 13 del aña i-n curso)'*. 

Qb$ dcspné- ilc todo lo ilii'lm ; pudríu rsia Corle 
"uprcniM declarar tjUü i-l impuesto al aiisenlisiuo está 
nial aplicado a la sociedad actora ? ;IV»lrín, en caso 
afirmativo, pronunciarse sohr* la nulidad «Erl decreto 
reglamentario tachado de ser una eNtrnlimilaeinu do 
facultades del IVidcr Kjecutivo provincial? -Podría 
prominrinno' sobro si la multa (|ÍW> ft le lia aplie;i.lo 
como pena está nulorizada por la ley local N" iMKilt, 
dados los enrneteres del cus» * Toda;* estas cuestiones 
planteadas i-ino i>r>ritii> ai examen ih\ cuno ¡edvrnl. 
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son est rañas al conocimiento; y jurisdicción de este Tri- 
bunal. Deben ser .iuzíradas por los Irihunnles. locales en 
todas bus instancias; y si &l fttUfl definitivo le fuera 

adverso y te parte «wm**|«» atóadN ios derecho* 

o R-iinirlías establecidos éH la Constitución, y tío liubio- 
ran hecho en oportunidad las reservas correspondien- 
tes, podría venir cu lm»<» de reparo por la vía del re- 
curso extraordinario. 

Supóngase que el tribunal local declarara qn«- B la 
sociedad a<H6Tfl no debió aplicárselo el impuesto al au- 
sentismo, sea porque no está comprendida en I©8 termi- 
no,^ do la ley, sen porqno el decreto roela nn alario que 
la comprende, es nulo d violatnrio de lu misma, y, en 
consecuencia, ordenara la devolución de lo pagado: ¡ Xo 
resallaría el Tribunal fallando sobre asuntos propios 
de la jurisdicción local? m l<> ']"'- s,i '"i"- analmente, 
en el Vallo del t. Ifrí, '¿14 citado. Kl raso sub-líic 
es idénlico en lo suhsinncinl, n cate último, pues los 
actores que baliítui pa jado el impuesto que pretendían 
repetir ante esta fiofíé en jurisdicción originaria, sos- 
tenían qnC la ley provincial no autorizaba su eobrn piu- 
lo que este era contrario 1 a la í'onsl itucíón Nacional, t-a 

(Jarte dijo: * 4 Este «jíSÍi*!*, por su ñátumleea previ*, 

de la ley provincial, csti'i fuera de la .jnrísdiceión de la 
Corte". Y esto "aunque se hayan invocado varias dis- 
posiciones de la Constitución Kaeioiial. pues tál invoca- 
ción «parece haberse hecho, dada ta fama *it rpw • í 
punto fio sí./'» pUuitniiii». con el fin de alegar la ineons- 
tifn--ionaIidad de la ley de impuesto al capital en airo, 
M ne c.S la aplicada, Mjá snl>sidmria!neinV\ etc. 

Que en el presente caso el origen de todas ¡a* *'° a - 
ílenai ionos de (pie se queja la aetora SO háo© derivar del 
decreto reglamentario, tachado de ser contrario a la Ley 
local. Va un caso nnálojro al remello en v\ I. US, páff. 
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308, en que se dijo «| ue » ''tratándose de una extrulimi- 
tación cuyo remedio estaría en las instituciones lo-calee" 
áeho irse a ta justicia local, pudiendo en todo caso re- 
currir a este Tribunal por el recurso extraordinario. 
Precisamente, en el caso del t. 13G, pág. 201, citado por 
la parte actorn, se declaró !a inconstítucionnlidnd de las 
multHs irnpuesljis por el Poder Ejecutivo en virtud de 
im decreto que las autorizaba, no en jurisdicción origi- 
naria, sino en función del recurso extraordinario. 

Que ron viene recordar que en la causa Tirasen con- 
tra lil Provincia do Buenos Aires, en (pie so demandó 
ante esta Corto .Suprema la iiiconstitueionalidad de la 
ley y su decreto ret.'laniéntíií'io y .pie Fué rennolta par 
fallo del t. 174, púff. lí% no se alo^ó, a diferencia de 
la en examen, que el último fuera contrario a la prime- 
ra nt menos que importara una extralimitacjón de fa- 
cultades del Poder Ejecutivo provincial ; sinoque la ley 
y el decreto fueron impujrnados de ser contrarios a la 
Constitución Kncioiinl lo que hacía procedenle la .inris 

dicción originaria. 

Que, por último, la eseepeiÓH de prescripción que 
opone la nctora como defensa contra la condenación 
que lia sufrido, pronunciada por la Dirección de Rentas 
v confirmada por el Gobierno de Entre Ríos, es por su 
naturaleza de orden común y viene romo accesoria del 
«obro de un impuesto, deniendo por ello aer llevaila a 
la jurisdicción provincial, y solamente cuando se hubie- 
sen agotado los recursos en ésta, podría venir a cono 
cimiento de esta Corto: sí por algún motivo se conside- 
rara afectarla nna ^arniitía o un derecho Federal 

De todo lo expuesto resulta; Que la parte a/rra via- 
da por un decreto provineial puede reclamar su repa- 
ración en una de estas dos formas: a) ante la justicia 
toeal si lo impugna de contrario o la 1er o constitución 
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provincial; b) ante *stfl Ct&U Mi jurisdicción origina 
ria s¡ bÍÍq I» impugna 4<? contrario a la (institución 
Nncionnl. I'ero sí la impugnación es doble, esto es, de 
couirario a la ley local y en subsidio «V contrarío 11 l;t 
Constitución Nacion&l flete ir primero a la justicia local 
y tnegQ venir ;i esta Corle por n-eniM» <-\t raorduinrm. 
Y I<> mismo >-i se impugna una ley fonal ilc runtrarhi a 
In Constitución Nacional, en ruyu cuso procede (tenían- 
dar ante esta «t'yrle en jiinsiliceióh originaria. Pero no 
lo podría si C0JBO eiu-stinri previa arjruyef" »!»«• In ley 

local es contraria a la Conslitnciáii provüHiiiti. I'm^, en 

ta! raso, debe eoiioeer primero l;i justicia local y lueso 
venir ante esta Curte por recurso extraordinario. 

Kh mérito; il<> los motivos ej&inwsto» y por iralRreo 

de la incoinpeloneia fundada en razón de la materia, 



neral, te declara no corresponder a esta Corle Suprema 
el conocimiento «le 1» causa en jurisdicción oripaaria, 
mandándose archivar lo actuado Coreando cada parte 
toa SUS respectivas costas. 





repóngase; el 



pajR'l. 



líoitniíTo IU:pp.rn¡ [n¡ tlitiiirvrin.) 




— Antonio K,voai;na — I.uis 
l.ix.tiu» — H. A. Na/mi Ancho- 



I)|Sir»F.N> l \ DEC Dh. Robrkto RkI'KITO. 



Buenos Aires, diciembre 20 de 1!>40. 




Que de los antecedentes relacionados en In deman- 
da y en m conté «dación resalta <|uc las cuestiones plan- 
teadas ea autos serían las. sitiuieute* : a) cuando el 
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decreto del V V de la ProVihcM» «!«• ElitW R»oh HpK- 
rnd<i ni RIBO ili-pitlH- -lile rl «loiiticili» 'I'' ' ;1S P*í^ f >"^ 4 
tic existencia idea! dcteramia ¡un- ej nSÜ'líttt del di- 
roclítiim con I ral (jueda íiuálítlo per 3a li-aíslai-iOn Incal 

fl campo &e\ lii-rwlm civil y del ílererfw f*cmte rf*í¡i l éa 

contra «le los ¡tris. 31 y íi", inc. 11 do la ("oiislilti- 
v'um Nacional — j*a. 4*1 v rila* (ta fs. 4<u>— . 1») para ni 

casi» GV^mitMl do i'piwlíenM. 1 <¡>1 cn^sti^n cu su coninn 

noslií'ii'' el JMífar ademas (jiu', la mulla penal cpjrrospfttt- 
dioiitc «1 aun Iflíííl es total y al*olul;mien1e ímproee- 

dente y sn aplicación viofe ni nrt. 1M de la Constitución 
Nacional segáfl «■! wv*l iiailie puede ser eondenado sin 
juicio precio ttntenot 1 al hcelto del procoso. Toda la 
ilcoiamln e<tá ¡espirada tito Mé propósilo viendo «US 
primen'- ■ *;t| »í 1 11 ! « de IIUTH relación iU- los anteceden- 
tes lei-nlos locales aplicados al cuso y de apreciación 
do los licellftá i-n jue«ro. Eil el Ml|VÍ«llü VII el :idnr 
¡ilud' 1 it mía demanda. 'I- ininteiiitueioiiali.lnil, Htute 
■ c| mismo L'iitfiil'H. uf osla numera han interpretado 
la ai'cíiVn. iiiiiltx-l iV'ttirtmlhtfo tanto td señor l'rur arador 

tic In Vm¡ ni i(*nfe reparo ahíiinu a I;i r-.iaiprh-n- 

cía. 

QliO aun Mil Ir. h¡póti*«i* de «|1|<- a<i IHk 1'lHTM V SI' 

hiil.i. c;! pl(ih(i-a>ln roiijimlíniM hio dentro * h> ! litigio lililí 

cuestión ilr:*alid;.d del impiie-sln o di* la mulla deri- 
vada d«> la aplicai-ión ilp la 1«*ií¡*-I;m-íúii local y oirá de- 
rivada de la aplicación de la CVuinIJIimÍÓii n leyes o 

(Ii'crcios nacionalps, p*l¡i Corlo csinrín furiilladn para 

í'HMf'l-r *m.Ii|'c ;i líll'm |;i i |ec|rt Vil lli|ci>e ¡|n-i>mpcli'llU* 

are iva fió la jinoii-ra, en ra/ón tle liaher»r snti-feelm 
oslo ¡aipiii'.'lH con protola. 

QlWi i'H oferto, imito !:» .iiirixlirti/in nriiriiinria y 
apelada do *»la Corle como la «pie le rnrrcspomlc t>n 
viril»! líoí re<-ur»rt r^lrueidiitarin se ciu-acalra cslaMe 
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ruta [Wf Ion nrts. 10", ItiJ y 8 de Ir C?fl.stí^ NV 

e-ional y sus k'vi-s iviíhuiii'Mlana.s. Cuando utia pruviu- 
i-íji ferése |mrli' Cari. 101, SÚiliiú part.» l<- corres- 
pomlo (■atender oriu'nuniaiiindc. la decisión de lodua 
las causa'. (Jll* versen sulxc intuios rejíidos \mi la 
Constitiiei&n Nacional y por las leyes de la Wn-ión. 
KslflS (ÍOk prcecplns alrihuyrii a la Curie cnmfxHcnéia 
originaria |«>r razun (le !a materia y Uunltan |noc ra- 
ZÓH de las pel'SOtlUS. 

Qtte disde ios primeros momentos d** la aplica- 
pjfifl ili* lu Con.*l¡l ación pre*iMi1ó-«e I» cnerdión |ÍP saber 
e<"nn<t ttu i'i.iifilian'an esta junsilici-íóa federal CíMI 
derecho ¡¿rualmenlc constitucional de la-* provincia* 
■ le i.-taltU-i-cr y peiviliir impuestos desde i|tie pudísi 
producirse H i^cÜIO de i]W l«* COtttrthñjIfiltóa cMrau 
jt'ros (i los domiciliados (¿fern (k 1 la provincia invo- 
cando ; i • 1 1 1 1' I fuero pretendieran ipie sólo pulían ser 
demandados «nle la jusl¡.-ia ícderal. o. ya (-ti el lem-no 
de la competencia |">r razón de la materia, ye multi- 
plicaran las cuestiones de orden eoiisliluei-oiiul anulan- 
do ra jt'J liedio la soIk'i anía de las provincias que po- 
dían eneoiilraive avocadas u pereilrir sus impuestos 

a través de las autoridades judiciales nacionales. A dar 
solución a jira ve problema concurrieron los fallos 
di- los lomos: i.'ti'A y l7¿0~ pur los cualta si- decidió: 
a) \\UC el fÜMfO creado pW l ' 1 « ll 1,111 ¿* lil Constitución 
Nacional para las causas cutre una provincia y uii ciu- 
dadano se reí '¡«tu sólo í las <pie versan sobre neeinites 
civiles y b) qi» U cuesti -nes solue coliro <fc impuestos 
provinciales nu fc-rnn di- la competencia de lus juerea 
de seccióu. Lo decidido iBÚ ol tumo 7 sirvió para negar 
a Jos extranjeros y liuMtniitcs domiciliados lucra de 

1» pmvinein el ÉWQ féderil. U resuello ta el Unnu 
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17 extendió esa privación del fuero federal a las de 
orden puramente constitucional. 

Que sin ciiiUiiíío, esa ínlinltílí lac-Sóii del fuero, eu 
el fondo, y prácticamente, fiólo luvo el Bonificado de 
nnn suspensión temporánea recobrando su imperio 
constitucional tan pronto <'omo la cuestión de derecho 
público que comporta el cobro de un impuesto, se trans- 
forma en una contienda de repetición de 1» indebida- 
mente cobrado por Iits prov incias. V así resulta ron 
establecidas las tros soluciones ofrecidas al enntrimi 
yentc después de pagado el impuesto,, a) las cuestiones 
sobre devolución de impuestos provinciales van a la 
justicia federal si son impugnad»* como violatortos de 
la Constitución Q leyes nacionales. —Tomos; I7j207, 
43,234; 125, 8; 139,322; l">S>,4tí; etc., ote. — ; h) las cues- 
tiones sobre devolución <lé impuestos provinciales im- 
pugnado?! eimu» contrarios a la CüXiaUtueíwii 9 b-yes 

locales van n In justi.-ia ordinaria, — tomos: i -5,8; 
7^373; 153,214 — ; <•) las cuestiones sobra devolución 
de impuestos jirovíueiules impugnados simultáneamen- 
te nomo violatorios de la Constitución O leyes provin- 
ciales y do la Constitución o leyes y decretos naeíonales, 
van también a la juytieia provincial ni» perjuicio de 
ser traídas a la Corte por vía del recurso extraordi- 
nario. 

Qne no es posible desconocer el derecho de uu 
contribuyente, que lia pagad? el impuesto, para elegir 
entre cate tercer camino y el primero, y es claro que 
elegido aquél y radicado ya el juicio ante los tribunales 
do la provincia con la consiguiente prórroga de juris- 
dicción o sin ella, le sería aplicable el art. 14 de la ley 
N» 48 y la causa sólo podría ser traída a la Corte 
por vía del recurso extraordinario- Pero cuando no se 
lia elegido ese camino y se lia venido directamente 
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11 la Corlo usando del derecho qoe olorgun una vez 

pagado el impuesto los urts. 100 y 101 do la Constitu- 
ción, ni se le puede cxiicir que previamente justifique 
la ilegalidad del decreto o de la ley provincial tachados 
de inconstitucionales, ni negarle jurisdicción so color 
«Je «¡He ha traído por error o por execro de información) 
i) a designio una rncstión de ilegalidad de orden local 
fluida « la que tenía derecho de proponer «le juris- 
dicción originaria de la Corle. \m que correspondo ea 
declararse ineompvíeiue para conocer en la eucsllón 
de orden local, con lo ijue queda a salvo la soberanía 
•le la provincia y considerar y resolver la cuestión 
••onstiturionnl «le urden nací .nal re>p<vto de la cual la 
riimjjrlriM'iü unce de los nrls. 101) y 101 tie U Coiulitu- 
fión y de sus leyes reirían colarías. Asi lo lia declarada 
el Irilninal en el fallo registrado en el tomo 15.1.-14, 

donde aunque fué declarada l¡i rDcdanpcteneia, so hizo 

la concreta salvedad ele que sí bien SO hahian invocado 
disi»osir-ionos de la Constitución Nacional, tal invoca- 
fjon no apareeía Imberéo heeho, duda la forma en qfla 

la demanda fn« ; planteada, con el fin do alegar la in- 
ronstitucionalidad de la ley de impuesto al capital en 
giro-. Y ésta fué la razón por la cual el litigio quedo 
reducido a la devolución de impuestos repugnantes A 
las leyes de orden local. De no ser Qsf puede inferirse 
que la Corle habría entendido en la causa eotno lo de- 
cidió en un fallo posterior — IKi, L% r :-. 

Que del hecho de deducir la acción de repetición 
Unte la Corle resalla visible? el deseo de no recurrir 
B la jurisdicción provincial ante la «nal pudo también 
rom parecer sin perjuicio del recurso extraordinario. 
Ni existe el derecho acordado por los arts. 100 y 101 
ile la Constitución Nacional de acudir directamente % 
la Corlo a sostener la invalidez de todn ley o decreto 
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provincial repugnante a aquélla, no es óbice para au 
ejercicio la deducción de la acción conjunta, sea por 
error, sea por ignorancia, aea para allegar mayor in- 
formación- En todo caso la ley no lo veda ni se opone 
a él ninguna razón de orden público. Al venir a la 
Corle presentándole una cuestión de legalidad para 
cuyo conocimiento ella no es competente, aélo corres- 
ponde decirle eso, pero sin renunciar a la jurisdicción 
que se tiene ni anularle al derecho de prescindir de los 
tribunales de provincia. 

Que la ley N» 48 cuando sólo permite traer a esta 
Corte por recurso extraordinario los juicios fenecidos 
por sentencia definitiva, se refiere a loa juicios ya radi- 
cados, sin tomar en cuento los que aun no lo lian sido, 
y del lieclio de que esa radicación envuelva la renuncia 
para llegar directamente a la Corte, no se infiere lo 
contrario, bb decir, que el ejercicio do la jurisdicción 
originaria de la Corte se lm.Ha supeditada a la decisión 
previa por las autoridades provinciales do las cuestio- 
nes de legalidad o ¡legalidad de sus leyes y decretos 
con referencia a su derecho publico. 

Que, por otra parte, se convertiría en reqnisito pa- 
ra ol ejercicio de la acción, nn hecho que depende ex- 
clusivamente de la voluntad del actor, desde que éste, 
cargando con las costas, podría desistir de la parte 
de la demanda relativa a la aplicación de las leyes 
locales, situación que es equivalente a la declaración 
de incompetencia parcial quedando intacta la jurisdic- 
ción de la Corte acerca de la cuestión federal simul- 
táneamente deducida. 

Que fuera do estos serios inconvenientes quedaría 
todavía el representado por ei aumento de los gastos 
y la demora en obtener la reparación de loa derechos, 
que sobrevendrían como consecucacia tanto en el caso 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN *K 

de que la Corto se declarara incompetente para conocer 
eu las causas de su. fuero originario, cuando la aetora 
ha planteado simultáneamente una cuestión de orden 
local, como cuando se exija, para depurar inconstitu- 
cional un decreto de provincia frente a leyes nacionales, 
la de su ilegalidad interior pronunciada por los tribu- 
nales locales. 

La diligencia que presupone el (Materna organi/Jido 
por los constituyentes, «enún el cual toda violación del 
instrumento requiere una inmediata reparación para 
lo enul debe contarse con la colaboración do loa lialii- 
tantes provistos de las acciones apropiadas al fi» bus- 
cado, no se compadecería con ninguua de aquellas no 
luciónos. 

Kn su mérito se declara que la presente causa es 
de la eoinpcteneia originaria do la Corle. Molifiqúese 
y repóuRase el papel. 

Rouertu Kk-pett». 



mM W-HOA v. CAJA DE JI BILACION-KM CIVILES 

JMir.ACtOS T>B EMPLEADOS S' AVI OSA LES: Swpenoiin ¿« 
\o* beneficio*. 

lid oimiiolaiK'ia ile <|ue un jubilado ordinario i*onform« 

ni n"¡riim*n de Ib lev N* 4¡H9 preste servirios como tasador 

del Hanpw HijKtlccario Nacional, euj'B retribución es paga- 
di! per loa particulares, no le priva del derecho » minar 
las cuotas de su jubilación lorresponelienic al tiempo de 
duración de esos wmeiow. 

Dhtamkn dri. Pitocirüftuon Übnerai, 

Suprema (*orte: 

El recurso extraordinario procedo por halarse 
puesto en felá, de inicio la inteligencia de una ley espe- 
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<-ial rlol Congreso y ser U sentencia definit ; vn de fs. 

71 contraria al derecho invocado por la recurrente. 

Se trata ti<iuí de resolver si la Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones Civiles turo derecho de Sus- 
pender él pago de la jubilación ordinaria acontada al 
actor, como consecuencia de liaber sido designado, coa 
posterioridad al otorgamiento de tiquéllu. tasador del 
Fin neo I Mpoteenrio Nacional. 

En apoyo de su demanda, el Iittfenjern Ochon in- 
voca dos circunstancias ¡ 

n) carácter anual de su de^Í.<rnu< a iún t bien que por 
nombrarnienlo* sucesivo* lleva diez años Oti mis J'iiii 
'•iones; 

b) la retribución que percibe es pagada por los 

particulares, de tal snOrte que las actividades corres- 
pondientes no comportan reingreso a la administraban 
nacional, sino simplemente ejercicio <|c la profesión do 

iti «remero. 

Acreditadas tales aseveraciones ron el informe de 
t's. 2'J, el señor Juez Federal (fs. 54*56) y la Cántara 
respectiva (t's. 71) han admitido la dt-niandü decla- 
rando ¡napli.'aM,. &j caso ¿\ arl. ¡¡2 de la ley X" W\ que 

fon presehidencin del argumento n-lativ.» al ea- 
rácter anual di: la designación del actor cuya eficacia 
resulla dudosa ante las sucesivas confín naWoncs, pica 
so que la forma cu que percibe Oclioa su rctribueión 
hasta para admitir lu demanda sin las reservan que 
expresé a V. K. en mis dictámenes de diciembre 7 de 
1937 y agostó! H de 1Í>MS (180: 200 y 1S! • 425). 

Correspondería, pues, confirmar la «cntoltóia ape- 
lada fin cuanto piulo ser materia del recurso. — Itueao* 
Aires, diciembre 11 de 1M-10. — Juan Atrnri'Z. 



VALIA* UK U CORTE SfPKKMA 

V Vitelos: 1*01' yUM lumlamcnlos; lo tlii-luminiuto 
precedentemente por i'l señor Procurador flcnerol y 

la doctrina sustentada por rata Cortó en la* canMB: 

r. S. 180,'J(M» y im,4líf> se confirma la sentencia «Ir f*. 
7l cu maulo pudú ser materia de recurso. 

Notifí<|U(W» y devuélvanse id Tribunal de proco 

ilciicia donde BC repondrá e) pajH*!, Ion presentes autos: 
Oelioa Juan v. Caja Nacional tic. Jubilaciones y l'cit- 
siojics Civiles, sobre cobro ele jiihilanoiio^. 

KoBEItTO lÍKPKTTo — ANTONIO 
X*i¡.UtNA — I-ÜW LlNAM* — 
B. Ai Nassau Asi hokena — K. 
«AMOR Mkjía. 



KlCAIiDO.I MAKTI v.C.VIA l)K .IIBM.ACIONES 

civil. ES 

Al TOS AOMISISIJIATUO* 
COSA JfZt.AttA. 

OKKKCIWS Y GARAXTiAV CQN8T1TVCW2AW&- tttmk- 

ilr jtriijrinlart. 

JCfitLACIOS Mi KMt'JMA /«»>' VACÍOS ALKS: Sunpnuiñ* *lt 
l< htnefuio*. 

Si bien la jurisprudencia tío la Corlo Siiprvinn liu f¡jail<> 
romo prjHtupin genera) Cl de la íntvnnpHtibilulad di» julii- 
lai-iiMH'N acuimi labte* ,> tle. jiibilm'hiiics pon pensiones, o ju- 
bilaciones ron devolución di- aportes etc.; una ve* m-onla.ln 
una jubilación nacional con el i-oii<M-iini enU» de otra jubi 
lui'ión provincial o municipal olorjíinlii aiilprninneiilo .1 
la misma persona, «pie ha scpultl» [rozan.!.» <lel clrre<4 
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consiRuieiile durante vnrios años, no puedo ol Poder Ad- 
ministrador sin lo existencia siquiera de nueva Ivy privar 
por sí al titular de eso dcrrclio adquirido respe? tu del 
«Ol existe cosa juzgada, simi qiii' del*»- demandar judicial- 
mente la nulidad por violación de las formas substanciales 
drl juicio o del pronuncian! ientu. 

IJlcTAMEX UBL PltOCt.'KADOU Gf.nkhai. 

•Suprema Corte: 

Se disculo en oste caso ni la Caja Wional de .lu- 

bilaciones y Pensiones Civiles tiene el derecho uY su* 
pender el pago de una jubilación acordada a quien, 
ííozjmdu do juhiluHón municipal, se niega a optar r-nliv 
amlwts. Traíase, pues, de la interpretación de leyes 
especiales del Congreso y ello liuet* procedente el re 
curso extraordinario traído ante V. K. 

Kn ctiiin o al fomln del asunto, limé notar Mita 
Iodo que si hay decisión firme lié la Cuja sobre el otor- 
gamiento de la jubilación, de ahí no se deriva «pie sus- 
pender el pago signifique revocar la resolución que 
concedió dicho beneficio. Se I» suspende, invoca ruin 
otro motivo: existencia di 1 disposiciones leudes que im- 
pedirían seguirlo pasando; disjiosieionoK que w pre- 
tende einunun del Congreso, uo de lu Cuja. De existir 
tal ley lo Caja deberá cumplirla. 

Veamos a lio ra ni realmente exis C í* íiicoinpatíln 
lidttd legal alegada. 3.a Caja otorgó jubilación al liov 
actor, sabiendo que ésto era jubilado uiiinieip.il; le ha 
pagado dorante varios años, sin reparo alguno, las 
motas correspondientes; y níngona ley posterior puede 
invocarse que modifique tal estado de cosas. Tampoco 
encuentro ■que la incompatibilidad estuviera impuesta 

por leyes anteriores. 

Kl aUtema económico de la Caja Nacional se Iwu 
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»-n los apOftee tic .-lidiados y snlt-ro lodo cu oontri- 
bueicmes del Fisco, im" ordinariamente adoptan la í'or- 
ma do porcenliijcs sobre los sueldos, y de tiempo en 
tionipo In du subsidios jrlo'lmlcs; ¡r'tu sea cual filer* t'l 
Origen tte los n*eur-sos «'on que eufiita la ''ajií, ella olor- 
iTii las jubilaciones sin referencia :i los reslantos medios 
de vida del agraciado. X<> disminuye él lioiH'rício, aun 
que l'íiyu do recibido un millonario; ni ¡iiini'-nlii, aunque 
resulte insuficiente pnru atender l¡is necesidades de 
i ¡ilion lo rei-Oie. Otorga lo.-* suicidios autom/itienmonte, 

por aaf decirlo, dewmtcndiéndoHc de si w»n o no nece- 
sarios. Tampoco prohibe n los jubilados ejercer activi- 
dades lucrativas fuera de la ndminisl ración nacional; 

y nun dentro (je ella, lux pcrniitv dictar muí «Uédra 

rentada. 1 1 nluY-udose sam-ionado» por v\ l'onjíieso la 
Léy que prohibía tnmluen a los jubilados muni- 

i'ipnles diwmpi'ñar i'liiph-o nacional ipic no flteSe o;t 
lí*dr« (iirl. 8'), el P\ E. vetó tal di -posición, por decreto 
del 2*J d- jimio ile 1 iKi J ; y lo hizo ron visible ló-ricn, por- 
fíe <>l art. 2« dé la ley N v 5.145 (y 48 del dooroto fCRla- 

inetitario (le la N"' U.!r23), consiento en que los jubila- 
dos desempeñen euulqiiicr einjileo muni-cipal. Por fin, 
i-I arl. MJ de la ley S' 12.578, Última disposición rigente 
i-n |» nuileria, «lecbira no existir incoenpali! lad entro 
i-I ¿roce ilo jubilación nacional y el ejercicio de jnieslos 
públicos pruvínciaU's o municipales y aun de los curaos 
iiariínialos chrlivo». 

A ilecir verdad, media 011 esto una ruostión de ju- 
risdicciones. Sí en nuestro caso ¡icluiil ol uetor optara 
por la jubilación nacional: de qué título -mergoría la 
extinción de la jubilBMÓh imaiiioipaIT El estatutn que 
rige a rsta última autoriza la acumulación de ¡imbos 
beneficios. Por ntra parlo-, si como f|noda diebo, In Na- 
ción no oiieucn1r:i olí la riqueza del jitfrnoúido ÚH ohs 



FALLO - D : ' LA. OORTK KI'i'BKM A 



tAculo para jubtlnrlo, iqut'í tiiiís le da obtenga recurro* 
por vía do herencia, donaciones, t>] ejercicio de su |>ro. 
fesióo, empleos en la industria, el comercio, In admi 
itistracum provincial, la municipal, la Iglesia, o cual 
«[uior otro medio lícito do vi<laf 

VvamQ* ¡lUora I" qjlK establecen tas leves similares. 
Desde hiejío, la NM 1.57a, <pie ri«e para lo¿ baílennos, 
previendo la objeción, es -alegórica eu su arl. 71: 

"Xom- acumularán en la misma persona dos o má* 

jubilaciones uronhiih.s ¡/or ¡nsti/tirion*:* fifi retiro re- 
fluías por Irt/is 'Ir la yació». Kl interesado deherá np 
tar |>nr umi iU' ellas, quedando extinguido el déréclio 
n las otras". 

En esto cuso, In incompatibilidad sólo se estableo- 
entre jubilaciones nacionales. 

Por aparecer redactudn eon meno* claridad BSC 

ilistiiiKo, las leyes N*° 10.600, art. W, y N* 11.110, arl. 

38, han motivado iludas: "N'o se aeuniutaráii — díeon — 
dos o más pensiones o jubilaciones a la misma |>ers-onii. 
Al interesado le corresponde optar por la que le eon 
venga, y he*h<t h opción, quedará ertingmfa e! rfcwM 

n tas oirás". 

V. K. bja entendido que la disposición así redactada 

luieG iiK'oinpatíhlo ol sopo de una jubilación nacional 

ron otra provincial <172 f 328); pero debe recordarse 
eme esa jurisprudencia eá anterior a la ley X o 12.578 
y también al criterio exteriorizado por el Congreso 
linee pocas semanas, declarando compatibles con el poco 
de jubilación nacional, los beneficio:? de la ley X o ÍJu'HS 
«obre nee idonles de trabajo, materia sootc la cual V. K. 

mantuvo jurtapradéncia en contrario. Ad<Hnáa, el ré- 
gimen de la ("aja Civil difiere muelio del organizado 
por las leyes Nos. 10.650 y 11.110, con lo cual la ínter- 
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prefación lie ¿fitas lio siempre resulta iii¡Íi/.al»li- para 
discernir ij alcance dn la X* 4.'H!l 

Cierto i|Uc las p«?i)*H)ii<>* ifrariables oUir^uda^ 
por el I 'uhií ivso son inci«m|ialilili'.s ron las militares o 
civili's Otorgadas |«»r leyes nacumales pro.vinria¡i«s, u 
•ordenanzas munii'ipules ; ]n-n> tambu-n aquí g'e trata de 
un r/iíitiu ii i'S|»'< íal. I.a ley N" 1 l.*J(¡(), al crear tal pro 

liiliw'iúji se tvíirió- oxrlusivíiMH'iilt' a pciisiiHH's fjraeui 

/-/» '-. a.H'imK por rcimpli't" al sistema de la ley X w 434Í». 
Y aun pudiera a^re^iirse ipu* esa l«y tam]3QÓo háfcluytí 
en ta incompatibilidad a las jul»í !a<-tout s- 

A|irec¡adun pnidencialnirnlr todita rntu* circuus 
taneía>. mi* inclino a pealar que un existe la inrnmpatr 
hilidad U-gnl umbría del litigio. Kn consecuencia, co- 
rrespondería revocar el fallu de lu Cámara rYdcraL ■ i n- - 
la admití-. — Buenos Aires, ochibr.- !» de VMO. - Jwni 
Ah'nrv2. 

VA 1/1/ 1 DE LA rOltTK SlTIiEMA 



Y visión; Loa del recurso exírannlínarirt mlopues 
to |ior don Ríranlo <f. M arl i contra la .sentencia di* 1h 
Cámara Federal de Apelación de la Capital que deses 
tima su demanda do cobro de pesos en el juicio contra 




(, K| recurrente, jubilado «di la Nación como dn 
con te. secundario, especial y universitario, desde el 18 
tre db líl.'íl, .íejó de percibir lós emólame» 
iHij^uifiitca desde el (i lio febrero de 1W, poique 
la Caja de la ley N* 4-*M!> decidió que debía optar filtre 
la jubilación municipal anterior y isla de carácter aa 




ritma I, por ser incompatible la acumulación de ambas 
ífa. 31, 33 y 46 del expediente administrativo "letra M, 
>í. 2f), año 1931) Jubilación BoficíladH por Ricardo .1. 

Martí, Caja Nacional ik* Jubilaciones y Pensiones Ci- 
viles"). Fracasarlo su podido de reoonsiderneii'm (fs. 

47 y 34 del mismo expediente), inició demanda judidal 

contra esa resolución y roí autora, la Caja, fundándose, 
eñtrá otras razui»'!, cu la exi-Mcneia de la casa juzgada 
desdó (|U0 enamlo su lo oto gó la jubilación civil exilia 
ya y era conocida lo jubilación municipal; Be habría 
violado, pues, el art. 17 «le la Constitución Nacional 
I fó. 1 y 8% 

II. I.» sonlmwia <¡6 p*'»niora inslaiifij* — ipie la 

i amara Federal confirma por sus fundamentos, (fs. 
J»3 y 88) — no lia examinado concreta y precisamente. 

la defensa premeBeionaufl limitándose n invocar la ju- 
risprudencia ime, en üL-iiernl, reconoce al poder públii-n 
"■no sólo la facultad de alterar el réjeunon y las rondi- 
tapBoa do las jubilaciflTic.i, sirio también la «le reducir 
el mondo de las acordadas <pie no constituyen, por lo 

tanto, un derecho de propiedad Inleprainente adquirido 

y jurídieomenle iuvmlnblc cu los términos del art. 17 
de la Constipación Nacional, — ver í$up. CQL"U' t FulJo;-. 
t. 170. pAg. 37; t- 179, pfig, 4Í)H'\ tVro debe observarse 
i|Ue en estos aillos no se discuto esa Facultad del poder 
l'úhlico ejercida, como es natural, por el órgano enns 
t¡tucio?ia! pertinente, ino la estabilidad ele ln cosa juz- 
Saufl dentro de la misma ley, resulta mediante trámítea 
neniares aule y por hi autoridad dé dicha loy. Kn 1S3) 
cnatulo se otorgó a Martí lu jubilación, y en 1939 cuntido 
s« suspendió el pago de la mismn. los preceptos sobre 
acumulación eran los mismos y es indiwulihk- nñe la 
Caja no es el poder público oue pnrdc nmdifirar los 
dereelios adquiridos al ampare dft Iffl estatuto «|iic tie- 
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lie i-staliH-i*ido> dciecla» j oMit-arioin-s reblado-, lio 
Miaplenieiilo dejados al nrhitrio del Poder Administra- 
dor o de SUS ropHrtH'ioiH.'S, «utár.iuicas o no. I-a rons- 

lautc jurisprudencia de esta Corte Snpretna ha fijad» 
—es viudad y cuino principio trnu-ral — el de la iftóoiÉt* 
patíhlÜdad de jalúlacinnes acumuladas, O (lo jnbilueío- 

iit-.s cdii pensiona, 11 .¡iihüíK'HHir* ron devolución de apor- 
tes:, ete. (FalUs: 131, 243; 134, 1W), +25; 1<¡7, ?47; 
171, 203? 172, ;i2S; 177, 4H>»; («ra «I Tribunal iío lia 
«lidio que, acardatla una jubilación nacional con «l oo 

noeimiento de olra jubilación provincial o municipal 
otorgada anteriormente a t;i iiüsina persona y trozaito 

ráta del derecho oonsíguicnto iluranlo varios años, se 

pueda — f-lii I» existencia sumiera de nueva ley— pri- 
\ar al titular de CSC dercho adquirido. 

III. Como. Wgfin hc ha dicho-, el falto reciirriilo 
110 examinó concreta y prwisftrnento lit defensa de Ea 
cosa juzgarla y como la Caja sostuvo (pie recién i-n («■- 
¡td»re lie líl.'ts lavo eotKM-miient»» de la .pila lación inuiii- 

cipa! de Marli (f*. Kl¡, Cap. VI», forzosaiuehtG de-be la 

C$i?t0 referirse a la prueba del conocimiento anterior 
a la fecha di' la jubilación civil (l.s do septiembre do 
Ül.'il) |iam decidir «i bulto <j no rpaolu&ut] administra- 
tiva cK-i caso do acumulación. 101 actor ha incurporado 
a estos nulos los documentos oficiales di' fs. L'S y ;¡4 
—Según los muden, on Ja ficha personal de Martí— 
■■«ano profcHor cu la Escuela Xucionat «de Bellas Artes 
y en el Colegio Nacional "Jterimrdino Kmidavm" se 
.tejó constancia de que, antes d«- 1USI. el aludido profe- 
sor era jubilado rnimiripsil; y la Ucetoría de la Univer- 
sidad ile Buenos Aires requerida por el Juex de la cati- 
ón, acompañó la ficha de (V. .'!7, de .'¡1 tic. niara» i 
V.m, donde se hace constar que o* jubilado muí" 
en e^a fecha. Desde que se J 



ohos oficiales, público*, no lia podido I» ("aja Moldarse 

en su desconocimiento ruando acordó el heneficío qWú 
ocho años después dejó sin efecto o supeditó a una con- 
dición suspensiva, extemporánea y asravianle del do 
rcclio adquirido. Si loe oficinas o repartí cloaca ubl¡j-a 
tías a informar amplíana-nte no lu liieierou, mu CP a 
Martí ji quien se puede responsabilizar. 

IV. I.n Corte- ha decidido rei tcmdamenl*' que 
cuando el linter Administrador o sus repartieiones au- 
tári|iii«'¡i-. resuelven un caso en derecho, mediante el 
ejercicio de facultades rebladas, conforme u proeedi 
núi'iiíoH preestablecidos, actúan como uu juez adminis- 
trativo y mis i-cao lucin lies candan estado, dan estala li 
ilad a los derechos que reconocen, hacen — en una pu 
labra — cosa jir/pada Oü el asunto resuelto, quedando 
les la acción de nulidad ante lst justicia por violación de 
formas substanciales del juicio o del pronunciamiento. 
(Fallos: 17."), 368; 177, 134 ¡ 181, 224; 181. 425; 182, 267; 
18ti, 42, 31 y 454). 

Tal i-I caso que se sainóle hoy a sa conocimiento en 
virtud del recurso extraordinario del art. 14 de la ley 
N° 48. l.os fundamentos de e.sos fallos se 'an aquí por 
reproducidos y se declara que «e bn violado el art. 17 

de la Constitución Ñafio ial en cuanto 60 priva a Martí 

de mi propiedad, en debida forma adquirida. 

Kii su mérito y de acuerdo a lo solicitado por el 
señor Procurador (¡enera!, se revoca ta «solución ape- 
lada en cuanto pudo sé* materia del recurso y He declara 
que la Caía de-be reintegrar al ador las sumas que im- 
portan las iiiiMisiuiliduovs de? su jubilación deteuidu, 
dentro de veinte días, con los intereses u estilo de los 
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(liio cnlira o\ Banco do la Nación Argentina, desdo 
día siguiente al dé la riotif ¡caciÓa <1g Iji demanda. 
Hágase saber y eu su oportunidad devuélvanse. 

R<»i'.(i:rn IfKi'Kin» — Anton'ím Sa- 

'SARNA — íiVIS I.INAUES — B- 

A. .Va^ak A&íSIÍOhRsi, — p 
Ramos Mk.ma, 



JULIO BOTKT Y OTROS * C*A,ÍA ISK JflKÍLAiÜi inkm 
DE EMPLEADOS CIVILES 

jriiFí,.\i tu\ m: Mi'LKAim.s smw\mj\>: fompé& 9t . 

ntratrs. 

JUECES'. DeY'ckoK 

poma ji mciAj,. 

Ix» «■x-in»i!istrad< l s judifiab's jubilados .-oji arrt'jrlo a la 

ley N* 4313 sp bailan ea la mi*nia «tuición i|uw Utt de- 
más jubilados de- la Caja ™ cuanto u los derahm qne 
]f* («rrespOHdeJi wbr* lo* halH>m futuro» 

JVHH.M IOSES. 
jrECKS: forfeha*. 

POBKfí JvnwiAi.. 

KBtMÁCTI VI a 6; t¿ye* «<*"*"»"<•«" ••>• 

VA monto <}>• la- jubilaciones o pcuMoin.'* puede htrr m» 
difirado |kt ana nueva ley que Ájante y rfnrKaiiior la 
Caja respectiva por razone* de i-nícu mqwrior, sin que 
a ello w opongan, en H (aw de ex-magistrado* judwialw 
jubilados, los arls. !>fi de la Constitución Naeiofiad y ñ 
del Código Civil. 
JUBJI,A*'I»X ¿K t:\ffl.KM>U¿ ,V,|í'M*.\.4 />:.<• /v,«. y , 

I-n nitb'ñrión fiñ.'a'ñc.íéri «ic la Caja «ie Jubilaciones «le 
Empleadr* Civiles al dictarse la ley N» 11.923 requería 
inehhíihleiiieiitr la reducción y yraduaeión de lia bene- 

riciii i acordodoa, evidentemente excesivos cu relación a 

lo» sporíes realizados por los Eíen<*f ¡'-¡arios y desproporeio- 




latios, t-ti tortita tal (ine 
n.icnlDLf uuU alió era t'l benefieiu emieodidn ihín m> dis- 
t;met«ba del fondo ne\imiilado> por el benefiriario : de- 
biendo íihsr.-itii-- ¿iiiirdjir^. pomo en bula !«'>■ <!•• ew? 

ifi'npr". la C)P!"pla«'ióii proporción a Emente p-aralHa en lu 
«'wala estnbbvida par» la* dh - pp«n* enteiritrias. va i|uv 
rimu'ji podría es¡tr¡rsá e<piíval.Mi«'ía «ití* jo|ii.'llos villero* 

CGSSTITVfílOS \A( ¡i:\AL: rnHSlirurínnatidivt r inroit'ftlitrjaM- 

DERECHOS Y (¡AFiA.\ TIAS roSSTITrctOS ALES : l;,*Mn-l. 

JVMF.ACFOS HE EMIIEAHOS XACJO.VAI.ES J «tufar wr*». .fe- 
tt-rmu*ia<m ritl monto, 

1*8 e«(*alíi iln-rrrii-nie fijada en el jiri. 17 tic La ley N'° 
1 1 .02¡1 no respondo n un propósito hostil n eierla ríase 
de b< .efíi'iarios sino n motivos reales y razonables;: no 
psmlí* de una d¡M'retJL .v justa dUimnti«*Íóii de benefii-ios 
y no ps víolatoria dpi arl. 1(i de la Constitución Nneional. 



Skm-kncia DEL iJ.üBSB Kuiriui. 

Htieno* Aires. M-ptirmhrr í dr I93fc 

V Vistos; l'rtra resolver en defiiiiiiva lo* aut«s ear.it u 
Indos "lintel .ImVui y otros eoiitni la 4 'aja N'aciomil de Jn- 
bil)K'ifin*3 y Pensiones. Civiles sobre reintegro «le jubilarión 
e inccnstitin-ionaliditd dn la ky S'' 11.023, arl 17. y 

líí'stlttriíidói 

t¿ue iliYWdlid*» vi ^dl'-á''!*r (tC e\-inii^¡ "Irados jubilados, 
dédneen dem¡mda lo* doi-tores -lulio ílotef. -'oree Eduardo 
Coll, Miguel EHleves, Eduardo J*\ NcwUm, •Jorjrf II. Fría- 1 *, 
Kederíco Heljnu'ra. Adolfo ( 'asa bal, Toiwis Arias. Angel 
M. l'Hsari's. ttf&rdá OrtSz de Iíh-jix, Crsar A. Camilos. Mar- 
celin» E«-»la«la. Alberín Estrada, Dalmír» E. AUíiih. Mnniirl 
S. Hi'ltrim. Kiennor ftonjtálpx del Solar. Arfara S.-oher. Clo- 
domiro Zn valia, dos»' Isaac Arrióla. Carlos Y. líeníU'z, Rícar- 
do Weeber. Adolfo RflVTftón y Keniftinlo Klappenliaeh. quienes 
exprt-san se sometieron voluntariamente al repinten tfe la ley 
N« 4.149. en mira tle obtener loa bonefieio* qUc ella ofreeía en 

que a sa vez dejaban como aaipatrados. 
oues «bneedidas sobre la bav P de nn 93% 
respectivos sueldos, les había creado un 
nial, amparado por Ih CjOñat iiut-ión. como pro* 
inviolnbl» y prr el art. Sfi d-l CAdiiro Civil, 
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como sustraída tío la Je , iri>iju , i«*>n rol rooctlva, por lo que eon 
repinan es tutu prolongan ó» del sueldo intaiigiliu» Jo lo» 
jueces i'ini ijue la i-V>ust¡t lición ampara la independencia del 
l\>drr Juuit-ial Sí fíente a Ja garantía de la iiiainovilidiid (ion 
sueldo uilauyiÉ)l(', se expresa, *>l Estado ofrece al Jucss la 
perspevliva de uhR jiiKil;R-iúii viiiili.'i-i. |kh' <•! importe i!*- hu 
MH'Idn. en el <aso ríe retiró voluntario, un pidría decirse que 
lü garitnLfó lia sitio respetada y Miriido su ct'erln cmasti lucio- 
nal, si producido H Bastó" supinólo >■ r< mim-iado el cargo, el 
propio H-rado mediante una loy nueva, disminuyera o su- 
primíera la jubilación. ¡»<r lo fp» IKl cabe suponer procedi- 
mientos de (-.(¡i íiitlcilv «pie serían de mala fe e incompatibles 
muí la dignidad ile los pude* res públicos y ron \¡\ función dtt 
ética superior ipte incumbe «I Estado. P-or estas ci<nsÍd<rucio- 
nes. dHih.-radam.iilc se limita la expresión dr \m fnildjimnihiíf 
de la demanda a la enunciación de los preceptos .-oiistítucio- 
nale, v IffihbtllWi f dr h* |trni<-i|Hi* de rUmlio |»iuUe». a 
fin de i.bier cr la devalin-Km de ¡as cantidades retenidas o 

dediwtda* del monto uriginurio do la* jubilaciones de-do el 

1* de febr m de 1936 hasta la terminación .U- este pleito. 

Que (a Caja, ni D#ear el deree-ho ohc priendan le» artó- 

res. sostiene auc la jubilación ul no revestir earávter contrae- 
timl y nacer de fu ti-y. i*omp»r(n p.rtih¡lid»d de revisión, ajuste 
> diMi.iiiurión de lew montos previmos y acordados, situación 
'i' 'i "I «aso de la ley \' v *34ft fué prevista fl | liempu de 

su discusión parlamentaria. 



se expresa además, no ser la jubilación un derecho 
adipiirido iuallerable, por I» que el Coii-rreso, tiene amplias 
facultades para reformar las leyes respectivas, aun con carác- 
ter retroactivo, y tateme en el caso de la le.v N* por 
ser de emergencia. 

Que eon respecto a la situación ile e*-'nag¡.st.rados judi- 
ciales que invocan l»s actores, expresa la demandada, no tie- 
nen ]>or la ley N" 1343, ningún privilegio sobre los de:nás 

afiliado*, ya (pse la garantía del urt. ÍHi de la Constitución. 

eslii limitada mienlrii-s "duren sus fu liciones de tales, y no 
puede extenderse con pohleríoríilad 11 la cesación de sus car- 
tros, filando ya acogidos al régimen leual dp la ("aja. perci- 
ben beneficios de retir», por ln que pide el recluta) de la 

demanda, con costa*, y 
Umisiderand»; 

1' Que ere atención a los términos en «pie lia quedado 
trabada la lilis, solo corresponde el esamen del c a «j planteado 
dentro del argumento principa? ijue *e funda en el art, 9tí 
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Je i.» ContfitueWil XarionaL o sen. establecer si U renuncia 
a ta insmmvilídnd di mis cargos e inalterabilidad de sus suel- 
dos que lii'-i»Tnn los m¡iirisir«di>s 0*fftK« en enrabio del maula 
jubiIaU>rio que al tiempo <Ie retiros otorgaba la Caja, 
eomporta efeete* ilofiiiilivos que? ni Estado no puede. RltQFlH 
étm leyes <le ivajusle del patrimonio de l¡i entidad. 

2* Que dCBtffli «le la situación expresaba y teiiiend.. Mi 
eucnia 'i 1 "* orí. !Mi * 1,1 CoitttitiwiÓw Xaeiimal. pii forma 
ejtjprrsa v limitativa, sólo contempla la situación de los jueves 
de la Corte Suprema y .1* las tribunule* inferiores de la 
Naeión. ni evidente que deW considerarse C«reut*S de acción, 
a lns m-iures ttatíetta ÍW» Efttet. 1»« Iniir-. K, Alsina y Manuel 
S. líeltráii, fpic lian desempeñado respectivamente, hjn *aíg<ffl 
.Je RroeuraUor OéiKrél la Nación, Prarurttter Fím'hI Fe- 
deral «le Cámara y Ki*ral de Cámara de la justieia ordinaria 
de la Capital en que í» revestían el carácter «le jucres, lo 

que así se declara y resuelve. 

"1* Que li's füftdsm«»t« <le derecho póWroo invocado* 

pOÍ los d.más arlares, baeeii necesaria la previa delimitación 
del drrtvliti • |1 1< - eoiisidr rail vulnerable, detitr" Ai IaSWee«$OS 

mismos «le la ley N u 4*0, ya q«e es «ata leí la que i tu pone l¡i 

nal ii raleza juridU-a U<*l dererho jubilatorin. En efecto: la 
jubibii'ión a que da i|ere*dín ta ley X*' 4:i4í», iwi P* un favor que 
i'l Estado olorira. ni lia «irrerlio privada ■•merüenlr de un 
e'iiiIraUi. cxprrsn ai lAcitO. pasado entre el V taño y el bene- 
ficiario. p-tr<pie l»s relat-ume* ipio li<ran » hihImis no son de 
derecho pr^'ii'l 1 ». SÍW> <1p '« órbita ilel derecho administrativa 
(I¡. S. ton» lí¡»¡. páj¡. fifi*) . »-l dererho julii'itorio es el pain» 
de nn* deuda, aunque la eüntWad volada í-ea superior a la 
> apitalizarión «le l>.s aporte* retenciones, es dei-ir. e-onslituye 

. una dt'vi.lueiári en forma tf¿ una renta Vitalicia áü li* anortca 

rápita liza dos <-on que el funcionario reliradn contribuyó a 

i>D^m*nr l«s rveiirM* i!el fonda máün, y ron respecta » enyu 

fundo, el K*tad<> sótu asume el earáeier de patrom» q admi- 
nistrador, sin revestir púP ella mK<UkI »tó «kletldOP «rtli.laphi 
«i siibfcidiarin. para (Uft taStW de 1 enierjrejH'ia o bam-arrota (C. 
s tomo 179. pátr. ¡Í07. L-Otl». 3», 1» y ». y pájf. 100. rnn« (¡»). 
4-v Que dé la conclusión precedente, resulta eoBDo juntli- 

eoivse. uenei». el que. la iulálaeiAn aeordada. nn obstante 
MI earáeter de verdadero der»eho pal rimnjnal. pueda cesar 

refringirse eon respecta a sus beneficiarios. p«»r eausas 
«¿hrevinifntfs previstas eu la ley que tas aeuenU (C. S. lomo 

1 r»t* páiz. 138; tomo 179. pátr. 399. eona, 5») eonadwaiidow 
irrevocable la resolm-ión a«lininistrBtiv.i que reconocca rl de- 
rerho a ana jnlriiaeion basta tanto el Ie*BBÍador nnebne la 
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••ansa lesal sobreviniente. prevista en (-1 estatuto originario 
preexistente, y la mn-vji resoluciún -pie rrvoune derogue la 
anterior, se funde en «ta «-ansa legal sobreviniente (C. S. tu- 
mo 175. pig, 368 y 179. p*%. 3M>. .-mis. O y 7"). 

9* Que dentro de estos principios, -pie tos «loe i» 
truclurmi el sistema fiiramiem de Ja ley N* 434% es lógico 

y jttríÜÍW sostener ipie Jos beneficios aei.rdad<is o a ricordar 

de L-onforinulad u dwfea ley, »pn»iliMi supeditados en su exten- 
sión a las probabilidades económico-finaiiriera-N OV la fiitiitad 
(C. S. I. 17f, piijí. 401 coiisid. 8*) por lo ipie es forzoso 

reconocer, que la protección constitucional «mi la extensión ojuc 
los a- - '"i''~ la iliVtH'jiii para fundar su derecho, resulta inapli- 
cable Pit el raso <nh íífe. 1.a afiliación voluntaria ipte los ex- 

tiajristrados judiciales adore* eferliniron al rc-jrímen ti' 1 ta ley 
N v 4.'149, lo ftlí sin iluda para disfrutar do los benefic ios ijuc 
dicha ley preveía, solamente en la cxlensión y bajo Lis ron- 
díeioues de futuro filie «•! les eran reconocidos <Je u'*uprdo a los 
principios esenciales antea enunciado*. Al no tener carácter 
•-ontracttial el dereelm jiibilatorio acordado, es indudable, ipil' 

los majristnidos judu-iale-s oiic optaron por H, lo lian a<c¡. in- 
di' «i iu única forma |>oíiblr de hacerlo úYlUru ilrl nVinar.n 
especial y propio dp la t»-y 4¡I4H. es do-ir, pomo nu <|ere,'ho 

paTiinuiiial condicionada por las eventuales ,iivimsianri»s 

■•p'irióniico.fiiiaiu-ieras de la inslit ueión. 

Dentro de «le COHeeplO, rio podrá pv>r cierto argÜirs* en 

•onira. .- ti.. permitirá que el legislador o p| jnea puedan. 

.•ti -virtud de ana ley nueva <> de SU inlerpretji«-ióii t arrebatar 
o alterar un dereelm palrim«niiat adquirido al amparo de la 
legislación anterior ((.'. S. tomo t'i'J, pág. '270 iu fmr, ya que 
una propiedad asi adquirida por t't ré|fim*Ml de la ley X' 4340, 
reviste caracteres propios «pie disl iofiiPii ese derecho de la 
propiedad común y se encuentra además somntido a !jis limi- 
taciones, esta olee idas e*i las mismas leyes de jubilación?*, a 
las rpie delie sti origen, entre las que enbe reconocer la di* 
reajustar p| »n it.lt» de los haberes en ••aso de piiifrgcnciii 

financiera (C. Sfc Ionio ltf. páí, >Kl, rors. 4"l. Y es fuera 

ll« toda duda razonable 1 , «pie a este criterio interpretativo 
V 1 * I'»e<3rn encapar I«m ejc-maeislrailos jtu'.ieialiN ipie lian cura 
plido el desempeñe» de sus carpos bajo el amj^ro de las 
tfarmitiris cnsiljíradas por el nrt. W de la , "onst itucmn Na- 
eional. 

H:ii'uadra íntegramente, dentro ile esta interpretación, el 

iirtiiuladu de Iu ky 11,989, y en especial el art. 17, qiú K 

prelen<Ie enntrario. |->r lo (pie a (tu respecto, «•ar-'.-cn do fíin- 
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damenta las objeciones .pie Si»**» de rundainenlo pitá ale^r 
su inconstitueionaliilad. 

Distinto sería a juicio «leí huotiU». "1 ■ pl»«t«»rse 
con rebajas ocasiónale* por simple fiiinUiniPiito «lo 
a los ei ni;i.'i*l rado» d* h N'aeión. J»«pr«WW« P<£ «' »«■ 
9(i dr la Constitución Nacional, titulare* del nrnenyMi OC re 
tiro de la ley N'° 4226. desde que BU ole caso, ti KgjniCO üv 

adhesión ,me dicha ley preré. aru.-r.lB al derecho cnu-r^nte. 

net» Miniado conlrketiUÜ, (|W W *■ ^ W» *g"Jg; 
•orno hnwrtaWe a rentas j-cm-ralc* hasta Él final de lo» W*¡ 
de Ba titular v eouno una protección de amparo a ta ina^iv 
tratiir». tenfendkl cu mira, muy en es,«-.-,«l. Ictt interce de la 

justicia -uto éi «*. ÍS düi» ««m mtow*M NWwg 

de efltft mterpretaciín, «irgfl Implícita «W W»»n4*ran*> < s 3« 

fallo ile la ("orle Suprema «*•■! I. i 73. P«!í. -* 

6> (¿ue H wmidrt denegatorio expresado prfeeñOTterut»- 
tc. hace innecesaria entrar a ennsidi-rar en especial, hi sitna- 
fiñn ile los e* musí*! nulos ipie invocan l"- 4 «<;>»«•*• P" ra 

establecer si parle de e»04, por haber pertenecido i. la jus- 
ticia ordinaria de ln Capital Federal, les comprende \*t Ignyl 

que n l«>* t|Ue fueron ju«W« de I» Nación, el precepto mvoeado 
del ar*. 9S de la Constitución. 

Vt,v tanto y consideraciones precedente*, fallo: .deMSti- 
mar ln demanda dilucida en WWUW de. la Caja Na-Munül de 

Jubilaciones y Pensiones Civil**, si» rostas, atenta la naiura- 
leaii d- la cuestión debatida. — E. L «W 

Kestukcia DE ba Gil**** Frontal. 

noviembre 10 .le 1939. 



Y Vistos: &OM autos «suidos por J*% Hotel y «Uros, 
.ou.ra la Caja Nacional te Jubilaciones y Pj» ¡on«j Un les. 
sobre reintegro <lc jubilación e inemiMitueionalislad de la le> 
N* 11.923, art. 17, para decidir acerca del recurso de apela- 
ción interpuesto * 132 contra la sentencia definitiva do 
fe. 129. 

Y Considerando • 

m los ¡«'-'oeandr. tu roiidiriún de «* J^"** 

ír^rr *£9 as t¿ OTRA» 
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inconstitucional y el pupo ulterior conforme al monto pri- 
mitivo de cada una. 

Al expresar agravios (f*. 135 y siguientes.) reiteran los 
neinres sus alegaciones anteriores en cuanto se refiere al dere- 
cho patrimonial afectado por dkbos dear.ueiitcw que preten- 
den regido por lo* principios del derecho privado contraría- 
me nH' a lo que resuelve la wntent La ap*!ada; a la iitlangibili- 
dad de nqué! haber amparado por la garantía del art. 96 
rie ¡a Ccnastitttofóki Noi<h>iial¡ ji la desigualdad que ¡mporlao 
la* escalas desproporcionada» de loa descuentos que establece 
la ley X" 11. !>23 entre sUs haberes jiibilutorios «nn los del rento 
de los jubilados y expresan mu queja contra la sentencia <-u 
cuanto ésta al aludir a laa contint*eneias eeonóniícaa y finan- 
cieros de la Caja, i-ondiciona a ellas el derecho a la integridad 
de su jubilación ■-<:■',.■ el nonio con que les fueron acordadas, 
in haber examinado si aquellas eventualidades tuvieron la 
fuerwi necesaria que justificase las reducciones aplicadas y 
si ealC era el medio adecuado para este fin. 

Esle Tribunal en el caso Fruponi Zavala, dijo en su sen- 
tencia de lfi de noviembre de W34, confirmada por la Corte 

Suprema (Í 173, pág. 5), que si bien el art. &> del Código 

Civil establece como principio general que tas leyes rigen 
para el futuro, o,uc no tienen efecto retroactivo ni pueden 
alterar lo* dereelms adquiridos, mn dixpaaieión so refiere a 
aquellas leyes que contemplan los derechos y obligaciones que 
rigen Im relaciones jurídicas de !a« personas en el derecho 
privado y que el precepto lepa! citado no era aplicable ul caso 
de leyes de previsión social que por ÑU fines, por lo* propó- 
sitos que las inspiraron, por las obligaciones que traen apa- 
rejadas y por su» beneficios, reúnen los requisitos necesarios 
para clasificarla* como leyes de orden público (art. 5 o del 
Código Civil). El mismo principio ha sentado la Corte Su- 
pretna en las cansas seguidas por López y otros contra la 
provincia de Tueumán y Escalada contra la misma deman- 
dada (tomo 1?!), paga. 397 y 408), cuyos fundamentos son ente* 
ramente aplicables al caso de autos dada lo analogía de situa- 
ciones, la semejanza absoluta de los principios directivos de las. 
leyes cuestionadas y aer los mismos loa fundamentos legales y 
de doctrina invocados. 

No puede sostenerse la intangibilidad del haber jub¡3a- 
torin por eitensifín de la del emolumento que percibían cuantío 
desempeñaban sus cargos de magistrados jndieiales porque, 
enmo « ha rraarifo reiterndaiBentc, la garantía tío va mas allA 
del limite que la propia cláusula constitucional le ha fijado, eato 
es, mientras permanezcan en el desempeño del cargo. Y es, 
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sin duda, evidente, que habiendo cesado los actores en los 
que desempeñaban, para acogerse a la jubilación, aquella 
desapareció y con ella la cuestionada seguridad (caso Frugo- 
ni Zavala citado y otros, Corte Suprema, tomo 179, pág. 406). 
La existencia de la garantía constitucional obe-dece, sin duda, 
al propósito de awRurar a los magistrados judiciales, desde 
este punto de vista, una absoluta independencia, y deja de 
jugar cuando el juez abandona definitivamente el servicio des- 
de que no existe, entonces, independencia que garantir. Si 
prosperara la tesis de loa actores se crearía a su favor un 
privilegio que rompería el equilibrio jurídico del principio de 
ifcaaldad para, con loa demás jubilados. 

En cuanto se refiere a la desproporción de los descuentos 
y medios inadecuados que han sido empleados para obtener el 
equilibrio financiero de la Caja, es de advertir que en ningún 
caso puede pretenderse, dados loa principios a que obedeció 
su fundación y las rentas con que cuenta, que pueda conceder 
o mantener, en toda su integridad, beneficios que exceden a 
su capacidad económica. "Sí las finanias de la institución lle- 
gan a fallar por el transcurso de los años liastn hacerse impo- 
sible el cumplimiento regular de las obligaciones contraídas, 
ya porque los cálculos aduanales que le sirvieron de base resul- 
taron errados, ya porque intervinieron otros factores de per- 
turbación no previstos, una reforma general >- reconstructiva 
impuesta por ]a necesidad de volver tas cosa» a su íiuiciu, equi- 
librando los egresos con lo* ingresas, que eche mano del recur- 
n extreme de reducir loa beneficios actuales y futuros, dentro 
de una proporcionalidad juata y razonable, liaeiendo así efec- 
tivo el principio de solidaridad en que descansan estas insti- 
tuciones, no puede ser objetada como arbitraria e inconstitu- 
cional. Lo justifica el interés público y la impone la conserva- 
ción del patrimonio común de los afiliados , \ (Corte Suprema, 
tomo 179, pág. 402). 

El art. 1* de la ley M° 4349 declara que "los fondos y 
rentas de la Caja son de propiedad de las personas compren- 
didas en la presente ley" y aunque esa propiedad oui generis 
es distinta de la propiedad privada en euanto se considera 
como patrimonio afectado, no por eso es menos respetable ese 
dominio colectivo que el derecho privado que invocan tos acto- 
res y más aun si se tiene en cuenta que dadas las caracterís- 
ticas del sistema, los jubilados de hoy, empleadas de ayer, 
cobran aa jubilación de lo aportado por los que trabajan 
actualmente, que, sobre sufrir la carga de un ¡ 
de aceptarse la tesis de los f 4 



impasibles Ir excusión total de la Caja, según lo preveía el 
Ministro na Hacienda, si U ley N* 11.923 no hubiera vertid*» 
a proteger los intereses solidarios de todos los afiliados. El 
derecho de los actores también se habría extinguido al concluir 
el patrimonio común, pues el que nace de la ley N w 4349 que- 
daba subordinado a la existenc'a de los limitados recursos que 
estableció. 

Una reforma de tal naturaleza, no pudo reducirse a re- 
bajar los jubilaeimies a Acordarse eq el futan», dejando in- 
tactas las ya concedidas. Sería una desigualdad contraria a la 
letra y al espíritu del Itt. lü de la Constitución Nacional, que 
los actuales contribuyentes de !a Caja, con cuyos aportes se 
paga a ¡us ya jubilados, hubieran de sufrir solos, para el 
porvenir, las rebajas sancionadas, que los actores se resisten a 
compartir y que soportaran además el aumento de las aportes, 
para que los jubilados, que en su tiempo aportaron menos, 
conserven, a sus expensas un beneficio que rendiría a resultar 
un verdadero privilegio. 

No puede sostenerse finalmente, dada la gravedad de la 
situación de la demandada, que se encoutraba en franco esta- 
do de falencia, como lo demuestra el hecho publico de la falta 
de patí°i por más de seis meses, de las jubilaciones y pensiones 
a su cargo, que el medio empleado no sea racional y el acon- 
sejado por las. circunstancias. Tampoco es aceptable que Ja 
escala de descuentos aplicada al haber jubilatorio de los acto- 
res rompa aquella igualdad por el hecho de ser mayor en 
su monto a las demás escalas fijadas para las otras catego- 
rías de jubilados y menos aún atribuirles carácter confisca- 
torio porque ellas guardan entre sí. una equitativa proporcio- 
nalidad que no puede reputarse excesiva. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia 
apelada, se la confirma, debiendo paparse las costas en ol or- 
den causado en atención a la naturaleza de las cuestione» 
debatidas. — Ktequitl 8. de Olaso, — R. Villar Palacio. — 
Juan A. Bourdiat. 

DICTAME» del Procurador General 



Suprema Corte: 

A. diferencia de lo ocurrido cu easoa anteriores, 
en el sub jtulicp se discute, entre otras materias, ei 
la rebuja del treinta y siete por ciento hecha a una 
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jubilación concedida al ex Procarador General de la 
Nación doctor Botet, excede el porcentaje de reaso- 
iKiblcne&$ compatible con las garantías que acuerda 
la Constitución Nacional al derecho de propiedad. 
Como desempeño actualmente el mismo cargo, y estoy 
afiliado a la Caja de Jubilaciones, la solución judicial 
puede interesarme personalmente; y por ello, ruego 
a V. E. me tenga por inliibido dn dictaminar. — Bue- 
nos Aires, junio 18 de 1040. — Juan Alvarez. 
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Y vistos: Estos autos seguidos por el Dr. Julio 
Botet y otros contra la Caja Nacional do Jubilaciones 
y Pensiones Civilcn por reintegro del beneficio de ju- 
bilación e inconstirueionalidad de * a lc í N * art - 
17, para decidir respecto al recurso de apelación extra- 
ordinaria contra la sentencia de la Cámara Federal de 
la Capital, de fa. 157, y 




Que la sentencia recurrida, así como la de primera 
instancia que confirma, se ajosta, en cuanto a las cues- 
tiones puestas en tela de juicio por >a demanda y con- 
tcstneión a los principios sostenidos por esta Corte Su- 
prcmn en fallos pronunciado» en causas análogas del 
t. 179, púgs. 394 y 408, en los cuales se hallan rebatidos 
todos loa argumentos liechos por los actores y por ello 
correspondería que sea confirmada, dando por repro- 
ducidos los fundamentos ya formulados. Mas, como se 
lia impugnado de ineonstitucionalidad, también, la es- 
cala de descuentos en los beneficios que trae el art. 17 
de la ley N* 11.923, cuestión introducida recién al alegar 
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de bien probado, según lo ha hecho notar el memorial 
de fu. 195, pero que ba «ido considerada en la sentencia 
apelada y por lo mismo corresponde que sea tratada 
aquí, conviene recordar algunos antecedentes que Kan 
do ilustrar la cuestión, independientemente de los mo- 
tivos de que so ha hecho mérito en dicho fallo. 

Cuando en 193tt se produjo la cesación de pagos en 
la Cuja y por orden del Gobierno Provisional se sus- 
pendió la concesión de beneficios por tiempo indetermi- 
nado, como medida de emergencia que imponía la gra- 
vedad de la situación, se mandó liacer un estudio del 
estado financiero de la Caja por los doctores A. Accr- 
boni y P. González Galé. Estos refirieron su investi- 
gación al 3Í de diciembre del mismo año y presentaron 
su informe cu octubre 15 de 1932, llegando a las siguien- 
tes comprobaciones: Que con un personal de eotÍ'¿antcs 
de 134.315, correspondía que la Caja en ese momento 
tuviern acumulados por reservas de antigüedad (o sea 
para responder & los beneficios futuros) la cantidad do 
$ 1.326.346.498, además de la que exigían los oencficioa 
ya acordados, cuyo costo ero de * 419.439.404. Pero 
como !a Caja no tenía más activo que la suma de pesos 
&B.04C.22O, total de sus reservas de entonces, el déficit 
ascendí:» a ln elevada suma de $ 1.687.780.682. 

Los peritos, dijeron: ".suponiendo que los aporte» 
se elevaran hasta el 13 Jo previsto, para no acumular 
nuevos déficits por osle concepto (se referían a los re- 
cursos ueeesnrios para costear los beneficios), el solo 
interés del déficit ya existente significaría que éste iría 
aumentando progresivamente en una suma anual cuyo 
primer término llega a cien millones de pesos". 

Sancionada ln ley de reorganización de la Caja, 
N* 11.923 el 28 de octubre de 1!)34, se encomendó al 
Dr. Daniel Rivera, Actuario do la Institución, que Li- 
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ciem, de acuerdo a lo dispuesto por su art. 7», un nuevo 
estadio de sus finanzas, el cual fué presentado el 2i> de 
diciembre de 1936, referido a junio 30 de 1935. 

En este trabajo «1 ponto hace notar el efecto in- 
mediato que tuvo la nueva ley en el reajuste de los va- 
lorea del pasivo. El déficit por reservas de antigüedad 
de $ 1.32&346.498 que arrojaba ul primer balance, se 
reduce a $ 635.981.636. 

Según este estudio, ilustrado por observaciones y 
comprobaciones convincentes, el estado de la Caja en 
aquella fecha es el sitúente; Activo, f 770.351.648, 
contra un pasivo de $ 1.901.706.006, arrojando un défi- 
cit de 4 1.131.354.358. (Véase el cuadro de fa. 83). 

Al respecto, el perito agrega las siguientes consi 
deracionea: 

*'De estas cifras y de los costos hallados se des- 
prende que la ley N' 11.923 ha producido un considera- 
ble reajuste de valores en lo que concierne a loa afilia- 
dos en actividad. Tal resultado se debe, indudablemen- 
te, a laa nuevas condiciones impuestas por la ley para 
optar a los beneficios: límite de edad, restricción de los 
privilegios, aumento de los aportes, escala decreciento 
de beneficios a medida que aumenta el promedio básico 
de ln jubilación, y, sobre todo, laa disposiciones que es- 
tablecen para los actuales cotizantes, según su antigüe- 
dad, promedios del total de los sueldos percibidos o de 
los últimos 20 ó 10 afios do scrvieios, puta determinar 
la jubilación". 

"El efecto no ha sido el mismo con relación a los 
beneficios acordados, pues las disminuciones de sus ba- 
beros no representan más que el 113 Jo del valor men- 
sual (según la ley N* 4349) de los que se hallaban en 
curso de papo al promulgarse la ley N» 11.923. Si el va- 
lor de las rebujas se establece con respecto a los babe- 
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res ya disminuidos por el Acuerdo do Ministros do fe- 
cha 30 de julio de 1931, o sea, ios que regían al entrar 
en vigor la ley modificatoria, entonces aquéllas sólo 
equivalen al 8,75 De ahí que la reducción del Pasivo 
originada por esas rebajas haya sido |>ronto cubierta 
por las nuevas jubilaciones y pensiones otorgadas pos- 
teriormente, alcanzan-do los compromisos de la Institu- 
ción por concepto de beneficios en vigor a la fecha del 
Baluncí Técnico a la suma de t 535.229.423' \ 

"Podría pretenderse que, del conjunto do las nue- 
vos disposiciones vigentes, resulte una evolución favo- 
rable que elimine paulatinamente el desequilibrio cris- 
tente, hasta su total extinción en un cierto plazo. Sin 
embargo, ello no es posible, porque el solo interés del 
déficit, que sería necesario estregar anualmente a la 
Caja para mantener estacionaria su situación, ce mucho 
mayor que el superávit anual obtenido en 1935 (el pri- 
hiCro en que rige la ley M° 11.923) y más todavía con 
relación a la tendencia que ea dable esperar en ejerci- 
cios venideros. So ve, pues, que ni aun aquella situa- 
ción estacionaria puede lograrse y que el impulso del 
déficit actuaría! sobrepasa los efectos de las última» 
reformas y pronto eliminará los excedentes financieros 
anuales". 

Como se ve, la ley N« 11.923, con haber hecho mu- 
cho bien al saneamiento eje Ja Cajo, no consiguió dete- 
ner para lo futuro el crecimiento del déficit y con él la 
dcscapílali^ación de la Institución, por efecto de loa 
intereses que corren de la fuerte suma que el mi amo 
representa, según el último balance, y que irremisible- 
mente KCguirán corriendo hasta agotar todas las reser- 
vas, si, como está demostrado en el mismo informe, el 
aumento de los recursos y la reducción de beneficios de 
la nueva ley solamente alcanzaría en el mejor de loa 
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casos, a equilibrar la situación entre los valorea que se 
aportan y las obligaciones a pagsr. 

Así, no pudo ser más deplorable; j¡ angustiosa la 
situación de la Caja al dictarse la fey Sf" 11.923, y aun 
después de puesta en marcha, vemos que subsisto el 
Kravc peligro que se ba señaladlo. Jíójci «imentc, para 
conjurarlo, debía ecbarse mano de lodos los recursos 
que la ciencia y la experiencia ya hecha aconsejan, aun 
de los más. heroico», sin excluir ninguno. Entre ellos, 

era ineludible reducir y graduar los beneficios acorda- 
dos, evidentemente excesivos en relación a los aporte» 
realizados por los beneficiarios, y también despropor- 
cionados con los capitales acumulados en forma tal que, 
mientras más alto era el Iwneficiu concedido, más su 
distanciaba del fonda acumulado por el Iwnofioiario; 
debiendo, sin embargo, guardarse como en toda ley de 
este género, la correlación proporcionalmente paralela 
en la oséala establecida para las diversas categorías, 
ya que nunca podría exigirse equivalencia entre aque- 
llos valores. 

Infectiva metí te: Citleulos ¡ichinrinles y matemático» 
han Iletrado a establecer qne, si los beneficios menores 
requieren una erogación tres o cuatro veces superior 
al capital aportado y acumulado por el beneficiario, con 
sus respectivos intereses, dentro del régimen do la ley 
X* 4.14!), los superiores concedidos a altos funcionarios 
qne lian hecho carrera administrativa o judicial, en- 
trando con bajos sueldos y llegando por sucesivos as- 
censos basta los más altos, arrojan una diferencia mu- 
cho mayor, pues llega a ser el beneficio diez veces su- 
perior al capital acumulado. 

KI Dr. Sorrey, autor y miembro informante de la 
reforma en el Renado, señaló con gran acierto la razón 
en que se cimentaba la escala decreciente de los benofi- 
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oíos, dieiondo: "La comisión, repito, aconseja la reduc- 
ción progresiva del haber jubilatorio. Incorpora, así, 
el principio de justicia social <|ue liu hecho introducir 
el sistema progresivo al régimen impositivo, por ejem- 
plo, entre nosotros, e| impuesto a loa réditos y a las 
sucesiones. Cuanto mayores son los medios de que dis- 
pone un hombre, más goza de las ventajas de la vida y 
do la- protección del orpantsmo social y es justo que 
contribuya al sostenimiento de las instituciones; quo ase- 
guran su suti»idlencia y comodidad, no en la misma pro- 
porción que aquel que apenas tiene asegurado el sus- 
tento diario, sino con una contribución que vendrá a 
disminuir sus posibilidades do erogaciones superfinas. 

Fin este caso hay una razón práctica ademas: como 
para determinar el monto de la jubilación so tiene en 
cuenta el promedio do sueldos de los últimos cinco «ños, 
Qué es cuando el empleado goza de emolumentos ma- 
yores, so fi parta mucho más el beneficio de la relación 
que debe guardar con el total de los aportes hechos. Y 
los aportes quo producen capilnlizaeioncs más prolon- 
gadas son los primeros, los hechos cuando se percibían 
los primeros haberes, los mfm reducidos". 

Que esta Corte Suprema bn aceptado como legítí- 
mo el impuesto progresivo en la contribución territo- 
rial, creado por leyes provinciales de acuerdo con la 
orientación do ideas a que so ha hecho referencia (caso 
Díaz Vélezeon Provincia de Buenos Aires, t. 151, pág. 
359 y otros). 

1.a diferenciación estiiblcridu por el art. 17 impug- 
nado, no responde así a un propósito hostil a cierta elase 
de beneficiarios, sino a motivos reales y razonables que 
se vinculan al origen del derecho que se regula, y ella no 
escede a lo que podría Humarse una discreta y justa 
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disminución de beneficios. Por ello, no afecta la garan- 
tía del art. 16 de la Constitución Nacional. 

Pnede agregarse que todas las leyes jubilatorias 
que se han dado en el país en los últimos tiempos, adop- 
tan este principio de la escala descendente de benefi- 
cios. La ley de jubilaciones bancarias N* 11.575, au- 
menta proporaonalraente los aportes para los sueldos 
mayores al mismo tiempo que les rebaja los beneficios 
(art. 17 y 41 de dicha ley)- F-a ley de ferroviarios nú- 
mero 10.650, en su art. 17 establece, también, una escala 
descendente de beneficios entre cotizaciones que hacen 
el mismo tanto por ciento de aportes sobre los sueldos. 
Igual cosa sucede con la de las Empresas Particulares 
de Servicios Públicos, N' 11.110, (art, 15). 

En su mérito y por sus fundamentos, se confirma 
la sentencia apelado, sin costas, por la naturaleza de 
las cuestiones debatidas. 

Notifíqucse y devuélvanse, debiendo reponerse el 
papel en el tribunal de origen. 

RüBEBTO KEPETTO — ANTONIO Sa- 

oarka — Luis Linares — B. 
A. Nazab Anchobbna. 



ACCION CIVIL: Infhwia de la uniendo criminé dn absolución. 

COSA JUZGADA. 

Habiéndose disentido y resuelto en la causa criminal ter- 
minada favorablemente para el con tribuyen te aeusado, tan- 
to lo referente a la multa comu al Rravamen impuesto por 
la Administración General de Impuestos Internos, y no 
roducido en el nuevo juicio por parte del 
alpuna que modifique la condición le«al del 



proceso anterior ni la situación del contribuyente, procede 
hacer lugar a la acción tendiente a obtener la devolución, 
de la mima que posteriormente le fué cobrada al mismo en 
concepto del impuesto por cuya supuesta defraudación 
se había promovido el mencionado juicio criminal. 
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Y vistos: El recurso de «¡tclación ordinaria inter- 
puesto por demandado y actor en el juicio de Martínei 
Tenreiro Hermanos contra el oliu-rno do la Nación 
por repetición do impuestos pagados ¡legalmente, con- 
tra el fallo de la Cámara Federal de Apelación de la 
Capital, que liaec tugar n la demanda, sin costas; y 

Considerando : 

I. Contra los actores, comerciantes cu el ramo de 
perfumería y artículos de tocador, establecidos en esta 
ciudad, se siguió un proceso iniciado por In Adminis- 
tración de Impuestos Internos a raíz de haberse com- 
probado que los aludidos Tendían un artículo de toca- 
dor llamado "Inecto Rapid" tintura para el cabello, 
en envases, cantidad y calidad iguales poro con etique- 
tas que expresaban precios diferentes, pues unos fras- 
cos conteniendo 100 gramos de tintura aparecían ven- 
diéndose a 0.70 centavos y otros al precio de 8 pesos. 
I* infracción consistiría, seRiín Impuestos Internos, en 
que el gravamen fiscal pagado — ad valoren — sobre 
los primero» no expresaba la justa contribución fiscal, 
pues no era el efectivo precio de venta el de setenta cen- 
tavos, inferior al precio de costo, sino ana simulación 
para evitar el real importe del aludido g*ravamen. Loe 
acusados alegaron que no liabía tal simulación con fines 
de fraude sino que había precios diferenciales con fines 
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de propaganda puesto que, no podiendo resalar el ar- 
tículo como premias, lo dabaa a ciertos clientes a Iwjo 
precio y que, además, ello lo utilizaban para substituir 
o reponer o compensar la tintura que, con facilidad, se 
descompone ni contacto con el aire. La «tusa fué so- 
breseída en lo principal parque no se demostró qne fue- 
ran inexactos los liedlos manifestados por Martíuez 
Tenreiro Herma-ios y que, en manera alguna se hunio- 
ra defraudado la renta fincai. (COttf., sentencia defini- 
tiva de la CVnnnra Federal de Apelación de la Capital, 
de agosto 9 de 1!>37, eorrienlc a fs. ítí>7 de los untos 
caratulado» "Administración de Impuestos Internos de 
la Nación. Sumarios, año 1934. Carpeta % Martínez 
Tenreiro Hermano*, Salta 1G81, Infracción Perfumes, 
Letra M, X* 32b0", agregado por cuento floja a los 
autos). 

11. En mayo 23 de 1034 la AdministrncMÓn de Im- 
puestos Internos, una vez pagado por Martínez Ten- 
reiro iu pequeña eanlidad de * 137.40 ni|tegal que, como 
multa se leu lialiía impuesto por otros fraseos de menor 
■contenido y precio (fs. 402 y 403) del expediente pro- 
mencionado, ordenó a la Inspección General establecie- 
ra x\ en poder de los sumariados existían todavía loa 
frascos de tintura que habían sido Intervenidos y, en 
caso afirmativo, procediera a determinar, can interven- 
ción de la interesada., Ins unidades laicas imponibles, 
etc., y cumplida la orden, la Administ ración fien eral 
resolvió que los comerciantes m-íneionados debían pa- 
ga m$u. 19.73858 CU concepto de impuestos conforme 
a la resolución de 31 de muyo de 11*35, que corro a fs. 
237 vta. del exilíente preineneíonado. Ueeurrida ad- 
ministrativamente esa resolución, fué confirmada por 
el Ministerio Uc Unciendo —primero— y por el P. E. 
— después — . (fu. 32 y 40 del expediente "Ministerio de 



Hacienda, 1938, Martínez Tenreiro Unos. Registrado 
Vi<> el N T * 1467, Letra ít?% y correspondió ule al ante- 
riormente rilado. (M. N* 3269), 

III. Para una clara compronsüm del asunto, debe 
advertirse que, contra la resolución de Impuestos In- 
ternos de mayo MI dr 10.35, invocada en la de junio 7 
de iftifi, g-? dedujo por Martínez Tenreiro el recarso 
que autoriza el art. 27 de la ley N« 37G4, ante el Juez 
-Federal; sobre ese recurso recayó la sentencia de dicho 
•I lie?, de diciembre 28 de Í936 (fs. 388), en que se decla- 
raba, caí los considerandos 4 tf y 5* que no se había pro- 
bado fraude y sí, en cambio, que Martínez Tenreiro 
buhíu "probado el diverso destino que le ha dado a la 
mercadería de Imjo precio y no existe prueba alguna 
en ¡lutos que desvirtúe Jo sostenido por el sumariado**. 

Declara uue los 11!) fraseos de guinea gramos, interve- 
nidos, se encontraban en fraude y por ella (e impuso 
imilla de $ i;J7.40 m| legal ; sentencia confirmada por la 
Cámara Federal, según se diee en el considerando I del 
presente Tallo. No se ha pronunciado l a palabra sobre- 
seimiento ni la de absolución respecto a los hechos de 
autos referentes a la mercadería diversamente aprecia- 
da por Martínez Tenreiro y se menciona solamente oí 
art. líóS del Procedimiento en materia criminal para 
afirmar que no hay plena prueba de delito v que, de 
acuerdo con el art. 13 del misino Código, tobe estarse 
a lo más favorable al procesado. 

IV. Que la resolución administrativa contenía 

en lo atinente a Martínez Tenreiro (pues hay otros in- 
fraetores involucrado*)— dos partes : condena a pagar, 
en concepto de impuesto la suma de m$n. 19.738.88; 
y en concepto de multa, la suma de m$n. 152.657.40, eo- 
lito décuplo, de los impuestos eludidos, de acuerdo con 
la ley N° 12.148. I-a apelación ante el Juez Federal fué 
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del total de la resolución y las sentencias de dicho ma- 
fristrado y de la Cámara, como se ha dicho, absuelven 
de todo en lo atinente a los frascos de 100 gramos de 
tintura igual con distinto precio; lo cual se conforma a 
la norma del art. 27 de la ley H* 376+ (art. 17, T. O.). 
No había, pues, ni multa ni impuesto n pagar y la re- 
solución de Impuestos Internos de junio 7 de 2938 (fs. 
418, mencionada en ol considerando II de la presente 
resolución) insiste en cobrar lo referente a lo segunda 
sin expresar fundamento legal alguno para dcs- 
o modificar la cosa juzgada. 

V. I^a defensa del Fisco Nacional arguye, en los 
autos principales en examen, que en el proceso anterior 
sólo se discutió la cuestión criminal, no la puramente 
fiscal del impuesto a pagar (contestación a la demanda, 
fa. 41, Cap. VI), de manera que no hay cosa juzgada, 
pero —como se ha visto en los considerandos anterio- 
res — tal nrjramento es erróneo, pues todo el pronun- 
ciamiento administrativo se apclfi, discutió y resolvió 

en justicia; en los fundamentos de esos pronunciamien- 
tos so afirma que no se ha probado la venta a mayor 
precio del fijado en los fraseos y que por lo tanto el 
impuesto — ad valoreíii— se ha pagado conforme a la 
ley N° 11.284. En el curso de esta causa la demandada 
no ha producido ninguna prueba que modifique la con- 
dición legal del proceso anterior ni la situación do Mar- 
tínez Tenreiro. (Informe de Secretaría de fs. 48 vta.). 
No puede aplicarse, por lo tanto, la doctrina del caso 
"MiohcHn y Cía. V. la Nación", fallado en 9 ele octubre 
tfcl año en curso cu forma diversa al del tomo 183, pág. 
289, precisamente porque en aquél se modificó — en el 
juicio civil — la situación de la prueba del juicio penal, 
lo que en éste no había ocurrido. 

Kn an mérito y por los fundamentos concordantes 
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iirimora y segunda instancia, ac confirma la seuten- 
apelada en todas sus partes, sin costas. 
Hágase saber, devuélvanse en su oportunidad. 

rkutEKTo Repktto — Antonio Sa- 

OAlíNA — IdNARRS — B. 

A. Nazar Anchorbna. — P. 

JÍAMOS MejÍa. 



JULIO C. BORDA v. PROVINTIA DB CORDOBA 

VEMAXDA COS'TRA V.VJ fJiOVl.VCJA. 
'.OCACIOX DE servicios. 

Es improcedente la defensa opile** en la demanda sobre 
moto He honorarios n una provincia por servicios prp&ta. 
dos a i misma, fundada en que U acetón no puede ser 
intenta. H s.n «afeita? previamente de la legislatura oro- 
vmcal la asignación de la remuneración correspondiente, 
con arreglo a la ley de contabilidad local en Vigor. 

LOCACION DE Wltricios, 

Reconocidos los servicios prestados por el actor v su desi e . 

de Códiffo Civil, corresponde admitir el derecho de aquel 
5f*V la rpmunwactón «-orrespondíente a los mismo, 
que debe ser f.jada por el Tribunal de acuerdo a ] a na 
tnralew y duranón de los trabajos. 

Dictamen ttfn, Proci<rat>or Oenüral 
Suprema Corte: 

Kl Dr. Julio C Borda demanda u la Provineia de 
córdoba por cobro de honorarios correspondientes a 
servicios que le prestó en el carácter de representante 
ante la Comisión destinada a fijar Iob límites interpro- 
vinciales; funda su acción en disposiciones del 
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Civil relativas a locación úe servicios; y con la infor- 
mación Biunaria de fs. 14 acredita tencT su domicilio 
en esta capital- Se trata entonces de un ca&o de juris- 
dicción originaria, tul «orno V. K. lo admitió cu su pro- 
videncia de fs. 14 vta. 

La parte demandada no objeta esa jurisdicción; 
pero alega que con. arreglo a lo dispuesto en el ort. 226 
de la Ley ilc Contabilidad de Córdoba, antes de llevar 
adelante el juieio debe él actor pedir a Ib legislatura 
provincial fije el monto de sus honorarios, caso de serle 
debidos. Pienso qBO tnl argumento «o w atendible pol- 
las siguientes rabones : 

a) Kl artículo citado se refiere a! caso de traba- 
jos a título oneroso, en tanto que aquí la provincia sos- 
tiene haber sido art iumorcm los encomendados a Borda ; 
Cuestión jurídica sujeta a la jurisdicción del Poder Ju- 
dicial y no a la del legislativo. 

b) La doctrina sentada por V. E. en lfifi, 148 y 
186, 82, concordantes con Í75, Íí7f>, resulta contraria a 
las pretensiones del demandado. 

En cuanto a las otras dos cuestiones debatida» eii 
autos, escapan por su naturaleza a mi dictamen. l.¡» 
relativa a si realmente se prestaron los servicios a tí- 
tulo honorario, procediendo tan sólo indemnizar los 
gastos que hubieren ellos ocasionado al Dr. Borda, de- 
pende de la estimación que se haga de la prueba rendi- 
da; y la relativa al monto de lo.s honorarias, queda li- 
brada por completo a la estimación de la Corte. — Bue- 
nos Aires, octubre 4 de 1040. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, diciembre '23 do 1940. 

V vistos ; Gste juicio seguido por don Julio C. Bor- 
da coiilru la Provincia do Córdoba por cobro de hono- 
rarios profesionales, del cual resulta: 

Que a fs. 7 comparece don Guillermo Antonio Bor 
da, en representación de| Dr. Julio C. Bordu, deman- 
dando, a la provincia nombrada por retribución de ser- 
vicios profesionales que estima en lu suma de pesos 
moneda nacional HftOOft los qm: ol Tribimal determine 
o señalen arbitros, a cuyo pago pide se la condene con 
intereses y contris, 

Que ol Congreso ,1" la Nación sancionó la ley nu- 
mero 12.2^1 creando la Comisión Nacional Técnica de 
Límites Interprovineialcs que tendría a su cargo riieta- 

" IÍn ^St an!0 e ' Con * írtíSÍ> de ,a Nneiói» respecto de los 
derecDus de las provincias en cuanto a BUG límites. El 
Gobierno de la Provincia de Córdoba por decreto nú- 
moro 34327, serie A. de Fecha 25 de junio de 1936, de- 
signó como su representante ante aquella Comisión al 
doctor Julio C. Borda. 

Que Ja complejidad del asunto, sus múltiples as- 
pectos, la falta de antecedentes en muchos -casos, ol ori- 
gen de algunos problemas que remonta a la época do 
la colonia, impuso al actor un estudio y una labor ex- 
traordinaria que se tradujo en la búsqueda de antece- 
dentes e informaciones en bibliotecas y archivos de esta 
Capital, de Córdoba, de Santiago del tortero y de Santa 
Fe; en la dilucidación do cuestiones complejas; en la 
celebración do conferencias con el Presidente y miem- 
bros de la Comisión de Límites y su Asesor Letrado, 
io con los gobernadores y ministros de las pro- 



Wneías limítrofes, viajes y por último una exposición 
«leí asunto on mta conferencia dada en la Universidad 
de Córdoba ron el misptHo y presencia de autoridades 
nacionales y provinciales. 

Que como resultado de esa labor (•xcluyciite di* toda 

otra fué indispensable presentar ante In (inmisión 

Nacional Tócnica, diversos oscrilos y memoriales acom- 
pañados de planos, mapas, etc., cuya eopi» promete 
presenta r. 

Que ante los insistentes requerimientos del Gobier- 
no de Córdoba (notas de 31 do mayo y octubre de 1938 
y abril do 1939) el actor presentó la cuenta de sus ho- 
norarios el í» de agosto de lí».-tí» estimándolos en pesos 

145.(100 mjn., que se descomponen así: m$n. 50.4)00 en 
lo relativo n la cuestión de Santa Fe; mtíi. 70.000 en lo 
relativo a la cuestión eon Santiago del Kstoro; y pesos 
25.000 mjn. respecto del litigio con Catarnarca. Añade 
que el lialier estudiado y documentado por primera vez 
el problema de los límites cuestionados en Córdoba y 
las provincias nombradas torna moderada la esti- 
mación. 

Que déapüéa de diversns dilaciones y actitudes con- 
tradictorias de la demandada dictóse el decreto N* 
25,721, acompañado en copia, por el cual se ordena la 
cesación de la representación honoraria conferida por 
decreto anterior al actor y, declarando a la vez, cjue 
por motivos legales "no corresponde- ni siquiera con- 
siderar «I pedido de honorarios sin perjuicio de que 
el P. E. mantenga su disposición favorable para reco- 
nocer el saldo por retribución de gastos en la suma 
discreta que se lia insinuado". 

Que el actor analiza detalladamente esa afirmación 
v el aludido decreto y termina invocando para fundar 
su derecho los arts. 1623 y 1627 del Código Civil; el 
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«rt. 2á6 do la Ley <le Contabilidad do la Provincia y la 
jurisprudencia de estn Corte. 

Que acreditada ln procedencia de la jurisdicción 
originaria, corrióse a t's. 14 vta. traslado de la demanda 
el qjic fué evacuado a fe. 21 por el doctor Manuel Golds- 
traj expresando: n) que es exacto que el actor fué de- 
signado "Representante do la Provincia de Córdoba 
Hite la ( 'omisión de Límites Iiiterproví aciales" para 
intervenir en rl arreglo de lu.-i diíeremlos existentes 
■•ntre su mondante y las provincias limítrofes de Cata- 
marca, Sau1iiu¿o del Estera >' Santa Pe; It) que es exae- 
lo también que pife cumplimiento de ta misión que le 
fuera conferida Pl ductor Horda intervino en numero 
sas diligencias privadas y oficiales ante diversas repar- 
liciuiies. públicas* presentó escritos, «otas, ote., y lam- 
inen pronunció una conferencia en la Facilitad de 
Ingeniería de la Universidad de Córdoba, relativa a la 
misión que desempeñaba; p) y, por último, reconoce 
también que el actor reclamo" al Gobierno de Córdoba 
i-n concepto de honorarios Iti sama total de m|n. 145.0U0 
distribuida en la forma expresada en la demanda. 

(¿uc el Gobierno entendió que por la índole de las 
tareas encomendadas ni actor y sus condiciones perso- 
riales entre las que se deslaca, aparte de bu reconocida 
versación jurídica y de sus indiscutibles ealidndes de 
caballero y de hombre de bien, In do ser ma es golier- 
nador de la Provincia, la misión que debía desempeñar 
no podín ser sino honoraria o, en el peor de lo* ensos, 
sólo importaba desde el punto de vista patrimonial, el 
dereclio legítimo de resarcirse de todos los gastos quo 
el nombrado hubiera sufrido ton motivo del desarrollo 

de ios tareas. Así lo establecen los considerandos del 
decreto de 23 de enero de 1940 agregado a ln demanda. 
Que desea hacer constar que los trabajos cuya reali- 
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zaciún invoca el actor fueron realizados en colaboración 
con la AdniínUtrarión Provincia! de manera qno la 
tarea cumplida E»or el doctor Borda no fué personal -en 
absoluto sino de síntesis sobre la Hnse de auxiliares de- 
pendientes de reparticiones oficíales, 

Que en ta hipótesis de que e! doctor Borda tuviere 
derecho a cobrar Honorarios en retribución de sus fun- 
cionen, no podría hacerlo jiidii íalmrnlc sin antes «oliei- 
tar ¡i la IjC¿,'islntorn de té Provincia de Córdoba le 
asignara la remuneración correspondiente con arréalo 
a !o dispuesto por el art. 22G do la Ley de Contabilidad 
rio a<iuel Kstado en pleno vigor cuando el actor rué de- 
sitiado y acepto el car^o. 

Que para el caso de resolverse la procedencia del 
pago de Jales honorarios, cree la Provincia (pie es muy 
elevada la suma en que se los estima y solicita sea re- 
dueidn por el Tribunal a la que fuere conveniente y 
justa. Kn definitiva pide el recbaxo de la demanda de- 
clarando que la aetora debe recurrir previamente ante 
la Legislatura de la Provincia de Córdoba a tos efectos 

de la fijación de sus honorarios. 

Que a fs. '¿X se amplía la contestación a la demanda 
expresando que el aelor, creyendo t.rooeder de la mejor 
manera, ha sostenido ante la ("omisión Nacional de Lí- 
mites Interpiovineiulcs, la iesis de que los litigios entre 
Córdoba y las provincias colindantes podían ser resuel- 
tos por transacciones que implicaban cesiones do dere- 
chos y de tierras siendo que su designación olH'deeió a 
la necesidad de defender jurídicamente los derechos de 
la Provincia sin dnrle on parle alguna facultades para 
transar qnc requieren poderes especiales. 

Que abierto el juicio a prueba (fs. 24 vta.) se pro- 
dujo la que espresa el certificado de fs. 84 sobre cuyo 



PT. JUSTICIA >>B L* NACióW S51 



ito alegaron ambos contendores ¿i ta, S7 >■ fs. 100. 

fs. 104 se llamó autos para defmiliva; y 
C-onsederuudo; Que lu Provincia de Córdob 

planteado asó cuestión previa relativa al derecho 

citado por el &etftr de cobrar honorarios por vía judi- 
cial consisten (c en afirmar que lia omitido solirilur a la 
Legislatura le fijara la remuneración correspondiente 
con arreglo a lo dispuesto por el nrt. de la ley Je 

Contabilidad de aquel Estado. Ksta Corle resolviendo 
una defensa semejante t>n oirá causa contra la misma 
provincia demandada lia declarado que "(ja inadmisible 
que si el Gobierno de Córdoba debe los honorarios tenga 
la Ugfclfttqra el dereelio de fijarlos mando y por la 
suma rjue le pfayea, siendo día nao do los poderes inte- 
grantes del lüstado deudor. Kilo implicaría librar a la 
voluntad del deudor la suerte do los derechos del acree- 
dor, ]<> que repugna al espíritu que rijro las relacionen 

civiles y u lo dispuesto por el nrt. UV2T del Código Ci- 
vil". V recalcando ron motivo de una cuestión análoga 
ha dicho ipic "ello importaría eonsn.anir disposiciones 
derogatorias de las que contiene el Código Civil en 
cuanto a la forma y medid de conseguir el pago de las 
demias". — FftllOS; Hit!. US; lKtí, 53t|_. Tales conside- 
raciones son ile estricta aplicación al ea.so y conducen n 
rechazar la aludida defensa previa acerca de cuya im- 
procedencia puede óbéeiVarBó todavía, como lo haee no- 
tar el señor Procurador íleneral de la Corte, que el art. 
22tí de la ley de Contabilidad se refiere a trabajos dt> 
«rícter ondoso y entretanto en esta cmisn la Provin- 
cia ha sostenido (decreto de 23 de enero del eorriente 
año) la calidad gratuita de los servicios cuyo pago se 
reclama, circunstancia que bacía indispensable la con- 
tienda judicial para dilucidar la naturaleza real del 

contrato. 
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Que el decreto de 25 de junio de 193 G designando 
representante do la Provincia demandada al doctor Julio 
C. Borda, ante la Comisión creada por la ley nacional 
N' 12.251 que dictaminara sobre la fijación de límites 
intcrprovineiales; el re-conocimiento formulado por la 
Provincia de haberse prestado por el actor los servicios 
que le fueron encomendados; y la presunción consigna- 
da por el arl. 1(127 rio! Código CVm mío atribuye carác- 
ter de onerosos a tales servicios atonía la profesión y 
modo de vivir do quien Ú« prestó, son tres antecedentes 
que justifican el dereclio do la demandante para instau- 
rar la presente demanda por locación de servicios. 

Que toles servicio:; están representados i>or los 
siguientes trabajos: n) intervención en numerosa:: dili- 
gencias privada* y oficíales ante diversas reparticiones 
públicas, presentación de escritos, notas, etc., y una con- 
ferencia en la Facultad de Ingeniería de la Universidad 
de Córdoba relativa a la m*sión que le fué confiada (re- 
conocimiento hecho por la Provincia al contestar la 
demanda) ; h) los escritos aludidos presentados él 1" de 
junio, 2 de agosto, - y 23 do noviembre y 16 de diciem- 
bre de lí>37 a la Comisión Técnica de Límites sostienen 
el punto de vistu de la Provincia do Córdoba en las cues- 
tiones que tiene pendientes con las de Santa Fe, San- 
tiago del Estero y Catamarca —carpeta agregada—; 
c) presentación de la copiosa documentación (pie le fué 
solicitada por la Comisión o que creyó de su deber exhi- 
bir eou arreglo a las necesidades de la defensa — car- 
peta agregada — ; d> asistió a las reuniones do la Ooini 
sión a que fuora citado encuadrando su gestión a las 
normas establecidas por la misma y mantuvo conferen- 
cias con gobernadores y ministros de su Provincia y 
de las limítrofes —Informe de la Comisión de fs. 34—. 
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do una lurgu duración y la importancia de Jas mismas 
emerge no Un sólo de los términos del derrito de 28 
de diciembre do 193fi sino* muy especialmente del valor 
material y moral, este último, ínsito siempre en toda 
e-mtiendn sobre límites interprnvi aciales o su confusión. 

Qdg el hecho de prestarse por las oficinas públicas 
de lai Provincia la eolaborsirión a <pio ah'dc »'l do-niai ida- 
do no excluyo que las fichas del (alastro, los mapas y 
otra» trabajos técnicos presentados u la inmisión se 
efectuaran bajo la dirección dé] nutor pues sólo así se 
concibo que fuera completa y total su responsabilidad 
en el alto purgo para >juc fué designado. 

Qtte tampoco puedo influir en la dimisión de la fau- 
na i?l hecho de no haberse expedido todavía ni la Comi- 
sión de Uniitcs ai el Senado sobre el conflicto inter- 

provineial. Kl derecho a cobrar honorarios no ha estado 
mipoditado r esa condición y sin duda alguna lia • : do 

el netor hacerlo valer desde el momento en IJH6 fué »e- 
IMirado de la dirección de los trabajos. 

Que de-mostrada la existencia de los trabajos, bu 
naturaleza y el tiempo de duración procede señalar su 
valor en la suma de ochenta mil posos moneda nacional. 

En su mérito, de acuerdo con lo dispuesto por los 
arta. 1828 y l«S? del Código Civil, la jurisprudencia 
esta Mecida en casos recientes y lo dictaminado por el 
sefior Procurador General se hace lucrar a la demanda 
declarándose que ía Provincia de Córdoba del» pagar 

al actor dentro del término de veinte dína por e! valor 
de ana trabajos profesionales la cantidad do ochenta 
mil pesos moneda nacional, con costas. Xotifíqiiese, re- 
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PROVINCIA I>E LA RIO.) A v. S. A. DB CONSTRUC- 
CIONES INO. R IMF. UlTlIf.RH UNOS. 

PERESCIGS Db UVSTAXCIA. 

A los efectos de la ley N» 45SO la instancia ernniwia ron 
la presentaciiVn de la demanda y désele entone-es corre el 
término ele la perdición. 

PBÜBtieim DE iSSTAKCU. 

El transcurso del plaxo !ej;al sin <|Ue haya sidn notiíu-ada 
la demanda da lugar a que se opere la perención de la 
instancia. 

¡•Eft&SClOy DE JXSTASCIA. 

Las diligencias tendientes a acreditar el fuero Federal no 
interrumpen el plazo de la perención de la iu»taiii-ia que 
comienza a correr desde ln presentación de la demanda. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, diciembre 23 de 1940. 
Y Viste*; Considerando: 

Que a tos efectos de la ley N* 4550, la instancia 
comienza con la presentación de In demanda. — Fallos: 
108, 496; 131, Mr- y desde entonces corre el término 
de la perención. 

Que, con arréalo a esa norma, el transcurso del 
plazo Icfríil sin <|ue lia;, sido notificada la demanda 
da lugar a que se opere la caducidad de lu instancia. 

Que no sería posible reconocer efecto intcrrnptivo 
a tas diligencias realizadas con el objeto de acreditar 
el fuero — fu. 12 y sietes. — sin desvirtuar el principio 
expuesto, pues aquello importaría poner en manos del 
actor el medio de burlarlo mediante "solicitudes que 
no tengan por objeto verdaderamente instar el proee- 
ctrmiento o acelerar su tramitación", según textuales 



palabras del sonador Sanlilián — miembro informante 
del proyecto on la resistiva Cámara del Conpreso; 

situación que precisamente bc trató de evitar con la 
modificación introducida en el último apartado del 
nctual art. 1* de la ley — . 

Que, en el presente oas&, la notificación so realizó 
el 24 de setiemhrn de lí>40 — fs. 32 vta.— es decir dos 
años y varios meses después de la feefcia de presenta- 
ción de la demanda — mayo Ü4 de 1938, fs. 11 vta. 

Qae si bien el 5 do octubre de 1*138 so intentó noti- 
ficar la demanda conforme a lo pediólo en ella — fa. 
11, punto '2 9 — y a lo ordenado por auto de fs, 13 vta-, 
de la respectiva diligencia practicada por el ujier — 
fs. 16 — resulta que aquel propósito no pudo cumplirse, 
ya que la notificación no se practicó porque la persona 
en quien debía hacerse como director «enera! de ln 

compañía demandada, Imbía dejado de formar parto de 
la misma. 



cosías al actor. — Notifiques?, repóngase el sellado y 
archívese— . 



COKHTIWCION NACIÜXAL: fimM utítmalidaá r iwonttitutw- 
«o/Ido* Decretos tuuiaiutle*. 

mjem&á agrícola. 




RoMEBTd Krprtto — Antonio 



S.UÍAHNA — LCW LUTAREB — 
ií. A. Xa/ w, Amchoreha — P. 
Ramob Mkjía. 
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MÜLTAS: Principios gtneralts* 

8i bien el Poder Ejecutivo lia podida válidamente prohibir 
por oí decreto X' 100.143, de febrera Vi (te 1937, el trans- 
porte de frutas y hortalizas frescas en envases que no 
sean nuevos denominados "envases perdidos", carece, eti 
cambio, de facultades para imponer mullas que rcA-istan 
carácter penal, a los transportadores que acepten o con- 
duzcan carcas en mntra vención, pues ello mt ha hÍi!o> con- 
templado en la ley M* 4SG3 como infracción punible y, 
en tales condiciones, hi pena no lia podido aer establecida 
por el V. ni aplicada al transportador sin violación del 
art. 18 de la Constitución Nacional. 

KAU.O DR LA CORTR SUPREMA 

Bucuob Aires, diciembre 27 de 1940. 

Y Vistos: El recurso extraordinario deducido por 
el Procurador Fiscal contra la sentencia del señor Juez 
Federal de la Capital dictada en el juicio seguido por 
el Fisco Nacional contra el Ferrocarril Sud, «obro co- 
bro de multas impuestas por infracción al Decreto 
del P. K. N* 100.143 del If de febrero de 1937. 

Considerando; 

Que por resoluciones del señor Ministro de Agri- 
cultura le fueron impuestas al Ferrocarril del Sud va- 
rias multas por haber transportado hortalizas frescas 
en bolsas de más de un uso, y como la empresa no 
abonara las multns el P. B., por decreto* de 8 do febrero 
de 193!), ordenó la iniciación de las acciones judiciales 
pertinentes, iniciándose el presento juicio. 

Que en el comparendo ordenado en virtud de lo 
dispuesto por el art. 60 de la ley KP» 50, la demandada 
opuso la excepción do inhabilidad de títnlo fundada 
en que el titular del Ministerio de Agricultura carecía 
de atribuciones legales para imponer las multas, y en 
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que el hecho no está penado en la ley N" w 4863 y no ha 
podido penarlo el decreto, doctrina (jne acepta la sen- 
tencia apelada de fs. 158 desestimando la demanda 
deducida. 

(¿uo conlríi esta sentencia interpone el señor Pro- 
curador I'*Íseal recurso extraordinario, el que es pro- 
cedente ya que B8 trilla de lu inteligencia de «na ley 
"nacional y se cuestiona la validez de una autoridad 
ejercida en nombre de la X ación, y la resolución ha 
sido contraria. — Arl. 14, intffl. I* y :¡\ ley N 7 43*—. 
— Art. C, ley N"- 4056—, 

Que son dos las cuestiones de carácter federal a 
resolver: a) el hffGho impittaiio c>tá penado ]>or la ley, 
y si no lo está ¿ha podido penarlo el decreto? 
lie el srñor Ministro de Agricultura facultad 
pOiler fas multas aplicadas? 

Que corresponde dejar establecido primeramente 
que las umitas impuestas son de naturaleza pena!, pues 
tienen carácter sancíonador para prevenir la violación 
de la ley y no carácter reparatorio para resarcir un 
daño, distinción que ya lia hecho la Corte en casos 
análogos. —Fallos: l&t, 162—. 

Que antes de estudiar las disposiciones legales 
aplicables del>e dejarse sentado dos principios funda- 
mentales, establecidos expresamente en el art. 18 de 
la Constitución Nacional: a) ningún habitante üe la 
Nación pnede ser penado sin juicio previo fundado 
en ley anterior al hecho del proceso; h) nadie puede 
ser juzgado sino por los jueces designados por la ley 
antes del hecho de la causa. 

Que el art. I o del decreto £P IW.143, ya citado, 
prohibe el uso y transporte del envase denominado 
"cajón frutero de retorno 1 ' para las remesas de frutas 
y ),orl«liza S frtsoaa q W 96 dc»t¡D«i o procedan de laa 
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provincias o territorios que itldícji, el 3° establece que 
el transporte de frutas y hortalizas frescas a quo se 
refiere el art. 1* se liará exclusivamente en envases nue- 
vos denominados "envases perdido*", y el ti establece 
una multa de trinco a mil pcsoa n IpB transportadores 
qne acepten o conduzcan cargas o encomiendas en 
nont ra vención, inultas que serán aplicadas de conformi- 
dad con lo que establece la ley S* 4863. 

<¿ue si bien el I*. K. lia podido por decreto prohi- 
bir el transporto en la forma indicada CU virtud de lo 
establecido por el art. 2 o ble. I o de la ley X 7 4863, la 
multa establecida pn f*\ decreto no tiene .su origen en 
la ley. El art. 8' de In ley dice textualmente: "Toda 
infracción a las disposiciones contenidas en loa arts. 
3' y 4 o , será castigada *vn una multa de cinco a mil 
pesos moneda nacional, según la importancia de la in- 
fracción, pudiéndose duplicar las penas en raso de re- 

t", I.os arte. 3* y -r aólo íq refieren a los 

lietarios, arrendatarios, nsuf ruetuiirios u ocupan- 
tes de los terri-nos atacados por las placas a ipiienes 

mostrar que la inf rnwión a los reglamentos del trans- 
porte qur pudieran establecerse en virtud de la ley 
no ha sido contemplada por H loirisladnr como infrnc- 
ción punible. 

Que on tales condiciones la pen¡i no lia podido ser 
establecida por decreto del % R, ni aplicada a la em- 
presa demandada» sin violar el art. 18 de la Consti- 
tución Nacional. — Doctrina de la Corte, Fallos: 136, 
200; 158, 78; ensn de Luis Dclfino y Cía. fallado el 30 

de octubre do 1935* publicado en (¡tuvtii >U-l Fcr», t. 
119, 10-. 

Que el presente caso no es equiparable al r.'>uolto 
por esta Corte, registrado en el lomo 17í¡, pág. 285 de 
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los Futios, pnee el ai* 20 do Ja ley K' 2m, aplicado 
cu el lallo, dice: "Toda, ¡«fracción u las disposiciones 
ftoBtenidas en los arta. 4', 5« y 6* y en los reglamentos 
del Poder Ejecutivo BU cimillo a esos artículos sé re- 
fieran ele » 

Que esta conclusión hace innecesario el estudio de 
la segunda cuestión propuesta, pao* cualquiera que 
fuese Ja solución a que ee llegara no podría variar el 
resultado del juicio. 

l'or estos foBdameaiofl se confirma la sentencia 

apelada «a cuanto h (1 podido W r materia del recurso 

p"* 8 » devuélvase y repóngase el sellado en el 
juzgado do origen—, 

Hohrkth Kkpktto — Antonio 
BaMMU — íflftS Ll»ABES — 
Jt. A. N'aüah AmchoMna _ p. 

l¡A>EOS MKJÍA. 



EllASMO PERBS v. CIA. WAXSISBN^ DE 
CARNES <:o.\(¡EI.ai>as 

JtBCl-IiSO KXTRAORDISAMO: Pringos éntralo. 

or lU,«r¿ ffEBPSÍKK 1(1 Viil " C 18 *«8B S 
2S2S£ " 1,m ' r »da por |« cuestione» fe.lerale* 

o portunnn.rntc Mpateta « el juicio y susteMmll™ a 
el escrito de Interposición del recurso. 

JtKCVRSO EXT/IA OlthlNAR to : 

No pndg a la Corte Suprema, ES función del recurso 
«traonl,»jr,o. aceren de S£¡ punt« q? 

IOS invocados en el escrito de üitcrposiciá» del revurs,, 

el pedido di embargo formulado por el apelante en un 
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juieio tramitad., ante fc» tribunales provinc-iale* y lleva- 
do a ecmoei míenlo de M&wtta I»J le vi » '™ 
ordinario. O 

MUNICIPALIDAD DE LA BANDA v. K. t\ C. A. 

JtECÜRSO EXTRAORDINARIO: Materia ajean. CoH*titucioHfí> y 
triie» provinciales. 

La interpretación de una ley provincial t$ malcría ojeiia 

al recurso extrnonlinano. 
RECURSO EXTRAORDINARIO i Pree&timútita. 

Es procedente la apertura del recurso extraordinario de. 

negado y ía decisión simultanea del asQhtó coiitrovor tullí. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Sentencia d¿fÍ*\Hra. 

Procede el recurso extraordinario contra la resolución 
dictada en el procedimiento de ejecución de sentencia, que 
dPiiieea p! emUanro de las rentas municipales cu virtud rie 
lo depuesto en la respectiva ley oriwnÍ.*n, impugnada eomp 
victoria del Códi»n Civil y de la ConslilHci-Hi NVioniü. 

EMBARGO: Itient* fntoirjwWW. 

PODER LEGIS-LATIVO. 

Cualesquiera <iue sean las dispusuuonrs de las leyes lo- 
eales tendientes a substraer (le la acciuai de los acreedores 
los bienes, recursos y rentan Je las prov.riems o minué., 
palídade* contrariando los preceptos de la ley mil, no 
pueden «?r válidamente invocadas, pues las relaciones 
entre el acreedor .v deudor son de la exclusiva legislación 
del Congreso Nacional. 

KMBARGO: R*ene* embnrgabUs. 

Las provincias v municipalidades pueden ser demandadas 
v ejecutadas en sus bienes por la* obligaciones 
traigan; si bien no pueden ser privada» fie las remas o 
marta» indispensables a mi vida y desarrollo nonwri, 
correspondiendo a los jueces determinar en cada caso los 
que no tengan ese carácter a fin de quP se nagan erecii\ft« 
tas condenaciones de la justicia. 



(I) F*h»*IMlo S Mtf|#M de 1940. 



DE .n snciA m m nación S6I 
üMfíAIWO: Uttnf* t—bari/able/. 

ItMUHSO KXTIiAOimiSAItJO: Materu, mjf*. Cucanme* Á «- 
di .V prueba. 

RECQBSO KXTfíAOJiltiyAlCIO: RnoluciCn. 

Revocado la wnlracñ que por aplicación de una lev loca! 
declaraba inembargables las renta» municipales, yorr«¡- 
ponde devolver los autos af iribunal Je procedencia a 
efecto de que determino la proporción emba rtible COtt 
arreglo a las particulares circunstancias de la tanca. 

desacato. 

FACULTA DES OiSVll'USA RUS, 

Puliendo eonstituir el delito previsto en P J tXÚ 24-1 ilcl 
pWjgO Penal los términos ofensivos para la dignidad de 
la Corte Suprema contenidos mi un escrito presentado 
niitf el tribunal de procedencia «le los autos, corresponde 
dirigir oficio ul Procurador Fiscal rc*p.vi¡v ( , a efffet*) de 
que promueva la acción penal pertinente. 



Dictamks del Pnort itutoit (¡rs-kuai. 
Suprema Corlo: 

La sentencia de fs. 25¿ de los autos principales dic- 
tada por la Cámara do Apelaciones en lo Civil de 
Saiiüa»;!) M Hatero, modificando ol tillo del Juez <f 9 . 
206), luí declarado [ne^l&rgftbkfi en la proporción que 
establéele la Ley Orgánica de las Municipalidades, loa 
ffonaos de la Municipalidad de la Banda afectados a 
la devolución que rocían» pl Korroearnl (Central Ar- 
gentino en razón de la scnleneia (|«e V. K. diclura a 
ffi. 184 de dichos autos. 

Tal decisión, que reviste carácter definitivo, de- 
cide una cuestión de naturaleza fcdaral toda vez que la 
Ley Orgánica aludida ha nido impugnada como contra- 
ria a claras disposiciones dol Código Civil. Jío obstante 
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ello, se lia denegado a fs. 263 el recurso extraordinario 
interpuesto para ante V. B. 

Correspondería, pues, abrir el que so interpon© 
por vía directa. 

Cúmpleme al mismo tiempo hacer notar a V. R. 
los términos irrespetuosos cu que se expresad los fir- 
mantes del escrito de fs. 194, con referencia al fallo 
de esta Corté obrante a U. 184. Conocidos recién ahora 
por V. &| esto es el momento de imponer la corrección 
disciplinaria que debió ser impuesta por el Juez de la 
causa, (al como se le solieitnrn u fs. 201 vtá. — But'Uos 
Aires, diciembre 18 de — Juti» Alvares. 

rMJjO DB i-a Corte sumíkma 

Buenos Aires, diciembre 2T de 1040- 

Autos y Vistos; Considerando: 

Que eon motivo de la sentencia pronunciada el 
de marzo de 11KK) por esta Corte Suprema, la Munici- 
palidad fué intimada para depositar lus sumas que 
había extraído durante el trámite del juicio de apremio 
—fs. 191 vta.— ron resultado negativo, por lo cual «e 
decretó el embargo de sus rentas — fs. 20617 — . En el 
acto de trabarse, el Intendente Municipal invocó el art. 
13, iuc. f) de la ley N' 467 que, a su juicio, limita el 
embargo al 25 % del rubro mayor — fs. 213 y 214 — . 
Fundado en ese precepto y en otras razones, el repre- 
sentante do la Municipalidad solieitó la nulidad de la 
diligencio de embargo y el levantamiento de éste fs. 
215 y si bien no tuvo éxito en primera instancia — pues 
el juez mantuvo su resolución anterior — fs. 233— su 
reclamo prosperó parcialmente cu la Cámara de Ape- 
laciones que fundada, por una parte en que "proceder 
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privar a la Mimk-i|.;iliil¡i<l &> lóelos fea medros pnrá f| U4 . 

imcdíi «alwistir y aMi.l..i- toa rocíos pitt>Íieos más 
deméntele* qq (? m&aá&s**, y mt "tía mm 
«•i. Iu i.-y or^VnicH X» 4*7 ,*ui,i.m V ,,,„-. ront a puedo 
B#r Miilmivatla y en q«S proporción — lo < t ae a su juicio 
no «• opone ni «ivin-la» .-onnin— resolvió n-elueir el 
••niharjc» con arreglo » lo tüspuralo en <-l api, 12 <l.> [:« 
Hi.-hnoiia.l.-. Ji-v —IV. l>.V»_. Ksln .IccÍm.íi, J,„ .»¡,|<, 0H y 
.!<•'<» <H W'iirsii «-Mr;i»r«lhiario iiilorprn-Io |, íl4 la .1- 
"miniada a f*. ¿» y fundado ^w^ik^ncí .-.i la Uiü 
pli«ll>il»lrtd .li-l dM« arfe IL' y «■» |„ iiH-nnjpi.lilMlñla.L 

UelnifeDío con lat WühM'HM. X.-i. ioiu.l, .-<u,..i<, 

sobre una inslerín .x« las¿v iliri .. ! ii<- rC^rVAtto al 
1 »ii[í.v.<o. I,„ •N'.i.-wi.-ióii <fe) ejqnüísttdO i.^irso —fe 
¿tSt— ha ibilo lllgflr a Iji piante .jurja. 

QBp,#fiHc luego, d ramio it'fcrcnt^ a Ja feteim 

latítía d«| urt. 12 ¿le ]„ |,y X- 4*7 y „ s.. v-ali.kv. ,!, ,| 
2 n,Gn ^ g * '» Í»ns,l¡,,¡,Mi ,|, forte 

^xm.mm^ mm mm&m*A i» vtóa ,1,1 

n^wiwrado préce^lo local f*i«e a lu> cegl^ ,|rl fe*. 

elM c-o -nn, pa«l .,HH-I„ir. por aplícac* de aíptó l qUl . 

sótó i» Mnharéablo la recta n*»i$ttp«J «-,«*■ tono v 

•i..-'; JM, J^'.i. Ollírip «Iros- 



<¿u<. KÍenUo iimoí'esBria mayor snb»feuM$aei&i «i 
rriwpoi^e uroiwinciarw sobre «>l rondo del «sunto. _ 

Fallos: 1H1. 1S4, 42 y «7—. 

<M- en dh'órso* fulla-* esta éórtc Suprema ha <!<■ 
clarado <,.«. enalbé* sean Ins nm 
conten» l«s leyes |o t . a l cs t^licnl.s a íntótmiír a la 
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acción de los acreedores los bienes, recursos y rentas 
de! Estado contrariando los dCTcelios y garantir* que 
acuerda la ley civil, 110 pueden ser válidamente invoca- 
das pues los relució ues entre acreedor y deudor son 
de la exclusiva legislación del Congreso Nacional. — Fa- 
llos: 171, 431 ¡ 172, Ui 175, 305 y 332? 176, 230 ¡ 183, 
229; v el dictado el 29 de noviembre ppdo.. en la causa 
"Cía. LaZ y Fuerza Matriz v. Municipalidad de Cor 
dolía"— y que siendo Ium provincias y las municipali- 
dades personas jurídicas de existencia necesaria y no 
pudiendo, pues, ser privadas por vía de embargo, Je 

las rentas o los recursos indispensables u su vida y 
desarrollo normal, corresponde a los jueces distinguir, 
en cada caso, los que tengan ese carácter de los que no 
lo tengan, n efecto de que las comlenncionc* de la 
justicia en que liubieren caído las entidades loralcs, 
produzcan el efecto compulsivo que les da nuestra le- 
gislación positiva. —Fallos citados—. 

Que el caso decidido en el fallo publicado en el 
tomo 1S4, pág. 503 — F.C.C.A. v. Comisión de Fomento 
de Saneti Spiritu— no es igual al presente, ya que en 
aquél se trataba del embargo de la BBÍflfl consignada 
por la empresa ferroviaria en la respectiva ejecución 
pura asegura r el resultado del juicio ordinario de re- 
petición que Sé !iro|Hinía iniciar, por lo que no fia de 
aplicueión lo allí decidido, tanlo menos cuanlo que «1 
tribunal apelado declara cu su sentencia do fe. 255 que 
el embargo <!<• la totiAiflld de las realas impediría n la 
Municipalidad atender los servicios públicos más ele- 
mentales. 

<¿ue los términos del escrito de fs. 1ÍH subrayado 
ron tinta importan una ofensa n la dignidad del Tri- 
bunal y pueden constituir el delito previsto en el artícu- 
lo 244 del Código Penal. 
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En su mérito, de acuerdo a lo cuctflininado por el 
Señor Procurador General, so revoca la sentencia ape- 
lada OH !o qn<3 hfl «do materia del recurso, debiendo 
ser devueltos estos autos al tribunal de procedencia 
T »ra que, con arreglo a lo expuesto 011 los preceden- 
tes considerandos y u las partícula res elrcuiwtanoias 
de la causa y con prescindeneia de lo establecido 011 
el art. 12 de la ley Ñ* 487 determine la porción embar- 
tíuhk de Ua ñutas de la Municipalidad actora —Ley 
48, art. 10 — . Diríjase oficio, con transcripción do 
la frase mencionada, al señor Fiscal Federal do la 
respectiva jurisdicción a efecto de qaa promueva la 
ncción penal córrespowiionte. Nottfíqawe v devuélvanse, 
debiendo reponerse el papel en el Juzgado de origen. 

Robkrto HEPrrTO — Antonio 
Sauaiina — l.ris Linares — 
H. A. Xazak AxchohEUa — P. 
Ramos Mkjí.v 



DAN'IKl , vMVIKH v. BANCO El. HOGAR AKOENT1NO 

Procede el recurso extraordinari.» contra la wntejifia de- 
negatonn del fuer» federal oportunamente invocado por 
«•I recurrente. r 

JVIirsnimOS: Fuero Ftdtr*h r>* r hu pe**** Distinta tf 

3 f emunstaneia de que un Banco domiciliado en \ a Ca- 
pital Federal y autorizado por el P. B. para funcionar 
codw sociedad anónima, tcn^a una Mirursal en el territo- 
no i fe una provincia, no es óbiee para <jim> proceda el 
lucro federal invocado por aquel en el juicio promovido 
por nn argentino vecino de aquella provincia. (') 

Fecha del fallo; dkirml 30 de 194*. Ver Fallón US, RB. 



PAÍ,r<0« DE LA COSTE SUPREMA 



CELESTINO ARRANZ v. PROVIXCIA DE MENDOZA 

TBBMIXO. 

No existiendo en U ley federal N* 50 disposición que 
prohiba la prórroga del término para alegar, esta e» pro- 
cedente tanto mA» cuanto que no ocasiona daño alguno 
al recurrente ('). 



(i) Fecha del fatlo: Mimbre 30 4* M«, 



